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CAUSA XLVII1 

Rouíllon, Hanoi y C% contra J. P. Boyd y C a ; sobre cobro de 
pesos. 

Sumario. — l* Vendido un cargamento ¿ impuestas al compra- 
dor las obligaciones del contrato de Aclámenlo, el importe de 
estadías que eUemledor fué obligado á pagar por falla de cumplí- 
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miento de dichas obligación*!, debe serie reembolsado per el 
comprador. 

f* El comprador m p«de epeaer 4 le eeciea del tendedor la 
prescripción de un eflo eetibleeide ee el articulo 1006, incito 4, 
Código de Comercio, porque el Importe pag^o se le debe como 
indemnisacion por Uta al contrato de compra, cuja acción se 
prescribo por el lapso de diet anos 

CAUSA XLIX 

D* Luisa j t>i Juana faiteares; sobre embargo de minas; re- 
curso de hedió. 

Sumario. — I a Puesta en cuestión la valides de una ley pro- 
vincial, como repugnante á una ley nacional, y siendo la decisión 
en favor de la valides de la primera, procede el recurso que 
•cnerda el articulo 14, inciso 4 de la ley sabré jurisdicción y com- 
petencia de loi Tribunales Racionales, de 14 de Setiembre de 
1863. 

t» Por las ordenantes de Méjico» puestas en íigencia por la ley 
nacional de IT de Diciembre de «53, no es permitido el embargo 
y remate de minas. 

9* La ley de procedimientos de la Provincia de San Juan, pos- 
terior 4 la citada ley, no tiene nlor, ni efecto en cuanto compren- 
de las mines entre los bienes embargantes del deudor 16 

CAUSA L 

D. Andrés Noya contra D. Sebastian Quima y D. Florencio 
Beyna, por desalojo; sobre oficie del Jues Federal de 1' Instancia 
del Paraná. 

jnmarítr B oficio pidiendo 4 un Juea Provincial a* tiren 
enviar coa* */tof«M vfaVndi* un espediente, esli librado en 
buena forma, j debe ser cumplido - ifl 
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CAUSA Ll 



D. Palririo Mondes, por el Fisco Nacional, eontrt Jacqueftin 
hermanos y Velar; por cobro ejeeotito de posos. 

Sumario. — Pendiente el juicio ejecntifo contra el fiador soli- 
dario, y mientras este no resulte insolvente, no puede exijirse el 
pago de la misma deuda contra los deudores principales 



D. J. B. Bloomfteld, contra la empresa del Ferro-carril del Sud, 
por cobro de pesos ; sobre posiciones. 

Sumario. — 1° No puede pedirse la absolución de posiciones, 
sino a la parte que litiga en juicio. 

2° El alto que la ordena, contra quien no es representante le- 
gal déla parle, es apelable 



Don Antonio E. Martines contra D. Antonio P. de Sampayo, por 
cubro ejecutivo de pesos ; sobre excepción de litis-pendencia. 

Sumario. — La excepción de litis-pendencia, no es de lea ad- 
misibles en juicio ejecutivo 



Bulas instituyendo al Obispo de Córdoba. 
Amorto. — El paséalas Bula, instituyendo ai Obispo de Cór- 
doba puede concederse bajo las reservas de los derechos y re- 



CAUSA LO 



CAUSA LUI 



CAUSA UV 
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CAUSA LV 



D. Hernando llurraspe y oíros, codita 1a Provincia de Sania Fé, 
por nulidad de ana venta; aobre competencia. 

Sumario. — t* Los Tribunalea Federales no eon competentes 
pan conocer de la demanda deducida por varios en el carácter de 
comunero!, ai so se prueba que cada uno de estos individualmente 
tiene el derecho de deducirla ante dichos Tribunales. 

9* La violación de una resolución de la Suprema Corte, solo 
puede dar derechos i presentarse ante ella 4 los que han sido ac- 
tores directos y formales en el juicio relativo, j no i personas es- 



Contra Gueoon Charles y O; sobre defraudación de decenos de 
Aduana. 

Sumario. — Siendo distinta la clasificación y aforo de los gé- 
neros de seda y algodón, y de algodón y ««da, la variación de es- 
tes palabras en perjuicio de los derechos fiscales, importa una 
falsa manifestación sujeta A pena , 39 



El Dr. D, Samuel Molina contra el General D. Oclaviaao Na- 
varro; sobre interdicto de recobrar. 

Sumarte. — Negados los «Iremos que constituyen el despojo y 
no probados por el actor, debe absolverse al demandado por m- 
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35 



CAUSA LVI 



CAUSA LVfl 




CAUSA LVIII 



Don Marcelino Mafdateno contra el Banco de la Provincia de 
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causa, un P4,iBÍ " 

Efabeke j Dickeimann, contra la Provincia de Corrientes; sobre 
cobro de pesos. 

Sumarte. — Constando de documentos auténticos la obligación 
de pagar, ella debe hacerse efectiva contra el deudor constituido 
en rebeldía ■>•»■•• ...... « » ..•»*..»...*..■ 67 



CAUSA LXItt 

D, Mariano Alvirado centra D. Cirios 5. Treacher y 
Provincial de Sania Fé; sobre tercería de mejor derecho. 

Sumario. — i» Resultando del contesto de la escritura la situa- 
ción y linderos de la finca hipotecada, la bita de mención de es- 
tos últimos en la escritura no invalida la hipoteca. 

La toma de raxoo des|iues del término legal, solo produce, 
respecto de terceros, el efecto de ser eneas desde la fecha en que 
se ha verificado. 

3* En el Código Civil no exista disposición alguna que acuerde 
preferencia á los créditos personales por su simple prioridad, ó i 
los acreedores personales escriturarios sobre los quirografarias. 69 

CAUSA LXIV 

D. Francisco Arteno, contra D 4 Petrona C. de Iriondo; sobre 
interdicto de obra nueva. 

Sumario. — Procede el interdicto de obra nueva en el caso del 
poseedor actual de un campo turbado en su posesión por obras de 
alambrado y poblaciones empezadas 4 construir en él por un ter- 
cero. •■•.•....■■.»*.*■.•■,..,.» ............. 8t 

CAUSA LXV 

D. Francisco Arxeno, contra D* Petrona C. de Iriondo, por in- 
terdicto de nueva obra; sobre cumplimiento de sentencia. 
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Ptfii.» 

Sumario. — Corresponde al Jaez de Sección mandar ejecutar lo 
juzgado y sentenciada - „+.«..,... Si 



CAUSA LXV1 

- 

Contienda de competencia entre el Juez Federal del Rosario y 
el de I a Instancia de Santa Fe, en la causa de D. Germán Dur- 
meister, con 1> Petrona C. de Iriondo ; sobre meneara. 

Sumario. — 1° La petición de mensura no importa nn uso con* 
lencioso, y no produce el efecto de radicar ante el Tribunal que 
la provee, el juicio a que pueden dar lugar las protestas contra la 
dilijencia de la medición. 

2° Si por raso» de dichas protestas sobreviene un juicio con- 
tradictorio, loe Tribunales federales son competentes para cono- 
cer de ¿I. cuando la nacionalidad o feriad ad de los litigantes es 
diversa. 

3" En las contiendas de competencia, los jueces que las dispu- 
tan deben remitir los autos á la Suprema Corle, y obedecer á las 
órdenes de ésla, haciéndose acreedores á las penas disciplinarias 
consiguientes, en caso de omisión 6 culpa en los procedimientos 
relativos ■••••••.».■.■•■«•■»••■«#.«»■»«■•■■••••«■••«*«■• 96 



CAUSA LXVH 

Vacas y O, contra D. Rodolfo Altirralde; sobre cuentas j cobro 
de pesos. 

Sumario. — Los pleitos sobre cuentas de difícil resolución, de- 
ben ser sometidos al fallo de arbitros arbitradores 103 



CAUSA LXVIII 



D. Eleodoro Parody, contra D. Ricardo Rufo Huidobro y su es 
posa 0* Carmen Guiñaiú; sobre cobro ejecutivo de pesos. 
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SNMdrú.— Los albaee» oo pueden diipooer de los créditos 
de U sucesión, j el endoso hecho por ellos de un efecto á ta or- 
den, no entorilado espresamento por el tostador, es ineficaz 



100 



CAUSA LX1X 

Contienda de competencia entre el Gefe del Regimiento 10» de 
caballería de linee, y el Juez de Crimen de la Provincia de Salto, 
contra el soldado José Guailima 6 Torres, por muerte dada i un 



Sumario. — El delito ejecutado por un militar, dentro del cuar- 
el j en un acto del servicio, esta sujeto A la jurisdicción militar. HO 



£1 Capitán D. Tolessieus Johnseo, del buque Noruego <-Fl¡d» 
contra RWolta, Carboni j C; sobre pago de sobreesladias. 

Sumario, — I o Los dia? que se pierdan por no haberse cum- 
plido por los Hiladores la obligación de remolcar el tuque lle- 
udo á lo» puertos de carga, deben contarse, para el pago de las 
sobreestad!» convenidas. 

2» Si el remolcador sufre averia, y esta lo inhabilito para dar 
el remolque por un periodo prolongado, el fletador esta obligado á 
enviar otro remolcador. 

9» Los socios están en el deber de conocer los actos que se re- 
fieren i la sociedad, r 1a contestación de ignorarlos debe tenerse 

449 

por confesión — * 

CAUSA LXXI 



D. Teófilo Meyer y C\ contra J. Brunengo j C», por falsifica 
cien de marcas de fábrica; sobre defecto en la demanda. 
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Sumario. — El qtie se presenta \m- oL'u oh junio, Pülá obli- 
gado A acompañar testimonio <Il*I poder que jusiilique su perso- 
nerh, no siendo suficiente la indicación de la oficina ó espediente 
donde se halla Üft 

CAUSA LXXlt 

Lasalle y Secresta!, con Ira D. Pedro Indiana pe, por falsifica- 
ción de marca de fabrica del tlSilter Secreslal»; sobre incompe- 
tencia, personería y lianza de arraigo. 

Sumario.— I" La Justicia Nacional es c uupelcute para cono- 
cer en la acción c i vil y e¡¡ ..in.d que se deduce pur violación do 
la ley nacional sobre marcas de fabrica. 

2" Dichas acciones pueden ser gestionada* por medio de apo- 
derado. 

3 o La (lanza de arraigo procede cuando rl demandante es es- 
trangero no domiciliado en la República . . . . , * - • 1^2 



CAUSA LXX1II 



GilTord hermanos, cotilrj D. líicgo Rrash, por cobro ejecutivo 
de pesos y rendición de cuentas so»re prisión preventiva. 

Sumario.— Ordenada la prisión preventiva (leí deudor por apa- 
recer bu insolvencia y presunciones de fraude, ella dobe cesar, 
presentándose un arrezo de cuentas posterior a la deu la, aunque 
se oponga que el arreglo lu sido obtenido con dolo *-5 



CAUSA LXXIV 

Contienda de competencia entre el Juez Nacional del Crimen de 
la Capital, y el del Crimen de la Provincia de Unenos Aires, en ta 
causa sobre suicidio de un preso en el Departamento de Policía de 
dicha Provincia eu tíñenos Aires. 

T. IVlll *í 
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Pifio» 

Sumario. — I! suicidio ele un preso en el De par Lamen lo de Po- 
licia de la Provincia de Buenos Aires, sucedido en la ciudad de 
Buenos Aires, después de su cesión para capital de la Nación j 
ames de la lrasiacit.ii de dicho Departamento á la Capilal de la 
Provincia, debe considerarse como sucedido en la Provincia, y su 
conocimiento correspoude á la Justicia Provincial 



CAUSA LXXY 

Criminal, contra D. Juan B> Tavella, por sustracción fraudu- 
lenta; sobre oscarcelacioii bí»jn fianza. 

SiiMiíino — Orbe concederse la escarcelacion bajo fiania en los 
delitos para los que el máV.mun de la pena, es la de dos año» de 
prisión, hallándose la can* en plcnaria y habiendo sufrido el pro- 
cesado una larga prisión preventiva • 



138 



CAUSA LXXVl 

Criminal, contra D. Juan B, Tavella, por sustracción fraudu- 
lenta; sobre cscarcelacion. 

Sumar io. — Acordada á pedido del procesado la cscarcelaaou 
bajo fianza, queda sin objeto h petición de escareelacion hecha 
anteriormente por el mismo. . ■ 



CAUSA LXXVIl 

Criminal, contra D. Juan B. Arnaud y su esposa, por delito» co- 
metidos en el Asilo Nacional de Inmigrantes; sobre compelen- 
cia. 

Sumario. — La averiguación y castigo de delito» cometidos den- 
tro de establecí míenlos en los que el Gobierno Nacional tiene ab- 
soluta j exclusiva jurisdicción, corresponde á la justicia nacional. 143 
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CALM LXXVJH 

D- Isaura Oyuelade j&orramtíii, contra «'1 Dr. I>. Manuel Calvez, 
por deslinde; sobre competencia. 

Sumario. — íín corresponde ú la justicia nacional el conoci- 
miento de las causas civiles entre diu argentinos de distinta pro- 
vincia, siendo otra diversa la en que su lia suscitado el pleito.. . Hü 

CAUSA LXX1X 

D. Guillermo Lebmann y ü, Cristian Cfauss, contra I) 1 Pelrona 
C. de (riendo, por deslinde ; sobre competencia. 

Sumario. — La oposición á una mensura importa un juicio con* 
lencioso, y su conocimiento puede ser traído a la Justicia Nacio- 
nal, por la distinta nacionalidad do la¡. partes 150 

CAUSA LXXX 

D. Remigio lligal, por D. Juan Montero Telitique, contra D. II. 
Leroux; por falsificación de marca de fabrica; sobro personería. 

Sumarto, — ti poder con facultad de perseguir fas falsificacio- 
nes, comprende la de perseguirlas ante los Tribunales 150 

CAUSA LXXXI 

D. Carlos A. Jones, contra U. Felipe Dormán, por cobro de sal- 
valaje ; sobre costas. 

Sumario. — El ador que desiste de la demanda, Jebe pagar to- 
das las costas del juicio ............. • 158 

CAUSA LXXXII 

D. Juan Tudury, cuntía 1). Jacobo A. y D. Juin 0. Spangcin- 
berg, por interdicto de amparo; sobre competencia. 
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Sumario. — I" Fallada una causa ante los Tribunales de Pro- 
vincia, el cumplimiento de sus resoluciones debe gestionarse a ule 
los mismos. 

2 o Siendo dus las personas demandadas, y ito procediendo por 
ratón de una de ellas el fuero federal, el conocimiento de la causa 
corresponde á los Tribunales de Provincia 100 



CAUSA LXXXI1I 

D. Cárlos Castagno, contra Ü. José M. Crespo; sobre no inno- 
vación durante el juicio. 

Sumiría. — Pendiente la apelación en juicios de posesión y 
propiedad, no debe hacerse innovación alguna en la cosa objeto 
de ellos .................... 



CAUSA LXXXIV 

D. Antonio Colombo, contra la Provincia de Santa Fé; sobre es- 
propiacion y costas del juicio. 

Sumario. — En el juicio de espropiacion en que se procede á 
h» diligencias relativas de conformidad de parles, las costas que 
debe pagar el expropiante se limitan i las de actuación y á los ho- 
norarios de los peritos - • ■ * IW 

CAUSA LXXXV 

D. Eduardo Passo, contra el Dr. D. Marcelino Freyre; por de- 
salojo ; sobre competencia. 

Sumí no. — \ < El principio de la no reí reactividad de las le- 
yes, no es aplicable á lis de competencia y procedimiento. 

2 o Por la ley de 18 de Setiembre de 1884, corresponden al 
Fuero Federal las causas civiles entre los vecinos de la Capital y 
lot de las Provincias * ■ i 70 
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CAUSA LXXXV1 

l>, Teiandro Santa Ana, contra D. Felis Aguinaga; sobre ren- 
dición de rúenlas, 

Sumario, — El gerente de una sociedad, al cual una clausula 
riel cüfilratu impone la obligación de presentar anualmente un ba- 
lance de los negocios sociales, debe cumplir con dicha obligación. 114 

CAUSA LXXXVII 

D. Emilio Genoud, contra D. Daniel López; sobre posesión de 
un campo. 

Sumario. — En los juicios posesorios, el Irámite legal para oir 
á Jas parles, es el juicio verbal US 

CAUSA LXXXYtll 

Rl Fisco Nscioual, contra D. Federico Ifarllkb; sobre expro- 
piación. 

JmjMuTÍO f,rtljini>li rmiformes las parieren el precio de la 
expropiación, debe ordenarse el abono de esla ITJ 

CAUSA LXXXIX 

D. Prudencio Ibauc* Vega, contra IV Joaquina Arana de Tor- 
res ; por robro de pesos. 

Sumario.— tas dificultades que se suscitan sobre la inteligen- 
cia de las carias de crédito y de las obl ¡paciones que resulten, de- 
ben ser decididas por arbitrados t83 

CAUSA XC 

I). Juan Terrarossa, capitán del bu^ue tMicbele», contra P. 
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I» trino 

Omarini y C*, por cobro de sobreestad ¡as; sobre excepciones d¡- 

Sumttrh. — i" No constituye eicepcion dilatoria la de no ser 
obligado, y b omisión de los documentas que instruyen la de- 
manda. 

2° La excepción de arraigo del juicio, en el caso del artículo 14 
de la Ley de Procedimientos, es excepción dilatoria 185 

CAI'SA XCT 

Contra J. y P. Dussaud linos, sobre exceso en el manifiesto del 
vapor «Vcrcingelorix». 

Sumaria. — Desistiendo el señor Pr«viirador General de la ape- 
lación interpuesta por la parte fiscal, deben devolverse los autos. 188 



CAUSA XCH 

Contra D. Isaías Crespo, por abandono del Juzgado de Paz de 
Biedma, en Patagonia; sobre competencia. 

Sumario. — La jurisdicción (¡ivil, comercial y criminal de i* 
Instancia, en los territorios nacionales, c invsponde i los Jueces 
de Pal 190 



CADSA XCIII 

Contra D. Hermano Altgell, por infracción de las Ordenanzas 
de Aduana. 

Sumario.— I* La no presentación de la guia dentro del plaio 
señalado en la fiama, autoriza la pena de dublés derechos sobre 
la carga. 

i ■ La pena debe ser pagada por el con signatario de la carga, 
aunque la lianza haya sido prestada por el cousiglari» del buque. 
3" La nulificación de la resolución administrativa hecha al con- 
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signatario de la carga, no es causa de nulidad de la misma, desdo 
que el consignatario de la carga fue nolificado lambí eu, y se le 
concedieron los recursos legales 



CA1SA CXIV 

Conlra D. Estanislao Acosla y oíros, por contrabando; sobre 
suspensión del proceso. 

Sumario. — Pendiente ta ejecución del arresto de uno de los 
procesados, y no habiendo m:is diligencias que evacuar en el su- 
mario, debe suspenderse la prosecución de la causa 201 

CAUSA XCV 

Don Santiago D. Oliveira, contra Ü Eduardo llammer; sobre 
indemnización de daños c intereses. 

SiMMrw.— 1" Lasociedatt no es responsable, como persona 
jurídica, de lo; actos ilícitos de cualquiera de los socios, ni de sus 
consecuencias. 

2* Las cosías de un juicio, no son una consecuencia del becbo 
que lo motiva, sino de la temeridad cun que el litigante sos- 
tiene sus pretensiones ; y son un accesorio de la sentencia que 
lo termina * 2GH 



CAUSA XCVI 

Sobre cumplimiento de un exhorto dirijido por el Juez de !• 
I nslancía de la Provincia de Córdoba, al de igual clase de la de 
Tucuman. 

Sumano. — La cuestión sobre cumplimiento de exhorto diri- 
jido por un Tribunal de Provincia á otro también de Provincia, no 
et de ta. competencia de la Suprema Corte • »' - 
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CAUSA XCVI1 

D, Ulises Lnzuri, contra D. .Néstor de la Puente; por inter- 
dicto ite despojo; sobre competencia. 

Sumttrio, — El que deduce interdicto fundado sobre su prupii 
posesión y el despojo verificado por el de man ¡lado, ejerce un de- 
recho originario y ñu cedido por aquel de quien Hubo la posesión. 220 

CAUSA XCVIIÍ 

D. Dermidio Carranza, contra D, Carlos f.odoy y D. Klia fiodoy; 
por cobro ejecutivo de pesos y tercería de dominio; sobre chance- 
lacion de una lianza. 

Sumario. — I o til que ha solicitado y obtenido bajo su respon- 
sabilidad mt embargo de bienes que rio pertenecen á su deudor, 
es responsable de los daños causados; al dueño de aquellos. 

2 o La fianza prestada con motivo de dirho embargo no puede 
chancelarse mientras dure el juicio de tercería de dominio dedu- 
cido sobre tas bienes embargados. , 232 

CAUSA XCIX 

l>. Santiago Mac Uonald, capitán de l.i barca «Saga», contra 
Porlalis K reres, Carbón níer y C B ; sobre pago de sobreestad las. 

Sumario. — i" Habiéndose estipulado el número de cuarenta 
toneladas á descargarse cada día, el término de las estad ¡as no 
puede ser otro que el necesario para descargar el número total de 
toneladas, ¡i razón de un dia por cada cuarenta de. ellas. 

2" Pasado este término, que debe contarse desde el dia en que 
el hii^ue queda espcdilo por la Aduana, los dia* de exceso deben 
coiisi Jerarse como sobreestad ¡as, sin que pueda inducir alteración 
';i variación convenida en hcnelicm de lo* cargai lores, del lugar 
de l.i descarga, y la demora nu imputable al capitán para descar- 
gar en dicho lugar Í2ü 
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CAUSA C 

Erhesortu y Casas, conlra Mallmanu y C a ; sobre indemnización 
He perjuicios. 

Sumario.— i" Estableciéndose por mía senlencia ejecutoriada 
la exisbttejá ile los perjuicios, y libraba su avaluación al juicio de 
peritos, no es posible aceptar el dictamen del tercer perito en dis- 
cordia, que esl¡i:.a no deberse pagar suma alguna. 

2° En este caso, siendo con fon» e con la sentencia el dictamen 
del perito nombrado por la parle demandada, debe aceptarse la 
avaluación hecha pur cite , 233 



CAl'SA t:i 



I). Mariano Sanguino U¡, contra el Administrador de la Aduana 
do Buenos Aires; pur devolución do un buque y mercaderías; so- 
bre competencia. 

Surntiho. — 1" La causa seguida contra un buque despachado 
bajo guia y fianza de pago de derechos por haber entrado at puerto 
de su deslino (Huertos Aires), no obstante el bloqueo establecido, 
es de apresamiento marítimo, por violación de bloqueo ó clausura 
de puerto en tiempo de guerra, y nú de contrabando. 

2" El conocimiento do dichas causas corresponde á la Justicia 



PAUSA Cll 

Criminal, contra Habel Chilaverl, ex-habilitado det Ministerio 
de Relaciones Exteriores ; por sustracción de caudales públicos. 

Snmarh. — La pena de seis anos de presidio, y de i n hábil Ha - 
fino para ejercer cargos públicos por dicho tiempo, y la mitad 
mas, impuesta al empleado que con daño del servicio público ha 
aplicado a usos propios los ca -id al es puestos á su cargo, es justa. 342 
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causa cm 



Contienda de competencia entre el Jnes de I a Instancia del De- 
partamento del Norte de I* Provincia de Bueno» Aires, y el de 1' 
Instancia de la Capital» en la causa de D» Haría Reboullel Durand 
contra D. Leopoldo Lapevrousse ; sobro ejecución de sentencia. 

Sumar w. — La ejecución de una sentencia puede ser pedida 
ante el Juesque la dictó; y en este caso, es esleel competente 
pan entender en el juicio ejecutivo, aunque los bienes & embar- 
carse se bailen en otra jurisdicción 355 



CAUSA CIV 

D. Carlos Caitagno contra D. José M. Crespo; sobre interdicto 
de mantener la posesión. 

Sumario. — El turbado en la posesión, debe ser mantenido en 
ella 260 



CAUSA CV 

D. Saturnino £. Unzué, contra la empresa del Ferro-Carril Tras- 
andino ; sobre espropiacion. 

Sumario. — I* En los juicios de espropiacion, las costas de ac- 
tuación j loa honorarios de los peritos son & cargo del espro- 
piante. 

2* El expropiante debe también los intereses de la suma en que 
se ha avaluado la iudemniucion, en la parte no depositada para 
pago, desde el dia de la ocupación de lo espropiado 273 

CAUSA OVI 

D, Miguel Tirrell contra la Empresa del Ferro-Carril Trasan- 
dino; sobre espropiacion. 
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Sumario. — 1° El espropianle debe pagar las costas de actua- 
cion, los honorarios de los peritos y los intereses, desde el día de 
la ocupación, de la surtí» qvie debe alionar, en la parle que ex- 
cede i la depositada para pago. 

i- Los intereses deben computarse según los que cobrad Banco 
Nacional • • t ...... * 278 

CAUSA CVII 

D. Francisco Bru ñengo contra D. Roberto Cano ; sobre indem- 
nización da daños y perjuicios. 

Sumario. — i° El derecho para reclamar indemnizaciones por 
la violación de un contrato, está subordinado en su ejercicio, á la 
existencia efectiva de los perjuicios. 

iá" La estimación de los perjuicios queda librada al prudente ar* 
bitrío del Juez, cuando hay dificultad para probarlos cumplida- 
mente. 

3° Existiendo gran diferencia entre la suma pedida por indem- 
nización, y la estimada por el Juez, no debe imponerse al deman- 
dado el cargo de las costas del juicio. 

4 n Los hechos no alegados ni discutidos en primera instancia, 
no pueden ser turnados eu consideración en segunda 282 

CAUSA CVIII 

D. José M. Ortiz, contra Doña Pelrona G. de Iríondo; por en- 
trega de unos campos; sobre inhibición. 

Simarlo. — Existiendo una sentencia favorable, procede la in- 
hibición bajo la responsabilidad del solicitante 494 

CAUSA CIX 

D. David Zambrano, con ir, i D. Antonio Ugueroaga; sobre des- 
pojo. 
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Sumario, — 1° El despojado ile un riego de agua, debe ser re- 
puesto en su posesión f resarcido de las pérdidas é intereses, á 
rata de las cosías del juicio. 

2° No determinándose por la voz «riego (le agua* ta caminad 
precisa de agua que debe restituirle, el Juez puede determinarla, 
previas las ferilicaciones legales 2tt5 

CAUSA. CX 

Don Pedro Pinetti, en tercería con el Raneo Nacional y Don 
Chery Mallot; sobre costas. 

Sumario. — La excepción de no contestar, fundada en el he- 
cho de no haber el demandante Hrompañado á ia demanda los do- 
cumentos que la instruyen, no se considera como temeraria.... 313 

CAUSA CXI 

Contra Ruhigas y O; sobre derechos de Aduana. 

Sumario. — I* Las Ordenanzas de Aduana condenan los fraudes 
ó errores en la manifestación de mercaderías, sin juzgar inten- 
ciones. 

2° La apreciación sobre si lia habido error evidente impusible 
de pasar desapercibido, corresponde á los Administradores de 
Aduana ♦ 3U 

CAUSA CSÉ 

Uon Antonio I. escaño coulra la Municipalidad del Rosario, por 
cobro de pesos; sobra competencia. 

Sumaria. — Las causas entre un vecino de la Upilal y una 
Municipalidad de Provincia, corresponden!, la Justicia federal.. 318 
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CAUSA cxm 

Don César Abclla, por D, Saturnino y D. Mariano Umué, contra 
D. José Soria, por interdicto de retener ; sobre personería. 

Smwflrio. — til poder para entender en todos los asuntos pen- 
dientes y que llegaren á suscitarse, comprende la facultad de de- 
mandar por un asunto nuevo ■ 319 

CAUSA CXIV 

til Dr. D. José Piñeiro, euntro D. Gerónimo Nuíiez ; sobre des- 
embargo. 

Sumario, — El emliargo trabado por consentimiento de parles, 
sobre la cosa litigiosa, no puede dejarse sínefeclo sino por múlua 
voluntad de las mismas partes 321 

CAUSA CXV 

Don Miguel T, Salas, contra la Provincia de Sania Fé ; sobre 
amparo de posesión. 

Sumario. — 1" Confesados los bechosdela posesión y turbación 
en ella, procede el interdicto de amparo. 

2 n til que el Gobierno demandado linfa procedido ad ministra li- 
vamente al ejercer el acto de turbación, no constituye excepción 
legitima...... 323 

CAUSA CXVI 

Contra D, Luis y D. Eduardo Citiallo , sobre inulU ; por infrac- 
ción á las Ordenanzas de Aduana. 

Sumarlo. — La inulta que se impone por cada bullo en que 
se omite la clasificación de < infittmbk », debe pagarla el lancbe- 
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Fifia» 

roque hace la descarga, s¡dvu sus acciones contra el consignata- 
rio de la mercancía. ............ • • . J¿í> 

CAUSA CXV1I 

i). Jorge Barbich, contra D. Demetrio Sosa ; sobre contienda 
de competencia, en interdicto de despojo. 

Sumarió. — En las acciones que se ejercitan solidariamente por 
mas de una persona» es necesario que cada una de estas tenga 
individualmente el derecho de ocurrir al fuero federal, para que la 
cauta corresponda alus TrÜiunjdes Federales 329 

CAUSA CYVIH 

Varios colonos del Baradero, contra la Provincia de Buenos Ai- 
res ; sobre cumplí miento de un contrato . 

Sumario. — Habiendo contradicción en los hechos que funda 
la demanda, la causa debe recibirse á prueba . . . 333 

CAUSA CXÍX 

D. José Basan, centra Is Provincia de Santa Fé, por jactancia ; 
ubre amparo de posesión* 

Sumar tú. — I a El deslinde y amojonamiento» es un acto de 
posesión, que ejercitado en el campo poseído por otro» importa 
turbación. 

2 o En los interdictos de amparo, son improcedentes las defen- 
sas que tienen por objeto establecer el dominio ü otro derecho 
de poseer, é desconocer la valides del Ututo del poseedor. 

3* La acción de jactancia pendiente no impide la introducción 
del interdicto de amparo» máxime cuando los hechos en que 
este se funda son posteriores a la lecha de la demanda 334 
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CAUSA CXX 

Don Mariano Cabal, contra D. José Voilloz y D. Francisco 
Echelte; sobre reivindicación. 

Sumario, — 1" Contra el reivindicante, cuyos títulos no se 
observan, puede oponerse ta excepción de prescripción. 

2 o La prescripción tiene por objeto cubrir el vicio resalíanle 
de la Talude derecho de propiedad, en el autor déla trasmisión. 

> La posesión no interrumpida por el término legal, la buena 
féy el justo titulo, justifican la prescripción, sin que i ello obste 
que el Ululo en virtud del cual empeló li posesión, fuera sujeto 
á una condición resolutoria 338 

CAUSA CXXI 

D- Agustina Soler de Varas, contra D» Sofía Barbeito de Daracl ; 
sobre reivindicación. 

Sumario. — En las cuestiones sobre propiedad, en que ambas 
parles presentan títulos, y no se prueba la prescripción por po- 
sesión, debe preferirse á la que tiene títulos mejores 356 

CAUSA CXXII 

Don Miguel Casbas, contra el Banco de la Provincia de Buenos 
Aires; sobre cumplimiento de un contrato. 

Sumario. — El contraro de venta hecbopor el mandatario, sin 
reserva por parte del mandante, de aprobarlo ó nó, te halla con- 
cluido, y debe llevarse a cumplimiento 36* 

CAUSA CXXIU 

Don Felipe X, Lonrdy contra D. Eduardo Saá Pereyra; sobre 
entrega de bienes. 
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Sumario. — La suciedad contraída por la mujer soltera, mayor 
de edad, no seeslingue por su casamiento posterior 373 



CAUSA 1 

Doña María déla Serna de Machado, contra D. Bartolomé Ca- 
sella, por interdicto posesorio ; sobre señalamiento de nueva 
audiencia. 

Sumario. — El auto citando para nueva au>lieucia verbal en 
juicios posesorios, es inapelable 387 

CAUSA II 

El Juez Federal Dr. D. Andrés Ugarrtia» en los autos crimina- 
les contra Cirios fhdley ; sabré levantamiento de apercibimiento. 

Sumario. — I a Los Jueces de Sección, si no pueden iniciir 
de oficio un proceso criminal, una vei rectbídu este, deben 
de oficio, activar todas las diligencias que conduzcan á su termi- 
nación. 

8° La Suprema Corto tiene f.iculta-l para reprimirlas faltas le- 
ves que en el desempeño de sus funciones cometan los Jueces de 
Sección •*..•■ ..»•.*•#•••-•■'•■•»•-•»•»■• « 389 

CAUSA HI 

Don Cayetano Leguiiamon, contra el Dr. D. Eugenio Tuccio, 
por petición de herencia ; sobre competencia. 

Sumario. — Las causan entre un vecino de la Capital y otro de 
Provincia, corresponden al fuero federad *M 
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CAUSA IV 

El Banco Hipotecario, en la ejecución <!e Moreno hermanos, 
contra Fusouí hermanos y MaverufT; sobre nulidad de adjudica- 
ción. 

Sumario. — 1° El Banco Hipotecario lipne el derecho de ven- 
der en remate público lus bienes bipolecadus, llegando el caso del 
articulo 39.1o la ley de la Provincia He Fuenus Aires, de 25 de 
Noviembre de 1801. 

2° Esle derecho no puede ser alterado por Ijs ventas c|iiehag.i 
el propietario, ni por los convenio» de división de hipoteca que 
celebre si» consentimiento del Banco. 

3 a Si i consecuencia de esos actos, lian sido reculados parte 
de los bienes, y en la ejecución se ha hecho adjudicidun de ellos, 
sin intervención del Banco, la adjudicación no puede surtir efcetu, 
si el Banco, en uso de su derecho» lia vendido en remate los bie- 
nes mencionados 402 

CAUSA V 

Contienda de competencia entre el Juez Federal y el de 1* Ins- 
tancia de la ciudad del Rosario, en la causa de D. Francisco Cor- 
rea, contra D. Rafael Gonsalex hermanos ; sobre desalojo. 

Sumario. — La causa «le un argentino contra un estrangero, 
sobre desatojo de una linca, corresponde al fuero federal. ...... 409 



CAUSA VI 

El Fisco contra los Señores Chayla y O; sobro comiso do mer- 
caderías. 

Simarlo. — En las causas de contrabando y defraudación de 
rentas nacionales, interpuesta apelación en 1* Instancia por el 
Procurador Fiscal, si el Procurador General desiste del recurso, 
t» xvm 34 
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ante U Corte, deben devolverse lo* «los el Juagado de tu proce- ^ 
deacia 

CAUSA VII 

D. Eslevan Canesú contra llivolla Carboni j C-, por cobro de 
lobreestadias; sobre pruebes. 

Snm*rio.-Ui documentos que se presentía como pruebe de 
10* hechos «legados j contradichos, y no como fundamento de la 
demanda ó contestación, deben ser admitido, estando dentro del 
término ■ * 

CAUSA VIII 

ü. Emeterio Carda, contra SerÚ y Gigena-, sobre ejecución de 
sentencia. 

Sumario. -No probándose la excepción opuesta, debe llevarse ■ 
adelántela ejecución 



CAUSA IX 

D. Luis Casalla, contra D. Pedro A. del Carril, por reconoci- 
miento de una firma ; *obre incompetencia. 

Sumario. — Corresponden al fuero federal las canias entre un 
eslrangero cesionario de otro eslrangero y un argentino 



CAUSA X 

D. Rafael Barreda, contra la Municipalidad de la Capital, por 
cobros de pesos; sobre litis-pendencia. 

Swiwrio.— El hecho de ocurrir & la Municipalidad un acreedor 
de ella gestionando el cobro de su cuenta, no importa «meter * 
su jurisdicción adminiitraüva la justicia y pago de su crédito. ... 43*» 



CAUSA XI 

El Procandor Fiscal, contra Ledesma hermanos; sobre costas 
en juicio de «apropiación . 

Sumario* — Declarado sin objeto el recurso de sentencia sobro 
«apropiación, la Corto no puedo declarar á cargo de quien deban 

p 4 ». i****** ...... i , 43í£ 

CAUSA XII 

O. Pedro Fassana, cintra la Sucursal del Banco Nacional en el 
Paraná; por cobro ejecutivo de pesos. 

SuMrío. — El pago hecho i quien invoca la representación no 
justificad* a los acreedores, solo es válido y eticas cuando lo» 
acreedores lo ratifican 6 aprovechan de él ............... 441 



CAUSA XIII 

Challe y Bellon, contra \V. Sarnsou y C»; sobre reclamo de 
mercaderías. 

Suasorio. — Los consignatarios de la carga no tienen derecho 
para demandar á los consignatarios del buqve, por la entrega de 
bultos que han Unido entrada i depósito en la A luana 444 



CAUSA XIV 



La Empresa del Ferro-Carril Central Argentino, contra la del 
Ferro-Carril Oeste Santafecínn ; ¿obre contienda de competencia. 

Sumario. — El conocimiento de la demanda cuyo objeto es ha- 
cer efectivo el cumplimiento de obligaciones impuestas por una ley 
especial del Congreso, corresponde 4 los Tribunales Federales 
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CAUSA XV 

D. Jorge Pinto!, contra D. Demetrio Sosa; sobre desalujo. 



f JULOS »E LA SlPKEHA CORTE 



Ejecutoriado un auto y pedido su cumplimiento, no 

* 454 



CAUSA XVI 



André y C\ contra Léxica y Gabastou : sobre reivindicación de 
mi embarcación. 

Sumario, -i 6 ti dominio de las embarcaciones menores de 
tt» toneladas, se adquiere con l,i sola posesión, sin necesidad de 
escritura. 

t* No probándose la pérdida ó el hurlo ,t ■ ellas el nnliguo pro- 
pietario no puede reivindicarlas co*ilra el poseedor en carácter de 
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D. Francisco Fernandez, contra D. Antonio Rodríguez del Bus- 
to; sobre interdicto de recuperar una servidumbre de paso. 

Suasorio. — Las servidumbres discontinuáis aparantes ó no apa- 
leales, no puedan establecerse por el solo destino que tuviese da- 
do á los inmuebles el propietario de ellos ; y su cuasi puseuon no 
basta por si sola para fundar una acción posesoria , 461 

CAUSA XVIII 



D. Juan L. Caminos, contra D. Néstor y D. Jo venal de la 
Puente, por reivindicación; sobre incompetencia. 

Suasorio. — El conocimiento de una demanda sobre derechos 
puramente privados, entre argentinos y un eiiraogero, corres- 
ponde al fuero federal, aunque resulte que el eitraugero baya 

en el Ejercita Nacional 47i 
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M LAS MATERIAS UUVTENIUAS LN EaTE TOSO XVIII 



A 



Ación de jactan fia. - fio impide, por encontrarse pendiente» la in- 
troducción del inlL-rdicto de amparo, máxime cuandi los he- 
chos >>n que esle s<í funda, son posteriores á la fecha de la 
demanda. Página 335. 

Actor, — YA que a^hu de la demanda, debe pagar todas las costas 
del juicio. Página 158. 

Actos ilícitos. — Véase: S'tnVdíirf. 

Administradora de Aduana. — Corresponde á ellos la apreciación 
soliiv si tía habido error bidente, imponible de pasar desa- 
percibido, en la inani C ¡ilación de mercaderías. Pagina 3U. 

Mh mm. — No pueden disponer de los créditos de la sucesión, y el 
endoso hecho por ello*, de un efecto k 1 1 órden, no autori- 
zado cspre*ameoie por el testador, es im-ti ax para trasmitir 
la propiedad de este al endosatario. Página IW. 

Amparo. — Véase: Interdictos de amparo. 

AnHmftot de venta. — Véase : Escritura pública. 

Apelación — Véase : Juicios de posesión a juicios de prspiedai. 

Apresamiento marítima. — La causa seguida contra un buque despa- 
chado bajfi guia y tian/a de pago de derechos, por haber en- 
trado al puerto de su deslino (Buenos Aire»), no obstante «I 
bloqueo establecido, es de apresamiento marítimo, por viola* 
cion de bloqueo 6 clausura de puerto en tiempo de guerra, y 
nó de contralando. Página 235. 

Arbitradores. — Véase: Corroí de crédito. 

Arbitros arbitradoret. — Deben someterse i su fallo, los pleitos sobre 
cuentas de difícil resolución. Pagina 103. 



608 FALLOS H LA BUPlttU CORTC 

Auto. — Después de ejecutoriado, no puede denegarse su cumpli- 
miento. Página 454. 

Auto apelable. — Véase: Posiciones. 

Auto inapelable. — Lo es, el que cha pan nueva audiencia verbal en 
juicios posesorios. Página 387. 

Ataluaáon pericial. — Véase: Ptrjmciot. 



B 

Banco ftiiioteeario. — Tiene el derecho de vender en remate público 
los bienes hipotecados, llegando el caso del articulo 29 de la 
lev de la Provincia de Dueños Aires, de 25 de Noviembre de 
1871 y este dereeho no puede ser alterado por las venias 
que baga el propietario, ni por los convenios de división de 
hipoteca que celebre sin consentimiento del Banco. Página 

Bufas. — El pase á las bulas instituyendo al Obispo de Córdoba, puede 
concederse, bajo las reservas de los derechos y regalías del 
patronato nacional. Página 33. 



C 

Cartas ile Crédito. — Las dificultades que se susciten sobre su inteli- 
gencia y de tas obligaciones que resulten, deben ser deci- 
didas por arbilradores. Página f 83. 

Causa, — Debe suspenderse su prosecución, cuando está pendiente la 
ejecución del arresto de uno de los procesados y no hay mas 
diligencias que evacuar en el sumario. Página 104. 

Cama. — Debe recibirse á prueba, habiendo contradicción en los he- 
chos que Tundan la demanda. Página 333. 

Ctidigo Civil. — No existe en ¿I disposición alguna que acuerde pre- 
Tere neta á los créditos personales por su simple prioridad, ó 
a los acreedores personales escriturarios sobre los quirogra- 
farios. Página Ü9. 

Confesión. — Véase: Socios. 

Couiignat'trio. — El de la carga, debe pagar la pena de dobles dere- 
chos, aunque la fiama liava sido prestada por el del buque. 
Pagináis. 

Cou*ignatarios. — Los de la carga, no tienen derecho para demandar 
á los del buque, por la entrega de bultos que han tenido 
entrada á deposito en la Aduana. Página 444. 
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Contitnáai de competencia. — En ellas, los jueces que las disputan 
del.cn remitir los autos | la Suprema Corle, y obedecer a 
las órdenes de ésla, haciéndose acreedores a las pena< dis- 
ciplinarias consiguientes, en taso de omisión o tulpa en los 
procedimientos relativos. Página 'JO. 

Contrabatido. — Víase: Apretamiento marítimo. 

Contrato de venta. — Se halla concluido y debe llevarse á cumplí - 
miento, el hecho por el mandatario, lili reserva por parle del 
mandante, de aprobarlo ó no. Página 'Mi. 

Costa* — Las de un juicio, no son una consecuencia del hecho que lo 
motiva, sitió de la temeridad con que el litigante sostiene sus 
pretensiones; y son un accesorio de la sentencia que lo ter- 
mina. Página 108. 

Costas. — Véase: Ador; Juicio de Espropianon; Perjuicios; Expro- 
piado». 

Créditos. — Véase: A t torea*. 

Créditos pertonate*. — Véase: CMigo Civil. 

Cuestione* sobre propiedad. — Cuando en ellas, ambas parles presen- 
tan títulos, y no se prueba la prescripción por posesión, debe 
preferirse á ta que llene litote mejores. Pagina 3jG. 



II 

Daños y perjuicios. — Véase : Obligación indivisible. 
Derecho originario. — Véase : Interdicto, 

Derechos fiscales. — Siendo distinta la clasificación y aforo de jos gene- 
ios de teda y algodón j de algodón g seda, la variación de 
estas palabras en perjuicio de los derechos fiscales, importa 
una falsa manifestación sujeta á pena. Página 39. 

Ikñátmiento. — Desuniendo el Procurador General de la apelación 
interpuesta por la parte fiscal, deben devolverse los autos. 
Página 188. 

Desistimiento. — En U causas de contrabando y de defraudación de 
rentas* interpuesta apelación en primera instancia ñor el 
Procurador r iscal, si el Procurador General desate del re 
curso, ante la Corte, deben devolverse los autos al juzgado de 
su procedencia. Página 418. 

Desistimiento. — Véase: Actor. 

Oetünde y amojonamiento. - Es un acto de posesión, que ejecutado 
en el campo poseído por otro, importa turbación. I agma ¿SA. 
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Despojo. — Negados los eslrcmos que lo constituyen y no probados por 
el actor, debe absolverse al demandado pur interdicto, 
ingina 41 . 

[tenderes principie*. — Víase: Piador solidario. 

Doble* derecho*. — Autoriza esta pena sobre la car Ra, la rió presenta- 
ción de la guia dentro del plazo señalado en Id fianza. Página 

Dobles derechos. — Véase : ConsiguaUmo. 

Documentos, — Los que se pre¡u rilan como prueba de los hechos ale- 
gados y e radn hm y no como fundamento de la demanda 

ó Contestación, deben ser admitidos, estando dentro del tér- 
mino. Página 425. 

Dominio. — El de las embarcaciones menores de seis toneladas, se 
adquiere con la sola posesión, sin necesidad de escritura. 
Página 457. 

E 

Ejecución de seutmeia. — Puede ser pedida ante el Juez quu la dictó: 
y en id caso, es este o) competente para entender en e] 
juicio ejecutivo, aunque tus bienes á embargarse se hallen 
en otra jurisdicción. Página 25*». 

Embarcaciones menores. — No probándose la pérdida ó el hurlo de 
ellas, el antiguo propietario no puede reivindicarlas contra 
el poseedor en carácter de dueño. Pagina 457. 

Embanachnes menores. — Véase : Dominio. 

Embargo. — El que lo ha solicitado y obtenido bajo su responsabili- 
dad sobre bienes que no pertenecen á su deudor, es respon- 
sable d«* Jos dallos cansados al dueño de aquellos. Página iái. 

Embargo — VA t rali ido por consentimiento de p.irtes, sobre la cosa 
litigiosa, no puedi! dejarse sin efeciu stnó por mutua volun- 
tad de las mismas pane». Página 321. 

Embargo de mina*. — La ley de procedimientos de la Provincia de San 
Juan, posterior » la ley nacional de 17 de Diciembre de !H 
no tiene valor ni erecto en cuanto comprende las miius entro 
Jos bienes embargablcs del deudor. Página 16. 

Embargo de minas. — Véase : Ordenamos de Méjico. 

Endoso. — Véase : Albacet*». 

Escartelacim bajo fianza. — Debe concederse en los delitos para los 
que el msiimun de la pena es la de dos años de prisión, 
bailándose la causa en plenario y habiendo sufrido el proco* 
sado una larga prisión preventiva'. Página 138. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



Esrritwa pública, - U afirmación hecha en ella debe prevalecer 
*obre la del martiliero en lo* anuncios de venta de los bienes 
eseril lirados. Infima 4ti. 

Biprapi íritm, Estando cnrifonnes h> oírles en el precio d*- ella, 
ti- he ord< uars ■ -ii aliono. Página 179, 

Eiprapittrioit. — Declarado sin ohjr¡o el recurso de «eotcncin sohrc 
expropiación, la (lorie no puede declarar i cargo de quién 
deben serlas rostas del juicio. Ingina 438. 

Expropiarían. — Véase: Juicio* de rspt\>p¡aeiffí. 

Espropíuiite. - - fiche los intereses de la suma en que se lia avaluado 
la ¡udemmiacion, en l.i partí' no depositada pura pago, desde 
el día de la ocupación de lo expropiado. Pj^ma ÍI3, 

Estudias. — Vendido un cargamento d impuestas al cumprador las 
obligaciones del o mi ralo de II flamen lo, el importe de esta- 
días que A vendedor fué ob.igado a pagar por Talla de cumplí* 
miento de dirijas obligaciones, debe serle reembolsado por 
el comprador. Págiu.i II. 

Estadía*. — Sn término, habiéndose e lipulado el número de cua- 
renta topetadas ¡t dése i reírse cada día, no puede ser otro 
: el necesario para dt^cárgaf el número total de toneladas 
á razón de mi día p r ra la ruaren ta de . lias ; y debe contarse 
desde el di i en qje el buque queda espedilopor la Aduana. 
Página *JiU. 

Eccepciou. — No se considera l ni eraría la de no contestar, fundada 
en • I hecho de uu hm-r ti demandante acompañado á la 
d» manda, los documentos que la instruyen. Página 'Mi. 

Excepción, — No proliüatiuse, debí' llevarse adLdanle ta ejecución. 
Pagina iil. 

Exceptiva ditatnri-t. — No lo es, la de no ser obligado, y la omisión de 
los documento- que i n -¡royen la de marida. Página i 85. 

Excepción dilatoria. — Lo es, la de arraigo del juicio en el caso del 
artículo 74 de la Lev de l'rncediinieutos. Página 185. 

Excepción trgttimh — Ñola constituí c. id que el Gobierno deman- 
dado por turbación de posesión, baya jirocedído adnnuislrali- 
vAmenle al éjercnr el acto de turbación; Página 323. 

Exhorto. — Véase ; Suprimí Corle. 



F 

Fiador stAidario. — Pendiente el juicio ejecutivo contra él y míen* 
tras no resulte iníohente, no puede eligirse el pago do la 
misma deuda, contra Jos deudores principales. Página 26. 
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Fianza. — La prestada con motivo de un embargo, no puerfe chance- 
terse mientras dure el juicio de tercería de dominio, deducida 
sobre los bienes embargados. Página á-- ■ 

Fianza. — Véase: Dobles derechos. 

Fiama de arraigo. — Procede, cuando el demándame es estrangero, 
no domiciliado en la República. Página líí. 

Finca hipotecada. — Resultando d.d contesto de la escritura su situa- 
ción y lindero^ falla Jtí mención de estos últimos en la 
escritura, no invalida la hipoteca Página 69. 

Fuero federal — Siendo dos las personas demandadas, y no proce- 
diendo por razón de una de ellas el fuero federal, el cono- 
cimiento de la causa corresponde á los Tribunales de Pro- 
vincia. Página 100. 

Fuero federal — Corresponden á él por la lev de 18 de Setiembre de 
1881, las causas civiles entre los vecino* de la Capital y los de 
las Provincias. Página 1 70. 

Fuero federal — Corresponden á él las cansas entre un vecino de la 
Capital y otro de l'roviucia. Página iÜO. 

filero federal — Corresponde á él, la causa de un argentino contra un 
estrangero, sobre desalojo de utia linca. Pagina WJ. 

Fuero federal — Corresponden á él las causas entre im estrangero, 
cesionario de otro estrangero, y un argentino. Pagina 4JI . 

Fuero federal — Corresponde á él el conocimiento de una demanda 
sobre derechos puramente privados, entre argentinos y un 
estrangero, aunque resulie que el estrangero haya servido eti 
el percho Nacional, Página 

G 

Gerente. — El de una Sociedad, al cual una cláusula del contrato im- 
pone la obligación de presentar anualmente un balance de los 
negocios sociales debe cumplir con dicha obligación, la* 
gina 114. 

II 

Hechos. — Los no alegados ni discutidos en primera ¡'"tancta, no 
pueden ser lomados en consideración en segunda. Pagina XW. 

I 

Inhibición. — Procede, bajo la responsabilidad del solicitante, exis- 
tiendo una sentencia lavorable. Página 2!H. 
Interdicto. - El que lo deduce, fundado sobre su propia posesión y el 
1 despojo verificado por el demandado, ejerce un derecho on- 



BE JUSTICIA TUCI01UL 511 

j¡iiiari« v nó cedido por aquel de quien hubo la posesión' 

Interdicto deawfxtro, — Procede, ronfesados los hechos He la pose- 
sión y turbación ni ctla. Página 3á3. 

Interdicto de obra nueva. — Procede ni el caso del poseedor actual 
de un campo, turbado ni su posesión pfir ultras de alambrado 
v poblaciones, empezadas á construir en él por un tercero. 
Página 81. 

Interdictas de amparo. — En ellos, son improcedentes las defensas que 
tienen por objeto establecer el dominio ú otro derecho de 
poseer, ó desconocer U validez del litólo del poseedor. Pá- 
gina 335. 

Intereses. — En los juicios de espropíacion, deben computarse según 
los que cobra el llanto Nacional. Página 278. 

| 

Jactancia. — Véase: Atetan df jactancia. 

Jueces de Paz. — Véase: Territorios Xacionale*. 

Jueces de Sección. — Una vez recibido el proceso criminal, deben, de 
olicio, activar todas las diligencias que conduzcan a su termi- 
nación. Página 38*J. 

Jarres de Si'crion. — La Suprema Corle tiene facultad para reprimir 
las rallas leves que cometan en el desempeño de sus funcio- 
nes. Página 389. 

Jue: de Sección. — Corresponde á él mandar ejecutar lo juzgado y 
sentenciado. Página 04. 

Juicio contradictorio. — Véase : Tribunales Federatcs. 

Juicio ejeCHtito. — Véase: Litis-pendencia. 

Juicios de esprapiurion. — Cuando se procede á sus diligencias, de 
conlormidad de parles, las costas que debe pagar el expro- 
piante, se limitan á las de actuación y á los honorarios délos 
erilos. Página iti8. 

Juicios de espropiacion, — En ellos, las costas de actuación y los hono- 
rarios de los peritos son á curgo del expropiante. Páginas 273 
y 278. 

Juicios de posesión. — Pendiente la apelación en ellos, no debe hacerse 
innovación alguna en la cosa que tienen pur objeto. Página 

m. 

Juicios de posesión. — VA trámite leg.d en ellos, para oirá las partes, 
es el juicio verba). Página 1*7. 

Juicios de propiedad. - Véase: Juicios de posesión. 
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Jmritikaom administrativa. — Véase : Municipalidad. 
Jurisdicción mititar. — E* ta sujeto á ello, e] delito ejecutad* por un 
militar dentro riel cuartel v en un aelo del servicio. Página 

tío. 

Justicia Federal. — Corresponde A ella, el conocimiento üe las causa* 
sobre a presa míenlo mar ¡limo. Página ¿35, 

Justicia Federal. — Corresponden á ella las causas entre un vecino de 
la Capital y una Municipalidad de Provincia. Páiina 318. 

Justicia Nacional. — Ks competente para conocer rit: ]a acción civil y 
criminal que se deduce p»r violación «l- U Ley Nacional 
sobre marcus de lábrica; y esa* accionen muden ser gestio- 
nadas por medio de apoderado. Página líi. 

Justicia \achnnt. — Corresponde á ella la averiguación y castigo de 
delitos comeüdus dentro de establecimientos en l<»s que rl 
Gobierno Nacional licué absoluta y csclusiva jurisdicción. 
1 agina 143. 

Justicia Nacional. — No eorresponde á ella el conocimiento de las 
causas civiles entre rio* argentinos de dolióla provincia, 
siendo o Ira diversa la en que se ha suscitado el pleil i. Pá- 
gina Un. 

JttMu-in Nacional. — Víase . Mensura, 

Justicia l*rovÍHfiat. — Corresponde á cl'a el nnirvi míenlo de la causa 
sobre suicidio de un preso en el Departamento de Policía de 
la Provincia de Itueiios Aires, sucedido en la ciudad de Buenos 
Aires, después de su cesinfl para Capital de la Nación, y 
antes d.- la traslación de dicho Departamento á la Capital de 
la Provincia Pagina 129. 

Juzgado jf smtcnnado. — Véase: Jim de Sección. 

L 

Lanchero. — Véase : Malta. 

Leyes, — El principio de la no relroaliviriad de ellas, no es aplicable á 
las de competencia y procedimiento. Página 170. 

Utif-ptñdmia. — Esta cscepdon no es admisible en el juicio eje- 
cutivo. Página 31. 

Litis-pendencia. — Ño procede esta escepcion cuando son distintas las 
personas que litigan y distintos los propósitos y fundamento * 
de la acción. Página 44. 

M 

Manifestación de msreadtfias. — Véas > : Ordenanzas de Adama ; 
Administradores de Aduana. 
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Marcas de Fábrica. Véase: Justicia Nacional. 

Marido. — Responde de las o-hl ¡(iliciones contraídas por la mujer con 
su poder en forma. Página Cá, 

Mensura, — La petición de ella, no importa no raso contencioso, y no 
produce el efecto do radicar ante el Tribuna) qire la provee 
el juicio a que pueden dar lugar tas protestas contra la dili- 
gencia de la medición. Página ÜO. 

Mensura. — La oposición á etla,im¡mrla un juicio conrenrio-io, y mi 
cnitwci miento pnenV ser traillo á la Jn.il icia Nacional» por la 
distinta nacionalidad de ta* parles. Página 150 

Mensura. — Véase : Tribunales Feriales. 

Multa. — La qu« se impone por cada bultn en que se omite la clasifi- 
carmn de < inll iinaJde debe pagarla el lanchero que hace Ja 
desear (¡a, salva sus acciones contra el consignatario de la 
mercancía. Página 32"í, 

Municipalidad. — Kl hecho de ocurrir áel'a un acreedor, gestionando 
el cobro de su cuenta, no importa someter á su jurisdicción 
administrativa la justicia y pago de su crédito. Página Wü. 



Obligarían de pttgnr. — Constando de documentos auténticos, debe 
hacerse efectiva contra H deudor constituida en rebeldía. 
Página ti7. 

Obligación indivisible. — El que por transacción ha lomado sobre sí I» 
ejecución de una impura á varios, debe cumplirla por entero 
y pagar los daño? y perjuicios causados por la falla de cumplí* 
miento. Página 4'J. 

Obligación ratificada. — Kl término de su prescripción, no puode con- 
tarse sinó des le la fecha de la ratificación. Página tiz. 

Oficio. — El que se dirije á un Juez de Provincia pidiéndole se sirca 
enviar nttd e/ferlam vidmdi* un espediente, está librado 
en buena forma y debe ser cumplido. Página 19. 

Ordenanzas de Aduana. — Ellas condenan los fraudes ó errores en 
la manifeslaci'jn de mercaderías, sin juzgar intenciones. 
Página 314. 

Ordenanzas de Méjico. — Por ellas, puestas en vigencia por la ley 
nacional de I T de Diciembre de 1853, no es permitido el 
embargo y remate de minas. Página 16. 
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Pago. — El hecho á quien invoca la representación no justificada de 
los acreedores, sulo es válido y eficaz, cuando los acreedores 
Id ratifican ó aprovechan de él. Página 44 L 

Pena. — La de seis años de presidio, y la inhabilitación para ejercer 
cargos públicos por din-lio tiempo, y la mitad mas, impuesta 
al empleado que con daño del servicio público, ha aplicada 
á usos jpopios tos caudales puestos á su cargo, es justa. 

Perjtiirim. — Estableciéndose su existencia por una sentencia ejecu- 
toriada, y librada su avaluación al juicio de peritos, no es 
posible aceptar el dictamen del tercer perito en discordia, 
que estima no deberse pagar suma alguna. Página 333. 

Perjuicios. — Está subordinado en su ejercicio á la existencia efec- 
tiva de ellos, el derecho para reclamar indemnizaciones por 
ta violación de un contrato. Página 283. 

Perjuicio». — Su estimación queda librada al prudente arbitrio del 
Juez, cuando hay dificultad para probarlos cumplidamente. 
Página 282. 

Perjuicio». — Existiendo gran diferencia entre la suma pedida por 
indemnización, y la estimada por el Juez, no debe imponerse 
al demandado el cargo de las cosías del juicio. Página 383. 

Pleito» sabré cuentas. — Véase : Arbitros nrbUrndore*. 

Poder. — Debe acompañarlo, para justificar su personería, el que se 
presenta en juicio por otro; no siendo suficiente la indicación 
de la oficina 6 espediente donde se baila. Página i ¿O. 

Poder. — El que tiene facultad de perseguir las falsificaciones, com- 
prende la de perseguirlas ante los Tribunales. Página 150. 

Poder. — El conferido para entender en todos los asuntos pendientes 
y que llegaren á suscitarse, comprende la facultad de deman- 
dar por un asunto nuevo. Página 3l l J. 

Pmmm. — El turbado, debe ser mantenido en ella. Página 3fi0. 

Peticione*. — No puede pedirse la absolución de i llas, sino á la parte 
que litiga en juicio. Página 30. 

Posiciones. — El auto que ordena absolverlas al que no es represen- 
tante legal de u parle, es apelable. Página 30. 

Prescribían, — Puede oponerse contra el reivindica ule cuyos titules 
no se observan. Página 338. 

Prescripción. — Tiene por objeto cubrir el vicio resultante de la falta 
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de derecho Je propiedad, en el autor de U traína i í ion. 
Pagina 338. 

Prescripción. — Justifican ésta, la posesión no interrumpida por el 
término legal, la buena fé y el justo titulo, sin que á ello 
obste que el titulo eti virtud del cual empezó la posesión, 
fuera sujeta ú una condición resolutoria. Pagina 338. 

Prescripción. — Véase: Obligación ratificada. 

Prisión preventiva. — Ordenada la del deudor, por aparecer su insol- 
vencia y presunciones de fraude, ella debe cesar, presentán- 
dose un arreglo de cuentas, posterior á la deuda, aunque se 
oponga que el arreglo ha sido obtenido con dolo. Página 125. 

Procurador Genual. — Véase: Desistimiento. 

Prueba. — Véase: Causa. 

I 

Recurso. — i'uesla en cuestión la valide* de una ley provincial, como 
repugnante á una ley nacional y siendo la' decisión en favor 
de la valide* de la primera, procede el recurso que acuerda 
el articulo U, inciso i" de la ley sobre Jurisdicción y 
Competencia de los Tribunales Nacionales. Página 16. 

Remate dehninas. — Véase: Ordenanzas de Méjico. 

Retroaclirtíad de las leyes. — Véase : Leyes. 

Riego de nina. — El despojado de él, debe ser repuesto en su pose- 
sibn, «resarcido cíe las pérdidas é internes, á mas de las 
ritas del juicio. Página 495. 

Riego de agua . — No determinándole con ésta espresion, la cantidad 
p&cisa de agua, el Juez puede determinarla, prévias las 
vJrifica iones legales. Página ¿95. 

' S 
Sentencia favorable.— Véase: Inhibición. 

Servidumbres. — Las discontinuas, aparentes ó né aparentes, no 

Imeden establecerse por el solo deslino que tuviese dado á 
os inmuebles el propietario de ellos; y su cuasi posesión no 
basta por si sola para lundar una acción posesoria. Pagina 461 . 
Sobre-estadios. — Para el pago de las convenidas, deben con Une los 
días que se pierden por no haberse cumplido por los Helado- 
res la obligación de remolcar el buque fletado á loa puertos 
de carga. Pagina 112. 
Sobre-esiadia*. — Pasado el término de las estadías, los días de esceso, 
deben considerarse como sobreestadas, sin que pueda indu- 
cir alteración la variación convenida en beneficio de los car* 
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f «dore» del Jugar de la descarga, y la demora no imputable al 
capitán para descargar en dicho lugar. Pagina Ü6. 
Sociedad. — Pío es responsable como persona jurídica de loa actos ilíci- 
tos de cualquiera de los socio» ni de sus consecuencias. 
Pagina 508. 

Sociedad. — La contraída por la mujer soltera, mayor di» edad, no se 

estingue por su casamiento posterior. Página 3"8. 
Social. — Eaiin en el deber de conocer Jos actos que se refieren á la 

Sociedad, y la couti-stacion de ignorarlos, debe tenerse por 

confesión. Página 113. 
Suprema Corte. — No es de su competencia I» cuestión obre c umpli- 

mienlo d'- exhorto dirigido por un Tribunal de Provincia á 

otro también de Provincia Página 21 i. 

SuMtrafáon de cándales públicos. — Véase: Pina. 

T 

Territorio* Nnciannle*. — La jurisdicción civil, rnmcrriul j criminal 
de t* Instancia, en ellos, corresponde i\ los Jueces de Paz. 
Pagina m. 

Toma de rajo». — La verificada despume del lérmino legal, solo es 
eflcai contra terceros, desde la fecba en que se la verificada. 
Página 60. 

Tribunales de Provincia. — Fallada ante ellos una causa, el cumpli- 
miento de sus resoluciones de he gestionarse ante los mismos. 
Página 160. 

TrikumU$de Provincia. — Véase: Futro Federal. 

Tribunales Federales. — No son competente» para conocer de la 
demanda deducida por varios, en carácter de comuneros, si 
no se prueba que cuda uno de estos individualmente (¡ene el 
derecho de deducirla anle ellos. Página 35. 

Tribunales Federáis. — Si por nuun de la* protesta* contra una 
mensura sobreviene un juicio contradictorio, ello* son com- 
petentes para conocer de él cuando la nacionalidad ó vecin- 
dad de los litigantes es diversa, Página 06. 

Tr ibumíe» Federales, — Para que h causa corresponda á ellos, en las 
acciones que se ejercitan solidariamente por mas de una per- 
sona, es necesario que cada una de éstas Miga individual* 
mente el derecho de ocurrir al Juez Federal. Página 320. 

Tribmatei Fedérale*. — Corresponde á ellos, ralioae materia, el cono- 
cimiento de la demanda cuyo objeto en hacer efectivo el cum- 
plimiento de obligaciones impuestas por una ley especial 
del Congreso. Página 440. 
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Acuerdo nombrando tupientes en ios Juzijüdos de Sección 

II fiscales ad lioc, para ei año- ms 

- 

En Buenos Aires, 4 veinte y nueve de Noviembre de mil 
ochocientos ochenta f cuatro, reunidos en la Sala de Acuer- 
dos los Sres. Presidente y Ministros de la Suprema Corle de 
Justicia Nacional, Doctores I). José B. Gorostiaga, D. José 
Domínguez, I). L'ladisJao Frias y D. Federico Jbarguren, con 
el objeto ile formar hi lisia de Abogados, que con arreglo á 
la ley de veinte y cuatro de Setiembre de mil ochocientos 
setenta y ocho, deben suplir en el año de mil ochocientos 
ochenta y cinco á los Jucres Federales de Sección, legalmente 
impedidos ó recusados y ejercer Jas funciones de fiscales ad 
koc t acordaron la formación de las siguientes listas: 

Para la Capital; Doctores D. Juan Ü Terrero, D. Carlos 
Saavedra Zavaleta, D. José María Rosa, D. Sorberlo Ouirno 
Costa, D. Angel Casares, D. José A. Terry, D. Emilio Lamarca, 
D. Lucio V. López, D. Julián Balbin, D. Joaquín Cullen. 

Vara ta Sección de Rueños Aires: Doctores D. Hugo A. Bun- 
ge, D.Juan Kaices. D. Emilio Cabra!, D. Leandro Alem, D, To- 
más Sarmiento, D, Antonio Obligado, D. Antonio Bermejo, 
D. Wenceslao Escalante, D. Enrique Quintana, D. José M. 
¡tapióla. 

Para la Sección de Santa Fé: Doctores D. Eugenio Pérez, 
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0. Severo González, D. Pedro Huerta, D. Nicanor E. del Solar, 
[). Pedro N. Arias, D. Pedro 4. Sancha, D. Gualberto Esca- 
lera y Zuvirla, D. Gabriel Carrasco, D. Juan M. Cafferala, 
D, Eugenio Puecio. 
Para la Sección de Entre- Rio*: Doctores D. Mariano Leí va, 

D. Miguel J. Malarin, D. Misael Hernández, D. Gregorio F* 
de la Puente, D. Fortunato Calderón, D. José M. Sola, D. Emi- 
lio Villarruel, D. José M. Comaleras, D. Martin Meyer, Don 
Juan Arigos. 

Para la Sección de Corrientes: Doctores D. José M. Guasta- 
vino, D. Juan Valenzuela, D. Fermín E Usina, I>. Pedro T. 
Sánchez, D. Pedro R, Fernandez, D. Ernesto Esquer, D. Juan 

E. Torren t, D. Lisa miro Segovia. 

Para ta Sección de Córdoba: Ductores D. Juan M. Garro, 
D. Agustín Patino, D. José M. Fragueiro, D. ÍSicéforo Castella- 
nos, D. José Galiano, D. Julio P. Rodríguez, D. Santiago t:á- 
ceres, D. Salusliano Torres, D. Fernando S. de Zavalia, D. Ni- 
colás Pena loza. 

Para la Sección de Santiago del Estero : Doctores D. Bel isa- 
no Saravia, D. Matías A. Herrera, D. Manuel Argañarás, Don 
Benjamín Zavalia, D. Ramón G. Pízarro, D. Rafael Barbota, 
D- Napoleón Tnboada, D. Benjamín Palacio, D. Pablo Lugo- 
nes, D. Francisco Paz. 

Para la Sección de Tucuman: Doctores D. Prospero García, 
I). Angel Padilla, D. Patricio Zavalia, D. Javier F. Frías, Don 
Servando Viaña, D. José A. Olmos, D. Rufino Cossio, D, An- 
gel Pereira, D. Emilio Teran, D. José A. García. 

Para la Sección de Salta: Doctores D. José Manuel Arias, 
D. David lambraña, D. David Ovejero, D. Aniceto La torre, 
D. Abrahan Echazú, D, Angel M. Ovejero, D. Medardo Zapana, 
D. Dario Arias. 

Para ¡a Sección de Jujuy: Doctores D. Plácido S. de Bus- 
lámanle, D. Mariano de T. Pintos, D. Benjamín Villafañe, Don 
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Teodosío Carrizo, D. Segundo Linares, D. Delfino S. de Bus- 
lamante, Ü.Jorge Zenarruza, D. SergiuJ. Alvarado, D. Cosme 
Orias. 

Para la Sección de Catamarca: Doctores !). José V. Cisne- 
ros, D. Segundo Molas, D. Santiago Santa Coloma, D. Segun- 
do J. Acuña, D. Belisario Ahumada, D. Fidel Barrionuevo, 
D. Mareos 4. Figueroa, D.Julio P. Acuña. D. Máximo Vera, 

Para la Sección de la Hioja i Doctores D. Guillermo San 
Román, D. José A. Arguello, D. Benjamín Barros, D. Manuel 
J. Pazos, D. Florentino de la Colina, D. Máximo de la Fuente, 
D. Eslauroíilo Jiielo. 

Para la Sección de San Juan : Doctores D. Juan C. Albarra- 
cin, D. Mardoqueo J. Olmos, D. Tristaii ftios, D. Pedro V. 
Carro, D. Daniel S. Aubone, D. Manuel Laprida. 

Pora la Sección de Mendoza: Dolores D. Ignacio Bombal, 
D. Adolfo Calle, D. José X Lene i ñas, D. Nicasio Marín, D. Ri- 
cardo Ruiz, D. Pedro Sérpes, D. Oseas Guiíiazú, D. Moisés 
Lucero, D. Pedro J. Anzorena, I). Isaac Godo)-. 

Para la Sección de San Luis: Doctores D. Mauricio Da rae l, 
D. Marcelino Üjeda, D. Juan C Ojeda, D. Marcial Jigena, 
D. Samuel Silva, D. Ramón Correa, D. Ulises K. Lucero, Don 
Juan A. Barbeito, D. Jacinto L. Pérez, D. Cristóbal Pe reirá. 

Todo lo cual dispusieron j mandaron, ordenando se rejis- 
Irára en el Libro de Acuerdos, se publicase y se comunicase 
al Poder Ejecutivo y á los Señores Jueces de Sección respec- 
tivamente. 

J. B. GOKOSTiACA. — J. Domino t ez. 
— i: Ladislao Km as — Fedkhico 

INAUGUREN. 



Ante mí : 



Antonio Tamas si, 



ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo nombrando Juez de Feria 



En Buenos Aires, á los seis <lias del mes de Diciembre del 
año de mil ochocientos óchenla y cuatro, reunidos en la Sala 
de Acuerdos el Señor Presidente de la Suprema Corle de Jus- 
ticia Nacional, Dr. D. José B. Gorosliaga y los Señores Minis- 
tros Doctores D. José Dominóle*, D. U Ladislao Frins, y D. Fe- 
derico Ibartfuren, con el objeto de nombrar el Juez de Feria 
con arreglo at articulo cuarto del U^lamento para el orden 
interno déla Suprema Corte, acordaron nombrar .<! Sr. Ductor 
D. Federico Ibarguren y que actuase como Secretario el Dor- 
tor D.José K Domínguez, ordenando se registrase en el libro 
correspondiente y que se publicase. 

J. It. (iOHOSTUCA. — J. ÜOJHNGL'EZ. 

— ■ l Ladislao Frías. — Feoeh ico 
Ibarglres. 



Ante mí : Antonio Tarnassi, 

Secretario. 



Acuerdo nombrando condeces de ta Suprema Corte, para el 

ano W8B 

En Buenos-Aires á los ocho dias del mes de Enero de mil 
iwliocienlos ochenta y cinco, reunidos en su sala de Acuer- 
dos el Sr. Presidente de la Suprema Corle de Justicia Nacio- 
nal, Dr. D. José B. Üorostiaga y los señores Ministros Doctores 
D. José Domínguez, I). l'iasdilan Frias y D. Federico ibargu- 
ren con el objeto de nombrar conjueces para el año de mil 
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ochocientos óchenla y cinco, en cumplimiento del articulo 
veinle y tres de la ley de Procedimientos, acordaron nombrar 
á los Sres. Doctores D. Miguel Esteves Saguf, D. Rufino de EÜ- 
zalde, D. Víctor Martínez, D. tí ríos Tejedor, D. Vicente F. 
López, D, Ezequiol Pe re i ra, í). M an uel Quintana, D. Juan A. 
García, D. Felipe Coronel, I). Pedro Goyena, D. Carlos Pelle- 
grini, D. Manuel Obarrio, l>. Antonio Malaver, Don Honorio 
Martel, D. JuanS. Fernandez, D. Crferino Araujn, D. Kd 11 ardo 
Carranza Viamonl, l>. Jn*;é M. Zuviria, D. Sakadnr Maria del 
Carril, i», A'iianein \leorl 1. IV. Frarieisro Alrobendas, D. Isaac 
I'. Arcro, D. Bonifacio T/islra, I». José Mari.i Gutiérrez y Don 
Enrique .Martínez. Todn lo cual dispusieron y mandaron, or- 
denando se publicase y se registrase en el libro correspon- 
diente, firmando por ante mí. 

J. II. GOnOSTMGA. — J. DOMINGUEZ. — 
L'LADlStAO t'MAS.— FEOEHICO lftAHGL'REN. 

A ule tni: Antonio Tarnassi, 

Secretario. 



Amento nombrando tos empleados de la Se retar ta con arreglo 

á la ley de Presupuesto 

En Buenos Aires á los ocho días del mes de Enero del año 
de mil ochocientos óchenla y ciiiro, reunidos en su sala de 
Acuerdos el Sr. Presidíanle de la Suprimía Corle de Justicia 
Naríonal, Dr. I). José B. Goroslia^a y tos Sres. Ministros Dar- 
lores D. José Domínguez, D l'ladislao Frias y D. Federico 
Ibarguren, con el objeto de nombrar los empleados que con 
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arreglo á la ley de presupuesto fíjenle deben servir Ib Secre- 
taria de la Suprema Corte, acordaron nombrar para el em- 
pleo de oficiales primeros á Don Miguel Gordillo y D. Mau- 
ricio ¿avalla, para el de oficial auiiliar á !>. Arturo (lela herí 
y para escribientes á D. Pilades Soldaini y á D. Felipe de K ti- 
za Ule, con el sueldo que dicha ley de presupuesto les asigna. 
Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se regis- 
trase en el libro correspondiente, comunicándolo al Poder 
Ejecutivo y á los nombrados por medio del rorrespondienle 
oficio. 

J. B. GOAOSTIAGA — J. DOMÍNGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS . — FEDERICO IBARGCREtl. 



Ante mí: 



Antonio Tarjiassi, 

Secretorio. 



FILIAS M U SOFREIA 

DE JUSTICIA NACIONAL 

CON LA RELACION DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



A TV O « » » -» 

¡C0DtÍHU8CÍ0Hr 



CAVHA XLTIII 



Rouition, Marini tj C*. contra J. /*. /%fí y C"; aoore cofiro 



Sumario. — 1° Vendido un cargamento é impuestas al com- 
prador las obligaciones del crmtrato de fletamento, el importe 
de estadías que el vendedor fué obligado & pagar por falta de 
cumplimiento de dichas obligaciones, debe serle reembolsado 
por el comprador. 

2 o El comprador no puede oponer á la acción del vendedor 




14 FALLO» DE LA SUPREMA CORTE 

la prescripción de un año establecida en el artíiíulo 1006, in- 
ciso 4, Código de Comercio, porgue el importe pagado se le 
debe, como indemnización por falta al contrato de compra, 
cuya acción se prescribe por el lapso di* diez años. 



Caso. — Se re lit ro en el 

Wmitm del J«ei Menil 

Dueños Aires, Mino 7 de 188-1 

Vistos estos autos seguidos por los Sres. Hnuitlon, Marini j 
C contra loa Sres. D. Joan P. lioyd y C\ por cobro de 
pesos. 

Resulta : i° Que con fecha 9 de Agosto del uño ppiio. se 
presentaron al Juzgado tos primero-!, exponiendo que habían 
sido condenados por la Suprema Corte al pago de las estadías 
reclamadas p >r el Capitán Pastorino, de la barca « Nuevo Prin- 
cipio», en demanda seguida aute este mismo Juzgado, venian 
¿repetir de los Sres. Juan 1\ Boyd y C" la suma de 618 jjff 
con 36 cts., que habían pagado al demandante Pastorino, en 
< umpümieuto de la sentencia referid i. 

2° Que fundan esta reclamaeioti en que el cargamento de 
carbón que, trujo á sn consignación el buque antes nombrado, 
fué vendido á J. P. lioyd y C\ antes de llegar á este puerto 
con las mismas condiciones y obligaciones que debían pes ir 
sobre ellos (los demandante*), debiendo estos recibir.se de las 
885 toneladas de carbón, que componían el cargamento vendido, 
■1 costado del buque, á uso y estilo de plaza y de su cuei ta los 
d rechoa de importación y los gastos de desembarque, hacién- 
dose la descarga á razón de 35 toneladas por cada día hábil, á 
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coutar desde el siguiente al recibo del aviso por escrito , de 
hallarse el buque listo para entregar y espedito en la Aduana, 
comprometiéndose en caso de no verificar el desembarco en ese 
tiempo, apagarles por cada dia de demora, lastima lijada en 
el contrato de tletaniento; todo lo que constaba en la eópiudel 
boleto de compra venta que acompañaban. 

3 a Que del espediente seguido por la casa de Kouillon, Mari- 
ni y C*, resnlia que la descarga del « Nuevo Principio» no se 
hizo en el término lijado en el contrato de Uetu mentó, debién- 
dose estadías que importaban la snrtu du tilSjjff con 36 cts. 
que demandaban á lloyd y C«\ en vista de haberse estos rehu- 
sado á arreglar parii cu lar mente este negocio. 

4 o Que los demandados, por toda contestación, alegaron en el 
escrito de f. 15, que no habían tenido p irticipa - ion en los autos 
seguidos por los demandantes con el capitán Castorina, de 
modo que el rebultado de ese juiio ni les beneficia ni Ies per- 
judica, y que tratándose del cubro de estadas la acción que 
ejercitaban estaba proscripta, con arreglo á lo di-puesto en el 
inciso 4", articulo 1006 del Código de Comen m 

5» Que habiéndose corrido traslado de esta espo^cion á la 
parte demandante, presentó la carta de f. 19, para demostrar 
que si hubiese podido correr la prescripción que inrocan los 
demandados habría sido interrumpida por el reconocimiento de 
la obligai ion por medí' de ese documento; pero que en ningún 
casuera aplicable la disposición citada, pues se referia esclusi- 
v amento a las acciones de los capitanes, y que la prescripción 
de la acción deducida no podía principiar sitió desde que fué 
notificado el fallo de la Corte Suprema. 

Y considerando; t* Que los demandados uo desconocen las 
relaciones de derecho creadas entre ellos y los Sres. Rouülon, 
Marini y C\ por la venta del cargamento del c Nuevo Prin- 
cipio », bajo las condiciones indicadas en la demanda, lo qne 
autoriza al Juzgado á estimar como reconocida la verdad de 
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«so» hecbis, de con formulad á Lo dispuerto en el artículo 86 de 
la lej Nacional de Procedimientos ; haciendo innecesario el 
trámite de la prueba, pues, la cuestión á resolver queda redu- 
cida á saber si procede o no la prescripción contra l;i acción 
intentada, 

2 o Que sigmi se lia visto antes, los demandados fundan 
aquella en la disposición del inciso 4", del artículo 1006 del 
Código de Comercio, que establece el término de un año para 
la caducidad de las acciones ¡ara el cobro de fletes, estudias 
y sobre-estudias, contando desde i*l dia de la entrega de la car- 
ga; pero esa disposición evidentemente no es aplicable al caso 
sub-judice t pues ahora no se trata del cobro de sobre-estadías, 
cuyo juicio seguido entre las partes que contrataron el fleta- 
mento del cual derivan, ja terminó por la condenación impues- 
ta á Rouillou, Marini y O, sin ó de la indemnización de los 
daños j perjuicios inferidos á estos por la falta de cumplimien- 
to al contrato de compra-venta del cargamento, en las condi- 
ciones estipuladas, entre las cuales está el importe de las esta- 
días pagadas al Capitán como consecuencia inmediata y directa 
de no haber efectuado el retiro de la carga comprada, en el 
término convenido. 

3" Que loa demandados no pueden dejar de reconocer la 
lójica de esta conclusión, que Huye naturalmente del hecho, 
asentado por los mismos, de no haber sido parte en el juicio 
sobre-estadías, á causa de que los derechos y acciones emer- 
gentes del contrato de netamente solo podían hacerse efectivos 
entre fletante y fletador, figurando entre aquellos el cobro de 
sobrestadías ; asi es que la nueva acción deducida por Rouillon, 
Marini y €% que tiene por base un contrato distinto con perso- 
nas estrañas al fletamento, en ningún caso puede decirse que 
versa sobre ese punto. 

4" Que aun en la hipótesis de que se tratase del cobro de 
tobre-estadfas, la prescripción que invocan los demandados 
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Boyd y C\ de que solü podido usar como una excepción que 
debió ser ¡avocada por loa fletadores, aparece interrumpida en 
tiempo oportuno por la demanda del capitán Pastorino, quien 
hizo condenar á Rouillon, Marini y C* al pago de ellas. 

5 o Que la acción deducida se halla sujeta a la proscripción 
ordinaria délas acciones en general, cuyo término ciertamente 
no ha transcurrido, desde que la casa Rouillon, Marini y C\ 
tuvo título hábil en la sentencia definitiva dictada contra ella 
para repetir contra quien dió lugar á su condenación el importe 
de las sumas pagadas, 

Por estos fun 'amentos, fallo condenando á los Sres. J. P. 
Boyd y C" al pago de la suma demmdarta. con sus intereses 
inóratenos, según la tasa did Banco de la Provincia, y las cos- 
tas del juicio. Xotifíquese original. 

Virgilio M. Tedin. 

Bueno» Ai rus, Hayo 15 de 1881. 

Vistos : por sus fundamentos se continua, con cosías, la sen- 
tencia apelada <ie foja veinte y siete. Repónganse los sellos y 



I, B. GOHOSTIACA. - J. DOMINGUEZ. — 
«LADISLAO FRIAS — S. M. LAHPIUR. 



fallos ne la aurHMA corte 



CACHA IL1I 



V Luita y I? Juana Ituisuarez ; sobre embargo de m¿na$; 

recurso de hecho. 



Sumario— i° Puesta en cuestión la validez de nna íej pro- 
vincial, romo repugnante á una ley nacional, y siendo la deci- 
sión en favor de la validez de la primera, procede el recurso 
que m uerda el ariíeulo 14, iunso 2 de la ley sobre jurisdicción 
V cornal encia de los Tribunales Xa.ioiule*, do II de Setiem- 
bre de 1863. 

2" Por las ordenanzas de Méjico, puest is en vigencia por la 
ley nacional de 17 de Diciembre de 1853, no es permitido el 
embargo y remate de minas. 

3* La ley de procedimientos de la Provincia de San Juan, 
posterior á la citada ley. no tiene valor, ni efecto en cuanto 
comprende las minas entre los bienes ernbargables del deudor. 



Caso . — En una ejecución que se siguió contra D' Luisa y 
!)■ Juana Ruisuarez, se embargó una mina, 

Se disputó sobre la validez del embargo, alegando las ejecu- 
tadas que las minas uo eran embargables por la ley nacional 
de 17 de Diciembre de 1853, que adoptó como código de mine- 
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ría las Ordenanzas de M ¿jico, que prohiben el embargo de 
ellas. 

Los tribunales de la Provincia de San Juan, fundados en la 
ley Je procedí míen tos que lis comprende entre los bienes em- 
bargabas, aprobaron el embargo, y negaron el recurso que se 
interpuso para ante la Suprema i'urte. 

Deducido ti recurso de licohu, y remitido ct informe relativo 
con testimonio de los autos recurridos, se dictú el siguiente 



Vistos en el acuerdo ; y considerando, en cnanto á la legali- 
dad del recurso: 

Que en este caso se lia puesto en cuestión la validez de una 
ley de la Provincia de San Juan, como repugnante ¡i la ley 
nacional de diez y siete de Diciembre de mil ochociento cin- 
cuenta y tres, que declaró en vijencia las ordenanzas de mine- 
ría de Méjico, y lo decisión ha sido en favor de la validez de 
la ley provincial ; 

Se declara, por tanto, de acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el Señor Procurador General, y conforme ul uríículo 
catorce, inciso segundo de la ley de jurisdicción y competencia 
do los tribunales nacionales, procedente el recurso inter- 
puesto por Don Emiliano Sayanca, en representación de Doña 
Luisa y Doña Juana Iíuisiiarez y demás que espresa en su 
escrito de foja ocho, 

Considerando, en cuanto al fondo de la cuestión : 

Que el artículo primero, título primero, de la ley nacional 
citada, dispone que : Ínterin el Congreso dicte el código de 
mineria, rijan en la República las Ordenanzas de Méjico, en 
todo lo qu? por ella no se derogue con las modificaciones que las 
T. xviii. 2 




lluenos Aire*. Mayo 17 de 1881. 
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Lejíslatums provinciales hayan hecho en ellas, es decir, hasta 
1* fecha de so unción ; 

Que la ley provincial de procedimiento» que so invoca para 
no aplicar laa referidas Ordenanzas, es posterior á dicha ley 
nacional ; 

Qoe ella, en los artículos trescientos sesenta y cuatro y 
cuatrocientos veinte y tres, según las referencias que de esto 
se hace en el auto trascrito de foja nueve vuelta á foja once, 
no exceptúa las minas del embargo de los bienes d«l deudor, 
en contradicción con las Ordenanzas, que no permiten el em- 
bargo y remate de ellas, y prescriben que la ejecución se veri- 
fique en los metales y demás productos, deducido lo necesario 
para el laboreo de las minas, aun en caso de concurso de acree- 
dores (articulo veintiuno, veintitrés y veintisiete, título tercero 
de laa Ordenanzas ) ; 

Que, de consiguiente, los artículos citados de la ley de pro- 
cedimientos de San Juan, en cnanto comprenden las minas 
entre los bienes embargantes del deudor, son repugnantes & la 
ley nacional de diez y siete de Diciembre de mil ochocientos 
cincuenta y tres, q«e adopto como código de minería de la Re- 
pública las Ordenanzas de Méjico, en los términos untes men- 
cionados, y no tienen por tanto valor ni efecto, en esa parte, 
con arreglo al artículo treinta y uno de la Constitución ; 

Por esto* fundamento*, se revoca el auto apelado, corriente 
á foja once, declarándose que» en el presente casn, deben apli- 
carse las disposiciones citadas de dichas Ordenanzas; y, 
pr'vU reposición de sellos, remítanse estas actuaciones, » los 
efectos consiguientes, A la Excelentísima Corte de Justicia de 
la Provincia de San Juan. Xotifíqmse con el original. 



J DOMINGUEZ, — TJ LADISLAO FRIAS. — 
S. U. LASHUH. — J. B. GOROSTIAGA. 
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I» 



€ AUNA L 



&> Andrés \aya, contra IK Sebastian fjuiroz y li. Florencio 
Itetjna, por desalojo ; sobre oficio del Juez Federal al de r 
instancia del Paraná. 



Sumario. — El oficíu pidiendo á un Juez de Provincia se «>- 
va enviar «adefectum videndi » un espediente, está librado en 
buena forma, y debe ser cumplido. 



Caso. — En la cansa seguida por Nova conlva Qitiroz y Rey na, 
ante el Juez Federal de Entre Kios, sobre posesión y desa* 
lojo, se libró oficio al Juez de 1' Instancia del PuTaná para que 
remitiera, ad efectum videndi, él espediente de la testamentaría 
de 1>. Benito Medina, 

Las palabras empleadas por el Juez Federul eran: « se servi- 
rá V. 8. mandar se remita a este Juzgado los autos, > etc. 

El Juez de i m Instancia del Paraná contestó con el siguiente 

auto: 

Paraná, Harto l" Je 1884» 
Autos t vistos : El oficio dirijído á este Juzgado por el señor 
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Juez Federal dn la jurisdicción de Entre Ríos, disponiendo 
se le remita ad e fechan vidcitdi mi espediente sujeto á la juris- 
dicción provincial, p ira resolver en un juicio de su competencia; 
lo dictaminado al respecto por el Ministro Fiscal; 

T considerando: 1" Que en materia de jurisdicciun, siendo 
esta un atributo esencial de la soberanía, tanto los Juzgados 
Federales de Sección, como los Provinciales, en el territorio 
que les está designado por ti ley, la ejercen propia é indepen- 
diente la una de la otra en loa asuntos de su competencia, 
siendo unos y otros de 1* instancia y de igual categoría, aun- 
que de distinto fuero, en razón de que la ley nacional ¡i que 
deben aquellos su existencia no ha creado a su favor prefe- 
rencia, en razón do fuero ni superioridad de rango, con relación 
á estos últimos ; 

2" Que, sentados esto» principios, el Juzgado Seccional de 
Entre-Ríos, no puede legalmente ordenar el cumplimiento de 
diligencias judiciales en la jurisdicción provincial, que es age na 
é independien! l' de la suya pro;-ia, y sí solo pedir su cumpli- 
miento en la f»rma que las leves lo establecen, cuando, se tra- 
ta de agem jurisdicción y de jueces de igual rango, esto es. por 
medio de exhorto en que sb ruega y encarga, respetando así la 
soberanía provincial en que reposa la jurisdicción de esta Juz- 
gado; 

3 o Que esta doctrina, única salvadora de los principios en que 
descansa U soberanía provincial con relación ala Nación, esta 
espresamente conlirmada por la ley nacional de 25 de Agosto 
de 1863, en su artículo 13, querije el caso xtib-jmlier; siendo de 
notar que la citada disposición, cunólo espresan sus término-, 
está en la categoría de regla general, porque abarca todos los 
casos ocurrentes, y se refiere á lodos los actos judiciales que 
los Juzgados de Sección tengan necesidad de practicar dentro 
del territorio de una jurisdicción provincial; 

¿ n Que el despacho de f. 1". en fíj forma y en su fondo, enns- 
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tituye una orden judicial, <[w solo puede dictar el superior res- 
pecto del inferior dentro de su jurisdic. it.n propia y no un 
despacho precatorio, encontrándose violada en este caso la for- 
ma establecida por la ley citada; 

5" Que la disposición di 1 artículo GÜ, ley de Procedimientos 
Nacionales, no destruye ni limita la prescripción del artículo 
13 untes citado, por cuanto, siendo esta la regia general, acorde 
con lúa principios variables del derecho que airn-n de base 
á nuestro sistema deUobiemo, el nriíeuln Íi6 debe interpre- 
tarse restriiiiTameiitv' y co;¡ sujeción ú los misaros principios; 
y así, cuando este us.i do los términos, : . orden ul Juez ó auto- 
ridad de su residencia », <lebt entenderse i|ue se refiere á Ua 
autoridades subalternas teto judiciales cuno dependientes 
del l'oder EjeCtttÍTO t J Doá Lis Jueces del 4 Instancia, pa« 
quienes bu legislado ya en el artículo 13; 

O 14 Que, por otra paTte, el articulo tí© t impuc . podría invocó 
se en el presente cuso ni aun C013 reía ion á las autoridades 
subalternas, por cuanto él sen-riere esctusivamente ¡il de cita- 
ción, y en eUaso SMft-jWrce se trata de una diligencia entera- 
mente diferente de aquella, cuino es la remisión de un is pe- 
diente; 

7 o Que reconociendo en el Juzgado Seccional de Entre Eios 
1. facultad de pedir á este Juzgado el cumplí miento de una 
diligencia judicial, y en éste el deber de ejecutarla sin perjuicio 
de *u jurisdicción propia, esto debe siempre entenderse cuando 
el despacho venga en la furnia correspondiente, esto es, de carta 
precatoria con los recaudes del caso, y no de simple ¿rilen, por- 
que en la furnia ante dieba está precisamente cmn prometido el 
principio de la jurisdicción propia, que este Juzgudo tiene el 
deber imprescindible de salvar. Por estos rundanicnt s j l«j 
encordantes de ta vista fiscal de f. 2 á tt, se declara que el des- 
pacho de f. \ i¡« vl-tie en \v forma que corresponde. Comuni- 
qúese esta resolución al Sr. Juca Federal, con ta nota de estilo 
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y archívese. — N. (Jniroga y flonzülez* — Lo inundó y firmó el 
Juez (ta Primera Instancia en lo Civil y Comercial Dr I>. Ho- 
norio Quiroga y tlouzalez, en I 4 de Marzo de 1884 ; doy fé : 
Ezequiel Balbarrey. Inscriba» o Público y do Número. Kn la 
mi^rni fecha notifiqué Ú Agente Fiscal, doy fé -. — Echagile. 
— Batbarrey. 

Pnll* *9\ Jue* federal 

Par.i»a, Htrzo 8 de 1884. 

Vistos : La nota del Juez <\v I a Instancia de esta circuns- 
cripción judicial, en que se niega á remitir oeste Juzgado los 
autos testamentarios del finado D. Benito Medina, las razones 
por él espuestas, y lo pedido por la parte de Echevarri i, y 

Considerando : Que los Jut-ce-í Nacionales tienen el derecho 
de espedir órdenes A los de P.ovincia, para el cumplimiento do 
actos y diligencias judicial.--! que sean necesarias practicar 
dentro del territorio asignado á la jurisdicción de aquello*, 
segnii lo establece claramente il artículo 06 de la ley nacional 
de procedimientos. 

N<> es aceptable la interpretación restrictiva que el Juez de 
1* Instancia dá & dicha disposición, limitándola á solo los Jue- 
ces y autoridades inferieres, porque no es lícito hacer distin- 
ciones que la ley mUma no hace, ubi lex non dtsiinguit nee 
no» distinguere debemwt; y menos aun cuando esa interpreta- 
ción hiere el fundamento mismo de la disposición, que es el im- 
perio que todo Juez tiene dentro del radio jurisdiccional, como 
elemento necesario para el ejercicio de su autoridad, y del cual 
nace el derecho de ordenar y de ser obedecido. 

Ni ésta facultad de ordf :ar menoscaba, como se pretende, la 
jurisdicción provincial, cuando ella se ejerce, como en el presen- 
te caso, en juicio del fuero federal y no de la jurisdicción pro- 
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vincial, y cuando ni siquiera ?e suscita la competencia. Ni 
i'fecta tnmnoco la sober.iril.idtí las Provimias, desde que ta ley 
del Congreso que inviste «Je autoridad á los Jueces de la Nación 
dentro del territorio de aquellas, ha sido sancionada eu confor- 
midad é la Constitución general, que es la suprema ley del 
pala. 

Y suponiendo que tal facultad no existiese y que un Juez 
Nacional debiera librar despachos procatorios aun é los Jueces 
que actúan dentro de su Sección, no hay una fórmula estable- 
cida por ley para la redacción ile esos despachos ; y significando 
el verbo deprecar, rogar y también pedir, basta que en él se 
consigne el pedido que forma su objeto en un lenguaje atento 

Las frases negatoria-i y la protesta de reciprocidad estilarlas 

los exhortos dirijido.s á jueces iguales 6 superiores serian 
impropios en un despacho librado á un Juez provincial dentro 
de su sección jurisdiccional, porque estando estos obligados á 
cumplir Lis diligencia ■? y actos judiciales que aquellos les re- 
quieran (artículos Oft y 13 de la ley sobre Jurisdicción Nacio- 
nal), teniendo hasta la facultad de emplazarlo para que las 
evacúen (Causa XC1V, pag. Mi. tom. 1\ Ser. ), seria eho- 
caote emplear un lenguaje de súplica ; y porque, siendo los 
Jaece* de Provincia agentes da los de la Nación (artículo i 3 
cít.) y no siéndolo estos de aquellos (Fallo de la Corte Suprema, 
pag. 381 tomo 9 o Ser. !')■ la proteja de reciprocidad seria im- 
propia, por no ser verdadera. 

Que en esta conformidad está librado el oficio, cuyo cumpli- 
miento se niego, el cual, pidiéndose sirva enviar ad cffretum 
vitlemti el espediente de la testamentaría de U. Benito Medina, 
nn es propiamente una orden, pues no contiene ninguna frase 
imperativa, y llevando el sello de este Juzgado y la firma del 
proveyeute está en forma legal. 

Igual forma fué usada por el Juez de Sección de Buenos 
Aire* p ira pedir del de Comercio de la misma Provincia el 
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embargo de un difiero perteneciente á Ildefonso Cáeeres, y la 
' Suprema Corte, en su fallo p¡íg. Í05, tomo. 9", 1« Serie, mandó 
cumplir ©1 despacho, sin que uí el Juez de Comercio ni el Su- 
perior Tribunal de la Provincia, que intervino en su tramita- 
ción, hubiesen objetado el defecto de forran. 

Por estas consideraciones, declaro: Que el Juez do i" Ins- 
tancia de o¿t i cireunscriptioii e-itá obligado á cumplir el des- 
pacho de f. J, no naciéndose lugar á lo solicitado por la parte 
de Echevarría deque .se espid i en fonui de ruego y encargo. — 
Y no siendo el propii-iito de dih i Juez, negar la obediencia á 
la autoridad y leyes <ie la Nación, smÓ BÍmpÍeni4ttlti hacer una 
cuestión de principios, sngiin su* convic io íes. — Unciese al 
Superior Tribunal de Justiciado caía Provincia, con transcrip- 
ción del presente auto, para que se -íirvt disponer qu-; el expre- 
sado Juez cumpla el que le fué dirijido por el prnveyente, con 
fecha 17 dj Enero último, 

de ti VintiK 

Noyn apeló i la Suprema Curte. 

VISTA DEL SESOR PROClJIUriOIl GENERA!. 

Rúenos Aires, Marzo ¿6 de 188-1. 

Suprema Corte: 

Eátos autos vienen á V. E, p »r una cuestión de etiqueta 
que no tiene razón de ser, y en que es sensible pierdan su tiem- 
po loa sefiores Jueces, 

El Juez do Sección de Entre Ríos se dirijió al de 1" Intancia 
de la miáma Provincia, pidiéndole la remisión de ciertos autos, 
ad efectum videndt. 

El señor Juez de t" InsUncii encuentra que la frase *se 
servirá V. E. ordenar > % compromete la independencia de su 
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jurisdicción, por no ser bastante respetuosa. Segtm w des* 
prende ilo las estensas consideraciones en que apoya su dene- 
gación, debiera decirse : encargo á i . S., rucyo á V. S,, su- 
plico á Y. & ere. 

Todo esto es pueril, y es doloroso dé motivo a recursos y 
dilaciones que redundan en perjuicio de las partes y descrédito 
de la justicia. Kste incidente lleva ya poco menos de meses. 

Kl Juzgado de Sección sostuvo que la requisición había sido 
librada en forma, y ocurrió al Sup rior Tribunal de Justicia de 
la espresada Provincia de Kntre Rios, al objeto de que se sir- 
viera disponer queel Juzgado de 1' Instancia ordenara la remi- 
sión da los autos en cuestión. Kl interesado en esta diligencio, 
alarmado por la demoro, se queja, á mi juicio con razón, de que 
el señor Juez de Si-criou se haya dirijtdo al Tribunal Superior 
de Entre Ec ios, en vez de ocurrir ¿i V. E. 

Ks V. K. y no los tribu nales de Provincia, la autoridad lla- 
mada á resolver las cuestiones de competencia, o* los conllictos 
de jurisdicción en que puedan encontrarse comprometidos lus 
Tribunales de la Nación con los de Provincia. He otra manera, 
la justicia de la Nación, último intérprete de ta Constitución 
y de las leyes nacionales, quedaría subordinada á los Tribuna- 
Ies de Provincia. 

Pienso que debe V. K. revocir el auto apelado; y declarar 
ála vez, que la requisitoria de f. I ha sido librada en debida 
forma, haciéndolo saber al Juzgado de 1" Instancia, parala 
Tcmision do los autos que le han sido pedidos. 

Eduardo Casta. 

r*H» 4« I» Suprema C'«r«e 

BuéaOI tire*, Junio 7 de 1881. 



Vistm: EspUcándoeo por el Juez de Sección, en el último 
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considerando rtcl auto apelado, que el oficio lilmuio al Juez de 
primera Instancia de la ciudad del Paraná, pidiéndote se sirva 
enviar ad efecium videndi el esprdiente de la testamentaría 
de don Benito Medina, se halla formulado en lérmitios preca- 
torios ; y atento el grave perjuicio que las prirtes litigantes 
sufren por la demora de la causa ocasionada por esta clase de 
cuestiones ; declárale, sin trámite y de conformidad con lo pe- 
dido por el señor Procurador General, que el referido ofi-io ha 
sido librado en buena forma, y que el Juez de Provincia está 
obligado o* darle cumplimiento. Trascríbase por Secretaría á 
dicho Juez esta resolución, y devuélvanse los untos, previa 
reposición de sellos. 

i. b, GOIIOSTIAGA. — U LADISLAO 
FRIAS, — S, M. LA8MU&, 



€ AVHA 1,1 



fl. Patricio Méndez, por el Fisco j\aeto'iat, contra Jacqueimn 
hermanos y Velar; por cobro ejecutivo de. pesos. 



Sumario. - Pendiente el juicio ejecutivo contra el Sudor so- 
liduriii, r mientras este no resulte insolvente, no puede eiijirse 
el jMigit de la misma deuda ccmtra Ies deudores principales. 
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frnto. — 1>. Patricio Méndez, por el Fisco Nacional, demandó 
ejecutivamente á J.irquemin hermanos y Vetar, por lastima de 
24,872 (tesos 51 cU. fU, de iiiiv re*c-i adeudadas por dereelms 
Ad nana. 

Se embargó una propiedad y muebles de 1), Aquilea Jacque- 
min, socio de la cusa, deudora. 

El ej 'ctitado opuso que estaba abierto el corte irso de la ra- 
zón socnildend ira, y qnu el Juez Federal era incompetente. 

Fftlte M Jue» Vrtrrml 

Bueno* Aire». Setiembre 10 de 18KÍ. 

Vistnsesios autos inicUdtia p-tr D. ['..tricio 31 ndez, ccnio- 
nirio del Pisen de la Nación, contra D. Aquilcs Jaequemin, en 
lo relativo al incidente promovido á f. 58 por Ü. Enrique Jac- 
quemin. en representación de su hermano D. Aquiles J.ieque- 
miu, declinando la jurisdicción del .Juzgado, fundado en la dis- 
posición del inciso l^del arlíeuln 12 de la Ley de Jurisdicción 
y Competencia, y en que el concurso formado á los Señores Jac- 
quemin hermanos y Velar no e*tá cerrada, sus operaciones es- 
tán abiertas y los acreedores pueden presentarse haciendo valer 
los derechos que tengan contra los concursados. 

Y considerando : I o Que 1 1 disposición citada de la tey de Ju- 
risdicción y competencia, al referirse ¡i los juicios de quiebra, lo 
luce en el concepto de que estén debidamente instaurados, de 
acuerdo a fas disposiciones del Cúdigo d- Comercio; 

2° Que según lo dispone este en su artículo 1521. la quiebra 
no produce efectos legales si rió en cnanto interviene sentencia 
de Trili u mil competente que ia declare, y en este caso no s.> ha 
alegado por la parte, ni menos se ha presentado testimonio de 
la resolución que haga esta declaración; 

3 l Que aun en este caso no corresponde al deudor fallido va- 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



lene de esta excepción para parar los efectos de «na ejecución 
contra él, según espesamente se dispone en lo» artículos 1533 
y 1534 del Código de Comercio ; 

4 o Que la práctica y jurisprudencia uniforme han estable- 
cido para este caso, que ios Síndicos del concurso sean los que 
soliciten ante el Tribunal de Comercio, para que este requiera 
i los demás Jueces á desprenderse de los asuntos contra los fa- 
llidos, sin cuyo requisito no pueden estos saber si efectivamente 
Be ha formado debidamente el concurso, á menos de tener, en 
cada caso, que Tercer los procedimientos de la jurisdicción co- 
mercial. 

Por estos fundamentos» no ha lugar á la excepción de declina- 
toria, deducida purD. Aquiles Jacquemin. líu su consecuencia, 
llévese adelante el procedimiento ejecutivo, siendo á cargo de 
Jacquemin las costas originadas en este incidente. Kepúnganse 
los sellos y iiotifíquese con el original. 

Andrés Cgarriza. 

La Suprema Córte mandó traer ad efeelum videndi los autos 
ejecutivos seguidos por el Fisco contra l). Santos Colombo, 
como fiador de Jacquemin hermanos y Velar. 

VmU» de la Svpre Certe 

Buenos Aires, Junio 7 Je 1884. 

Vistos y considerando: Que los autos traídos para mejor 
proveer, versan sobre el juicio ejecutivo promovido por el pro- 
curador fiscal contra Don Santos Colombo, como fiador solidario 
de loa Señores Jacquemin bermauos y Velar, por cobro de 
veinte y seis mil ochocientos treinta y nueve con veinte y tres 
cuUavos pesos fuertes, qne adeudan al Pisco, procedentes de 
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derechos de Aduana? en los que se dictó sentencia de remate, 
que quedó ejecutoriaila, y se mandó vender un consecuencia les 
bienes embargados; 

Que aunque estos auto*, se hallan paralizados sin motivo 
que lo justifique, de^le cinco de Febrero de mil ochocientos 
ochenta, mientras estén ellos pendientes, y no resulte insol- 
vente el fiador Don Santos Calumbo, contra quien se dirigió pri- 
mero la ejecución, no puede exijirse juntamente el pago de la 
misma deuda, del otro deudo:' solidario, Jacquemin hermanos y 
Velar; con arreglo ú lo dispueslo por el artículo setecientos cinco 
del Código Civil. 

Por estos motivos, la Corte resuelve que se agreguen á los 
presentes, los autos traídos para mejor proveer, y que, previa 
reposición de sellos, se devuelvan al Juez de Sección, para que, 
con conocimiento de ellos, resuelva lo que corresponda en de- 
recho. 

I. D, GOkOSTIaGA — J. DOMISGIÍEI. — 
LLADISLAO FMAS.-S. H. l.ASPIUR. 
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/>. /. II. Hloomfietd contra la empresa del Ferro-Caml del 
Sud. por cobra de pesos; sobre ¡mtieioncs. 



Sumario. — Í u No puede pedirse la absolución de posiciones, 
sitió á la parte que litiga en juicio. 

2? Ki anto que la ordenn, contra guien no es r ('prest tilinte 
legal de la parte, es «peíanle. 



Caso.— Kn la causa de Biooinfield contra la empresa del 
Ferro- Carril del Sud, Se pidió y ordeno que austdvk ra posicio- 
nes el (j eren te del lYrro-Carril. 

Este, nlegandu nu .*er el repn sentante )< gal di 1 la empresa, 
reclamo. 

No se hizo lugar al reí lamo, ni ¡í lu ;ij cIluíoii. 
Dedujo recurso de hecho. 

F*!I* de lit Nto|»r« *%» ferie 

Buenos Aire*. Junio 7 Je 1884. 

Visto en el acuerdo, y considerando: qi e no puede pedirse ab- 
solución deposiciones sino ú las partes que litigan enjuicio, 
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conforme á lo dispuesto por el artículo ciento ocho de la Ley 
de Procedimientos, y que el Gerente del Ferro-Carril del Sud, 
Don rL E. Qienford, no es representante legal de dicha Empresa, 
en esta causa; se declaran procedentes Loa recurso* de hecho in- 
terpuestos y se revocan los autos apelados de fojas ochent.i y dos 
y ciento cuarenta. En consecuencia, agregúense estas actua- 
ciones á los autos traídos, y prévii reposición de sellos, devuél- 
vanse. 

J. B. GOllOSTUCA. — J. nOMMGCeZ. — 
L LADISLAO rntAS. — SU. UgplUR. 



CAUHA 1,111 



fton Antonio E. Martines contra D. Antonio P, de Sampatja, 
por cobro ejecutivo de pesos ; sobre excepción de litis pen- 
dencia. 



Sumario. — I.a cxci'jicion de üiis-pL'iideuri-t, n« es de las ad- 
misibles enjuicio ejecutivo. 
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Caso. — D. Antonio E. Martínez, ex-procurador de D. Antonio 
P. Sanspayo, lo ejecutó por cobro de pesos procedentes de ho- 
norarios en un asunto seguido con la Sra. D" Aurelia Vele» S*ra- 
field. 

Sainpnyo expuso la excepción de litis-pendencia, alegando 
; que Martínez seguía otra ejecución en la ouu estaban incluidos 
los honorarios que cobraba en esta. 

Martinei contestó que el hecho era incierto» y quo, ademán 
ta excepción opuesta no era legal - 

» 

rail* M Jmi r#d*r»l 

Bueno» Aires, Uneru 12 de 1881. 

Vistos y considerando: Que en el juicio ejecutivo solo bou 
admisibles las Excepciones que la ley espresa aten te determina: 
Que entre las que enumera el artículo 270 de la ley nacional de 
procedimientos no figúrala de litis-pendencia, porque el deu- 
dor que se reconoce obligado puede pagar en cualquiera de tos 
dos juicios, con lo que terminarían auiüos. l'or estos funda- 
mentos, fallo mandando Elevar adelante ta ejecución basta ha- 
cer trance y remate de lo embargado, basta hacerse efectivo 
pago al acreedor, deeapit al. ínteres es. curtos y costas, Itepón- 
ganse el sello, sin mas trámite. 

Virgilio H. Tedm. 

Falle *e I* Swprrmi Corle 

Buenos Aire*, Junio 10 de 188*4. 



Vistos: No hallándose la excepción opuesta comprendida en- 
tre las únicas admisibles en el juicio ejecutivo, según el artículo 
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doscientos setenta de la ley de Procedimientos, 36 confirma, 
con costas, el auto apelado de foja doscientos diez y siete, y 
repuestos les sellos, devuélvase. 

J. ti. GOnaSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
G LADISLAO FRIAS.— 8. M. Usfllft. 



CAUSA Ll| 



Buias instituyendo al Obispo de Córdoba 

Sumario. - El pase ¿ la3 Bulas, instituyendo al Obispo de 
Córdoba, puede concederse las reservas de los derechos y 
regalías del Patronato Nacional. 

VISTA DEL SESOR PROCLRADOA GENERAL 

Suprema Corte* Boenoa Aire *' * múo 11 de im 

El Sumo Pontícipe prescinde en este caso, como 'en todos los 
demás de igual naturaleza, de la elección y presentación del 
Gele del Estado, y nombra motu propio Obispo de la Diócesis 
de Córdoba á la misma persona elejida y presentada por el Go- 
bierno de la Nación. 

T, XVIII, 
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Si hubiera de tomarse al pié de 1* leí ra la manera como hace 
8. 8. este nombramiento, habría motivo bastante para .10 acep- 
t«lo t por ser contrario A tos derechos y regalías del Patronato 
Nacional. Pero, como la aserción ú prescindencia de 8 ; S. no 
destroje la realidad de tos hecbos, siendo todo valor entendido, 
no reo inconveniente en que se acuerde el pase á las Bulas 
presentadas, á Gn de no demorar por mas tiempo la institución 
canónica y la provisión del Obispado, — todo con las reservas 
y protestas de estilo. 

Digo lo mismo con respecto a la facultad de señalar nuevos 
límites á la Diócesis de Córdoba, de hacerle provisión de Peni- 
tenciario, y demás que S. S. atribuya al Obispo electo. Bastará 
sean salvados los derechos y regalías del Patronato Nacional, 
por las reservas y prote.4..is correspondientes, p:ira ser eleva- 
das ú H. S. en oportunidad. 

Eduardo Costa. 

Bueno» Aire», Junio U de Ittftl. 

De conformidad con el dictamen del señor Procurador Gene- 
ral, y bajo las reservas que en él se espresan, la Suprema Corte 
de Justicia Nacional, presta el actinio que la Constitución cú- 
je para que el Presidente de la lteptiblica conceda el pase a las 
Bulas espedidas por Su Santidad en liorna, el dia veiute y 
nueve de Marzo del presente a~io, instituyendo Obispo de Cór- 
doba al Reverendo Padre Fray Juan Capistrano Tissera. De- 
vuélvase, en consecuencia, este espediente al Poder Ejecutivo, 
con el correspondiente oficio. 

J. Ií. COrtOSTlAOA. — J. DOMIHGUEZ, — 
l LADISLAO KHIAS. — S, H. USPIUR. 
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/>. Hernando Iturraspe y otros, contra la Provincia de Santa fe, 
por nulidad de uno venta ; sobre competencia. 



Sumario. — {" Los Tribunales Federales no son competentes 
para conocer de la demanda deducida por varios en el carácter 
de comuneros, si no se prueba que cada uno de estos individual- 
mente tiene el derecho de deducirla ante dichos Tribunales. 

2 o La violación de una resolución de la Suprema Corte, solo 
puede dar derecb.03 i presentarse ante ella tí los que han sido 
actores directos y formales en el juicio relativo, y no á per- 
sonas estrañas á £1. 



Caso. — D. Bernardo Iturraspe y otros, com<» condóminos de 
los campos que fueron dados eu merced n D, Miguel Arrascaete, 
en la Provincia de Córdoba, en 1757, demandaron á la Provincia 
de Santa Fe* para que se declarase nula una venta de parte de 
esos campos, que antes de ejecutarse el laudo de la Suprema 
Corte en la causa entre dicha Provincia y las de Córdoba y 
Buenos Aires, sobre límites, y con violación del artículo 6 del 
pacto interprovincial que la sometió á la Suprema Corte» hizo 
la Provincia demandada á D. Javier Arrufó, presumiendo que 
le fueran adjudicados sobre Córdoba. 
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Alegaron que la competencia de la Suprema Corte resultaba 
de derivar sus derechos de D. Miguel Arrascaete, que fué vecino 
de Córdoba, y cuya sucesión representaban, y de tratarse de la 
violación de un pacto interprovincial y de la ejecución de un a 
resolución de la Suprema Corte. 

La Provincia de Santa Fé opuso la excepción de incompeten- 
cia, de falta de , personería, y de defecto legal en el modo de 
proponer la demanda. 

VISTA DEL SESOR PROCLBaROE <■ EN ERAL 

Bueno» Aires. Junio 15 Je 1681. 

Suprema Corte : 

Viene este asunto á V. E. alegándose por parte de la de- 
manda: l* que su conocimiento corresponde á la jurisdicción 
orijinaria do esta Corte, por razón del arbitraje que aceptó 
V. E. en la cuestión de límites entre las Provincias de Santa- 
Fé y Córdoba; es decir, por razón de la materia; 2 o por razón 
de las personas, por cuanto se trata de una cuestión entre una 
Provincia y un vecino de otra. 

Parécerae por demás violento todo esto. 
El arbitraje no confiere á V. K. mas jurisdicción que la ne- 
cesaria para dirimir la cuestión de límites. Trazada y aprobada 
la línea que ha de deslindar, definitivamente los territorios de 
cada Provincia, la misión de V. E. habrá concluido: 

Pendiente el juicio arbitral, tiene V. E. sin duda alguna, in- 
disputable facultad para prohibir toda innovación. Ninguna de 
lastres Provincias podrá ni alterar mojones, ni tomar posesión 
de los terrenos disputados, ni ménoi constituir sobre ellos de- 
rechos que no existieron antes. Si lo hiciera, sus actos serán 
nulas y de ningún valor. 

Es este, á mi juicio el alcance Jal decreto de V. E., de f... 
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Trazada la línea, la venta hecha por el Gobierno de Santa Fe 
será, ipso facto, de ninguii valor, si los terrenos vendidos que* 
dan fuera de su jurisdicción, ú no ser que, por algún titulo in- 
dependiente de la cuestión de límites, tuviera sobre ellos de- 
rechos de dominio, que arrancáran de oríjen que no fuera la 
soberanía territorial. Sobre las cuestiones relativas al derecho 
privado, el arbitraje no ha concedido á V. K. una jurisdicción 
distinta de aquella que la Constitución te Acuerda. La materia 
sometida en este caso & V. E. es la jurisdicción, no el dominio. 

Mas sencillo es el punto que se relaciona con las personas, 

D, Miguel de Arrascaete, que falleció, según se dice, há mas 
de un siglo, no puede ser el remoto origen de una jurisdicción 
que no existía á su fallecimiento. Los que hoy representan sus 
derechos constituyen colectividad de personas, una comunidad 
de intereses, á que es perfectamente aplicable la disposición del 
aitfcnlo 10 de la ley de jurisdicción y competencia. 

No se ha prohado, que todos y cada uno de los que represen- 
tan aquella sucesión, tengan el derecho de ocurrir a ta justicia 
federal. La incompetencia de V.E., en cuanto á la cuestión de 
nulidad, paréceme, por tanto, basta el presente, fuera de toda 
discusión. 

Pido á V. B. se sirva así declararlo. 

Eduardo Costa. 

Dueños Airea, Junio 14 de 1884. 

Vistas las excepciones de incompetencia, falta de personería 
y defi no legal, opuestas por el apoderado de la Provincia de 
Santa Fe", á la demanda que interpone Don Bernardo de Itur- 
raspe, por sí y por otros, contra dicha Provincia. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Coas id erando, en cuanto á la excepción de incompetencia, que 
del contrato que en cópia testimoniada obra á foja una de estos 
autos, por el cual los demandantes han convenido en vender en 
témate público los campos de que se dicen propietarios y al 
mismotiempo autorizar al seíior Iturraspe para reclamar judi- 
cialmente la posesión y dominio d j la parte de ellos que se en- 
contrara detentada por terceros, resulta que éste, como sus de- 
mas representados, se reconocen y denominan comuneros ludm 
de los campos que comprende la merced de A rrascaete. 

Que es en ese carácter y como tales comuneros, que deducen 
y únicamente lian podido deducir una acción, solidaria y común. 

Que e' artículo diez de la ley sobre jurisdicción y competen- 
cia de los Tribunales Fedérale* tiene establecido, para casos de 
esta naturaleza, que en las sociedades colectivas, y, en general, 
en todos los casos en que dos ó mus personas asignables pre- 
tendan ejercer una acción solidaria, para que caigan bajo la 
jurisdicción nacional se atenderá á la nacionalidad ó vecindad 
de todos los miembros de la comunidad, de tal modo que cada 
uno de ellos individualmente tengan el derecho de demandar 
ante los Tribunales Federales, con arreglo á lo dispuesto en el 
inciso segundo, del artículo segundo de 1 1 misma ley. 

Que el señor Iturraspe ha estado, por tanto, en el deber de acre- 
ditar que cada uno de los actores tiene derecho individualmente 
de litigar unte la justicia nacional, lo que no ha verificado. 

Que no es tampoco una razón de surtir fuero nacional para 
los demandantes, el hecho de que U Provincia de Sauie Fé 
haya faltado al pacto inter-provincial celebrado con las de Cór- 
doba y Buenos Aires, ó al lando que en su virtud, esta Corte 
pronunció, porque ese hecho solo darla derechos á tos que fue- 
ron actores directos y formales en aquel compromiso y aque 1 
juicio, y no á personas completamente entrañas á ellos. 

Que los demandantes no han justificado, por otra parte, ser 
representantes de una sucesión abierta en Córdoba é indivisa* 



DE JUSTICIA NACIONAL 



3» 



ni cesionarios de los herederos universales de ella, ni menos 
que éstos tuvieran individualmente el derecho de demandar 
ante la justicia nacional. 

I'or estos motivos y de acuerdo con lo pedido por el señor Tro- 
curador General, y no habiendo ya necesidad de tomar en con- 
sideración las otras excepciones alegadas, la Corte se declara 
incompetente para conocer de esta demanda. 

Repónganse los sellos y archívese notificándose con el ori- 
ginal. 

JU lí. GOROSTIAGA, — J. DOMINGUEZ. — 
l LADISLAO FIllAS. — S. H. LASPIUR. 



CAL'HA IiVI 



Contra (¡uenon Charles >j C% sobre defraudación de derechos 

de Aduana. 



Sumaria, — Siendo distinta la clasiliccacion y aforo de los 
géneros de seda tj nU/odon, y de algodón y seda, la variación de 
estas palabras en perjuicio de los derechos fiscales, importa 
una falsa manifestación sujeta i pena. 



Caso. — En la carga introducida por el vapor eUiruude* en 
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Agosto de 1883, los señores One non Charles y C\ manifesta- 
ron 1369 metros género algodón y seda. 

Resultó ser género teda y algodón, comprendido en la par- 
tida 4224 de la tarifa con el aforo de 10.500 el kilo, mientras 
el género algodón y seda es el comprendido en la partida 4221 , 
y su aforo es de 200 milésimos el kilo. 

El administrador de Aduana impuso la pena de dobles dere- 
chos sobre la diferencia de valor. 



Bueno» Aire», Febrero 28 de 1884. 

Y vistos estos autos seguidos por los señores Guenon Char- 
les y C», recurriendo de una resolu ion del Administrador de 
Aduana de la Capital, que los condena ni pago de ia diferen- 
cia que resulte eutre el valor de 1369 metros género de seda y 
algodón y género de algodón y seda, por haber resultado ser de 
la primera categoría y no de la segunnda, como se ha hecho la 
manifestación. Y considerando : que la manifestación preve- 
nida en las Ordenanzas debe ser de acuerdo á las cías ideaciones 
que establece la tarifa de avalúos; que según se vé por tas 
disposiciones de esta, se hace una clase distinta á los géneros 
de seda y algodón con los de algodón y seda, pues se leB atri- 
buye distinta avaluación ; que la variación de estas palabras en 
la manifestación importa, por consiguiente, una falsa manifes- 
tación, sujeta ala penalidad correspondiente; que la escusa 
fundada en -error evidente imposible de pasar desapercibido, 
es solo «preciable por la misma Aduana, pero en ningún caso 
funda la apelación. 

Por estos fundamentos, se confirma la resolución de foja 4; 
en su consecuencia, devuélvanse los autos, repuestos que sean 
los sellos. 

Andrés Vgarrixa. 
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Buenos Airel, Junio IB de 1861. 



Vistos ; por sos fundamentos se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja diea y nuete, y repuestos los bpIIob, de- 



El Dr. í). Samuel Molina contra et General li. Oclaviano Na- 
varro; sobre interdicto de recobrar. 



Sumario, — Negados los estremos que constituyen el despo- 
jo j no ¡probados por el actor, debe absolverse al demandado 
por interdicto. 



Cojo. — D. Belisario Ahumada, por el Dr. D. Samuel Molina, 



J. B- GOltOSTIAGA. — l'LADISLAO FRIAS. 
— 8. H. LASP1UH. 



t AUN A LUI 
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demandó al General IX íMaviano Navarro, por interdicto de 
despojo de anos campos eu que alegaba hallarse en posesión. 

El General tfi.varro negó los hechos, alegando qne él estaba 
en legítima posesión del punto sobre que virsaba la demanda 
de interdicto. 

Falto fiel Jw* Ftdrral 

CaUmarca. Enero 30 de 18*1. 

Vistos i estos autos seguidos por 0. Belisario Ahumada, como 
apoderado sosütuto del Dr. D. Samuel A. Molina, vecino de 
Buenos Aires, contra el General D. Otaviano Navarro, ya fina- 
do, de esta naturaleza y vecindario, representado por I). Eras- 
roo Correa, sobre interdicto de recobrarla posesión del puesto 
llamado Ciénego del Pozo, en la estancia de Singuil, y consi- 
derando : 

I a Que para que la acción de despojo entablada sea proce- 
dente, es menester que el dem .odante pruebe su posesión ó 
tenencia de la cosa demandada y que ha sido efectivamente 
desposeído de ella - (Artículo 27, pág. 583 del Código Civil y 
328 de la Ley de Procedimientos). 

Que según resulta del acta de 30 de Noviembre ultimo, 
corriente de !\ 26 v. á f. 29 y certificado de f. 23, la parte del 
demandado ha negado ambos estremos, sin que su contendor 
haya producido prueba alguna sobre el particular. 

3* Que por otra parte, de los diversos cuerpos de autos y de- 
más documentos á que dicha acta se refiere, tampoco se encuen- 
tra antecedente alguno del que pudiera resultar la existencia 
de la pretendida posesión de la parte actora, respecto al punto 
cuestionado. 

4 o Que dados estos antecedentes y muy especialmente la 
resolución ejecutoriada recaída en el espediente número 404, so- 
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bre interdicto de reteuer la posesión, y la prueba testimonial 
producida al respecto en el espediente número 408, sobre rei- 
vindicación, seguido entre las mismas pirtes, se desprendí; cla- 
ramente que la contradicción suscitada *»bre sí e! punto Hela 
referencia está ubicado al poniente ó al naciente de la línea que 
ha de marcar la dirección precisa de la Cumbre del Singo il, no 
puede ni debe ventilarse en el presente jun io, esencialmente 
sumario, según las disposiciones lí gales éntes citadas y sus 
concordantes. Por tanto, omitiendo otras consideraciones, y 
teniendo en vista la jurisprudencia últimamente establecida por 
la Suprema Corte en el considerando !3 de la causa 37, pág. 
150, tomot5, serie f», fallo no haciendo lugar á la querella de 
despojo antes mencionado; absolviendo,* en consecuencia, de ella 
á la parte del demandado ; dejándole al actor wq derecho á sal- 
vo para que pueda hacerlo valer en el Juicio correspondiente* 
si así viere convenirle, y siendo á cargo del mismo las co^ta* 
cansadas en el presente. Hágase saber con el original, repón- 
ganse los sellos, devuélvanse los documentos acompañados, 
dejando las respectivas constancias y archívese el espediente. 

Joaquín ijuiroga. 

rail* de la %mpr+m*m Cari* 

Butilos Aires. Junio 21 de 18S1. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma, con coatas, la sen- 
tencia apelada de foja treinta y una vuelta y repuestos los sellos, 
devuélvase. 

J. R. COHOSTIAGA.—L LADISLAO FRIAvS. 
— S, M. LASNUR. 
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CAITKA LVIII 



Don Marcelino Magdalena contra el Banco de ta Provincia de 
Buenos Aire*, por infracción de ta ley de moneda ; sobre 
Utis-pendentta. 

Sumario. — No procede la excepción de litis-pe ndentia, coatí- 
do son distintas las personas que litigan, y distintos los pro- 
pósitos y fundamentos de la acción. 



Cirio. — Don Marcelino Magda leño demandó al Banco de la 
Provincia de Buenos Aires por infracción á la ley de moneda, 
por no haber recogido toda la emisión de billetes menores de 
un peso dentro de los dos años fijados por U ley, y pidió el pa- 
go de las multas correspondientes. 

£1 Banco opuso la eicepcion de Utis-pmdentia, alegando 
que ya había sido demandado por igual razón por D. José C. 
Soto, y que el mismo hecho ó infracción no podía dar lugar 
einó á una demanda por medio de la acción popular. 

Buenos Airea, Abril 16 de 188-1. 

Auto» y vistos: en lo relativo al incidente promovido por 
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parte t 1 Banco de la Provincia sobre lüis-pendentia en la acu- 
sación que La promovido contra él D. Marcelino Magdalena, por 
infracción de la ley de unidad monetaria de 5 de Noviembre de 
1881, pidiendo la aplicación de dos multas de 50,000 $f, cada 
una* de acuerdo al artfcnlo 10 de la citada ley, y considerando 
que el juicio iniciado por D, José C. Soto contra el misino Banco, 
es distinto del que promueve hoy Hagdaleno, en cuanto a las 
personas que intervienen y á los propósitos mismos y funda- 
mentos de la acusación, como se desprende de la comparación 
de los espedientes respectivos, traídos á la vista del Juzgado, 
|iues en aquel se funda la acusación en el hecha de haberse au- 
mentado la circulación de billetes de 20 3 y menores de esta 
suma t de la antigua moneda de Buenos Aires después de 30 
dias de promulgada la ley y antes de vencerse el plazo de 2 
anos; mientras en este se le funda en no haberse recojido toda 
la emisión fraccionaria, después de vencidos los dos años: por 
lo primero se pide la aplicación de una sola multa y por lo se- 
gunda la de dos multas correspondientes á dos infracciones 
acusadas. 

Por estos fundamentos, falto: no haciendo lugar, con coatas, á 
la excepción de litis-pendentia opuesta por el Banco de la Pro- 
vincia; en su consecuencia, conteste derechamente en el terre- 
no de ley, á la demanda contra él interpuesta por Don Marce- 
lino Magdaleno. 

Repónganse los sellos y hágase saber, notificándose con el 
original. 

Andrés Vgarriza. 
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Rueños Aires, Junio 36 de 1884. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja re inte. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

J. B. GOROSTlAGA. — J. DOMIKGIEZ.— 
I U MSI.AO FRIAS. - 8. M. LAM'HIl. 



CAUSA 



Don José fía :an contra la Provincia do Santa-Fe, por jactancia; 

sobre incompetencia 



Sumario. — La afirmación hecha en escrituro pública debe 
prevalecer sobre ta del martiliero en los anuncios de venta de 
los bienes escriturados. 



Cáío. _ Don José Bazau, con la escritura eBtendida á su favor 
de unos campos en la Provincia de Santiago del Estero, de- 
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uiandú por jactancia á la Provincia de Santa fé por haber pro- 
testado, atribuyéndose derechos de propiedad, contra la venta 
de dichos campos encargada por élá loa martilieros A. Bullrich 
y C\ quú la habían anunciido por los peiiódico*. 

ConforMn traslado, el representante de la Provinria nb-gó 
que los anuncio* de venta espiaban que se hacia por liquida- 
ción de una sociedad, y que no bal laudóse justificado qe.e todo» 
los miembros de esa sociedad cr,in vecinos de distinta Provincia 
ó cstrangeros, la Suprema Corte no podia entrar á conocer en la 
demanda. 

Razan contentó que la escritura de los campos estaba en su 
nombre, y que los martilieros babian anum-iado que se hacia 
la venta por liquidación d>> una sociedad, tal vez, por creer que 
esto favorecería el resultado del remate. 

VISTA DEL SESott PROCURADOR GESE&AL 

Ruónos Aires. Mnrzo 21 de 1B&I. 

Suprema Corte: 

Consta, en efecto, de la esc ritura agregada ú foja 25, que las 
i 07 legua í que dan lüjiar tí i sta cuestión han sido escrituradas 
á nombre esclusivo de Don J. M. Ibizau, y, entre una escritura 
pública, y ¡o que pueda haber dicho el rema! ador. V. E. no 
puede vacilar. 

Creo, por esto, destituida de fundamentos la excepción opuea- 
rep resé ni ante del Gobierno de Santa Fé. 

tidttardo Costa. 
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VWta 4» ta *mpw**»* Cwta 

Buenos Airei, Junio 96 de 1884. 

Viatoa: Considerando que según U escritura públie» de foja 
veinte y cinco, loa leí renos sobre cuyaenagcnacion, en remate 
público, protesto el Gobierno de Santa Fé, fui ron vendidos á 
Don Joaé Baxan exclusivamente y no á sociedad alguna; y que 
esta afirmación deba prevalecer sobre la que contiene el anuncio 
de los rematadores ; se declara, de acuerdo con lo i-apresado y 
pedido por el Señor Procurador General, no haber logar & la 
excepción opuesta por el apoderado del demandado, y que este 
debe contestar derechamente el traslado conferido» en el término 

J. B. COflOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
L LADISLAO FRIAS. — 9. U. LASPIMt. 

P 



fí* Benita Magano de Torres y D. Frmmsco Jorres, contra ÍK 
Tomás i Immas ; sobre eumfilimiento de un convenio y daños 
y perjuietos. 



Sumario. — El que por transacción ha IoiikkIo sobre sí la 
ejecución de una obligación íihIítísüiU' impiu-ita á varius, ih-be 
cumplirla por entero, y pagarlos diiños y perjuicios 
por la falta de cuinpl i míenlo. 



C«o.— Lo refiere el 



Córdoba. Agualó 23 de 1883 

Y vistos: estos autos seguidos porel Dr. li. Abraham Silreyro, 
en represen* ación de D" Benita M. de Turres y de su hijo 1). 
Francisco Torres, contra D. Tomás Tliomas t sobre falta de 
cumplimiento de un convenio judicial é indemnización de da- 
ños y perjuicios; resulta de ellos: 

I o Que con fecha 22 do Diciembre de 1809 el Sr. Cerra se 
t xvm 4 
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obligó, en escritura pública, á mas de pagar los cinco mil pesos, 
valor del teTreiio comprado un esos dias ;il Sr. Torres, á poner 
á su cuenta* A disposición de éste, el agua en el punto en que 
se dividen las dos chacras mas abajo de los « Pozos», ¡id virtién- 
dose que la cantidad de agua debía ser una cuarta cuadrada de 
corriente, y que si esta no fuere suficiente para regarlas dos 
chacras, semanal mente, daría la que fuere bastante en el ter- 
mine de diez y ocho meses, estipulándose, adema*, que cuando 
Torres no ocupase el agua, podría disponer de ella el Sr. Cerra, 
2* En 22 de Setiembre del siguiente uño (i870 , el mismo 
Sr. Torres vendió al Sr, Cerra el terreno de los «Pozos Verdes n, 
bajo los límites que se mencionan en la escritura pública de 
f. 12, « comprometiéndose el comprador á construir una acequia 
t & contimtarion de la que ya tenia estipulada, hasta el borde 
« de la barranca que hace frente al castado sml de la primera 
« chacra de Torres, ríñiei do de dicho b¡ijo biela ¿j molino del 
< Oeste; y á cuidar siempre de la consistencia y seguridad de 
« dicha acequia, y á dar á Turres «1 agua que éste creyera ne- 
t cesaría, semanal mente, para sus chacras, debiendo el agua 
n correr permanentemente por ta acequia para la bebida de sus 
« haciendas; y que si alguna vez el agua faltase ó menguase, 

* Cerra ú quien lo representase, estaría obligado á aumentarla, 
» r en c.iso de que este no pudiese ó no quisiese luteerlo, lo ha- 

* ría Torres á cuenta suya (de Cerra , abonando (.'erra su im- 
€ porte, en vista de la cuenta justificada que se le presentase. 
« Asimismo se obliga ú no emprender trabaje alguno basta no 
« haber concluido la acequia, la nial debería tener lugar en el 

* mismo término á que estulta obligado por la escritura de 22 
c de Diciembre del año ¡interior, debiendo determinarse des- 
« pues de un año de haber tenido Torres el agita, loqueen lo 
4 sucesivo necesitase semauuluieute > . 

í*° Que en 27 de] mismo ines y ano. d Hr« Cerra vendió á los 
Señores M'illrigt. Thonns \ Tahurua las tn-s cuarta» partes de 
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los terrenos comprados ¡i Torres en Diciembre 'le J80'J y 24 do 
Setiembre de 1870, reservándose él laotra cuarta p¡irte; advir- 
tiéndose que todos Rumiaban en comunidad de derechos y obli- 
gailos á cumplir los compromisos i un tía idos i favor de Torres 
en dichas eseríluras. 

4 o Que en f6 de Marzo de 1881 se presentó el Dr. D. Abraham 
Silveyra, á nombre de D n Ilenita M. de Torres, viuda del tinado 
U. Francisco Torres, y de su hijo Francisco Torres, deman- 
dando ú D. Tomas Tilomas el cumplimiento de las obligacio- 
nes contraídas por el Sr. Cerra en las escrituras de fecha 22 de 
Diciembre de 1809 y 24 de Setiembre de 1870, de que se ha he- 
cho mérito, y aceptados por éste y los demás deudores en la de 
27 del mismo mes y año, y la indemnización de los daños y 
perjuicios cansados desde el dia de la demanda hasta el déla 
ejecución de aquellos; 

5" Corrido traslado de la demanda, el Sr. Tilomas, sin eva- 
cuarlo, se preseutó juntamente coii el Dr, Sil ve} ra y espusieron 
en el acta de fecha 2 de Junio de. apresado a fio : * que habían 
« convenido en arreglar el junio interpuesto por el segundo, 
« bajo estas condiciones: I* K. Sr, Thoma¿ reconoce las obli- 
« paciones, cuyo cumplimiento demandaba el Sr. Silveyra en 
« representación de hts señores Torres, obligándose á hacer la 
« acequia, de conformidad al contrato, en el término de un mes, 
" y respecto al cerco lo hará también, con arreglo al contrato, 
i si es que antes no hubiese sido hecho » ; acta de foja 22 
vuelta. 

y En 27 de Setiembre del misino año, presentóse de nuevo 
la parte de Turres, exponiendo: que el Sr, Tilomas no había eje- 
cutado aún las obligaciones que reconoció en el convenio de 
fecha 93 de Junio Último y que usando de las facultades que le 
acordaba el artículo 6" título De ias obligaciones de hacer, Cód. 
Civil, solicitaba se condenase al deudor ¡i satisfacer las pér- 
didas é intereses que su falta de cumplimiento le había ir rogado, 
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y le fijase, por lo que respetaba al cerco, un término para que 
lo hiciera. 

7 o Conferido traslado al demandado, su representante ei- 

* 

presa; l"que su íntituyente tío puede ser accionado siuópor la 
parte que representa en la obligación mancomunada, que es la 
cuarta, según lo prescrito por el artículo 90, título be las 
obligaciones divisibles é indivisibles del 0. C; 2* que la obli- 
gación de construir la acequia y dar el agua corriente al Sr. 
Torres, en la cantidad y condiciones convenidas, habia sido 
cumplida dentro del término estipulado; y 3 o que relativamente 
al cerco se somete i construirlo en e) plazo que el Tribunal le 
designe. 

En tal estado so decretó una inspección ocular en los lugares 
objeto de la cuestión, y se abrió la causa A prueba, producien- 
do-- la que obra de fnja. . . ú foja. .. de los autos. 

En esta virtud, y estudiando atentamente los heoliost que 
deban de relacionarse, se ñuta desde lueg», que el Kr, Cerra 
primero, y los se íi ores Willrigt, TaboTdn y Th ninas, como su- 
cesores particulares de aquel, contrajeron la obligación de 
Aaeer que se lia mencionado en los documentos; cuya obligación 
están conformes los interesados en clasificarla de indivisible, 
con arreglo á los artículos A y 14, ¡ic las obligaciones divisi- 
blexé indivisibles, de nuestr.oC. C; clasificación que responde 
á los principios que en esta delicada materia encontramos cla- 
ramente consignados en las L.L. 80, § I o , título 2, libro 35; 
72 y 85, § 2 o , título \°, libro 45, Digesto, y sostenidas por los 
notables jurisconsultos Savigny, § 32, número 2, página 363, 
304 y 305 be las obligaciones. l'othier, Obligaciones, números 
289 y 293 Maynz, § 276. Aubry y Km, § 301 , notas 8 y % Freitas 
974. Alvarez, Instituciones anotada - por el Dr. Veles, §§ 846 y 
847. 

El cumplimiento de dicha obligación iiitl ¡visible, fué lo que se 
pidió de Mr. Tilomas en el primer asuntó intentado por los he- 
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redo* de Torres, con mas lns daños y perjuicios causados con la 
falta de ejecución. Instruido Thomas de los antecedentes del 
asunto, y en vez de contestar el traslado corrido, celebra la 
transacción referida. En ella se reconoce la obligación que se 
demanda, y se eo ni promete á liacer la acequia, en el término de 
un mes, de conformidad al contrato; é igualmente el cerco, 
siempre que no estuviese hecho, pues estaba en la persmicion 
que se construyó por el Sr. Cerra. Al darse por terminado el 
asunto, en virtud de este reconocimiento y ejecución que debía 
efectuarse, naturalmente renunció la parte de Torres i\ las cos- 
tas, danos y perjuicios sol ici fados. 

Este estado de cosa*? merece constatarle con especialidad, 
porque es de este punto de partida que arrancan las relaciones 
jurídicas que se han deducido en la segunda demanda. Kl Sr. 
Thomas, uno délos deudores de la obligación indivisible, ha 
transado, y se pTecisa averiguar qué consecuencias jurídicas ha 
creado con dicho acto. Hi se ha efectuado alguna modificación 
en la responsabilidad que. imponía á todos loa deudores de la 
obligación indivisible, ó si pormnuec el mismo estado de cosas 
creado por los contratos enunciados. En una palabra, si dicha 
transacción afecta también á los otros codeudores ó solo y esclu- 
sivamente pesa su responsabilidad sol re su autor, quedando 
los demás enteramente cstraños a! acto verificado. 

Antes de mencionar el artículo de nuestro Código que define 
la posición en que queda colocado el trausijente con respecto á 
los codeudores, recordemos brevisi mamen te algunos prece- 
dentes que le servirán de esplicurion. La ley 2\ título 00, libro 
7" del Código Romano, decía: Inter altos factam tramatiouem, 
absenti non poste [acere prejudicñtm. Este principio echó pro- 
fundas raices en el famoso Código de la Edad Media y en los 
sancionados en el presente siglo. Eu efecto, la ley 21, título 22, 
partidaS", tratando del caso de una obligación indivisible, como 
servidumbre, por ejemplo, dice: que el juicio dado contra 
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uno, non em¡teeeria á los otros sus aparceros t pues que no fue- 

ron ellas por sí, nin otro por su mandado en aquel pleito 

. El Código Francés, artículo 2051, seguido por el Italiano 
1771, Portugués i 716, Holandés 1894. Luísiana 3041, Cun- 
to» St»ueh.it el H107, etc., etc., dice así: La transacción que hu- 
biere hecho uno !e Io+ interesados, no obliga á los demás, ni 
puede oponerse por éstos. YA artículo 1722 det Proyecto de Có- 
digo Español, comentado pt»r el Sr. <¡oyena, es aun m ls claro 
y conciso: h La transacción hecha por uno de los interesados no 
perjudica ni aprovecha á los demás interesados, a 

YA Dr. Freitas, eu su Proyecto de Código f ¡Wl, artículo 12011, 
des; iies de consignar en Sd primera parte el mismo principio 
que iMicont amos en los Cúligos ya citados, agrega, concre- 
tándose ¡i nuestro caso: La transaccim anese hiciere por uno de 
ios interesad)*, aun mando las obligaciones sean ind iva Hites, 
no aprovechará o perjudicará á tus otros interesados. 

Nuestro Código, artículo 30 He las transacciones, siguiendoá 
Freitas y doctrinas de respetables jurisconsultos, como Z.i- 
eharia',*} 708 y nota -4"; Aubry y , § 421; Dtiranton, tomo 18 
número 418, se espresa eu estos términos: <La transu'-ciou he- 
cha p vr uno de los interesados, ni perjudica, ni aprovecha A 
tereco, ni A los demás Interesados a nn cuando las obligacio- 
nes sean indivisibles; disposiciones que concuerda con los artí- 
culos 9* fié la nata raleza y oiigen de tas obligaciones, y 50 y 
03 He los contratos en general. 

Sei'uo estos principios, el Sr. Tilomas por la transacción, ha 
quedado único responsable de la obligación que se ha compro- 
metido á ejecutar; sus coobligados son estraños at acto prac- 
ticado por aquel, ni les perjudica, ni aprovecha. Los herederos 
de Torres, en esta virtud, nada pueden exijirde los otros íieu- 
dores, fundándose en la precitada transacción. V así, si por la 
inejecución de The mus se le exíjiesen daños é intereses, y sitio 
estuviese obligado á satisfacer pro parte, resultaría que los re- 
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feríelos herederos carecerían de acción para el reintegro de di- 
chos daños é iutereses, y por consiguiente, quedaría vana é 
irrisoria la trausaccLn, contra la mente y sanos propósitos de 
los transigentes. 

Y en verdad, y aun prescindiendo por un momento de este 
tópico jurídico, las contenciones deben tener el alcance que 
surge del propósito bieu marcado de los cotrayentes. Ksta es la 
ley que ellos mismos se han impuesto, y que los Tribunales, 
cumpliendo c«n su augura misión, delien convertir en una 
realidad. Por c.sto, el ar tirulo 01 fie los contratas en general, 
prescribe: que las convenciones hechas en lo^ contratos forman 
para las partes, una reijta, ti ¡a cual deben someterse como ú ta 
ley misma. I en el 62, se agrega, para dar completa eapausloü 
a la buena fé: que los contrata* oblig.tn, no solo á lo que e. tá 
formalmente espresad o cu ellos, sino Ú todas tas consecuencias 
que puedan considerarse que hubiesen sido virtuatmente com- 
prendidas en ellas. 

Ahora bien, si penetramos en la mente de los transigentes, 
en las consecuencia* virtualuienta comprendidas en el acta dé- 
la transacción, no podemos menos de comprender que se quería 
cortar todo asunto para lo sucesivo y evitarse reclamaciones 
enojosas en caso de inejecución, y sobre todo, imposibles, 
puesto que de la transacción no puede resultar acción contra 
los otros deudores de la obligación indivisible. No es posible 
imaginar que la parte de Torres transaba, para que si Thomas 
no cumplía, abonase una parta del perjuicio causado, que- 
dando impago en todo lo restante, y se viese entonces obli- 
gada á entablar nuevos asuntos contra los demás obligados. 
Consecuencias son ésta* que nos patentizan del verdadero espí- 
ritu y mente de los transigentes, y que no podemos llegar á 
ellas sin violar la misma ley que se han impuesto. 

2° Entremos, pues, de lleno en "1 terreno de los hechos y 
averigüemos; l« si et Sr. Thomas ha cumplido coa la obliga- 
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cían, impuesta en la transacción; 2" en caso negativo, cuáles 
sean los perjuicios ocasionados y el importe de ellos, omitiendo 
toda ijiTeatiganion sobre si a! tiempo en que se verificó la tran- 
sacción, se hallaban ejecutada* dichas nbras, puerto que el 
señor Tilomas confiesa en el documento precitado, en loque 
se refiere á la acequia, que la obligación no estaba llenada, 
j no es posible admitir pruebas contra su propia confesión. 
Así, pues, es innecesario traer á cuenta l.i comprobación produ- 
cid:i, en la parte que se relaciona con e! punió indicado; aparte 
de que, dicha pruébase reduce, en e-;ta parte, al testimonio de 
personas que, ó ignoran los hechos sobre que se les interroga, 
ódárt nutieias vagas é incumplí' tas, que no pueden conducir al 
descubrimiento de la verdad. 

Entrando ahora a! examen del j rimer punt<\ sobre el cum- 
plimiento de !a obligación que el Sr. Thwuas se impuso por la 
transnrcion, de confuí midad al contrato relacionado, es preciso 
Tecordar antes que el Sr. Torres sostiene en primer lugar, que 
el acueducto debió llegar hasta la quebrada ó aguiducto que 
divide las dos charcas situadas ni (leste del t Molino »; y en se- 
gundo, que la acequia no había sido bien hecha; mientras que 
el representante de Mr. Thomas, cree que la obligación de este 
se limitaba ¡i ponerla en estado de servicio hasta el punto que 
separa ambas heredades; sosteniendo, en cuanto ú las condicio- 
nes de la acequia, que se hallaban debidamente ejecutadas. Se 
hace, pues, indispensable analizar por separado uno y otro de 
tos puntos indinados. 

l J ur lo que hace á la divergencia sobre el punto hasta donde 
debe construirse la acequia, se encuentra él clara y distinta- 
mente señalado en la escritura de f... cuando dice ; c Que el Sr. 
Cerra se compromete á construir una acequia & continuación 
de la que ya se tiene estipulada, hasta el borde de ta barranca 
ffite hacfí frente al costada Sud de la primera chacra de Torrea, 
vtniendo de dicho bajo hacia el Molino del Oeste » ; que la bar- 
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rama que hace frente al costado Sud de la chacra de que se 
habla, no es otra que la que secara la una de la otra, y que 
corre de Sud- Oeste á Nor-Kste, según se representa en el 
plano levantado por el ingeniero Mr. fludson, v lo comprueba 
la inspección ocular de foj y declaraciones de loa testigo» 
José Arias, .José Marí.i lNivon, Abelardo Aguirre, Tuinas Amn- 
chastegui é Ignacio Arguello. Ks de notsir, adema*, que el señor 
Temple ha espuesto en el acta de inspección, que su poder- 
dante, por amistad y consideraciones personnles hacia el 8r. 
Torres, ha fu a dado W nivel hnsfn llegar á la primera charra ó 
terreno eultwado viniendo buVia el MoÍina\ hecho que viene en 
confirmación de lo que araba de aseverarse sobre el punto hasta 
donde debú llegar la acequia, no habiendo, por otra parte, indi- 
cación alguna de donde pueda inferirse, que por un acto de 
amistad, el que ejecuto Mr. Thonias. que el punto hasta d nde 
debía construirse la acequia, tiene en consecuencia y necesaria- 
mente que ubicarse sobre el borde de dicha barranca. Que no 
pudiendo suponerse, por otra parte, que lamente de los contra- 
yentes, al referirse al 1 ido Sttd de la precitada chacra, fuese la 
de designarse este rumbo con rigurosa exactitud, y a falta de 
comprobaciones que permitan Qjar dicho punto de una manera 
precisa, el Juez su halla facultado pura señalarlo, teniendo 
presente la convención misma de las partes y el objeto que en 
ella se propusieron. 

Que la barranca ó ag'iaiucto denominada del Conejo, desig- 
nada por el representante del demandada, como el punto hasta 
el que debía llegar la espresada acequia, no reúne evidente- 
mente las condiciones determinadas en la escritura de foja: 
1° porque dicha barranca en ninguno de sus puntos hace 
frente al lado Sud de la primera chacr de Torres; 2" porque, al 
contrarto.su ubicación, según se demuestra en et plano mencio- 
nado, y en la inspección ocular, es en el estremo opuesto de la 
misma chacra, 6 sea al Nor-Oeste de ella; y 3» porque mas al 
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Oeste de dicha barrenen del Conejo, no existen terrenos de 
cultivo suceptibles de regauio. 

Que, por lo mismo, se hace inútil entrar á tratar euesperial 
del hecho de sí la acequia estuvo ó no corriente y en estado de 
recibo, el día 2 de Julio de t881, día en que fenecía el término 
estipulado, eu la transacción de fecha 2 de Junio de dicho año, 
para su construcción. 

Suponiendo, sin embargo, por un momento, que la acequia 
solo debía construirse hasta el punto divisorio de las dos he- 
redades, resultarla también que la obligación no había sido 
cumplida. Así resulta del informe del perito Sr. Hudson, quien 
indica todas las composturas y reparaciones que precisa el tra- 
bajo hecho para que se encuentre en estado de recibo. Resulta 
también que los trabajos no estaban terminados, de las decla- 
raciones de ¡«a testigos D. Abelardo Agil ir re, D. Tomás Amu- 
chastegniy I). Ignacio Fernandez, encardado por el Sr. Temple 
de llevarlos a cabo. 

3" líe-la ahora averiguar, cuáles sean los perjuicios que de- 
ben indemnizarse. No ofrece duda, en primer lugar, que se debe 
el importe de las reparaciones y composturas que requiere la 
acequia, calculado por el Sr. Hudson. Que se debe, asimismo, 
el costo de la prolongación de la acequia hasta atravesar la 
barranca divisoria de las dos chacras, calculado también por el 
Sr. Ingeniero. En segundo lugar, el importe de los dos canales 
mencionados, sin lo cual uo sería posible poner el agua, á costa 
del obligado y á disposición del Sr. Torres, euel punto conve- 
nido, según la escritura de su referencia. 

Aquí puede objetarse, quizá, que según las declaraciones de 
Tomás Amuchaslegui, Ignacio Aguirre, fué D. Francisco Tor- 
res quien construyó el puente sobre el aguaducto del Conejo, 
Este hecho, seguramente no se opone á la constancia fehaciente 
déla escritura y demás relacionado, porque uo se espresa en 
parte alguna, en qué carácter realizó esto D. Francisco Torres; 
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ai fué por cuenta de Mr. Thomas y para facilitar la ejecución 
de ta obra; si fué, acaso, por morosidad del mismo Thomas, si 
por alguna deferencia ú otro motivo, ó si preci sámente lo veri- 
ficó en virtud de un nuero comprornt o que modificase lo pac- 
tado en la escritura, y de creerse obligado á ello. El hecho solo, 
pues, de haber construido Torres el puente scbre dicho agua- 
ducto, no nos autoriza para señáramos de los antecedentes 
fehacientes que quedan apuntados. 

En cuanto á la preparación y siembra del terreuo, si el Sr. 
Thomas hubiese cumplido su compromiso, es decir, en el inter- 
valo transcurrido, desde el Ua 2 de Junio de 1881, y ganancias 
que pudo oh tener, no hay duda que algún perjuicio ha debido 
esperi mentarse, porque se dejan incultos loa terrenos de riego, 
y su producción no está sujeta á las mismas contingencias que 
los demás terrenos que carecen de aquel precioso elemento. £1 
solo retardo de poner el suelo en condiciones de cultivo, es un 
mal, porque se retarda tambieu la producción. Ciertamente ha- 
brá que tener en consideración para la avaluación de su pro- 
ducido, lo gastado en el arreglo, y siembra del terreno, etc., etc. 
y quizá, en el tiempo transcurrido desde que debió estar cor- 
Tiente del aguaducto, el saldo que resultare fuere de poca con- 
sideración, pero en el propósito de no dejar comprometido 
principio alguno, preciso es dar justa satisfacción á esta eii- 
jencia. 

Soto resta el último punto referente á las indemnizaciones, 
el cual consiste en la fijación del valor que importe la conserva- 
ción de la acequia cu lo sucesivo, cuya obligación también in- 
cumbe á Thomas. La indemnización de los daños 6 intereses, 
se refiere á un mal ó perjuicio sufrido, no al que puede sobre' 
venir. Es la manera de colocar al deudor en las mismas é idénti- 
cas condiciones en que se encontraría, si la obligación se hubiese 
cumplido. No es posible, pues, que hagamos entrar en la in- 
demnización un simple temor de que no se atienda en lo sucesivo 
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á I» conservación de la argüía. El poder de los Tribunales no 
alcanza hasta resolver sobre caaos aun no sucedidos, y que puede 
ser que no se verifiquen* Sin embarco, cualquiera previsión 
amistosa es laudable para evitar complicaciones futuras, y con 
este propósito emplearé li facultad de conoialiacion que la ley 
ha puesto en mis manos. Los interesados, por otra parte, han 
previsto el caso de que se trata y lo han resuelto con acierto y 
discreción en la escritura de Setiembre de 1870. 

Al concluir, recordaré que por el acta de foja 79 se faculta al 
Jaez para designar un perito, si por la resolución que se dictase, 
hubiese necesidad de nombrarlo para la apreciación de cual- 
quiera indemnización, y usando de esta facultad, nombro al 
mismo perito Sr. Hudson, que con razón ba merecido la con- 
fianza de los interesados, j ara que estime el costo de los dos 
canales referidos, en condiciones adecuad as para que pueda fun- 
cionar el acueducto, y al Sr. D. Kxequiel Cabrera para que 
aprecie el perjuicio sufrido en el tiempo transcurrido desde el 2 
de Junio de 1881, por no haberse podido cultivar las dos cha- 
cras referidas; deduciendo, como es natural, de su cálculo, lo que 
juzgáre se hubiese gastado en el cultivo, siembra y recolección 
de cosechas. 

En cuanto al cerco de piedra, estando conforme la parte del 
Sr. Thomaa en su construcción, dentro de un término pruden- 
cial, se hace innecesario eutrar ú su respecto en observaciones 
de genero alguno. 

En su mérito, v omitiendo otras consideraciones, fallo defi- 
nitivamente juzgando: I" <¿ue Mr. Thomas debe abonar las in- 
demnizaciones contenidas en los números 1, 2; letra a, partida 
1' y 3 a ó 4% según la apreciación hecha por el perito en la pla- 
nilla acompañada á su informe, y que corre á foja 00, quedando 
nombrado el mismo Sr. Hudson, para que estime el valor de 
loa canales precitados, conforme á las indicaciones que acaban 
de hacerse; 2" que debe iguali 
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liila.1 de que resulte haber sido príva los los demandantes, por 
no haber podido beneficiar sus chacras con el riego, durante el 
tiempo precitado, según la avaluación que practicará el perito 
nombrado, una vez que sea aprobarla; 3* que debe, finalmente, 
construir el cerco de piedra en el término prudencial de tres 
meses, contados desde el siguiente de la notificación, y hágase 
saber. Repónganse los * -los y notifiquese con el original. 

Hafart llareta. 

Falto *+ I» ttHpr*» 

Hupdo* Aire», «tito 8 de 1881. 

Vistos: por sus fundamentos, ¡se con Urina, enn costas, el anto 
apelado de f"ja ciento tres, y repuesta ''^ sello-i, devuélvanse. 



J. D. GOHüSTIAGA. — LLAMSLA0 FRIAS. — ■ 
S. U. LASPILB. 
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CAIMA OI 



. Eziq fridettit contra />. Fernando Novillo; stére ¿obm <le 



Sumario. — i" El mando responde de las ooligaciune* con- 
traídas por la mujer con su poder en forma. 

2" El término de la prescripción de una obligación r¿itili- 
caila. no puede contarse sinú desde la U cha de la ratificación. 



ÍViso. — Lo relieve el 

rail* ««I Juri Federal 

Üan Luis. Diciembre 6 de 1883. 

Vistos ettoB autos iniciados por el Dr. \). Ulisea It. lucero, 
en representación de D. Kzio Podetti, contra D. Fernando 
Novillo, por coltro de cantidad de pesos, resulta í Que el actor 

uno, corriente hoy ú foja 39, por el cual Doña Gricelda Patino, 
como apoderada de su esposo el espresado Sr. Novillo, se obli- 
ga á pagar á la úrde» de Podetti la cantidad de cuatrocientos 
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pesos fuertes, que dice haberle éste prestado para atender i 
gastos indispensables de administración de Jos intereses, que 
romo representante de su esposo y con su poder general, tiene 
á su cargo; siendo dicho documento firmado en Villa de Mer- 
cedes, tercer Departamento de esta Provincia, en fecha 22 de 




Se ¡igreg-i. también, á la demanda d documento público N""2, 
en que consta Ja ratificarlo» de dicha obligación, hecha por 
U señora Patín... en focha 30 de NVivi.-mbre del año próximo 
p isado, en la Villa de Lujan, jurisdicción también de esta Pro- 
vineia; y una escritura de poder general bajo el número 8 
otorgada por Novillo á favor de sn espora, en el pueblo de Cht- 
vilcoy, jurisdicción de la de 11 nenas Aires. 
^ Comunicada en traslado la demanda é ]>. Fernando Novillo, 
éste, por medio de *u apoderado 1). Juan i ■. Olivero, contesta 
objetando falsead del citado documento y resistiendo, en con- 
secuencia, su pago. 

En mérito délo espuesto y considerando: 

í" (¿no impuesta al demandado la prueba de las exeepeiones 
opuestas á la demanda, é>tr presenta. -1 te*tim..iiio de los in- 
dividuos qu,' se i-spresan en id interrógalo, ¡o de foja 20, con 
el propósito de acreditar la insolveiieia del actor, é la época en 
que parece contraída la obligación enya cumplimiento se exije, 
para deducir como consecuencia la simula, ion del citado docu- 
mento. 

2' <¿ue si bien es verdad que por el informe del receptor de 
líenlas Fiscales, I). Francisco ílodoy. rnrriente á foja 30 vuelta 
y 37, resulta ser efectivo que l'odetti fué deudor de la Con- 
tribución directa y patente, desde el año 78 adelante, los que 
fueron pagados A Jines del año 81 por lí. Manuel Salfóaá, me- 
diante ejecución seguida contra aquel, de esta circunstancia 
no puede en manera alguna deducirse legalmente comprobada 
su carencia absoluta de bienes de fortuna, cuando, por utra 
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parte, en dicho informe 110 espresa que esta fuera la causa de 
su ejecución. 

3* Que la circunstancia de haber el mismo Podetti enaje- 
nado una propiedad con pacto de retroventa, en la época espre- 
sada, comn lo afirma el testigo D. Manuel Salinas en su 
declaración de fojas 34 vuelta y 35, tampoco puede conside- 
rarse como una prueba de la insolencia que se le atribuye 
en dicha época, pues ello podía muy bien obedecer 4 una espe- 
culación que él considerase útil á sus intereses ; y, pototra 
parte, no se ha comprobado que ta! pacto se efectuára por la 
cansa que el demandado atribuye. 

4* Que por el contrario, por las declaraciones de los testigos 
Francisco Dios dado, Juan Duturncau, Fernando Falleti y 
Juan Gutiérrez, presentados por la parte de Novillo, y cor- 
rientes de fojas 2» vuelta á 30, 31 vuelta á 32, 32 y 32 
vuelta í 34 vuelta, resulta legalmente comprobado que Podetti, 
en las épocas exprésa las no se hallaba en las condiciones de 
pobreza que el demandado le atribuye, para deducir su impo- 
sibilidad de prestar la suma que se espresa en el documento 
demandado. 

5" Que además, por las declaraciones contestes de los tes- 
tigos Santiago Belbcdez, José María Lespin¡ifc;i, Julio ltuiz 
Moreno y Lorenzo Bencí, corrientes de Tojas 44 vuelta á 49, 
resaltan también ampliamente comprobadas las calidades de 
honradez y laboriosidad de 1). K7¡o Podctti, como igualmente su 
buen estado de fortuna en la época aludidu, circunstancias que 
alejan por completo las presunciones de mala fé que se le atri- 
buyen en el otorgamiento del citado documento. 

U Que respecto á la observación que hace el demandado, de 
que el poder general otorgado por su iusütuyente y en virtud 
del cual se ha contraído la obligación que se demanda, se 
reOere á conferir á su señora , principalmente, la administra- 
ción de sus intereses y que según el artículo 12, título 9, Sec- 
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cion 3 a , Libro 2 o , Código Civil, en esa facultad do se com- 
prende la de Con traer deuda», para Jo cual se requiere poder 
especial, es de observarse que dicho poder contiene especia I - 
mentu también la de firmar, otorgar y avvftíar recibos, car ni I 
de pago, escrituras de compra- venta, hipotecas ú otro cual- 
quier contrato, tetras, vates ¿payare, en lujo caso no puede 
desconocerse el perfecto derecho con que dicha obligación lia 
sido contraída por su mandatario. Inciso U del artículo 13, 
título, sección y libro citado ). 

7" Que por otra parte, según lo dispuesto por el artículo (í5, 
título 2 o del mismo Libr>i y Sección, el mando redunde de 
las obligaeiones contraídas por la mujer con poder general ó 
especial, ó con su autorización espresa ó tácita, pudiendo los 
acreedores exigirle el payo con los bienes sociales y aún con 
los sayos propios. 

8' Que, en vista de la disposición citada, es mé.ios aceptable 
por consiguiente, la argumentación que ul efecto hace el de- 
mandado para eludir el pago de la obligación tuyo cumpli- 
miento se demanda. 

9" Que por lo que hace á la excepción de prescripción que 
el demandado opone á Ja deuda que se le cobra, en su escrito 
de bi*n probado, debe notarse, que si bien es verdad que el 
documento en que ella se contiene está concebido á la orden, 
esta circunstancia por sí sola no dtí a] mismo el carácter de 
una obligación mercantil, como se pretende, pues uo contiene 
un plazo lijo para su p -go, que es también obligación indis- 
pensable para que pudiera considerársele, como tal, (Artículo 
í)l*}, Código de Comercio). 

I0 1 Que por lo tanto, dicha obligación no puede rejirse por 
las disposiciones de esta ley, ni puede, por consiguiente, invo- 
carse lu prescripción de cuatro anos que establece su artículo 
1003, y debe ella entonces considerarse sujeta i las prescrip- 
ciones del Código Civil. 

t. xviii. 5 
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II o Que además, no conteniendo plazo fijo dicha obligación, 
según queda dicho, y no h 'biendo aun determinado judicial- 
mente el de su cumplimiento, no podría alegarse tal excepción, 
sinó después de transcurrido este por todo el tiempo que la 
ley establece para el efecto. 

12" Que por otra parte, y aun suponiendo que dicho docu- 
mento estuviese sujeto á la prescripción de cuatro año*, como 
su alega, y que ella hubiera de contarse desde la fecha de 
su otorgamiento, como también se pretende, habiéndose rati- 
licado esa obligación posteriormente por la enunciada escritura 
de fojas 3 y 4, en la fecha antes indicada, sería recien desde 
ista que debería empezar á contarse el término para su exten- 
sión. 

13" Que compulsando las IV chas de la l itada escritura y la de 
la presentación al juicio del demandante, resultan transcur- 
rólos solamente tres meses nueve dia*, en cuyo caso es tumbien 
üe to lo punto improcedente tal excepción. 

Por Ules f un lamentos, Tallo definitivamente declarando 
perfecta y legal la obligación contenida en el documento pre- 
sentado con la demanda, condenando, en consecuencia, ó D. Fer- 
nando Novillo al pago de la sama de cuatrocientos pesos fuertes 
que él mismo expresa, con uias los intereses dtveugados desde 
su otorgamiento, y costas del juicio i y por cuanto en dicho 
documento no se expresa el plazo lijo de su pago, se señala 
para el efecto el de di» z dias. en mérito de lo dispuesto por ti 
artículo 45, título 7, sección i*, libro 2", Código Civil, Há- 
gase saber original la presente >entencía y repónganse los 
sellos del poder corriente á foja. . . . debiendo satisfacerse por 
ambas partes la multa de cinco pesos fuertes en que, de con- 
formidad al artículo 30 de la ley de papel si l lad o de 1877, se 
les declara iueursos por la falta de sello correspondiente al 
enunciado dort?ni^ntn. 

.tu ,n ili'l Ctunpiilu. 
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1 .11. É| 1. 



Julia 



Vistos: por sus fundamentos se confima. con costas, la sen- 
tencia aj-elada de foja sesenta y K-ho, Repuestos los sellos, de- 



vuélvanse. 



i. n. (•onosTiACA — j. Domínguez. — 

TJ LADISLAO TRIAS. - s. H. LASP ,L M . 



«AINA 



EW*Ae y Mckelmann. contra la Provincia de Corrientes; softre 

cobro de pesos. 



Sumario. — Constando de 
cion de pagar, ella dele liarle 
tituido en rebeldía. 




contra el 



Caso. — Lo refiere el 
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Falto *> I* *mpr*wm Cmrtm 

Buenos Airei, Julio 17 do 1884. 

Vistos estos autos seguidos por los señorea Ebbeke y Dic- 
keloiann, contra la Provincia de Corrientes sobre el cobro de 
diez mil pesos fuertes y sus intereses; y considerando : 

Que son documentos auténticos, según la ley de 26 de Agosto 
de 1863, las letras de fojas i' j 2% revestidas, como están, de las 
firmas del Gobernador de aquella Provincia y su Ministro, acep- 
tadas por la Contaduría déla misma, y de las cuales ella tomó 
razón ; 

Que de esas letras, fechadas ambas en Corrientes 4 dos de 
Noviembre de mil ochocientos ochenta J uno, y endosadas á 
favor de los demandantes, consta la obligación de pagar dicha 
Contaduría, á la orden del tenedor de ellas, a los cuatro meses 
de plazo, la cantidad de diez mil pesos fuertes, con el interés del 
medio por ciento mensual, « valor de Proveeduría » ¡ 

Que citados tres veces el Gobernador y el Fiscal de dio' a 
Provincia, no han comparecido á estar á derecho en esta causa, 
habiendo vencido, con eiceso ( el término que para ello se señaló, 
é incurrido en rebeldía, según el artículo ciento ochenta y tres 
de la ley de procedimientos; 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo prescrito por el 
artículo ciento ochenta y cinco de la misma ley, declarase que 
la Provincia de Corrientes debe pagar, en el término de diez 
dias, á los demandantes, la cantidad demandada y los intereses 
estipulados, desde el vencimiento del plazo hasta el diadel pago, 
con mas, las cosías del juicio; haeiéndn&e saber esta sentencia 
al Gobernador y al Fiscal de dicha Provincia, por medio de oti- 
cios certificados. 

J. B, COHORT1ACA. — J. bOHMGUEZ. — 
C1.AMSLA1) IHJAS. S. U. LASFIUK. 
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C'AUftA LIIII 



D. Mariano Álvarado contra />. Mr fas S. Treacher y el Manco 
Provincial de Santa Pe; sobre tercería de mejor derecho. 



Sumario, -i' Resultando del contest,» de la escritura U 
situación y linderos de la linca hipotecada, la falta de mención 
de estos últimos en la escritura rio invalida la hipoteca. 

2" La toma de razón después d.-l término legal, solo produce» 
respecto de terceros, el electo de ser elicaz desde Ja fecha en 




que se h.i veri libado. 

3" En el Código Civil no existo disposición alguna rjuu acuerde 
preferencia á tos créditos personales por su simple prioridad, ú 




f arios. 




Lo refiero el 



Jura 



Federal 



K«sariti,Juho2(>de 188-1 
Vjsta la tercería deducida por D. Mariano Al varad 0, sobre 



FALLOS DE LA 9LTHEMA CORTE 



Tincial deSanta-Féy Nacional dt esta ciudad, contra D. Carlos 
S. Treacher, de los des cuerpo* á<¡ autos de su referencia, re- 
sulta ío siguiente; 

Ante tododebe esponerse, que no habiendo contestado el Banco 
Nacional á la tercería solo se considerará lo relativo á la 4*1 
lia uro Provincial. 

Con feclii $6* de Diciembre del año pasado, Treacher y 
Edowes y C\ firmaron mancomunados, á favor del Banco Pro- 
vincial, un pagaré á tres meses, por veinte y nueve mil pesos 
fuertes uro, que renovado por diez dias, vencía en Abril seis de 
este año. 

Protestado por fa'ta de pago, el Banco se presentó cobrándolo 
ejecutivamente, dictándose en diez del mismo el decreto d * sol- 
vendo. Pedido el embargo en la parte del terreno) ganados qttfl 
el deudor tiene en el Establecimiento un sociedad, ron I>. Juan 
Jl. Yeha, llamado «Victoria», ubicado en esta Provincia, se 
trabó en diez y seis de Abril en dos leguas de campo, mil ani- 
males vacunos, caballos yeguas y demis útiles que se espresan 
en la razón de fojaO. Pidióse ademas la ampliación sobre media 
legua que se deeia pertenecer á la misma sociedad. 

Sabedor D. Mariano Al varad o de estas ejecuciones, se pre- 
sentó en Mayo 7, y deduciendo terceríi de mejor derecho á los 
bienes raices y rurales embargado*, apoyándose eula escritura 
bipotecaria de foja 1 á 0, y en dos vales ásu favor tirmtdo* por 
el ejecutado Treacber, en Noviembre 2 de Í88Í, importante 
cada uno seiscientos veinte y ciin'O pesos fuertes oro, pagade- 
ros el H de Diciembre del misino año, y procedentes deesa 
escritura hipotecaria. Esta fué otorgada á favor de Airando 
por Edowes y C\ en 8 «le Setiembre de 1882, hipotecándole por 
ella al pago de cincuenta mil pesos fuertes oro, sus intereses y 
demás que espresa, las minas de dicha Sociedad á que se refiere, 
ubicadas en la Provincia de Córdoba. En esa escritura, se asentó 
además la cláusula siguiente: t Presente á este acto 1). Carlos 
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« S. Treacher, casado, de este vecindario, mayor de i 



« cuyo conocimiento y capacidad legal, doy fe\ dijo: Que por 
« los vínculos do parentesco oue lo ligan con el Sr. I). Kdwin 
« Noel Edowcs.y en el interés que se Heve á efecto la negoeia- 
« cion arriba contenida, entre I). Mariano Alvarado y la lirma 

* Kdowesy C% representad ti por I>. líafael Fragueiro, venía el 
c esponenteú afectar su responsabilidad personal, y á garantir 
t C^n sus bienes habidos y ipcir haber, y muy opecí límente con 
« sus intereses rurales, que po-ee por mitad cu la Sociedad con 
« Juan li. J* ha, en la estancia dei.omh ad.i « Victoria», df- 
« part amento de San tinúnimo, en esta Provincia, hi i-jt-cueion 
« y fiel cumplimiento de todo lo estipulado; y en particular lo 

* establecido en el artículo 6" y las somas que con arreglo a í| 
« deben adelantarse por el Sr. Alvarado, siendo la respousalii- 
« lidad que asume para las resultas de la negociación, solída- 
« ría, renunciando pur lo tanto á los beneficios de escarian, 
« órden y demás que en derecha bubiere lugar: siendo lascláu- 
« aulas 1* y 3' del contrato social celebrado ci>n el espresado 
« D. Juan H. Jeha, por escritora pasada en esta ciudad en 21 
« de Mayo del corriente año ^1882) ante el Escribano 1>. Javier 
« 31 un ice j en bp rejistro que be tenido á ta vista, del tenor 
« siguiente: A contar desde el d i a 17 de Julio del año próximo 
c pasado, declaran legalmente constituida du ba sociedad entre 
t ambos comparecientes, la cual es dedicada á la esplotacion de 
< una estancia de ambos comparecientes, conocida con el nom- 
c brede la «Victoria*, situada en el departamento de San 
€ Gerónimo en esta Provincia; 3> LI capital social qm- tienen 
« ya aportado » la sociedad por mitad ¿iguales partes, consiste 
« en la suma de setenta y orfao mil pesos fuertes, oro sellado, 
f que le componen: el campo donde esta la estancia de cuatro 
« y media leguas cuadradas, todo cercado, que lian estimado en 
« cuarenta y un mil pesos fuertes oro sellado; cinco mil pesos 
« fuertes en edificios, corrales y potreros; dos mil pesos fuertes 
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« en bebidas y jagüeles; mil pesos fuertes en caballos y anima- 
« les yeg ti a rizos, y mil pesos Tuertes en carros, útiles de a«ri- 
c cultura y flemas enseres del cst ii 'eci miento, cuyocipitil 
c p>-<lr.í n aumentarlo si RgJ conviniere ¡i sus intereses. Y el Sr. 
« Alvnradodijo: Que estaba conforme con lo espuesto por I>. 
« Cirios 8. Trearher». 

Esa escritura le- rejistró en la oficina enrres¡>ond¡»ute y á su 
pié existe esta constancia del arfa: « Tomóse razón al fótio cin- 
ciunta y>vU vuelta, y cincuenta y si«-te del liejístro deHípo- 
terus ¡i mi carpo. Sun ta Fe*, O-hilm- I2I«- 1882. — Frunrfsro H. 
Cturrltas*. 

La-; razones que el naneo Provincial aliga para negar ¡i Al- 
v^rado el mejor der relio, son: que el contrato presentado y de. 1 
cual se ha hecho la transcripción anterior, no debe reputar se 
h i putee tío pira los bt nes >U> Treaclier, sinó soto p¡ra los de 
Edowes y C.\ por cuanto t u las transcripciones que se han he- 
cho, no se usó la palabra «hipoteca», ni en ellas se demuestra 
la intención de constituir esta Has* de contrato; que timpncu 
se ha especificado el bien raiz que va* á hipotecarse, designando 
bu ubicación, estension, límites y origen de la propiedad, sin 
presentar los títulos de propiedad pira que en ellos se ¡imitase 
ese ^rivámen, y sin que hubiere consentido en que de e-a ga- 
rantí i se tomase razón ; que según articulo 11% título fíe tus 
hiftntfcm, Código Civil, es preciso que so esprese claramente 
la naturaleza de la obligación y los bienes gravados con expre- 
sión de sus nombres, situación y linderos; que el Rejistro he- 
cho en Santa Fé el 12 de Getubre de 1882, demuestra que 
cuando se otorgó |.i esi ritnrj, jama-; Tino á la mente del pres- 
tamista ni del garante que la obligación de éste importaba ser 
hipotecaria. Que según el artículo 30, título ite Im hipotecas, 
v\ R- jistro debe hacerse en los seis días siguientes al otorga- 
miento de la escritura; y si la o lie i na de hipotecas estuviese 
distante de la Escribanía mas de di>> leguas, habrá pura la 
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í de razón, nn dia mis por cada dos leguas. Que la copia de 
la escritura fué espedida el 12 do Setiembre, é inmediatamente 
Akarado la remitió á Kmtt Fé para autenticar la firma del Es- 
cribano Lh.bet, como lo fué el 15; que sin embargo la anotación 
ae hizo el (2 de Octubre, por consiguiente fuera del artículo 30. 
Que tampoco hay derechos hipotecarios sobre bienes muebles y 
semoventes. 

El ejecutado Treacber, al espedir el traslado de la tercería, 
espresa: que antes de «tender la obligación mancomunada de 
veinte y nueve mir pe«Q9 fuertes, firmada por el espíente, el 
Diredor General de ese establecimiento le esijiú hacer cesión 
d* sus derechos y accione* en ¡a estancia . Victoria ., en favor 
del Banc... prometiéndole no molestar ni estjir á Edowes y O 
por paga de su deuda, duratit- el término .le un año. Lo que no 
aceptó el esponenti-, espresándole que sus intereses en dicha 
estancia ataban anclados al .Sr. Airando. Que deanes de re- 
sistirse á sus reiteradas exijencias á este respecto, el Directo 
convino en aceptar un pagaré á tres meses, mancomunado ron la 
firma de Kdowes j C* y la del espíente, afectando con hipo- 
teca de primer grado la «Mina Argentina Chica», y en tercer 
grado la « Argentinaürande » ; y que conservaba en su poder 
una nota del Sr. Director Casado, en el sentido de este arreglo. 

Que el dia 25 de Diciembre del pasad > año, fué llamado á la 
Oficina de la (lerenda del Ham o, encontrando en ella al Sr. Ca- 
sado, A D. Rafael Fragueírn, representante -le Kdowe* | C\ y 
al Escribano D. Javier Mu ni ce; que este dió lectura a la escri- 
tura de obligación hipotecaria, á cuyo Imal se encontraba la 
cláusula siguiente: « Presente D. Carlos S. Treacber, casado, 

• dijo: Que sin perjuicio de la responsabilidad solidaria que 

• tiene en el pagaré en esta escritura relacionado, y como una 

• superabundancia de garantía, afecta especialmente los inte- 
« Teses rurales que al compareciente puedan pertenecer en la 
« Estancia denominada « Victoria » situada en el departamento 



74 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



* de San Gerónimo de e«tn Provincia, con arreglo y sujeción 
« al coatratode sociedad qoe. tiene otorgado con Juan 11. Jeha, 
i del cual, así como de las obl i g aciones ú que challan afectos, 
< tiene conocimiento el Banco acreedor, el cual asi lo maui- 
« fiesta en este acto » . 

Que sin embargo que esto era estraño i\ lo convenido, la lirmú 
por haber manile-tado el Sr. Casad*» tener conocimiento délas 
obligaciones á que esos intereses estaban ya afectados. Que 
indagando posteriormente de! Kscribano Sr. Muñiré la razón 
porque se babia consignado en la escritura hipotecaria de 
Edowesy C" (sobre las minas) la cláusula transcrita, le con- 
testó que lo había hecho por órden «M Banco Provincial, y que 
el protocolo oel Escribano Sr. Lb.liet, en donde se bailaba con- 
signada so obligación en favor del Sr. Alvarado, le fin 1 exhibido 
por el Contador de dicho Banco, Sr. Caminos, 

Que al suscribir la escritura de foja ' á 5 (del Sr. Alvarado , 
lo hizo porque era una condición indispensable e\ijida por él, 
deque se constituye ese dvr"?ho reat sobre la parte que le per- 
tenecía en loa intereses rurales que poseía en sociedad ron el 
Sr. 1>. Juan B. Jeha. entre los que < staba el campo de la es- 
tancia, que se compone de cuatro y media leguas cuadradas, en 
el departamento de San (Jerónimo eu esta Provincia. 

Que el acuerdo sobre la constitucimi de ese derecho, lo de- 
muestra: 1° la especificación j detalle que se h¡ice á fojas 4 y 5 
de los bienes que constituían la sociedad J. B. Jeha « Kstancia 
Victoria*, que les pertenecía por mitad é iguales partes; y 2" 
por el Rejistro de la hipoteca verificado por el Kscribano (Lu- 
celias, á solicitud del Sr. Alvarado y por órden did espínente, 
quien remitió la escritura á Santa Wé para que se tomara ra- 
zón. De modo que existiendo el arto público constituido del 
derecho nal hipotecario, en la firma que el derecho establece j 
verificado el rejistro, no puede oponerse á las pretensiones de 
dicho Sr. Alvarado. Que en tal virtud y cumpliendo un deber 



de conciencia y de lealtad en su posición de deudor, debe mani- 
festar al Sr. .Tin z que considera judias y arregladas ií derecho 
dichas pretensiones, y pues que U Dirección del llanto Provin- 
cial ha tenido conocimiento de laeseiitura en que se funda la 
tercería fe im-jnr derecho; en cuya conformidad pídese provea. 

Y considerando: i* Que el Banco Provincial de Santa Fe, no 
tiene razón alguna legal, por la naturaleza d" su crédito, ni ñor 
la forma de la escritura pn enfn*¡.» pnr la paite de Alvarado. 
siendo él un simple acreedor r¡ u trr>)¿ raf *rio, para oponerse á la 
tercería de mejor dercelio de un acreedor hipotecario y escritu- 
rario, por la ruitad indivisa que su deudor ¡solidario, lí. Cirios 
Tr«Mrlier, tiene en la estancia t Victoria ■ en condominio con su 
socio I>. Juan It. Jcha; pues que siendo f-¡a constitución de hi- 
poteca hecha como corresponde en derecho, carece de lo* vicios 
conque se la ataca; y porque aun teniéndolo-;, «■[ crédito del 
tercerista serí i preferente como vá á demostrarse en los si- 
guientes considerandos. 

t Que en efecto, por ni articulo 24, libro 'A'\ título 14. lie 
tas hipotecas. Código Civil: * i:i arto constitulivn de la hipo- 
« teca debe contener: i" El nombre, apellido y domicilio del 
€ deudor, y las mismas designaciones relativas al acreedor, y 
« el lugar de su establecimiento». Todo lo cual consta en la es- 
critura presentada por Alvarado; «2" La fecha y la naturaleza 
f del contrato á que accede, y el archivo en que se encuentra ». 
Lo que consta también; * 3' La situación de la linca y sus linde- 
i ros y sí fuese rural, el distrito A que pertenece». Todo la que, 
ménos la situación de los linderos, está especificado en la es- 
critura. 

Mas esa omisión de la fijación de los linderos, ni apareja un 
vicio de nulidad por ninguna ley, debiendo las leyes determi- 
narlas espresament*-, ni tiene importancia alguna para el caso, 
desde que siendo efectiva la existencia y ubicación de la finca 
vinculada, puesel mismo ejecutante ha pedido y se ha efectuado 
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■u embargo, pudiéndose reñir en conocimiento positivo de esa 
designación; estando esprín. ti» te determinado para estos casos 
por el artículo 26 del mismo título que - la constitución de la 
hipoteca no se anulará por falta de algunas (y fc trata de una 
sola} de las designaciones prevenidas, siempre que se pueda 
teñir en conocimiento positivo de la designación que falte. 
Correspondiendo i los Tribunales decidir el cas.i por la aprecia- 
ción del conjunto de las enunciaciones del acto constitutivo de 
la hipoteca»; siendo indudable que en el caso actual, por las es- 
crituras de latinea total, puede venirle en conocimiento de sus 
linderos. A que se agrega, que estando esa linca indivisa, y 
siendo solo la mitad perteneciente áTreacher la hipotecada, era 
imposible la Hjacion de los linderos de esa parle antes que la 
división turiese lugar; pues bien se comprende que debiera ser 
muy distinto según la ubicación que se le diere. Y pues por el 
articulólo, «cada uno de los condominos de un inmueble, 
puede hipotecar su parte indivisa en el inmueble común, 6 una 
parte materialmente determinada del inmueble »; llegando el 
caso deque el Tribunal aprecie y decida, por el cómputo de las 
circunstancias del acto, á favor de 1 1 validez del título hipote- 
cario, que como se ha visto reviste las demás exijencias del de- 
recho. 

3" (Jne en ese cómputo de circunstancias en que se han 
llenado las formalidades del Instrumento, entra como parte 
muy esencial, la voluntad manifiesta de ambos contrayentes, ya 
por los mutivos determinantes del contrato entre Alvarado y 
Kdowea y l'\ sin cuya constitución hipotecaria no habia tenido 
lugar, estando Treacber interesado en él, ya por Uis transcrip- 
ciones que se hacían en la eseritunn describiendo todos los bie- 
nes de la sociedad y la paru- que en ellos tenía el deudor, que no 
podían tener otra ratón *er, ji finalmente por la terminante 
declaración posterior hecha judicialmente por dicho Treacher, 
reconociendo esa voluntad y ese proposito ; y pues ni aun se co- 
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lumbra que otro motivo que el legal y justo pudiera inducirlo á 
esa espresa manifestación. 

4" Que asimismo can ee de toda importancia jui Id ¡ta la obje- 
ción altíiulo de que no fuera rejtstrado dentro de seis días qne 



circunstancia, aun cuando no tutiese escusa alguna, no apareja 
vicio de nulidad de tílulo, itu solo ligua el articulo 30 citado, 




sinó porque sti aolu alcance, según los artículos "2± *ly 30. es el 
de producir efectos respecto de terceros, ya hipotec.irios, ya de 
..tro género, en casca muy dUintos al presente, empero va ieudo 
siempre la escritura j ara exoa terceros desde la fecha de su re- 
jistro, u un cuando se hiciera fuera de ese término; y pues la 
fecha del rejistro es procedente para el Hunco, desde que es an- 
terior a" su crédito, como lo dicen las fechas respectivas; espre- 
>ámluse terminantemente t-1 artículo28 en estos términos; < La 

* constitución de la hipoto-a no perjudica á terceros, siuú 
t cuando se ha hecho pública la inscripción en lo* T«jíttt9ft te* 

* nidos á ese efecto. Pero his partes contratantes, sus herederos 
» J los que lian intervenido en el acto, como el Kscribunoy 

* testigos no pueden prevalerse del defeet) de inscripción, y 

* respecto de ellos, la hipoteca constituida por escritura pública 
« se considera rejiítrada». 

2* Porque adi más de esta r.izou concluyele, ta inscripción 
en los seis düs, era imposible, como también en el mayor tér- 
mino legal, ¡i razón de un dia por cada dos leguas de distancia, 
desde la Escribanía del W osario en que se hizo la escritura, á 
la oficina de Santa Fé en que debiera rejisUarse, por las dili- 
jeucias previas que debían practicarse antes del ltejistro, según 
el mérito y los objetos de esa escritura, á saber: La copia fué 
otorgada á Alvarado en 12 de Setiembre; se mandó á Santa Fé 
parala legal autenticación de las firmas, que se efectuó el 15 
del mismo mes; de allí volvió á esta localidad para ser remi- 
tida á t'úrdoba, donde debia ser ralilicada por Kdowes y í'\ lo 




I' Porque esa 




• 
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que se practicó el 21 de dicho Setiembre; allí mismo fej legali- 
zación de las Gruías se hizo en 6 de Octubre. De Córdoba volvió 
al Rogar ¡o, de donde recién pudo ser remitida á Su uta Yé para 
el f ejistro hipotecario que se realizó el 12 del citado Octubre. 
De donde resulta, atenta la distancia á Santa Fé,que fué rejís- 
irada en (érmínu y que era difícil una ma\or prontitud en tules 
dilijencias. Siendo de notarse que el misino deudor Ireaeher, 
que así ifiieria oblígai sus bienes, es quien, según él lo espresa. 
hizo esas remisiones como interesado eti el préstamo que debía 
hacer Al varado de los cincuenta mil pesos fuertes oro. Y que 
pues ademas el artíeulo 43. ¡iun dado el caso de que se hubiera 
dejado pasarel término designado para el líejislro de la hipoteca, 
sin hacer tomar razón , esta no tendrá efecto contra terceros 
sitió desde el día en que s>> hubiera rejistrado (12 de Octu- 
bre 18K2), siendoe! erédiío del líaneo eoutraido después de ese 
rejistro, en 26 de Diciembre del mismo, y lo que es mas, solo 
elijible desde su vencimiento, el tí de Abril de este año; mien- 
tras que los vales eiicaees del acreedor tercerista, son de No- 
viembre 2 del año pasa 'o, es decir, muy anteriores á aque! y 
después del rejistro. 

5 o Que ni aun puede la parle del Ua:,co alegar ignorancia de 
eaos créditos de Airando anteriores al que cobra, ni de la 
vinculación que aquellos tenían subre los intereses del deudor 
Treacher, romo tampoco de hallarse ya rejisttada la escritura 
hipotecaria, según el mismo lo confiesa terminantemente á 
foja 17 vuelta y consta de la cláusula que se ha transcrito de la 
escritura hipotecaria sobre las minas, que otorgó Fragueiro, 
por Edowes y C\ a favor del Banco. 

6» Que aun prescindiendo del carácter hipotecario de la es- 
critura presentada por el tercerista, su crédito tiene el carácter 
de escriturara, porque ¡*e basa y emana de un instrumento pú- 
blico, derivando de él toda su razón de ser, y á él se refiere, 
estando por consiguiente ambos estrechamente vinculados, al 
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grado que si ti esa escritura pública el crédito no existiría; mien- 
tras que el del ejecutante es simplemente el de un acreedor 



7" Que aun sin atenderse á todas las consideraciones prece- 
dentes, y en la hipótesi! de que el endito de Akarado no fuera 
escriturario ó hipotecario, y que ambos fueran simplemente 



quirografarios, debería ser siempre preferente el del tercerista, 
p^r las reglas de riguroso derecho de que ¡¡ni prior est tempore, 
potior est jure, y leyes 27 y 31, titula 13, partida 5*, Eserichc, 
palabra ¡'referencia it relación; de acuerdo con el fomentarlo 
de la ñuta al articulo 8\ libro 4, titulo I \ Código Civil, ¡te la 
preferencia délos créditos, rijiendo siempre la antelación en las 
fechas, en casos cuino el presente, á l.i inversa de otros que el 
derecho espresi, en que el órden de preferencia es inverso al de 
ellas, como el que ocurriera entre mtteJJOS acreedores que su- 
cesivamente luibioeu contribuido á la conservación de la 
cosa, que debiera responder á todoa los créditos, Y pin*s esa 
rt-gla del órd<-n de antigüedad, solo un es invariable entre los 
acreedores provilegiados, cu razmi de los privilegias, se estiman 
mas por la 1 ansa que por el tiempo t'ririleyia non lempore es- 
timntur sed et cama. 

líe todo lo que resulta, que bajo ningún concepto el Uanco 
Provincial de Santa Fe, lia tenida razón ¡ilgutia l-'gal para opo- 
nerse ú la tercería deducida, 

POT estos fundamentos, se declara de mejor derecho el crédito 
del tercerista Ü. Mariano Al varad O, sobre los bienes raices y 
rurales embargados al deudor Treacher. por el Uanco Provin- 
cial de Santa Fe\ y á los cuales ,e reiiere el preseute asunto; 
con costas. Notifíquese con el orijínal, y repónganse los sellos. 
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Buenos Aires, Julm 17 de IKH-l 

Vistos | considerando; t¿ne son conforme á derecho, los 
fun'lumt ]iío¿ de la sentencia apelada sobre la validez de lacous- 
lítu ion ile la hipoteca y la preferí nria que \n\t t-sa causa de- 
clara á favor del crédito de Hon Mariano Alvarado, en los lienta 
raices embargados; 

Que según la ley, no puede constituirse h ¡poltra, sínó sebre 
cosas inmuebles (artículos tres mil ciento ocho, y tres mil ciento 
nueve, Código Civil), ypor lo mismo, dicho crédito no goza de 
ese derecho ó privilegio mi los bienes muelles y semovientes á 
que Sé relien- la dilijeucia de embargo de foja 9, de los autos 
pjeCUtirOA; 

Yquu el CúdigM Civil, bajo cuyo imperio han tenido lugar 
los hechos que motivan eata cansa, y cuyas prescripciones, por 
la naturaleza de ella, le son aplicables, establece o;ue el privi- 
legio de un crédito ko puede resultar a i nú de una disposiciun de 
la ley (artículo tres mil ochocientos setenta y seis), y ninguna 
existe en dicho Códign t que acinrde. preferencia á los créditos 
personales, por su simple prioridad, óá los acreedor, s pTso- 
nales escriturarios sobre los quirografarios, no teniendo fuerza 
alguna sobre esta materia la antigua I gislaeion, en virtud de 
lo dispuesto por e) articulo veinte y dos del mismo Código; 

Por estos fuiidamciiUs, y no siendo necesario tener á la vi><ta 
el espediente á que se refiere la solicitud de foja ochenta y 
ocho del lían r o Provincial de Santa-Fe, se continua la senten- 
cia apelada de foja veinte y siete, en cuanto declara ser de 
mejoT derecho el crédito de Don Mariano Alvarado sobre los 
bienes raices hipotecados y embargados al deudor Don (Virios 
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S. Treacber, y su revoca en lo demás. H lígase súber eo» el ori- 
ginal, y devuélv.,jis.',prt'vitt repusidon dd papel. 



j. ii. tumm haga. — i. 

ULADISLAO RUAS. - S. M. LASVIUR. 



«AUNA LIIV 



l>. francisco Arseno, a»Ura ir Petroita r. t& triando i sobre 

interdicto tt<> abra nuera 



— Trocede el interdicto de obra nueva en el caso 
del poseedor actual de un campo turbado en su posesinn por 
obras de alámbralo y poblaciones empezados á construir en 
él por un tercero. 

Caso. - Se refit-rc por el 



Kusarin, Agosto M de 1883 

Visto el interdicto de obra nueva deducido por el represen- 
tante de I). Francisco Arzeno. vecino de Buenos Aires y de na- 
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cionalidad italiana, éentra I) n I'etroua Candiuti >U- Iriondo, 
Tecina de Santa Fé, resulta lo siguiente : , 

Kn Octubre 7 del año pasado *<■ presenta Arzeno exponiendo 
que es dueño de un canino situada en el lugiir denominado 
t Costa de Aspiré ),«n el distrito « San lVlro », cuya super- 
ficie de setenta y ciuco cuerdas de frente con fondo ha:- la el 
arroyo «Aguiarp, linda por el Este con la ¡ayuna del Capón, y 
por el Oeste con dicho arroyo, por fc! Norle con propbdad de 
1>' IMrona Caiidiotl de Irioudo, y por el Sud con campo* de la 
testamentaría de Quintana. Que este campo lu hubo á lítulo 
de compra á ¡í. José Jt ¡ir raspe, según la escritura que le 
otorgó en Unenos Aires en 12 de n< tubre de 1880, y que fué 
pr«.to- ulizada en ID del mismo ra^s y año en Santa fé, i orno 
se acredita por vi UMinvmio que acompaña. Que ruando ad- 
quirid ese campo, vi haeun ±2 años que lo poseía llurraspt á 
título de dominio, por compra que hizo á la liada y herederos 
dé Di Pedro DoiuingueR, posesión < n lu que ba continuado el 
espolíente Arzenn coa iyiu! tíml-i y derecho qu * lturwspc; 
Que ese campo se encuentra cercado en la parte Sud r Puniente, 
y poblado con un establecimiento .ue fundó sti can-ante en 
I8Í¡0. Que eií tan htfgo tra«s*urso de tiempo, esa pose-ion no 
ba sido interrumpida, habiendo continuado quieta y pacííica- 
uirn:e basta el presente, éñ que no puede dis punírmele esa pro- 
piedad y posesión de partir aí',:u,;a del emir o, y especialmente 
la posesión, y porque es bien subido "jue id que adquiere un 
inmueble con buena fé y justo título, prescribe su propiedad, 
y porque la posesión l' ^íliui.mn ate adquirida, crea á favor 
del poseedor, i u.it< meiio-*, la p '-u.i i-m d<' bue na fé, dándole 
basta fl derecho de defenderla con la fuerza contra la fuerza. 
Que el turbuloú desp jado pu de • ulablar la acción real que 
le corresponde 6 las acciones posesorias que deben juzgarse su- 
mariamente hasta restituir al poseedor turbado, con indemni- 
zación de pérdidas é infere- a y gastos basta la ejecución de la 
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sentencia. Que uo i distante, ],i señora lia pretendido ocupar 
parle del misino campo, dividiéndolo m do?; fracciones, con un 
alambrado i|ue hace construir, tomándole asi cuarenia | cinco 
cuerdas de. fren le con sus fondos cone¿poi. dientes; habiendo 
antes, próximamente hace mi mes, invudiJo id mismo canijo, y 
empezado á levantar muí población en uno de sus entremos por 
i). Alvino Gíespo, A su nombro, liue el encargado de Antcno ha 
resistido cíos hechos, pero que esta resistencia no hu piulido 
mantenerse porque el encargado de la señora se lia presentado 
nuevamente hace tres días eon una órden del Comisario del 
distrito, en la que se previene qne un (ieue impedirse dicho 
alambrado; úrden que original acompaña y es de fecha 2 del 
curriente, pasada al encargado del establecimiento i». Ignacio 
Iturraspe; no qu dámbde va otra cosa que ocurrir ante los 
Tribunales, pidiendo el amparo de *u posesión mediante las 
acciones que la ley le acuerda, <Jue parce que se quiere hacer 
valer una operación de deslinde, que .se dice haberse practicado 
entre la propiedad del espolíenle y de la señora, por el Costado 
del Norte, por el cual se quitaría al primen) mas de la mitad 
de su campo; siendo de notar que Arzeno no ha sido citado, 
oido, ni vencido en Semejante deslinde, si es que haya sido 
practicado judicialmente, y que, por tanto, seria contra derecho 
y aun absurdo que así se le arrebatase su legítima propiedad. 
Que la ley establece como un recurro breve y Mima rio, que el 
poseedor de 1111 inmueble pueda reclamar su restitución cuando 
se hubiere despojado, dentro del término de seis meses; como 
que le compele la acción de manutención en la posesión, con 
tal que no sea viciosa respecto del demandado; como dispone 
que habrá turbación en ella cuando contra la voluntad del 
poseedor del inmueble, alguien ejerciera actos con in tención 
de poseerlo. Y que sí la turbación consistiere en obra nueva 
que empezara á hacerse, ú en la destrucción de las obras exis- 
tentes, la acción posesoria será juzgad 1 como de despojo, oble- 
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niéndoso por esto la suspensión de la obra durante el juicio 
posesorio, y que á su terminación se mande deshacer lo hecho; 
caso en que se encuentra, pues hay obra nuera en el alambrado 
y la i oblación que se está haciendo construir, lo que importa 
una turbación en la posesión, con lo que pretende cscluirlo 
del dominio deesa parte do su propiedad. 

Que ejercitando los recursos que en tal caso le corresponden, 
y según la ley de procedimientos, demanda á la señora D* 
Petrona Candi ni i de Ir mudo, y pide se le ordene déflfettcef el 
alambrado y población que ha hecho en el campo Uel espii- 
nente, y al pago de \a< costas, darías y perjuicios que se te hu- 
bieren causado, hasta dejar |n completamente en el estado que 
tenia antes de que empezase tos trabajos, los que pide se man- 
den suspender iinneü i' im hIl» b.iju Io< aperubiniientos de 
derecho, ínterin se resuelve i*»te interdicta, ton arreglo á dere- 
cho, teniéndose por interpuesta la acción posesoria del inler- 
dicto espresado. 

Acreditado que el e:i-o cii i b ¿jo la jurNdieK -i nai¡on;il, y 
dándose por deducido el interdicto de obra nueva, su citó á 
las partes á la audiencia legal á que debían concurrir con sus 
respectivos títulos, ordenándose, según el artículo 337 de la ley 
de Procedimientos, la suspo^siou d* l alambrado y construccio- 
nes (f. H vuelta). 

Comparecidas las partes, la demandada dedujo artículo de 
incompetencia, que fué resuelta > n ambas instancias ú favor de 
la jurisdicción nacional. 

Citadas nuevamente las partes á audiencia, la demandante 
reprodujo sns esposi iones, fundan I *e tm lis escrituras y docu- 
mentos que tenia ya presentados de f. 3 ¡i 5, de 34 á 40, en la 
nota original del Comisario (bono do f. 6, en las declaraciones 
de f. 121 a 1:19, en el plano, mensura correlativa y demás 
constancias de estos autos, p ira justificar su dominio, su pose- 
sión y los artos perturbadores d»- hs d re* líos que habia sufrido; 
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mencionando la abierta resistencia de la justicia y de las au- 
toridades de la Provincia ¡i cumplir las órdenes de suspensión 
que se les había impartido, y pues que, por el contrario, ron 
nuevos despojes y desru-alos á fue rza armada, posteriormente á 
la demanda, se habían espu ¡sudo las haciendas de sus campos 
causándole gravísimos perjuicio* ; por lo cual pedia fine sin 
mas trámite se pronunciase sentencia de U nitiva, condenando ¡i 
taparte demandada á U restitución del campo despojado y á 
reponer las cosas al estado que let.ian ;tntes de empezarse el 
alambrado, con mas el pago de tod.is las pérdidas, intereses y 
gastos causados hasta la ejecución «1 ■ la sentencia, como se dis- 
pone p- r el artículo 27, título libro S'\ < "¿digo Civil. 

La parte demandada pide se le ampare en la posesión que 
dice tiene, rechazándose, con abafas, la acción del interdicto de 
obra nueva ; porque este interdicto requiero posesión artrial 
porparU' de quien lo deduc, y obra nueva que perturbe ó in- 
vada esa posesión ; circunstancias que no concurren en el actor, 
que no está en posesión de la cosa, ni se trata de obra nuera, 
pue- Jas construcciones y demás que exi-ten son de tiempo 
atrás, y no pueden reputar-e obra nueva, que es, en el sentido 
de ta ley, la que principia á hacerse. Que tiene en su favor la 
posesión y sentencia en el juicio de mensura, seguido según los 
documentos corrientes en autos, y de consiguiente no puede ser 
privado de la posesión, >inó en virtud de sentencia en juicio de 
posesión ó petitorio que le fuera adversa. Que por dichos do- 
cumentos presentados, absolución de posiciones, testimonio* 
del juicio de mensura, etc., se demuestra de un modo inequí- 
voco el dominio y posesión que le pertenece en el campo. 

El demandante replicó: que ademas de lo dicho, la obra 
nueva del alambrado y población, constaba también por los 
oficies y diligencias practicadas por el Comisario del distrito, 
careciendo de todo fundamento la negación de esas obras, que 
constituye precisamente la obra nueva, y que han empezado á 
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v rificarse recién en el nu ti de Setiembre próximo pasado, días 
untes de la demanda. Que constaba también la e? pulsión vio- 
lenta, por medio de fuerza armada, de las haciendas que pacta- 
ban en ese campo, llevada ¡i cabo por el Comisario del distrito, 
cumpliendo órdenes qie* deeia recibidas de la Policía de Santa 
Fé, lo que reclamado en tiempo, como consta délos Mitos, se 
habí.* ordena lo por el Juzgado volver al estado que tenían an- 
tes de consumarse el atentado, sin que la parte contraria 
hubiese reclamado de esa resolución, loque importaba lamas 
completa confesión de la verdad. Que de las posiciones absnel- 

tas por Arzeno, nada resulta que p la servir para justilo jr 

lo alegado p"-la pa ' te contraria, quien, á ser cierta su posesión, 
hubiese podido aducir aquí ventajosamente un ni mulo de 
pruebas; debiendo mas bien mponcr que se habrían invocado 
est-is antecedentes á falta de otra jnstiiiea -ion ó escusa. 

La parte contraria replicó: (¿tu- era público y in-torio que 
Arzeno jamás había tenido posesión en el campo en cuestión, 
ni una hora, y que si seguía estos juicios, era solamente por 
indicación del Sr. Uur raspe. Que si su pa'te no haliia permi- 
tido la introducción de las haciendas de Iturraspe ó Arzeno, 
estaba en su perfecto derecho, y que s* la autoridad departa- 
menta! déla Capital había prestado ta fuerza pública para la 
espulsi ¡a de esas haciendas, en esto no había hecho mas que 
su obligación, haciendo respetar la propiedad legalmente reco- 
nocida por escrituras públicas, sentencias, mensuras, etc. 
Que si se había respetado las resoluciones de este Juzgado, en 
cuanto mandaba se dejaren esas haciendas en el cam; o en 
cuestión, este consentimiento es de orden, dudas l is circunstan- 
cias del juicio existente. Que la existencia de la> obras de 
alambrado, población, etc., era de mucho tiempo atrás, como 
lo tiene confesado el Sr. Arzeno contestando la segunda posi- 
ción de f. 177. Que por ma< diligencias que se pudieran haber 
hecho por Iturraspe ó algún otro para que Arzeno negase estos 
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hechos, este no hahia qiierMn ser perjuro que duda la existen- 
cia délas construcciones, conf*tt4t por el actor, 110 lia pouido 
proceder el interdicto de obw nueva, porque no ha habido po- 
sesión por Arzeno en el campo < n rnotUm, ni lia habido obra 
nueva en el ticnij o que Betakié e<te junio; y que po:- estas 
consideraciones, y reproducb n 'lo i" que tiene difluí, i i - 1 * - que 
amparando á su defend id p cu 1 1 propiedad del campo que ha 
conservólo pacíli' amenté y >m intei rupriu» alguna, de lave no 
haber lugar con costas al interdicto deducido. 

La causa se llamó á «autos» para definitiva, como corresponde 
¡sor derecho. 

Y considerando: I" ijue ti es tremo de la 1' gal posesión de 
Arzeno, á título de dominio s-inrc el campo motivo de la cues- 
tión, al deducirá* *1 mterdb E" d'*obra nueva, e> del t<n3o punto 
indudable y se halla plenamente compro bailo por las razones 
siguientes : 

l'riiuera: 1'orquc D, José Ihirraspe, Tendedor á Anenn, lo 
poseyó ¡í título de dominio muchos aíi"s atrás, como se com- 
prueba, no por las constancias que lia presentado ei de- 
mandante, si nú por las casas que allí construyó y hábil ó, j que 
boy mUmo habita su hijo 1>. Ignacio, ¡t nombre 'le Arzeno; 
como también por 1<>s alambrados que trabajó y por los mil"* 
de haciendas qiic con su marca allí pastaban en asentimiento 
de Arzeno, y por iin. por Lis fehaciente declarar i o nc> de f. i t7 
suelta á f. ióO, de tres test ie os in tachados y vecinos antiguos 
de esa localidad ; sin que la parte demandada haya presentado 
prueba alguna para contradecir la verdad de esa posesión. 

Segunda: Porque bailándose lturraspe en plena posesión A 
título de propietario, enagenó el campo á favor de Arzeno, en 
12 de Octubre de 18NG, por escritura, pública, protocolizada 
en 19 del mismo mes en Santa re, en los límites que espresa 
el testimonio de dicha escritura corriente á f, 3, desde cuya 
fecha Arzeno y nó I tur raspe era su verdadero y legal propie- 
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t¡i rio y poseedor, ocupando el campo por a» voluntad y á su 
nombre el hijo del tendedor, 1). Ignacio, Y desde que ese in- 
mueble no había sido abandonado un sulo momunto, y no 
alendo y¡i el vendedor su legitimo poseedor, no podia serlo 
otro que él comprador Arzeno, que por otn* parte practicaba en 
el inmueble ar tos [posesorios, por medio de un tercero ocupante, 
pues así se llaman esos actos, según el articulo 34, libro 3 o , 
título 2° Mí la posesión, Código Civil, que dice lo ¿on: su cul- 
tura, percepción de frutos, su deslinde, la construcción ó repa- 
ración que se liagu. | m general, su ocupación, de. cualquier 
modo que se teng», bastando hacerla en alguna de sus partes. 
Y pues la posesión puede adquirirse y conserrurse ya perso- 
nalmente, ó por un tercer*», como se ha dicho ; no podiendo 
tampoco existir simultáneamente dos posesiones iguales y de 
la misma naturaleza sobre la misma cos;i, artículos 46 y 51 del 
mismo título, y debiendo comprender ta posesión, como fun- 
dada en un título, toda la esteusion que ese título demarca, 
articulo 61. 

Tercera: Porque la mensura practicada y aprobada, que la 
parte demandada presentó para aleg.ir propíe-iad á gran parte 
de ese campo, j cuy¡« línea Sur hasta tomar la casa que fué do 
I turran, fué de fech i posterior á la venta de ese campo hech.i 
á Arzeno, y se hizo sin citación ni participación alguna de 
este, que era ya su comprador, no pudiendo por tanto esos acto* 
afect.ir sus derechos en uinguri sentido, ni autorizar los nuevos 
alambrados, construcción de habitaciones y cspulstou do ha- 
ciendas que motivan esta causa ; pue*. como se estableció ya en 
el fallo de e>te Tribunal de f. 180, confirmado por ta Suprema 
Corte, por sus fundamentos, al tratarsede la competencia, «es*? 
> pruebas (entre ellas la mensura), se refieren solo á antece* 
* dentes y cuestiones habidas entre la familia de Iriondo y 
« D. José Iturraspe» que vendió los campos de la cuestión á D. 
« Francisro Arzeno, con posterioridad, en 1880 (f. I a ), siendo 
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« por tanto Anona unestraiio litigante, aun cuando sus dere- 
« chos procedan de aquel y sea la misma cosa sobre que surge 
■< este nuevo pleito. Y que, en consonancia con estos principios, 
« la Suprema Corte lia resuelto ya terminantemente el caso, 

* en su fallo del tomo 5*. serie %% pág, 308, estableciendo 
c que aun cuando el objeto de dos pleitos sea la misma cosa, 

* sí !>ON distintos los litigantes, no puede exUtir la pretensión 

* en el conocimiento de una causa, por ser un principio adop- 
« tado por la lev 20, título 22, partida 3" que res ínter atm 
« acta alus non noeet *, razón por la cual, con mayor motivo, 
tío puede decirse cosa juzgada una mensura, contra quien pose- 
yendo ¡i título de dominio, no fue citado, oído ni vencido. Du 
que resulta, que la parte demandada lia carecido de iodo dere- 
cho para practicar tales actos perturbadores de la posesión do 
Arzeno, sin tener otro apoyo que esa nperaeioii que partía por 
mitad el campo que babia poseído lturrnspe basta la época de 
Ja venta. 

Que en cuanto ú la verdad de los actos perturbadores de 
la propiedad y posesión motivo del interdicto, no solo están 
plenamente probados por documentos y declaraciones, sinú 
confesados y sostenida su legalidad por la pnrte demandada, 
siendo innecesaria para ello toda otra consideración al res- 
pee t o. 

3* Que el interdicto de obra nueva procede: Primero : Porque 
se lia demostrado que Arzeno estaba en posesión de la cosa 
cuando acaecieron los b sebos turbadores de ella y estaban prac- 
ticándose cuando se denunció la obra, se pidiú y ordenó su sus- 
pensión, como consta de la uotaoriginal de foja 6 del Comisario 
D. lgiiaeio Oroño, pasada á 1). Ignacio Iturraspe, ocupante del 
campo, en la que, con fecha 2 de Octubre del año pasado, siendo 
la demanda de fecha 7 del mismo, le dice: e En atención al 
« reclamo becho en esta Comisaría por D. Albino Crespo, por 
« haber Vd. impedido el trabajo del alambrado yuc está /<«- 
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* cimdo este señor en el campo denominado del «Cajón», de 
« D* Petrona Candioti de Iriondo, cuya propiedad está deilin- 
¿ dada; se preTÍene i Vd. que el Gobernador de la Provincia ha 
« concedido permiso al Sr. Crespo para alambrar y no podrá Vd. 
« interrumpir dicho trabajo» por cuanto se ordena á Yd. noím- 
« pida este trabajo • . Se vé pues, que la obra se bacía cuando 
se denuncio*. 

Segundo: Por .ue, por la nota de Setiembre 7, foja 27, del 
tiefe de Policía, pasada á dicho Comisario, le dice: « Debiendo 
« trasladarse el Sr. Crespo al campo de la señora D" Petrona 
« Candíoti de Iriondo con el objeto de poblarlo, se previene á 
« Vd. le preste su cooperación en su carácter de autoridad de ese 
« punto, en caso este señor llegase á necesitarla » . Lo que prueba 
que un mes ántes de la demanda, ni aun babia ido el encargado 
de la demandada al campo á ejecutar la» obras, cuanto menos 
podían terminarse alambrados y poblaciones en el brevísimo 
plazo de inénos de un mes, y lo que es mas, quedar concluida» 
desde bastante tiempo ántes de ta demanda, como se afirma por 
la parte demandada, en la segunda posición de foja 1 77, á la 
qoe el demandante, que so bailaba á la sazón en Buenos Aires, 
contestó que eso no se acordaba; afirmación y contestación, que 
revistiendo cierto carácter de vaguedad, como la denotan lapa- 
labra bastante y la falta de recuerdo, no pueden, en razón y 
buena interpretación legal, pToceder contra una verdad portan- 
tos medios comprobada, con virtiéndola en una falsedad; y pnes, 
como es sabido por derecho, el Juez debo buscar y acatar la ver- 
dad ante todo; tanto mas en este cuso, cuanto que la parte que 
aseguraba esa completa terminación bastante tiempo ántes de 
todas las obras, no ha ofrecido una sola otra prueba para com- 
probar un hecho que tanto la interesaba y que, á ser cierto, tan 
fácil le hubiera sido justificarlo con grau número de testimo- 
nios. Siendo lo único racional y justo suponer que hallándose 
Arxeno ausente en Buenos Airea, mientras tales hechos se pro- 
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(lucían en Santa Fé, al absolrer esa posición, no tuvo perfecto 
conocimiento del estado en que a ta sazón marchaban esas cons- 
trucciones. 

Tercero: Porque, además, so confirma esa Tcrdad, con el he- 
cho de que habiendo este Tribunal, en Octubre 12 (foja 14 
vuelta), OTdenado la suspensión de esos trabajos, el Contrario 
Oroiío en su contestación de Octubre 19 (foja 17), doce días 
después de la demanda, lejos de cumplir la órden que al efecto 
se le impartió, ú de contestar que no se podían suspender tra- 
bajos por estar terminados, dice, invocando otras órdenes, no 
he podida sinú ordenar la suspensión de la de V. S. Lo que 
prueba que los trabajos se continuaban. Y tan I ¿jos se halla 
deordenaT la suspensión, como que añade: « En virtud de la» 
t mismas órdenes recibidas del Juez (de Santa Fé) se han 11* 

■ bradolas correspondientes al Comisario General de campana 
e para que él las saque (alude á las haciendas), arreándolas 

* fuera de su cerco al i ampo de Ititrraspe (esdecif á la frac- 

■ cion al Surque lu dejaba la mensura), que es lindero, yes 
« en el acto de efectuarse esta operación que á la fecha que 
c estará consumada, que el Sr. Itnrraspe personalmente le en- 

* tregó la iluta de V, S. * Lo que prueba que & la snzm aun se 
practicaban loa actos turbadores de los derechos de la posesión 
de Arzeno, desatendiendo las órdenes de este Tribunal; con enyo 
motivo cu 24 de Octubre, foja 23, se libró telegrama al Jm-z 
de Santa Fé pura que restituyese esas haciendas al campo en 
que se hallaban. 

Cuarto: Porque así lo comprueba, también la nota de Octu- 
bre I o del Gefe de Policía, foja 28, al mismo Comisario, vién- 
dose que hasta esa fecha no estaba construido el alambrado; y 
por la del Comisario General al mismo, de 16 de Octubre, foja 
29, que manifiesta que hasta cnlúnces no se habiu consumado 
el larga miento de las haciendas, que se dice se llovó á cabo el 
19 del mismo (foja 36); no cumpliéndose, por fln, lo dispuesto por 
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este Tribunal (foja ¡*t). Así musía también por la resolución del 
Juez de i* Instancia de Santa Vé, de Octubre 25 (foja 09 vuelta), 
negándose abiertamente a" cumplir lo dispuesto pnr este Juzgada 
respecto del ceno y construcciones que se estaban aun efec- 
tuando, listas son sus palabras: * Por (unto: Bife Juzgado no 
« puede ordenar se dé cumplimiento á lo solicitado en el des- 
« paclio prera torio, por cuanto la* obras que efectúa la señora 
« de Iriondn ete ». Luego pues, aun se efectuaban ellas mucho 
después de la demanda, y no podían entóneea estar terminadas 
bastant" ticnij'" ¡íntes, íiuiio se afirmo en la posición por la parte 
dcmniní.iua. Y asi cftñsta, por fin, por las contestes declaraciones 
de los tres testigua vecinos antes mencionados, respondiendo á 
la A* pregunta del ínter ruga Lorio de ft.ja 1*7; corroí .orándose lo 
mjamo; además, por la nota de! Comisario Oroño á 1». Ignacio 
Uurraspe, de foja 153, por ía de foja 102 y por la de foja Iti3, 
referente á las haciendas. 

Qce según todas bis razones y constancias prer edentes, 
resultan plenamente comprobados los dos estreñios que t a misma 
parte demandada, dice necesarios para la legal procedencia «leí 
i n te rd icio, á saber : DOSealo» actual y o Ira nueva. í pues por el 
artículo 05. libro 3\ título 2", Código Civil. .La posesión se 
retiene y se conserva par la s da voluntad de continuar en ella, 
aunque el poseedor no tcn^a ta cosa por sí ¿por otro. Lu volun- 
tad de Cü..servar la posesión* s^ juzga que continúa mientras un 
se baya manifestado una voluntad contraria ». lJispnsiciun Unto 
mas procedente cuanto que Arzeno tiene la posesión por medio 
de otro; tiene la voluntad maniíii-sta de continuar poseyéndola, 
y debe, por tanto, juzgarse que continúa en ellatlesde que no ha 
manifestado voluntad contraria. Añadiendo todavía el artículo 
ÍKi, terminantemente, que: cL:t posesión se conserva, no solo por 
el poseedor misino, siitó por medio de otra persona, sea en virtud 
de un mandato especial, sea que ía persona obre como repre- 
sentante legal de aquel porqim n pnsíe *, Citando el codificador 
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i este respecto, gran acopio He leyes y auto es respetables en 
apoyo de su doctrina, ¡nsist ¡endone todavía en el artículo 98, en 
que: • La posesión de una Cosa se conserva por medio de tos que 
la tienen á nombre del poseedor, no solo cuando la tienen por sí 
mismos, sino también cuando la tienen por otros que los creían 
verdaderos poseedores, y tenian la intención de tener la pose- 
sión para ellos*. Y pues por «1 artúulu 105, para que el poseedor 
la perdiere, seria menester que «deje que alguno la usurpe, 
entre en posesión de la cosa y goce de ella durante un uño, sin 
que el anterior poseedor h iga durante ese tiempo arto alguno 
de poses'um ó ha. a turbado la «leí que la usurpo Ves por demás 
decir, según el mérito de autos, que Arzeno no ha incurrido en 
tales faltas. 

5" Que comprobados así los estremog legales, es perfecta- 
mente procedente la acción posesoria de mantear ion, deducida 
por el turbado en ta posesión t debiendo ella ser juzgada como 
acción de despojo por obra nueva, ai'gun lo dispuesto para el 
caso en los artículos 27 al 34 inclusive, del libro 3 o , título 3", 
De las acciones posexnrias. 

Por estos fundamentos, fallo: que se mantenga la susp-nsion 
decretada de las obras á que se refiere la demanda, demolién- 
dose cuanto nuevo se hubiera ejecutado, a partir de ella; vol- 
viéndose las haciendas estraidas al campo poseido por Arzene, 
Begun sustituios de compra á D. José iturraspe, con las costas, 
pérdidas y gastosá la parte demandada, hasta la total ejecución 
de esta sentencia, en perfecta conformidad con lo dispuesto por 
los artículos 27 y 33 del título y libro citado. Notifíquese con 
el original, y repónganse los sellos. 



Feneton íuviria. 
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Buenos Airea, Julio 19 de 1881. 

Vistos; por sos fundamentos, se confirma con costas el auto 
«pelado de foja dosrieutaa treinta y ocho, y devuélvanse los au- 
tos al Juez de Sección, preVia reposición de sellos, y entrega á 
la parte de la señora Candioti de Irtondo de los espedientes pre- 
sentados el dia de la vista de la causa. 

J. B. GORO&11AGA. — J. DOMKGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — 8. M. LASFIUR- 



CAl'HA LIV 



D. Francisco irzeno, contra /** Petrona C. ríe lriondo t por in- 
terdicto de nueva obra; sobre cumplimiento de sentencia. 



Sumario. — Corresponde al Juez de Sección mandar ejecutar 
lo juzgado j sentenciado. 




Caso. — En !a causa anterior, no habiéndose obedecido á la 
órden de suspensión de las obras, dictada por el Juez de Sec- 
ción, éste elevó et espediente á la Suprema Corte, para conse- 
guir se cumpliese aquella. 

Fallo de I* Utaprem Cferte 

Dueños Airea, Julio 1» de 1881. 

Habiendo la Curte confirmado en esta fecha el auto de trece 
de Agosto de rail ochnciento ochenta y tn-s, en la causa seguida 
por Don Francisco Arzeno, contra Doña Petrona C. de Iriondo, 
bre interdicto de obra nueva; y del cual se concedió el recurso 
do apelación en el efecto devolutivo, conforme á lo dispuesto 
por el artículo trescientos treinta y cinco de la ley de Prucedi- 
mientoa; devuélvase este espediente al Juez de Sección de la 
Provincia de Santa Fé, para que mande ejecutar lo juzgado y 
sentenciado en dieho asunto, requiriendo el auxilio de la fuerza 
pública nacional en caso de no ser obedecidas sus resoluciones. 

J. B. GO ROSTI ACA. — J. DOMINGUEZ. — 
ÜLADISLAO FRIAS. — S. ». LASFlUft. 
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CAUSA LSVI 



Contienda de rompe tencia entre elJucz Federal del Hosartoy 
el de f Instancia de Santa Fé, en la causa de O. Germán 
Rurmeister, con VMrona C de triando; sobre mensura. 



Sumario.— I o La petición de mensura no importa un caso 
contencioso, j no produce el efecto de radicar ante el Tribunal 
que laprovée, el juicio á que pueden dar lugar laa protestas 
contra la dilijencia de la medición. 

*• Si por razón de dichas protestas sobreviene un juicio con- 
tradictor io, los Tribunales federales son competentes para co- 
nocer de él, cuando la nacionalidad 6 vecindad de loa litigantes 
ei diversa. 

3 o En laa contiendas de competencia, los jueces que las 
disputan deben remitir los autog á la Suprema Corte* y obede- 
cer i las órdenes de ésta, haciéndose acreedores á las penas dis- 
ciplinarias consiguientes, en caso de omisión 6 culpa en los 
procedimientos relativos. 

Coro. — D. Germán Burmeister, estranjero, pidió anteel Juei 
de l 1 Instancia de ta ciudad de Santa Fé, la mensura de un 
campo, denominado € Santo Domingo », cito en el departamento 
de Santo Fé. 
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Se ordenó j practicó la mensura, que fué protestad* por la 
señora »* Petrona C. de Irioudoy D. Apolinario Cisterna, am- 
bo* argentinos. 

Burmeister. alegando que per las protestos indicadas se pro- 
ducía el caso contencioso, y que atenta la diversa nacionalidad 
de las partes, su conocimiento correspondía á Ja justicia nació- 
nal, pidió al Juez Federal del Rosario que avocase» á sí la causa, 
formando contienda al Juez de 1* Instancia cu lo Criminal de 
la ciudad de Santa Fe, que por esuusaciun del de lo Civil estaba 
conociendo en ella. 

F*IU d«l #wra Metal 

Rosario, 11 de Mano de 188 i. 

Autos y vistos; y considerando: \* Que para que la Justicia 
Nacional pueda conocer de una causa, es necesario que previa- 
mente se acreJite que á ella te corresponde por su naturaleza 6 
por la calidad de las personas, como se ha acreditado en esta 
ocasión. 

9." Que al hacerse una solicitud de mensura, cuando aún uoba 
surjido oposición, no han podido acreditarse previamente di- 
chos estremos, desde que no puede saberse si los opositores que 
surjan, sean estrangeros, argentinos ó tul vez el Fisco Nacional. 

3° Que tampoco ha podido ocurrirse á la justicia federal, an- 
tes de la litis contestación, porque el articulo 2 o de la ley de 
1862, dice es presamente que ella sola es competente en asuntos 
contenciosos, cuando es requerida á instancia de parte. 

4* Que en esta virtud, el eslrangero Burmeíster se ha visto así 
forzado por las leyes a ocurrir A la justicia de Provincia, en so- 
licitud de su deslinde, sin que por ello pueda deducirse que esté 
f oriado á renunciar su fuero propio, que es el nacional, en con- 
tención con ciudadanos argentinos. Y esto no puede deducirte 
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porque ni ley alguna dice tal cosa, ni pudiera válida mente ha- 
cerlo, contra la Constitución déla República, en su artículo tOO; 
contrariando también el artículo 2", inciso 2" de la ley nacional 
de 25 de Agosto de 1863 y lo establecido, repetid isimas reces, 
por los Fallos de la Suprema Corte, de acuerdo con esas dispo- 
siciones constitucionales y l galos. 

5 o Que además, tratándose de mensuras; surgiendo oposi- 
ciones en « lias, los opositores asumen el rol de demandantes y 
por con siguiente, el que la solicitó, como demandado, tiene 
perfecto derecho para deducir las excepciones que A ese rol le 
corresponden „ siendo la primordial de ellas, la de incompetencia, 

6° Que ménos puede decirse que quede amigado un jniciode 
mensura con todas sus emergencias, unte la justicia de Pro- 
vincia, porque simplemente se baja hecho ante ella la solicitud 
inicial, que no ha podido dejar de hacerla un estraujero por las 
rasone¿ antedichas; puesto que si, por ejemplo, el opositor que 
surgiese fue¿e el Fisco Nacional, el caso debería ser forzosa- 
mente Iterado* ta justicia de la Nación. (Artículo lOO.Consti* 
tuuiou Nacional). 

7» Que la consideración que hace el señor Procurador Fiscal 
para creer incompetente áeste Tribunal, sobre que el derecho 
del señor Burnu-Mer, al fundo de que se trata, no es originario, 
sino procedente de cesión del señor Gallen, es improcedente, 
porque según las mismas escrituras que se acompañan y que se 
invocan, no es habido por cesiun sino por renta, según lo re- 
suelto ya por ta Suprema Corte, 

8* Que tampoco puede decirse que el juicio esté arraigado, 
en el caso de que se trata, no soto por lo espuesto en el consi- 
derando 6°, sinó porque para que tal arraigo se suponga, es 
necesario que haya precedido demanda y respuesta, aceptándose 
la jurisdicción; salvo cuando el demandante, podiendo ocurrir a 
•n fuere propio, lo hubiese renunciado voluntariamente, proro- 
gando jurisdicción estraña. Por estos fundamentos, se declara 
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competente este Tribunal en el presente caso. Diríjase oficio al 
señor Juez de I* Instancia en lo Criminal de Santa Fé, que co- 
noce de esta cansa por inhibición riel ordinario, acompañándo- 
sele copia del escrito presentado, y de este auto, para que se 
inhiba de conocer en elht y reinita los antecedentes á este Tri- 
bunal. Hágasi; saber, y repónganse los sellos. 

Fenekn Zwiría, 



En cumplimiento del iwto anterior, el Juez Federal dirigió 
vario, oficios al ile Sania Fe pura que remitiera loa autos, ó 
manifestara si sostenía su competencia, para que la contienda 
fuera resuelta por la Suprema Corte. 

No habiendo obtenido ninguna contestaron, puso en cono- 
cimiento de l i Suprema Corte lo que ocurría, remitiendo el es- 
pediente. 

La Suprema Corto mandó librar olicio al Juez de Santa Fé 
para que remitiera los autos, dentro del termino de tres días, 
con su resolución. 

El Juez de Santa Fé contesto rjne los autos se encontraban en 
el estado do resolver el incidente de competencia* hecho lo cual, 
daria aviso ó remitiría el espediente. 

Agregó, que no reconocía eu la Suprema Corte el derecho de 
ponerle término para remitir ó fallar el asunto, porque la Pro- 
vincia tenia leyes prontas por las que debían rejirse sus jueces, 
sin ingerencia de ningún otro poder. 

La Suprema Corte pidió al Poder Ejecutivo «l auxilio de la 
fuerza pública para que por medio de ella se sacáran del despa- 
cho del Juez de Santa Fé loa autos, y di ó vista al señor Pro- 
curador General sobre lo demás de la contestación de aquel. 

En 24 de Octubre de 1883, el Poder Ejecutivo remitió 4 la 
Suprema Corte el espediente requerido. 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GEÜERAL 

Buenoi Airé», Noviembre 16 de 1883. 

Suprema Corte: 

En un* c:i usa reciente, decía V. E.: Afli operación de mensura 
y amojonamiento, no constituye por si sola un juicio* aunque 
pueda dar lugar á él\ por tal razón, esta Corte ha declarado 
que ta petición de mensura no importa un caso contencioso y 
por consiguiente, no corresponde á ta Justicia Racional. 

Cuando por consecuencia de las diligencias de mensura, y 
deslinde practicadas, agregaba V. E., surge oposición de algún 
colindante y sobreviene un juicio contradictorio, tos Tribunales 
nacionales son competentes para conocer de él, si la naciona* 
tidadú vecindad de los litigantes es diversa. Don S. Molina con- 
tra «1 General Navarro. 

Eu vista de decisión tan esplicita, no necesito decir que el 
Juzgado Federal tiene perfecta razón al defender su competen- 
cia, y me limitaré á pedir á V. E. se sirva confirmarte en ella. 

Si, como dice la señora de lriondo, la oposición del señor Bur- 
metster no es nuera J ha sido juzgada antes de ahora, es esta 
una excepción al fondo de la cuestión, no a la competencia del 
Juzgado, llamado a decidirla. 

Faso ahora á la última parte de la contestación del Juzgado 
de Santa Fé. á cargo del Dr. D. Eudoro Rosas, de que V. E. se 
ha servido correrme vista. 

Dice el señor Juez ■ que no reconoce en esta Corte la facul- 
tad de fijarle término para que remita 6 falle un asunto, por 
cuanto la Provincia tiene leyes propias por las que deben rejirse 
tus jaeces, sin ingerencia de ningún otro poder >. 

£1 señor Juei no puede ni debe ignorar : La constitución y las 
leyes que en su consecuencia se dicten por el Congreso, son ta 
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iey suprema de ta Nación á tjue las autoridades de provincia 
están obíitjutfas á conformarse ^ no obstante cualquier disposi- 
ción en contrario tte las leyes ó f omtititeiones Provinciales. 

La ley de 14 fie Setiembre de 1863, dictada por el Congreso 
para poner en práctica la misma Constitución en loque se re- 
fiere il Poder Jiiiiiri.il. confiere ¡i esta Corte la facultad de di- 
rimir las competencias entre las justicias locul y federal. 

Katos conflictos harían imposible i cada paso la acción pa- 
cifica déla ley, si no hubiera un poder superior encargado de 
darle solución. Y este poder, no e* necesario decirlo, no es ni 
puede ser otro que esta Corte. 

Ahora bien; es un principio universal é indiscutible en la 
ciencia del derecho, que cuando la ley con liere una facultad, 
conBere también el poder para au ejercicio, aunque no esté es- 
presamente determinado. Si pues, la ley ha facultado á esta 
Corte para dirimir las competencias, implícitamente le ha con- 
ferido sobre los jueces que l is suscitan aquella jurisdicción in- 
dispensable para el desempeño de su misión. La facultad de 
dirimir las competencias, importa la de llamar á al los autos; 
y el poder de pedirlos, importa el deber de remitirlos. Y es claro 
que la remisión ha de hacerse dentro de un término prudencial, 
y nú á la voluntad 6 al capricho de un Juez de Provincia. 

Todo esto ea elemental y es doloroso, se pierda tiempo en de- 
mostrarlo. 

Ka son menos dignos de censnn los principios que parece 
profesar el señor Juei cou respecto á la supremacía de las leyes 
de Provincia. . 

Después de lai severas lecciones de la historia, no es posible 
rol ver boy sobre doctrinas irremisiblemente juzgadas y conde- 
nadas. Cada poder, ea bien sabido, tiene en nuestro organismo 
constitucional su esfera de acción dentro de la que se muere 
con entera libertad á loa fines que le están encomendados, sin 
que por ello entienda comprometer la independencia de los 
T. ivnt i 
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Qtrot. ¿En que compromete U independencia de los Gobiernos 
de Provincia, el becho de que esta Corte decid* uní cuestión de 
competencia? Y si la Coite no la. decide, ¿quién he de decidir!* 
que no compromete igualmente la independencia de algunos? 

El señor Juei Dr. Rosas na silo notablemente omiso en el 
cumplimiento de sus deberes, demorando el despucho de un 
«santo sencillo* por mas de un año. Ha faltado á los respetas 
que debe al mas alto Tribunal de su psis, tanto por su negativa, 
como por los térmicos descorteses J disolventes en que está 
concebido. 

V. E. tiene, en este incidente, jurisdicción direeta sobre él 
y no necesita de intervención estraña para obligarle i que 
guarde la consideración que debe á los Poderes Públicos. 

Pido, en consecuencia, á V. E. le apercibo de la manera mas 
formal, con prevension <te que observe en lo sucesivo mu» coui- 
posiur.en.usprocodi.mentos. s duardo Costa. 



Otenos Aire*. Julio ¿9 de 18B4. 

Por los fundamentos del auto de Toja dies j ocho, y de acuer- 
do con lo espuesto y pedido por el señor Procurador General en 
sn precedente vista, declarase que el Juet de Sección de la 
Provincia de Santa Fé, es el competente para conoceT en esta 
causa; remítasele en consecuencia estos autos, y avísese al Jues 
de primera Instancia en lo Civil de la ciudad de Santa Fé; y 
atenta la indisculpable conducta del Jues Doctor Don Kudoro 
Rosasen esta causa, se le apercibe seriamente, bebiendo ta. cá- 
sele saber por Secretaria esta resol nciun con transcripción dría 
precitada Vista del señor Procurador General. 

j J 

I. B. COaOftTIAGA. — J. MMDIGCtt, — 
ULADISLAQ «U4»<— S. ». U 8*111 0. 
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CALMA L.1VII 



Vaeat y C*. contra D. Rodolfo Á tur mide ; xobre mentas y cobro 



Sumario. — Los pleitos sobre cuentas de difícil resolución, 
debea ser sometidos ti fallo de árbittos arbitradores. 



Cato. — Vacas y C" demandaron á 1). Rodolfo Alorralde ñor 
ta suma de 8549 pesos fuertes por saldo de cuentas, acompa- 
ñando 119 recibos y diez cartas. 

Alurralde rechazó lus cuentas y parte de loa comprobantes. 

Sustanciada ta cansa, y producidas pruebas, se dicto el si- 
fuienU 



Comente*. Junio 1* ds 1883. 

Y vistos; considerando: I* Que este pleito sobro rendición 
de cuentas, es demasiado difícil do resol? irse, y esta dificultad 
no ha desaparecido, á pesar de las diligencias probatorias out 
el Jaifado ha ordenado practicar, de oficio» después de produci- 
das las pruebas y llamados los autos para sentencia definitiva. 



FALLOS l»E U tWPliEHA COfcTE 



f* Que en ttl caso, corresponde, que el Juzgado ordene á las 
partes nombren arbitros avlutradores amigables componedores, 
conforme A lo que espresamente dispone el artículo 7 o del Regla- 
mento de Administración de Justicia de 1813, que se halla en el 
Bejistro Oficial, tomo I o » página 390, cuya disposición eslíen 
vigencia en los Tribunales Nacionalos, conforme al artículo 37* 
de la Ley Nacional de Procedimientos, y se deduce del fallo de 
la Suprema Corte, tomo # t i* sene; en el qne si bien no se 
hace lugar por ahora al nombramiento de Arbitros, fué porque 
•1 Juagado no encontró que fuese de diTíctl resolución el asunto 
iub'judice. pero en el presente cssí>, el Juzgado ha encontrado 
gratísimas dificultades para resolver después de haber estu- 
diado prolijamente lo? autos y las disposiciones legales apli- 
cables y i su juicio, este ítsonto se encuentra en los precisos tér- 
minos del artículo 7° del Reglamento citado. Ademas, Mulaver, 
en su Curso de Procedimientos en materia civil y mercantil» 
tomo I* página Al. pone, como primer caso de arbitraje forzado, 
todo asunto que verse sobre cuentas y que sea de difícil resolu- 
ción» espresando eu la uoU que en U práctica se le ha dado la 
inteligencia que él le dá, por cuanto no cita el testo del artí- 
culo, del espresado Reglamento. 

3" Que no habiendo las partes pedido la aplicaron de esta 
disposición durante 1» tramitación del juicio, el Juagado, re* 
cíen al estudiar la causa para prouuucíar sentencia, ba podido 
estimar las díficu Hades que encontraba para resolverla y por 
consiguiente, no es de estraíiarse que no haya crdeiiüdo ante- 
riormente el cumplimiento de esa dispon-ion. 

Por estos f andamentos, y de neuerdo con el artículo 7* del 
Reglamento citado, vijeute por no haber sido derogado ni opo- 
nerse ¿ las disposiciones de la ley de Procedimiento» Nacionales, 
ae declara que D. Cándido Vacas y C y D. Rodolfo Alurraldf 
deben nombrar Arbitros arbitrad ores amigables componedores, 
que resuelvan el pleito pendí en I • sohn« rendición de fue n tas, 
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debiendo comparecer ante e>te Juzg ido á veníkat el nombra- 
miento dentro de tercero J ia. desde que quede ejecutoriada esta 
resolución y bajo apercibimiento de que se lea nombrará de 
oficio en caso de rebeldía. Hágase saber con el original, abo- 
nándose los honorarios de tos peritos en caso de conformidad con 
la cantidad cu que los estiman, y sin perjuicio de que los arbi- 
tradores que se nombren puedan llamarlos para pedirles las 
esplicacttmc a que precisen. 

Cárlot Luna. 

Fulla *m tm M|r^i Cferfe 

Buenos Aires, Julio ?i de 1864. 

Vistos; por sus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
•pelado de foja quinientos cincuenta y nueve, y satisfechas 
aquellas, y repuestos ios sellos, devuélvase. 

|> B. GOftOSTUGA. — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FILIAS. - S. «. USMUR. 



tkum w la suman* mmt 



D. Eieodoro Parody contra IK fíicanlo Rúa Huidobro y $u es- 
posa W Cármen Guiftazú ; sobre cobro ejecutivo de petos. 



Sumario.— Los al babeas no pueden disponer de los créditos 
de la sucesión, 7 el endoso hecho por ellos de un efecto A la 
orden, no natoritado espresam nte por e) testador, es i ne Si- 
ca» para transmitir U propiedad de este al endosatario. 



Cato.— Lo refiere el 

Hflodou, Noviembre tí de 1883. 

Vistos : estos satos ejecutivos seguidos por D. José Aoriol, 
en representación de D Eieodoro Parody, contra D. Ricardo 
Ruis Huidobro 7 sn esposa, Doña Cármen G. de Rutt , por co- 
bro del r.ilor del documento de f. 4. estendido de mancomún 
et fin totidam por los ejecutados, en SI de Junio de 1883* á la 
urden de Dona Leocadia Bomba) de García, por la suma de qui- 
nientos posos plata moneda corriente 7 sus interesal. 



de justicia racional 



Reinita de ello? que los ejecutados, para enervar la fuerza 
ejecutiva del predioho docu meato, han opuesto las excepciones 
de inhabilidad del título, prescripción y nulidad de ta obliga- 
ción,— fundando la primera eu la ineficacia de loa diversos 
traspasos ó endosos en virtud de los cuales ha venido el docu- 
mento en cuestión á poder del ejecutante y se pretende este su 
dueño, por emanar originariamente aquellos de personas no au- 
torizadas para su enajenación, Ules como los albaoeaa dt la 
Testamentsría de la Señora de García, no facultados por lej pa- 
ra tal acto; la segunda en el lapso de tiempo transcurrido des- 
de la fecha del vencimiento de la obligación, que causa la pres- 
cripción de la vis ejecutiva, como la de la deuda misma; y la ter- 
cera, finalmente, en la disposición de la ley 9, titulo 3, libro 5. 
Recopilación, que prohibe i la mujer casada constituirse fiadora 
del marido ú obligarse mancomuntidamente con él, salvo casos 
determinados, bajo pena de nulidad ; 

Con lo espuesto en contestación por el ejecutante ; 

Y considerando, p»r lo que respecta á la primera de las ex- 
cepciones aludidas : I a Que los ejecutores testamentarios, tan- 
to por las disposiciones de la lejislaciun que ha precedido al ac- 
tual Código Civil, como por las de este mismo, no tienen á su 
cargo ainó lo concerniente 4 la ejecución de las disposiciones 
del testamento LL. del título 10, Partida tV y titulo SO del li- 
bro *• del Código Civil ¡ 

1* Que no pueden así coUmt los créditos activos de la suce- 
sión, ni desponer de ellos por cesión, ni de otro modo, sin6 cuan* 
do asi lo haya expresamente determinado el testador, ó se halle 
excepcional mente proscripto por la lej ; 

3* Que oo se ha alegado en el caso, para justificar la enage- 
nación practicada en su calidad de tal» por los albaeeas da 
la titular del crédito en cuestión, ninguna de aquellas circuns- 
tanctaa excepcionales, y debe concluirte «f que las cesiones 
6 endoso* ron los cuales obra el ejecutante y por tos cuales se 
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FALLOS Üt LA SUPRIMA CORTE 



pretende dueño de aquel, adolecen de ineficacia é inhabilidad, 
como lo pretenden los demandado*, para ejecutar por su valor. 

Considerando, en cuanto á la excepción de preterí peí o». 

¥ Que según la disposición de lo* artículos -131 y 558 del 
Código de Comercio Español, vigente en esta Provincia, a la 
fecha del documento de f. 4, los pagarés 4 la órden no son 
cousideiados comerciales, ni sujetos eu las obligaciones ó cues- 
tiones que de ellos liab an i l;i lejblacion comercial, t>inó pro- 
ceden de operaciones de comercio ; 

5" Que no hallándose en este caso el crédito en cuestión, se- 
gún resulta de la precedente aeM, debe reputarse puramente 
civil» y rejido por consiguiente por las leyes comunes en lo re- 
ditúo ¿ su prescripción, como á todas las demás relaciones de 
derecho* q it> pueda dar lugar ; 

& Que según estas leyes (6, tit. 15, L. 4, K.) la prescrip- 
ción de la deuda, tratándose de obligaciones personales, no se 
produce sinó por 20 años y por Uicí 1 1 de la acción ejecutiva 
procedente de ellas; 

7 a Que ninguno des estos períodos se ha cumplido en rela- 
ción al crédito en cuestión, según resulta — por lo que re? pee 
ta al primero — de la computación material del tiempo tras- 
currido desde la fecha del pago anotado al dorso del documento 
de la deuda, acto interruptivo de la prescripción no negado por 
tos ejecutados, hasta I» de la interposición de la demanda lle- 
vada ante los Tribunales de la Provincia y citación de los de- 
mandados, que del espediente traido i la vista aparece tuvo 
lugar en el año 1880 — y por !o que respecta al segundo — de 
la fecha en que se verificó el reconocimiento de las firmas del 
predican documento Ó en que se dieron ellas por judicialmente 
reconocidas en rebeldía de los ejecutados (año citado de 1880), 
fecha desde la cual solamente es dado en abstracto contar la 
prescripción de la vía ejecutiva» tratándose de documentos pri- 
vados (fallos de la Suprema Corte, tomo 4*, serie 4\ p. 18. Gu- 
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tierrez Fernando» «Estudios Fundaméntate*» tomo 3°, p¿g. 97 
r.s. ; Alrarez * Instituciones i X a 1553; Caracotes, vol. 3, 
P 1305 y b .) 

Considerando, finalmente, por loque respeto á la tercera 
excepción deducida, que !o ha sido en relación soloá los dere- 
chos He la Señora de Ituiz. 

8" Que conforme á Usando» de la ley invocada por lus eje- 
cutados, debe decidirse que el título de la deuda ea inhábil 
para Iterar cualquiera ejecución sobre la demandada 6 sua 
bienes, 

P.ir tanto: — sin hacer logar á la excepción de prescripción 
deducida — se declara procedente la de inhabilidad que pnvuet- 
Te tai dos reatantes; y en su consecuencia y de conformidad al 
artículo 277 de la ley de Procedimientos, no hiber lugar, con 
costa*, A la ejecución, como tampoco A la ampliación del em- 
bargo solicitada » f. 48, 

Hágase saber con el original; repó¡iga-¡e el papel y derucl- 
rase con oíicio el espediente traído á la vista. 

C. de la Torre, 
falta «• ta »upr«*M« Cferta 

Uaeuoi Aires, Julio tt de 1884. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
iv foja cincuenta y ocho, y repuestos Los sellos, de? riel me. 

J. B. GOR4OT1AGA. — J. DOMRICCII. — 
l LADISLAO FfllAS— S II . L ASPItm. 
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CABRA 



Contienda de competencia entre el Gefe del Regimiento itr de 
caballería de linea, y el Juez de Crimen de la Provincia de 
Salta, en la causa contra el soldado José (iuaitima ó Tor- 
res, por muerte dado á un menor. 



Sumario — YA delito ejecutado por un militar, dentro del 
cuartel j en un acto del servicio, está sujeto á Ta juriidiccion 
militar. 



Caso. — Lo refiere e! siguiente 



Viitos esto» autos, sobre competencia entre el Jui'z del Crí- 
ate» de la Pfuvmcia de Salla y el Gele del Regimiento 10" de 
cabullería da linea, pura conocer de la causa contra el moldado 
del mimo Regimiento, José Guaitima 6 Torre», por haber dado 
muerte «I menor Euaebio Torrea, deade el cuartel donde estaba 
de centinela, de un tiro de Keniingtun, por uu agujero da la 
pared divisoria entre el cuartel j la Cárcel Correccional, á causa 



rm*%m 




Bueno* Aire», Julio Í4 du im. 



de haber dicho menor arrojadolesl rostro un puñado de afre- 
cho; y considerando : 

Que conforme al artículo séptimo dt la ley de \\ de Setiem- 
bre de 1863,1a jurisdicción militar conoce en los casos en que. 
según las leyes eligiente*, deba procederse par consejo de 
guerra ; 

Que el artículo primero, título quinto, tratado octaro de las 
Ordenanzas del ejército, dispone que por todo crimen, que no 
aeade los eiceptnudos, en que no ralee! fuero militar, como 
no es el de que se tn.ta, el individuo que lo cometa, desde sar- 
gento ahajo, será juzgado poi el consejo de guerra ordinaria; 

Que, además, con arreglo al artículo cuarto de la ley de Ja 
Provincia de Unenos Aires, de 7 de Julio de 1823, aceptada por 
la jurisprudencia como disposición nacional* queda sujeto á la 
jurisdicción militar todo delito comer ido por los militares 
dentro del cuartel, en marcha, encampana ó en acto de sem- 
ejo; 

Que t de consiguiente, el delito que se imputa y motiva esta 
causa, habiendo sido ejecutado por un militar, dentro del coar- 
to! y en un acto del servicio, como es el de centinela, está sujeto 
á la jurisdicción militar, según Lis Ordenanzas y las leyes ci- 
tadas. 

Por estos fundamentos, se declara que la jurisdicción militar 
ea Ja competente para conocer de esta causa, en Consejo de 
Guerra ordinario, y remítase á la Inspección y Comandancia 
General de Armas, á los Unes consiguientes, avisándose por 
oficio al señor Juez del Crimen de la Provincia de Salta. Noti- 
fiquen con el original. 

J, % GOROSTUGA.— J. DONftGUU.— 

ilawslao nías, - s. m. utmrn. 



MUI K L* WHiOU CUBTE 



£[ Cajntan 0. Toletsiut Johnsen, del buque Monttgo * Klid» 
contra Ifíra/ía, Careo» í y C; softre pa^o </e toormífldíns 

A'wfíianVí. — 1° Los días que se pierden por no haberse 
cumplido poT los fletadores la obligación de remolcar el buque 
fletado i los puertos de carga, deben contarse, para el pago de 
las sobrestadías convenidas. 

¥ Si el remolcador sufre aTería, y esti lo inhabilita para 
dar el remolque por un periodo prolongado, el fletador está 
obligado á enviar otro remolcador, 

3* Los socios están en el deber de conocer lOt actos qi:e se 
refieren a la sociedad, y la contestación de ignorarlos debe te- 
t erse por confesión. 



Caso. — Lo refiere el 

r*tf* M Swem «• l »Hi 

Bueno» Aire». Agotio 18 de 1883 

Vistos estos autos, seguido* por el Capitán Tolessíus Jotra- 
sen, del Bergantín Noruego «Flid», contra los Sres. Eivolta, 
Carbón i y C\ por ¿obro de pesos procedentes de estadías. 
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Resulta : I o Que el veinte de Febrero del año de 1880, ce- 
lebraron un contrato de fletante uto el Capitán Johnsen y los 
demandados, por el cual el primero debia trasladarse con su 
buque, dentro de diez dias hábiles, tí contar desde la fecha del 
contrato, desde el puerto de Campana, donde á la sazón se ha- 
llaba fondeado, ni de Empedrado, en el rio Paraná, para recibir 
allí j trasportar at Havre ó Aniberes un cargamento completo 
de madera de quebracho en trozos, hibienduse estipulado en* 
tre otras cláusulas, primero, que, el buque seria remolcado por 
el vapor Añila desde Campana hasta Empedrado y un» vtí car- 
gado, desde este punto basta San Pedro, siendo «I remolque de 
cuenta de los fletadores; segundo, que estos tendrían quince 
dias para cargar, á contar desde el dia siguiente á aquel en que 
se halle pronto el buque en la Aduana en el lugar de ta carga; 
y terrero, que deteniéndose el buque por aquellos ó sus agen- 
tes tnaa tiempo del expresado para cargar y descargar, paga- 
riiin diariamente sobr. estadías al Capitán, A razón de cinco li- 
bras esterlinas por cada dia de detención; 

2* Que según lo expresa el Capitán en su escrito de deinau- 
da, dio principio al cumplimiento de sus obligaciones, de acuer- 
do con las estipulaciones de la póliza, saliendo con su buque el 
dia cinco de Marzo remojado por el Añila; pero hallándose á 
la altura del Ko ario fué abandonado el nueve del mismo, esto 
es, cuatro dias después de la salida de Campana, volviendo 4 
i tomarlo recién el cinco de Abril hasta que llegaron al Empe- 
drado el ocho del mismo, ocasionándole una demora de treinta 
y tres dias en vez de once que habría necesitado si hubiera sido 
remolcado sin interrupción: — que una vez en aquel punto fué 
cargado el buque con intervención del agente de los fletadores 
y hallóse pronto para emprender viaje cuatro dias antes de 
vencido el término para la carga; pero pasaron estos y ocho 
mas sin que se presentara el Atufa á remolcar el buque rio 
abüjo, lo que efectuó recién el cuatro de Hayo; 
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t* Que fundándose en esto» Antecedentes, establece el actor 
que ha sufrido treinta días de demorit, que no ie habrían peí- 
dille si los fletadores hubiesen cumplido por so parte las obli- 
gaciones que les impon i» el contra to, haciendo remolcar el 
«FU(U sin intermp ion, tanto i laida como i la vuelta, lo que 
le autor tía i cobrarles las sobreestadlas i razón de cinco li- 
bras esterlinas diarias, lo que hace ciento cincuenta libran, 
por cuja suma con sus intereses y costas deducía formal de- 
manda, en tista de no haber podido obtener reuní tado alguno 
amistosamente; 

4" Que D. Cárlos Scotti. contesto á nombre de los demanda- 
dos el traslado que le fué conferido, alegando que la demanda 
era manifiestamente temeraria, pnes se habían tergiversado 
loa hechos j también algunas de las estipulaciones contenidas 
en la poli» de Üetamento, pues aquellas pasaron de l;i manera 
siguiente: habiendo farpado de Campana el «Flrd» el día cinco 
de Mano para au destino, que es precisamente indicado eu la 
poli», lo tomó á remolque juntamente cou dos chatas destina- 
das al mismo punto, Llegando sin novedad alguna hasta dos le- 
guas mas arriba del Rosario, en cojo punto y contra toda pre- 
visión posible* habiéndose descompuesto la bomba de aire se 
vió obligado á dejar el *Flid» poniéndole previamente un prác- 
tico i bordo para que siguiese á la vela, según lo convenido en la 
poli», f continuar hasta donde les fuere posible con las chatas 
solamente, y aun «al apenas pudo remolcar la una basta la Pai 
y la otra 4 la altura de Bella- Vista, quince leguas mns abajo 
de Empedrado, donde procedió á reparar la máquina, hecho lo 
cusí y provisto de carbón necesario, te apresuró i volver en 
busca del «Flid», al que encontró apenas distante unas treinta 
leguas mas arriba del punto donde lo había dejado; que no es- 
pilcándose Unta demora para hacer treinta leguas en veinte y 
cinco dias con vientos continuos favorables, vinieron sus comi- 
tentes en conocimiento de que el Capitán se había opuesto á 



i» justicia Nacional 115 



navegar á U Tela cuando el Tiento era favorable, y á ma» que 
había pásalo personalmente á Kan ta Yé con el objeto de for- 
malizar allí un nuevo contrato de fletamento de su buque, res- 
cindiendo el primero; que vencidos e.^os ¡nconTenientes, el ■Flid* 
remolcad» |>or el Anita, arribó al Empedrado, procediendo á 
recibir el cargamento, cuja operación quedó definitivamente 
concluida en once días; — que según las leyes marítimas los 
dina de navegaron nunca cuentan en los términos legales en 
casos como el presente, ámenos de estipulación expresa en con- 
trario, y sobre todo, q*.e el accidente sobrevenido al Anita era 
un caso de fuerza mayor que en manera alguna podia res- 
ponsabilizar A su parte, tanto mas cuanto que baldan cumplido 
estrictamente las estipulaciones todas del contrato de fleta- 
mento; 

& Queoido el demandante respecto del ducu mentó acompa- 
ñado en la contestación, rectificó algunos errores de hecho en 
que se le suponía haber incurrido en la demanda, recibiéndose 
en seguida la causa á prueba sobre los puntos indicados en el 
auto de foja 19 vuelta, habiéndose producido dentro del tér- 
mino legal la que expresa el certificado de Secretaría, corrienle 
á foja 191 vuelta. 

Y considerando : l*rimcro— Que ambas partes están confor- 
mes en la existencia de un contrato de fletamento en las con- 
diciones que expresa la demanda, pues las pequeñas di ver jen- 
cías señaladas por el representante de los demandados acerca 
da lo4 hechos y estipulaciones déla póliza con los enunciados 
por el actor, solo procedente una incompleta ó defectuosa lec- 
tura del escrito de demanda, pues en realidad consta completa 
conformidad, estando por otra parte comprobado el contrato 
por la póliza agregada i foja % de donde se han estractado las 
cláusulas mencionadas, sobre cuya autenticidad ninguna duda 
se ha suscitado, de modo que la única cuestión á resolver, es 
si el Capitán Johnaen tiene derecho ó nó á cobrar sobreestá- 
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días por el tiempo perdido en la navegación, mientras no fuere 
remolcado por ti vapor Ahita. 

Segundo. — Que Ua sobreestad ías que cobra diebo Capitán 
proceden, como se ha vistu, de haber empleado treinta y tres 
días para llegar al Empedrado, en ni de once que á su juicio 
habría necesitado sí hubiese sido remolcado constantemente, y 
en no haber sido remolcado r¡ > abajo, sitió ocho dias después de 
concluida la descarga y quedado listo para emprender viaje: así 
< « que la cuestión propuesta depende de la interpretación de 
las cláusulas del He t amento con presencia de los hechos com- 
probados ó indiscutibles. 

Tercero. — Que los de sumid ¡míos no luin oVconocidu la obli- 
gación de practiear el remolque del «Flid» en la estension exi- 
jida por el Capitán, habiendo dado principio á su ejecuciun 
bus tu d»* leguas próximamente mas arriba de la ciudad del Ku- 
sai i»„ duude la abandonaron pretendiendo justificar et hecho y 
excusar tas responsabilidades consiguientes, no con tus estipu- 
laciones del contrato sitió á causa del accidente imprevisto de 
fuerza mayor de la descompostura de la bomb:i de aire que di- 
cen sufrió el vapor remolcador, lo que le inhabilitó para conti- 
nuar efectuando ese trabajo. 

Cuarto, — Que entretanto, en el mismo escrito de contesta- 
ción, reconouon los demandados, que el vapor Anita pudo conti- 
nuar «¡aje en dirección al destino que llevaba el «Flid» remol- 
cando dos grandes chatas ; lo que prueba desde luego a priori, 
que la descompostura de la bomba de aire no era de tal magni- 
tud que le impidiera navegar ni dar el remolque que p< r clau- 
sula expresa debía al «Flid* sin limitación alguna, llegándose 
á una pl na continuación de ese hecho en vista de que estando 
á dos leguas del puerto de ttosario, donde seguramente era mas 
ficil encontrar todos ios elementos y recursos necesarios para 
reparar cualquiera averia, «un de mayor consideración, prefi- 
rió seguir viaje y efectuar las reparaciones en el pequeño é in- 
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significante puerto de Empedrado, — siendo de consiguiente 
impertinente y de ningitn valor toda la prueba producida para 
jojtftcar que hubo realmente una descompostura en la máquina 
del remolcador, porque mas convincente es el hecho de que el 
vapor se movió (e par si muove) dando remolque a otras em- 
barcaciones, que la declaración de testaos, que no han tenido 
ocasión de apreciar con exac: itud la ostensión é importancia de 
la descompostura. 

Quinto. ~Qne además, absolviendo posiciones uno de los 
miembros de la razón social demandada y preguntado cómo es 
cierto que la casa recibió un telegrama del Capitán del «Flid. 
dicóndole -con tres barcos mucho peso, gran corriente, no se 
puede adelantar,, á lo que contestaron ordenándole que dejara 
el «Flid» y cmtinuára con las chatas, manifestó que lo igno- 
raba; contestación inadmisible y que debe estimarse como eva- 
siva porque se refiere á actos de la sociedad, que están en el 
deber de conocer todos los socios, por cuyo motivo y en confor- 
midad á lo dispuesto en el artículo 115 de la Ley Nacional de 
Procedimientos, debe tenerse por confesado ese punto; que ade- 
mas, se halla corroborado pur la declaración del mismo Capitán 
del Amia, corriente á foja 27, de donde resulta que el aban- 
dono del «Flid», tuvo por verdadera causa conveniencias parti- 
culares de los fletadores á quienes incumbía la obligación de 
darle remolque hasta el puerto de su destino, no obstante lo 
cual prefirieron hacer remolcar primero otros buques, de Jo que 
nada se habia dicho en el contrato de fletamenlo, no teniendo 
ralor alguno lo declarado por el testigo Rossi A este respecto 
desde que uo está contenido en la póliza. 

Sexto. - Que entre las cláusulas del referido contrato figura 
la de que reteniéndose el buque por los Sres, Rivolta, Carbón! y 
C', ó sus agentes, mas tiempo que el especificado para cargar y 
descargar, se pagarían diariamente al Capitán sobreestadas á 
rasen de cinco libra, esterlinas por cada dia de detención, 
f . XTin 8 
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siendo evidente que en esta estipulación debe considerarse com- 
prendido el caso ocurrido de demora sufrida por el buque para 
Uegar al puerto de su destino, puerto que, como se ha visto, 
ella procedo de onlenes expresas de los fletadores y en el inte- 
rés exclusivo de ellos, como su desprende de su propio interro- 
gatorio (8* pregunta del de foja 47) y no habría justicia ni equi- 
dad en hacer pesar sus consecuencias desfavorables sobre el 
buque solamente* tanto porque las sobrestadías son una in- 
demnización por 104 gastos il ¡arios que sufra ol buque en be- 
neficio de los dueños de la carga, según lo tienen declarado en 
repetidos fallos nuestros TriUnmiles, cnanto porque en el caso 
actual el flete ha debido ser lijado teniendo en consideración 
el corto tiempo que emplearía el «ITid» en trasladarse al puer- 
to de Empedrado con el remolque debido por los fletadores, 
pues en el cálculo de sus beneficios es natural y tígico suponer 
que se haya heohu figurar t i ahorro de gastos diarios durante 
la navegación, conseguido de e^a manera. 

Séptimo. — Que las precedentes conclusiones se hallan ro- 
bustecidas por el informo de la Cámara Sindical de la Bolsa de 
Comercio, foja 195 vuelta, que por regla general determina el 
uso del puerto en esta materia, pues en su segunda parte esta- 
blece aquella oficina que si la avería sufrida por el remolca- 
dor lo inhábil itára para dar el remolque por un período prolon- 
gado, los fletadores debieron enviar otre remolcador en un 
tiempo prudencial, porque era obligación de ellos convoyar el 
buque, siendo las velas solo un medio auxiliar á la navegación, 
de donde hay que deducir forzosamente que la omisión en el 
cumplimiento de aquel deber les hace pasibles de las conse- 
cuencias, las cuales no pueden ser otra* que las ya prescritas 
en el contrato de fletamento, esto es, el pago de sobreestadías, 
en la forma ertipulüda, pues se presumía que por sn propia 
conveniencia optaron por cate temperamento. 

Octavo. — Que la parte denunciada un ha negado que el Ani- 
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ta dejó de remolear al «Flid» el nueve de Marzo y lo volvió á 
tomar el cinco de Abril en el viaje de ida, así como que fué á 
remolcurlu en el regreso ocho días después de espirado el tér- 
mino señalado para cargar y estar lUlo en la Aduana para em- 
prender viaje, por lo que deben estimarse estos hechos como 
reconocidos, en conformidad á lo dispuesto en el artículo 86 de 
la Ley Nacional de Enjuiciamiento* resultando, de consiguiente, 
que aquellos han retenido el buque por hechos que les son im- 
putables, motivadas por sus conveniencias particulares, treinta 
y cuatro días del tiempo que normalmente habría empleado en 
su viaje de ida y regreso, de los cuales deben descontarse cua- 
tro, que á juicio del mismo actor se habría necesitado para sal- 
var la pequeña descompostura de la máquina y por los cuales, 
según la opinión manifestada por la Cámara Sindical recor- 
dada, en su informe de foja 105 voelta,el Capitán no tiene de- 
recho de cobrar sobrestadías, conformándose a los utos co- 
merciales de la plaza. 

Por «atos fundamentos, fallo condenando á los Srei. Eivolta, 
Carboni y C, al pago do la suma demandada con sos intereses, 
según la taia del Banco de la Provincia de Buenos Aires, y iai 
costas del juicio. — Notifíquese original. 



Bueno» Aires, Afosto 9 de 1884. 
Vistos : por tus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia do foja doscientos veinte y seis en la parte apelada, y 
repuestos los sellos, devuélvase. 



1. t. G0MM1UGA. — I, D0H1HGDU. — 
tJLAM&LAO FRIAS. — 8. M USHVR. 
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CAVIA LUI 



D. Teófilo Meyer y C\ contra J, Brunengo y C, por falsifica- 
ción de mareas de fábrica : sobre defecto en la demanda. 

Sumario, — El que se presenta por otro en juicio, esta obli- 
gado á acompañar testimonio del poder ojie justifique su per- 
sonería, no siendo suüciente la indicación do la oficina o espe- 
diente donde se halla. 



Caso. — Teófilo Meyer y C\ diciendo ser los únicos agentes 
de la Sociedad General de Agricultura de las Viñas del Alto 
Dciiro, según constaba en un espediente iniciado contra D. An- 
drés Mieli, demandaron & J. Brunengo y C\ licoristas de la 
calle de Lima 628, como falsificadores de la marca de esa fabrica, 
j usurpadores del nombre de Teófilo Meyer y O, que se halla- 
ban en Lis botellas que expendían. 

Los demandados opusieron que la demanda era defectuosa, 
porque los actores no acompañaban los documentos que acre- 
ditaban su personería. 

Falto «el Swum Mml 

Dueños Airea, Mano 32 de 1881. 

Vistos y considerando: 1° Qne la excepción de defecto legal 
en la manera de proponer la demanda, opuesta por el deman- 
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dado, se funda en la circunstancia de no acompañar el actor los 
títulos que justifican bu personería, como agente de la Sociedad 
General de Agricultura de las Viñas del Alto Douro. 

2 o Que el actor, en au escrito de demanda, manifiesta que 
esos antecedentes no los acompaña por correr agregados & un 
espediente que han iniciado contra O. Andrés Mieli, que tra- 
mita por este Juzgado y la misma Secretaría, manifestación qun 
importa mencionarlos en la forma que detenuini el articulólo 
de la ley Nacional de Procedimientos. 

3 a Que, por otra parte, en el escrito de demanda se solicito 
que los documentos á que el demandado hace referencia, se tu- 
vieran como parte del presente jun io, á Jo mal el Juzgado pro- 
veyó de conformidad, según resulta del auto cor rienteá f. 3 vta. 

Por estas razones fallo: No haciendo lugar, con costas, ¿ la 
eicepcion opuesta, y declaro que los Sres. J. Brunengo y C* de- 
ben contestar directamente la demanda en el término de hi ley. 
Hágase saber y repónganse los sellos, notificándose con el ori- 
ginal. 

i mires Ugarríza. 




Buenos Aires, Agosto 13 de 1881. 

Vistos : no siendo aplicable d este caso ei artículo diez de la 
ley de Procedimientos, se revoca el auto apelado de foja veinte 
y siete, y se declara que el demandante está obligado á presen- 
tar testimonio del poder que justifique sn personería. Repón- 
gase los sellos y devuélvase. 

4. B. GOROSTUGA.;— J. DOMINGUEZ. — 
tJ LADISLAO FRIAS. 
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CAVIA LXXII 



Látate y Secrestat, contra D. Pedro Inchauspe, por falsifica- 
ción de marca de fábrica del i Bitter Secrestat »; sobre in- 
competencia, personería y fianza de arraigo. 



Sumario. — i" La Justicia Nacional «s competente para co- 
nocer en la acción civil y criminal que se deduce por violación 
de la U y nacional sobre marcas de fábrica. 

2 o Dichas acciones pueden ser gestionadas pur medio de apo- 
derado. 

3° La fianza de arraigo precede cuando el demandante es 
estrangero no domiciliado en la República. 



Caso. — Se comprende leyendo el 

fftoSS* M SWm WtAmrut 

m 

Buenos tires. Hayo 3 de 1884. 

T vistos : estos autos, en lo relativo á las excepciones dedu- 
cidas por D. Pedro Inchauspe t en ta demanda promovida con- 
tra él» por los Sres. Honoré Secrestat y Pedro Lasalle. por fal- 
sificación de una marca de fábrica; 
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Y considerando: I o Que presentada la demanda i\ f. 4 por 
D. Adolfo Richard, como apoderado sustituto de D, Silvestre 
Desviat, apoderado de D. Juan Lasalle, quien se decía, á su vez, 
representante de los Srrs. Honcré Secres t a t y Pedro Lasa 1 le ■ 
propietario de la marea de fábrica, que se pretende falsificada 
por Inchauspe, presentándose para acreditar esta serie de pre- 
sentaciones, el testimonio de poder de f. % 

2? Que corrido traslado de e?ta demanda, la parte de ln- 
chauspe, sio contestarla, dedujo, en su escrito de f. tí, las excep- 
ciones de faltado personería en el mandante Juan Lanalle, por 
no ser propietario déla marea en cuestión, del mandatario prin- 
cipal, por no referirse su poder sinóá asuntos civiles, y tratarse 
en este esso de un delito, « uva acusación no puede íntcer^e por 
apoderado, según la disposición de lafl leyes 7% C. ÍO, L. \" Y, J. 
y 0* título 1°, Partida 7 o , por requerirse para estos casos pode- 
re» especiales, y por no encontrar e el acusador domiciliado en 
el territorio déla República ; j del mandatario sustituto por 
no haberse observado el orden de reemplazantes que establece 
el poder de f. 2; de incompetencia del Juzgado, en cuanto á la 
acción civil entablada; du defecto en el modu de proponer la 
demanda, por la acumulación que su b i hecho *)e las acciones 
civiles y criminales: y finalmente, la du arraigo del juicio, por 
ser los querellantes cstrangeros sin residencia en el país. 

3" Que de estas excepciones, solo han quedado subsistentes, 
después de la presentación del nuevo poder da f. (J8, la relativa 
á prohibí* ion legal de entablar acciones criminales por apode- 
rado, estando ausente de la Hejailiica el poderdante ; la de in» 
compete acia y la del arraigo del julón, pues las demás, siendo 
relativas á la forma y cláusulas de los poderes contenidos en el 
documento de f. % han quedado sin importancia práctica, desde 
que las objeciones 4 que dió lu-ar dicho documento, han sido 
obviadas por la presentación del instrumento de f. 62, y desde 
que, en conformidad a la superior resolución de f. 95, et Jux- 



gado debe resolver Its cuestiones pendientes, teniendo en cuenta 
el mérito J la importancia de las clausula* del poder de f . 60. 

4° Que con respecto á las excepciones subsistentes: la que 
m funda en la prohibición de las leyes antes citadas, no tiene 
aplicación al caso presente, pues la acusación Be refiere i la 
falsificación de una marca de fábrica, delito definido y penado 
por la ley de 10 de Agosto de 1876» como múximsn, con multa 
de 500 1 fls. 6 prisión de un ii ño; mientras que las leyes ci- 
tadas poT la parto demandada, se refieren a pleitos sobre que 
puede venir sentencia de muerte ó perdimiento de miembro ó 
desterra miento de tierra para siempre, como muy esplfcitamente 
tu espHca las leyes 15 del Estilo y \% C. 5. P. 3*. 

5 o Que la competencia del Juzgado para conocer a) mismo 
tiempo de las dos acciones, como ta procedencia de la demanda 
que las acumula, resulta juacificada de los artículos 35 de la ley 
de Mareas y 371 de la ley de Procedimientos. 

0> Queta de arraigo del juicio está fundada en el artículo 74 
de la ley de Procedimientos, siendo la cantidad de diez mil 
pesos m/n, que reclama el demandado, excesiva, con relación á la 
naturaleza del asunto, en que el más i mu n de la pena es qui- 
nientos pesos fuertes. 

Por estos fundamentos, fallo, no batiendo logar á las excep- 
ciones deducidas p t la parte de D. Pedro Inchauspe contra la 
demanda de los Sres. Pedro L isalle y Honoré Secrestat» con 
excepción de la de arraigo del juicio, que declaro fundada, que- 
dando fijado el importe de la fianza que deberán otorgar los de- 
mandantes para este objeto, en la cantidad de un mil pesos 
moneda nacional oro : en su consecuencia y previa la escritora 
correspondiente, D. Pedro Inchauspe conteste derechamente la 
demanda en el término de la ley, sin especial condenación en 
costa». Hágase saber, notificándose con el original y repónganse 
los sellos. 

Andrés Cgarriza. 
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Bueno» Aires . Agotlo 19 de 1884. 

Vistos: por su- fundamentos, se confirma» con costas, el auto 
apelado de foja ciento veinte j ocho; y repuestos loa sellos, de- 
vuélvase. 

J. B. GOAOSTIAGA. J. DOWNGCEZ. — 
U LADISLAO rHUS. — S. M. LASflUB. 



CAUttA LXSIII 



Gifford hermano*, contra 1). Diego Hrath, por cobro ejecutivo 
de peto» y rendición de cuenta»; tobre prisión preventiva. 



Sumario. — Ordenad* U prisión preventiv a del deudor por 
aparecer m insolvencia y presunciones de fraude, ella del» ce- 
sar, presentándose un arreglo de cuenta* posterior á la deuda, 
aunque se oponga que el arreglo ha sido obtenido con dolo. 
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€mo — Gttord hermana, acreedores de Diego Brash y C\ 
y cesionarios del socio «t FU go Brasa, demandaron i éste por 
cobro de an pagaré protestado, y por rendn ion de cuentas. 

For iuformaeion sumaria, acreditaron que en Vas cuentas 
paaadai porBrash había adulteración en las partidas y pilieron 
■e decretase contra él prisión preventiva. 



Bacnot Aire», Junio H de 

Considerando: I' Que D. Diego Brash es ejecutado por deu- 
das comerciales de plazo vencido y debidamente protestada! 
ante la Municipalidad de esta ciudad en ausencia del deudor. 

T Que en el balice presentado por Brash á la casa de 
Gifford hermanos, a cuya orden han sido extendidas las obliga- 
ciones practicadas, iiguran acreedores supuestos, según lo de- 
muestran las cartas agregadas á f . 00 y 02. entre los cuales 
puede citarse a ü. Felipe Klein, que aparece acreedor por se- 
senta? siete mil noventa pesos moneda corriente, manifestando 
éste, sin embargo, ft f . . . que lo mas que podrá adeudársele, es 
de eneren ta a sesenta pesos por gastos en el Club. 

9» Que en la carta de f . 60, firmada por el que fué tenedor 
de libros deBraih y C\ se meiicunun otros hechos que cons- 
tituyen vehementes presunciones de fraude en los procedimien- 
to* de la casa comercial de Brash y C% al objeto de hacer figu- 
rar acreedores supuestos, lo que, dado el estado de insolvencia 
de aquella, no puede tener otro propósito que defraudar 4 los 

verdaderos. 

4* Que la ley del Congreso de 96 de Junio de 187*. que su- 
primió H prisión por deudas, eiceptuó de este beneficio los ca- 
sos de imolventes en que sumariamente se acredite que ha ha- 
bida dolo ó fraude por parte deUeudor. 
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Por ¿¿tos fundamentos, el Juzgado resuelve ordenar la prisión 
preventiva de D. Diego Brasil, debiendo el autor ejercitar sus 
acciones en el término de un mes. 

Virgilio Tedia. 

Brash presentó un contrato de disolución de sociedad» de 21 
de Enero de 1884, por el cual Gifford Tendía á Brasil sus accio- 
nes sociales, y diciendo que en ese arreglo se habían ten. lo 
presentes las deudas sociales, y en su virtud ni debfa el pagaré 
protestado* ni tenia obligación de rendir cuentas, pidió la cesa- 
cinn de la prisión preventiva. 

Giflord opuso que el contrato de disolución se hadia hrcho 
en base i las cuentas adulteradas por Brasil, y que por tal ra- 
zón era nulo, 

Buenos Aires. Junio £3 de 1884 

Autos y vistos ; considerando: 1* Que la detención preventiva 
de D. Diego Brash fué decretada á mérito de 'documentos co- 

los indicios ofrecidos por sumaria información de procedimien- 
tos fraudalentos del demandado para eludir el cumplimiento 
de aquellos. 

£• Que Brash ha presentado el convenio de disolución y ar- 
reglo definitivo de cuentas con tos SS. Gifford hermanos, agre- 
gados áf., cuya autenticidad, estos han reconocido en 1* dili- 
gencia def... por el cual quedan los demandantes obligados á ra- 
eojer los pagarés que han motivado la demanda, renunciando a 
todos los derechos que hubiesen ó pudiesen tener en la sociedad 
Diego Brash y C* 

& Que sin entrar, por ahora, á discutir el fondo de ese arreglo 
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f 1m ntfiw que se hayan empleados para llegar á él, es bás- 
tanla, por lo menos, pai,¿ l¡,u-er ees» las medidas preventivas, 
decretadas contra la persona del deudor, puesto que, según di- 
chos documentos, aparecen convenientemente arregladas las 
obligaciones en que aquellas se fundan* 

Por eetaa consideracioner y sin perjuicio de las acciones qne 
añadan hacer valer loa demandantes en el juicio competente, y 
en ¿ta, además, da que D. Diego Brash ha constituido apode- 
rada, el Jugado resuelve hacer cesar la prisión preventiva del 
eapreaado Diego Brash, librándose al efecto el correspondiente 
oficio 4 la Policía. Notifícese original. 

Yirailio Tedm. 

Boeno. Aires. Agosto 96 de 1881. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja ciento trea vuelta, Bepuestoa loa aelloa, devuél- 
vanse. 

j, b. GoaosTUr.a.— j. dokkgcex. — 

VLAftlSLAO FftlAS* 



CAVIA UIIT 



Contienda de competencia entre el Juez ISacional del Crimen 
de ia Capital, y el del Crimen de la Provincia de Buenos 
Aires, en la causa sobre suicidio de un preso en el Departa- 
mento de Potkia de dicha Provincia en Buenos Aires. 



Sumario, — El suicidio de un preso en el Departamento de 
Policía de la Producía de Buenos Aires, sucedido en la ciudad 
de Buenas Aires, después de su cesión para capital de la Nación 
y antea de la traslación de dicho Departamento á la Capital de la 
Provincia, debe considerarse como sucedido en la Provincia, y 
su conocimiento corresponde & ia Justicia Provincial. 



Caso. — Félix Luna, preso en el Departamento de Policía de 
la Provincia de Buenos Aire», que funcionaba en la ciudad de 
Buenos Aires, se suicidó en Noviembre de 1883. 

La Policía de la Capital de la Nación se presento para levan- 
tar el sumario, y la de la Provincia ae lo impidió. 

La Policía de la Capital, dio cuenta al Juez Nacional del Cri- 
men, j éste pidió informe al del Crimen de la Provincia, pi- 
diéndole también que manifestase ti se consideraba competente 
para conocer en la cansa. 
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ACTO 



IVEI ML CHIMEN M LA PROVINCIA 



Buenos Aire», Noviembre 10 de 1883. 

Auto* j fistol : De acuerdo con lo espuesto por el Agente 
Fiscal, en su precedente tistu, hágase saber por oficio al Sr, 
Joetdel Crimen de la Capital Dr. Julián L. Agiiírre,que en el 
J rugado del Crimen de la Capital, de la Provincia, á cargo del 
Dr. Barraquero, desempeñado momentáneamente por el infras- 
cripto i causa de la enfermedad de aquel, se ha recibido la 
cauta por ta muerte de Juan Luna, que no se le remite por no 
«star en estado, por haberse orden-ido diligencias; y que el 
Juigado se cree competente para conocer en ella. Haciéndose 
esta manifestación, no obstante lo pedido por el Agente Fiscal, 
pues este Juzgado no encuentra suficientemente fundadas las 
razones que dá para negar un informe que resulta implícita* 
mente de lo dicho v que en nada menoscaba la autoridad del 
Juzgado, 



Ante mí: 



A. Yilgré Lamadnd. 



AUTO ML JDEE NACIONAL DEL 



Bueno* Aires, Noviembre 19 de 1863, 

Autos j vistos; considerando: I a Es un principio de legis- 
lación universal, que la jurisdicción por razón del territorio es 
un atributo esencial de 1» soberanía, sin mas excepciones que 
las que el mismo soberano establece, como la exterritorialidad 
acordada á laa casta da loa Ministros Diplomáticos. 
El Jugado considera inútil abundar en citas de leves, juris- 
y opiniones de autores que reconocen el mismo prin- 
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cipío y se limitará á recordar las prescripciones constitucionales 
j leyea del Congreso, cnya errónea interpretación esplicurá, sin 
duda, la extrulímiUcion de funciones de las autoridades provin- 
ciales en el cano sub judice. 

f Aunque la Capital de la República» por su organización 
política y indiciaría, presente aiulogí.ts con el de los Estados 
que constituyen la Confederación, el principio de la jurisdic- 
ción territorial tendrá siempra Ift fuerza y valor jurídico que 
emanan de la soberanía, de 1 1 Constitución y leyea Nacionales; 
val resolverse, legilmente, el caso actual, no podrá presciiidirse 
délas consideraciones siguientes: 1" que el artículo 102 de la 
Constitución establece el mismo principio; 2* que el Congreso 
ejerce una legislación exclusiva en todo el territorio do la Ca- 
pital (artículo <fí, inciso 97); 3* que el primer majistrario de la 
Nación es el Gefe inmediato y local de la Capital (artículo 86, 
inciso 3"). 

Consecuente con estas prescripciones fundamentales, la ley 
de U de Setiembre de 1863 estableció, que los Jueces Federa* 
les conoceifan de todas las causas criminales, cuyo conoci- 
miento competa á la Justicia Nacional, y entre ellas los críme- 
nes de toda especie que se cometan en lugares donde el Go- 
bierno Nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción. Loa 
motivos de esta ley son perfectamente aplicables en la Capital, 
aun coando no se trate de Jueces propiamente federales, puesto 
que son fundados en el principio de la junadle 11 " >n territorial, 
y en la fecha de esa ley no existían otros Jueces Nacionales, 
como los que se crearon después en la Capital, confiriéndoseles 
la facltad de conocer, no solamente de las causas de fuero or- 
dinario, sinó también de otras que corresponderían á los Jueces 
Federales si no se hubieran originado en el territorio de la Ca- 
pital (artículos 5* y 104, ley orgánica. Víase también informe 
de la Comisión Redactor» sobre fuero federal). 

3* Ante preceptos y doctrinas legales tan claras y cuando el 
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principal deber de loe Jueces es subordinar estrictamente ¿ 
•Uot tu procedimientos, sería necesaria une excepción, tam- 
bién eapreaa, para que «iertoe y determinado! casos no fueran 
comprendidas dentro de la jurisdicción de las autoridades de 
1» Capital; y esa excepción no ae encontrara consignada, esplí- 
cite ni implícitamente, en ninguna ley del Congreso que, como 
m ha dicho, es el único que ejerce una legislación exclusiva en 
todo el territorio de la Capital. 

La ley de Capital dictada por el Congreso y aceptada por la 
Legislatura de la Provincia, establece, en cuanto á jurisdiccio- 
nes: Que todos los Establecimientos y edificios públicos situa- 
dos en el municipio quedarán bajo la jurisdicción de la Nación, 
sin qne los Municipales pierdan por esto su carácter (art. 9>); 
que el Gobierno de la Provincia de Buenos Aires podrá seguir 
funcionando ain jurisdicción en la Capital, con ocupación de loa 
edificios necesarios para su servicio, hasta que se trasladen al 
lugar que sus leyes designen (art. 0°); que mientras el Congreso 
no organice en la Capital la Administración de Justicia, con- 
tinuarán desempeñándola los Jusgados y Tribunales Provincia- 
les coa su régimen presente, (art. 7 o ). Este último artículo 
quedó sin aplicación desde la fecha en que el Congreso orga- 
nizó la Administración de Justicia, sin reserva de ninguna clase 
para las autoridades judiciales de la Provincia. 

En cnanto i las dos anteriores, son concluyentes también, 
desde que si la clánsnla funcionar sin jurisdicción en cualquier 
establecimiento 6 edificio público, escluye naturalmente la da 
funcionar con jurisdicción, es claro, que únicamente concede 
un derecho transitorio de residencia al Gobierno de la Provin- 
cia, imponiendo autoridad y fuerza legal i los actos de sus po- 
deres públicos que deban surtir efecto en su territorio, como 
ton, tratándose del judicial, las resoluciones de loa Jueces, el 
mo de papel sellado provincial, etc . 

¿Cómo podría entenderse de otro modo la ley sobre Capital, 
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como ub ser Tuba fu nd a l.n n cate un reputado legislador ríela 
Provincia, cuando &e discutían las bases de ]¡i n existencia na- 
cional, i'ii Setiembre de 1862, capital, importa jurisdicción sin 
reserva alguna? 

4* Sin embargo» el Agente Fiscal, al aconsejar íl Juzgado 
que se desprenda de la jurisdicción que tan legítimamente le 
corresponde en el caso sab jtultce, Túndase en que la ley de Ca- 
pital, al conceder la residencia transitoria del Gobierno de la 
Provincia, con la ocupación de los edificios necesarios para su 
servicio, le acuerda iuiplfeitamení. ¡ ot Tazones de existencia, 
plenitud de jurisdicción dentro de los límites de sus edi Ocios. 

Tal interpretación, el Juzgado la considera completa mente 
errónea y contradictoria con los términos claros y preeisosde la 
misma ley y con lai prescripciones fundamentales y doctrinas 
ya citadas. No son las conveniencias locales las que deben pre- 
valecer en las resoluciones judiciales, sinó la letra y espíritu du 
las leyes que rigen el caso (art. 31, Const, N«.J. 

Demuéstrase, por el absurdo, la inconsistencia de semejante 
principio, admitiendo la hipótesis de que el Gobierno de la 
Provincia podría estender fácilmente su jurisdicción con solo 
aumentar el número de casas que reputara necesarias para su 
servicio. Que tenga jurisdicción ó facultades disciplinarias en 
el interior de sus edificios, auu cuando las faltas ó contraven- 
ciones asuman ulgunas veces las proporciones dü un delito, 
como por ejemplo, los de desacato y atentado á su autoridad ú 
otras que por su naturaleza pudieran comprometer su inde- 
pedencia, dificultando el libre ejercicio de sus funciones, es cosa 
muy distinta de la jurisdicción plena, que emana de la sobe- 
ranía nacional sobre todo el territorio de la Capital. 

En el presente cuso, se trata de averiguar por las autoridades 
de ésta, las circunstancias de la muerte de un preso en la casa 
que ocupa la Policía de la Provincia puraque, si como se dice, 
ha sido por suicidio, existen cómplice*, ó sí ha habido homici- 
r. xviu, 9 
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dio, someteren uno y otro casólos supes tos culpables á sus 
jaeces naturales, que son los de la Capital. Es decir, pues, que 
se trata de una causa ordinaria, qne en nada afecta 1a integridad 
de las autoridades provinciales 

Nada importa tampoco que el suicida, el complico ó el autor 
del homicidio, sean procesados de la Provincia ó estén, por con- 
siguiente, sometidos i su jurisdicción, desde que por el momento 
solo as trata de la formación del sumario, siendo mas tardo que 
as nade decidir cuál de 1 is dos autoridades lo procesará primero, 
y lo entregará á la otra para su juzgamiento, despnes que baya 
terminado su jurisdicción, del mismo modo que se practica 
respecto de los procesados por las de diferentes provincias. 

Este es también el precedente observado por el Señor Juez 
de 1» Provincia Doctor Ramos Mejia en el caso de un procesado 
y otro penado que cometieron el delito de heridas en la Cárcel 
Penitenciaria y que fueron conservados á su disposioion, reser- 
vándose en el Juzgado de la Capital loa antecedentes que dicho 
mnjistrado le remitió por considerar ilegal la acumulación en el 
suyo del nuevo delito. 

Para que sucediera de otro modo, esto es, |>ara qne la autori- 
dad judicial de la Provincia pudiera conocer del delito come- 
tido tu la Capital de la Nac ión, seria indispensable que una ley 
del Congreso le hubiera acordado esa facultad, 6 que los Tribu- 
nales Nacionales le huí ieran delegado sus atribuciones, nada 
de lo cual sucede, ni podría realizarse por ser inconstitucional. 

Por otra parte, dada la situación excepcional de las autorida- 
des de la Provincia, la mútu t deferencia que deben acordarse 
los miembros de una sola familia y teniendo también en cuenta 
la jurisdicción disciplinaria, que no se les desconoce por este 
auto, ti Juzgado no habria tenido inconveniente en mandar 4 
sos agentes que recibieran la sumaria información que la auto- 
ridad provincial hubiera levantado en el interior de sus edifi- 
cios. Pero, según se le ha informado, no bu sido posible arrivar 
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A este medio conciliatorio por ln obstinadit pretensión de li 
misma en sostener su isclusiva com ¡ictericia para conocer del 
hecho den u nejado. 

Por estos fundamentos y no obstante lo dictaminado por el 
Agente Fiscal, líbrese exbotto al Sr. Juez del Crimen de la 
Provincia, con transcripción de este auto, pidiéndole se abs- 
tenga do intervenir en la causa mencionada y la remita á este 
Juzgado, que es el único competente para conocer de ella, 

Julián L. Águirre. 

VIST* DEL SEfiOR PROCURADOR CEKERAL 

Buenos Aires, Ágotlo 36 de 1884. 

Suprema Coríe: 

La cesión de esta Ciudad para Capital de la República fué 
un acto noble y generoso de parte de la Provincia de Buenos 
Aires* á que nadie la obligaba. Y puesto que la cesión era es- 
pontánea, pudo hacerla U Provincia, sin limitación, ó bajo 
ciertas reservas. — De hi'cho, se reservó el derecho de seguir 
ocupando los edificio* necesarios para su servicio, hastaque se 
trasladaran sus autoridades al lugar que eligieren para su re- 
sidenda. 

El Gobierno de la Nación aceptó gustoso la valiosa cesión, 
en los términos en que era hecha, es decir, nó absoluta por el 
momento, Binó con 1 i jeras limitaciones que cesarían luego. Auu 
la Administración de Justicia debía continuar á cargo de los 
Tribunales de Provincia* hasta tu uto se organizaran los de la 
Capital, 

No es, pues, exacta la aplicación que hace al presente caso el 
Sr. Juez Aguirre del precepto constitucional, que atribuye 
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ju.jtdicctcn acliawa al Gobierno de la Nación en el territorio 
do 1* CipiUl. 

Antes de perfeccionarse la cesión del Municipio, por le or- 
ganizacion déla justicia de la Capital y la traslación de las 
autoridades de la Provincia á su residencia definitiva, esa ju- 
risdicción no era exclusiva, sitió temporal y tranaitohamente 
limitada f ja por la jurisdicción atribuida á los Tribunales de 
Provincia, ya por U ocupación de los edificios reservados, y 
que en rigor, puede decirse, quedaban fuera de la cesión. 

T es aquí oportuno obtervar que esta ocupación no debe 
considerarse en los términos de la simple ocupación de un 
particular cualquiera, para lo que no era necesario reserva al- 
guna, 

Al reservarse las autoridades de Provincia el derecho de ocu- 
par los edificios necesarios para seguir ejerciendo desde ellas 
sus funciones, debe entenderse que se reservaban el derecho 
r!e seguir ocupándolos en las mismas condiciones que lo hacían 
a- tes; es decir, con la jurisdicción que se concede á toda auto- 
ridad dentro del recinto en que funciona, y que con razón se 
reputa indispensable á su independencia y su decoro. No hu- 
biera equidad, ni menos hidalguía, me permito decirlo, en in- 
terpretar la cesiou en términos restrictivos, limitando la ocu- 
pación que se reserva la Provincia ¿loque la Constitución ga- 
rante al último habitante de la República. 

T aun prescindiendo de las consideraciones que dejo es- 
puestas, no veo la razón por qué no haya de acordarse á un 
Gobierno de Provincia lo que se concede á los Ministros Es- 
tranjeros. 

Si por una ficción de derecho, la habitación de un Ministro 
extranjero se considera la prolongación del territorio de la 
ion que representa, ¿por qué, por la misma ficción, el re* 
lo que ocupe, en igualdad de condiciones, un Gobierno de 
Provincia no ha de considerarse la continuación de su propio 
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territorio ? En el ejercicio de aquellos poderes que las Provin- 
cias se han reservado, no son menos independientes, en sus re- 
laciones con el Gobierno General, que las mismas naciones es. 
tranjeras. 

Concluyo pidiendo á V. E. confirme la jurisdicciun del Juz- 
gado de Provincia. 

Eduardo Costa. 
r*H* £| I» tapmam Carte 

Buenos Aires, Agoslo 36 Ü« 1884. 

Vistos : De conformidad con lo espuesto y pedido por el Se- 
ñor Procurador General en su precedente vista, se declara que 
el conocimiento de esta causa, coi responde a) Jues del Crimen 
déla Provincia de Buenos Aires. Kemitánsele en consecuencia 
los autos, y avísese al Juez del Crimen de esta Capital. 

J. B. GOMOTIAGA. — I. DOMINGUEZ. — 
(LADISLAO FRIAS. 
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Criminal, emita 0. JuanB. Tai' fila, por sutlraccion fraudu- 
lenta ; sobre encarcelación bajo fianza. 



Sumario. — Debe concederse la escarcelacion bajo fianza en 
los delitos para los que el míximuu de la pena, es la de dos líos 
de prisión, hallándosela cansa en plegaria y habiendo sufrido 
el procesado una larga prisión preventiva. 



Caso. — El procesado por sustracción frnudalenta, D. Juan 
B. Tare lia, estando la causa en plenurio y habiendo sufrido ya 
mas de quince meses de prisión preventiva, pidió ser escarce- 
lado bajo fiama. 

£1 querellante, D. Raimundo Reguera, se opuso, pero adhi- 
riéndose el Ministerio Fiscal á la petición, se dictó el siguiente 



Paraná, Junio 11 de 1864, 



Fur las consideraciones espuestas por el Procurador Fiscal y 
de ■cuerdo con lo pedido por él, se concede la escarcelacion so- 
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licitada bajo fianza carcelera; para lo cual se fija la multa d« 
cuatro mil pesos nacionales. Notifícese al interesado que 
proponga fiador abonado. 

T. Pinto. 

VISTA DEL BESüR PROCURADOR GEfcEftAL 

Buenos Aires, Agosto 90 Je 1881. 

Suprema Corte: 

En la apelación que se dice pendiente ante V. E. f sobro la 
misma encarcelación que hoy solicita D. Juan B. Ta ve lia, fué 
mi parecer que debia V. K. revocar el aoto del Juzgado de 
Sección que la negaba. Fundábame principalmente eu que fal- 
taba ya muy poco para que la prisión alcanzára al málimun de 
la peno, que se reconocía, debia sufrir el procesado, probado el 
delito. Este máiimun, doa años de prisión, ha sido ra excedido, 
ó está para serlo, sin duda alguna. Con doblada ratón* pido 
hoy, por consiguiente, la confirmación del auto recurrido* 

Eduardo Costa. 

Bnenoi Airo», Agosto 36 de 1884. 

Vistos : Por sus fundamentos, y de acuerdo con lo eipuesto 
j pedido por el Señor Procurador General, se confirma el auto 
de foja tres vuelta. Repónganse loa sellos y devuélvase. 

J. E. COROSTIACA. — J. DOHÜGUSE. — 
i LADISLAO niAS. 
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Criminal, contra IK Juan ft. Tari'lta, por sustracción fraudu- 
lenta, sobre excarcelación. 



Sumario. — Acordada á pedid» del procesado la encarcelación 
bajo lianza, quedi sin objeto la petición de escarcclacion hedía 
anteriormente por él mismo. 



Caso. — En la causa contra Tabella por sustracción fraudu- 
lenta, éste, bailándose la causa en sumirio, pidió ser puesto cu 
libertad* 

Paraná. Enero .10 de 1881 

Autos y vistos ; considerando: <¿ae la legislación á que se re- 
fiere el articulo 93 de la Ley de 14 de setiembre de 1863 sobre 
delitos justiciables por los Tribunales de la Nación, es la común 
qne se encontraba vijentc en todas bs provincias en la fecha de 
dicha ley y no los Códigos ó leyes especiales que cada una se 
haya dado con posterioridad ; que si bien las penas establecidas 
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por esa legislación, han caí rio en de i uso por sn crueldad, el ar- 
bitrio judi ¡al no podría ir hasta aplicar una pena inferior á la 
señalada por los Códigos modernos, entre los cuales el de esta 
Provincia, invocado por el procesado, fija la de dos anos de pri- 
sión, para loa que se constituyen en insolvencia por ocultación 
maliciosa desús bienes, artículo 325, que 89 la causa que motiva 
este proceso; que esto establecido, aunque se computare el 
término de prisión preventiva de quince meses, sufrida por el 
encausado á consecuencia del recurso que se interpuso, siem- 
pre tendría que sufrir nueve meses de prisión en caso de resultar 
COndcn ¡ido. 

Que por otra parte, no habiéndose evacuado las citas relati- 
vas al esclarecimiento délos cargos pendientes y al descubri- 
miento de los cómplices de la ocultación. U escarcelacion en 
este estado del juicio, podria dejar fustrada la investigación res- 
pecto de los demás culpables. 

Por esto, no se hace lugar, por ahora, á la escarcelacion soli- 
citada. Repónganse, 

T. Pmtot. 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GE3ERAL 

Buenoi Airea, Hayo 13 de 1881. 

Suprema Corte: 

Kncuentro fundada oüta apelación. 

Guian mi juicio dos hechos capitales : 1°, que el mismuJuez 
admite que elmtsimun déla pena seria doí año* da prisión; 
í°, que ai procesal) hi sufrí lo y i casi la totalidad de la 
pena; mas de año y medio. X poto mas, vemlría á resultar que 
la prisión preventiva eicederia al mismo máximun, lo que es 
contrario á todo principio de justicia. 

No es admisible el fundamento deque ta escarcelacion di8- 
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«litara las diligencias del sumario. Tiempo sobrado ha tenido 
«1 8r. Joet para adelantarlo, j lo que no baya hecho basta 
sao», ta difícil lo pueda hacer en adelanto. La demota en la 
instrucción de lai causas, no es Tazón bastante para privar in- 
definidamente de 10 libertad al procesado. 

Pido, por tanto, la revocación de la sentencia apelada, en la 
inteligencia de que la escarceiacion se acordará bajo fianza 4 

Eduardo Costa. 

Mle> al* tm ateawaeM C«*4* 

Bueno» Aires, Aposto 36 de 1884. 

Habiéndose resuello con esta fecha, el incidente Tenido en 
apelación ante esta Corte, sobre eíeorcelpcion bajo fianza del 
preso Don Juan B. Tavella; agréguese e*te espediente A aquel, 
y devuélvanse como esté mandado, al Juzgado de su proceden- 
cia, previa reposición de sellos. 
■ 

j. a. GonosTUi;*— j. domuguez. — 

ULADKLAO FRIAS, 
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Crimina L contra />. Juan H. Arnaud y su esposa, por delitos 
cometidos en el Asilo Nacional de inmigrantes; sobre com- 
petencia. 

Sumario, — La averigua eion y castigo de di Utos cometidos 
dentro de establecimiento» en les que el Gobierno Nacional 
tiene absoluta y exclusiva jurisdicción, corresponde á la justi- 
cia nacional. 

Caso. — £1 Presidente de la Comisión de Inmigración del 
Paraná pidió al Juez Federal de ese punto, instruyese un su- 
mario sobre desórdenes cometidos por Arnaud y su esposa, 
encargados de la limpieza del Asilo de Inmigrantes, é injurias 
proferidas por estos, contra los empleados, dentro del estable- 
cimiento. 

|1 Procurador Fiscal, ¿ quien se pasaron los antecedentes, 
opinó que la averiguación y castigo de los delitos denunciados 
no era de la competencia del Juez Federal. 

Paraná. Abril % de 18W. 
Estando previsto el hecho denunciado, por el inciso *• del 



artículo 30 de la Ley Pensil d< I i de Setiembre de 1863, é impor- 
tando además una obstrucción al buen servicio de lus emplea- 
dos de una oficina nacional, de acuerdo con el inciso 3 fl , artículo 
9° de U Ley de Jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales, se declara ojie el proveyente es competente para 
conocer del delito denunciado. En consecuencia, procédasp á 
instruir el correspondiente sumario. Líbrele oficio al Sr. Gefe 
de Policía de esta Capital pura que se sirva hacer comparecer 
ante este Juzgado á los individuos Juan Arnaud y &u esposa, 
para la audiencia de mañana á las ocho, á fin de que presten 
declaración, y notifíquese á los empU-artos de la Oficina de In- 
migrantes D. Manuel Aulí y D, Julio Giacomellí, pura que com- 
parezcan en la misma audiencia y con el mismo objeto. Y pro- 
cédaae en lo demás como hubiere lugar. 

T. Pintos. 

VISTA DEL SESOh PROCL KADOR GENERAL 

Buenos Aires. Agosto 36 de 1884. 

Suprema Corte: 

Los hechos que denuncia el Presidente de lu Comisión de 
Inmigración del Paraná, corresponden simplemente al conocí* 
miento de la justicia correccional de aquella localidad. 

Las palabns de una mujer desvergonzada, su actitud agre- 
siva hacia un empleado subalterne de la administración, 110 
constituyen el delito de desacato contra la autoridad ', previsto 
y castigado por el título VI de la ley de Setiembre. El artículo 
30, en que el Sr. Juez apoya su competencia, se reüere á hechos 
que, mas qne á las personas, se dirijenal desprestigio y menos- 
cabo de la autoridad que los funcionarios de cierta elevada 
esfera representan. 
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La agresión grosera de los esposos Arnaud, en nada afecta 
la autoridad que inviste la Comisión de Inmigración, ni per- 
turba sus funciones. Son meros insultos dirijidos á Ja persona 
de uno de sus empleados» que la policía correccional se encar- 
gará de corregir, si á ello lucra requerida. 

No es mas feliz la invocación que hace el Sr. Juez del ar- 
tículo 3" de la Ley di» Jurisdicción y í 'oiapetericia. 

Hasta su lectura j>;ira persuadir fin*- este artículo se refiere á 
crímenes en violación de las leyes de la Nación; á crímenes que 
ofendan su soberanía}- seguridad; que desfraudeu sus rentas, 
que obstruyan ó corrompan el buen servicio de sus empleados ; 
que violen ó estorben la correspondencia de los correo^; en una 
palabra, á hechos graves, y no á simples faltas de lijera imper- 
tinencia, que en nada comprometen la marcha regular de la 
administración. 

Sírvase V. E. revocar la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 

VmUm 4* I» ñmp**—m Vmmtm 

Buenos Aires. Setiembre fi de 1884. 

Vistos; Considerando: que los delitos, cuya averiguación y 
castigo se solicita, han sido cometidos en el Asilo de Inmi- 
grantes, creado en la ciudad del Paraná por Decreto del Go- 
bierno Nacional, y enelque éste tiene absoluta y exclusiva ju- 
risdicción; y atento lo dispuesto por el inciso cuarto del artí- 
culo tercero de la Ley sobre Jurisdicción y Competencia délos 
Tribunales Nacionales, se coulirm t el auto d< 1 foja trece vuelta, 
y devuélvanse. 



J. B. GOROSTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
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0" teaum Oyueta de Zorraquin, contra el iir. i). Manuel Gal 
vez, por deslinde; sobre competencia, 



Sumario — No corresponde á la justicia nacional el conoci- 
miento de las causas civiles entre dos argentinos de distinta 
provincia, siendo otra diversa la en que se ha suscitado el 
pleito. 



Caso. — En 25 de Octubre de 4883, Be presentó ante el Jua- 
gado Federal de Santa Fé, 1). Jusé Muría Echagüe, en represen- 
tación de D' Isa u ra O vuela de Zorraquin, vecina de la Provin- 
cia de Buenos Aires , y espuso : 

Que venia á promover cuestión de competencia jurisdiccional, 
tomando para ello la vía de acción y declinando de la jurisdic- 
ción del señor Juez de i' Instancia de la ciudad de Santa Fé, 
por inhibitoria. 

Que su poderdante pidió la mensura de un campo de su ex- 
clusiva propiedad, situado en el Departamento de la Capital de 
la Provincia, la misma que se ha verificado en elTribunal de 1* 
Instancia de Santa Fé. 

Que esa mensura ha sido protestada por el Dr. D. Manuel 
Galvei, residente en la ciudad de Paran», provincia de Entre 
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Ríos, quieu Be dice perjudicado con «lia y por lo cual deduce su 
acción contenciosa, ante ese Juzgado de Provincia. 

Que está dispuesto por las leyes Nacionales qnerijen el ceso, 
que esta causa corresponde a la Justicia Nacional, á mérito de 
la distinta vecindad de las personas. 

Que, por tanto, pedia al Tribunal dirijiese oficio al señor Juez 
de *• Instancia de la ciudad de Santa Fé para que se inhiba y 
remita el espedipnte, según lo dispuesto en los artículo» % 45 y 
46 de la Ley de Procedimientos. 

En otrosí pidió que, á fin de acreditar la jurisdicción Fede- 
ral, es tomase declaración á los testigos Dr. D. < irlos Paganini, 
D. Joaquín Fillol, D* Juan Pinero y al Dr. D. Domingo del 
Campo, al tenor del siguiente interrogatorio: 1° Por Us genera- 
les de la ley, 2° Digan los dos primeros señores si saben y les 
consta, que el Dr. D.Manuel Calvez es argentino y reside es el 
Paraná, provincia de Entre Rio». 3P Digan loa dos últimos se- 
ñores si saben y les consta que la señora Isanra Oyuela de Zor- 
raquin reside en Buenos Aires. 

En 25 del mismo el Juzgado mandó recibir la información 
ofrecida, verificada la cual, paso el espediente al Fiscal. Este 
funcionario pidió que el Juzgado se declarase competente, por 
estar el caso ocurrente comprendido en el inciso 2" del artículo 

de la ley Nacional del 1 1 de Setiembre de 1863. 

Tmtf 4*1 Fedml 

Rosario. Octuliw 30 Je 1883, 

Autos y vistos : con lo pedido por la parte y espuesto por el 
Sr. Procurador Fiscal ; y en virtud de b.iberse acreditado que 
el caso es de fuero Federal, por la nacionalidad y diversa vecin- 
dad de las partes, declárase este Tribunal competente para co- 
nocer en lm causa, según lo dispuesto por el articulo inciso $" 
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de Ib ley de Ude Setiembre de 1863. En «u consecuencia, librese 
oficio al Sr. Juez de I a Instancia de Santa ¥é f con las copias cor- 
respondientes, para que se sirva abstenerse de conocer en este 
asunto, remitiendo sus actuados á este Tribunal, en conformi- 
dad con lo dispuesto por el artículo 46 de la ley de Procedi- 
mientos. Repónganse. 

luviria. 

En dos de Noviembre se libró el oficio al Jue* de 1* Instancia, 
el que no fué contestado, á pesar de cuatro reiteraciones en e) 
espacio de nueve meses. 

Ed estado, el Juigado de Secciun elevó á la Suprema Corte el 
espediente, con el siguiente 

ALTO DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario. Julio í de 1881. 

Elévense los antecedentes al conocimiente de la Suprema 
Corte Nacional, á fln de que se sirva adoptar las medidas conve- 
nientes, para que el Juez de la ciudad de Santa Fé cumpla con 
los deberes que le impone la iej en sus relaciones con los Tribu- 
nales Nacionales, y que tan repetid;] mente ba menospreciado, 
haciendo imposible la administración de justicia. 

Zuvirin. 

VISTA DEL SESOR FROCl RaDOK GENERAL 

Suprema Corte: 

El preceder del Juagado de 1" Instancia de Santa Fe\ es in- 
justificable. 

En mas de medio año no ba sido posible conteste á los re i te- 
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rarios oficios que se le han librado, | ara qiti 1 -e inhiba riel co- 
i. ^imiciitoilti una catira eníre pcrson >s de distinta vee ii.diid. 

Sii se considera competente, ha debido sostener su jurisdic- 
ción, síiíú remitir los autos que se le piden. 

En uiiipiin caso ha podido ni doUidit guardar absoluto silencio. 

Jj i aerial de la justicia si'i í i inelicaz y hasla cutio pitillo 
¡. muría, si no hubiera ¡uedius de compeler á cada imo .il cum- 
plimiento di* su deber. 

Sírvase V. E. librar oficio al empresario Juez de Santa Vé, 
ordenándole remita ¡i su conocimiento, eo el término de ter- 
rero rtia, los autos que le lian sido pedidos, u.tj» nperriuNiiieiiío 
riegue si no lo luciere, V. K. mutilará sacarlos de su poder por 
la fuerza públh a sin perjuicio «i^ !•> den ás ti que baya, lugar. 

Eduardo Costa. 

F»I1» tle U iasffui» torle 

BuuBOi Airea, Setiembre 6 Je 1684. 

No obstante la indisculpable conducta observada en esta 
causa por el Juez de Primera Instancia de lo ( i vil de la 
ciudad de Santa Fé, notando esta Corto que el Juez de 
Sección de Santa Fé no es competente para conocer de ella 
por uo ser las partes de distinta nacionalidad, y porque aun- 
que de dhersa vecindad, ninguna de filas es de la Provincia 
cu que se ha suscitado el pleito, según se acredita por la 
i .i'urmaeion pruduciria á folio cincuenta y seis, res* -el ve no 
acceder á la queja inf rpucsta por el Jutz de Sección de Santa 
Fé, á quien se devolverá este expediente para que proceda 
cu» arreglo á derecho. 



I. fi. GOROSTIAGA. — J, tlOWüGl'EZ. — «LADISLAO 
miAS. — FEDERICO IBAUGtrilEK. 
T. XVIII 10 



ISO fallo* m la suprema com 



CAVIA iXtlI 



/>. tíuilkrmo Lehmann y C, Cristian Ciauss, contra Petrona 
V. de Ir ¿ando, por deslinde: sobre competencia. 

Sumario. — La oposición á una mensura importa un juicio 
contencioso, y su conociniirnto puede ser t raido á la Justicia 
Nacional, por la distinta nueiou.ilidad de lan parte». 

Caso. — S" comprende leyendo la vista y fallo que sigue 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

I 

Bueno» Aires, Julio 11 de 1884. 

Suprema Corte : 

Es jurisprudencia establecida por esta Corte que, si tas dili- 
gencias de mensura no constituyen propiamente un juicio, y 
son del resorte de las justicias locales, pueden, no obstante, 
dar lugar I un juicio de jurisdicción federal, siempre que surja 
¿ su respecto contradicción entre laa partes, y sean estas de di- 
versa nacionalidad ó Tecindad. 

Tal parece ser el caso del Sr. Leuuiann, 

Practicada una mensura a pedido de la Sra. Candioti do 
Iriondo, argentina, el Sr. Lehmann, estranjero, la protesto y 
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habiéndomele corrido traslado, declinó de jurisdicción unte el 
misino Juez local t aeojiéndoM* ó los Tribu nale« de la Nacioa. 

El Sr. Juez de Santa Fé sosluvu su competencia, aduciendo 
fundamentoa inaceptables, por ser contrarios áli jurj-prndeii- 
eia estabb eida por V. E, á que nio he referido antes. 

El Sr. Lcbmann, en vez dé teurrir á Y. K., único Juez com- 
petente para dirimir cuestiones di- este género, su dirijo al Su- 
periur Tribunal de Justicia de Su nía Fé, y éste continua la Bffl* 
leticia del inferior, haciendo suvoísus fuud.tmentos, 

Lelunann ocurre en tunees, de hedí", A V. K., acnjiéudu^e á la 
conocida disposición delarlíeub¡ I I de l.i Ley de Sel icinbie. 

VA recurrente ba seguid» visiblemente un camino equivocado. 

Sosten i- tnlu el juzgado Ior;J jnrisdici imi. 1 ¡*"« o< u: Jir a! 
Juzgado Federal del Rosario, ó á V. K., y no al Superior Tri- 
bunal de Santa Fé, que no tiene misión ni poder en Ick étso&de 
competencia entre Tribunales de la Nación y de la Provincia. 

Lu cuestión que ahora surge es la siguiente : ¿Habrá perdido 
el Sr. Lehman n el derecho de ocurrir á V.K? Pienso que nó, 
si bien, nú en virtud del artículo li en que se apoya. 

La jurisdicción de Y. K. para decidir en última instancia las 
cuestiones de competencia, entre los Juzgados Nacionales, en- 
tre sí; entre los Juzgados de la Nación y los de Provincia, es 
privativa, y como tal, no puede ser prin gada. De otra manera, 
¿falta de un intérprete único y definitivo, vendría ó estable- 
cerse una verdadera anarquía cuesta importante materia, en- 
torpeciendo toda la Administración de Justicia, mus al á de !o 
que es posible imaginar, 

Kl recurso al Tribunal Superior de Santa Fé, no pudo confe- 
i irle una facultad de que carecía; y mí decisión, aunque no 
iuera, como es, contraria á declaraciones esplícitas de esta 
Corte, es de ningún valor. 

Debe, entónces, considerarse esta ciusa en el estndo que te- 
nia al declararse competente el Juez Civil de Sunta Fé. 
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«ruando el Juesque se considera competente por la partp, 
rehusare admitir la demanda, por juzgarse incompetente, dice 
el artículos* de la Ley de Hde Setiembre, podráapelarse para 
la Suprema Corte, ala cual se remitirá el espediente en relación ». 

Cuando el Juez que se considera por la parte incompetente, 
insiste en sostener su jurisdicción, parece indicado el inicuo 
proceder» 

Pido, en consecuencia, ordene V. B". sean remitidos d su ro- 
unciDiieoto loa autos en cuestión, 

Eduardo Costa. 

r*ll« úr 1* lMprMn> t*»r*« 

Hornos Aíi-h*. SplieinLn- ihk lH8¡. 

Vistos el ¡n ni rdo estos iiut<í, de los cuntes rcsultu que la 
Rcnnru dotin Petrona Candioti de Iriondo, argentina, inició ante 
el Juzgado de Primera Infancia de la Capital de la Provincia 
d Santa ¥¿ la mensura de tin canil o, situado en aquella Pro- 
vincia ; practicada la cual, fi é protestada por don Guillermo 
ULmann j d n Cristian Glaoss, estranjeros, quienes, notilicados 
para formalizar ;u oposición, ban dtciinudo de jurisdicción, j 
reclamau el fuero nacional, Wjjíni el inciso segundo del artículo 
seguudo de la ley de catorce uV Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres, que se les ha negado l"> r resolución de) Superior 
Tribunal de dicha Provecí.:, CftD cuyo motivo han interpuesto 
unte e^ta Corte, el recurso que acuerda el artículo catorce de la 
referida ley. 

Considerando que, puesta en ruó lio n la vjilidez de una ley 
nacional la decisión definitiva ha sido contraria á ella, se de- 
tiara babir lugar á dieho recurso, con arreglo al inciso primero 
de) articulo catorce citado. 
Considerando, en cuanto al punto cu discusión : 
Que los recurrentes han b-elio uso de un derecho que les 
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acuerda la ley, al promover, como lo han verificado, la cuestión 
de competencia, por medio de declinatoria ; 

Que la Constitución Nacional es la que ha deslindado las 
atribuciones de las autoridades de la Xacion y de las Provin- 
cias, siendo ella, las leyes del Congreso y bs tratados con las 
potencias estrangeras, la ley suprema del país: 

Qne según su artículo fien y el segundo, inciso segundo de 
dicha ley, corresponde á la jurisdicción nacional el conocimiento 
y decís i fin de las cansas entre argentinos y estranjeros ; 

Que conforme al artículo doce de la misma ley, la Jurisdic- 
ción de los tribunales nacionales, es privativa en esas causas* 
escluyendo á los juagados di* Provincia, con las excepciones que ¿l 
Índica, ninguna Je las cuales se refiere á los juicios de deslinde; 

Que en este caso, no hay división de la continencia de la 
causa» desde que la única cuestión existente es entre los re- 
currentes y la señora de lriondo ; y aunque la hubiera, no seria 
motivo legal suficiente para que la jurisdicción federal no en- 
tendiera en el apunto, puesto que tiene lujarla división de la 
continencia de la causa, como consecuencia forzosa de la diver- 
sidad de fueros, según la doctrina común, cuando el Juez no 
tiene jurisdicción plena para conocer de todo el pleito, salvo 
disposición espresu de la ley en contraria, como en lo* juicios 
universales de concurso de acreedores y partición de herencia, 
que es una de las excepciones que establece el mencionado artí 
culo doce, y en los casos de que habla el artículo diez, en los 
que, para surtir el fuero federa' , cuando varios ejerciten una 
acción solidaria, ó son demandólos por una obligación solidaria, 
es menester que cada uno tenga individualmente el derecho 
de demandar 6 pueda ser demandudo ante los tribunales nació* 
nales; 

Que los recurrentes se oponen al deslinde practicado á soli- 
citud de dicha señora, reclamando el fuero nacional, y hay, de 
consiguiente, un caso contencioso entre estranjeros y una ur- 
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gentína, cuto conocimiento en responde al respectivo Juez do 
Sección, según el inciso segundo del artículo segundo citado \ 
Que esta es la doctrina sobre la materia, seguida constante- 
mente por la Corte fea usa treinta y tres, tomo diez y seis, se- 
gunda serie, pajina ciento sesenta y cinco. Cansa entre don 
Fernando Campero | la Provincia de J tijuy, sentencia de diez 
y siete de Febrero de mil ocliueient'H ochenta y uno (t)y causa 
ciento diez y siete, tomo nueve, segunda série, pAjina ciento 
setenta y seis, di* los fallos), siendo inaplicables al caso en 
cuestión las decisiones que en contrario se invocan ; pues la 



] La cansa inil irada y el fallo en Hia recaído, no fu.- publicado en 
oportunidad: para *uh*.ait.ir la omisión. piiblna arpii: 

mito di- ■« im mmm ***** 

Itiicn-ii Air», Febrero 17 de 1881 
Vistos y considerando; ¡'rimero : Que la autorización dada 
por el Juez de Primera instancia de la Provincia de Jujuy, para 
deslindar los terreno:» declarados p.»r sentencia ejecutoriada de 
esta Suprema Corte, de propiedad de esa Provincia, no consti- 
tuí ye un verdadero caso contencioso; 

Segundo: Que este caso solo puede tener lugar, y su conoci- 
tfÜttÜto corresponde originariamente ¡í • sta Suprema Corte. 
Cuando después de prs ettoada la mensura, resultasen perjudica- 
dos los derechos del señor Campero, y este tuviera fine entablar 
por ello demanda eoiit a la Provincia de Jujuy. 

IVr estos motivos y de conformidad con lo espuesto y pedido 
por el señor Procurador General, se confirma el auto apelado 
íMJtugaJode Sección de Salta, foja cuatro vuelta; y satisfechas 
las costas y repuestos los sellos, devuélvanse estas actuaciones. 

J, D GOfiOSTIAGA. J. DOMINGUEZ, — 
O. LEGL IZAMOS . - U LADISLAO FRIAS. 
— 8- N- LASMUR 
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primera (causa ciento ochenta y siete, tomo cuarto, primera sé- 
rie), se refiere á un deslinde pedido ante la justicia nacional, 
después de fenecido el juicio ante la jurisdicción provincial, 
y la segunda (?ausa ciento diez y siete citada), corrobora dicha 
doctrina, desde que se funda en que la petición de mensura no 
importa un caso contencioso, como es necesario para que la jus- 
ticia nacional ponga en ejercicio sn jurisdicción. 

Por estos fundamentos; de acuerdo con el dir timen del señor 
Procurador General, en cuanto á la competencia déla jurisdicción 
nacional, se revoca la sentencia de foja setenta y ocho de los autos 
traídos i la Tinta para mejor proveer, y se declara que el conoci- 
miento de esta causa, en lo concerniente á la cuestión entre los 
recurrentes y la espresada señora, sobre el deslinde referido, 
corresponde al Juez Nacional de Sección de Santa Fe\ á quien se 
le remitirán dichos autos, d los que se agregarán las actuaciones 
referentes al recurso interpuesto, avilándose por oficio al Supe- 
rior Tribunal de Santa Fe, á les fines consiguientes. Repón- 
ganse los sellos y notifiquen con el original. 

J tt. GOROgTIACA. — I. DOMINGUEZ. 
— ULADIStAO FRIAS. - FEDERICO 
IRARGCREN, 
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CAIMA I, X X X 



i). Itemigio Itñ/al. pof Ü. Juan Montero Teh'iu¡ue, contra /).//. 
Leroux; por falsificación tle marca de fábrica-, sobre ¡teno- 
nería. 



Sumario, — Kl poder vm\ facultad di- perseguir las falsüi- 
Cactoues, comprende la de perseguirlas ante los Tribunales. 



Caso,— 1). Remigio Kigal, con poder tit* U. Juan Montero Te- 
]¡i]í|i]f, para persiguir ln falsificación de la marra de fábrica 'lo 
Chocolate La Gallega, acusó pi>r facilitación de dicha marca, á 
1). II . laToux. 

Este opuso falta de personería, y el arraigo del juicio, fun- 
d i iido la i'ritneru excepción en que el poder no facultaba ú Jíi- 
gal para presentarse ante los Tribunales. 

Rigal ofreció arraigar el juicio, y respecto de la falta de per- 
soneria dijo que el poder no le prohibía presentarse ante los 
Tribunales, y desde ([ue se le encargaba de perseguir la falsifi- 
cación de la marca, esté iucluia la facultad de hacerlo judicial- 
mente. 



ir>7 



Valla del Jarm Mml 

Rueños Aires, Enera ?9 tic 1881 

Vistos; por los fundamentos espesados en el presente es- 
crito, que el Juzgado encuentra perfectamente arregladas, se 
declara improcedente la excepción de falta de personería 
opuesta por el demandado ; y en cuanto ¡í la excepción de ar- 
raigo, ofreciéndose el Sr. Rigal tí otorgar la lianz.i, man ¡ueste 
ta parte contraria su conformidad ú discn-irormidad. 

Virgilio Todin. 

Buenos Aire». Seiidnhre fl d« ]88|, 

\ i>i-is: por sus fundamentos, -¡e conlirina, cu.: rífela*, el auto 
apelado de foja cu tiren ta y una; repuestos los sellos, devnél- 
ra«c. 

J, B. GOBOSTlAGA — J. DOMINGUEZ. 
— IXAMSLAO FRIAS. - miEMCU 

ibagCrek. 
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('AUNA 



D. Carlos A. Jones, rontra IK Felipe Itorman. por cobro desai- 

vataje; sobre COSÍOS. 



Sumario. — El actor que de^te de U d « manda, debe pagar 
todas las costas del juicio. 



Caso. — IX Carlos A. .Iones, d ¡riendo haber cmi tratad o con 
el Agente de Seguros, U. Felipa Dormán, t i s¡tkatajede la carga 
de la Urilish Crown, demandó á éste por i obro de pesos. 

Se con ti rió traslado, notificándose á Dormán el 20 de Fe- 
brero de 1884. 

Dormán contestó, ci 5 de Marzo, que él no había contratado el 
sakataje, y que el ('¿pilan Tozer, que era el contratante, había 
pagado eH°de Marzo lo que debía, según el documento que 
acompañaba. 

Conferido traslado, esposo que estr atiaba la contestación 
presentada por Dormán, siendo así que la cuestión había sido 
arreglada el i a de Marzo, j pidió se diera por terminado el juicio. 
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rail* <|«| J.» Mml 

Buenos Aires. Mnrao 19 de IfflH, 

Vistos: hi hiéndase arresta lo las partes, estrajudicialmente, 
cn;i anterioridad á la fecha de la contestación á la demanda, y 
en vhta de lo pedido en el precedente escrito, dase por termi- 
nado es te juicio, | arehíve^el espediente, pagando cada parte 
sus costas. 

Virgilio Tedm, 

lli»nnan reclamó de este fullu, por no imponer á.Ioncá el cargo 
de im c-istus. 

Uuimios Aires. Alinl 1 de liSHi 

Autos v vistos: Por los fundamentos aducidos en el prece- 
dente escrito, y teniendo espec ialmente en consideración que el 
arreglo estrajudirial celebrado por et demandan** lo fau sido 
ron una persona distinta á la demandad,! en este juicio, la cual 
ninpiiim intervención liu tenido en aquel, y q ;c, por canai- 
Rttíente, el auto de fu ja <J3 vuelta, en la parte de que se recurre, 
ha sido diñada por error, se reforma este en cunnto [manda que 
cada parte pnpie su* costa», y ¡it-nto el desistimiento de la 
demanda, lucho pnr i). Oirías V Jone», después de haber sido 
coulestuda, se declara que las costas de este juicio son esolnai- 
T;imente á su cargo. 

Virgilio .IT Tedin. 
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Buenos Aire», Setiembre tí de 18R1. 



Vislos: IVr sus fundaun utos, se cnuJirni:i, con cosías, el mito 
■pelado de loju Mienta y tinco vut'lia. Hepuestos los sellos, 
deTiiék..8e. 



h. Juan Tudurtj. contra IK Jocoho .1 . y ti. Juan ti. fyfflfatm 
berg, jtor interdicto de amparo; sobre comfidma'a. 



Su ma rio. — T FallaiLi uno causa ante los Tribu miles de 
Provine i t, el cumplimiento de >us resol peioues debe gestio- 
narse ai) te los mismos. 

2° Siendo dos las personas (temnndadua* y no procediendo 
l»or razón de un» de ellas el fuero federal, el conocimiento de 
U causa corresponde a Ioí Tribunales de Provincia, 



J. B. GOltOSIIAGA. — J. DOHIKGLEZ. 
— ILADI&LAO mi AS. - FEDERICO 
lliAnGlREN. 



< aína 



üE Jlísm:u tUClOiCAL 101 

Caso. — Los Tribunales de K'itre líios resolvieron una cues- 
tión sobre deslinde cutre !os hermanos Hpangemberg y l:i suce- 
sión de W Rosalía K. de (Jarcia Zúííijra, ordenando la fijación 
de ti na linea riiri<oi-ia entre las propiedades de las dos partes. 

Los hermanos Spangemberg pidieron ante et Juez de l" Ins- 
tancia de Gualeguaychú la ejecución de la sentencia, solici- 
Unido se mandara frezar la línea lijada por un Agrimensor. 

MI Juez lo nombró, y se trazó la línea, fiándose cuenta que D, 
Juan Tudury, sucesor de la sucesión de I>* Rosalía K. de í¡ar- 
cit Zúñiga, había protestado la operación. 

El referido fcr. Tuniry se presentó al Juez Federal del Pa- 
rauá interponiendo interdicto de amparo, alegando que el cono- 
cimiento de la causa le corre-i poiidía por ser I). Jaeobo A. Span- 
gemberg vi< e-f onsul Alemán en üualeguayebú, j pidió que 
dirigiera o litio de inhibitoria al Juez de I* Instancia que estaba 
cunociendo eu la mensura, que era la cansa de turbación de su 
posesión. 

El Jup?. de Sección así lo proveyó, 

avio bCL jiez he i* wmmm 

ttaaleitaayrbú. M.irzo 11 de If»|. 

Autos, y listos estos obrados, iui-íadujt por el exhorto diri- 
gido por el Kr. Juez Ked.-r.il de esta Provincias pel.cíimdel re- 
pro enlant 'i!*' U. Juan Tudury, en i-l que, dccLr¡índo<e compe- 
tente, pide á Hilé Juzgado se inhiba do conocer en el juicio po- 
sesorio, promovido por Tudury contra B. Ja i»bo A, y I). Juan 
<¡. Spangenibc-g y remita á aquel Tribun 1 lo acUiado; oído el 
Agente Fiscal, y i'onsj demudo: I" Que los prucedinficiitos que 
se siguen ante este Juzgado vers n sóbrela ej-'cuciou de la sen- 
ten <*ia «leí Superior Tribu ía! de Justicia de la Provincia, dic- 
tada en el juicio «le uv usura seguido entre los Sres. Spangem- 
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berg y la sucesión de D. Mateo García Zúñiga, cuya ejecución 
que no pueden decretarla sitió los Tribunales de la Provincia, 
que en los juicios radicados y fenecido* ante ellos, como sucede 
con el de ios Spangembirg y García Zúíiiga, tiene la plenitud 
de jurisdicción para hacer cumplir sus mandatos. 

9 o Que si se consintiera en la inhibición pedida por el Sr. 
Juez Federal, resultaría la anomalía de que, ocurriendo i un 
Tribunal de distinta jurisdicción y de gerarquía inferior, se sus- 
pendiera y se harta ilusoria el cumplimiento de las decisiones 
del mas alto Tribunal de la Provincia, lo que no es legal, pues 
de ellas no hay man recursos que lo* establecidos en el Código 
de Procedimientos Civiles de la Provincia, en el articulo 23 de 
la ley de 10 de Octubre de 1869, sobre justicia nacional, que 
autoriza á ocurrir á la Kupreuiu Corte de la Nación, en el casti 
por el determinado y en ios casos establecidos por el artículo 
i 4 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, sobre jurisdicción y 
competencia de las Tribunales Naciunules, que dá facultad para 
apelar ante la Suprema Corte y nó á los Juzgados de Sección, 
de las sentencias de los Tribunales superiores de Provincia. 

3 o Que la linca, que en el escrito transcrito en el exhorto se 
dice que este Juzgado ha mandudo trazar como una mensura 
nueva, no es otra que la determinada en la sentencia de u 
Kxma. Cámara de Justicia, como resolución final del juicio de 
mensura fallada, ta que ha sirio trazada pnr el Agrimensor nom- 
brado por este Juzgado, en rebeldía de la parte de (Jarcia Zú- 
ñiga y á petición de los Sres. Spangcmberg, obrando en lo* ante- 
cedentes de la ref. reneia, la protesta formulada por D. E. 
Tudury, á nombre de su señor padre, y la que s»-rá tomada en 
consideración en su debida oportunidad, de donde resulta que 
tal operación no es el resaltado de un nuevo acto de jurisdic- 
ción sitió ia consecuencia de la que por la ley ejercen los Tribu- 
nales de la Provincia en el juicio radicado ante ellos, y cuya 
última resolución se trata de cumplir. 



oe jcsrau nacional Ifti 

Por estos fundamento^ este Juzgado resuelve no hacer lugar 
á la inhibición pedida por el Sr. Juez de Sección, declarándose 
único competente para conocer en la acción intentada ante él, 
sobre ejecución de la sentencia de la Eima. Cámara de Justi- 
cia de la Provincia, en eJ juicio de mensura entre los Sres. 
Spangeinberg y la sucesión de L>. Mateo Garcia Zúñigrt. 

Hágase saber esta resolución ¿il Sr. Juez de Sección exhor- 
tante, con el oficio de estilo, al que se adjuntará cúpia de ella, 
de la vista liseal y un certificado del actuario sobre las partes 
que litigan y la naturaleza del juicio cuya ejecución se sigue 
ante este Juzgado, pidiéndole al mismo tiempo lo deje libre 
parí proseguir sus procedimientos, avisándoselo en su caso, para 
en el contrario, remitir los antecedentes á U Suprema Tort,- para 
la decisión de ta competencia. 

Conrado H. Chaves. 



I'arjná. Marzo 29 de 1881. 

Autoí, y vista la contienda de competencia promovida, por 
el Juez de 1* Instancia de (íualeguaychii, en e! juicio posesorio 
iniciado ante e>te Jugado por I). Juan Tudury, eontra D. Ja- 
cobo A. y 1). Juan tí. Spangeinberg, fundándose para ello en que 
sus procedimientos tienen por único objeto dar cumplimiento a 
una semencia del Superior Tribunal de Jiistici.i déla Provincia, 
recaída eu un juicio de mensura sostenido entre los Sres, Span- 
gerobeig y los sucesores de García Zú Tuga. Y considerando: 
<¿ue la cosa juzgada solo tiene autoridad entre las mismas per- 
sonas que intervienen en el pleito, nop.idicndo efectuarse les- 
pectode tercios que no ban sido oídos y vencidos en juicio, 
por el principio de que res Ínter altos judicata aiteri ñeque 
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naceré ñeque proteste potett. y habiendo regido el fallo del 
Superior Tribunal de Ü Provincia ru mi juicio de mensura se 
guido entre Spangeuiberg y los sucesores de García Zúñig", 
según lo dice el mismo Jui z de Gualcguayehú e» m mito, y no 
constando que L>. Juan Tudury sea representante de l»s dere- 
chos sucesorios de García Boñiga, los procedimientos del men- 
cionado Juez, mandando practicar mensura en campos deque 
pretende estar en posesión, á título de dominio, l>. Juan Tudury. 
evidt lilemente no son en cum¡ liiuit uto de la sentencia i lau- 
cada del Superior Tribual de la Provincia, la cual solo puede 
tener ejecución contra los sucesores deíiarcia Zúñigu y no con- 
tra Tudury, que no fué pirte: 

Que ésto establecido y habiendo deducido D. Juan Tudury 
demanda de mantención en la posesión, fundado precisamente m 
e] hecho de la mensura, á que >e refiere el Juez de !• Instancia 
de Uuuleguaychú, eontra 1). Juan y D. J acolo Kpeiigcmberg,de 
los cuales el segundo es tice-Cónsul de Alemania en aquella 
ciudad, este Juzgado es competente pura entender en dicha de- 
manda, de conformidad il inciso 3' del artículo f de la ley de 
jurisdicción y competencia de loa Juzgada Federales: Que por 
consiguiente el Juez de i" Infancia de Gualcguayehú, si lien 
no manifiesta claramente la pretensión de ser cómprente para 
juzgar la acción posesoria iniciada aute este Juzgado, negán- 
dose á suspender sus procedimientos en lo relativo á la men- 
sura, que es el h cho que motiva el interdicto, por creer equiío- 
cadamente que ejerce jurisdicción para mandarla practicar, 
desconoce la de! proveyente para mandarla suspender y temar 
conocimiento de sus antecedentes, l0 r lo que el caso debe ser 
resuelto cu la forma establecida por el título 5" de la ley de 

Procedimientos Nacionales. 

Por estos fundamentos, insisto en declarar que este Juzgado 
es competente para juzgar el interdicto posesorio instaurado 
por Tudury contra los Spangemborg. y por consiguiente, para 
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mandar suspender los pro* dimiontos del Juez 9a i' Instancia 
de CiualeguajK hú, en cuanta se relacionan con este jun io. Elé- 
vense los antecedentes á la Suprema Corte, y oficien al Jur z de 
tíualeguayeuú para que se sirva elevar los suyos, i tin di' que 
recaiga la rosulucion que corre ponda. 

W. de T. /Vii/o. 

VISTA DEL StSOtt PROCURAD©* Gt>ERAL 

Suprema Corte; 

VA actor ha ocurrido al Juzgado Federal en razón de ser el 
demandado, don Jaeobu Soaigenbi r-. V ice-Cónsul del Imperio 
de Alemania, y es este el único fundamento en que el Sr. Juez 
apoya su jurisdicción, faja 10. 

Pero esto no basta. La acci-n >e dirige contral). Jaeolm y I>. 
Juan Spargenherg, y ha debido probarse que este último se 
encuentra también en et caso de demandar ú -i-r demandado ante 
lo> Tribunales de la Xacinn. 

Mientra» tanto, y por csi¡is«1i cansa, U Justicia Federal 
carece de jurisdicción y así ba deservirse V. K. declararlo. 

Eduardo Costa. 

Wtlm úm le. *u|»rrn«» Carie 

BiK'nu» Aires, Setiembre 9 de 1884. 

Vistos; Por los fundamentos del auto del Juez de Primera 
Instancia en lo ( i vil de la Ciudad de Goaieguayehú, que ctrre á 
foja once vuelta del segundo espediente remitido ante esta 
Corte, y de conformidad con lo espuesto y pedido por el sbüot 

T. IVUI 11 
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Procurador General, en su vista de foja ciento tres t)el tercer 
espediente, babada en lu dispuesto por el articulo diez de la ley 
sobre jurisdicción y competencia He los Tribunales Nacionales, 
se declara que el precitado Juez di- ta Provincia de KntreRius, 
es el competente para cuimeer de iMn causa. Remítasele en 
Cfiosecuen -ia lo» aulns, previa reposición tie cellos y avísese al 
Juez de Sección de l t ini-tua Provincia. 

1 Ü. i;«ltOSMACA. J. MMHWLU — 
IL.UUSLVO FIllAS. 
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R Cárfos CetttagñQ, mitta 0. Jvti M. Crespo; io¿re no innova- 

don durante el juicio. 

Sumario. — Pendiente la apelación en ju ir ios de posesión y 
propiedad, no debe hacerse innovación alguna enlt cosa objeto 
de ellos. 

f' ( iso. - D. Carlos Casta g no pHió á 3a Suprema Corte, que 
conoeía por apelación en dos juicio* aegtfidnt. uno por él wm- 
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tra D, José M. Crespo, sobre posesión, y otro por éste contra 
Castigno, sobre propiedad, que ordenase no si' hiciera inuovacim 
alguna en el campo objeto de dkhos juicios esponiendo que el 
Poder Ejecutivo de la ProvinHade Kntre Kios babi.i anulado su 
título, y m;mdud<i entregar el campo al ¿f. Crespu, 

Palle *> la tapn-am t'arl* 

Iludios Aires, ^lieo.hre 11 de 18S4. 

Hallándose ppndiente ante i sla Suprema Corte el juicio de 
amparo en la posesión, promovido por don < arlos Cu>tngno con- 
tra don JoséM. Crespo, y el de rei vindicad. .11 promovido por don 
JoséM. Crespo contra don Cl ríos t'ast aguo, subre el uumpo ven- 
dido, en trece de Mayo de mil orhoríe utos uehenta,á don Ju;in 
M. Febre, y por éste al doctor don líamon Febre y ií don í'árlos 
Castagno, por reiMir>o de ai-elacion interpuesto eu ambos 
apuntos por don José SI. Crespo; líbrese oficio at señor Gober- 
nador de la Provincia de Kntre Rio* para que ordene 110 se baga 
innovación alguna en díelio campo y se mantenga ¡í don Cárlos 
Castaguo en U posesión en que se halla, hasta que la Suprema 
Corte dicte resolución en los juieius mencionado-. 

J. B. GOHOSTIAGA. — j. DOyttGL'EZ. — L' LA- 
DISLAO mus. — rtutmco ibaiuíken 
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t). Antonio Cohn$Q* contra ta Pwpmcw tie Santa Féi sobre w- 
proftiucton y cautil 'etjnieio 



Sumario, — Kn e! j ni ¡"de ©apropiaron en que se procede 
á htsdiHgcWi'íaS relativa de coniormíJad Je partes, las costas 
que debe payar id exprimíante se I mitan á las de actuación y á 
los honorario s Je lo-, pvri o<. 



C as0m — h. Antonio lol mb» demandó al Gobierno d*í S;i uta 
Fé para qno le pagase el preciu ile expropiación de una Area de 
terreno qtie arma para \ \ Fi'. ro-í'arril Oeste Santa feci no, y 
cuyo pago estaba á cargo dél (íoliicrnn, en virtud de la h-y 
Provincial de 7 de Octubre Je 1881. 

Se nombraron peritos de conformidad de partes, lod que. en 
mayoría avaluaron el preciu en 39,ÍH pesos, siendo a reptad a 
la pericia. 

Colombo pidió se condenara á la Provincia a\ pago de esa 
Mima y Je todas las cusías del juicio. 

Kl representante déla Provincia se opuso á esta última pre- 
tensión, alegando que solo estaba -.büga la al pago de las eos- 
tas de actuación, y de los honorarios de 1o< peritos, segnn lo 



DE JI Nlít lA KlCtOdAl 100 

declarado por la Suprema Corte, en el tomo 7. página 187. sí- 
ríe i* de sus fallos. 

Falto de I» B«pr*BM Cari* 

Ruenna'Airi'*. Sflti-iitljrt* 18 de 1«H|, 

Vistos: Hallándose n.nseniida pnr las jiarte- la ¡ valuación de 
loa objetos espmpmdo*, pífoeac, en el termino de diez dias, por 
el apoderado del Gi.hierno «le balita W4 á don Antonio Colomlio, 
l i cantidad de tres mil novecientos treinta v lies peaos mimeda 
nacional, ron los intereses Á rstilo d. ltaneo. desde el dia en que 
Colombo fué desposeído d« m propiedad j con las co4as de este 
joicio; las (jue se limit.iráu á ta l« actuación y á N» honorarios 
de lo- peritos, en atención a haberse procedido á la* diligencias 
«te espropiacion, de conformidad de partes. Repónganse los se- 
llos y archívese. 

J. ft. GOnOSTUGA. — J. DOMIXGL'EZ. — UU- 
DIStAO FRIAS. — FEDERICO 18AKCCRES. 
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/>. Eduardo , asso, contr i el lir, ¡i. Marcelino Freyre;por de- 
saloja; sobre competencia. 

Sumario. — I o Ll print i ¡>ro de I t no retn>acliv¡dad de tai 
ieycs, no es ¡iplícablc alna de competencia y procedimiento, 

2? l'or la ley 'i ■ 18 iK- Se ti --mh re de 188 i, corresponden ai 
Fuero Federal las euu-as civiles entre los vecinos de ta Capital 
y los de las Provincias. 

Cato. — D. Fd nardo foftftt vecino de la Capital, demandó 
p.^r desalojo al Dr. I>. Marcelino Frevre, Tecino del Rosario. 

El demandado opuso la incompetencia del Fuero federal» ci- 
tando el caso de la seiWa Aincz.i^a contra el Sr, Machado 
Aranibnrú, fallado en l" de Agosto di- 1882. 

Kl demandante ah gó que ya había sido reconocido el Fuero 
Federal en Ja rausa entte l-s mismos, sobre cobro de arrenda- 
mientos. 

ralla 4*1 4hh IHtMl 

Vista ¡a eicepcion dilatoria de incompetencia pnimurida 
por D. Marcelino Frey re, en la demanda que te entabla sobre 



tlE JlsTti:U raoohal 



ni 



desalojo de na campo D. Eduardo Passo, siendo éste vecino de 
la Capital tic la República y aquel de ta Provincia de Santa Fe. 

Y considerando: I o Que ta lev «¡obre jurisdicción y compe- 
tencia de los Tribunales Nacionales establece, que estos solo 
son competentes para conour de las cimbas entre argentinos, 
mundo ellos ¡sean Vtcinos de distíttt >s Provincias, y un cuando 
lo sean, uno de una Provincia y otro de la Capital, y ¡mes aún 
no habia sido dii tuda envía época la ley de Capital <!e 15de 
Diciembre de 1881 ; habiendo, por tanto, esta lej modificado 
esencialmente las cuiidiciuijes legales, en cu¡+:itn á domicilio de 
los vecinos de la Capital y los de las Provincias que antes eran 
solo vecinos de distintas Provincia», procediendo para ellos 
como tales el Fuero Federal, 

t" <Jiic la Suprema Corte d»* Jnstieía Nacional, en la cau^a 
série SV lomo 15. pág. 285, procediendo en perfecto acuerdo 
ron lu sentencia del inferior .\ vista del Sr. Procurador General, 
ha resoetto ya, do una manen clara y terminante, sin que 
pueda dar Jugar á duda-; ni á diversas interpretaciones, que 
no corresponde á la Justicia Nacional y sí solo al Fuero de 
Provincia, por razón de diversa vecindad, toda em-a entre un 
vecino de la Capital de la República y otro de Provincia, n^ po- 
diendo ese auto di' la Suprema Corte, ti jetado sin hacer distin- 
ción alguna, apoyar la qre hace el oponente de que solo debe 
proceder esa jurisprudencia cuando el demandante sea el vecino 
del* Provincia, por cuanto esa resolución no hace esa distin- 
ción, ni habría razón alguna QlOsofieQ para que lo hiciera; y 
pues es un principio de derecho que cuando la ley, ó sea el 
fallo en nuestro caso, no distingue, no es lícito distinguir en 
su aplicación. 

3* Que mucho menos es atendible la razón que sedá para sos- 
tener el Fuero Nacional, de que este Tribunal conoció en ta 
causa sobre cobro de arrendamiento?, entre las mismas partes, 
por ser ellos procedentes de U misma linca cu jo desalojo hor 
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ie pide; porgue entooCca aún no era conocido por este Tribu- 
riftt ese fallo dictado p->r la Suprema tVte muy poco tiempo 
después de aquel la demanda, y cura publicación en * lo* fallos *, 
ba venido muy posteriormente, siendo adema* la demanda que 
hoy se entabla sobre desalojo, independiente y completamente 
distinta de ta que se interpuso sobre arrendamientos ¡mu 
cuando lltübos se refieren á la misma tinca; estribando uno y 
otro en muy diversas consideraciones de derecho. 

l'or estos fundamentos, decláru^e incompetente este Tri- 
bunal para Conocer en la presente cansí. Xotírfquese con el 
original y repónganse, 

Fenefan Zuvv-ia. 

VISTl DEL EESOK l'UUCVRAMM GEÜERAL 

Butinoi Aire*. Jalw U de 1884 

Suprema Córte : 

Se reconoce por una y alta (raite q«e el actor es vecino de 
esta Capital . y el demandado, de la l'rovimia de Santa Vé. La 
jurisprudencia eststiieclda por esta forte en tul caso es bi.-n 
notoria, y la sentencia apelada que á ella se ajusta, no puede 
menos de ser confirmo lii í»»r V. K, 

La circunstancia de que el Juzgado Í-Vderal haya conocido 
de unt cuestión éntrelos mismos interesados y por una acción 
que tenia su origen en el mismo futido, COJOS arrendamientos 
hoy se cobra, aún suponiendo que se encontraran reunidas ta- 
condiciones necesarias para establecer la identidad ante el de- 
recho, solo probaria que el Juzgado Federal conoció mal, y 
no obstaría ó que. m cu itquh-r estado do la causa, declarara su 
itie..mpt'teufiií|;, en el momento que á ello fuera requerido, ó 
simpleniente de oficio. 

Eduardo Vmta. 
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líesptu s detfefcala causa, aetlk-tü la ley nacional de 18 de 
Setiembre de 188Í. que gómete á ti jtirisdiceioH f - J "-ral las 
causas entre |$i vecin.is le las l'rnvi.M-ia- y i<is <|- la Capital, 
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Itii-ti'is Aires, S.Mifiiiliri' £í 18*1. 

Vistos: con arreglo á lo díspnest > p *r la ley <!■' diez y o luí 
del eorriente mes, y consuíi raudo: que el principio de l¡i mi 
Tetru.n tivtdiul de las lev es un es ap! rabie ¡i las de emiiiieteiieia 
y di. 1 procedimiento ; se declara que el .Juez de Sección de la 
Provincia de Santa Y(- r> rumpi't "rite para r<nnn er de esln cansa. 
Devuélvase eu eunsecneiH ia \&t autos previa repOSteian de 
sellos. 

J. ti. GWOSTUCA, — J. liOMinGUCZ - 
t I.AIHSUO miAS. 



Nota, — Igual resoluei n se dictó en la cania de \f Mauricia TibiiH 
de Cormaus contra la pruviiK-ia de Kntr*; llios. s.dire cumplí míenla de 
uita donación al lleneral I). Lucio Mausilla: «u la de [). Miguel de 
S.Iüs cmitra la provincia de Sania fe «obre cumplimiento de un con- 
trato; y en ta de los herederus Virasoro contra I). José María y Ü. Juan 
Antonio Gal irraga, veciiius de Corrientes, sobre cobrn de peso*, en 
las que las partes dcutainlad.is opusieron la excepción do competencia 
por ser winos de la Capital lo* demandantes. 
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0. Tesandro Santa Ana, contru IK Fehr Agüinada ; wf/re 

rendición tle cuenta*. 



Sumario, — El gerente de una *o'- edad, u\ cual una cláu- 
sula «leí contrato impone ln obligación de pr. sentar amulmente 
un balunce de M negocios sociales, deln* cumplir con dicha 
obligación. 

f«so. — Se refiere en el 

Miunlnx.i, |l¡i-it>mhn> 1 de IíWí. 

Vistos: estos autos seguid»! por I>. Luis lí. Tul», en repre- 
sentación de 1). Tesnndro Santa Aun, contra 1). Félix Agui- 
naga, sobre rendición de cuentas de una sociedad habida en- 
tre ambos par» la esplotueioti del Molino á vapor <E1 Cóndor», 
ubicado en esta Ciudad, y fábrica de fideo- am ia al mismo. 

Con lo espuusto, en contestación, por el demandado, quien se 
ha excepcíonado alagando no estar obligado á esa rendición de 
cuentas en f írtnd, por una parte, de no h;iber espirado el con- 
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trato social ni la duración, por consiguiente, de ta sociedad, y en 
razón, por otra, de carecer el demandante de todo derecho al 
respecto, por haber sido desapoderado de su acción como socio 
en ejecución seguida en so ronera ante los Tribunales de la 
Provincia y en virtud de remate judicial lleudo A cabo en 
ella, del que resultó udjudic ,t;irio de dicha acción su hermano 
I). Plácido Ayuio.i^.i. 

V considerando: l u Que la acción deducida, cualquiera que 
sea la denominación que el actor le dé, no puede tener otro al- 
cance ni otros efectos que los del arlíenlo H" del l'untrato So- 
cial, corriente a foja t j eil que uqnel se apoya, y por el cual 
se prescribe que el gerente ó gerentes de la compañía estarán 
obligados a dar anua Impute un balancé completo de todos los 
negocios de ésta, en las épocas que ellos consideren conve- 
niente, según así resulta del contesto todo de la petición y 
especialmente de sus párrafos 1 1 y ÍV¡ en que l» clthisula ren- 
dido» de cuentns es lomada m non i ruante rite o en el mismo 
sentido de aquel balaure. 

4* ■ la eiugeii.ícion de la partí- indivisa ilel demandante 
en los negocios sociales no quita á aquel fu carácter de socio, 
ni lo desapoderaría de los derechos de intervención ó inspección 
de los negi>cios sociales, que la t< y o el contrato de Suciedad le. 
acuerden, pufs dicha venia no importa ni puede importar en 
derecho art. 119 del Código de Comercio, y 107 j 1 10 cotn* 
binados del titulo /le ta Sociedad del Código Civil) oí ra cosa 
que la enagenacíoo de la parte de interés que aquel puede fe* 
tier ó de lo que él puede n-eilcr á la épuca de la disolución y 
partición de *u Sociedad, sin dar al adjudicatario, inmediata- 
mente, derecho de inmiscuirá en los ne^oci^s sociales, ni quitar 
■I ejecutado los que á este respecto le correspondan por la ley, 
y le convenga ejercer dentro de eiin,;por raíon de responsabili- 
dades que pueden caberle ú otros motivos que no es del caso 
apreciar en «ale momento. 
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Que con estos antecedentes no puede negarse al deman- 
dante el derecho á xigir el . .Lince o balancea enunciados, 
que el demandado Bfirnin haber practicado estricta meo te ofre- 
ciendo presentarlos a\ Jii7gado, ni ¡i la inspección 6 exámni de 
los líuros y demaü documentos que comprueben el estado de la 
administrarlo» soda'. 

Por tanto, definitivamente jiizjj; n n-1 ** declam que el deman- 
dad» I) Félix Agüinada está idil igado, ejecutoriada que ¡sea 
esta sentencio, á presentar al <x;imeit d< I demandante, los ba- 
1 anees anuales practicados en el est¡ihIecílnieiito enunciado en 
esta sentencia y practicar los que no se hubieren liccho en 
loa términos del articulo 8" del contrato de foja i*. Notifiquen* 
con el original y repóngase el p t pel. 

(\ th> la Torre. 

Huímos Aire*. 1 «•üemhtt 3U de 1884. 

Vistos: Por mis fundamentos» y sin prejnz-ar sobre la va- 
lidez ú nulidad dé la venta de ta acción social de Don Tesandro 
Santa Ana, por no ser e-te un punto comprendido en la de- 
manda, se confirma el auto upe lado de foja noven ta y cinco. 
Devuélvase en consecuencia los autos, previa reposición de se- 
llos, al Juzgado de la procedencia, y los truidns ad effectum 
vtdendi, al Juzgado de Letras de iu Ciudad de afend'txa. 



J, ft. UOMVSTUCA - J. DOMINGUEZ- — l'LA- 
IHSLAO FRIAS — fEDEMCO IBAHCCEEA, 
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Ú. Bmtia &enoitd, cmitm Ik Otintel hopet ; fúbre potmon de 

un mm¡* i. 



Sumario. — ü:i bs juicios posesorios, el trámite legal par* 
oir á las part>'S, es el juicio verbal. 



Caso. — l). Daniel López «¡guió mi junio contra D. Jorge 
Pintos para la restitución de un campo en I Haradero que le 
bahía entregado á título He comodato. 

Se dietfi sentencia, ordenando la restitución, y Pintee laeou- 
lintldn 

Como eumplimieutu de la misma y á instancia de López, se 
mandó librar ulieio al Juez de Paz para que los ocupante del 
va tupo reconocieran ú López eomo dueño. 

En este estaduse presentó Ü. Ferinnidu Iluur-iíeii, con poder 
de i). hmilio Ueuoud, riñiendo que éste había comprado 1 
campo á U 1 Tomasa Undriguez y se li.il Lilia en posesión del 
luismn, y pidió se dejara -in efecto el oficio que mandaba reco- 
nocer á López por dueño. 

El Juez üiispen di .i la remisiva del olicio, y citó ¡i las partes 
á juicio verbal. 
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López pidió sedeara sin efecto, alegando que Genoud no 
tenia nada que ver en el juicio seguido entre él y Pinttn, 

Huello* Airei. Julio 1« de lB8t. 

Siendo el juicio verbal el trámite señalado por. la ley en los 
juicios riogesorios, no ha lugar á lo (pie se solicita; en este es- 
crito, y ae designa para que tenga cft-tto, la audiencia del 30 
del corriente á lia doce. 

t garriia. 

r*tt* *• Ü Npnwi Vmwtm 

Buenos Aire», Setiembre *) Je 1884. 

Vistos: Por sus fundamentos se eoiiiiriue con costas el auto 
apelado de foja eiiuuen ta y <uairo. KeouestüS loa sellos, de- 
vuélvase. 

J. B. tiü ROSTI ACA. — J, DOMÜGUU- 
— (- LADISLAO miAS. — FEDEWCQ 
IBARGtiHEft. 
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t ALMA LXXXIIII 



Sl fueoJíadona^eontra Ih fttktko HarUkh ; sobre eapro- 



Sumario. — Kstamlo conforme* part-s <mi el precio di' iti 
expropiación, debe onlenar-e el abono <le e-ta. 



t'ffíü. — Lo espltra vi 

Srmiiagu del E*tero. «ayo Je JSH4. 

| fistos: estos autos iniciados ]tor el mandatario del Poder 
Ejecotiro Nacional, Dr. R.ifael liar toza, contra D. Federico 
Hartlkta, sobre espropiacion de una porción de terrenos que 
debe ser ocupada por la lín-a férre* que se construye di-sde la 
«Estación Friíis», del F. G, N. C, X. ( basta esti Ciudad; de 
cuyo exámen resulta : Que cutí fecha 19 de Abril último se 
presentó 1). Rafael Barbosa, en su carái ter de mandatario del 
Poder KjecutUo Nacional, iniciando et referido juicio y pidiendo 
se le conrocára á un juicio verbal con el propietario Br, Har- 
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Hicb. Que decretado por el Juez il refeiiiio juicio, tuvo esto 
lugar el día £3 del me* ya citado, esponieudo en ¿1 el Sr. Har- 
tlieb que avaluaba en cincuenta centavo* nacionales la Tara cua- 
drada de su terreno, habiendo ofrecido el mandatario del Poder 
Ejecutivo, solu veinte y cinco centavo* nacionales por igual su- 
períicie de terreno. Que *l 8*. Hartlich, á lin de llegar ú un ar- 
reglo amigable» hizo la proposición de dar la Tara cuadrada á 37 
y V ■ centavos nacionales, Que fueron nombrados peritos, por 
parte del Gobierno, el Sr. I). Ramón trámalo, y por parte de Har- 
tlich» el Sr. D. Juan Clmstensen. los que, espidiéndose, acón* 
tejaron se abonara la suma de treinta y un centaTOS naciona- 
les oro. por vara cuadrada del terreno del Sr. Hartlich. 

Y considerando : Que según resulta de las escrituras de pro- 
piedad del Sr.Hartlii h, la eumpra de él, se hizo en dos fracciones, 
la una en 41 deFebrcrode 18*J, p-r la cantidad de #b.50ü; y la 
otra en lo* primeros dias del mes que corre, por la suma de $b, 
7Ü0 chirolas. Que por tanto, esa- terreno* fueron adquii idus des- 
pués de decretada por el E*roo. liubierno Nacional, la construc- 
ción de la línea férrea, y aun mas, después de empezados los tra- 
baje» de dOustt acción. Que ftttfc lodo, para apreciar el ju.to 
valor del terreno, debe teñera en c< enia la ugla que establece 
el artículo 15 de la Ley Nacional de expropiación de bienes, 
que dice: que el valor tle los bienes, d*be regularse por el que 
hubieren teniilo, sí la obra no hubiese sido ejecutada ni aún 
autorizada. Que dada esta base ineludible de upreciueion, é la 
que debe ajustarse este Juzgu.lo, debe calcularse lo que hubiere 
valido el leí reúnen < uestí n, en OaW de que no se hubiere 
construido la línea féi rea de que se trata. Quedado el desar- 
rollo de la población de e*ta < iuilud, el aumento de los edifi- 
cios eu construcción, el mayor valor adquirido por lu* terrenos; 
y teniendo en vista las ventas practicadas de otros terrenos, 
puede aseverarse con verdad, que el terreii a de que se trata, 
sin la obra del ferro-carril, no hubiera alcanzado sino cuando 
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mis, al precio de diez centavos nacionales oro por metro cua- 
drado. Que apreciando ú este precio, el tota! del terreno del 
Sf . Hartlich, que se compone de ocho mil cuatrocientos y cin- 
cuenta metros cuadrados, á razón de diez centavos nacionales 
oro, el metro cuadrado, su valor total es de ochocientos cua- 
renta u cinco pesos nacionales oro; en cuya suma aprecio el re- 
ferido terreno; cuya cantidad, entregada que sea por el repre- 
sentante del Gobierno al Sr. Federico Hartlich, se le pondrá en 
posesión del terreno expropiado. Hágase saber. 

P* Olaechca y Alcorta. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aire<, Setiembre 8 de 1881. 

Suprema Corte: 

Xo encuentro exacto el fundamento de la sentencia del Juz- 
gado de Sección. 

El precio pagado un año antes no puede servir de norma para 
la expropiación, si circunstancias favorables ó adtersas, han 
concurrido á alterarlo. £1 precio de la expropiación es el que la 
cosa tiene en el momento de ser expropiada; no el que pudo 
tener antes, ó pueda tener después. 

No es tampoco exacta la aplicación que hace el Sr. Juez de 
Ja disposición de la ley, que previene se estime el valor do la 
cosa, sin relación al mayor valor que haya podido adquirir por 
el mismo objeto que motiva la expropiación. 

En el presente caso, es natural que, á la sola idea que el 
ferro-carril llegara á Santiago, la propiedad subiera, y mucho 
mas, una vez que la esperanza se convirtiera en realidad, mas 
ó menos próxima, por el comienzo de las obras. Seria empero, 
sobremanera injusto que aquel que concurre con su propiedad, 
T. xviii. a 
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fuera el único escluido de las ventajas que todoi lo» demás tío 
i reportar. Es natural que el terreno que Hartlich compró en 
1883, cuando no se pensaba en el camino, caliera mas en 1884, 
cuando había la seguridad de que llegaría a Santiago; y no 
sería justo despojarle del bien qne alcanza á todos. 

Se observa también con mucha razón, que el mayor valor i 
que la ley se refiere, es el que, inmediata y determinadamente, 
la cosa espropiida pudiera adquirir por alguna circunstancia 
especial. Si el terreno en cuestión, por ejemplo, se espropiara 
para estación, no podría pretenderse se le asignara el precio 
que por este hecho especial vendría á adquirir. Se observa, por 
último, con justicia que deben tenerse en consideración ios 
perjuicios que pueda originar la expropiación, y el menor valor 
que pueda traer el fraccionamiento. 

Pienso por todo esto, que las consideraciones que el Sr. Juez 
aduce para no aceptar la estimación de los peritos, no son 
fundadas. 

Pido en consecuencia ¡a revocación de su sentencia, y la 
aprobación de la estimación espresada. 

Eduardo Costa. 

IMIe 4e> la ñmpw w mm Cmrtm 

Buenos Ai reí, Octubre 3 de 1884. 

Vistos y considerando : Que el señor Procurador G literal, en 
•u vista de foja cuarenta y cuatro, pide que se avalúe el terreno 
de coya expropiación se trata, al precio que fijen los peritos i 
foja diez i y que el representante de don Federico Hartlich 
pide también por bu escrito de foja cuarenta que se asigne el 
mismo valor cuando menos ; la Corte resuelve, de conformidad 
de partes, que se abone por el mandatario del Poder Ejecutivo el 
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importe del terreno á expropiarse, al referido precio d-* treinta 
y nn centavas moneda nacional oro por vara ctia<] r;id;i, deján- 
dose en esta parte sin oferto, el auto a priado de foja dit*z j 
nueve vuelta, y debiendo Us costas ser i&tief echas pur mitad, 
ordena, en consecuencia, que se devuelvan los auto-, previa re- 
posición de sellos. 

J. B. (¡OLOS1IAÜA. — J. bOMlTiGLEZ. - 
FtÜEMCÜ HiAHCf nES. 

En disidencia» siendo mi opinión que deHe confirmarse íü 
sentencia apelada, por sus fundamentos. 

ULAU1SLAU FRIAS. 



O. Prudencio Ifiañez Vega, contra /J" Joaquina Arana tle 
Torres, por cobro de pesos. 

Sumarto. — Las dificultades que se suscitan sobre la intoli- 
geneia de las cartas dé crédito y de los obligaciones que resul- 
ten, deben ser decididos por ¡irbitradore¿, 
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Coto.— D.Luis Vega, por D. Prudencio Ibañez Vega, demandó 
iD 1 Joaquina Arana de Torres, por la suma de quince mil fran- 
cos que Ibañez Vega entregó á la señora de Torrea, en Paris, en 
virtud de una carta de crédito espedida por D. Luis ÍL Ruiz. 
agente del mísmi- en Bueno» Aires, por la suma de cinco mil 

francoa mensuales. 

El Sr. D. Gregorio Torres, esposo déla demandada, contestó 
que él se había euteudido con el señor Rol* para la carta de 
crédito, y que este señor no solo se había pagado de los quince 
mil francos, sioó que le era deudor de una suma considerable; 
y que el Sr. Ibañez Vega debía dirigir su acción ooutra dicho 
Sr. Rui» para el cobro instaurado. 

• _ 

WmU» 4*1 Smem Mml 

Buenos Aires, Abril 24 de 1884. 

Atento lo que dispone el artículo 033 del Código de Cnmercio, 
comparezcan a juicio verbal el dia Martes 29 del corriente á las 
2 de la tarde. 

Tedin. 

Follad* I» BMprm» «?•**• 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1884. 

Vistos: por sus fundamentos» se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja treinta y cuatro vuelta; repuestos los sellos, 
devuélvase. 

J. B. GOnOSTIAGA. — J. DOMISCIÍEI. 
— QLADISLAO PWAS. - «DUICO 
lUAAGCUEH. 
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CAUSA XC 



D.Juan Terrarossa, capitán del buque *Michclt%, contra f\ Oma- 
Hniy C' t por cobro de sobreestabas ; sobre excepciones dila- 
torias. 



Sumario. — I o No constituye excepción dilatoria la de no ser 
obligado, y la omisión de los documentos que instruyen la de- 
manda. 

2" La excepción de arraigo del juicio, en el ca*o del artículo 
74 de la Ley de Procedimiento, es excepción dilatoria. 



Caso. — D. Eduardo Haynes, por el capitán Terrarossa, con 
poder para demandar el cobro de sobreestadas á 1>. Jaime J. 
Van Oppen ó quien corresponda, demandó por dicha cansa á P. 
Ornar i ni y O el importe de 292 libras esterlinas y 10 chelines, 
alegando que los señores Omarini eran 'cesionarios de Van 
Oppen. 

Loa demandados opusieron que el obligado era Van Oppen, 
y do ellos; que el actor [do había acompañado á la demanda 
documento alguno que pruebe su obligación; y que Terrarossa 
era estrangero no domiciliado; y por lo tanto deducían las ex- 
cepciones de faltado personería, defecto legal en la demanda, 
j arraigo del juicio. 
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Fftlt» 4*1 JMfi FHml 

Ramio. Ahrit 98 di 1884 

Vistas : las excepciones dilucidas, Je falta de personería en 
el p roe tirador del ilem, uníante, defectos legules en el mudo de 
hacerla demanda, y falta de arraigo en A juicio; y 

Considerando, respecto á la primera, fundada en que el poder 
con que se presenta Haynes no le dá dereclio para demandar A 
P. Oiuarini j C\ ñor cuanto solo dice que es para demandar a 
D. Jaime J. Van Uppen. ó á quien corresponda, que ello no es 
procedente porque en la cláusula á quien corresponda, está 
facultado Haynes para demandar & quien él crea corresponder, 
según las relaciones jurídicas que lo Tinrulen con el asunto 6 
materia de la cuestión, est indo, á su vez, el demandado en su 
perfecto derecho para, ul contestar lo demanda y en el proceso 
del juicio, oledor y probar de que ella es improcedente á sd 
respecto, pues de lo contrario y haciéndolo por Wa de excep- 
ción» vendría á mt esta perentoria, que solo puede proponerse 
al contestar l» dt manda. Fallo de la Suprema Corte, série 
2\ tomo 9°, página 247. Y pues que, para saber si corres- 
ponde ó nú la demanda contra P. Omarini linos» sería menes- 
ter entrar á considerar el asunto en su fondo, lo que no es lícito, 
tratándose de una excepción puramente dilatoria, que ion las 
únicas permitidas por derecho en el fuero nacional. 

Considerando, respecto á la segunda excepción, que es igual- 
mente improcedente, porque la demanda está revestida de todas 
las circunstancia» requeridas por derecbo t pues consta en ella, 
quien pide contra quien, en qué derecho Ó título se funda, que* 
cosa se pide, y ante quién, Fallos de la Suprema Córte, Série 
2 a , tomo 0", página 2G3. 

Y considerando, en cuanto á la tercera sobre arraíge, que esta 
no es una excepción de las legales contenidas en el artículo 73 4a 
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la ley Nacional de Procedimientos, si bien pueda pedirse aquel, 
no es como excepción en los casos en que la misma ley permite 
Por estos fundamentos, no ha lugar & las excepciones deduci- 
das, con costas, y contéstese derechamente la demanda. Noti- 
fiques? con el original y repónganse loa sellos. 

Feneton Ztwirta. 

Falla a> la ftwpreama Carie 

Buenos Airei, Octubre 7 de 1881. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma el ñuto apelado, en 
cuanto no hace lugar á las dos primeras excepciones; y respecto 
á la última, sobre armigo del juicio, atento lo dispuesto por el 
nrtfculo setenta y cuatro de la ley de Procedimientos, se revoca 
dicho auto de foja veintisiete. Repuestos los sellos, devuélvase. 

J. B. GOBOSTUGA — J. DOMINGUEZ. 
— ULADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGCBEN. 
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CAUSA X C I 



Contra J. y l\ Dussaud finos, sobre exceso en el manifiesto del 

vapor « Vercingeiorix» 



Sumario. — Desiatiendio el señor Procurador General de la 
apelación interpuesta por la parte fiscal, deben devolverse los 
autos. (■) 



Caso. — En Majo de 1884 el oficial del Resguardo de la 
Aduana de la Capital (Destacamento en la Bahía), señor S. 
Córdoba, dirigió al G fe del Resguardo la siguiente nota: 

«En este momento recibo aviso que la lancha *Pio Nono» ha 
recibido del vapor francés tYercingetorix», entrado al puerto el 
6 del presente, Mea J, 1). 26 cajones. 

« En vista de esto, comisioné al Guarda Sr. Harina para que 
viese los manifiestos generales del citado vapor presentados á 
la Aduana, y según él noconstanen ninguno de ellos. 

« Como este caso importa una infracción á las Ordenanzas de 

(«) Bu causa, aunque no resuelta por la Suprema Corte, en villa dd 
de»iilitnienlü del señor Procurador General, se publica por lo que pueda 
ntereaar al comercio la doctrina etpueata por el señor Juez Federal y por 
el citado señor Procurador Gvneral. 
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Aduana, previsto y penado en los artículos 51 y 005 de las mis- 
mas, lo comunico al Sr. Gefe haciéndole presente que no he 
procedido con arreglo a lo dispuesto en el artículo 1041 de las 
citadas Ordenanzas por esperar que la superioridad delibere al 
respecto. Queda de custodia en la mencionada lancha el ( inania 
Sr. Ravina con órdenes de no permitir el desembarco de los 
citados bultos hasta nueva disposición». 

Levantado el sumario, el Sr, Administrador dictó la siguien- 
te resolución: 

Uwíoo» Aire», Havo 21 de 1884. 

Visto lo actuado en este espediente, y resultando que los 64 
bultos excedentes que se denuncian en los partes de foja* 1, 3, 
4 y 5, no fueron ad i ció nados en tiempo, es decir, por solicitud 
del Agente presentada en fecha anterior á la denuncia del Res- 
guardo: que la adición concedida con fecha 13 del corriente no 
solo fué en época posterior, sin ó que contiene la cláusula es- 
presa de que se concede «sin perjuicio de tercero», conforme a 
la doctrina establecida en los artículos 03i y 080 de las Orde- 
nanzas: que los certificados de la Administración de Montevideo 
que se adjuntan no tienen fuerza legal entre nosotros por cuan- 
to no existen tratado alguno con aquel país, y por otra parte, 
aquella Aduana se ha negado por reiteradas occisiones á sumi- 
nistrar á ésta datos que se solicitaban, de lo cual se desprende 
una conducta sospechosa, y considerando: 

1° Que el exceso es un hecho comproba lo. 

2? Que según lo resuelto por la Corte Federal en sus fallos, 
causa CX VI, tomo 15, pagina 557, y cansa XII, tomo 13, página 
51 1 los errores involuntarios de que trata el artículo 846 po- 
drán salvarse sin pena alguna solo en el caso de que la Aduuna 
no se haya apercibido antes. 

3° Que el documento de la Aduana de Montevideo no es ad- 
misible como prueba, por no estar comprendido en aquellos que 
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señalan loa artículos 497 0*5 y 1058. de las mismas Ordenan- 
tas. 

4* Que la circunstancia de que los referidos bultos hayan sa- 
lido de Europa pura Montevideo debidamente documentado», 
no importa probar la buena fé del consignatario, porque sin 
incurrir en temeridad, puede suponerse que prueba lo contrario, 
inaxime ü se toma en cuenta la demora det agente en hacer co- 
nocer su equivocación á esta Administración, se resuelve, 
usando de equidad, artículo iO.>6 de las Ordenanzas de Aduana, 
j aceptando como causa atenuante ta declaración de foja. . . de 1 
interesado, conmutar la pena de comiso en que ha incurrido, 
por una multa igual á un 50 por ciento sobre el valor del exceso, 
sin perjuicio de los derechos correspondientes al Fisco, caso de 
despacharse á la plaza la merc.ncía. 

Hágase saber, y ferbo pase i Contaduría para su liquidación 
y ejecución de lo dispuesto e.i el irtículo 1030 d« las citadas 
Ordenanzas; reponiéndose los sellos por la casa. 

J. Lúa Amadeo. 

Apelada esta resolución por los Sres. J. y V. Duasaud taños, 
se dicto el siguiente: 

Bueno* Aires, Setiembre 11 de 1884 

Y vistos estos autos traídos por los Sres. P. y J. Dussaud 
hnoa. consignatarios del vapor paquete «Yersingetorin, en ape- 
lación de lt resolución administrativa de foja 10 vuelta, por la 
que se lea condena á una multa de 50 por ciento del valor sobre 
•1 exceso encontrado en el manifiesto general del espresado va- 
por t y 
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Considerando: 

1* Que no espesándose en los respectivas part< s de fnjas 2, 
4, 5 y 6 en que so dá cuenta del exceso de 01 cajones sobre lo 
declarado en el manifiesto general, que en la época respectiva 
de estos documentos existiese yurte del cargamento del vapor 
en tierra, ni mencionándose e-te he»ho como fundamento de la 
resolución recurrida, debe tenerse como un hecho probado que 
por lo menos hasta la última feclia de estos partes Majo 13 de 
1881), el cargamento íntegro estoba aún á bordo del vapor j de 
las lanchas de descarga, mucho más cuando es un hecho alegado 
por los consignatarios recurrentes y no contradicho por la vista 
Fiscal, el de que este estado de cosía continuaba aún el 15 de 
Mayo, fecha de la última concesiun para adicionar el manifiesto, 
según resulta del informe de foja 96. 

2" Que tratándose de errores cometidos en el manifiesto 
general de mi vapor que goza de la franquicias de paquete, se- 
gún se comprueba por la patente acompañada á foja 21, las 
únicas disposiciones legales que le gnu aplicables srm los artícu- 
los 846 T 847 de las Ordenanzas de Aduana, redactadas espesa- 
mente para regir e-te caso especial, en cuanto al término conce- 
dido para enmendar los manifiestos generales j á la penalidad 
establecida contra las falsas manifestaciones. 

3° Que las disposiciones de los artículos 034 y 980 invocados 
por ta resolución recurrida, no rigen el cuso xub jwiice, refi- 
riéndos» espesamente á los errores en los manifiestos de despa- 
cho directo, según espresamente se consigna en cada una de 
estas disposiciones. 

4 o Que basta comparar las disposiciones aludidas en el ante- 
rior considerando con las contenidas en los artículos SI y 905 
j lo que disponen los artículos 846 j 847 de tas Ordenanzas, 
para convencerse de que existen tres clases de disposiciones con 
relación 4 errores y rectificaciones en manifiestos, y de que cada 
una de ellas rije casos diferentes que necesitan ser juzgados 
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portal reglas propias y e-""»!»*: Manifiestos para el des- 
pacho directo, regidos por los artículos «34 y 986: Manifies- 
tos generales de buques sin privilegios de paquetes, artículos 
51 y 905, y finalmente : Manifiestos generales de vapores con 
patente de paquete, artículos 846 y 84"?. 

5» Que por ostensión de términos no puede aplicarse las dis- 
posiciones de uno á los demás casos, tanto porque cada uno de 
ellos está suficiente y diferentemente legislado» en las Ordenan- 
xas cuanto porque son situaciones bien diferentes, de tal manera 
que' se esplica por sí las diferencias de la reglamentación que 
los comprende. Los buques paquetes, por la rapidéz con que 
tienen que hacer sus operaciones para responder á su entrada 
y salida en dia fijo y por la diversidad de los puertos de escala 
en que tienen que hacer lo mism- y c«n la misma regularidad, 
no pueden ser equiparados á lus demás buques, fue teniend., 
mas amplios términos para preparar sus operaciones de Aduana, 
■u cargamento todo por lo común no tienen sino un boIo punto 
de destino, lo que esplica inficientemente porqué los erroresen 
los manifiestos generales de los prim. ro* son tratados con más 
benignidad que los segundos. Menos aún puede aplicarse á 
aquellos las reglas fijadas por los artículos 934 y 980* P«™ 
errores en los minificstos de despacho directo, en los que toda 
enunciación errónea tiene que mirarse como sospechosa de 
fraude, desdo que el interesado, en caso de duda, ha podido aco- 
gerse á la manifestación de ignoraT contenido, que le permite el 
artículo 108 de las Ordenanzas. 

6 o Que debiendo juzgarse el caso presente por la aplicación 
estricta de los artículos 846 y 847 de las Ordenanz as, no es po- 
líble desconocer que el término concedido para enmendar los 
errores involuntarios en el manifiesto general, es el tiempo que 
dura la descarga del paquete; es decir, mientras la carga perma- 
nece á bordo del buque introductor ó de las lanchas de descargo, 
cuya disposición, siendo estensivaá todos loe errores cometidos 
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en el manifiesto general, comprende, no solo los que se cometen 
con relación á la carga con destino á este puerto, sinó también á 
cualquiera otro de tránsito, desde que estaúltima tiene también 
que comprenderse en el manifiesto general, artículos 20 y 32de 
las Ordenanzas, y la circunstancia de qu- ésta última no baja de 
ser desembarcada en este puerto, en nada contraría la disposi- 
ción de los precitados artículos, los que se refieren, al fijar el 
término hábil, ala penuam-ncia i bordo de la carga del buque y 
y no i tales Ó cuales bultos, manifestándose clanmente con es- 
to, que basta que cualquiera parte del i-armamento haya tocado 
en tierra para que se dé por terminada la descarga. 

7* Que la jurisprudencia que se invoca por la resolución recur- 
rida, como establecida por la Suprema Corte en loados fallos 
citados, no es aplicable, pues en los dos casos á que esos fallos 
se refieren, se alegaron y justificaron hechos tendentes á demos- 
trar que los errores cometidos en la manifestación no eran in- 
voluntarios, sino calculados para efectuar una defraudación 
contra los derechos ti cales: en el caso del * Colombia », que la 
Aduana tenia avisos anteriores á si entrada deque se efecturia 
una defraudación por falsa manifestación, y en el del * Italia * 
la reiteración de enmienda de los manifiestos por ta misma 
casa consígnatariu; agregándose á más, en el primero, que parte 
de la carga estaba ya en tierra cuando se pretendió enmendar 
el manifiesto, por lo que, cualesquiera que hubieran sido las con- 
sideraciones sobre que se dictaron estos fallos, su resolución 
est4 basada en los artículos 816 y 817, que requieren que el error 
sea involuntario y que ta carga permanezca á bordo antes de la 
adición del manifiesto, y 

8 o Quede los precedentes relativos al presente caso re- 
sulta evidenciado por los mismos partes en que se dá cuenta del 
exceso encontrado y por los fundamentos de la resolución recur- 
rida* que en la fecha de la última adición del manifiesto general 
del vapor «Vercingetorii» toda su cargaexistíaá bordo del vapor 
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j di las lanchas de descarga y que no se lia justificado, ni aún 
alegado, hecho alguno tendente á demostrar que el error come- 
tido no fuese involuntario. 

Por estos fundamentos, y no obstante las conclusiones de la 
vista del Procurador Fiscal, se revoca la resolución administra- 
tiva de foja. . . vuelta, resolviéndose en consecuencia que las 
consignatarios del tenor * Vercingetom >, P. y .T. Dussaud 
están UbTes de la multit de valor de cincuenta por ciento sobre 
el eiceso de que dan cuenta los partes de fojas 2, 4, 5 y 6. Há- 
gase saber, repónganse tos sellos y devuélvanse los autos á la 
Aduana para su cumplimiento, notificándose con el original. 

Andrés tgarrtsa. 

VISTA DEL SEltOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airea. Octubre 5 de 1SH 

Suprema Corte: 

Después del estudio mas detenido de estos autos, que no es 
posible en el estrecho término de la mejora, no encuentro mo- 
tivo para insistir en el íecnrso deducido por el Procurador 
Fiscal. 

El artículo 846 ba venido á sostituir, para los vapores, la 
disposición del 51 , relativo á los buques á tela. 

El plazo de 48 horas, que este último acuerda para salvar 
los errores en los maniliestos de los buques de vela, el pri- 
mero lo estiende, cara los vapores, al tiempo que la carga esta 
i bordo, ó en las lanchas. 

Dentro de estos dos términos, pueden saltarse los errores, 
sin reato alguno, es decir, sin restricción, ni limitación, y aún 
en el caso de que la Aduana se hubiera apercibido de la irregu- 
laridad ó falsedad de la manifestación. 
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A estas disposiciones, tan claras como esplíeitas. se oponen 
dos fallos de esta Córte. Basta leerlo*, para persuadirse de que 
so aplicación no es oportuna. L>ts casos son distintos. 

En uno se trataba de bultos de tránsito <\m debim quedar 
siempre á bordo-, y en el otro, parte de carga estaba ya en 
tierra. 

En ambos, mediaban circunstancias agravantes, que concur- 
rieron á probar que el error estaba muy lejos He *er i nocente. 
Desisto, en consecuencia, del recurso. 

Eduardo Costa. 

Buenoi Aires, Oclubre 9 de 1884. 

Atento el precedente desistimiento del aeiW Procurador 
General, devuélvanse los antos al Juzgado de su proce- 
dencia. 

J. B. G0R0ST1AGA. — J. DOHIHGIIU. 
— L LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBAiLCCüEH. 
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CACHA XC11 



Contra D. Isaías Crespo, por abandono del Juzgado de Paz de 
Biedma, en Patagonia; sobre competencia 



Sumario. — La jurisdicción civil, comercial j criminal de f* 
Instancia, en los territorios nacionales, corresponde á los J no- 
ces de Faz. 



- 

Cajo. — D. Isaías Crespo, Juez de Paz de Biedma, en Pata- 
gonia, abatido el Juzgado, y se presentó al Juez de Sección de 
la Provincia de Buenos Aires* para que levantara un sumario 
■obre su conducta, y ofreciendo fianza carcelera para vi caso en 
que debiese constituírsele en prisión. 

£1 Procurador Fiscal opinó que el Juez de Sección no era 
competente para conocer en la causa, como Juez de primera 
Instancia. 

Vmtte «el Jwea V*4*wmi 

Buenos Aire*, Febrero 8 de 1884. 

Vistos, con lo espuesto por el señor Procurador Fiscal j 
teniendo en consideración además que en la ley de II de Octubre 
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de 1872 se constituye á este Juzgado e» Tribunal de apelación, 
por ser el mas próximo del territorio de la Patagón úi y en tal 
carácter no puede entender sitió de los recursos ordinarios y 
reconocidos por la ley de Procedimientos Nacionales, y de nin- 
guna manera avocarse juicios de 1* Instancia, como lo pretende 
Crespo, ó resolver competencias que no sean formuladas de con- 
formidad á la lev: se declara incompetente este Juzgado para 
resol ver la presente causa, comunicándose así por oficio al Sr, 
Ministro de Justicia, con inserción de la vista ti acal. Repónga- 
se los sellos. 

Isidoro Albarracm* 

VISTA DEL SESOR PROCLRADOH GEN ER4L 

Buenos Airei, Abril 21 de 1884. 

Suprema Corte: 

Los hechos cuyo esclarecimiento solicita el es-Juez de Paz 
de Biedma, han tenido lugar en el territorio de la Patagonia, y 
su conocimiento corresponde á los autoridades de la misma, y 
no al Juzgado de Sección de la Provincia de Buenos Aires. 

La ley de Octubre de 1872 confieren los Jueces de Paz délos 
Territorios Nacionales la jurbdicion civil, comercial y criminal. 
Ya sea, pues t que los actos, que se califica de abusivos, del ex- 
Juez Crespo, den lugar á acciones civiles ó criminales, su co- 
nocimiento corresponde originariamente al Juzgado de Paz de 
la localidad. 

Sírvase V. E. confirmar la sentencia apelada. 

Eduardo Costa, 
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mito 4e ta ttaawMa* C¿rU> 

Bueno* Aire», Oclubre 9 de 1884. 

Vistos: Por sus fundamentos, y de conformidad con lo espues- 
to y pedido por el señor Procurador General, se confirma el auto 
apelado de foja treinta y una. Repuestos los sellos, devuélvase. 

J. B. GOBOST1AGA — ». DOMINGUEZ.- — 
l LADISLAO FRIAS. 



CACHA XCIII 



Contra 0. Ifermann Allgelt, por infracción ile tas Ordenan- 
xas de Aduana 



Sumario. — Laño presentación de la guía dentro del plazo 
•eñaladoen ta fianza, autoriza la pena de dobles derechos sobre 
la carga. 

3* La pena debe ser pagada por el cmisiguutario de la carga, 
aunque la fian?,* haya sido prestada por el consignatario del 
buque. 
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3 o La notificación de ta resolución administran™ hecha al 
consignatario de la carga, no es causa de nulidad de la misma, 
desde que el consignatario de la carga fué notificado también, 
y Be le concedieron los recursos legales. 



Caso. — En la goleta « Flor Correntina », consignada & 
Castelltort y C\ vinieron 212 rollizos quebracho colorado» con- 
signados á D. Hermán n Altgelt, 

Castelltort y C\ dieron fianza para presentar las guías den- 
tTo de 30 días. 

Se presentó la guía por 110 rollizos, quedando 102 sin levan- 
tarse la fianza. 

Dando cuenta del becho, y prestada declaración por Altgclt 
y Castelltort y í>, se dictó la siguiente: 

RESOLUCION DEL ADMINISTRADO* DE ADVANA 

Dueños Aires, Setiembre 32 de 188i. 

Resultando de lo actuado en este espediente, que no se ha 
presentado la guía en el término acordado, en infracción á los 
artículos 485 y 486 de las Ordenanzas de Aduana, y no alegán- 
dose fuerza mayor que haya impedido su presentación, se re- 
suelvo: aplicar la pena de dobles derechos, con arreglo al artí- 
culo 089, sobre los b fondos de que se dá cuenta en el parte de 
foja 1". Hágase saber y fecho pase i Contaduría y Tesorería, 
á sus efectos, prévia reposición do sellos por el denunciante. 

J. Lúa Amadeo. 

Caitelltort y a , que fueron notificados de la resolución ante* 
rior, apelaron si Ministerio de Hacienda, y este la confirmó. 
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Hecha la liquidación <Je 333 peaos 10 cts. m/n, el Adminis- 
trador, por decreto de foja 13, mandó hacer saber á Altgelt que 
debía abonar la multa impuesta por la resolución de 22 de Se- 
tiembre. 

Altgelt apeló, y se le concedió el remr>o. 
£1 Procurador Fiscal dijo que la resolución de la Aduana ifá 
nula, porque el procesado fué Castelltort y no Altgelt, 

WwMm *el lili ******* 

Buenos Aires, Abril 23 ele 1884. 

Y vistos estos autos traídos en apelación de resolución de la 
Administración de Aduana por l). Hermann Altgelt, y consi- 
derando: I a Qne si bien se ha cometido una falta en el despacho 
de la goleta «Flor Correntina », al exigirse indebidamente la 
fianza que previenen los artículos 484 y 485 de las Ordenanzas al 
consignatario del baque, ea vez de hacerlo con el consignatario 
de las mercaderías, esta falta en nada altera las obligaciones y 
deberes de Altgelt con respecto á ta Aduana, mucho más, cuan- 
do ningún perjuicio le ha ocasionado esta falta, resultando que 
es Altgelt, j no ningún otro, el que ha dispuesto del cargamen- 
to de maderas incluso los 102 rollizos de exceio. 2' Que es inú- 
til, para establecer, en este caso, la responsabilidad del consig- 
natario, averiguar si la ausencia de la correspondiente guía, 
por loa 102 rollizos espresados, proce.de de falta imputable al 
patrón ó al mismo consignatario de la carga, tanto porque los 
artículos 484 y 485 ya citados, designan á este ultimo como 
único responsable, cuanto porque por el artículo 1076 del Códi- 
go de Comercio, el capitán es solo considerado como un deposi- 
tario de la carga, y «ti responsabilidad es directa cou el dueño 
del buque, fletador y cargador, artículo 1240 del Código de Co- 
mercio. 3" Que no se ha puesto en tela de juicio la validez de Ja 
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obligación aceptada por loa consignatarios del buque Caatelltort 
y C\ ni el de la fianza de los Sres. Monasterio y Gándara, por 
cuanto los i n te regados en esta cuestión, no han intervenido en la 
apelación interpuesta pur AHgelt y que ha traído estos autos al 
conocimiento del Juzgado. 4" Que el principio invocado en la 
vista del Procurador Fiscal, y q-.e consagra la inmutabilidad de 
la cosa juzgada, establece una regla del procedimiento judicial 
que no tiene aplicación en el procedimiento administrativo, no 
podiendo, por lasóla autoridad de este principio, anularse la 
resolución administrativa de foja 13, que dispone se entienda con 
el consignatario lo determinado á foja i vuelta. 5" Que tampo- 
co es exacto lo aseverado por el recurrente y confirmado después 
por el dictamen fiscal, de que tas resoluciones ¿administrativas 
de foja ; vuelta y su confirmación del Gobierno á foja 7, hayan 
¿ido dictadas contra los Sres. l'astclltort y O, pues, en ningu- 
na de estas resoluciones, se mencionan ¡í estos, como que sean 
las personas condenadas, y por el contrario, refiriéndose ambas á 
los artículos 485 y 48<Í, que establecen ta responsabilidad con- 
ira el consignatario de la carga, debe entenderse que se refiere 
á Altgelt, que revestía este carácter. 6" Que tampoco puede ale- 
garse por este la falta de intervención en el juicio, que terminó 
con la espresada resolución, pues consta á foja 2 que fué cita- 
do y declaró, única intervención que se concede á los intere- 
sados en los juicios ante la Aduana, cuyas formas no están 
regidas por la ley de Procedimientos de tos juicios ordinarios, 
sitió por las disposiciones *\a las Ordenanzas, que . > eligen 
uiás, en los procedimientos ante la Aduana. 7" Que dados estos 
antecedentes, la resolución apelada de foja 13, no importa cam- 
biar el alcance de lo resuelto á foja 4 vuelta, haciendo aplicable 
n Altgelt lo estatuido contra Castelltorty C*, sínó únicamente 
subsanar un defecto del procedimiento que siguió á la primera 
resolución, laque por un error fué notiheadaá los Sres. Caatell- 
tort y &, en vez de serlo al consignatario Altgelt, y 8 o Que esta 
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omisión no puede tener e 1 * f<>rto de anular la rebotación dic- 
tada, legan las formas con agradas por la ley para los juicios 
de la Aduana, y sí únicamente, romo lob;i comprendido el admi- 
nistrador, otorgándola a peí ación interpuesta qne los términos 
solo empezaban a correr para Altgelt desde la notificación á 
este. 

Por estos fundamentos y no obstante las condnsiones del Pro- 
carador Fiscal, no ha lugar á la nalidad deducida contrn lo 
resuelto i foja 13, por el Administrador de Adnana; en sa con- 
secuencia, entiéndase con D. Hermano Altgelt, la resolución de 
foja 4 vuelta, que se confirma por sus fundamentos; devuélvanse 
estos autos a la Aduana paTa que llt ve adelriulo to resuelto por 
ellos, siéndolas cnst.is á cargo del apelante. Hn¡;¡i8e súber noti- 
ficándose con el original y repóngase los sellos. 

Andrés l'garrtza. 

VISTA DEL SESOH PROCURADOR GETCRaL 

Rueño* Aires. Mayo 13 de 1881 . 

Suprema CArte: 

Desde el principio de este sumario, la Artntma consideró res- 
ponsables, por la falta de la guía, á tos Sres. Castelltort y Cv 
Contra ellos dirigióse acción, y contra ellos se pronunció la 
resolución que les condenaba á la pena de dobles derechos. De 
esta resolución apelaron ellos por la vía administrativa, según 
se vé i foja 6; y & foja 8 vuelta, re vé también que fué confi raa- 
da, siempre contra ellos. 

Es cierto que el Sr. Altgelt fué citado desde el principio, 
foja £ vuelta; pero es cierto también que él declinó desde el 
primer momento toda responsabilidad, y debe suponerse que se 
reconoció que con razón, puesto que no fué citado nuevamente. 
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siguiéndole el juicio contra los consignatarios L'aátelltort y C\ 
que no hicieron valer tampoco excepción alguna snbre el parti- 
cular. 

Terminado el juicio, se pretendo que la pena se aplique á 
Altgelt, que no intervino en él, eionerán<lose tí Castelltort y C", 
contra quien fué pronnnciada. No encuentro que sea esto justo, 

Sí con arreglo á las Ordenanza», era el dueño de las mercade- 
rías y no el patrón 6 el consignatario del buque el verdadero 
responsable, desde el principio debió seguirse el juicio contra 
Altgelt, sin aceptar su excusación y desde el principi.) debió 
Castelltort declinar toda responsabilidad. 

Terminado el juicio, seria violatorio de los principios más 
elementales imponer la condena al que no fué parte en él: al que 
no fué oído, ni admitido á la defensa. 

Piense por esto, que debe V. £, revocar la sentencia apelada, 
volviendo las cosas al estado de foja 11,/ dejando ú salvo los de- 
rechos de los Bres. Castelltort y C", para repetir contra Altgelt, 
si á ello hubiere lugar, y en la forma que más vieren convenir- 
les, en lo^qtiti la Aduana no tiene interés directo, ni menos 
intervención alguna. 

Eduardo Costa. 

F*M» rie la N«pr«Mt tárte 

Rueños Aires, Octubre 11 de 1884. 

Vistos: por sus fundamentos, y considerando que D. Hermano 
Altgelt no ha sido privad» del derecho dedefeusa en esta causa, 
desde que consta de autos que le fué not ideada la resolución del 
Administrador de Aduana, de foja cuatro, con la declaración 
de foja trece, y le fué concedido el recurso de apelación que de 
ella interpuso para ante el Juez de Sección» se confirma la sen- 
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tencia acetada de foja cincuenta j sein. Repuestos los sello», 
deToélvase. 

J. ti. CO ROSTI ACA. — J. POH1KGUEZ. — ULADfSLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBAIlGCkEff, 



CAUHA XIV 



Contra Ü. Estanislao Aconta, y otros, por contrabando ; sobre 

suspensión del proceso 



Sumario. — Pendiente la ejecución del arresto de uno de lo* 
procesados, y no habiendo mas diligencias qne evacuar en el 
sumario, debe suspenderse la prosecución de la causa. 



Caso. — La Dirección General de Rentas Nacionales remitió 
al Juzgado Federal de Corrientes el espediente iniciado por el 
Inspector D. Manuel Camelíno, sobre un contrabando en el que 
estaba complicado el Guarda D. Estanislao Acesta, actual dipu- 
tado déla Legislatura de Comentes. 
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Se practicaron todas las diligencias del sumario, y ge dictó 
orden de prisión contra los procesados. 

El Gobierno de Corrientes se opuso á la de Acosta, y el Juei 
Federal pidió el auxilio de la fuerza nacional para hacerla efec- 
tiva. 

El Procurador Fiscal pidió que ta tomara la confesión con car- 
go, nombrándose defensor, y fecho, se le pasara en vista el pro- 
ceso. 

r«ll*4el Jwi Veder»! 

Corrientes, Enero 15 de 188i. 

Figurando en este espediente el ex-Guarda de Aduana y actual 
Diputado á la Legislatura Provincial, que no ha podido ser 
arrestado por obstáculos opuestos por el Gobierno de la Provin- 
cia, suspéndase ta prosecución de esta causa basta tanto se re- 
suelva lo conveniente relativamente al auxilio de la fuerza 
nacional, que este Juzgado ha pedido al Gobierno Nacional para 
cumplir el auto de prisión que dictó contra diel o Diputado 
Acosta. 

Lima. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, «ayo 9 de J88-I. 

Suprema Corte: 

En Agosto de 1878 salió de la Asunción el vapor € Mensaje- 
ro > conduciendo, con destino al Rosario, entre otras mercade- 
rías: 

30 bolsas yerba, marca Cardus, á la consignación de E che. or- 
to y Casas, foja SI. 

t. xnn u 



FALLOS DI LA 6ÜPRKMA CORTE 

Al pasar por Corrientes el « llensagero », un Joan Gonialez, 
con el conforme de los Agentes del vapor, Odena y Pichot, 
embarcó de removido, con destino al Rosario, sin consigcacion 
determinada: 

30 bolsas yerba, marca A. Cardas, con 1730 kilos, foja 7. 

En el Rosario* los Agentes del vapor, Echcsortu y Casas, 
solicitaron el despacho de removido de las 30 bolán s embarca- 
das ( ó que se supone se embarcaron en Corrientes, foja 23. 

Tenemos entónces, que el fMensagero » llego al Rosario con 
30 bolsas, embarcadas en la Asunción, y 30 en Corrientes, y 
qne solo f nerón despachadas 30, con la circunstancia agravante 
de ser las que no debían abonar derechos. 

Es claro, por consiguiente, que, con la guia de removido, fue- 
ion introducidas al Rosario las 30 bolsas que venían de la 
Asunción. 

Es claro también, que esta introducción fraudulenta no ha 
podido llevarse 4 cabo Bin la complicidad, fila mas culpable 
negligencia: 

|« De los empleados de la Aduana de Corrientes, que dieron 
por embarcadas las 30 bo^as, que todo hace creer no se embar- 
caron; 

2» De los agentes del vapor, Odena y Pichot, que presta- 
ron su conformidad al embarque simulado. 

3- Del pretendido cargador, Crovetto, que pidió el despacho 
«n el Rosario, por intermedio de los agentes del vspor en dicha 
plata» Eohesor tu y Casas; 

4- De dichos Echesortuy Casas, que pidieran el despacho de 
removido de artículos que venían de la Asunción; 

5» Por último, de lo* empleados de la Aduana del Rosario, 
quu no tuvieron en cuenta que el vapor traía en tía papel* 60 
bolsas, y no responsabilizaron a los citados Echesortu y Cata* 
por las 30 que venían a su consignación, y no se despacharon. 

Es indudable que la responsabilidad principal recae sobre el 
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Gualda * costa, que puso su conforme á la guia de foja 6, ori- 
gen é instrumento del fraude. La circunstancia de que la causa 
haya de suspenderse á su respecto, no os, empero. Tazón bas- 
tante para que no prosiga al objeto de establecer la responsabi- 
lidad de los demás sindicados, á que dejo hecha referencia. 

E3 por esto mi opinión, deje V. E. sin efecto el auto recur- 
rido. 

AI terminar, diré que há mucbo tiempo volví al Ministerio 
de Justicíalos antecedentes 4 que hace referencia el Sr. Jueí, 
apoyando su gestión. 

Eduardo Costa, 

Wn* ém ta «wptwsi Vmvf 

Bueno* Aire», Octubre 14 de 1881. 

Vistos: Por sus fundamentos y los del auto de foja treinta y 
tres, se confirma el auto apelado de foja treinta y una, debien- 
do el Juez de Sección reiterar los oficios librados al Ministerio 
de Justicia, en solicitud del auxilio de la fuerza nacional para 
reducir i prisión al ei-Guarda de la Aduana, Don Estanislao 
Aceita, y devuélvase. 



J. B. (iOROSTIACA. — J, DOMINGUEZ.- — 
t LADISLAO FUI AS. 
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CAUSA ICV 



Don Santiago D. Otiveira, contra D* Eduardo Hammer; sobre 
indemnización de daños é intereses. 



Sumario. — I a La sociedad no es responsable, como persona 
jurUica, de los actos ilícitos de cualquiera de los socios, ni de 
sus consecueudas. 

2° Las costas de un juicio, no son una consecuencia del he- 
cho que lo motiva, sinó de la temeridad con que el litigante 
sostiene sus pretcnsiones; y son un accesorio de la sentencia 
que lo termina. 



Caso. — Se comprende leyendo el 

Palto M Jmi úm * ***** 

Buenoi Aires, Abril 15 de 1684. 

Y fistos: estos autos iniciados por demanda de Don Santiago 
D. OUreira, contra Don Eduardo Hammer, como socio y parte 
de la eetínguida razón «Hammer y Feltxer», por indemnización 
de daños, ocasionados por el endoso que la espresada tazón so- 
cial bixo i favor de Don Adolfo Duques noy, de un pagaré sus- 
crito por el demandante, el que fué después declarado nnlo por 
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sentencia del Juzgado del Dr. Albariacto, confirmada por la 
Suprema Corte ; y considerando: 

i° Que la demanda aduce como único fundamento de la in- 
demnización que reclama, la nulidad del documento otorgado á 
favor de Hammer y Peltzer, reduciendo su pretensión, al fijar 
el importe de loa perjuicios Sufridos, a lo pagado y & lo que hu- 
biera de pagarse por razón de costas en los tres juicios á que 
dió lugar el pagaré en cuestión; 

Í* Que traídos á la vista, á consecuencia del auto de foja 36 
vuelta, los espedientes referentes á estos juicios, á saber \ «eje- 
cucion de Don Adolfo Ouquesnoy, contra Don Santiago D. Olt- 
veira», «tercería es chívente en el juicio anterior, deducida por 
Don Francisco Vidiella* y «demanda de Don Santiago D. Oli- 
veira contra Hammer y Peltzer, por devolución y nulidad de 
un pagaré», resulta que en todo* ellos, á pesar de tratarse es- 
tensamente el negocio del pagaré suscrito por Mliveira á favor 
de Hammer y Peltzer, y bajo de todas las faces consiguientes 
á la diversidad de objetivo en cada uno de estos juicios, no se 
ha articulado ningún hecho que sea personal á Don Eduardo 
Hammer, reduciéndose los hechos aducidos como fundamento 
de la nulidad demandada, á actos, ya sea de intimidación ó de 
fraude, atribuidos á los hermanos León y Roberto Peltzer ; 

3* Que la demanda dirijida en este juicio contra Eduardo 
Hammer, e& solo en su carácter de socio y parte de la razón so- 
cial «Hammer y Peltzer» y á cargo del activo y pasivo de esta 
sociedad, según claramente se espresa en la demanda de foja 9 
y se deduce de las diligencias solicitadas anteriormente ; 

4" Que la nulidad de un acto no impone por sí sola la obli- 
gación de indemnización, si rió en cuanto el acto que la ha pro- 
ducido es imputable & la persona de quien se reclama la indem- 
nización, pasando en este caso á ser regida por los principios 
de los actos ilícitos ó de los hechas en general, como lo previene 
el artículo 1050, Código Civil ¡ 



» 



tía 



FALLOS Di LA SMB1U COBTi 



5* Que tratándose en este ceso de un acto ilícito como cansa 
de la nulidad» ya sea qne se le comprenda bajo la denomina- 
ción de intimidación ó de fraude empleado para obtener la firma 
del demandante, no puede fundar una obligación de indemni- 
zar sinó contra el autor mismo de la intimidación ó del fraude 
ó contra sos cómplices. Articulo 1081 . Código Civil ; 

6° Que no habiéndose articulado en la demanda ningún he- 
cho personal de Don Eduardo Hammer, no puede fundarse con- 
tra él una acción por indemnización de danos y perjuicios por 
la rason de haber formado parte de la razón social Hammer y 
Peltzer, ni aun por haber quedado á cargo del activo y pasivo 
de la estiaguida sociedad t por cuanto esta última no es res- 
ponsable* como persona jorfdica, de los actos ilícitos de cual- 
quiera de los socios ni de sus consecuencias. Articulo 43, Có- 
digo Civil; 

T 7* Que aun suponiendo quedára establecida la responsabi- 
lidad personal de Don Eduardo Hammer, no abrazando la de- 
manda otra cosa, como perjuicios causados, que las costas eii- 
jidas en tres juicios diferentes, no podría establecerse en otro 
la distribución é imputación de costas, que ha debido hacerse 
en cada uno de ellos* pues siendo las costas una consecuencia 
no del hecho que motiva el juicio, sínó de la temeridad con que 
el litigante ba sostenido sus pretensiones, la condenación en 
este punto es por ley y por práctica inconcusa, un accesorio de 
la sentencia definitiva, interpretándose el silencio subre este 
particular como que no Be encuentra mérito para una condena- 
ción especial, y sería por lo tanto ir contra la cosa juzgada de- 
terminar en un juicio diferente un estado de cosas contrario 
con relación i la imputación de costas del determinado en cada 
caso por la sentencia que estatuyó sobre el punto en cues- 
tión. 

Por estos fundamentos, fallo resolviendo qoe la parte de 
Don Santiago D- Oliveira, no ha fundado su acción por indem* 
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nizacion de daños y perjuicios contra Don Eduardo Hammer; 
en su consecuencia, declárase á éste último libre de todo cargo 
por la espresada demanda, sin especial condenación de costas, y 
dejando á salvo los derechos de Oliveira para entablar su ac- 
ción contra quien corresponda. - Hágase sabor, notificándose 
con el original y repónganse los sellos. 

Andrés Vgarriza. 

Buenos Aire*. Octubre 23 de 188-1. 

Vistos: Por sus fundamentos, y teniendo en consideración 
que no ha habido temeridad en la demanda interpuesta, se con- 
firma la sentencia apelada de foja cuarenta y tros; siendo á 
cargo de cufia una de las partes, la satisfacción de las costas 
causadas en esta instancia. Previa reposición de los sellos, de- 
vuélvase. 

J. B. GOHOSTIACA. — J. DOMINGUEZ. 
— U LADISLAO FRIAS- - FEDERICO 

ibargCueh. 
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CAUSA ICVI 



Sobre cumplimiento de un exhorto dirigido por ei Juet de /■ 
Instancia de ta Provincia de Córdoba, al de igual clase de la 
de Tucuman. 



Sumaria. — La cuestión sobre cumplí miento de exhorto diri- 
gido por un Tribunal do Provincia a otro también de Provincia, 
no es de la competencia de la Snprema Corte. 



Caso. — A instancia de D. José M. Centeno, el Jim de i* 
Instancia de Córdoba libró exhorto al de 1' Instancia de Tucu- 
man para la citación de D. Eulogio y D. Saturnino Carranza á 
estar al juicio iniciado sobre nulidad del inventario y división 
de bienes de la sucesión de D. Eulogio Carranza. 

El Tribunal de Tncnman no lo cumplió, por no venir el 
exhorto en la forma que lo establece la ley de Procedimientos 
de Tucuman. 

A pedido de la parte, se elevó el asunto á la Suprema Corte. 
Estas son las resoluciones dictadas por los Tribunales Pro- 
vinciales, que fueron elevadas á la Suprema Corte. 
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RESOLUCION DEL JUEZ DE I a INSTANCIA DE CÓRDOBA 

Por recibido, con el exhorte de su referencia, que aparece de- 
vuelto sin diligenciarse por tas autoridades de la Provincia de 
Tufluman, por carecer de los recaudos necesarios, que consisten , 
según las leyes de procedimientos allí vigentes: I* En la es- 
presiondel nombre del Juez exhortante, la de su jurisdicción y 
la del nombre de las partea interesadas y la de la circunstan- 
cia de sí siguen el juicio por si ó apoderado. 2 o Trascripción 
literal 6 relacionada del poder de la parte, si lo hubiere, de 
la demanda y det documento ó título en que se funda esta. 
3° Trascripción literal del auto en que se manda expedir y de 
la providencia cuyo cumplimiento se requiera. 

Y considerando : Que el valor y efectos interprovincialeB de 
los procedimientos autos y sentencias délos Tribunales de cada 
uno de los KsUdos Argentinos, no son materia que pueda ser 
regida por la ley local de cada ur*o de ellos, sino que corres- 
ponde al Congreso, segim el artículo 7 o de la Constitución Nacio- 
nal, que establece que : «Los actos públicos y procedimientos 
judiciales de una Provincia gozarán de entera fé en las demás, 
y el Congreso puede por medio de leyes generales determinar 
la fuerza probatoria de estos actos y procedimientos, y fot 
efectos legales que producirán »». Que esta facultad es esen- 
cialmente privativa del Congreso, porque, de otro modo, se 
frustaría completamente el objeto de la Constitución, susci- 
tándose a cada paso conflictos entre las provincias á causa de 
la diversa legislación que en ellas se estableciera para la efi- 
cacia de sus respectivos actos públicos en el territorio de las 
otras. Que es por esto que los Códigos de las provincias se 
abstienen siempTé de legislar sobre cumplimiento de exhortos, 
siendo una especialidad original la que aparece á este respecto 
en el Código de Ta cu man, que no puede subsistir ante la pres- 
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eripcion citada de la Constitución Nacional. Que esta dispo- 
tieion no es original de nnestra Carta fundamental, sino qoe 
ha sido tomada casi i la letra de la Sección 1' del artículo 4» de 
la Constitución délos Estados Unidos, que dice: «Cada Es- 
tado dará entera fé y crédito á los actos públicos, registros y 
espedientes judiciales de los demás Estados : 1 el Congreso 
proveerá por leyes generales al modo como han de probarse 
esos actos, registros y espedientes judiciales y sus efectos » . U 
que revela que allí, como aquí, se ha considerado asunto de 
interés general para la Union Federal la legislación al res- 
pecto, y como tal, ha sido reservada su reglamentación al 
Congreso, hajo las bases fijadas en la misma Constitución, 
« en el interés de la uniformidad y certeza de las leyes», como 
lo dice Story comentando el citado artículo de la Constitución 
Americana, y en conformidad ha sido ^lamentado por el 
Congreso de la Union, en las leyes de 20 de Mayo de 1790 y 
21 de Marzo de 1804. Que el Congreso Argentino en uso de 
tal atribución constitucional ha hecho igual reglamentación 
por la Ley de 26 de Agosto de I8t¡3, estableciendo en el artículo 
i» que « los actos públicos, procedimientos, sentencias j demás 
documentos de que se habla en Ins artículos anteriores, auten- 
ticados en la forma que en ellos se determina, merecerán tal fé 
y crédito y surtirán tales efectos ante los Tribunales y Auto- 
ridades dentro del territorio de la Nación, como por nso y ley 
les corresponda ante los Tribunales y autoridades de la Pro- 
vincia de donde procedan*. Que bajo estos principios, no hay 
ley de Provincia ni doctrina de autores que pueda autorizar á 
un Juez para rebosar el cumplimiento de un exhorto de otra 
provincia, sino es por falta de autoridad necesaria en el acto. 
Que por lo que hace i la autenticación de los eihortos, la Su- 
prema Corte de Justicia Kacional, interpretando la ley citada 
de 96 de Agosto de 1853, en la causa que se registra bajo el 
58, pag. 3®, Tomo 1° de la Colección de sus Vallos, ha re- 
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suelto: que los exhortos no necesitan de mas formalidad, pa» 
ser tenidos por auténticos, que la suscricion del Juez exhor- 
tante y la atestación del Escribano con quien actúa. Que por 
tanto, dado un exhorto en esta forma entre jueces de la Xacion, 
el exhortado está obligado & diligenciarlo, sin tener derecho 
á exigir transcrieion del título eou que procede el solicitante, 
de la providencia, ni de la demanda, ni del poder con que pro- 
ceda aquel en su caso, pues tales formalidades no pon reque- 
ridas por ta Ley Nacional, ni son necesarias al objeto que se 
supone; pues en caso el emplazado promoviera competencia 
ante el exhortado, expondría los hechos en que se fundára y 
daría al Juez todos loa datos necesarios para que pudiera for- 
mar juicio al respecto ; mas, ántes de que se produzca un artí- 
culo de esta clase ¿qué necesidad puede tener el exhortado de 
conocer el título ni el poder con que obra la parte ¿cuya so- 
licitud se exhorta? Ninguna, sin duda, porque el exhortado no 
tiene que revcer los actos del exhortante ni juzgar de la justicia 
y legalidad con que proceda, sino limitarse á dar curso a sus 
providencias, sin perjuicio del derecho de la parte para recla- 
mar de ellas por los recursos legales. Que es de esperarse de 
la ilustración é integridad del Señor Juez de Tucuman, que 
reconociendo la justicia de las observaciones que quedan apun- 
tadas defiera á diligenciar el exhorto de que se trata. Reité- 
xese este, con trascríeíon de la presente resolución y en la 
forma de estilo. Aliaga. — Lo mandó y 1irmó ol Señor Juez de 
1* Nominación en lo Civil en Córdoba & tres de Agosto de 
mil ochocientos ochenta y tres. Justiniano Áchávat, Secre- 
tario. 

RESOLUCION DEL TRIBUNAL DE TUCUMAN 

Visto, el exhorto del Señor Juez de 1" Instancia en lo Civil, 
de Córdoba» reiterando la anterior carta rogatoria para la 
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citación de lot Señorea Carranca y cayo despacho no vino, 
como el presente, revestido de loa reqnisitoá legales según el 
«uto de este Tribaasl de 90 de Julio de 1883, cara reconsi- 
deración se pide. 

Y considerando : i s Que el¿mismo artículo 7 citado de la 
Constitución Nacional, que dispone que: « Los actos públicos 
y procedimientos judiciales de una Provincia gozarán de entera 
fé en las demás» y el Congreso puede, por medio de leves ge- 
nerales, determinar la fuerza probatoria de estos actos y pro- 
cedimientos y los efectos legales que producirán », supone que 
procede la trasmisión de esos actos y procedimientos, cuando 
bajan de producir efectos legales en otra.; pues para merecer 
fé mediante la fuerza probatoria establecida por ley del Con- 
greso, es necesario exhibirlos ante sus Tribunales», ubi nutlum 
eui nuitae sunt qualüates. 

2° Que según esto, H Wj de procedimientos de esta Pro- 
vincia (art. 621 ), que exige que para el cumplimiento de las 
cartas rogatorias de los demás Estados de la Nación, deben 
venir revestidos de los actos y procedimientos judiciales con- 
cernientes, lejos de oponerse á dicha disposición constitucio- 
nal, tiende á facilitar de ese modo su cumplimiento, así por 
loa Tribunales, en su caso, como por las partes á quienes con- 
cierna, según lo considerado en el auto citado. 

3* Que tampoco esti en oposición con la Ley Nacional del 
96 de Agosto de 1863, que determina la forma probatoria ó 
sea la autenticación , que deben revestir dichos actos para 
merecer fé t por cuanto la ley de esta Provincia no se tefíere 
á la autenticación, sino á los actos y procedimientos mismos 
relativos al exhorto, y cuyo cumplimiento es requerido judi- 
cialmente. 

4* Que igual consideración es de aplicarse al fallo citado de 
la Suprema Corte Nacional, puesto que ante ella se trató de 
la autenticación de exhorto y no de los insertos concernientes, 
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como documentos habilitantes para su ejecución, que por 
cierto se distinguen de aquella, como se distingue la forma del 
fondo de un acto jurídico. 

5* Que, por otra parte, según la anterior legislación, en ma- 
teria de exhortes, debía Ja requisitoria contener « el poder de 
la parte, si la hay, la demanda, el papel ó escritura en que se 
funda, el auto y los demás documentos justificativos y también 
la sentencia, según sea el estado en que se espida .... pues, 
faltando estos requisitos, puede denegarle el cumplimiento» 
dice el Doctor Escricbe (Verbo c Requisitoria » ) y hacia 
regla en nuestra jurisprudencia nacional. «Téngase presente, 
agrega el Doctor Castro («Práctica Forense • K* 406), que 
tanto en el caso de requisitoria, como en el de comisión, deben 
insertarse los recaudos necesarios ; . . . . para que, de este 
modo conste la justificación con que procede el Juez que la 
dispone y e! que la cumple. » 

6 o Que, además t no puede ponerse en tela de juicio, que 
los exhortos que se remitan de los Estados Estrangeros, ya 
sea para citaciones, cumplimiento de sentencias, ó la extradi- 
ción, etc., deben revestirse de los actos públicos ó judiciales, 
cuyo cumplimiento sea requerido ; y como en cuanto i < dic- 
tar leyes de forma y procedimientos», los Estados de la 
Nación se encuentran entre sí en las mismas condicionea de 
soberanía é independencia que en relación i los Estados Es- 
trangeros, como lo ha resuelto la Suprema Corte Nacional 
(fallo XCIX, Tomo 5 o , * Série, pág. f8). es consiguiente que 
debe observarse la m¡sma|jurisprudencia. 

7" Que, finalmente, la exigencia expresada en nada menos- 
caba la fé que se merece la autoridad que inviste el Señor Juei 
exhortante, como no se menoscaba la del oficial público, i quien 
la ley exige, para la eficacia del instrumento, la inserción de 
los documentos habilitantes eu su caso (artículos 1003 y 
1004, Código Civil ), 
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8" Que bajo tales antecedentes, la ley de esta Provincia no 
ha introducido novedad alguna en la jurisprudencia sobro la 
materia, como lo supone el Señor Juez exhortante, pues» si 
hay deber de revestir los exbortos con los insertos necesarios, 
como habilitantes en materia de procedimientos para so ejecu- 
ción, ai procede la exhibición ó trasmisión de los actos públicos 
y procedimientos judiciales de otra Provincia f cuando ha jan 
de producir sus efectoa en ésta, según queda considerado, es 
fuera de duda, que entraba en la esfera de su legislación, la 
facultad 6 derecho de exigirlo, porque el derecho y el deber son 
correlativos. — Por estos fundamentos y demás consideracio- 
nes expuestas por el Señor Ministro Fiscal en el dictámen que 
precede, reitérase lo resuelto en el citado auto de foja cuatro 
j baje» satisfechas las costas, á los fines consiguientes. —Angel 
M. Gorditlo. — Delfín Oliva. - Manuel Cornet. 

VISTA DEL SEftOR PROCURADOR G ES ERAL 

Bueno» Aires, Junio 91 de 1864. 

Suprema Corte : 

Es deplorable la frecuencia con que estos incidentes sobre 
cumplimiento de las resoluciones de los Jueces, se suceden, 
con gravísimo perjuicio de los interesados. 

Pocos dias faltan para completar un año, y está todavía por 
cumplirse una simple citación ! 

La oposición del Señor Juez de Tucuman, carece de todo 
fundamento. 

Poco importa que ley de esta Provincia haya establecido 
tales d cuales requisitos. loa Tribunales de sn dependencia 
deberán observarlos en sus relaciones recíprocas; pero no puede 
pretenderse obliguen á los Tribunales de distinta jurisdicción. 
Si cada Provincia tuviera la facultad de fijar y modificar laa 
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condiciones que debieran Henar los mandatos judiciales par» 
tener curso en las demás, la acción de la justicia sería con- 
trariada A cada p¡iso. 

Por esto, la Constitución ha considerado de interés general 
la reglamentación de esta materia. La lej de Agosto 96 de 
18631i leterminado ya los requisitos que deben revestir loa 
actos judiciales, para que produzcan efectos legales en todo el 
territorio de lalación; el eihorto librado por el Juagado Ci- 
vil de Córdoba, los ha llenado, y el de Tucuman ha debido 
darle cumplimiento. 

Sírvase V. E. así declararlo. 

Eduardo Costa. 



Bueno» Aires, Ortubw 23 de 1884. 

Vistos : Xo siendo el presente caso un juicio de competencia 
entTe Tribunales de diferentes Provincias, ni versando sobre 
las materias á que se limitan las disposiciones de la ley de trea 
de Satierabre de mil ochocientos setenta y ocho, la Corte de- 
clara que carece de jurisdicción para conocer de eate asunto; 
y ordena que se devuelta al Superior Tribunal de que procede. 



I. B. COROSTUCA. — J. HOMIHOUEZ. —«LA- 
DISLAO FRIAS. — FEDERICO lBA*GCnlH. 
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Don (Hites Lasxari, contra Don Mesior de la Puente ; por 
interdicto de despojo ; tobre competencia. 



Sumario. — El que deduce interdicto fondado sobre su pro- 
pia posesión 7 el despojo rarificado por el demandado, ejerce 
un derecho originario y 06 cedido por aquel de quien hubo la 
poaetion. 



Caso. — Se comprende leyendo el 



Partflft. Hayo 7 de 1884. 

T vistos: En la excepción de incompetencia propuesta por el 
demandado, basada en que ei derecho disputado en su origen 
no cae bajo la jurisdicción Federal, porque ese derecho se en- 
contraba actualmente en discusión ante los Tribunales Frovin- 
tatre la Iglesia y la Municipalidad, como lo reconocía el 
'ndante. 

T considerando: 1* Que Don Tj Uses Lazzari funda el interdicto 
que deduce en su posesión propia animo domini, de la cnal dice 
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haber sido despojado por el demandado y promete demostrarlo ; 
que por consiguiente, el derecho disputado que es 1i posesión 
turbada por el acto de la violencia según la demanda, perte- 
nece originariamente al actor, pues, para que fuese por cesión, 
era necesario que se querellase de un despojo hecho á su cau- 
sante y cuyo» derecho» posesorios é\ hubiese adquirido con pos- 
terioridad al hecho que motiva el juicio, loque no es aplicable, 
porque la posesión solo se trasmite por hechos que no han po- 
dido tener lugar mediando un despojo ó la posesión de uu 
tercero. 

2° Que si Lazzari no tenia posesión propia en la época en 
que e) despojo se verificó, esto solo puede averiguarse en la dis- 
cusión del mismo interdicto, cuya prueba no debe anticiparse. 

3* Que por otra parte, siendo la posesión y las acciones que 
de ella nacen, independientes del derecho de poseer y nudiendo 
ellas ejercitarse aun contra el verdadero propietario, artículo 
.... del Código Civil, el juicio pendiente ante los Tribunales 
de Provincia, entre la Iglesia y la Municipalidad, sobre las etia- 
genaciones de estos terrenos, en nada puede alterar la juris- 
dicción de este Juzgado para conocer en id de despojo en que 
actúan distintas personas, de las cuales el demandante es ex- 
tranjero y argentino el demandado i sin que la circunstancia 
de existir un pleito pendiente entre otras personas en ageua 
jurisdicción, sea una prueba de qu« el derecho que se hace valer 
ante este Juzgado, no es originario. 

Por esta» consideraciones, no se hace lugar á ta excepción de 
incompetencia deducida. Kn consecuencia, señúLse la audien- 
cia del dia 12 del presente a la una, para que tenga lugar el 
juicio decretado en 2 del corriente. — Repónganse. 



T. XVlll 



raxu* m u muu corte 



Bueno* Airo, Octabre 28 de 1884. 

TA 

Vistos ; por sus fundamentos, se confirma, con oqitas, el auto 
apelado de foja diez j siete vuelta. — Repuestos tos sellos, de- 
vuélvase. 

1*5 ■ i 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMISClf*. - 
FRIAS - — FEDERICO IBAfiGCRJLV 
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Don Itermií/ioCamrosa, con/ra fio» Cárhs Godoy y Don Eliax 
Godoy; por cobro ejecutivo de pesos y tercería de dominio ; 
sobre chancelación de una fianza. 



.i 

* i ¡i 1 



Sumario. — I o El que ha solicitado y obtenido bajo tu 
potabilidad un embargu de bienes que no pertenecen i su deu- 
dor, es responsable de los daños causados al dueño de aquellos. 

2 o La fianza prestada con motivo de dicho embargo no puede 



chance larse mientras dure el juicio de tercería de dominio de- 
sobre los bienes embargados. 



Coto. - Lo esplica el 



San Uii. Majo 39 de J884. 

Vistos: en la solicitud de Don Ouilon Lamas, apoderado dt 
Don Dermidio Carranca, en quo pide concelaciou de la fianza 
rendida por el Dr. D. Cristóbal Tere-ira, á solicitud de D. Elias 
Godoy. con motivo del embargo preventivo decretado ep el pre- 
sente juicio ; resulta: 

I* Que al iniciarse esta demanda contra D. Carlea M. Gudoj 
se ordenó á solicitud del ejecutante y bajo su responsabili- 
dad, el embargo preventivo de setenta j cinco muías y tres ó 
cuatro caballos, cuya propiedad se atribuye al ejecutado, efec- 
tuándose diebo embargo en las especies que se designa en la 
diligencia do foja \% 

& Que inmediata monte de practicado éste. h. Elias Godoy ae 
presentó al Juagado deduciendo tercería, fundado en el dominio 
de loa animales embargados, solicitando, 4 la vez, que el ejecu- 
tante rindiera fianza suficiente para responder á los perjuicios j 
costas que pudiera ocasionársele, y ofreciendo por sn parte igual 
lianza á fin de que se mandase levantar dicho embargo y se le 
hiciese entrega de aquellos, para evitar mayores perjuicios de 
los que se le habían ya ocasionado. 

3 o Que en vista de dicha solicitud y habiéndose deferido al 
embargo preventivo bajo la responsabilidad del ejecutante, se- 
gún queda dicho, se mandó, por decreto de fecha cinco de Fe- 
brero del presente año, otorgar la fianza solicitada, aceptándose 
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también la ofrecida por D. Elias Godo? para levantar el em- 
bargo practicado, cuya resolución fué posteriormente ratificada 
por auto de fecha ocho del mismo, seguo todo ello coasta de loe 
autos respectivos. 

i* Que en tal virtud, y en cumplimiento de la resolución 
pre indicad a, el ejecutante presento como fiador al Dr. D. Cris* 
tóbal Pereira, quien otorgó dicha lianza en los términos que en 
copia se ha agregado á estos autos. 

I considerando: I o Que es jurisprudencia establecida por la 
Suprema Corte que el qoe ha solicitado y obtenido bajo su res- 
ponsabilidad el embargo de bienes no pertenecientes i su deu- 
dor, es responsable de los daños y perjuicios ocasionados á su 
dueño (Fallos de la Suprema Corte de Justicia Nacional. Série 
2-, Tomo 1<\ Pag. 3M>). 

2° Que la fianza rendida por el Dr. Pereira, á solicitud de D. 
Elias Godoy, en el juicio de tercería deducido por este, con mo- 
tivo de dicho embargo, tiene principalmente por objeto garantir 
la efectividad de las responsabilidades del ejecutante, en ct caso 
de que se acredite cumplidamente el dominio de los bienes 
embargados. 

3* Que no estando aun terminado el juicio iniciado con mo- 
tivo de la tercería deducida, é ignorándose, por consiguiente, la 
responsabilidad que pueda resultar al ejecutante á consecuen- 
cia del predicho embargo, no es en manera alguna procedente 
la cancelación de la lianza rendida en resguardo de los derechos 
del tercer opositor: pues, de lo contrario, habría el peligro de 
que estos quedasen ilusorios en el caso de que se justificara por 
el mismo la propiedad de los bienes embargados y la proceden- 
cia de las responsabilidades que se eligen. 

4 a Que por lo que hace á la ratificación del embargo en los 
mismos bienes, solicitada también en dicho escrito, ella es de 
todo punto innecesaria é inconducente á la v*>z, desde que loa 
predichos bienes te hallan garantidos en su valor total por la 
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fianza rendida por Godoy, á satisfacción del ejecutante, en la 
persona de D. Lmdor L> Quiroga, y por cuanto aquellos fueron 
desembargados por el citado auto de fecha 5 de Febroro, me- 
diante dicha fianza y entregados á Gadoy. 

Pur estas consideraciones y otr¡is que se omiten, no se hace 
lugar, con costas, á la cancelación de la lianza y ratificación 
del embargo solicitado por el ejecutante. Hágase saber origi- 
nal y repónganse los iellos. 

Juan del Campillo. 

Buenos Aire*. Oclubrt 38 de 1881. 

Vistos: Por sus fundamentos, se conlirma, con costas, el auto 
apelado de foja treinta y tres. Repónganse los sellos y devuél- 
vase. 

J. ». GO ROSTI ACA. — J. DOMINGUEZ. — ELA- 
DISLAO FRIAS. — FEDERICO IBARGCREIt. 



CAUSA xcn 



Don Santiago Mae Dona Id, capitán de la barca «Sapi*, con- 
tra Pórtate Frdres, Carbonnier y O; sobre pago de sobresta- 
día*. 

Sumario. — 1° Habiéndote estipulado el número de cuarenta 
toneladas á descargarse cada dia, el término de las estadías no 
puede ser otro que el necesario para descargar el número total 
de toneladas, i ratón de an dia por cada cuarenta de ellas. 

2° Pasado este término, que debe contarse desde el dia en 
que el ñaque queda espedito por la Aduana, Los días de exceso 
deben considerarse cono sobreestarías, sin que pueda inducir 
alteración la variación conreo ida en beneficio de los cargado- 
res, del lugar de la descarga, j la demora no imputable al capi- 
tán pan descargar en dicho lugar. 



Caso. Lo refiere el 

mil* M Jwes Mml 

Buenos Aires, Mayo 6 d« 1884. 

Vistos estos antos, seguidos por el capitán James Mac Do- 
nald» de la barca «Saga», contra los Señores Portalis F reres, 
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Carbonnier j C-, por cobro de pesos procedentes do sobreestá- 
días: resalta: 

i* Que en Febrero del corriente año, se presentí al Juz- 
gado el capitán Mac Donald, representado por el procurador 
Yomwilíer, esponiendo: Qae había traído en su buque, con des- 
tino al puerto de Buenos Aires, a donde llegó el día veinte y 
cinco de Noviembre anterior, consignado á los Señores Portalis 
Frérei, Carbonnier y Compañía, un cargamento du carbón y la- 
drillos refractarios, siendo despachado por la Aduana y que- 
dando, e» consecuencia, listo para la descarga el dia veinte y 
seis siguiente; Que lejos de dar principio los consignatarios 
inmediatamente á dicha operación, solicitaron del capitán para 
que llevase so buque á Punta de Lora, por convenir mas á sus 
intereses que la descarga se efectuase en ese punto, compro- 
metiéndose á pagar todos los gastos que irrogasen con tal mo- 
tivo, á lo que él accedió; Que el cargamento constaba de seis- 
cientas trece y medi i toneladas de carbón, y ciento cuarenta y 
dos de ladrillos, to que hace nn total de setecientas cincuenta 
y cinco toneladas y media entregadas a los consignatarios; Que 
con arreglo al contrato de flctaraento, dicha carga debía bci 
sacada del buque á razón de cuarenta toneladas por día, de 
modo que, según el número de estas, debió efectuarse en diez y 
nueve dias hábiles, y como el buque quedó listo para dar prin- 
cipio á dicha operación el veinte y seis de Noviembre, la des- 
carga debió terminar necesariamente, según el computo de dias 
hábiles qne lleva la Prefectura Marítima, el veinte y cuatro de 
Diciembre del mismo uño ; Que los consignatarios dejaron libre 
el buque de su cargamento el veinte y cinco de Enero, resul- 
tando, de consiguiente, una demora de treinta y dos días hábiles, 
que á razón de cuatro peniques diarios por tonelada de registro 
estipulados, sobre cuatrocientas noventa y siete que se le asig- 
na «n la póliza de fletamento, dá un total en moneda nacional, 
de mil trescientos veinte y cinco pesos oro con treinta y cinco 
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centavos, por la que venia a entablar formal demanda contra 
la referida casa, para que en oportunidad se le condene & su 
pago, con sns intereses legales y las costas del juicio. 

2 a Que los demandados contestaron á foja 28 el traslado que 
les fué conferido, alegando que en realidad no había habido 
estadías, según se podia presumir de la simple lectura del es- 
crito de demanda* pues en vez de hicerse una relación de los 
hechos ocurridos con motivo de la descarga del buque «Saga*, 
se hacía un cómputo tomando en cuenta el tiempo trascurrido 
desde el dia en que el buque estuvo listo para la descarga basta 
aquel en que concluyó; que los hechos habían pasado del modo 
siguiente : Apenas llegado el buque á este puerto y antes de 
dar principio á la descarga, convinieron con el capitán Mac Do- 
na Ul en que esa operación se practicaría en el muelle de Punta 
Lara, según se comprueba por el memorándum acompañado a 
la demanda; que se procedió & ejecutar el convenio empeaando 
por alijar el buque de ciento cincuenta toneladas que descarga- 
ron en este puerto, en cuya operación se emplearon diez días, 
habiendo demoras ya en esta parte cuyas causas en manera al- 
guna pueden serles imputables; que concluido el alije se tras- 
ladó el buque á Punta Lara, ¡í donde llegó el catorce de Diciem- 
bre y desgraciadamente encontró el muelle del Ferro-carril de 
la Ensenada ocupado por otros buques; que al capitán Mac 
Donald le tocó el turno el siete de Enero y veriacó la descarga 
del resto del carbón en seis días corridos, regresó A Buenos Ai- 
res y concluyó la de ciento cuarenta y dos toneladas de piedra 
refractaria en otros seis dias ; Que teniendo, según la póliza, 
diez y nueve dias hábiles para la descarga, se emplearon veinte 
y dos en la forma que se haespresado, de modo que solo resul- 
tarían tres dias de sobreestad fas, cuyo pago no ha rehusado; y 
finalmente, que no habiéndose acompañado el conocimiento de 
la carga debia rechazarse la demanda, sin mas trámite. 
Y considerando: i" Que hay perfecta conformidad entre las 
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partes respecto al hecho capital qne sirve de fundamento á la 
demando, esto es, que el capitán Mac Donald trajo en su ba- 
que «Saga», á la consignación de los demandados, el cargamento 
que en aquella se cspreia, b:ijo las condicionen indicadas por el 
actor, lo que, por otra parte, se halla auténticamente justificado 
por medio de la póliza de filamento acompañada a foja 0. 

2" Que ninguno de los hechos establecidos por el actor han 
sido contestados por los demandados* de suerte que debe esti- 
marse como reconocida por ellos su exactitud, en conformidad á 
lo que prescribe el artículo 86 de la ley Xacional de Knjuicia- 
miento, lo que hace innecesario el trámite de la prueba, pues la 
disidencia queda reducida á una mera cuestión de interpreta- 
ción de las cláusulas del contrato de fletamento, en cuanto á los 
derechos y obligaciones recíprocas que por él se crean, y al al- 
cance que debe darse al convenio ulteriormente celebrado por 
la casa demandada con el capitán, para su traslación á Punta 
de Lara. 

3" Que habiéndose lijado en el contrato el número de tonela- 
das que debian descargarse por dia, quedando indeterminado el 
de las estadías ó dias de plancha, es claro que estas no pueden 
ser otras qne las que se necesitan para descargar el número 
total de toneladas que constituyen el cargamonto, á razón de 
cuarenta por día, como está estipulado en la póliza de fléta- 
me nto, debiéndose empezar á contar desde el dia que el buque 
quedó espedito por la Aduana de este puerto de Buenos Aires, 
que era el de su destino, según la práctica y uso constante del 
comercio. 

4° Que la modificación introducida por el nuevo convenio 
constatado en el memorándum du fuja % no puede alterar el 
cómputo de Ihs estadías, basado sobre esos elementos, ni in- 
terrumpir su curso en perjuicio del buque, puesto que la varia- 
ción, del lugar de la descarga ha sido hecha en el interés exclu- 
sivo de los consignatarios Sel cargamento y á pedido de ellos, 
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déiiéodo entenderse que la mente de lis partee ba sido que to- 
das las operaciones de alije, traslación á Punta Lara, y demás 
para que la descarga se efectúe en dicho ponto, de- 
de ejecutarse dentro de los días de plancha, como ai la 
operación tuviese logar en este puerto. 
5* Que es de todo punto indiferente para la solución de la 
tion, el hecho alegado por los demandados, de que el buque 
no pudo atracar al muelle de aquel punto por estar ocupado 
por otros buques llegados antes, que efectuaban su descarga, 
asimismo que la demora impuesta al «Saga» por esa 
sa no sea imputable á los demandados, pues por el hecho 
de exigir que el buque se trasladase allí por su comodidad j 
conveniencia, tomaban sobre sí las consecuencias que pudieran 
resultar de éí f máxime cuando han podido ser previstas, á lo 
que ae agrega, que para que el capitán tenga derecho i cobrar 
sobreestad ías, basta que la demora no le sea imputable á él. 6 
4 los elementos, que como hechos de fuerza major no previs- 
tos ni susceptibles de preverse, determinan los dtas inhábiles 
para las operaciones de carga y descarga en el puerto, porque 
tas sobfeestadías son la indemnización de los gastos diarios 
que sufre el buque en beneficio de los dueños de la carga, como 
lo tiene declarado la Corte Suprema, {Tomo t\ Serie 2*; pá- 
gina 103). 

6* Que por otra parte, no es exacto que la demora no sea im- 
putable á los demandados; pues no estando obligado el buque 
por su contrato de fletamento 4 atracar 4 un muelle, siendo 
por el contrario la práctica impuesta por las condiciones de 
nuestro puerto descargar en lanchas, aquellos han podido eri- 
tarla procediendo de esta manera en Punta Lara, debiendo 
presumirse que si no lo han hecho es porque mas les convenia 
pagar las sobreestarías resultantes de cualquier demora, mas 
bien que descargar en lanchas, para dejar espedito el buque en 
el tiempo acordado para estadías. 
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7° Que si bien en el conrenio adicional se han especificado 
limitativa monte los gastos que los consignatarios debían pagar 
por la traslación á Punta de Lara, sin hacer mención sobre es- 
tadías, esto procede seguramente de que tal mención no se 
consideró necesaria, porque las sobreestad fas tienen su origen 
en el contrato de fie ta mentó y no en el referido conrenio, de 
manera que habría sido mas bien necesario que se haga nna 
excepción espresa para que se considerasen derogadas tas esti- 
pulaciones referentes á este punto contenidas en la póliza de 

for estos fundamentos, fallo condenando á los Señores Por- 
ta) is Fréres, Carbonnier y C 1 , al pago de la snma de mil trescien- 
tos veinte y cinco pesos oro con treinta y cinco centavos» á fa- 
vor del capitán James Mac Donald, con sus intereses montónos 
segnn la taza del Banco de la Provincia y las costas del juicio. 
Notifíqoese original. 

Virgtlto jtf. Tedin. 

Falto «e ta ** ***** CM« 

Buenos Aire», Octubre 30 de 1884. 

Vistos: Por bus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja treinta y cinco, y prévia reposición de sellos, 
devuélvase, 

1. B GOnOSTUGA. — J. DOMKGUBZ. 
— I' LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBABGCftEH. 
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Echesortu y Catas, contra MaUmann y C" ; sobre indemnización 

de perjuicio*. 




Sumario. — 1" Estableciéndose por una sentencia ejecuto- 
riad* la existencia de los perjuicios, y librada su avaluación al 
juicio de peritos, no es posible aceptar el dictámen del tercer 
perito en discordia, que estima no deberse pagar suma alguna. 

H° En este caso, siendo conforme con la sentencia el dictá- 
men del perito nombrado por la parte demandada, debo acep- 
tarse ta avaluación hecha por este. 



Coto. — En la cansa seguida por Hallman y O contra Echc- 
tortn y Catas, sobre retiro de un aviso en que se anunciaban 
únicos agentes de la cerveza marca «Caballo con Ginete», 
fábrica Dittiuan y Saverlánder, se pronunció sentencia 
en cosa ¿tugada, por la que no se hizo lugar á la de- 
de Mallmann y C\ y se ordenó, que habiendo Echesortu 
snfrido perjuicios, fueran estos avaluados equitativa- 
por peritos. 
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Rosario, Abril 14 de 1884. 



Vistos, resulta : que según la sentencia ejecutoriada de foja 
l*8 t que debe servir de base á esta resolución, en lo que «tan 
conformes ambn* partes, se establece que algún perjuicio ha 
recibido la parte de Echesortu y Casas por habérseles impedido 
la venta de cerveza con motivo de este pleito, perjuicios que 
circunscritos á los que resultasen directos i inmediatos, debían 
apreciarse, según esa misma sentencia, por peritos nombrados 
por Jas partes. 

Echesortu y Casas, por la cuenta de foja 100, compuesta de 
tres partidas, cobran, como perjuicios, la suma de diez y ocho 
mil ochocientos quince pesos fuertes. 

Mallmanny C\ sostienen, á su ves, no haberles causado per- 
juicios de ningún género, especialmente que tenga carácter de 
directo é inmediato, como lo establece la sentencia precitada. 

Ll perito de Mallmanu y C\ sostienen y dictamina que en 
caso de apreciar esos perjuicios, no es posible avaluarlos en 
mas de doscientos pesos fuertes. 

A su ver, el de Echesortu y Casas, á loi diez y ocho mil ocho- 
cientos quince pesos que ellos cobran les añade una partida de 
cinco mil pesos, viniendo así i dictaminar que se les abone 
veinte y tres mil ochocientos quince pesos fuertes 

En tal disconformidad, la. partes nombran un tercer perito 
qne dictamine en ella. «1 cual no acepta, eu su dictamen que 
sea justo pagar ,osa alguna de perjuicios, ni aun los doscientos 
pesos fuertes fijados por el perito de Uallmann y C 

Y considerando: I- Que la auma cobrada por Echeeertu y 
Casas en su cuenta, no puedo reputarse como periuieios direc- 
to, é inmediatos, que son i los que se refiere la sentencia eje- 
cutoriada, y mucho menos puede aceptarse el dictamen de su 
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„ que no solo opina que debe abonársele* esa suma, sin6 
mil pesos fuertes mas de lo qae cobran, excediéndote así, 
arbitrariamente» á lo mismo solicitado por la parte que lo 
nombra» 

S* Que el dictámen del tercero en discordia, nombrado de 
coman consentimiento por las partes, si bien debe, por el carác- 
ter que inviste, merecer seria consideración, no eg posible acep- 
tarlo, por cnanto no tija cosa alguna por perjuicios, cuando por 
mínimos qae ellos fuesen, la sentencia ejecutoriada reconoce 
haberse recibido algunos. 

3* Que por el contrario, el perito de Hallmann y O, se mues- 
tra, no solo de acuerdo con dicha sentencia ejecutoriada, sino 
mucho mas razonable en el cuantum lijado, apoyándose en las 
sensatas consideraciones que aduce y en los mny Tastos funda- 
mentos que )a parte de Malí ui aun espone en su escrito de fojas 
65áS4. 

Por estas razones, acéptase como cuan tu m de perjuicios 
directos é inmediatos ocasionados á Echesortu y Casas, el dic- 
támen del perito Don Emilio O. Schiffaer, que los avalúa en 
doscientos pesos fuertes: sin especial condenación en costas. 
Notífiqvése original y repónganse. 

Bueno* Aires, lk- tutos 30 de 

Vistos : por sus fundamentos» se continua, ron costas, el auto 
apelado de foja ciento treinta y siete ; y devuélvase» previa re- 
posición de sellos. 

J. B. GOROSTlAGA. — J. DOWMGIJKI. 
— t LADISLAO FRIAS. — FEDEBICQ 
[BAKGCREn. 
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CAUfcA CI 



Don Hartaría Sanguinetti, contra el Administrador de la Adua- 
na de Hítenos Aires; por devolución de un buque y merca- 
derías; sobre competencia. 



Sumario.— I o La causa seguida centra un buque despachado 
bajo guía y fianza de pago de derechos por haber entrado al 
puerto de bu destino (Buenos Aires), no obstante el bloqueo 
establecido, ea de apresamiento marítimo, por violación de blo- 
queo 6 clausura de puerto en tiempo de guerra, y nó de con- 
trabando, 

& £1 conocimiento de dichas cansas corresponde á la Justi- 
cia Federal. 



Caso, — Durante la revolución de 1880, fué apresada y puesto 
á disposición del Administrador de Aduana de Buenos Airea 
la balandra « Margarita », patrón D. Mariano Sanguinetti, por 
haber forzado et bloqueu establecido por la escuadra nacional. 

£1 Administrador de Aduana declaró caída en comiso It 
mercancía y condenó al patrón á una multa. 

Sanguinetti, alegando que se trataba de un apresamiento ma- 
rítimo ilegal» demandó al Administrador de Aduana, como apre- 
sados para la devolución del buque y mercaderías. 
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El Administrador de Aduana opuso excepción de incompe- 
tencia, diciendo que el caso de la « Margarita » era de contra- 
bando, y íl, habiendo obrado como juez competente, no era 
demaudable, ni el Juez Nacional era competente para conocer 
en la demanda. 

Ftoll* «el Smmm fXl*r*J 

Rúenos Aires, Enem 29 de 1881. 

Yisto el incidente sobre declinatoria, deducida por el Procu- 
dor Fiscal. 

T considerando: Que para deducirse por el Procurador Fis- 
cal la excepción de incompetencia se ba alegado que la Balandra 
«Margarita» ha infringido los artículos de la Ordenanza de 
Aduana, que cita en su demanda de foja 42 vuelta, y en que 
solo se trata de las penas impuestas á los que infrinjeu las 
operaciones de las cargas» lo que no tiene aplicación en el pre- 
sente caso. 

Que aúu en el supuesto de que se hubiese tnfriujtdo la orde- 
nanza, dichos artículos citados no tendrían aplicación, desde 
que se expresa por la misma parte demandada que la causa 
de la prisión del buque ha m-U por infracción rit>! bloqueo, 
como se expresa en el oficio del Comandante lícneral de Marina, 
de fecha 27 de Julio de 1880, corriente á foja D del espediente 
agregado, lo que supone una can a de almirantizgu. que cor- 
responde á los Jueces de .Sección, según el inciso 7" del ar- 
tículo 2' de la ley sobre jurisdicción y campe temía de lus Tri- 
bunales nacionales. 

Que en causas de presas t que es el otro aspecto bajo el cual 
puede considerarse esta cuestión, la Suprema Corte ha decla- 
rado en sentencia librada en la causa de Cayetano Pintos, Tomo 
ft\ 2? Serie, que la acción debe dirigirse contra el actual po- 
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scedor, que en el presente caso lo es el Señor Administrador 
<Je lientas Nacionales. 

Por estas consideraciones, fallo que este Juzgado es compe- 
tente para conocer en la presento causa; repóngase el sello y 
notifíquese su original. 

hidoro Alharraein. 
VISTA DEL SESOB PROCURAD©* GENERAL 

Buenos Aires, Julio 1 de 1881 

Suprema Corte: 

Xo es este, á mi juicio, un caso de almirantazgo, regido por 
el inciso 7 del artículo ¿ de la ley de jurisdicción y compe- 
tencia de los Tribunales Federales, como lo establece el Señor 
Juezde Sección, en la sentencia apelada, 

Kl estado de abierta hostilidad en que «e encontró la Pro- 
vincia de Bueno* Aires ron la Nación el año próximo pts&dn, 
no constituye un estado de guerra, ni l.i clausura de los puer- 
to» d « Buenos Aires y de la Ensenada, importa un bloqueo. 

Las hostilidades de hecho no bastan, por sí sotas, para crear 
el estado de guerra. Puede combatirse mucho, puede correr 
mucha sangre, sin que la lucha pase de un motín, de una sedi- 
ción, de una rebelión. La guerra supone una Nación enfrente 
dB otra, ó do una parte de la misma ó de otra, que represente 
cierta entidad política. 

El estado de guerra presupone beligerantes y neutrales; y 
éstos solo pueden existir cuando uno y otro de los combatien- 
tes, son reconocidos como Estados Soberanos, ó aspiran á serlo 
con medios sulidentes para sostener, siquiera aparentemente, 
el carácter de tales. 

El bloqueo tiene por objeto impedir el comercio de los nen- 

T. Iflll. ((¡ 



m 



FALLOS DE LA MJMtEIIA CORTE 



traleB con el enemigo, con quien se está en guerra y es un 
principio admitido en el derecho internacional que, para que 
■ea obligatorio, debe ser mantenido con medios suficientes para 
que sea efectivo. 

Basta recordar estos principios elementaba, para poner en 
evidencia que en los suceso» de Junio del año próximo pasado, 
no hnbo ni guerra, ni bloqueo. 

La clausura de loa puertos de Buenos Aires j de la Ense- 
nada fué una simple medida de policía interna, que en ma- 
nera alguna puede considerarse regida por Jas reglas del de- 
recho internacional, y que, por consiguiente, no puede dar 
lugar ni á embargos, ni á apresamientos marítimos en tiempo 
de guerra, 

« Cuando acaeció la guerra civil en la Repúbla Americana, 
< dice el Señor Cairo, § 682, T. 4 o , el Congreso votó un acta 
€ por la que se autorizaba ni Presidente para cerrar todos los 
• puertos en que no era posible percibir derechos de Aduana, 
i declarando al mismo tiempo procedente la confiscación de 
« las embarcaciones que tratasen de ponetraT en ellos. Siendo 
i esta medida de carácter puramente político y local, es indu- 
dable que Biempre que tenga idéntica significación, un Es- 
€ tado beligerante no traspasará, adoptándola, los límites de 
c su derecho. 

« Mas, como quiera que la revolución tomó en aquel país pro- 
c porciones gigantescas, no fué bastante In disposición men- 
€ clonada, y su Gobierno hubo de ocurrir al establecimiento 
c de un bloqueo, conforme cm la ley de las naciones, some- 
- tiendo á los Tribunales de presas, cual si tratara de una, 
« guerra internacional, los casos que ocurrieran. 

• La Gran Bretaña declaró terminantemente qu,i acataba la 
« última resolución, pero que no reconocía en las autoridades 
m federales facultad suficiente para la otra ; oponiéndose así 
€ mismo á que el bloqueo fuera beligerante y local á la veí. 
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i ea decir, á que los puertos confederados se considerarán como 
< combatientes y como rebeldes, i 

Es bien notorio que la rebelión en que se encontró e] Go- 
bierno de la Provincia de Buenos Airea, ni por un momento 
asumió las proporciones á que llegó la guerra de sucesión en 
loa Estados Unidos. El decreto de Junio II, cerrando el puerto 
de Buenos Aires, corresponde á la primera ley antes recor- 
dada del Congreso Americano, j no importa un bloqueo, sino 
simplemente una medida de carácter político y local, que nada 
obligó á convertir eu bloqueo. 

Pero si el Juzgado Federal no es competente, en virtud del 
inciso 7 o del artículo lo es, á mi juicio, á mérito d* la facul- 
tad que le acuerda el artículo 1003 de las Ordenanza de Adua- 
na, para conocer por vía de apelados de las resunciones dü los 
Administradores de Aduana. 

La resolución que condenaba al patrón Sanguinetti, le fué 
notificada en Junio 14 próiimi pasólo, y en 17 del mismo 
dicho Sauguinetti, se presentó al Juzgado Federa atacándola 
por falta de jurisdicción. 

Aunque la acción fué indebidamente deducida Multa el Ad- 
ministrador, según la* consideraciones que antes be expuesto, 
no es menos cierto que Sanguiuetti reclamó en tiempo de la 
sentencia que lo condenaba; y no babría justicia cu declarar 
desierto el recurso porque no se usó U palabra apelación, que 
no es sacramental, como lo eran ciertas fórmulas entre los lio- 
manos. 

Además, el Poder Ejecutivo, á quien en último recorte com- 
pete el conocí miento de estos casos, por la vía administrativa 
ha sometido i la Justicj Nacional el examen de tos rechinos 
por apresamientos hechos durante la clausura que impropia- 
mente llamó bloquea, usando de la palabra que mejor calió - 
oab», en la acepción vulgar, aquella medida. 

Es uii opiuiou, por todo lo espuesto, que, al mismo tiempo 
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que declare V. £. no ser el presente un casa de apretamiento 
ó embargo marítimo en tiempo de guerra, vuelva estos autos 
al Juzgado de bu procedencia para que con oxea de él por Tía 
de apelación, y en virtud de lo dispuesto por el artículo de las 
Ordenanzas antes recordado. 

Eduardo Costa. 

Falle) úm I» fapwi C«rt* 

Buenos Airea, Noviembre 4 de 1884. 

Vistos: Resultado autos que la balandra * Margarita » fué 
despachada por la Receptoría General del Ajo, con cargamento 
de noventa y dos cajones de lenguas y rabos de buey en con- 
serva, con destino á este puerto y bajo guia de tránsito-, ha- 
biendo afianzado atil el pago de tos dereekos de exportación 
(Foja cuatro del expediente agregado) ; 

Que la Comandancia General de Marina, puso dicha Balan- 
dra y cargamento á disposición del Administrador de Rentas 
Nacionales, por haber intentado burlar la vigilancia de la Es- 
cuadra, forzando el bloqueo establecido (Nota de foja ocho 
del mismo expediente) 5 

Que, < habiéndose deducido diversas reclamaciones con mo- 
tivo del bloqueo, y 4 ün de atender debidamente á los que se 
decían damnificados » T el Poder Ejecutivo de la República, por 
decreto de nneve de Agosto de mil ochocientos ochenta 7 uno 
(foja cuarenta de loa autos principales), instituyó una comisión 
compuesta de varias personas, y se nombraba entro ellas, en 
primer logar, al Administrador de Rentas Nacionales de Buenos 
Aires, Don José Luis Amadeo ; 

i/ue de conformidad con lo indicado por esta comisión, nom- 
brada para el examen de los reclamos por los apresamientos 
hechos durante el bloqueo, el mismo Poder Ejecutivo resolvió \ 
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por decreto de catorce de Setiembre del mismo año (testimonio 
de foja sesenta y dos), que loa expedientes sometidos á dicha 
comisión, fueran remitidos al Juzgado en lo Criminal de esta 
Sección, para que los interesados ó el Agente Fiscal deduje- 
sen ante él las acciones que Ies corresponda ; 

Que entre esos expedientes, mindados por el Ministerio de 
Hacienda al Juzgado de Sección en lo Criminal, se encontraba 
el formado sobre el apresamiento de la balandra t Margarita », 
el cual fué remitido á su vez (foja setenta y siete) al Juzgado 
del Doctor Albarracin, por haber éste prerenido en su conoci- 
miento, y corre ahora agregado á los presentes autos ; 

Y considerando: que de estos antecedentes se infiere con cla- 
ridad, que la presente causa no es de contrabando ó defrauda- 
eiun de rentas, siaó de apresamiento marítimo, por violación 
de bloqueo ó clausura de puertos en tiempo de guerra, y que 
los Jueces Nacionales de Sección son competentes para conocer 
de esta cíase de asuntos, según lo dispuesto por el inciso sép- 
timo del artículo segundo de la ley sobre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Nacionales ; 

Por estos fundamentos y los concordantes del Jue* de Sec- 
ción, se confirma el auto apelado de foja setenta y ocho Tuelta, 
y previa reposición de sellos, devuélvanse. Notifique» con e¡ 
original. 

J. B. GOKOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 

l LADISLAO FRIAS. 
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Criminal, contra Itafaet Chilavert, ex-habüitado del Ministerio 
de Relaciones Exteriores; por sustracción de caudales pübli- 




Sumario, — La pena de seis años de presidio, y de inhabi- 
litación para ejercer cargos públicos por dicho tiempo, y la 
mitad mas, impuesta al empleado que con daño del servicio 
público ha aplicado á usos propios los caudales puestos a su 
cargo, es justa. 

Cqso, — Lo refiere el 



Vistos estos autos seguidos á requisición Fiscal contra Ra- 
fael Chilavert, ex-babilitado pagador del Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores, por sustracción de fondos confiado-, á su custo- 



Resnlta: I a Que en el mes de Setiembre del año próximo 
pasado, con motivo (le haber indicado los señores Ministros 
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Buenos Aires, Noviembre 98 de 1883. 
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Domínguez y García, que sufrían algún retardo en loa pagos, el 
señor Ministro de Relaciones Exteriores ordenó al ex-hahili- 
tado de esta repartición, D. Rafael ChiUvert, que presentara 
una cuenta demostrativa del estado de los pagos á las Legacio- 
nes, y al día siguiente, siu haberlo verificado, se presentó aquel 
en la casa particular del Ministro manifestándole que se encon- 
traba en déficit de mas de veinte mil pesos fuertes, sin poder 
esplicar la causa ú origen de donde procedía, suponiéndose que 
viniera de desfalcos ó pérdidas del año anterior. 

*• Que inmediatamente el señor Ministro de Relaciones In- 
teriores dirigió á la Contaduría General, U nota que original 
corre á f . 25 del primer cuerpo de estos autos, poniendo el lin- 
cho en su conocimiento y ordenándole proceda a verificar las 
operaciones de comprobación y examen de las cuentas del habi- 
litado Cbílavert, con sujeción á la ley de contabilidad. 

3 a Que esta oficina comisionó al Contador Fiscal, l). Agustín 
Dillon y a! olicial 1° D. P. Cok, para q te dieran cumplimiento 
á la resolución del Ministerio, resultando del estimen practica- 
do por dichos funcionarios, de los comprobantes presentados 
por Cbilarert de los pagos que decía haber efectuado, sin 
entrar al estudio particular de estos, que el déficit alcanzaba 
entonce* y sin perjuicio do nuevos cargos que pudieran for- 
mularse, á treinta y tres mil sesenta y un pesos con sesenta y 
nueve centavos moneda nacional, según la nota original de 
foja 48. 

4' Que en tal virtud, la Contaduría le dirigió la intimación 
de f. 29 para que ingresaba inmediatamente en Tesorería dicha 
suma, manifestando Chilarert á f . 29 vuelta, serle imposible 
dar cumplimiento á esa orden, por lo quo aquella repartición 
dispuso dar cuenta al Ministerio de Hacienda del délicit resul- 
tante, para que exija su reintegro judicialmente y la aplicación 
de la pena correspondiente, procediéndosc, en consecuencia, 4 
instruir el preseote sumario. 
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5* Que según exámen definitivo de tas cuentas, practicado 
por el mismo Contador Fiscal Dillon, el déficit se eleva á la 
cantidad de treinta y nueve mil novecientos sesenta y tres 
pesos, setenta y ocho centavos moneda nacional, sin que tam- 
pocojhnya podido reintegrarlo el procesado, en el término que 
le señaló la Contad arfa, en su resolución de f. 77 vuelta, ni 
hasta el presente. 

T considerando: 

Mmtro. Que está probado por los documentos emanados de 
la Contaduría General déla Xacion, planilla de f . 31 y f. 42, 
estraida de los libros de esa repartición, ¿informe def, . . que 
revisten el carácter de instrumentos públicos, en conformidad 
i lo dispuesto en el inciso 2°, artículo 1», título 3 o , libro <* del 
Código Civil, y hacen, de consiguiente, plena fé, mientras no 
«can argüidas de falsas sus enunciaciones, según el artículo 15 
del mismo título, lo que no ha sucedido en el presente caso, 
que et procesado Chilavert recibió de la Tesorería Nacional de 
la Capital, desde que se hizo cargo de la habilitación de ese 
Ministerio hasta el día en que fué suspendido en sus funciones, 
la cantidad de doscientos cincuenta y un mil ochocientos 
ochenta pesos con sesenta y cuatro centavos moneda nacional, 
la que estaba destinada á invertirse en el pago de sueldos y 
gastos del Ministerio, y los sueldos de las diversas Legacio- 
nes que la República tiene acreditadas en el Estertor, con 
sujeción i las planillas formuladas por la Contaduría General 
para cada pago. 

Segundo. Que el ex-babilitado Chilavert, solo ha rendido 
cuenta ante aquella repartición, de la inversión de ochenta mil 
setecientos veinte y un pesos con diez y nueve centavos, suma 
que le ha sido acreditada en los libros respectivos, por pagos 
efectuados, según se detall;*' en el Haber de la planilla de f. 32, 
Anexo li, habiéndose además encontrado en su poder compro- 
bantes de pagos a las Legaciones á que se refiere la planilla de 




f. 46y 47 (N° 1, Anexo D/ por valor de ciento do» mil doscien- 
tos cincuenta y ocho pesos con treinta y tres centavos; por 
gastos importantes re inte y cinco mil veinte y cinco pesos con 
cincuenta y siete centavos, según el Anexo E. (V. resumen de 
f. 66] deducido el cargo pendiente del anterior habilitado señor 
Blancas, que no debe pesar sobre éste, según lo manifestado 
por el mismo procesado en su carta dtí f. 67; y por anticipos á 
diversos empicados, por valor de quinientos tres pesos con 
treinta y dos centavos, lo que hace ascender el haber de su 
cuenta, prescindiendo do las observaciones particulares á que 
esté sujeto cada uno de esos comprobantes de que se hace méri- 
to eo el informe del ('untador Fiscal señor Ditlon, corriente á 
f, 14, á la cantidad de doscientos once mil novecientos diez y 
siete pesos con trece centavos, quedando sin justificación de 
ninguna especie, ni aún por asiento en los libros que debía 
llevar y abrió el ex-habilitado, aunque sin cft-ctuar asiento 
alguno, la cantidad de treinta y nueve niil novecientos sesenta 
y tres pesos con setenta y ocho centavos moneda nacional. 

Terrero. Que del examen de cuentas y comprobantes verifi- 
cado por la Contaduría, confirmado por la declaración de los 
respectives apoderados de los interesados, resultan impagas las 
Legaciones en Chile, Brasil, Kstado* Unidos, Francia, España 
é Inglaterra, por los meses que indica la planilla de f. 69, 
importando en su totalidad la cantidad de treinta y tres mil 
cuatrocientos cincuenta y ocho pesos con treinta y seis centavos; 
y los gastos ajustados por valor do seis mil quinientos cinco 
pesos con cuarenta y do* centavas, cantidades que suman exac- 
tamente la de treinta y nueve mil novecientos setenta y tres 
peso* con seteutay or.ho centavos, cuya inversión no ha podido 
justificar ni reintegrar el procesado, no obstante haber recibi- 
do su importe en la Tesorería Nacional en su debida oportuni- 
dad, según se comprueba por la planilla de t ¿tí, formulada 
con presencia de los recibidos otorgados por él. m 
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Cuarto. Que el procesado no ha probado, ni intentado siquie- 
ra demostrar, que este déficit provenga de error en el percibo 
de las cantidades 6 de los pagos, 6 de sustracción efectuada en 
la caja á su cargo por manos entrañas, j si bien ha insinuado lo 
primero, esto es, que orée haber pagado fuertes cantidades de 
más, tomando paquetes hechos de billetes de doscientos fuertes 
por billetes de menor valor, tal suposición se desvanece, en 
primer logar* ante la declaración é iu forme de varios empleados 
del Ministerio de Relaciones Eiteriores y de los apoderados 
de los señores Ministros, á quienes ha efectuado pagos, los 
que aseguran que el ei-habi litado tenía costumbre siempre, 
invariablemente, de contar el dinero que entregaba, lo que, por 
otra parte, es conforme al deber rudimentario que tenia como 
habilitado pagador, demostrando, como lo dice el testigo 1>. 
M. Blancas, f. 43, v., gran habilidad en esta operación; en 
segundo lugar, ante la notoria honorabilidad de aquellos, que 
eteluye toda posibilidad de que hubiesen aprovechado de un 
error de ese empleado, y por último, que si eso pudo suceder 
una ó dos veces, no es verosímil que se reprodujera con tanta 
frecuencia, hasta llegar acerca de cuarenta mil pesos fuertes, 
sin notarlo el pagador, ni descubrirse el error, no estando de 
mas agregar que, según lo han declarado lus testigos D. Ma- 
nuel Blancas j D. Lawson, f . 46, en una ocasión en que les dió 
á cada uno cantidades de más, el error fué notado inmediata- 
mente por el habilitado y reclamado en el acto, ó á mas ta rilar 
al di* siguiente, quedando subsanado ó arreglado. 

Quinto. Que entre tanto, de las investigaciones practi- 
cadas en el citado sumario del juicio, llevadas mas adelante de 
lo que la lev considera bastante para la calificación y juzga- 
miento del hecho, en el ínteres de haci-r la m.iyor luz posible 
sobre este grave asunto, para disipar toda sombra de duda 
acerca de |a inversión de caudales manejados por funcionarios 
de la Nación, resulta, por declaración conteste de varios test i- 
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goB, que no es del caso mencionar en esta resol ación, que el 
procesado ChiiaTer' asistía desde principios del año 1883 á dos 
casas de juego, donde se jugaban fuertes cantidades, llamando 
la atención aquel, porque, según uno de los testigos, era un 
jngador brillante y despreocupado y jugaba como hombre rico, 
sin método y sin alterarse, dando lugar á que se hicieran co- 
mentarios, cuando se retiraba, sobre cual caj.t del Gobierno 
seTÍa ta que pagase ; 6 á qué, et mismo Chilaíert.'mauifes- 
tase á los presentes que do su sueldo y comisiones sacaba como 
veinte mil pesos fuertes, ademas de otra suma tomada del Banco, 
pues se sabía que era empleado, según los testigos. 

Sesto. Que aunque esta circunstancia no es bastante para 
afirmar, con la certidumbre que dá la prueba legal, que los di- 
neros connados á su custodia, han tenido esa ilegítima inver- 
sión, autoriza una presunción komtnis en ese cutido, tanto 
mas grave cuanto que el procesado ha negado terminantemente 
que jamas ha jugado otra cosa que al billar (indagatoria de 
f. 16 vuelta), asi como su presencia en las casas de juego men- 
cionadas, hecho, sin embargo, plenamente comprobado por 
mas de dos testigos, que han reconocido en él la misma persona 
i que hicieron referencias en sus declaraciones, sin que en el 
término de prueba se haya aducido tacha alguna que desvirtúe 
el mérito de ellas, á lo que puede agregarse la recomendación 
hecha á uno do ellos, después de estar detenido en la Policía, 
para que no fuese á declarar que lo había visto¿en tales casas. 

Séptimo. Que & lo espuesto, se agrega, que conociendo 
Chilavert, como no podia dejar de conocer, el estado de su caja, 
sinó desde el principio, por lo menos, desde Junto ó Julio del 
año 1882, no dio pago alguno en el sentido de esclarecer el 
déficit y sus causas, y solo lo denunció cuando serió apremia- 
do por el Sr. Ministro de Relaciones [Estertores para que pre- 
sentara sus cuenta*, á mérito de quejas que le habían llegado de 
que se notaba algún atraso en los pagos, raliéndoac entretanto. 
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da diversos espedientes para el abono de planillas, en jo im- 
porte tenía recibido de Tesorería, con el diaero de otras, 6 
para retardar su paga, dando escusas falsas, como la de que 
aun no se habían practicado los ajustes, ó sacando los fondos 
cuando bacía tiempo que tenía estos en su poder, sin que sea de 
tomarse en consideración la esplicacion de este proceder dada 
en su indagatoria de f. 13, de que quería evitar que se produ- 
jera un alboroto, pues parece natural, que si el dt-üeit hubiese 
provenido de hechos estraños á él, su primera impresión, aleo- 
nocerlo, fuese dar conocimiento á su Superior, no sulo por la 
sorpresa consiguiente, sinó para alejar toda sospecha al res- 
pecto. 

Octavo. Que aunque el procesado atirma ( Y. indagatoria 
de f.6 v. ) que recién en Julio del año ochenta y dos tuvo co- 
nocimiento del déficit en que se encoutraba su caja, este he- 
cho aparece manifiestamente falso, si se tiene presente que en 
seguida declara que tuvo que pagar loa sueldos del Ministerio, 
por los meses de Noviembre y Diciembre del año ochenta y 
uno, con una cantidad reeibida para eventuales, como tambitfji 
que no pudo pagar, para no citar mas, entre otros, ni apoderado 
del Ministro Dr. García, el primer trimestre del año 1882, el 
cual le fué entregado en Tesorería en 25 de Febrero de dicho 
año, sinó cuando recibió el importe del tercer trimestre ( 19 de 
Julio), lo que no habría podido suceder, dado el mecanismo 
administrativo para los pagos, pues ningún abono puede efec- 
tuarse sin qoe su pago haya sido decretado por el Presidente de 
la República y el Ministro del ramo, y cada pago debe hacerse 
con los fondos recibidos á ese efecto, si no hubiese existido ya eu- 
tónee* un desfalco que se iba cubriendo con fondos destinados 
á otros objetos, lo que á su vez induce á sospechar algún inte- 
rés en ocultarlo; debiendo observarse que el ex-habilitado 
Chilavert no ha alegado en su defensa, y menos probado, que 
hubiese efectuado pagos sin la tramitación legal, a virtud de 
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órdenes superiores, en que pudieran haberse invertido las su- 
mas fritantes de la caja. 

Aoreno. Que según el artículo 83 de la ley Penal Nacional 
de 1 -i de Setiembre de 1803, el empleado en la Administración 
que con daño y entorpecimiento del servicio público, aplicáse & 
usos propios ú ajenos los caudales ú los efectos puestos i au 
cargo, será castigado con la pérdida del empleo, inhabilitación 
por cuatro á seis uíios para utro, y una multa que no pase do 
dos mil fuertes, aplicándose la pena del artículo 80, si no veriü- 
case el reintegro, en cuyo caso se encuentra el procesado, pues 
ha manifestado terminantemente no poderlo hacer. 

Décima. Que el citado artículo 80 establece, que el admi- 
nistrador, recaudador ú receptor, depositario de caudales públi- 
cos, y todo el que tuviere obligación de dar cuentas al Gobierno 
Nacional, que distrajere, sustrajere ó hurtare los caudales pú- 
blicos ú privados, los efectos de crédito, representativos, de 
esos valores ó cualesquiera documentos, títulos, actas, ú efec- 
tos ó moviliarios puestos en su poder por razón de su cargo, 
sea castigado eon la pena de trabajos forzados por cinco á diez 
años. 

Undécimo. Que la ley penal que se acaba de citar, no hace 
distencion alguna con respecto á la importancia de las sumas 6 
caudales sustraídos ó distraídos, bastando tan solo que se baya 
ocasionado daño ú entorpecimiento al servicio publico, para que 
sea procedente la imposición de la pena, no pudíendo descono- 
cerse que esta circunstancia concurre en el presente caso, al 
considerar que se ha privado de sus salarios durante varios 
meses y colocado quizas en situación angustiosa á los repre- 
sentantes de la República en el cstranjero, precisamente á 
los funcionarios que deben estar rodeados de mayores elemen- 
tos de independencia y dignidad para el tiel y honroso desem- 
peño de sus funciones. 

Duodécimo. Que no es ciertamente nuestra legislación la 
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única qne juzga y castiga con tanta severidad delitos de esta 
naturaleza, país prescindiendo de las antiguas leyes Españolas 
que nos lian regido durante mas de dos siglos, las cuales impo- 
nían la pena de muerte (l.ey i», tit. 14, Part. 7*) al que fur- 
tase los maravedís del Rey, el Código actual de aquella nación 
(art. 318) impone, desde la pena de arresto mayor si la sustrac- 
ción no excede de diez duros, hasta la de cadena temporal, 
cuando pasa de diez mil, al que sustrajere ó consintiere la 
sustracción de caudales públicos El artículo 169 del Código 
Penal Francés, el 210 de Ñapóles j el 3tí*de España, contienen 
disposiciones idénticas al de la ley nacional, sin mas modifica- 
ción que la graduación de la pena en el primero y último, según 
la importancia de la suma distraída. Según el artículo 101 
del Código Austríaco, se considera como un delito, la infidelidad 
por la cual alguno retiene ó se apropia el bien de otro, cuando 
le ha sido confiado por razón de su cargo público ó en virtud 
de un mandato especial de la autoridad, infidelidad que cas- 
tiga con prisión dura, que puede variar desde um hasta veinte 
años, según su ¥alor ; y el artículo 170 del Código para el Bra- 
sil, estatuye que el empleado público que se apropiare, consu- 
miere ó distrajere ó que consintiere que otro se apropie, con- 
suma ó distraiga, en todo 6 en parte, los caudales ó efectos pú- 
blicos puestos b:ijo su custodia, sufra pérdida del empleo, pri- 
sión y multa. 

Décimo~ tercer o. Que según ha podido observarse, íanto 
nuestra ley penal como los Códigos que se han recordado, cas- 
tigan del mismo modo, ó mejor dicho, colocan en la misma 
categoría de la sustracción definitiva ó el hurto de caudales 
públicos, la distracción interina con ánimo ó intención de re* 
ponerlos, con tal quo la reposición no se haya podido efectuar, 
bastando, por lo tanto, para que el deliLo sea defiuido y su au- 
tor caiga bajo U sanción de la ley, que se pruebe el depósito ó 
entrega de los caudales en su poder y la no justificación de su 



DE JUSTICIA NACIO» Al. 



951 



inversión fonforme á las leves, en los objetos á que estaban 
d estiiimlos, pues en tu! caso se presume que el depositario ó 
administrador los ha aplicado á su uso propio, desde que, 
por otra parte, no pruebe que le hayan sido sustraídos, lo que 
precisamente ocurre en el caso sub jitdice, pues aun que el pro- 
cesado ha insinuado que pueden haberle robado el dinero de la 
caja, absolutamente ningún indicio se ba ofrecido al examen 
judicial que haga siquiera remotamente verosímil esa afir- 
mación. En Tigor de principios, dice Ilaus, Derecho Penal 
Belga, tomo 1°, número 12-1. la distracción se consuma por la 
rci tonlrectatio, por el desplazamiento mismo de la cosa. Pero, 
como en la mayor parte de los casos, particularmente cuando 
se trata de distracción (detourncment) de dineros, este hecho 
no puede ser constatado sino por la rebeldía del acusado de res- 
tituir la cosa o la suma a* la primera requisición. 6 de darle la 
aplicación á que estaba destinada, debe admitirse que el delito 
existe desde el dia en que el deudor incurre en mora de cum- 
plir su obligación. Cuando se trata de ta distracción de dineros 
públicos, el funcionario que debia rendir cuenta de ellos, que 



niega la distracción en todo ó en parte, no puede ser condenado 
sinó después que esté constatado el délicit por el exámen de sus 
cuentas, según Nypel, Código Penal Belga, es decir, que basta 
la simple constatación del délicit, sin que sea necesario probar 
el uso ó aplicación del dinero en provecho propio, principio 
aceptado por la ley p?nal nacional al colocar en la misma cate- 
goría y bajo idéntica penalidad, la sustracción, distracción y 
hurto, hechos que son jurídicamente distintos. 

Déeimo-cuarto. Que la conclusión que Huye definitiva- 
mente de las precedentes consideraciones, es que cuando se 
trata de distracción de dineros publico-, efectuada por un 
funcionario á quien estaba con liad a su custodia, el poder 
administrador, encargado de pedir cuenta de ellos, no tiene 
que presentar otra prueba contra el acusado que niega el dé- 
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ficit, fuera de 1a consta l ación de este por la autoridad encar- 
gada por la ley de verilicar y juzgar la contabilidad, entre 
nosotros la Contaduría Nacional, incumbiendo al acusado la 
prueba de cualqñier excepción tendente á eximirlo de responsa- 
bilidad, pruebas que Chilavert no bu presentada, pues ha re- 
nunciado hasta la defensa. Véase Cuaveuu et lidie, Téorie du 
Cade Pmal, tomo 2 o , número setecientas noventa y cuatro. 

Décimot/umio. Que estando vigente en el territorio de la 
Capital, por sanción del Congreso (art. 313 de la ley de 15 
de Diciembre de 1881), un Código Penal en ei que el máximum 
de la pena, por un hecho de la naturaleza del que se trata, no 
excede de seis años de presidio ú penitenciaria, no es justo el 
imponer otra mayor al procesado, pues aun en la hipótesis de 
ser dudosa su aplicación, debe estarce á la mas favorable al 
procesado. 

Por estos fundamentos; de acuerdo con lo pedido por et Pro- 
curador Fiscal ¡i f. 124, fallo, condenando al procesado líafael 
Chilavert, á la pena de seis años de presidio, que deberá sufrir 
en la Cárcel Penitenciaria de esta Ciudad, los que se contarán 
desde el dia en que fué constituido en prisión, y á la restitución 
de las sumas sustraídas, y pago de costas procesales, inhabilita- 
cion para ejercer cargos públicos por el tiempo que señala el 
artículo tOi del Cúdi-u Penal. 

YinjilioM. Tedin. 

VISTA DEL StíiOft PHOCIRADOR CEXERAL 

litienod Airea, PabnrO 51» Je 188-1, 

Suprema Corte: 

£1 señor Juez de Sección ha hecho un estudio tan elaborado 
j concienzudo de esta causa, que ocuparía estérilmente la aten- 
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cion de V. E. sí, á mi vez, me detuviera en hacer mérito de las 
constancias del proceso, pira establecer la culpabilidad del 
procesado. 

Ed ano y medio Chilavert ha distraído de loa dineros públi- 
cos que recibía para atenciones de su cargo, la enorme suma de 
40,000 1! £1 hecho consta de los recibos que daba y de tas 
cuentas que rendia, y esto basta para constituirle responsable 
an te la ley. 

Lo único que hay que observar y admirar en este caso, es, 
por una patte, el vértigo de que estaba poseído este joven des- 
graciado, que asi gafaba los dineros confiados ¡í su guarda, á 
razón de 2000 f al mes i y por otra, la deücienciu de nuestras 
oficinas fiscales, que no advirtieron el desfalco, sinó cuando 
hubia asumido tan grandes proporciones. 

Como he dicho, basta el hecho material de la sustracción, 
probado y confesado. Chilavert gastaba los 40.0001 en el jue- 
go, en orgías, ó en actos de beneliciencia, es indiferente; su cul- 
pabilidad es la misma ante de la ley. El uso que hiciera del di- 
nero sustraído, solo podría hacer mas ú menos simpática su cauna 
unte la conciencia del Juez. La prueba producida es, por esto, 
en su mayor parte, sino eu su totalidad, impertinente, y ptco 
supone que los testigos hayan ó no hayan sido ratifícalos en el 
plenario. 

Probada y confesada la sustracción, podía el procesado ale- 
gar, como una circunstancia atenuante, y nada mas, que se 
había equivocado al dar papeles de 2000 fuertej por moneda 
corriente, que se le habían estraviado documentos de descargo. 

Lijos de haber producido la mas I ¡jera prueba á este respecto, 
el sumario arroja la fundada presunción de que la pasión del 
jtiego fué la causa de su ruina. 

Solo en uu punto no estoy conforme con el seüoc Juez de Sec- 
ción. Ksta c¡iu?a está rej ida por la ley de Setiembre !4dei8G3, 
designando los crímeues cuyo juzgamiento compete á los Tribu- 
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nales Nacionales y no por el Código Penal de la Provincia de 
Bueno* Airea. Los artículos 31 3 y 313 de la ley de Diciembre 
de 1881 se refieren á los Tribunales de la C¡t pital. — V, K., es 
cierto, ha declarado posteriormente que el citado Código Penal 
da la Provincia de Buenos Aires forma el derecho común i quo 
se refiere ti articulo 03 de la ley de Setiembre antes mencio- 
nada, y debe, por- consiguiente, regir para la justicia federal; 
pero esto, es, bien entendido, cuando los delitos no están pre- 
vistos en ata ley, la de Setiembre artículo «3 ya citado. 

La sustracción da que se hace cargo á Chila?ert lo está y en 
los términos mas precisos, en los artículos 80 y 83, La penalidad 
que ellos establecen, es la que rije, y debe ser tomada en cuen- 
ta, en relación A las circunstancial que aumentan ó disminu- 
yen la gravedad del hecho. 

La, pena que impone la sentencia, cabe dentro de sus límites, 
y me inclino á pedir su confirmación. 

Eduardo Costa. 

mito 4* to tos prest* €«*«# 

Buen ot Aires, Noviembre 4 de 1*4. 

Vistos : Por sus fundamentos, y de acuerdo con lo espuesto y 
pedido por el señor Procurador General, se confirma la senten- 
cia apelada de foja ciento cincuenta y dos, y derivase. 

J. EL GOROSTIAGA. — J. DOWHCVE1. — 
ULADISLAU FRIAS. 
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CAU»A CIII 



Contienda de competencia entre el Juez de /■ Instancia del 
Departamento del forte de la Provincia de fíuenos Aires 
y el de r Instancia déla Capital, en ta causa de Haría 
mmlto Ourand contra D. Leopoldo I.apeyrousse ; sobre 
ejecuaon de sentencia. 



Sumano. - La ejecución de i.na sentencia puede ser pedida 
ante el Jue* que la dictó ; j en este caso, es este é competente 
para entender en el fuMo ejecutivo, aunque los bienes i embar- 
garse se hallen en otra jurisdicción. 



Caso. - J> Mark Reboullet Durand, obtuvo contra D 
Leopoldo Lapeyrousse, sentencia condenatoria por raso» de" 
aUmentos de un hijo natural, dictada por los Tribunales de la 
Capital. 

Inició el juicio ejecutivo ante lo, mismos, y pidió el embar- 
ge de bienes que denunciaba tener Lapeyrou.se en San Nicolás 
de los Arroyos, á donde eate se habia aumentado durante la 
ejecución. 

Lapejronsse suscitó ante el Juez de i- Instancia de San 
Nicolás una cuestión de competencia. 
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AITO DEL JUBZ ME 1* INSTANCIA 

Sin Nicolii, Agoílo 4 ¿e 1883. 

Tviitos ; por los fundamentos consignados por D. LeopoM» 
Lapeyrousic, en su escrito de f. 3, y por el represen Unt- de D. 
Engento Terraason, en el de f. 7, que el Jnzgado, estima arre- 
glados y considerando además: 

1* Qot se ha comprobado debidamente por el certiiieado 
espedido á petición de este Juzgado, por uno de los Secretarios 
del señor Juez Dr. Molina ¿Trotea t que el juicio que se sigue 
ante dicho Juez contra el referido Lapeyrousse, por ejecución 
de sentencia dictado contra el mismo, ha sido iniciado cuando 
este tenia su domicilio fuera de la Capital de la República, 
en el Departamento del Norte de la Provincia de Buenus 
Aires. 

Que siendo la ejecución de una sentencia un juicio distin- 
to de aquel del cual toma su origen, el Juez que la dictó, 
aunque haya tenido jurisdicción para ello, h:i dejado de tenerla 
para hacerla cumplir, por el cambio de domicilio del ejecutado 
Terificado con anterioridad á la ejecución. 

3* Que estando Lapeyrousáe domiciliado en este Departamen- 
to, tiene perfecto derecho á ampararse de la jurisdicción del 
Juagado y solicitar, como lo bac*\ que se dirija oficio inhibito- 
rio al de la Capital de República. 

Tor estos fundamentos, el Juzgado se declara competente 
para entender en este asunto. En consecuencia, líbrese olicio al 
señor Juez mencionado, haciéndosele saber la presente resolu- 
ción recai-Ia en el exhorto de f. 1 , debiendo transcribirse en el 
mismo los escritos de f. 3 y f 7 y la vista fiscal de foja 14, y 
pidiéndole se sirva remitir lo* autos de su referencia ; y en caso 
de sostener su jurisdicción, elévese los antecedentes á la Corte 
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Federal para la resolución de la contienda, sirviéndose comuni- 
carlo á este Juzgado para hacerlo mismo por su parte. 
Repónganse las fojas. 

J. M, Igarzabal 

AUTO DEL JUEZ DE V INSTANCIA DE LA CAPITAL 

Buenos Aire», Htyo 6 de 18*1. 

Y vistos; considerando: 

I o Que tos procedimientos y actuaciones subsiguientes á 
f. 32 t no son sinó una consecuencia inmediata de la sentencia 
de trance y remate, corriente á f . 24 y confirmada a f. 31 Tta.; 

2 o Que citado que fué de remate el deudor, su apoderado 
Leanes no dedujo la excepción de incompetencia por razón del 
domicilio de su representado, sinó que se limitó á decir de 
nulidad, fundado en el concepto de que se habían violado las 
reglas sustanciales del juicio; 

3° Que si bien es cierto que Lapeyrousse se encuentra 
actualmente domiciliado en San Nicolás, esta circunstancia no 
modifica la competencia del Juzgado, desde el momento que el 
referido deudor no dedujo en tiempo la excepción legal. Por 
estos fundamendos, concordantes del escrito de f. 147, y atento 
lo dictaminado por los Ministerios Públicos, el infrascrito se 
declara competente para seguir conociendo de este asunto; y 
en su consecuencia, elévense lo* autos á la Suprema Corte 
Federal, & tos efectos del artículo 419 del Código de Procedimien- 
tos, haciéndose saber esta resolución , por medio de oficio, al 
señor Juez exhortante. Repónganse las fojas. 



Cárlos Molina Arrotea. 



m fUU» DE U WfUMA CORTE 



Bueno* Aire*, Julio 34 



Ed el corso de la ejecución que sigue D a María Duran d, con- 
ira D. Leopoldo Lapeyrousse.por alimentos, a ote el Juzgado Ci- 
TÍl de esta Capital, se ausentó Lapeyrousse 4 San Nicolás de 
los ár royos, j D* Haría pidió se trabara embargo cu algunos 
bienes que allí aparecían como de propiedad de su deudor. 

Lapeyrousse declinó de jurisdicción ante el Juez local de su 
nnero domicilio. 

Trabada la cuestión de competencia, el Juez de la Capital 
sostiene la su ja en el hecho de ser el embargo mandado tra- 
bar en San Nicolás, un incidente del juicio radicado ante su 
Juzgado, con el asentimiento del mismo Lapeyrousse, que tn 
él fué* citado de remate, sin oponer excepción algnna. 

£1 Juzgado de San Nicolás dice: que la ejecución de ana 
sentencia constituye un juicio distinto de aquel en que tu vo 
origen, y debe ejecutarse allí donde tiene sn domicilio y sus 
bienes el que debe cumplirla, de la misma manera que se eje- 
cutan las sentencias de un Tribunal estranjero; pues que 
agrega: las Provincias ó divisiones en que está distribuida la 
República, deben considerarse entre sí, á los efectos de sus 
relaciones de derecho internacional privado, como naciones 
independiente una de otra. 

Me decido por el Juzgado de la Capital. 

Basta recorrer el espediente agregado, para percibir que 
el embargo de los bienes, ciertos ó supuestos, de Lapeyrousse 
en San Nicolás, es una continuación del juicio principal, por 
haber resultado insuficiente el que se trabó sobre sus sueldos 
y la fábrica en Barracas. 
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flor otra parte, no es «acto qw las «liciones d« los Tribu- 
nalas 4e las Provincias se rijan entra el por el derecho inter- 
nacional público, ni privado. Son las leyes de la Nación las 
que determinan la manera cómo deben proceder los unos para 
coa loe otros; y eetas leyes ordenan que % siempre que un Juex 
Nacional dirija un despacho precatorio á un Jaez Provincial, 
sea para nacer citaciones 6 notificaciones, ó practicar otros 
actos judiciales, será cumplido el encargo». Aún mas: iUb 
Juez Nacional puede dar comisión á un Alguacil ú oficial para 
ejecutar una prisión ó embargo en el territorio de una Provincia, 
y las autoridades provinciales están obligadas á prestar el auxi- 
lio que él las requiera»; articulo 13de la ley de jurisdicción y 
competencia. 

La señora Durand, pudo pedir la ejecución de su sentencia, 
bien ante el Juez que la pronunció, bien ante el Juez del 
lugar de los bienes, sin hablar del domicilio, que no es ti en 
la voluntad de las partes cambiar, una vez radicado el juicio. 

Elijtó continuar su acción ante el Juez de la causa, y ha es- 
tado en su perfecto derecho, y cumple al Juez de San Nicolás 
prestar todo el auxilio que le fuere requerido. 

Eduardo Costa. 



Bueno* Air«i, Noviembre 8 Je 1684. 

Vistos; por los fundamentos del auto de foja ciento cincuenta 
y tres y de conformidad con lo espuesto y pedido por el señor 
Procurador General en su precedente vista, se declara qne el 
Juez dt Primera Iustancia de la Capital es elJoes competen- 
te para conocer en esta causa. Remítasele, en consecuencia, los 
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autos, previa . reposición de sellos, y avísese al Juez de Pri- 
mera Instancia del Departamento del Norte de la Provincia 
de Buenos Aires. 

J. B. GOROSTlAGA. — J. DOMINGUEZ* 
— G LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 



CaUííA €lt 



Z). Carlos Casta gno contra fí, José V. Crespo; sobre interdicto de 

mantener ta posesión 

Sumario. — £1 turbado en la posesión, debe ser mantenido 
en ella, 

Cato. — Lo refiere el 

IParaoi, Abril 29 de 18&L 

Y vistos: Resulta que en 13 de Marzo de 1880 el Gobierno 
de la Provincia otorga á favor de Don Joan Manuel Febre es- 
critura de venta de un campo ubicado en el Departamento de 
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La Paz, entre los arroyos Feliciano, Estacas, Lagunas y línea 
divisoria del campo de propiedad de los sucesores de l[aym>IT. 
En diez de Abril siguiente, Don Juan Manuel vende a Don Ma- 
món Febre el mismo campo, y este, en ocho de Diciembre. le da 
en arrendamiento á Don Manuel Tisconiia los montes para que 
que los espióte. En8 de Marz > de 1883, Don Ramón Febre 
vende el campo á Don ('¡Irlu.s Ca-tj-no; y en 19 -le Mayo del 
mismo año Don José" Haría Crespo se presenta ante el Juez 
de Paz de La Paz denia ' dando el embargo de ¡a madera, lena y 
carbón que hubiese en dicho c.irupo y el desalojo de los po- 
bladores, bajo su responsabilidad, á lo que se decretó de confor- 
midad, sin mas trámite. 

En 21 del mismo mes y año, se presenta Don Cándido (¡arcia, 
en representación de Crespo, ante el mismo Juez pidiendo em- 
bargo del carbón y lefia que hubiese elaborado en el Campo 
Don Manuel Tiscornia y que se encontraba en el puerto y otros 
puntos, conviniendo las partes en que Tiscornia se constituía 
responsable de su valor. 

Con estos antecedentes se presenta Don Cárlos/'astagno, es- 
trang-ro, en 9 de Enero del corriente año. demandando ¿i Don 
José María Crespo por perturbaciones causadas en la posesión 
del mencionado campo, pidiendo se le obligue á desalujarlo y 
abstenerse de nuevas perturbaciones y á pagar las costas, daños 
y perjuicios. 

Llamadas las partes á juicio verbal, el acior reproduce su 
demanda agregando: que el Señor Crespo había introducido ha- 
ciendas en el campo y que sabia pensaba introducir mayor nú- 
mero ; que sus cansante- habían ejercido actos posesorios 
desde 1879, como los había ejercido íl mismo arrendándolo á di- 
ferentes personas sin contradicción. Presenta el plano de men- 
sura, aprobado por el Departamento Topográlico, y pide s<> 
abra á prueba por veinte días, para producir la de testigos que 
ofreca. 
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Kl demandado contesta negando los bachos en que se basa 1* 
demanda, por no tener el actor U posesión anual ni estar esta 
purgada del vicio de clandestina. Dice que Don Juan Manuel 
Febre no ha ejercido actos posesorios ¡ que el Doctor Don Ra- 
sión Febre recien en 1882 hizo un contrato de arrendamiento 
de loa montes con Tiscornia, y que en Mayo de 1883, cinco me- 
ses después, los herederos de Candioti habían impedido ta es- 
plotucion de montes; que por consiguiente, el actor no tenia 
La posesión anual necesaria para accionar; que además, la po- 
sesión era el and ratina, porque tanto los Pebres como Castaguo, 
habían usufructuado el campo, haciendo contrato de arren- 
damiento con los pobladores que reconocían á la familia Can- 
dioti como propietaria de él, y que la posesión no estaba pur- 
gada de este vicio ; que adhería á lo pedido por el demandante 
para que se recibiese á prueba por el termino de veinte dias. 

Esta parte acompaña, en testimonio, dos r( ¿eluciones del Go- 
bierno de la Provincia: una de 5 de Mayo de 1883, en qne de 
conformidad á la de 29 de Enero, reconoce á favor de la sucesión 
de Don Francisco Antonio Candioti la propiedad de una arca de 
campo de cien leguas y novecientas treinta y seis cuadras, en 
la cual ae encuentra comprendido el campo de cuya posesión so 
trata, y otra dejando sin efecto la restricción puesta al recono- 
cimiento hecho en 2í» de Enero del mismo año, por la que so 
eacluian de él las fracciones que el Gobierno hubiese en age - 
nado. Acompaña, ademas, un informe espedido por el Escribano 
interino de Gobierno previa orden del Ministro á solioitud do 
parte, en el que se dice lo siguiente con referencia al espediente 
respectivo : que consta que Don Juan Manuel Febre, en 13 de 
Marzo de 1878, solicitó del Gobierno en arrendamiento el cam- 
po en eoeation; que en 13 de Junio siguiente pidió se le pu- 
siese en posesión en el acto de practicarse la mensura, nombran- 
do á Don Donato Segre para que la tomase por él, á loque se 
decretó de conformidad ¡ que sin embargo de esta resolución no 
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consta habérsele puesto en posesión ; que mas Urde, eu 14 
de Muyo de 1880, el <;*.b¡erno le otorgó escritura de venta del 
campo á favor de Pebre ; que no consta que la sucesión Can- 
dtotí hubiese protestado la men&ura, encontrádose solo un de- 
creto en qtie se manda agregar la protesta presentada por 
Mariano López, en representación de Doña l'etrona C. de Iriou- 
do; que la compra de Pebre no fué notificada á la Señora; 
que Ja sucesión Candioti inició ¡agestión de reconocimiento 
de la propiedad en 1872 y la de renovación de titulo en 1880, 
siendo reconocida en 5 de Mayo de 1883. 

Abierto á prueba y ardiuarizado así el juicio por consenti- 
miento de amba» partes, se producen por el actor los informes 
de fojas 120 y 127, 162 a 1118. contrato de foja 104, y de- 
claraciones que corren de fojas 66 á 83, 88 á 96 y 122, j 
por el demandado, la prueba te^imonial de fojas U2 á 154. 

Los informes de fojas 162 y 106, de los cuales debo ocuparme 
en este lugar, por versar sobre puntos análogos á los del infor- 
me presentado por el demandado, de que acaba de hacerse rela- 
ción y con referencia al mismo espediente administrativo, fue- 
ron pedidos por el actor en 21 de Knero, esto es, diez y ocho 
dius antes de vencerse el teruiiuo probatorio y se produjeron 
recien el 21 de Febrero, después de presentados los alegatos 
sobre el mérito de la prueba. 

La parte de Crespo, fundada en esta circunstancia, se opone 
A que sean tomados en consideración. La di- Castagno, dice: quo 
el retardo en la devolución del despacho no le es imputable, 
que ese retardo fuá motivado porque el mismo Señor Crespo 
tenía en su poder el espediente del cual debió tomar el Escri- 
bano de Gobierno los datos para informar, y fué necesario que 
el Ministerio lo mandara sacar do su poder para evacuarse la 
diligencia. 

En ese informe el Escribano de Gobierno dice lo siguiente: 
Que en 13 de Judío de 1878 Don Juan Mautiel Febre pidió al 
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Gobierno se le mandase poner en posesión del campo en cues- 
tión, en el acto de practicarse la mensura, proponiendo á Don 
Donato Segre para que la tome en su nombre, lo que se decretó 
de conformidad ; que la mensura se. prac ticó con citación de lin- 
deros y ocupantes; que en las diligencias de esta operación 
(f. 36) se encnentra un párrafo que dice: «Que al ser notili- 
ctdos los diez y siete pobladores que allí enumera dijieron no 
tener nada que oponer á la solicitud de Don Juan Manuel Pe- 
bre, por cuanto ninguno de ellos tenía títulos con que poder 
legalizar su posesión y que siempre habían tenido por fiscal el 
campo que poblaban, por 'o que hasta el presente han pagado 
sus contribuciones de arrendamientos ; que en el mismo espe- 
diente existe un decreto del Gol íerno acordando término á 
Doña Fetrona Candioti de Iriondo para presentar ¡sus títulos 
rn virtud déla protesta presentada, y otro, de i de Octubre de 
1879, en que dá por desistida esta protesta y aprueba la men- 
■ura del campo, el cual se notificó al apoderado de la espresada 
Señora; que no consM que la Señora de Iriondo hubiese re- 
currido de esta resolución. 

Del testimonio del contrato de foja 104. aparece que en Fe- 
brero de 1879 Don Juan Sneiro arrendií ú Don Juan Manuel 
Febre un cuarto de legua del espresudo campo. 

El demandado, absolviendo las posiciones de foja 114, con- 
fiesa que desde Mayo de 1883 poseía el mismo campo como 
sucesor de loa derechos de Cundioti. 

La prueba testimonial es esta : 

El testigo Jos¿ María Medina, de edad de r-esenta años, de- 
clara: que siendo niño conoció una tapera que decían ser de 
los Candioti, de ta cual hoy no existen vestigios (f 75) ; Ma- 
nuela Lema (P 88): que habiendo reconocido como dueños 
del campo á los Candioti y Crespo, po.que Don l'rocaro Crespo 
solía ir á recomendar á los vecinos el ganado que allí echaba ; 
que hacen cuarenta años que esto sabía, pero que después di- 
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jeron que era de Fcbre : Basilio Ueran, de sesenta años de 
edad (P 80). dice: que él se creó en el campo y lo reconoció 
siempre como ile propiedad de los Crespos y Candioti, porque 
su padrastro entró i poblarlo con permiso de Don Procaro; 
Hartólo Medina: que desde el año cuarenta y nueve poseyeron los 
Crespo, pero que no sabe *i continuaron poseyendo, porque 
hacen ocho Üoa que él salió del campo {í* í)5vta.) ; Sandalia 
Comes: que hacen veinte años se pobló en el campo, también 
con permiso de Don Proc*ro, y tres á que se retiró de él, que 
por esto sabe po*( ian los Crespos y cree que continúan pose- 
yendo (f"9tí ; Ku«cbio Abalos (f 140): que lo reconoció co- 
mo de propiedad de los Crespo porque tino de ellos le permitió 
poblarse hacen treinta y seis años, no existiendo al presente en 
él; TV. dnro Oroño (í* 118 vta.): que conoció siempre pose- 
yendo á Crespo ■ Hartólo Snarez : Juan Sneiro; Simón 
Oviedo (f* 118); Inocencio Cano, foja 145; Paulino Ar- 
ce, foja I tO vuelta, y .luán Lespada, declaran que oyeron decir, 
unos, que el campo era de propiedad d<* los Candioti y Crespo 
y otros, que habían tenido poblaciones en él. 

He los testigos relacionado* Surrez, Sneiro, J. M. Medina, 
Cano y lleron. fojas H!l, 82, 75 vuelta, y 72, declaran haber pa- 
gado arrendamientos ¡or el campo á Espiro, como encargado 
de Febre; Sneiru, Medina y líeron agregan que Espiro los 
amenazó con el desalojo del '"ampo si no pagaban. 

Ensebio Abalos, foja 00 vuelta; Manuela Lema, foja £8; 
Oviedo y lírofio, foja ÍH, dicen que oyeron decir que los pobla- 
dores pagaban arrendamientos á Febre. 

Don Donato Segrc. foja ÍÍ9, declara : que como apoderado de 
Don Juan Manuel Febre tomó posesión del campo antes de 
1879, sin oposición» Biendo reconocido aquel como dueño. 

Don Fermín Kspiru, foja 00, declara : que desde 1879 fué Ad- 
ministrador del campo hasta que lo compró Castagno, primero 
en representación de Don Juan Manuel y después, de Don Ra- 
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moa Febre, habiendo cobrado los arrendamientos sin contra- 
dicción alguna de parte de los pobladores ni de terceros. 

Bartolo Suarez, foja 72; José María Medina, foja 75; 
Eugenio López, foja 78, dicen que ellos pagaron arrendamien- 
tos 4 Espiro, como encargado de Febre, desde 1879 hasta la 
fecha; Sneiro foja 82; Manad Fernandez, foja 81 ; Ildefon- 
so Sosa, foja 80; vuelta; José Guerra, foja 80; Anselmo 
Velazquez, foja 79; Benito Burgueti j Manuel Tiscornia : 
que ellos pagaron también arrendamiento á Espiro, como re- 
presentante de Febre, unos, desde 1879 j otros, desde la fecha 
en que entraron en el campo j por los años que permanecieron 
er él. 

Don Cárlos Kennedy foja .... dice constarle que los pobla- 
dores pagaban arrendamientos al encargado de Febre. 

Resulta además, que antes que Don Juan Manuel Febre soli- 
citase el campo, algunos pobladores de él pagaban arrenda- 
mientos al fisco; así lo declara Don Donato Segre foja....; 
Juan Lespada foja 150; Bartolo Suarez, foja 72 vuelta, 
quien afirma haber pagado al fisco catorce ú quince anualida- 
des; José M. Medina que dice habeT pagado cinco y Euge- 
nio López que pagó al mismo desde I86t hasta 1879. 

Y Considerando : 

i" Que Don JoséM. Crespo, al contestar la demanda f. .. 
dice, que tanto los hermanos Febre como Cas tagne demandante, 
han usufructuado el campo en í uestlun, hacieudo contratos de 
arrendamientos con los pobladores que existían y reconocíanla 
posesión de la familia Candiuti, confesando asi el hecho de la 
posesión del actor, pues que la exposición de) demandado sobre 
los hechos en que se funda la demanda importa una confesión 
judicial (Falla déla Suprema Corte, Serie 2», T i", F. 164), 
quedando i resolverse según el mérito de la prueba rendida: 
í° Si la posesión con que se demanda es anual; y 2° Si siendo 
anual está afecta de los vicios de clandestina, o* violenta. 



DE JUSTICIA NACIOÜAt. 



267 



2? Que si bien aparece demostrado, por los testimonios de 
fojas 89, 05, 96 y 146, que los Candioti y l>on Proearo Crespo 
ejecutaron actos de posesión en el campo, los primeros levan- 
tando poblaciones que hoy no existen y en el segundo, introdu- 
ciendo pobladores en él en una época remota que no se deter- 
mina con precisión por los testigos, ena posesión la perdierun 
los Candioti y Crespo desdo el momento en que el fisco princi- 
pió á col rar y percibir sin contradicción tos arrendamientos 
de algunos pobladores, como lo hizo con José Maria Medina, 
Eugenio López y Bartolo Burea, quienes declaran haber pa- 
gado al Fisco, el que menos, cinco anualidades, antes de 1879, en 
que principiaron ¡i pagar á Febre, pues que la percepción de 
frutos civiles ó naturales de un inmueble caracteriza el ejerci- 
cio de la posesión, artículo 2384 Código Civil ; y esta se pierda 
cuando el que la tenia deja que otro la usurpe y goce de la cosa 
poseída durante un año. sin que el anterior poseedor haga acto 
alguno de posesión ó haya turbado la del usurpador durante 
ese tiempo (Arr 2456 C, C); y no consta de autos que los 
Crespo hayan ejercido acto alguno posesorio desde que el tisco 
principió acobrai los arrendamientos hasta que se produjeron 
los hechos que motivan el interdicto. 

3' Qne el hecho de haber perdido la posesión los sucesores 
de Candioti y de entrar en ella el lisco. se demuestra ademas, 
por la mensura practicada por órden de este en 1878, que es 
un acto de posesión, según el artículo 2384 del Código Civil, la 
cual, si bien fué protestada con posterioridad por el apoderado de 
Doña Petronu C. de lriondo, el Gobierno, previa audiencia lis- 
cal, la dió por desistida en 4 de Octubre de 1879, sin que la es- 
presada Señora ni su apoderado hubiese recurrido de esta reso- 
lución, en mas de cuatro años, con lo que quedó consentida por 
ella la posesión liscal, todo lo cual consta del informe de fo- 

■ 

J t& i ■ ■ ■ » 

4* Quo no basta para demostrar lo continuación de la pose- 
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«ion, la declaración de virios testigos de que siempre recono- 
cieron como propietarios ó poseedores del campo i los C»n- 
dioti y Crespo, pues que una Tez perdida la posesión por parte 
de estos, como queda demostrado, era necesario que esos testi- 
gos dieran razón de sus dichos señal undo actos posesorios de los 
sucesores de Candioti posteriores á la posesión fiscal, que inter- 
rumpiesen ésta, como Jo requiere el artículo 2456 citado ; y 
sus dichos, ó se refieren a hechos anteriores y remotos ú al 
contrario, afirman tomo Bnrtolt Suarez, José Muría Medina y 
otros, que pagaron Ioj arrendamientos primero al Fisco y des- 
pués á Febre, hecho que importando el ejercicio de la posesión 
por parte de estos, desautoriza el reconocimiento que haceu de 
la posesión en favor de los sucesores de Candioti; porque no 
pudiendo existir dos pos. siones iguales sobre la misma cosa 
(artíeulo 2101 Código Civil) la del Fisco, demostrada con he- 
chos, escluye la de éstos últimos. 

5 a Que por el mismo informe del Kscribano de Gobierno se 
comprueba que Don Juan Manuel Febre. por medio de su repre- 
sentante Don Donato SegTe, y á mérito del decreto del Gobierno 
de Junio 13 de 1878, fué puesto en posesión del campo á presen- 
cia de los diez y siete pobladores que allí se nombran y sin nin- 
guna oposición ; pues el penúltimo párrafo de ius diligencias de 
mensura, en que se dice : «Que notificados los pobladores por 
el agrimensor comisionado, estos nada tenían que oponer ¡i lo 
pedido por Febre, por no tener ellos títulos de posesión-, se 
refiere claramente á la misión en posesión, desde que lo pedido 
por Febre, según el informe citado, fué que se practicase la 
mensura y en el mismo acto se le pusiese en posesión del campo 
& título de arrendatario, y lo confirma la declaración de Segre 
á foja.... 

O 1 Que no es atendible la obligación hecha contra el mérito 
probatorio del informe citado, fundada en que la parte que lo 
solicitó aceptó alegar sobre la prueba sin que se hubiese produ- 
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cido y agregado & los autos, porque él fué pedido ákz y ocho 
días antes de vencerse el término probatorio* tiempo bastante 
para que pudiera espedirse, y no consta que el interesado fnese 
culpable en la demora, no siéndole, por lo tanto, imputable ésta ; 
y porque la prueba pedida en tiempo, si se evacúa antes de 
pronunciada U sentencia debe tomarse en consideración, no de- 
pendiendo de la voluntad de parte la continuación de la tra- 
mitación ordinaria del juicio, que es forzosa aunque llegase á 
faltai una prueba ; tal es la jurisprudencia establecida por la 
Suprema Corte en su fallo pajina 275, Tomo 9", Serie 2\ 

T° Que prescindiendo de ese informe, la posesión de los in- 
muebles también se adquiere ejercitando actos posesorios el 
que la recibe con asentimiento del que la entrega, sea directa- 
mente ó por medio de un tercero (art. 2379, segunda parte, y 
2-191 C. C.) siendo acto posesorio la percepción de frutos (art. 
2384 C. C,)¡ y por las declaraciones de Don Fermin Espiro 
foja ,,..y de los pobladores, de fojas 6t>, 72, 78, 8*2, Hl y 80 
vuelta, 68 vuelta, 73 vuelta, y el contrato de foja 105, esta 
probado que aquel cobraba y estos le pagaban los arrendamien- 
tos, como representante de Don Juan Manuel, primero, y de Don 
Ramón Febre después, desde 1879, en época en que el campo 
estaba libre de tu.ia otra posesión por haberla perdido los Can- 
dioti y Crespo, continuando la posesión así adquirida basta 
Mayo de 4883. en que se produjeron los hechas que dan base al 
interdicto, pues la posesión de Castaguo, sucesor de Febre, está 
probada por confesión del demandado (Considerando !•) y uo 
consta que antes hubiese sido interrumpida. 

8* Que por consiguiente, la posesión del actor tiene el tiempo 
necesario para fundar en ella la acción deducida* desde que el 
artículo 2171 lo autoriza á unir su posesión con las de sus cau- 
santes. 

9 P Que por lo que respecta al vicio de clandestina, atribuido á 
la posesión del demandante, en los considerandos anteriores, 
T. ivin 18 
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qatda demostrado que catre la posesión de los Candioti y Cres- 
po j 1» de loa causantes de Castagno medió la del Fisco, de ma- 
nera, qoe aun suponiendo que la posesión de los segundos fuese 
clandestina, ese tícío sería respecto del Fisco poseedor inme- 
diato anterior y nú respecto de los Crespo y Candioti, por 
lo que estos no pueden objetarlo, según el artículo que 
solo inhabilita -al poseedor turbado para demandar la ma- 
nutención, cuando su posesión es viciosa respecto del deman- 
dado. 

10* Que independíente de esto, para que la posesión sea pú- 
blica, basta que e! anterior poseedor baya podido tener noticia 
de los actos del nuevo poseedor (nota del Codificador al art. 

C. C.)y los testigos Basilio Beron, foja U3; Bartolo 
Suarez, foja 72, que declaran haberse poblado en el campo ha- 
cen muchos años con permiso de Crespo, dicen que mas tardo 
pagaron arrendamientos al encargado do Febre, hecho que ha 
debido ser conocido de Crespo por tratarse de individuos 
que representeban su posesión. Además, tanto Ion tt-sligos del 
actor como los de el demandado, declaran que era público que los 
pobladores del campo pagaban arrendamientos al encargado de 
Febre. La mensura y toma de posesión ya citadas son hechos 
públicos y es igualmente público el contrato de arrendamiento 
celebrado entre Snciro y Febre, foja .... 

11° Que las amenazas que Beron, Suarez y Medina dicen ha- 
berles hecho Espiro de espulgarlos del campo (> rematarles sus 
ganados, si no le pagaban el arrendamiento, dado que sean cier- 
tas, no bastan para fundar el victo de violencia, Kn efecto, tí 
fueron hechos antes de estar en posesión del campo y con ánimo 
de tomarla, ellas no son de tal naturaleza que pudieran produ- 
cir una intimidación irresistible que los constituyesen en ins- 
trumentos pasivos, pues podían fácilmente eludirlas ocurriendo 
áloe Tribunales, si fuesen turbados. H i por el contrario, ellas 
■e hicieron después de estar en posesión el que las hizo, deben 
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considerarse como el ejercicio del derecho que todo poseedor 
tiene de intimar l-1 pago del arrendamiento óel desaloje á aquel 
que pretende disfrutar de ta cosa po*eida ; y en tal caso ta inti- 
midación, no siendo injusta, no Ticia la posesión. 

12° Que respeto de la improcedencia de la acción, admiticn- 
ao con el demandado que los hechos del proceso caractericen 
un despojo, siempre que hay desojo hay una turbación en el 
ejercicio de la posesión ; y por consiguiente, si hay mérito bas- 
tante para demandar la reposición en la posesión, con mayor 
razón eiisle para pedir ser amparado en ella; máiime cuando 
la jurUprubeucia de los Tribunales y opinión délos autoresen 
conformidad i la doctrina de la Ley 10, titulo 17, Libro A\ 
K. C. es que los jueces deben prescindir de la denominación 
dada á la acción por los litigantes y conformar sus fallos á 
lo pedido en la demanda si los hechos en que se fundan resultan 
probados; y cuando la prueba en el juicio posesorio intentado 
comprende mayor número de circunstancias que las que la ley 
eiije en ci despojo. 

13° Que los hechos de perturbación alegados por el actor, á 
saber: la introducción de ganados al campo quo hizo el Señor 
Crespo en Hayo du 1883 y el haber impedido al arrendatario 
Don Manuel TUcornia la csplotaciou de los montes, están pro- 
bados, por]confesion del ruisrao demandado, foja 117, vuelta, el 
primero ; y por las actas de foja .... el segundo. 

I I" Que por fin, cualquiera que fuese h naturaleza de la po- 
sesión de Castagno, Crespo no ha podido tomarla ni turbarla 
por sí, aunque el título de reconocimiento de la propiedad he- 
cho por el Gobierno á favor de los sucesores de Candioti, que 
presenta, fuese preferible al de venta, otorgado por el mismo 
Gobierno ¡i los causantes de Castagno, sino que debió deman- 
darla antes Juez competente y por los trámites legales, articulo 
2-WOj 2168 Código Civil, no siéndolo el Juez de Paz del Depar- 
tamento, quien, para decretar la suspensión del trabajo de los 
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montes y el desalojo de los pobladores, no oyó en su defensa ni 
citó «quiera al poseedor (acta de foja . . .), 

Por estas consideraciones, y de acuerdo con el artículo dos 
mil cuatrocientos ochenta y siete del Código Civil, declaro que 
Don José Haría Crespo está obligado á dejar completamente 

desocupado el campo i que se refiere la demanda de fojas y 

abstenerse en adelante de producir perturbaciones en la pose- 
sión de Castagno, reservándose :í este la acción de düños y per- 
juicios para el juicio correspondiente, y á Crespo la que creyere 
corresponderé en virtud del título de reconocimiento del Go- 
bierno, con costas. 

Hágase saber OTigi nal. 

tf. de T. Ptni» 

Fall* 4e I* ñmpreutm Cmrir 

Bueno» Airei, Noviembre 8 Je 188-1. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja doscientos ocho. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 
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i). Saturnino E. f'fisur, contra ta empresa dei Ferro-carril 
Trasandino; sobre espropiacion 



Sumario. — I o En los juicios de expropiación, las coatas de 
actuación y los honorarios de loa peritos son á cargo del espro- 
piante. 

2° Kl espropiante debe también los intereses de ia sama en 
que se ha avaluado la indemnización, en la parte no depositada 
para pago, desde el dia de la ocupación do lo espropiado. 



Caso, — Lo esplica el 

M Sm&m Federal 

Bueno» \«n\<. Agotto 93 de 1881 

Vistos estos autos, resulta: Que la empresa del Ferro-Carril 
Trasandino ha necesitado cspropiar una fracción de terrenos de 
la estancia de D. Saturnino l'nzué. y citados á juicio verbal t la 
empresa ofreció mil pesos fuertes, como indemnización, 6 lo 
que se estimase por peritos, y el representante de Unxué extjió 
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35,000 fía. en qne estimaba esa indemnización, por el precio 
del terreno y perjuicio*; en esta diverjencia tan pande, por los 
estreñios en que se ponían las partes, se acordó someter el caso 
á tasación de peritos. Se nombraren á los señores D. Carlos 
Fellcgrini y D. A mam-i o Alcorta y de tercero en discordia ál>. 
Cárlos Vriobte. Presentada la operación de los peritos, se dió 
vista a las partes, y una y otra, la impugnó. En este caso el 
Juagado, de conformidad al artículo 152, Ley Nacional de Proce- 
dimientos, mandó nombrar nuevos peritos para su ilustración, y 
m nombraron á los señores D. Samuel Sánchez, 1>. W. Villa* 
nueva, y de tercero al Dr. D, Nemesio Kojo. 

Producida la segunda operación pericia), se dió vista á las 
partes, y también fué observada por ambas. Los peritos de 
la segunda operación, sujetándose á los puntos lijados por el 
Juzgado en su auto de f. 14 á f. Í5, se espiden diciendo, la ma- 
yoría de elloi : qne el desperfecto de la estancia, por levantar 
terraplenes y poner una vía férrea, quedaba allanado con hacer 
dos puesto» en el campo y dos alcantarillas en los estreñios de 
U vía, apreciando los puestos en 700 fts. cada uno y aprecian 
el terreno que se espropia, que son 17 1 1 . cuadtas cuadradas, en 
dos mil pesos fuertes; y para dar este prei \o se fundan en que 
recientemente se han hecho ventas de tierras en ese mismo 
punto y á la misma altura á 3000 pesos m c la cuadra; alimia- 
cion que no ha contradicho el representante de la empresa al 
usar de la vista que se le dió de la operación. Dichos peri- 
tos, en mayoría, sostienen, que no es necesario el alambrado por 
ambos costados de la vía que pretende la parte de Unzué, y que 
sostiene ei perito YiUafañe, en minoría, dando por razón la 
mayoría, qne léjos de ser conveniente es perjudicialísimo, como 
lo ha demostrado la esperiencia en los demás ferro-carriles, 
pues entrando hacienda á láHu se encierra en la calle alambra- 
da sin tener por donde huir, y se producen siniestros en el 
ferro- carril y muertes continuas de animales ¡ y considerando i 
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1° Que es cierto que el alambrado do es necesario sinú per- 
judicial, por las razones tan atendibles dadas por loa peritos en 
mayoría, y p-.r con .-¡¡guíente, este gasto no debe ni puede hacer 
parte de indemnizaciones de perjuicios, y asilo ha reconocido el 
perito tercero señor Y i Hala ñe, cuando, tratándose de tos perjui- 
cias que se producían por la división del campo, ha aceptado que 
no eran mas que ]os gastos que demandaría la creación de dos 
puestos y la construcción do dos alcantarillas. 

■ 

2' Que el terrenn no queda inhabilitado para el objeto ¿que 
lo tiene destinado el señor I nzuí', desde que con los puestos 
aconsejados por l»>s peritos, las alcantarillas y la pequeña deja- 
ción que tiene la tíu en ese trayecto, seyun todos loa peritos y 
planos acompañados, desaparece todo inconveniente, y por lo 
mismo, no resultan otros abonos que nacerse por la espropia- 
cion Binó las partidas apuntadas por los peritos en mayoría. 

JJ" Que en cuanto á las dos alcantarillas, debiendo construir* 
se estas en la mi-ma Tía, deben imponerse á la empresa cons- 
tructora del Ferro-carril, y nó abonarlas al srñor l'itiaé para 
que el las haga construir, pues en esa clase de trabajos de rías 
férreas, no es posible que se introduzcan terceros | trabajar en 
el camino, siuó que debe ser obra de ta nmma empresa; y 
tanto mas en este caso» cuanto que ella misma, según su escrito 
def , se obliga á construir dichas alcantarillas. 

*» Que en cuanto al precio del terreno, la base tomada por 
los peritos e:i mayoría, es equitativa, puesto que ic refieren a 
rentas recientes en ese punto, que les determina el precio que 
ellos lijan, y el hecho de esas rentas recientes está tácitamente 
aceptado por ambas partes, oV¿de que ninguno de ellas lo ha 
contradicho ni lo ha observado. 

5" Que en cnanto ú ] •< costas, si bieu el artículo 18, ley de 7 de 
Setiembre de 1870, establee que deben ser 4 cargo del espro- 
piante, toda vez que el precio reconocido por Jos peritos sea 
mayor que el que ofreció dicho espropi.iute, la disposiciou de 
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cíe artículo debe ser tomada en et sentido de que se ha preten- 
dido condenar en costas la resistencia infundada del expropian- 
te, pero no obstante á que il espropiante pneda ser exonerado 
de esas costas cnando, como en el caso ocurrente, ha habido 
temeridad 6 plus petition en las pretensiones del expropiado, 
segon puede deducirse por analojia en la sentencia de la Su- 
prema Córte, pig. 225. tomo i° t série 2", de sus Fallos, é indu- 
dablemente tiene que ser estimada así como una plus 
petition la exijencia de 32000 fís. por parte del espropiado y 
ta resistencia á hacer ninguna especie de arreglo que bajura de 
esa cantidad, cuando, como se vé, los peritos le han estimado eu 
casi nna décima parte menos. 

Por estas consideraciones, fallo declarando que D. Juan 
Clark, por la empresa del Ferro-carril, debe pagar y pague, 
como indemnización de la espropiacion, dos mil pesos fuertes 
por precio del terreno, y mil cuatrocientos pesos fuertes por 
los dos puestos que tiene derecho a construir el señor Unzué, 
en todo, tres mil cuatrocientos pesos fuertes; y que queda 
obligado 4 construir las dos alcantarillas en los puntos do la 
Tía ofrecidas, siendo á cargo de dicha empresa su permanente 
conservación en perfecto estado y responsable de cualquier 
daño que renga por descuidar dichas construcciones ó alcanta- 
rillasen conveniente estado ; sin costas, debiendo estas pagarse 
por cada parte y en el orden causadas en los autos. Notifíqieae 
original y repónganse los sellos. 

Isidoro Aíbarracin. 

Wmlím de I» «uprene» Ctfrte 

Buenos Airei, Noviembre 13 de 1884. 

Vistos: por sus fundamentos, y considerando que, en cuanto 
al pago de costas, en esta clase de juicios, no son aplicables las 
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leyes generales, sioó el artículo diez y ocho de Ja ley especial 
sobre espropiacíon, y que la empresa del Ferro-carril Trasan- 
dino ocupó el terreno de que se trata, antes de satisfacer el 
importe de la indemnización, que es superior á la oferta 
que hizo; se confirma lasetencia apelada de foja ciento cuaren- 
ta, con la decoración de que dicha empresa dehe pagar las 
costas del juicio, limitadas estas, conforme á la jurispru- 
dencia establecida, á las de actuación y el honorario de 
peritos, así como los intereses de la cantidad á que ascienda 
la indemnización, dedde la ocupación del terreno hasta el dia 
del pago, computados según los que cobra el Banco Nacional, 
descontándose los que correspondan á las sumas que la empre- 
sa depositó en el mismo Banco, en virtud del artículo cuarto 
de la ley citada, y que desde eutónces el demandado ha podido 
recibir ú su arbitrio. Hágase saber y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 



J. B. GOnOSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
ULAD1SLAO FRIAS. 
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¡f. Miguel lirrell contra la Empresa del Ferro-Carril Tra- 
sandino; sobre e$propiacion 



Sumario, — 1* El espropiante debe pagar las costas de 
actuación, los honorario» de los peritos y los intereses, desde 
el día de la ocupación, de la snma que debe abonar, en la parte 
que excede é la depositada para pago. 

2» Los intereses deben coranutarse según los que cobra el 
Banco Nacional. 

Caso. — Lo refiere el 

Buenos Aires, llano 39 de 1884. 

T vistos : estos autos seguidos por Don Miguel Tírrell contra 
la Empresa del Ferro Carril Trasandino, sobre «apropiación de 
nno3 terrenos situados en Mercedes, jurisdicción de esta Pro- 
vincia» y de que resulta: 

I a Que habiendo sido ocupada por el mencionado Ferro Car- 
ril una lonja de los mencionados terrenos, de 4500 metros de 
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largo por 30 6 40 de ancho, sin previo acuerdo de indemniia* 
cion por parte de la empresa, Tirrell deduce demanda para que 
le sea indemnizado, tanto por su valor como por la deprecia- 
ción considerable que sufre por esa división, y por el valor 
del alambrado que estima necesario para asegurar loa men- 
cionados campos, lo que hace que la demauda por indemniza- 
ción comprenda la suma de 6.500 fts. 

2° Que corrido traslado de esa demanda, la empresa del Tras- 
andino niega que el campo sufra depreciación alguna, ni que 
sea necesario el alambrado, ni esté ella en la obligación de 
construirlo, y finalmente sostiene que es elevado el precio que 
se pide por la cuadra cuadrada, consignando por el valor del 
terreno é indemnizaciones, \ .033 g 33 centavos nacionales oto. 

3 o Que constituido el Tribunal arbitral este se espidió á fo- 
ja 57. 

Y Considerando : 

i* Que están conformes los peritos arbitradores eu asignar 
como valor del terreno, el de 1200 oro por cada cuadra cuadrada 
de terreno que se ocupe por la vía del Trasandino en el campo 
de Tirrell. 

2 o Que aunque difieren eu cuanto á los perjuicios producidos 
por el fraccionamiento, no habiéndose alegado por el perito de 
Tirrell, que la división de los campos de este fuera irregular ó 
desperfeccionase ese campo y antes, por el contrario, habiéndose 
consentido en que por lo bajo del nivel del camino férreo no in- 
terceptaba la fácil comunicación entre ambas fracciones, es de 
estimarse, como lo sostienen los peritos en mayoría, que por el 
hecho de haberse tendido los rieles no se despreciaba ese cam- 
po, y entonces los perjuicios deben limitarse á los que estiman 
estos últimos, como gasto necesario para arreglar, en vista de la 
nueva vía, las poblaciones y explotaciones existentes. 

3° Que en cuanto & la carga que se quiere imponer A la em- 
presa del Ferro-Carril Trasandino, de construir alambrado, se 




KA t, LOS DE LA SUPitENA C.OUTfc 

halla resuelto ya negativamente por este Juzgado en la causa 
de Unxué contra esta misma empresa del Ferro-Carril, y de 
conformidad á los fundamentos que sirven á los peritos para 
basar su dictamen, 

4* Que en la causa mencionada ya do Unzué contra la em- 
presa del Ferro-Carril Trasandino que se ha invocado por el 
defensor de Tirrell se halle resuelto igualmente que aunque las 
costas del juicio de espropiacion contra el Gobierno ó la em- 
presa que lo representa corresponde a estos, esto no puede te- 
ner logar cuando ha habida temeridad ó tina petición exhor hi- 
tante ; y en el caso ocurrente la parte de Tirrell ha pedido mas 
de cuatro veces lo que le acuerdan los peritos, mientras que la 
empresa del Trasandino, ha ofrecido una cantidad, sino exacta, 
muy aproximada, á la que fijan los mismos como lejitimaó equi- 
tativa. 

Por estas consideraciones ; y de conformidad á la ley de 13 
de Setiembre de 1866, fallo : ¡que el Señor Don Juan Clark, re- 
presentante del Ferro-Carril Trasandino, debe pagar y pague á 
los diezdias de notificada ó ejecutoriada la presente á Don Mi- 
guel Tirrell lo que corresponda al número de cuadras de este 
Señor que le ocupa el Ferro-Carril Trasandino á razón de ciento 
veinte pesos por cuadra ó su equivalente en moneda nacional, 
y a mas trescientos cincuenta pesos fuertes ó su equivalente en 
moneda nacional, por indemnización de perjuicios, sin costas. 
Notiffquese, con el original y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin 

F»ll» de In Suprema Corte 

Buenos Aire», Noviembre 13 de 1&8-1. 

Vistos : por sus fundamento», y considerando que, en cuan- 
to al pago de costas, en esta clase de juicios no son aplicables 
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lis leyes jenerales, sino el artículo 18 de la ley especial sobre 
espropiacion, y que la empresa del Ferro-Carril Trasandino 
ocupó el terreno de que se trata, antes de satisfacer el im- 
porte de la indemnización, que es superior il )a oferta que hizo ; 
se conlhma la sentencia apeladade foja ciento tres, declarándose 
que dicha empnsa debe pagarlas costas del juicio, limitadas es- 
tas, conforme a la jurisprudencia establecida, á las de actuación 
y al honorario de peritos, asi como los intereses de la cantidad 
á que asciende la indemnización, desde la demanda, como lo ha 
pedido el actor, hasta el diiidcl pago, computados según los que 
cobre el Banco Nacional, descontándose los que corresponden 
a la suma que la empresa depositó en el mismo Banco, y que 
desde entonces el actor ha podido recibir á su arbitrio. — Há- 
gase saber y repuestus los sellos, devuélvase. 

J. B. GOROSTfAGA. — J. DOMINGUEZ. 

— c Ladislao rnus. 
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CAUSA CVII 



/>. Fráncueo Urunengo contra fí. Haberlo Cano; sobre tndem* 
nijacion de (taños y perjuicios. 



Sumario.— í° El derecho para reclamar indemniz.iciones por 
la violación de un contrato, está" subordinado en su ejercicio, á 
la existencia efectiva de los perjuicios. 

2* La estimación de los perjuicios queda librada al prudente 
arbitrio de) Juez, cuando hay dificultad para probarlos cumpli- 
damente. 

3 f> Existiendo gran diferencia entre la suma pedida por 
indemnización, y la estimada por el Juez, no debe imponerse 
al demandado el cargo de las costas del juicio. 

4 o Los hechos no alegados iü discutidos en primera instancia, 
no pueden ser tomados en consideración en segunda. 



Caso. — Lo refiere el 

ralis del Jwea F*«cr*l 

Buenos Airea, Mareo a de 1881. 
Vistos estos autos y los Agregados para mejor proveer, seguí- 
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dos por D. Francisco Brunengo contri 0. Roberto Cano, por 
cobro de pesos. 

Resoltan del espediente agregado los siguientes; antean- 
tes: 

i" Qne entre Cano y Uro ñengo existió un contrato de loca* 
cion por el cual el primero, como propietario del Teatro de « La 
Alegría >, lo alquiló al segundo, empresario de una Compañía 
Dramática, por la temporada de invierno del año do mil ocho- 
cientos ochenta. 

2 o Que Brunengo abrió un abono de treinta funciones y 
cuando faltaban aún catorce para terminar y los beneficios qué 
es de práctica agregar a cada temporada, Cano le hizo saber 
extrajudicial mente que debía entregar el Teatro á otra éin- 

■ 

presa. 

3 Que con este motivo ocurrió Brunengo al Juzgado Seccio- 
n alde Buenos Aires entablando formal demanda para que se 
condeno £ Cano á respetar el contrato y encaso de qué lo fióte, 
para que le abone los perjuicios que desde ya estimaba en 
quince mil pesos m/c por cada función que dejase de dar, in- 
cluso los beneficios délos artistas. 

4° Que este juicio terminó por la sentencia de foja 129, con- 
firmada por la Suprema Corte á foja 157, por la cual se condena 
á Cano & satisfacer al demandante Brunengo los daños y per- 
juicios que la falta al referido contrato le haya causado, ten- 
do este justificar cual es el número de funciones que el deman- 
dado le impidió dar de la temporada anunciada y los daños y 
perjuicios que sufrió por ese motivo. 

5° Que para hacer cumplir la referida resolución se presentó 
¿ foja 6 dé los autos corrientes D. José B. Valladares en 
representación de Brunengo y dé un señor Lápor tilla, acreedor 
de este, manifestando: que ú fin de comprobarlos estrenos indi- 
cados por la Suprema Córte acompañaba los anuncios del elenco 
de la Compañía y una planilla que comprueba con toda exac- 
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titud, la capacidad del Teatro, el precio de las localidades, el 
monto de los gastos y el mhiman de la utilidad líquida que 
podía rendir por función, sin contar el producido de las entra- 
das que podían venderse sin localidad; que de ellos resultaba 
que cuando Caoo despojó del Teatro A Bruneugo, faltaban 
para completar la temporada, catorce funciones del abono y los 
beneficios que es de práctica dar á los primeros artistas de la 
Compañía, que eran cinco; que la ¿poca en que ésta daba sus 
funciones, lo era t into más propicia cuanto que acababan de 
terminar felizmente los disturbios políticos que habían tenido 
privada á la Sociedad de todo género de diversiones, y en tales 
condiciones» y dada la capacidad del Teatro, el precio de las 
localidades y lo exiguo de los gastos, la empresa podia sacar 
como maximnn una utilidad líquida'de cuarenta y un mil sete- 
cientos cuarenta y cuatro pesos m/c pOT función, fuera de las 
entradas que podían espenderse sin localidad, lo que le habría 
producido un beneficio líquido de setecientos noventa mil 
novecientos cuarenta y seis pesos m/c por las catorce funcio- 
nes de abono y los cinco beneficios que faltaban; que si no hay 
razón para suponer que el Teatro habría estado siempre lleno, 
tampoco la hay para suponer que en ningún caso habría catado 
desierto, de manera que para fijar equitativamente la impor- 
tancia del perjuicio probable tiene que tomarse necesariamente 
el término entre el máximun y el mínimun de la utilidad pro- 
bable, lo que daria la suma líquida de veinte mil ochocientos 
setenta y dos pesos m/c por cada función, es decir, 
una cuarta parte mas de lo que reclama en su demanda, cuya 
estimación hecha en quince mil pesos no podia ser ni mas 
equitativa ni mas baja; por todo lo que pedia al Juzgado la 
confirmara y condenara al demandado al pago de la suma de 
doscientos ochenta y cinco mil pesos m/c a que asciende el 
importe total délos perjuicios. 
6° Que conferido traslado a Cano contestó en el escrito de 
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foja 13, alegando: que en primer lugar llamaba la atención la 
intervención que asumía e¿e señor L.iportilla, el que si bien 
puede tener interés en el resultado del pleito, por razón del 
embargo trabado en lo que pudiera corresponder á Brunengo, 
esto no lo habilitaba para hacerse parte activa en este juicio; 
que dos puntos habia sobre las cuales estaban perfectamente 
de acuerdo; el primero era el antecedente establecido por la 
Suprema Curte de que al demandante le incumbe justificar 
el número de funciones que se le impidió dar y los daños y per- 
juicios que sufrió por ese motivo; y el segundo, que se habían 
dado diez y seis funciones de las treinta que se iniciaron el 
ocho de Julio de mil ochocientos ochenta, de suerte que todo 
quedaba reducido al perjuicio que pudiera haber sufrido en 
catorce funciones; que la planilla presentada por el demandante 
era tan arbitraria como las consideraciones en que se preten- 
día fundarlas, pues suponer que el pueblo se encontraba dis- 
puesto á concurrir á fiestas después de lns luctuosos sucesos 
del año de mil ochocientos ochenta, era algo que estaba en 
pugna con el sano criterio y los sentimientos de toda sociedad 
civilizada; que kabia sido necesario para llegar á la suma fijada 
en la demanda prescindir de los verdaderos antecedentes que 
surgen de las diez y seis funciones de la temporada, haciendo 
cálculos imagínanos que habrian convertido á Brunengo, en el 
mas feliz do todos lo» empresarios; que en la Alegría, como en 
todo teatro, el boletero de cada función levanta un estado que 
en su forma es análogo al que ha presentado aquel, en el que 
se consignan las localidades y entradas que le entregan, las 
que de estas be espenden al público, las que resultan sobrantes 
y el importe délo vendido, todo lo que constituye el cargo de la 
boletería; que en presencia de las diez y seis funciones dadas de 
la temporada en cuestión, que es la base de criterio mas razona- 
ble para poder apreciar lo que hubieran producido las catorce 
restantes, puede afirmarse que han dado por resultado para 
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Brunengo ana pérdida efectiva de castro mil setecientos cua- 
renta y cinco pesos m/c; que para con. prender la enorme dife- 
rencia f aún la contradicción qoe existe entre ese resultado y 
«1 qne Be desprende de las pretensiones del actor, Vasta decir 
qneeñ lis entradas generales que aparecen en número de mil 
doscientas en el estado qne presenta, el máximum entregado 
1 la boletería en las funciones precedentes fué de seiscientas» 
Ve las cuales solo se Tendieron noventa y cinco el día nue- 
ve de Julio qoe es el de mayor concurrencia en los teatros; 
que teniendo en cuenta el mayor producido en la función del 
Veinte y cinco de Julio del año de mil ochocientos ochenta* 
resolta que Btunengo recibió como líquido producto mil cinco 
pesos y el nuere de Julio trescientos setenta y tres; bastando 
lo espuesto para evidenciar la enormidad de la demanda y la 
inexactitud de los hechos en que se fuuda. 

7 3 Que la cansa fué recibida á prueba por auto de foja 18 
estableciéndose en él, que debían justificarse: 1° el número de 
funciones que el actor dejó de dar; 9 a el producto líquido obte-^ 
ntáo en las funciones dadas; 3 o que el actor sufrió efectiva- 
mente perjuicios i consecuencia de la anulación del contrato; 
4 a quantum de esos perjuicios ; habiéndose producido por parte 
de Brunengo, además de los papeles de fojas 5 y acompañados 
a la demanda, el pliego de posiciones de foja 35, absueltas por 
Cano en la forma que espresa el acta de foja 26, el certificado 
de foja i* y las declaraciones de foja 84 vuelta, 1$0 vuelta y 
122 y el informe de foja 107 sobre la capacidad del teatro ; 
$ por parte de Cano las planillas de foja 120 y 1 11. las decía- 
raciones de foja 159 á foja 163, ademas del ya citado informé 
fié foja 107. 

T considerando: 

Phnicro. Qne el auto de prueba en los términos en que 
queda relacionado, se halla en perfecta armonía con lo resuelto 
por la Suprema Córte y las exijencias de la misma demanda» 
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puesto que la reparación de perjuicios comprende, según le 
definición que nos di el artículo 519 del Código Civil, de Ib 
que se llana daños é intereses ó genéricamente perjuicios, que 
es la espresion empleada por el demandante, el ralor de H pér* 
dida que se haya sufrido y el de 1a utilidad que hará ¿«Jato 
de percibir el acreedor de la obligación ; siendo el segundo 
punto del auto uu elemento concluiente para establecer el 
valor de la utilidad probable, y el tercero y cuarto, indispen- 
sable para fijar la indemnización correspondiente á las pérdidas 
sufridas. 

Segundo. Qne el actor solo se ha preocupado de establecer 
en abstracto, por medio de la planilla de foja 4, la entrada y gas- 
tos que puede tener una función en el teatro de «La Alegría», 
sin tomar en consideración circunstancias especiales de ñinga- 
na clase» olvidando que el derecho para reclamar indemnitaóio- 
nes por la violación de un contrato está siempre subordinado 
en su ejercicio á la existencia efectiva de perjuicios, pues puede 
haber, y hay en efecto muchos casos, en que la rescisión de un 
contrato lejos de ser perjudicial suele ser beneficioso fcara 
la parte, librándola de mayores pérdidas, y en tal caso ombría 
evidente injusticia en buscar en la letra de )a ley un lucro ilíci- 
to, que nada justifica, de donde ae desprende qné el medio 
adoptado es el menos á propósito para establecer legalmente la 
realidad de la pérdida sufrida y el valor de la utilidad proba- 
ble que se ha dejado de percibir, dadas laa condiciones especiales 
de la Compañía Brunengo, sus aptitudes, su género, la ¿pitea 
en que actuó y muchas otras circunstancias sobre laa cuele* el 
empresario demandante ha podido y debido presentar datos 
concretos sacados de diez fy seis funciones dadas antes per lá 
misma compañía y en el mismo teatro y época, pan servir dé 
base de comparación. 

Tercero. Que partiendo de la teoría de nuestro Colige 
Civil (artículo 5*0), de que en el resarcimiento de loa daños y 
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perjuicios solo se comprenden los que fueron consecuencia 
inmediata y necesaria de la falta de cumplimiento de la obliga- 
ción, teoría consagrada en sa aplicación por numerosas decisio- 
nes de la Corte Suprema, en el caso sub judiee, debería formar 
i) primer capítulo el alquiler de un nuevo teitro para comple- 
tarla temporada 6 las indemnizaciones otorgadas á los artistas 
de la compañía por el tiempo que quedaron sin trabajar, etc.; 
pero el actor ha abandonado este punto para dirigirse exclusi- 
vamente al de las utilidades probables que ha dejado de perci- 
bir, y ello prueba, desde luego, que no debieron ser tan halagüe- 
ños los resultados de las diez y seis funciones primeras, como 
los describe en su demanda, puesto que pretirió mantener la 
compañía en la inacción. Si esta hipótesis no es exacta, esto es, 
si Brunengo seducido por resultados que representan, en una 
corta temporada en el menos importante de nuestros teatros, 
cerca de un millón de pesos llevó su compañía i completar 
aquella en otro teatro obteniendo el mismo ó mejor éxito, es 
claro que no hay base legal para reclamar indemnizaciones. 

Cuarto. Que el demandado ha tachado de arbitraria la 
planilla de foja 4, presentada por el actor, y este ninguna prueba 
ha producido para demostrar lo contrario, esto es, que los 
datos que arroja, aparte del número de palcos, palquitos de 
cazuela, tertulias de balcón y de orquesta, sobre los que coinci- 
da coa las planillas presentadas por Cano, y puede por lo tanto 
estimarle que hay conformidad de partes al respecto, sean toma- 
dos de antecedentes sacados de lo que ha producido y pagado la 
empresa en las funciones anteriores, apareciendo desde luego 
plenamente justificada la calificación de arbitraria en cuati t o al 
número calculado de seiscientas entradas de cazuela y mil dos- 
cientas generales, en presencia del informe corriente á foja 107 
espedido por los peritos nombrados por las partes sobre la ca- 
pacidad del teatro, que solo atribuye á la primera doscientas 
once localidades y próximamente mil á todo el teatro, deseen- 
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tando las que no producen beneficio, siendo inverosímil que 
pueda instalarse en la cazuela tres reces el número de perso- 
nes que su capacidad permite y el doble en todo el teatro; pero 
admitiendo, por vía de hipótesis, que esto fuera posible, en 
ningún caso sería permitido invocar tan grave y punible abaso 
ante los Tribunales de la Nación para fundar una reclamación 
de utilidades probables que reconocen tan ilícito origen. 

Ornato. Que la inexactitud de la planilla en cuestión apa* 
rece mas de manifiesto en presencia del informe oficial espe- 
dido por el funcionario municipal encargado de la inspección 
de los teatros, corriente á foja ICC, segnn el cual» por el detalle 
minucioso que presenta de las localidades, del de « La Alegría ■ 
el máximum de la concurrencia que puede conteneres de nove- 
cientas oebenta y dos personas, esto es, próximamente la mitad* 
incluyendo la gente del paraíso, de solo entradas generales y dfl 
cazuela que el actor presenta como probables en su planilla. 

Sexto, Que además, entre los elementos de prueba pre- 
sentados por el demandante figura el testimonio de foja 49, 
referente á una función dada en el mes de Mayo del año de mil 
ochocientos ochenta, por la misma compañía de qne era empre- 
sario firunengo, ;t beneficio de uno de los batallones de volunta- 
rios que en aquella época se formaron en esta localidad y li no 
fuese bastante lo espuesto en las consideraciones precedentes 
para demostrar que son efectivamente arbitrarios tos cálculos 
contenidos en dicha planilla y se apartan considerablemente, 
no solo de lo verdadero stnó de lo posible, bastiría nn breve 
examen de ese documento paTa corroborar esa opinión y conven* 
cerse de la enorme exageración de las pretensiones del deman- 
dante. Resulta en efecto de la planilla testimoniada que en 
dicha función solo se vendieron en boletería, cuarenta y una 
lunetas, diez y nueve asientos de cazuela, ochenta y dos entra- 
das para la misma, y doscientas sesenta y nueve entradas gene- 
rales; y no se vendieron mas, no porque faltasen en la bolete- 
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lie, paos el mismo astado revela los sobrantes que habiun ert 
tUtj *iaé porque probablemente las circunstancias porque 
atravesaba el país no predisponían los ánimos para bus* 
ese linege de diversiones. No puede tomarse en considera- 
ejsm para el calculo Us localidades repartidas por la Comisión 
encargadá del beneficio, porque esta es una circunstancia para- 
mente accidental y persenalísima que no dá la medida ordinaria 
de La asistencia al teatro, dependiendo la colocación del mayor 
tripero de localidades no solamente de qae el objeto á que se 
(¿¿atina el beneficio sea simpático al público, sitió del grado de 
consideración que merezca la Comisión que con él corro y de 
tus esfuerzos particulares para obtener el mejor éxito. 

Séptimo* Que la prueba testifical rendida por el actor no 
enoja dato alguno que pueda servir de base segura al criterio 
jpdiciaj para apreciar el rendimiento líquido de las funciones 
dadas, pues los testigos, en resumen r solo dan fe de una impre- 
sión propia, esto es» de que les pareció el teatro lleno, sin que 
les conste cual era el número de asistentes, próximamen- 
te, ai todos pagaban y cuántos, en fin, aquellos elementos 
preciaos 6 convicción sobre los cuales únicamente se puede 
fundar coa acierto un cálculo para caso análogo. Por otra 
parte* esta prueba es impertinente, tratándose de hechos 
constatado* por escrito, pues absolviendo Brunengo la ter- 
ca^ posición del pliego de foja 45 confiesa que el boletero 
libaba unas planillas impresas en las que se consignaban las 
Idealidades recibidas para cada función, las que resultaban 
sobrantes, las, vendidas y su importe, así como los gastos que se 
pagaban por boletería, comprendiendo los de alquiler de teatro, 
orquesta, alambrado, etc. etc, de las cuales el boletero le entre- 
sjaba ana en cada faneion, siendo tanto mas estraño que no *ns 
baya presentado en este juicio, obrando en su poder, pues así 
lo estima el Juzgado en Tista de la contestación evasiva que 
dio 4 la pregunta qae le hizo á Brunengo después de la segunda 
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posición, conforme al artículo H 5 de la Ley Nacional de Pro- 
cedimientos, cuanto que era el medio seguro, eficaz y conclu- 
yen te de justificar el producto líquido obtenido en las funcio- 
nes dadas, lo que constituye el segundo punto sometido á prue- 
ba en el auto de foja 18 vuelta pura servir de base cierta al 
calculo de utilidades probables en las funciones interruinpi- 
das. 

Octavo. Que entre tanto, el demandado Cano, ba exhibido 
las planillas agregadas de foja 12fi á 141, correspondientes 4 las 
diez y seis funciones dadas por la compañía de que era empre- 
sario Bru ñengo en la temporada de invierno de mil ochocientos 
ochenta, es decir, la misma que motiva este juicio, pues em- 
piezan el ocho de Julio y terminan en el diez y nueve de Agosto, 
cuya autenticidad no puede dejar de ser aceptada por el Juz- 
gado: primero, porque el mismo demandante reconoce, por la 
forma evasiva de su contestación a la séptima posición del 
pliego de foja 145, que son iguales á las que el boletero le en* 
tregaba en cada función; seguudo, por no haber presentado él 
estas últimas; tercero, porque no ha insinuado siquiera que en 
esa época hubiese funcionado otra compañía; cuarto, porque 
B. R. Antoniní reconocido como boletero en esa temporada por 
Brunengo, declara, contestando la tercera pregunta del inter- 
rogatorio de foja 157, que esas diez y seis planillas son escritas 
de su puño y letra, las cuales son el ejemplar que quedaban en 
au poder, exactamente iguales á las entregadas i Brunengo, 
estando en ellas consignado el resultado obtenido en las funcio- 
nes que se dieron en la temporada después de la revolución del 
año ochenta; quinto, porque esto mismo lo confirma el testigo 
Ajmerich, Secretario que fué de la compañía, circunstancias 
que bastan para constituir la evidencia legal necesaria para 
fundar un jnicio ncertivo. 

Noveno. Que estudiando dichas planillas resulta que diez 
fuuciones dejan alguna utilidad, y seis, tan solo pérdidas, y que 
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lints con otras han dado» para el empresario Brunengo, qoe ha 
deducido esta demanda por los perjuicios sufrido, en ese carác- 
ter, una utilidad líquida que no alcanza á cien pesos ni n, en las 
dies y seis funciones. 

Ahora trien, admitiendo qne para concluir la temporada 
faltaban catorce funciones, sobre lo cual hay conformidad de 
partes y agregando cinco beneficios para ahorrar discusión, 
aunque no se ha probado qne este sea el número qne correspon- 
día á la compañía de Brunengo, según los usos teatrales, re- 
sulta que este fué impedido de dar quince funciones, cuyo 
producido, según los datos fijos que arrojan las planillas exami- 
nadas, le habrían producido una utilidad líquida calculada, por 
tito en doscientos pesos nacionales , poTque el país se encontraba 
aún profundamente afectado y perturbado por los graves aconte- 
cimientos políticos desarrollados en los meses de Junio y Julio 
que enlutaron numerosas familias y alejaron á la mayor parte de 
fiestas y diversiones, siendo notorio qne «1 Congreso Nacional se 
reinstaló en esta Capital recien el reinte y ocho de Setiembre. 

Décimo. Que es un principio admitido por la jurispru- 
dencia de la Corte Suprema, fundado en los preceptos de las 
leyes 10 y 21 f título i3 i 43, libro 15 de la partida 5% que la 
estimación de loa perjuicios queda librada al prudente arbitrio 
del Juez cuando hay dificultad para probarlos cumplidamente 
y moderarlos, cuando son exagerados por las partes, circuns- 
tancias que precisamente concurren en el caso subjudice, pues 
ai bien se deduce de las consideraciones que preceden, qne algún 
perjuicio ha esperimentado Brunengo, á cansa de la falta del 
cumplimiento del contrato de locación, además de no haber 
probado ni por ría de inducción sobre datos ciertos el quantum 
en qne podían estimarse, han sido enormemente eiagerados en 
la demanda, lo qne además ha justificado la resistencia del 
demandado, autorizando la exhoneracion del pago de costas en 
«1 presente juicio que podrían considerarse como uno de loa 
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capítulos de indemnización á no mediar la circunstancia indi- 
cada (Fallos de la Suprema Cúrte Federal, tomn XV, pág.337 
causa LXX). 

Por estos fundamentos, fallo : que D. Roberto Cano pague i 
D. Francisco Brun ( ngo, por toda indemnización, lo cantidad do 
trescientos pesos m/n en que el Juzgado fija los perjuicios 
que le infirió el hecho de haberle impedido usar del teatro de 
■ La Alegría » en diez y nueve funciones de la temporada de! 
año de mil ochocientos ochenta, debiendo cada parte pagar 
sus costas. 

Virgilio Tedia. 

Falto ém la Snpre.ii* Corto 

Dueños Aires, Noviembre 13 de 1884. 
Y victos; por su; fundamentos, y no pudiendo tomarse en 
cousideracion el hecho alegado en segunda instancia por don 
Francisco Brunengo, de haber pagado á los artistas de la 
compañía, como indemnización de perjuicios por la resistencia 
del contrato, la cantidad de cuarenta mil pesos moneda corrien- 
te, por cuanto es un hecho nuevo, no articulado en la demanda, 
ni discutido en primera instancia, y no siendo exacto el hecho" 
que sirve de fundamento á la apelación interpuesta por 
don Roberto Cano, pues las planillas de fojas ciento veintiséis 
ó foja ciento cuarenta y una, en vez déla pérdida que suponen, 
arrojan una ganancia de cien pesos nacionales, más 6 menos, en 
las diez y seis funciones dadas en el teatro de la Alegría; se 
confirma 1 1 sentencia apelada do foja doscientos dos, sin especial 
condenación en costas. En su consecuencia, devuélvanse los 
autos, previa reposición do sellos. 

i. B. COKOSTIACA, — J, DOMINGUEZ, — t'LA- 

dislao ritiAs, — f£demco ibaugChen. 
Té xtm. 2q 
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CAUSA (VIII 



Don toé 31. Ortis, contra Doña Petrona C. tlclriondo ; por en- 
trega de tinos campos ; sobre inhibición, 



Sumario. — Existiendo una sentencia favorable, procede la 
inhibición bajo la responsabilidad del solicitante. 



Caso. Hallándose en apelación ante la Suprema Corte la cau- 
sa sobre entrega de unos campos, entre Don José" M. Ortiz y 
U Señora Doña Petrona C. de Iriondo, en la que habia recaído 
sentencia dictada por el Juzgado Federal á favor de Ortiz, este 
pidió se inhibiera la enagenacion durante la instancia de ape- 
lación. 

Mto de la H«¡»reM« Urt» 

Buenua Aires. Noviembre 15 Je 188!. 

Atento lo espuesto, y b.ijo la responsabilidad del solicitante, 
decrétase la inhibición do la mitad de los terrenos que fueron 
de propiedad de D. Francisco Antonio Caudioti, situados en el 
Departamento de la Paz, y comprendidos entre ios Arroyos Fe- 
liciano y las Tacuaras, á los cuales se refiere la sentencia pro- 
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noticiada en esta causa. Líbrese oficio al Juez de Sección de 
Entre Rios para que dé cnmpl ¡miento & este auto, ordenando 
las anotaciones respectivas. 

J. B. GOnOSTlACA. — J. DOMINGUEZ, — ULA- 
DISUO FRIAS. — FEDEHICQ IüahgCREI, 

■ i ■ « , i '4 * 



CAUSA CIX 



Don David Zambrano, contra Don Antonio Ugueroaga; sobre 

despojo 



Sumario,— I" VA despojado de un riego de agua, debe ser re- 
puesto en su posesión, y resarcido de las pérdidas é intereses , 
á mas de las costas di juicio. 

2 a No determinándose por la voz triego de agua» la cantidad 
precisado agua que debe restituirse, el Juez puede determinarla, 
previas las verificaciones legales. 



Caso. — Lo refiere el 



KM 



fallos dg la suprema corte 



Val!» lm *>é«r*¡ 

i 

Salta, Marzo 20 de 1883 

- Y vistos : Don Antenor Mendoza se presenta por el escrito 
de foja 8,á nombre y con poder bastante del Doctor Don David 
Zambrano, ciudadano argentino, deduciendo contra Don Anto- 
nio Ugueroaga, ciudadano español, interdicto de recobrar la 
posesión, en que habla estado aquel, de un riego de agua, do que 
había sido despojado violentamente en el mes de Setiembre an- 
terior, valiéndose para ello de varios hombres armados, El de- 
mandante espresa : qne á mérito de haber cedido el Señor Don 
Juan José Saravia, dueño de la linca de Carabajal, a su poder- 
dante el Doctor Zambrano, el agua que nace de unas vertientes 
situadas eu el lugar denominado «Lomitns» en la dicha linca de 
Carabajal, el espresado, su poderdante, hizo dar á dichas ver- 
tientes el cauce necesario para facilitar la corriente de ellas 
hasta la playa de punta de Ditimante, desde la cual la ha levan- 
tado por una acequia quj hizo construir, hasta su Cuca del Pe- 
dregal ; que verificad as esas obras, su poderdante ha estado en 
posesión de la espresada agua en la porción de un riego abun- 
dante, desde Abril de 1881 hasta Setiembre último, en que Don 
Antonio Ugueroaga lo despojó de ella, acometiendo, acompa- 
ñado de varios hombres armados, á tres 6 cuatro peones del Se- 
ñor Zambrano que guardaban la toma de la referida acequiado 
su poderdante, borrando esta en el espacio de algunas varas: 
que en virtud de tales hechos y fundado en el artículo 23. título 
3 o , libro 3* del Código Civil, interponía contra Don Antonio 
Ugueroaga el interdicto de recobrar que le acuerda la ley de 
enjuiciamiento nacional, y pedia que tramitado dicho interdicto 
conforme á derecho, se resolviese reponer A su poderdante en la 
posesión de que ha sido despojado, condenando al despojante, 
al pago de costas, costos, daños y perjuicios que ha originado 
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con sus actos. El demandado, Señor Ugueroaga, contestó á la 
demanda por medio de su abogado y presente su procurador, 
en la audiencia que acredita el acta de foja 16 á foja 18, y cuya 
expiación en exlenso torre de foja U á foja 48, asi como la de 
la otra parte de foja 52 ¡i foja 50, esponiendo que el Señor Zam- 
brano no solo no tenia derecho alguno ul agua de que so de- 
cía despojado, sino que ni posesión legal había tenido de ella, 
pues que si la había usado en alguna parte, habia sido por mera 
condescendencia, como lo probaría por los testigos cuya lista pre- 
sentaba; que tampoco era cierto que su representado Vgueroaga 
hub iese ido con hombres armados ¿despojarlo; que fué solo 
con dos hombres, sin otras armas que palas ; y que, por el con- 
trario, fueron los peones del Señor Zambrano quienes estaban 
armados y dispararon tiros á Ugueroaga. Como prueba de que 
Ugueroaga era el dueño y poseedor del agua de que se decía 
despojado el Honor Zambrauo, la parte de aquel presentólas 
escrituras que corren de fojas 45 6. 36 y de fojas 37 á 42, pidien- 
do se las agregase á los autos como prueba de que Zambrano ni 
derecho tenia á usar de tal agua. Espresó además, que deducía 
por vía «le reconvención, el interdicto do amparo de posesión por 
acción negatoria, pidiendo que en su virtud, y desechándose el 
despojo reclamado, se amparase ásu parte en el goce páciñeo 
del agua que lleva por su acequia. 

Habiéndose opuesto la parte de Zambrano á que se admitiese 
así los documentos presentados por Ugueroaga, como la recon- 
vención deducida, y pedido por su parte que se lea reciba las 
declaraciones de testigos que ofrecía, cometiendo ra recepción 
al Juez de Faz del Rosario de Urina ; y en atención además de 
que no era posible redactar inmediatamente el acta con la eiac- 
titudy extencion exigidas, ni resolver tampoco sobro la admi- 
sión ó no de la reconvención deducida, de los documentos pre- 
sentados, ni sobre la petición de Zambra no para que se cometa 
al Juez de Paz del Horario de Lerma la declaración de los tes- 
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tigoi cuya nómina presentaba» señalándose un término para 
ello; «dispuso, mediante acuerdo de las partes, suspender la 
audiencia, para continuarla el día quince; debiendo las partea 
pretei.isr en ella por escrito ana exposición de lo que cada nno 
bable «presado y alegado para que se agregase en ese sentido á 
los autos, y el Jaez resolver lo que correspondiese sobre las 
peticiones referidas. Acta de foja 15 vuelta. Conforme á esto, 
•n la audiencia continuada deldia 15, foja 18 vuelta, se presen- 
taron las eiposkionea departes que corren de foja 44 á foja 48 
launa, y de foja 53 á foja 57, la otra, que se mar.dó agregarlas i 
los antes, y el Juez resolvió la inadmisión de la reconvención 
deducida, la admisión de los escrituras presentadas y que se re- 
cibieran por medio del Juez de Fus del Húsar ¡o de Lo un a loa 
declaraciones de los testigos de Zambrano, señalándose el tér- 
mino de diez días para que dentro de ellos produjesen ambas 
partea la prueba de testigos que ofrecían producir, acta citada 
de foja 18 vuelta. Dada esa prueba, resulta constatado por ella, 
lo siguiente : 

1* que Zambrano, en virtud de la cesión que le había hecho su 
tío Don Juan José Saravia del agua de las vertientes ubicadas 
en el lugar llamado imitas, habia hecho trabajar hace dos 
años una acequia, para conducir por ella á su tinca del Pedregal 
el agua cedida, y que dicha acequia quedó concluida y corriente 
en Abril de 1881 : lo acreditan asi los testigos Podro Aban á 
foja 109, Gaspar Aban i foja 107, Manuel Aramayoá foja 108, 
Eufrasio Gnzmaná foja 109, Lucas Vellada á foja 110, Jacinto 
Gonulea á foja 112, Anselmo Lopes á foja 114, y lo confiesa 
además el demandado Ugueroaga á foja 77, respondiendo á las 
preguntas i* y 2" de las posiciones que allí absuelve. 

2f Que por ese mismo tiempo Zambrano hizo trabajar ade- 
más dos reparos en la misma playa para defender la acequia de 
las corrientes del rio; lo comprueban las declaraciones de los 
mismos testigos que acaba de nombrarse. 
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3" Que^esde que estuvo corriente la espresada acequia, Abril 
de 1881, ha corrido siempre agua por ella para la finca del Pe- 
dregal, en cantidad de un riego, mas ó menos, hasta Setiembre 
de 1882, en que empezó Ugueroaga á interrumpir tal curso 
de agua ; lo declaran los inismes testigos en los lugares citados, 
sin otra diferencia que el testigo Vellada que dice que pocas 
reces no corría agua. 

4" Que Zambrauo esturo en posesión de aquella agua condu- 
ciéndola á su Tinca del Pedregal, desde aquel tiempo (Abril dé 
1881) hasta Setiembre de 1883, en que Ugueroaga y sus peo- 
nes empezaron á interrumpirle su uso: lo acreditan Pedro j 
Gaspar Man, Manuel Arramajo, Eufrasio Guzman, tucas Ve- 
llada, Anselmo López, en sus declaraciones que corren desde 
foja 105 á foja 115, en sus repuestas á la pregunta 6 1 del in- 
terrogatorio de foja 50. 

5° Que en el mes de Octubre último fui el mismo con algunoi 
peones y corriendo á los de ¡íambrano que estaban cuidando la 
boca toma de la acequia de Zambrano, hizo borrar dicha boca 
toma ó acequia en algunas raras, dejando por consiguiente en 
seco la espresada acequia: los testigos Lúeas Yillada, Jacinto 
González, y el Doctor A randa, acreditan que la boca toma que- 
dó cerrada, en sus declaraciones á foja til la del primero, & 
foja 113 la del segundo y á foja 120 el informe del tercero; 
los testigos además del mismo Ugueroaga, Manuel Delgado 4 
foja 67, José Liguen á foja 03, y Libo rio Santos á foja 83, lo 
declaran así también; según los cuales testigos fué Ugueroaga 
quien mandó cerrar ú borrar la dicha acequia de Zambrano : 
hecho que Ugueroaga no solo no ha negado ni objetado, sino 
que mas bien lo ha asentido, según resulta de su exposición en 
el acta de foja 15 vuelta á foja 90 y en la de foja 44. 

Atento lo cual y 

Considerando: 1° Quetas pruebas producidas por la parte 
do Ugueroaga consistentes en las escrituras que corren de fe- 
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ja 35 á foja 41 las posiciones de foja 20 á foja 43, las declara- 
ciones de foja 65 vuelta á foja 71, de frja 78 vuelta á foja 85, 
de foja 124 A foja 131. el informe de foja 190 vuelta, y las de- 
claraciones de fojas 160 á 165. de foja 176 áfoja 180; pniebis 
producidas con¡el propósito de acreditar que ¿1 solo y Don An- 
t«nor Saravia, eran loa dueños y poseedores del agua de que se 
dice despojado el Doctor Zambrano; que este no tiene ningún 
derecho ni posesión de ella y que si habíala usado Labia sido 
por concesión especial de Don Antenor Saravia, y eso por poco 
tiempo, en pequeña cantidad y con continuas interrupciones; 
esas pruebas, se repite, no destrujen ni enervan la rerdad de 
las conclusiones sentadas en el punto anterior ; pues tales 
pruebas son en si de ningún valor legal, las mus, é ineficaces 
las otras, según tas consideraciones siguientes : 

V La escritura de foja 49, lo que únicamente prueba es que 
Bou Antenor Saravia Tendió á Karre y á Vgueroiga el terreno 
y Molino que allí se espresan, con derecbo á la mitad del agua 
que contiene la acequia. Pero como en esa escritura no se es- 
presa la cantidad de agua que contenía dicha acequia, ni la 
fuente ó lugar de donde y poT donde se la llura; no puede de- 
ducirse de allí recta ni legalmente que el agua de que usa Zam- 
brano sea la misma ó haga pai te de la que Saravia vendió á 
Farre y Ugueroaga con el terreno y molino espresado. 

£1 hecho á que se refiere la sentencia contenida en el testi- 
monio de foja 25, de levantar Ugueroaga por su acequia toda 
el agua de las vertientes de Car aba jal y las que nacen en la 
playa misma, importa un reconocimiento judicial de la posesión 
y derecho que desde antes tenía aquel sobre dicha agua, no 
tiene fuerza legal bastante para con Zaxubrano, por cuanto ac- 
tos pasados y resoluciones dadas en juicios en que él no fué 
parte, ni ninguna intervención se le dio ni tomó, no pueden per- 
judicarle (leyes 19 y 90, tít" 22, Part 3"). 

A parte de esto, la posesión y derecho que Tecouoce la sen- 
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tencia espresada en favor de Ugueroaga, sobre las aguas tle 
las vertientes de Carabajal y de la playa, no pueden ni han po- 
dido comprender otras aguas que aquellas que Ugueroaga le- 
vantaba ¡i la época del juicio que te promovió Básela ; y como 
á esa sazón el agua de las vertientes de las Lomitas, que es de 
la que se cree despojado Zambrano, uo caía aun á la playa, ni 
era conducida al Pedregal ; puesto que ni la canalización ni la 
acequia por donde se la conduce estaban hechas ; la espresada 
posesión y derecho que reconoce la refeiida sentencia, no com- 
prende ni puede comprender el agua de que ahora se trata; y 
no comprendiéndola, tal reconocimiento no hace prueba contra 
Zimbrano. 

2" Las declaraciones de los testigos de Ugueroaga, Delgado, 
Loquen, Alaneai, Olasn, Santos, Mesa, Gamberale, López, Le- 
guizamon y Saravia tampoco acreditan que únicamente Ugue- 
roaga y su condómiuo Don Antenor Saravia, sean los poseedo- 
res de las aguas que caen actualmente á la playa del rio de Ca- 
raba jal de las vertientes de dicha linca ; pues que tales testigos 
escepto Gamberale, fueron oportuna y legalmente tachados, 
como consta en el escrito de foja 57, y sus tachas, con escep- 
ciou de la espuesta á Mesa, probadas por deposición de los 
mismos; no hacen fe eu cuanto declaran en favor de Ugueroaga 
que los presentó y contra Zambrano que los tachó, 

Y aun prescindiendo de tales tachas, sos dichos no prueban 
la posesión exclusiva de Ugueroaga y condómino del agua de 
qae se dice despojado Zambra uo ¡ pues que de esos sus mismos 
testigos, Delgado, Lequen, Abancai, 01 aso y Santos declaran 
que Zambraoo ha poseído el agua por un año, mas ó menos; y el 
dicho de esos testigos, dichos que no han sido tachados ni ob- 
servados, hacen entera fé contra Ugueroaga que los presentó. 
(Ley 3!, título 16, parte 3\ Curia Filípica. Juicio Civil, número 
! 5, página 30). Los testigos Mesa, Gamberale y Lega izamon, ta- 
chados, no declaran tan espresameute c<*mo aquellos sobre la 
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posesión de Zambratio del agua referida, pues refiriendo las 
interrupciones que se le hacían en el uso de ella» corrobo- 
ran lo espresado por aquellos en cnanto á que Zambra no 
ha usado de ella por algún tiempo. El informe del Doctor 
López nada dice al caso ; asi porque tachado legalmente y 
acreditada la tacha por el informe del mismo, foja 150; 
s» dicho en favor del demandado, condomino de Don 
Antenor Saravia, so cliente, no hace fé, cnanto porque su 
declaración en sí tampoco hace fuerza legal. En su respuesta i 
la pregunta 4* á foja 147, dice que sabe la posesión en que están 
Don Antonio Ugueroaga y Don Antenor SaTavia, del agua á 
que se refiere la pregunta, tanto por haberlo oído siempre, 
cnanto porque no ha macho una sentencia pronunciada por el 
Juez Federal le reconoció á Ugueroaga derecho y posesión á 
dicha agua. Su dicho en cuanto á la primera parte, conforme á 
las leyes 28 y 29, título 16, parte 3*. nada vale, por cuanto es- 
presa saber lo que se le pregunta por haberlo oído; y en la 2 n 
parte no se espresa la sentencia en que tal reconocimiento se 
hizo, ni si tuvo 6 no intervención en ella Zambrano, para, que 
tal reconocimiento pudiera perjudicarle. Si el Señor López se 
«fiare á la sentencia que corre á Toja 25, ya se ha visto que ese 
reconocimiento no comprendía ni podía comprender el agua que 
con posterioridad al comienzo y aun ¡lia vista de ojos de aquel 
juicio do Bu reía contra Ugueroaga, recien se trajo de las ver- 
tientes de Lomítas á la playa y se incorporó á las demás aguas 
que basta entonces levantaban Ugueroaga y Saravia. 

En cnanto i lo declarado por Don Antenor Salaria, es bien 
claro que ningún valor legal puede dársele, por cuanto tachado 
legal y oportunamente, y probada y confesada por el mismo la 
tacna de condómino del agua con Ugueroaga, su dicho no pue- 
de perjudicar i Zambrano: leyes 18, 10 y 21, título 16, P. 3\ 

Si a lo espuesto se agrega que los testigos Pedro y O aspar 
Aban, Aramayo, Guzman, Villaday López declaran uniformes 



que Zanibrano usó del agua de que se trata, desde Abril de 1881 
hasta Setiembre de 1883; y que el mismo Don Anterior Sara?» 
continua en sn declaración de foja 101 tal uso, limitándolo úni- 
camente á los meses desde Abril hasta Agosto del mismo año; 
resulta evidente que no es cierto que Ugueroaga hubiese po- 
seído ¿1 solo aquella agua y que Zambrano no la hubiese poseí- 
do á la vez. 

3* Tampoco se ha probado por Ugueroaga á quien tocaba 
probarlo, que la posesión de la citada agua por parte de Zam- 
brano, hubiese sido sin título, por mera concesión de Don Ai- 
te ñor Zaravia. 

Preguntados los testigos de Ugueroaga sobre si sabian que 
Zambra no usó del agua solo por concesión de Don Antenor Sa- 
Tavia, responden Delgado, Olasoy Santos que no lo saben ; Le- 
quen que lo sabe, porque se lo oyó á Don Felipe Leguizamon ; 
Alancaí que lo sabe por haberlo oído no recuerda i quien. 

Lo declarado por Alancaí y Lequen ningún valor legal tiene, 
tanto porque tachados ambos y probada la tacha, bus dichos na 
son creíbles, cuanto porque lo son como testigos de oídas, leyes 
28 y 29 citadas. Además Lequen dice habérselo oído áDon Feli- 
pe Leguizamon, quien declara A su Tez que no le consta tal 
concesión; que á Don Antenor Saravia le había oido algunas ve- 
ces que prestaba el agua al Señor Zambrano para que asara de 
ella, pero que toda era de su escluaiva propiedad. Resulta de es- 
to que Leguizamon mismo á quien se refiere Liquen, no sabía 
que Zambrano usaba del agua por concesión de Don Antenor 
Saravia, de otro modo que por habérsolo oído al mismo Don 
Antenor ; Leguizamon es entonces, como Liquen, testigo de 
oídos y de oídas al mismo interesado; por lo que y cono de 
testigo tachado no vale su dicho, ni tampoco el de su referente 
Liquen. 

El testigo Mesa no sabe, según sn declaración de foja 124, 
que Zambrano usaba del agua por concesión de Don Antenor 
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Zararia, sino por habe t escrito, como tenedor de libros de D011 
Antenor, por dos rseesj órdenes que dirigió aquel á sa adminis- 
trador, para que cediese al Señor Zambrano el agua necesaria 
para regar un cebadal ó alfar ñor dos ó tres días ; que el decla- 
rante no vió ni supo si las peticiones á que se referían las órde- 
nes habían sido hechas por el Señor Zambrano por escrito ó 
verbalmente. Scgnn esto, ilesa solo sabe que Zambrano usaba 
del agua por concesión de Don Antenor, porque éste así lo de- 
cía y espresaba en aquellas órdenes. Mesa es entonces un testigo 
de oídas enyo dicho no hace fé, conforme á las leyes 28 y 2» de 
Partida citadas: y mucho mas cuando aquel lo oyó al mismo 
que se atribuye la cesión del agua. En último caso, el dicho de 
Mesa no podría tener mas fuerza legal que el de aquel que lo 
dijo, Don Antenor Saravia, y como lo declarado por este nada 
tale por haber sido legalmente tachado como interesado en el 
agua, condómino en ella cou Ugueroaga, cuya verdad y legali- 
dad de tacha él mismo la confiesa; se sigue que lo declarado por 
Mesa en el particular tampoco hace fé alguna. 

El testigo Gamberale solo sabe que Zambra no usó del agua 
por concesión de Don Antenor Saravia, porque éste ordenó á su 
capataz Martínez que diese al Doctor Zanibrano agua para el 
regadío de un Cebadal ; que e¿to lo sabe por habérselo dicho el 
mismo Capataz, el tenedor de libros, y por haber visto las órde- 
nes dadas á dicho Capataz. Esta declaración nada vale en cuan- 
to se refiere i habérselo oido al Capataz Martínez y al tenedor 
de libros, conforme a las leyes citadas sobre testigos de oidas 
y alo que acaba de esponerse sobre el dicho de Mesa; y en 
cuanto i haber visto las órdenes dadas por el Señor Saravia, 
tampoco tiene fuerza alguna, por cuanto como ya se ha espe- 
sado, esas órdenes no constataban otra cosa que el dicho do Don 
Antenor ; dicho que emanado del mismo que se atribuye la 
concesión del agua y que es, por otra parte, interesado en ella, 
ninguna fé hace. 
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Otro tanto sucede con lo que declara el Doctor López á foja 
150, contestando á la primera pregunta del interrogatorio in- 
serto en el oficio de foja i 54; siendo de notar además que la 
pregunta se hace como que el Señor López hubiese presenciado • ■' 
la solicitud personal del Señor Zambrano, y la respuesta sedá 
en el sentido de que no fué el Señor Zambra no sino el Señor 
López, á indicación de aquel, quien hizo la solicitud. 

Hecha la petición, no personalmente por Zambrano sino a sn 
indicación por el Señor López, dice este, que acordada que fué 
por el Señor Saravia, le espresó este que tal concesión la hacia 
por el momento y sin perjuicio de sus derechos. Precisamente 
ese dicho de Saravia esclarece que la petición de Zambrano no 
importaba reconocer en él (en Saravia) el derecho al agua que 
se pedía, pues que si tal reconocimiento hubiese importado, era 
completamente inútil hacer tal salredad de sus derechos j y asi 
se esplica muy bien por lo mismo que el Señor Don Antenor de- 
clara á foja 161 vuelta. 

Dice allí qtie es cierto que las veces que el Señor Zambrano 
le pidió el agua al declarante, alegaba tener derecho á ella por 
la concesión de Don Jnan José Saravia ; pero que él (Don Ante- 
nor) se la concedió, no porque le reconociese tal derecho, pues 
que muy bien sabia que no se le habla hecho por Don Juan Jo- 
sé tal concesión, sino por pura condescendencia, que esta fué su 
mente, la cual no la espresaba porque queria evitar palabras que 
motivaran disgustos. 

Según esto, la petición de agua du que fué órgano el Doctor 
López, no importó reconocer en Kara vía el derecho á tal agua ; 
y no habiéndose hecho en ese sentido ni importando tal, el he- 
cho de que se le hubiese pedido á Saravia por Zambrano, una 
orden para su Oiipataz, no para que le dé, sino/jíim que no pri- 
ve al Ifociur Zambrano de 7 fíe mi finca tuviese el hilo de agua 
parn dar de beber ú sus animales, no prueba en manera alguna 
eso deque si Zambrano ha usado del agua, lo lia hecho por con- 
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cesión de Don Antenor. £1 testigo además Doctor López, está 
tachado legalmente, y comprobada su tacha por declaración del 
mismo ; ta dicho en favor de su cliente y contra el que lo tachó, 
na luce fé, 

Por todo lo espresado en este punto se vé, pues, que no se 
ha probado que el nao que hacía Zambrano del agua que con- 
duce por bu acequia, fué por concesión de Don Ante ñor Sara- 
ría. T ai á esto se agrega,, que teniendo, como tenia Zambrano, 
derecho al agua que le cedió Don Juan José Sata vía, para 
conducir la cual habia hecho lea trabajos de canalización, 
acequia y reparos que verilicó, y cuya construcción se ha dejado 
ya constatada, no habia de inutilizar su derecho, y los trabajos 
bachos» con peticiones que importasen el reconocimiento en fa- 
Tor de otro de ese su propio derecho ; se tendrá que ni verosí- 
mil es que Zambrano hubiese hecho las peticiones que se rene- 
tea reconociendo en Saravia el derecho al agua pedida, como el 
mismo Saravia lo declara, espresando que toda vez que Zambra- 
no la pedía el agua, lo hacia alegando derecho á ella, y aunque 
él ce la concedía sin reconocerle tal derecho, omitía espresarlo 
asi, por evitar palabras que ocasionarían disgustos. 

La carta de Don Juan José Salvia que está cu la foja 169, 
dirigida por este á Don Antenoir Saravia, presentada per este 
mismo con conocimiento y asentimiento de la parto de Ugue- 
roaga; la otra carta que corre á foja 173, escrita por el mismo 
Don Joan José Saravia al Doctor Don Rudecindo Arauda, car- 
ta toare cuyo contenido y autenticidad nada Be La opuesto ni 
observado ; el acta de foja i 66 en que consta que el mismo Don 
Juan José Saravia enseñó al Juez las vertientes délas lomitas 
enya agua habia cedido al Doctor Zambrano; acreditan cum- 
plidamente la verdad de la cesión hecha por Don Juan José Sa- 
ravia al Doctor Don David Zambrano del agua de aquellas ver- 
tientes, para conducirla cual á su finca del Pedregal, hizo Zam* 
brano la acequia y demás trabajos relatados antes. 
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Zambrano tenia, pues, derecho propio para usar de esa agua 
¿a qué objeto había ento ?es de mendigar el derecho ageno, 
anulando el suyo ? 

4 a Las declaraciones de Pedro y Gaspar Man, de Manuel 
Aramayo, de Eufrasio Guzman, Je Lucas Vellada y Anselmo 
López, acreditan que Zaniiirano estuvo en posesión de un riego 
de agua desde Abril de 1881 hasta Setiembre de 1882. 

De los testigos mismos de Ugueroaga, Manuel Delgado á 
foja sesenta y seis, José Liquen á foja sesenta y ocho, Brigido 
Al anca i á foja setenta y ocho, Baustista O la so á foja ochenta, 
declaran que Zambrano usó del agua, por un año, mas 6 me' 
nos, en cantidad, unas reces como de un riego, otras, mas, y 
otras, como de medio riego. 

Según uno- y otro* testigos las interrupciones que se hicie- 
ron á Zambrano en el uso del agua tuvieron lugar de Setiembre 
de 1882 adelante; y esas interrupciones se hacían, dicen los 
testigos citados, de Ugueroaga y el mismo Lcguizamon, cuan- 
do se Iteraba por la acequia de Zambrano toda 61a mayor parte 
del ¡igua ú faltaba esta para hacer andar el molino; de manera 
que, conforme ú los mismos, sino sucedía que Zambrauo se 
llevaba todaú la mayor parte del agua, ó que faltase esta para 
el molino, las interrupciones uo tenían lugar. 

Solo los testigos Mesa y Gamberale declaran que las inter- 
rupciones tuvieron lugar desde Setiembre de 1881, lo mismo 
que Don Antenor Saravia; pero los primeros lo saben porque 
se lo decia el Capataz Je Saravia ; y asi su deposición es de oí- 
das, que con arreglo á las leyes de Partida varias veces citadas* 
no tieue valor alguno; como no lo tiene tampoco la del mismo 
Don A n tenor Saravia, por su tacha de interesado en el agua y 
en et misino asunto. 

Según esto, Zambrano ha poseído el agua, de que se dice des- 
pojado, á titulo de propietario, por mas de un ano, sin interrup- 
ciones durante ese tiempo, cu cantidad como de un riego. 
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Considerando: 2" Que siendo así que Znmbrano ha probado 
que al tiempo del despojo demandado se hallaba en posesión del 
aguí de qae se te ha privado, en cantidad como de un riego, que 
usaba de tal agua como propietario, por la cesión que le había 
hecho Don Juan José Saratía; que su posesión ha sido no 
menos que de un año y la adquirió y sostenido sin violencia, 
públicamente y sin otras interrupciones ni perturbaciones que 
lasque él mismo confiesa y declaran los testigos tuvieron lugar 
después de Setiembre de 1882, á mas del año de la posesión; 
que probado esto, se repite, se encuentra en el caso de que, aun 
estimándose el interdicto de recobrar, nú como tal interdicto, 
sino como una acción posesoria meramente, ha podido Zambra- 
no demandar el despojo que ba demandado ; puesto que su pose- 
sión ha sido de mas de un año, á título de propietario, adquiri- 
da y sostenida sin violencia, públicamente continuada, sin in- 
terrupciones durante el año, artículos del 11 al U, título ;V\ 
Libro 3° del Código Civil. 

Considerando: 3° Que la voz riego de agua es un medida de 
capacidad tomada vulgarmente, y no reconocida ni sancionada 
por la ley, que es en sí vaga, que no determina ni significa la por- 
ción de agua que contiene; siendo por eso mismo susceptible 
demás ó menos, según la capacidad de profundidad y anchura 
qne se dé al canal de donde se comunica el agua a los surcos, 
según los sembrados que requieran mas ó menos hondura, y os- 
tensión, según la calidad y estado de las tierras, para toda lo 
que la constituye nna medida completamente incierta de difícil 
y" cuestionóle aplicación; 2" Que siendo esto así, mandar la 
restitución á Zambranodel riego de agua de que ha sido despo- 
jado, sin determinarla porción que por tal riego de agua debo 
entenderse, atendido lo que por la cesión de Don Juan José Sa- 
ravia le correspondería en el todo de las aguas que así él como 
Ugneroaga ban estado levantando, importaría llevar á las par- 
tes i nueves cuestiones sobre la misma materia, para la a ver i- 
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guacion precisa de la cantidad de agua mandada restituir; lo 
cual es contrario no solo al ínteres de aquellas, sino al mandato 
también de las leye* que prescriben á los Jueces dar sentencias 
ciertas, tales que su ejecución no ofrezca motivo para nuevo 
juicio sobre lo mismo, que no traiga cuestiones que mentengan 
la discordia entre las partes, les ocasione nuevos gastos etc. 
Ley 3', título 22, Partida 3*; Curia Filípica, Juicio Civil § 
18, número 10; razones por las cuales aun á los Jueces Superio- 
res se les manda que en los casos en que baya condenación de 
frutos, ellos mismos los tasen y moderen, por loque de las pro- 
banzas resultare, sin remitirlo ¡í contadoras: ley 52, titula 5 n , li- 
bro 2', Nueva Recopilación : Sagui al número 087, pagina 352; y 
3 o que en virtud de la inspección que practicó el Juez de la 
causa» acta de foja 186, de las vertientes y del agua misma ce- 
dida por Don Juau José Saravia al Señor Zambrano, se encuen- 
tra habilitado para determinar la cantidad de agua que debe 
contener el riego de que se trutaeonrelacion al volúmende todas 
las aguas que Ugueroaga y Zambrano han estado levantando 
délas vertientes todas de la finca de Oarabajal que se derraman 
en el rio, de las que nacen en la misma playo y de las que se 
recojen de los derrames á Ja misma playa de las acequias de Ca- 
raba jal. 

Por tales consideraciones y con arreglo álo que disponen las 
leyes citadas, el Código Civil, artículos 2, 23 y 27, títu !o 8», Libro 
3° pagina 577, 582 y 583 ; ley 1\ título 3*, libro 11, Nueva Re- 
copilación, y 1 título 10, Partdia 7, fallo: que debo declarar y de- 
claro legalmente comprobado el despojo de un riego de agua 
demandado por el Doctor Don David Zambrano ; y en su conse- 
cuencia, condeno 6 don Antonio Ugueroaga, como autor de di- 
cho despojo: i" á la restitución de dicho riego du agua, enten- 
diéndose por tal la cuarta parte de todas las aguas que Ugue- 
Toaga y Zambrano han estado levantando de las vertientes de la 
finca de Carabajal que se derraman en el rio, de las que nacen 
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en la playa misma, y de las que ae recojan de los derrames á la 
misma playa de las acequias de Carabajal ; y 2 o al pago de todas 
las pérdidas é intereses y de los gastos causados en el juicio, 
quedándole & salvo hacer valer sus derechos á la posesión ó pro- 
piedad en el juicio ordinario correspondiente. Devuélvanse á 
Ugueroaga las escrituras de foja 25 á foja 42 presentadas ad 
efectum vtdendi, y á Zambra no la curta de foja IG3, sentándose 
en los lugares respectivos las anotaciones correspondientes. He- 
pónganse los sellos y not i fiques e con el original. 

José Manuel Arias. 

RECTIFÍCACIOH 

Salta, Marzo 29 de 1883. 

Considerada la solicitud qne antecede, en que se interpone el 
recurso de apelación en subsidio de la rectificación que ert ella se 
espresa, se resuelve lo siguiente : 

Disponiéndose que se entendiera por el riego de agua ácuya 
posesión se ordena restituir al Señor ¡íambrano, la cuarta paTte 
de todas las aguas que asi este como TJgueroaga habían esta- 
do levantando de la playa del rio de Carabajal, se falló sobTe la 
la cosa misma demandada y litigada» y en virtud de las atribu- 
ciones y deberes que tiene el Juez de hacer cierta y precisa su 
sentencia, evitando el que, por no ser tal, tengan las partes que 
volver á litigar sobre la mism \ cosa demanda ; y así , en esa re- 
solución no hubo eitral imitación de facultades ni fallo sobre co- 
ta no demandada. 

Atendiendo, sin embargo, áque puede haber el error de cálcu- 
lo de qne habla el artículo 232 de la ley de Procedimientos de 
la Justicia Nacional, ó sea error material respecto á la porción 
de agua en que se ha estimado el riego de que fuera despojado 
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el señor Zambrano; j que una vez observada esa apreciación 
debe dejarse £ que en su caso se la verifique del modo mas legal 
J preciso que corresponda; se declara, de conformidad á lo 
dispuesto en el artículo 232 citado, insubsistente, sin valor 
m efecto alguno, la parte de la sentencia observada que dice: 
entendiéndote por tal ta cuarta parte de todas las aguas que 
Ugueroagay Zambrano han estado levantando de las vertien- 
tes de ta finca de Carabajal que se derraman en el rio, do las 
que nacen en la ptatja misma tj de las que se recojen de los 
derrames á la misma playa de tas acequias de la misma ¡inca 
de Carabajal. Las costas de esta reclamación, son de cargo del 
Juez. 

José Manuel Arias. 



Dueño» Aires, Noviembre 18 de 1884. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma la sentencia apela- 
da de foja ciento noventa, con costas; y repuestos los sellos 
devuélvase. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— «LADISLAO FRIAS, — FEDEMCO 
IBARGGRE3. 
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CAUSA CX 



Don Pedro Pinetti, en tercería con el Banco Racional y Don 
Ckery Mallot; sobre costas. 



Sumario* — La excepción de no contestar, fundada en el he- 
cho de no haber el demandante acompañado á la demanda los 
documentos que la instruyen, no se considera como temeraria. 



Caso,— El Banco Nacional, en ejecución contra D, Chery 
Mallot, embargo las existencias de un almacén, sito en la 
calle de Córdoba esquina á la de Rodríguez Peña. 

D. Luis Fioetti, como socio en el almacén, dedujo tercería, 
manifestando que el contrato social se hallaba en la escribanía 
de D. Porfirio López, fecha 24 de Enero de 4884. 

Conferido traslado, el Banco Nacional opuso artículo de no 
contestar, por no haberse acompañado el contrato social. 

Wmltm del Jwc> FNml 

Buenos Aires, Junio 3 de 1884. 

Vistos : Por los fundamentos aducidos en el precedente es- 
crito; y considerando ademas: 1° Que ningún precepto de la 
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ley de procedimientos autoriza al demandado á rehusar ó di- 
latar la contestación á la demanda por la falta de presentación 
de loa documentos en que esta se apoya; 

2° Que la única sanción impuesta por la ley á esa omisión 
consiste en la pérdida del derecho á presentarlo después, esta- 
blecida en la última parte del artículo 10 de la ley Nacional 
de Enjuiciamiento; 

3 o Que además, el actor ha cumplido en la forma que le era 
posible el precepto del artículo citado, indicando el iíeg tro 
y Oficina Pública donde se encontraba el contrato que sirve de 
fundamento á su demanda, adonde debió ocurrir el represen- 
tante del Banco Nacional para conocerlo, sin necesidad de 
formar un artículo previo. 

Por ello, fallo mandando que el representante del Banco 
Nacional conteste derechamente los traslados pendientes, 
siendo a su cargo la* costas de este incidente. Agregúese el 
testimonio presentido y repóngase la foja. — Entre lineas: 
el actor. Vale. 

Virgilio M. Tcdin. 

El apoderado del Banco Nacional apeló de la parte del auto 
anterior relativo á las costas. 

rail* 4« I» Suprema €«r«e 

Buenos Aire», Noviembre 18 de 1884. 

Vistos: no considerándose temeraria la excepción opuesta 
por el apoderado del Banco Nacional, se revoca el auto de foja 
diez y seis en la parte apelada, líepuestos los sellos devuélvase. 

J. B. GOROSTIAGA. — I. DOMINGUEZ. 
— L LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
MARCCREN, 
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CAVIA CXI 



Contra ttuhtaas y C\ sobre derecho* de aduana. 



Sumario — i" Las Ordenanzas de Aduana condenan los fr an- 
des ó errores en la manifestación de mercaderías, sin juzgar in- 
tenciones. 

2». La apreciación sobre si ha habido error evidente imposible 
de pasar desapercibido, corresponde á los Administradores de 
Aduana. 

Caso. — Lo esplica la 

RESOLUCION DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 

Buenos Aires, Febrero 23 de 1884 

Resultando de lo actuado en este espediente: I a Que se han 
pedido á despacho en el manifiesto N" 2767 del presente año, 
stete cajones con las marcas A. 1/3, B. 16/4, C, 6/7, contenien- 
do hongos at natural, los tres primeros, y con anchoas los res- 
tantes; 2° Que al verificarse su entrega por delegación del Vista, 
los guarda almacén notaron que esos cajones contenían en su 
totalidad cigarros habanos; 3° Que el guarda Sr. Retoloza notó 
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al recibir loa cajones que el que estaba en mala condición con- 
tenía cigarros (foja 13); i' Que la causa de esta diferencia 
se atribuye á que na joven dependiente tomó una factura por 
otra (foja 9 y 10) al dar los datos á los despachantes Ginardant 
y Cebelot; 5 o Que los siete cajones con hongos y conservas no 
han llegado al puerto según se asegura á foja 17. 

Y considerando: I Que si bien aparece una sustitución de 
clasificación de mercadería», ¡a de mayor valor (cigarros) fué 
conocida por el personal del depósito en el acto de recibirse los 
siete cajones (i*. 13), lo cual aléjala presunción de que el fraude 
se cometiese & sabiendas, 

2 o Que los siete cajones de hongos y conservas, no existen ni 
han existido, por cuanto el vapor calaría» no ha entrado al 
puerto después de la fecha de la factura que corre á f. 9. 

3° Que aun cuando el Guarda Almacén conoció el contenido 
de los siete cajones, si los despachantes hubieran conseguido 
estraerlos del depósito habrían perjudicado la renta en una 
cantidad cousiderabl ; y 

\ n Que las Ordenanzas condenan los fraudes ó errores en 
la manifestación, sin clasificar ni juzgar intenciones. Por estas 
consideraciones se dispone que la casa dueña de la mercancía 
pague dobles derechos, computándose la parte penal al 26 % 
(arts. 128, 030 y 1050 de las Ordenanzas). 

Hígase saber, y fecha pasa a Contaduría para su liquidación 
y ejecución de lo dispuesto en el articulo 1030 de las citadas 
Ordenanzas; reponiéndose los sell-ts por la casa. 

J. f.uts Amadeo. 

rmto «leí Jura Federal 

Buenos Aires, y ayo 16 de 3881. 
Y vistos: Pot los fundamentos de la resolución de f. 18 rta 
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19 y 90, de conformidad & las conclusiones de la vista del Pro- 
carador Fiscal. 

¥ considerando: 1° Que la apreciación de ai ha habido error 
evidente, imposible de pasar desarpercibido al tiempo del dea- 
pacho, corresponde exclusivamente á los Administradores de 
Aduana, como una facultad de ta que pueden usar, ja atenuando 
la penalidad, artículo 1056, ó ya suprimiéndola completamente, 
artículo 1057 délas Ordenanzas; por cuyo motivo fe ha resuelto 
en diferentes caaos que la apreciación á este respecto por los 
Administradores no cau 9a agrario que funde apelación porta vía 
contenciosa. (Tomo I V t Serie*, Causa 16' de los Fallos, j 
otras). 

S° Que en el caso presente aparece ademas que el Adminis- 
trador, en la resolución recurrida, apreciando los hechos alega- 
dos por la defensa, ha hecho uso en favor del recurrente de esta 
facultad, imponiendo la pena de dobles derechos, cuando á no 
mediar aquellos, correspondía la de comiso de acuerdo al artí- 
930 de las Ordenanzas; confírmase, con co&tas, la resolución ad- 
ministrativa de f. 18 vuelta, 19 y 20, y devuélvanse los autos á 
la Aduana para que lleve adelante su resolución. Notiffquese 
cou el original y repónganse los sellos. 

Andrés \ )f arriza, 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Iludió* Aire*, Junio ¿Ode 1881. 

Suprema Corle: 

t 

Los Sres. Buhigasy < *, ningún derecho tienen de quejarse. 
La Aduana pudo comisar toda su partida de cigarros, y solo 
Ies condena al pago de dobles derechos. Han sido, pues, tratados 
con equidad, y debieron darse ror satisfechas. 



DE JUSTICIA IUCIOHAL 



Es cierto que el error en la manifestación fué grosero. Pero, 
bien podo pasar inapercibido, en el cúmulo de operaciones que 
realiza la Aduana cada día. Ademas, se observa que los hongos 
y las anchoas que se manifestaban por cigarros, no estaban en 
la Aduana, ni vinieron después. Habría, pues, lugar á pensar 
que el error, por notorio que fuera, no era tan inocente. ¿Cómo 
es que se solicitaba el despacho de artículos que no existían, ni 
siquiera estaban pan reñir, pueblo que no han llegado? 

Sírvase % E, confirmar la sentencia apelada. 

Buenos Aires, Noviembre' 20 de 1881, 

Vistos: por sus fundamentos y de conformidad con lo espuesto 
y pedido por el Stñ»r Procurador General, se confirma la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y dos vuelta y repuestos los 
sellos, devuélvase. 

J. B. GOAOSTIACA. — J. D0MC1CUE2. — 
V LADISLAO rWAS. — FEDERICO llAft- 

GCHEK. 
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CAUSA CX1I 



D. Antonio Lascano contra la Municipalidad del Ilosario, 
por cobro de pesos; sobre competencia 



Sumario. — Las causas entre un vecino de la Capital j una 
Municipalidad de Provincia, corresponden á la Justicia Ft-deral. 



Caso. — D. Antonio Lascano, vecino de la Capital, demandó 
i la Municipalidad del Rosario por cobro de pesos. 

Ho*ar¡o, Abril 30 de 1881. 

No correspondiendo este asunto al fuero federal, ya por !o 
espuesto por el ocurrente en su escrito de f..., como por D. 
Antonio Lascano, vecino de la Capital de la República, según 
consta por el mismo poder que acompaña D. Eduardo Hajnes, 
y según lo resuelto por la Suprema Corte en el tomo 15 de sus 
fallos, página 28Í, ocurra á donde corresponda. 



Zuviria. 
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Falto *• ta *mpr*mm CfHe 

Buenos Aire*, Noviembre SO de 1881. 

Yistos: correspondiendo i la Justicia Federal el conoci- 
miento de las causas entre los vecinos de la Capital y loa de 
Provincia, con arreglo á la lej del Congreso, de diez y ocho de 
Setiembre último, se revoca el auto apelado de foja siete y 
repuestos loa sellos, devuélvanse. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — U LA- 
DISLAO FRIAS. — FEDERICO IDARGUREN. 



CAUHA CMIII 



0. César Abella, por í). Saturnino y D. Mariano Unzué, contra 
D. José Soria; por interdicto de retener; sobre personería. 



Sumario. — El poder para entender en todos los «sontos 
pendientes y que llegar n á suscitarse, comprende la facultad 
de demandar por un asunto nuevo. 



m 
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Cato.— D. César Abella, por los hermanos ITnzué, demandó á 
D. José Soria, por interdicto de retener. 

£1 poder conferí dolé, era para todos los asuntos judiciales 
pendientes 7 qne llegaren á suscitárseles á los poderdantes, en 
Ii Provincia de Entre Rios. 

El demandado espuso que el poder comprendía solo los asun- 
tos pendientes, y de los nuevos, los en que los señores Unzné 
fuetea demandados; 7 que por lg tanto, siendo demandantes en 
este» el apoderado carecía de personería. 

Paraná, Agosto 27 de 1884. 

X vistos : la excepción de falta de personería de D. César A. 
de Abella para demandar eomn representante de los señores 
Umué, propuesta como artículo préno; y considerando: Que 
aun suponiendo que la frase «pendientes ó que llegaren á sus- 
citársele» se refiera, no solo á los negocios administrativos sinó 
también á los asuntos, causas y negocios judiciales t para que 
se confiere poder general á Abella, ella no puede entenderse de 
tal manera que restrinja las facultades del apoderado á solo 
los easos en que los poderdantes sean demandados, pues que 
pueden suscitársele contradicciones estrajudicialea á su dere- 
cho, 7 es manifiesto que para intervenir en ellos se le confiere 
también poder general, 7 él, siendo judicial, comprende la 
facultad de demandar sobre esos nuevos casos qne se les 
susciten. Para que así no fuese y se considerase limitado el 
verbo suscitar en su lata significación á solo los asuntos en que 
loa señores Unzné fuesen demandados, era necesario que así se 
hubiese espresado en el instrumento. 

Por estas consideraciones, se declara improcedente la excep* 
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cion deducida, con costas ; y señálase la audiencia del 29 del 
corriente á la una para que tenga logar el juicio decretado. 
Hágase saber y repónganse. 

M. de T. Pintos. 

Falle de la BupreM* C'érte 

Buena» Aires, Noviembre 32 de 1884. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma t con costas, el 
auto apelado de foja veintiuna vuelta, y repuestos los sellos, 
devuélvase. 

J. B. COKOSTIACA. — I. DOMINGUEZ. — L LA- 
DISLAO FRIAS. —FEDERICO ¡BaRCCRER. 



CAVftA CXI V 



El Dr. D. José Piñeiro, contra D. Gerónimo Nufiez; sobre 

desembargo. 



Sumario. — El embargo trabado por consentimiento de par- 
tes, sobre la cosa litigiosa, no puede dejarse sin efecto sino por 
mutua voluntad de las mismas partes. 
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Cewo. — En la «tasa sobre liquidación de comunidad y ren- 
dición de cuentas entre el Dr. Piñeiro y el Sr. Nnñes, aquel 
obturo la entrega del establecimiento ■ San Blas » mediante el 
embargo que ofreció del campo y haciendas, y que Nunez 
aceptó. 

Trabado el embargo, el Dr. Piñeiro pidió se limitase solo al 
campo, por responder este suficientemente á las resultas de) 
juicio. 

Nuñei se opuso. 

MI* 4*1 Smmu r«4cr*8 

Buenos Aire», Julio 19 de 1884. 

TUtos en el incidente sobro alzamiento de embargo a que 
■e refiere el escrito de f... 

T considerando: i* Que el embargo de las haciendas que se 
solicita que se desembargue fué ofrecido por el mismo deman- 
dante y aceptado por el demandado, no puede rescindirse sin el 
mutuo consentimiento de partes que la última le niega. 

& Que á estará los términos de la demanda y reconvención, 
las haciendas, cuyo desembargo se solicita, son la cosa litigiosa 
desde que figura como capital social, y por lo mismo sujetas á 
secuestro ó embargo hasta que se resuelva el punto en litigio. 

3 a Que tampoco puede decirse de excesivo el embargo sin 
prejuzgar, desde que de parte á parte no se ha solicitado ni Te- 
clamado indemnixaciones precisas y determinadas. 

Por estas consideraciones,y concordantes del escrito de f... f 
fallo no haciendo lugar, con costas, á la limitación del embargo. 
Bepónganie los sellos. 

Isidoro Albarracin. 
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Bueno» Aires. Noríembre 22 de 1684. 

Vistos ; por sus fundamentos se confirmo, con costos» el auto 
apelado de foja diez. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

h B. GOflOSTIACA. — J. DOMrNGCCJL 
— ULAIUSLAO mi 48. — FEDERICO 
[EABGCBEN. 



CAUSA CI¥ 



Don Miguel T. Salas, contra la Provincia de Sania Fé; sobre 

amparo de poneston . 



Sumario, — i" Confesados los hechos de la posesión y tur- 
bación en ella, procede el interdicto de amparo. 

2° El que el Gobierno demandado baja procedido adminis- 
trativamente al ejercer el acto de turbación, so constituya 
excepción legitima. 



Caso, — Lo esplíe* el 
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Buenos Aires. Noviembre 35 de 1884. 

Vista Ir acción deducida por I), Miguel T. Salas, mino de 
la Provincia de Buenos Airea, contra el Gobierno de la Provin- 
cia de Santa Fé t solicitando ser amparado en la posesión de on 
campo comprado al Gobierno de la Provincia de Córdoba antes 
deser resuelta la cuestión de límites entre dichas provincias, 
posesión en que dice ha sido inquietado por la mensura y amo- 
jonamiento que de dicho campo ha practicado la Provincia de 
Santa Vé. 

Considerando que según el artículo trescientos veinte y siete 
de la ley Nacional de Procedimientos, para que tenga lugar el 
interdicto que S3 ha deducido de retener y ser amparado en 
la posesión, se requiere primer o, que el demandante se halle 
en actual posesión, y segundo, que se haya tratado de inquie- 
tarlo por actos que deberán expresarse en la demanda. 

Que estos estremos han sido confesados y no negados por el 
representante de la provincia demandada. 

Que según el artículo dos mil trescientos ochenta y cuatro 
del Código Civil, es acto posesorio de un inmueble su deslinde, 
y según el artículo dos mil cuatrocientos sesenta y nueve del 
mismo Código: c Cualquiera que sea ta naturaleza de lapo* 
■esion, nadie puede turbarla arbitrariamente. » 

Que no es una defensa, ó excepción legítima opuesta por el 
representante de la Provincia de Santa Fe la de que el go- 
bierno de la misma ha procedido administrativamente, ejecu- 
tando un derecho provincial que lo autoriza á conocer de las 
demandai hechas y para medir, deslindar y amojonar los cam- 
pos denunciados; porque, en primer lugar, una demanda 
procede contra quien directa é inmediatamente viola el dere- 
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cho a geno; y en segundo lugar, porque al hacer la Constitu- 
ción Nacional justiciables á las provincias ante esta Corte por 
demandas de vecinos de otra ó de ciudadanos 6 subditos es- 
trangeros, ha sido precisamente por sus actos, de gobierno 6 
administración, en violación de derechos particulares. 

For estos fundamentos, se declara al demandante en la po- 
sesión del campo que reclama, se le ampara en ella, y se pro- 
hibe al Gobierno de la Provincia de Santa Fó, el perturbarlo 
en ninguna manera. 

Hágase saber j repóngase los sellos. 

J. B. GOIIOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— t LADISLAO FRIAS- — FEDERICO 
IBAUGCREN. 



CAUSA CX VI 



Coníra D. Luis y D. Eduardo Cinollo, sobre multa; por 
infracción á ios Ordenanzas de Aduana, 



Sumario. — ].* multa que se impone por cada bulto en que 
»e omite la clasificación de ünflamable*, debe pagarla el ian- 

T. MUI. 
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enere qoe hace la descarga, salvas sus acciones contra el eon- 
■í gastarlo de la mercancía. 



Caso. — Lo espites el 

Falle) del <*«#* Federal 

Buenos Aires, Mayo 21 Je lBfll. 

Vistos estos autos» traídos al Juzgado con motivo de la ape- 
lación interpuesta por lus S res. Eduardo y Luis Cinollo, de la 
resolución dictada por el Administrador de Rentas, corriente ¡í 
foja 3 vuelta, en la que les impone una multa de veinte y cinco 
pesos fuertes, por cada uno de los cuatro cajones, que perte- 
necientes i la consignación de los Srcs. Uribe hermanos, des* 
cargaron como lancheros, sin espresar en la papeleta respec- 
tiva el contenido de ello?, habiendo resultado posteriormente 
que eran de « cartuchos remington á bala»; y 

Considerando: 1° Que la resolución pronunciada por el Ad- 
ministrador de Kentas, aparece fundada en la disposición del 
artículo 939 de las Ordenanzas, que señala la pena, que por 
ellas impone, para el caso de trasgresion á las formalidades 
prevenidas en el articulo 242 de las mismas. 

2? Que los apelantes aducen en su defensa que el sumario 
adolece de irregularidades que lo invalidan, no resultando 
comprobado en él, que los artículos fueran efectivamente in- 
flamables, pues la única afirmación al respecto era la del de- 
pendiente de la casa de TJríbe; ni que se hubiese omitido en 
las papeletas aquella espresion, sobre cuyos hechos, por lo de- 
mas, debido si tiempo transcurrido, nada pueden precisar. 

3* Que de las actuaciones remitidas por la Aduana, si bien 
consta que sutes de dictarse la Tesolucioa corriente á f . 3 vta. 
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6 prescindió por completo délos apelantes en la instrucción 
del sumario, lo es también que estos fueron admitidos á pres- 
tar declaración posteriormente, j en consecuencia de lo que 
expusieron en su escrito de foja 5, habiéndose limitado á ma- 
nifestar en esa declaración que tenían la seguridad de que los 
cajones en cuestión, Tenían á la consignación de los Señores 
Uribc herma ñus, no pudieudo asegurar si en las papeletas se 
espresaua que los bultos contenían materias inflamables, ó si 
solamente en ellas se enunciaba que eran mercaderías gene- 
Tales. 

4 Q Que en consecuencia de esta intervención dada a los Se- 
ñores Cinollo, recayó ta resolución de Setiembre i 2 de 1882, 
lo que importa evidentemente la reapertura del juicio ante- 
rior y un fallo definitivo contra ellos. 

5* Que según resulta del informe corriente á foja 31 vuelta, 
espedido á solicitud del Juzgado, que lo decretó «para mejor 
proveer», loa cajones se recibieron en el depósito N° 74 de la 
Aduana Vieja y habiendo averiguado, posteriormente, el guarda 
que contenían cartuchos a bala, fueron trasladados al depó- 
sito particular de Bon-hes; constando también del parcial 
que el contenido era: «Cartuchos para armas perfeccionadas». 

6 o Que del informe del Administrador, corriente a foja 40, y 
actuaciones que lo preceden, consta que los cajones en cuestión 
entraron á tos depósitos de Aduana sin otra manifestación que 
la de «mercaderías», habiéndose, por consecuencia, omitido la 
espresion de «inflamables* , que estaba obligado á consignar el 
lanchero, según el artículo 242, ya citado, de las Ordenanzas. 

7" Que la circunstancia de ignorar el lanchero el contenido de 
los cajones, no lo exonera de la multa que Ina Ordenanzas esta- 
blecen, pues imponiéndole á él directamente la pena los artí- 
culos citados, debe ser de su cuidado hacer las informaciones 
del caso, sin perjuicio de ejercitar sus acciones, contra les que» 
con su omisión o falsos datos, fuesen causantes de su falta. 
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Por estos fundamentos, se confirman, con costas, las resolu- 
ciones corrientes 4 foja 3 vuelta y foja 8, dejando i salvo las 
acciones, que pueden ejercitar los apelantes contra los consig- 
natarios 6 dueños de la carga. En consecuencia, devuélvase este 
espediente á la Aduana para que lleve adelante sus procedi- 
mientos: y repónganse los selloa, haciéndose saber con el ori- 
ginal. 

Andrés Lgarriza. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airei. Julio U de 1884. 

Suprema Corte: 

£1 recurso de los Señores ( molió, carece de fundamento. 

Fueron ellos notificados de la resolución del Administrador, 
y no apelaron en tiempo, dejando pasar meses y años. — Por 
otra parte, se ha observado oportunamente que la instancia ad- 
ministrativa no está sujeta i la tramitación estricta de los jui- 
cios ordinarios. 

Constando el hecho que importa una infracción á las Orde- 
nanzas, el Administrador puede imponer la pena que ellas esta- 
blecen, mucho mas, si se limita á una multa con la simple ci- 
tación de los interesados, de que no se ha prescindido en este 
caso. 

De la diligencia de foja 1 vuelta, consta que los referidos 
Cinollo fueron citados tres veces y no comparecieron. 
Pido la confirmación de la sentencia apelada» 



Eduardo Coita 
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Bueno* Aire», Noviembre 35 de 1884, 

Vistos: por sus fundamentos, y de acuerdo con lo esp tiesto 
y pedido por el señor Procurador General, se confirma la sen- 
tencia apelada de foja cuarenta y dos, y repuestos los sellos, 
devuélvase. 

i. H. (.OH OSTIA (.A. — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IBAR- 
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ft. Jorge Rarbkk, contra f). Demetrio Sosa; sobre contienda 
de competencia, en interdicto de despojo. 



Sumario. — En las acciones que se ejercitan ¡solidan amenté 
por mus de una persona, es necesario que cada una de estas 
tenga individualmente el derecho do ocurrir al fuero federal, 
para que la causa corresponda ú los Tribunales Federales. 
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Cato. — D. Jorge Barbicb, estrangero, alegando haber sido 
demandado por despojo ante el Juzgado Provincial de San 
Nicolás, por D. Demetrio S.isa, argentino, pidiú al Juez Federal 
de la Provincia de Buenos Aires, que avocara á sí la cans:i, for- 
mando contienda de competencia. 

Por impedimento del Juez titular, pasó la causa al especial, 
Dr. D. Felipe J. Pérez, 

De los antecedentes resultó ana la demanda por despojo ha- 
bía sido entablada por D. Kmilto (tenoud, ostra ligero, y D.De- 
metrio Sosa, propietario aquel y arrendatario é>te del c;rnipo 
materia del despojo. 

Míe del AM Ferirr»! 

Buenos Airís. Mayo 93 (tai IfWl 

Considerando, que por el auto de f. 34 se dki traslado á 
Barbicb y vista al Fiscal, fundando este auto ea lo dispm sto 
por el artículo 47 de ta ley de 13 de Setiembre de 1863 y no de 
26 de Agosto del mismo año, que solo por error *e ^tübleee en 
aquella providencia. 

Este procedimiento fué nbservado por la parte de Onond, á 
foja JO, aun cuando, como se espresa por la parte de liarbirh. 
nodebia ser parte en este juicio, personería que ha sido reco- 
nocida en la* diferentes actiiaeioius du aui-w. habiendo desde el 
principio sido citado y tom¡ido intervención como parte legí- 
tima. 

Que a pesar de esto, el .Jungado puede por sí revocar aquellas 
resoluciones contrarias á las leyes que deben ser la norma del 
Jaei y bajo cuyo amparo se someten las partes. 

Por todo e-toy teniendo presente la improcedencia del trá- 
mite reclamado, se revoca por contrario imperio et auto refe- 
rido de f, 8i 
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Y considerando, respecto á lo principal, como lo reconocen las 
partes j del exhorto del Juez de 1' Instancia del Departa- 
mento del Norte, Dr. D. Federico M. Igarzabal, te desprende, 
quel). Emilio Uenoud y Ü. Demetrio Sosa, el primero propie- 
tario y el segundo arrendatario, demandan á D. Jorge liarbicn 
por despojo y en virtud de haber este invadido terreno de pro- 
piedad del primero, cuya posesión y goce ejerce el segundo por 
razón de arrendamiento. 

Que el demandad», por su escrito de f. 1, entabla el juicio 
de competencia, fundado en que siendo cstraugero y el deman- 
dante Sosa argentino, debe inhibiría de conocer el Juez de la 
Provincia, por corresponder al Juez de Sección de la misma. 

Que como se observa por los antecedentes relacionados y del 
exhorto que antecede, es fuera de duda que la demanda ha 
sido iniciada por D. Joaquín Maldonado, en representación de 
D. Km i lio GenottóVj Demetrio Sosa, no siendo ambos deman- 
dantes argentinos, único caso en que podría sostenérsela juris- 
dicción de este Juzgado, atento al inciso 2", artículo 2 a de la ley 
de 14 de Setiembre de 1803. 

<¿ ue por otra parte, es el sentido que debe darse desde qjw 
esta misma no establece distinción alguna para casos como el 
presente y aplicados, por otra parte y poT analogía, los Falloa 
de la Suprema forte de Justicia Nacional. 

Esta na establecido en la causa 13, tomo 8 de la 2' SfN«, 
para el caso de Sociedad, que la jurisdicción de los Jueces Na- 
cionales solo procede respecto de los socios que forman la So- 
ciedftd, en caso sean argentinos individualmente, pero nú en los 
que, como el presente caso, los demandantes son argentino uno 
y estroncern el otro. 

Que este punto, pnr último, está perfectamente demostrado en 
los antecedentes que forman la resolución del Juez exhortante, 
que este Juzgado acepta en todas sus partes. 
Por esto, do acuerdo con el artículo 52 de la ley de M de 
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Setiembre de 1863, se declara, con especial condenación en cos- 
tas, que el Juei competente para continuar este juicio es el 
exhortante, á quien se le hará saber por oficio, remitiendo este 
espediente á los efectos que corresponda y con noticia de las 
partes. Repónganse las fojas. 

Felipe ¿. Pérez. 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corle : 

Considero pertinente ta aplicación del artículo 10 de la ley 
de Jurisdicción y Competencia, al presente caso. 

La demanda ha sido iniciada conjuntamente por Geuoud, 
estrangero, como dueño, y por Sosa, argentino, como arrenda- 
tario. Uno y otro estaban habilitados para defender la posesión 
del campo, que invadía Jíarbicb con sn alambrado. 

Siendo este último, estrangero, Genoud no había podido de- 
mandarlo ante la justicia federal, y es entonces perfectamente 
aplicable la disposición del artículo citado, que declara requi- 
sito indispensable que ra tía uno de los que ejercitan una acción 
solidaria, tengan individualmente el derecho de demandar 6 
ser demandados ante los Tribunales Nacionales, para qne pue- 
dan ocurrir á ellos. 

Sírvase V. B. confirmar la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 

ralle 4* I* Swprem* C»rto 

Bueno» Ain**. Noviembre 2o de 1884, 



Vistos: por sus fundamentos» y de conformidad ron lo es- 
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puesto y pedido por el señor Procurador General» se confirma 
el auto apelado de foja cincuenta, y previa reposición de sellos, 
devuélranse. 

J. B. GOROSTIAGA. — I. DOMINGUEZ. 
Ü LADISLAO FRIAS. — FEDEftlCO 
iBARGtllEN. 



CAIIHA CXVIII 



1 artos colonos del fíaradero, cont* i la Provincia de Buenos Aires; 
sobre cumplimiento de un contrato. 



Sumario. — Habiendo contradicción en los hechos que funda 
la demanda, fa causa drbe recibirse á prueba. 



Caso. — Varios colonos del Baradero demandaron á la Pro- 
Tincia de Buenos Aires para que les escriturase la propiedad de 
las chacras por el preciü en que se le* había prometido, alegan- 
do haber ellos cumplido con las condiciones impuestas á la 
promesa. 
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£1 representante de la Provincia, entre loa defensas opuestas, 
negó los hechos establecidos en la demanda. 

rail* 0e I* ftuprema Urii> 

Dueños Aires, Noviembre íó Je 188-1. 

Vistos : habiéndose negado por l;i parte demandada los hechos 
establecidos en la demanda, y considerando necesario el escla- 
recimiento de ellos para resolver esta causa, ia Cúrtc ordena 
que se reciba á prueba por el término de veinte dias. 

i. B. COROSTIACA. — J. DOMIJiGtEZ.— 
(¿LADISLAO FRIAS. 



C AIMA C'jXK 



IK José /tasan, rútilra ta t'mriuem de Santa Fe. par jactancia; 
sobre amparo de ¡mes toa. 

Sumario. — I" El dealiade y amojonamiento, es un acto de 
posesión, que ejercitado en el campo poseído por olro t importa 
turbación. 
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2" En loa interdictos de amparo, son improcedentes las defen- 
sa3 que tienen por objeto establecer el dominio ú otro derecho 
de poseer, ó desconocer la validéz del título del poseedor, 

3' La acción de jai-tamii pendiente no impide ta introduc 
cion de! interdicto de amparo, máximo, cuando los hechos en 
que este se funda son posteriores á la fecha de la demanda, 



Caso. -— *So comprende leyendo H 

F*ll. «le I* SiiprcM* €¿rt* 

■ 

Hílenos aíp*í. >n vimbre 27 efe 1881. 

Visto este incidente, sobre amparo en la posesión, promovido 
por I). José Haz m en los autos que sigue contra la Provincia 
de Santa Ké, sobre jactancia. Considerando, en cuanto á la juris- 
dicción de est i Córte, que en el espediente principal ha sido ya 
desechada, por auto de veinticuatro di? Junio último, la excepción 
de incompetencia fundada en tas mismas razones que se alegan 
en este incidente. Considerando, en cuanto al fondo di* la cues- 
tión : que los terrenos á que se refiere la acción intentada, son 
parte de los que compró don Adolfo Carranza al íiobierno de 
Santiago. en mil flehodento* setenta, y mil och ocien tus setenta 
y uno; que el mismo Carranza vendió, en mil ochocientos 
ochenta, ¡í los señores Bates. Stokes y Compañía; quienes á su 
vez ios vendieron al actor don José Kazan, según así rpsulta 
de los títulos que obran en los mencionados autos principales 
sobre jactancia, que se han tenido á la vista; que á solicitud 
del espresado Carranza y por disposición del (Jobierno de San- 
tiago, el agrimensor don Valentín Virasoro practicó el deslinde 
y amojonamiento de dichos terrenos, en diligencias sucesivas, 
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desde el veintiuno de Noviembre de mil ochocientos setenta y 
tres hasta el ocho de Setiembre de mil ochocientos setenta y 
y cinco; operaciones qae fueron aprobadas por aquel Gobier- 
no* en veintiséis de Diciembre de mil ochocientos setenta y seis, 
según el testimonio auténtico de ellas presentado por el deman- 
dante; qae el deslinde y amojonamiento son actos de posesión 
con arreglo á la ley (artículo dos mil trescientos ochenta y 
cuatro, Código Civil) y la ocupación de los terrenos está, ade- 
más, suficientemente justificada por los contratos de fojas. . . 
celebrados por los antecesores de Basan con vorios individuos y 
autorizados por el Gefe de la frontera militar de Santiago; — 
que por la propia naturaleza y circunstancias de los actos men- 
cionados, escluyen toda idea de violencia 6 clandestinidad y 
acreditan, en favor de Bazan y sus causantes, mayor tiempo de 
posesión del que se requiere para el ejercicio de las acciones 
posesorias. (Artículo dos mil cuatrocientos setenta y tres, y dos 
mil cuatrocientos setenta y cuatro). Considerando, por otra 
parte, que la turbación ejercida por el Gobierno de Santa Fé 
resulta justificada por el hecho reconocido de haber hecho men- 
surar y amojonar esos mismos terrenos y aun haber enaje- 
nado parte de ellos á las señores Murríeta y Compañía; y por el 
telegrama de fecha tres, en que el Gobernador de dicha Provin- 
cia afirma haber mandado una fuerza con el objeto de desalojar 
como intrusos á los ocupantes ; que en esta clase de juicios son 
improcedentes las excepciones ó defensas que, como las opues- 
tas por parte de la Provincia demandada, tienen por objeto esta- 
blecer el dominio ú otro derecho de poseer ó desconocer fa vali- 
dez del título del poseedor (artículo dos mil cuatrocientos 
setenta y dos); que no es bastante para desvirtuar la prueba 
del actor, la información de dos testigos presentada, por la 
misma Provincia, con el objeto de justificar que el terreno ven- 
dido á Murrieta y Compañía no estaba poblado cuando se prac- 
ticó la mensura á que se ha hecho referencia. Primero : Porque esa 
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prueba no es concluyente, desde que para la posesión do un in- 
mueble designado en el respectivo tituló de propiedad do es 
indispensable la ocupación material de toda y cada una de sus 
partes: Segundo: Porque dicha información ha sido producida 
fuera de juicio y siu citación déla parte interesada, que por con- 
siguiente están justificados los estremos requeridos por la ley, 
para el intcrdicho deducido y que, por último, la acción de jac- 
tancia pendiente no es una acción petitoria que obste al ejer- 
cicio de las acciones posesorios; y en todo caso, los hechos en 
que el presente interdicto se funda, son posteriores á la fecha 
de la demanda. 

Por estos fundamentos, se ampara ¿don José Bazan en la 
posesión de los terrenos de su título, debiendo abstenerse el Go- 
bierno de Santa Fé de todo acto ulterior de turbación. 

Repóngase los sellos y notifíquese con el original. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — ULA- 
DISLAO FRIAS. 




t 
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CAVftA tA\ 



Don Mariano Cabal % contra Don Jos*' \oiHnz ij Don Francisco 
Echetté; sobre reivindicación. 



Sumario. — í° Contra el reivindicante c uros títulos no se 
observan, puede oponerse la excepción de prescripción. 

2* La prescripción tiene por objeto cubrir el vicio resul- 
tante de la falta de deíeoho de propiedad, en el autor de la 
transmisión. 

3* La posesión un interrumpid;! par el término logra!, la 
buena f é j el justo título, justifican la prescriptioo, sin que á 
ello obste que el título en virtud del cual empezó la posesión, 
fuera sujeto á una condición resolutoria. 



Caso. — Lo explican loa fallos recaídos en la causa. 

rail» «Id j«i«b Oder»! 

Rosario. Agosto i di 

Vistos: D. Mariano Cabal entabla acción reivindicatoría 
contra D. José Voillozy D. Francisco KchelJe, pidiendo el des- 
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bal ojo de las emersiones «le terreno que como colonos ocupan 
en el Departamento «San José », distrito cSan Javier*, de 
esta Provincia, por suponerlas de su propiedad, según los tí- 
tulos de compra y demás que presenta de fojas I á 27. Loa 
demandados rechazan la demanda diciéndose dueños y posee- 
dores de esos terrenos por concesión que les hizo el Gobierno 
de !a Provincia, y por haberlos poblado y cultivado llenando 
las condiciones legales, fundándose además en los títulos ori- 
ginales que acompañan, corrientes á fojas 48 y 64. 

Los antecedentes legales y constancias de autos, son los si- 
guientes : 

El Gobierno de esta Provincia, por Decreto de Mayo 23 de 
1857, establece en su articulo 5" que : * Lus terrenos de cha- 
cras d ucrán cultivarse cu tmh ó en parte de su ostensión, 
cuya propiedad r¡erá>lqu¡rida á los 3 anos de su no interrumpida 
ocupación. * 

Por ley de la misma de 8 de Agosto de 1857: « Se autoriza 
« al Poder Ejecutivo para hacer donación de tierras á las fa- 
« miiias de inmigrantes espontáneos, en concesiones que no 
< excedan de 20 cuadras cuadradas, sin eiig írseles compensa- 
« cñm de ningún género. » 

Por la ley de Uelubre 2¿ de t8G8, en su artículo 2", se pres- 
cribe, que: «Lis tierras de propiedad privada, que por falta 
de un plano en el Dep; rtamento Topi^rálieo de la Provincia, 
hayan sido enagenadas serán devueltas A su legítimos dueños, 
y al comprador lo que haya pagado por ellas, si aquellos se 
presentasen por sí ó apoderado á reclamarlas en el término 
perentorio de 8 meses, ú contar desde el dia en que principie á 
regir la presente ley, para las ya vendidas, y del día de la venta 
las que se euagetiaren en adelante; pero sí comparecieren 
después do dicho término, solamente se les abonará el importe 
déla suma en que hayan sido vendidas, renunciando todos sus 
derechos en favor del poseedor. » Y por el artículo 5 o , que : 
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< En ningún tiempo, ni el poseedor, ni el dueño á quien se re- 
fiere los artículos anteriores, ni sus respectivos herederos, 
podrán quejarse ni entablar acción civil de ningún género en 
contra de las prescripciones establecidas por los artículos 2°, 
3*y 

En 20 de Febrero de 1868, el Gobierno de la Provincia 
celebró con el subdito francés V, Alejandro Couvert, por sí 
j en representación de varios colonos estrangeros, entre ellos 
loi demandados, el contrato de colonización que en cópia se 
encuentra i foja 46, destinando cuatro leguas cuadradas con 
fondo al Saladillo, para la fundación de la Colonia propuesta 
por aqnel y eus compañeros y comitentes, dividiéndolas en 
concesiones de 20 cuadras cuadradas para cada familia que 
fuese á poblarlas, con mas un solar en el terreno destinado para 
pueblo, con las condiciones de inmediata población, establecidas 
para las demás colonias, y la de otorgar los títulos de pro- 
piedad á favor de cada familia recien después de vencidos los 
3 primeros años de su establecí miento y población. Que las 
concesiones de chacras que se hicieran á las primeras familias 
que fuesen á poblar, serian dobles, mas no contiguas. Y que 
los colonos tendrían derecho á usufructuar los montes fiscales 
que hubiese al Sud j á los fondos del terreno destinado para 
la Colonia, como las islas que hubiese á su frente. Concesión 
esta última de la cual se deduce que el Gobierno reputaba fis- 
cales esos terrenos. 

Couvert, por sí y á nombre de sus compañeros y comitentes, 
se comprometió á establecer una población de 25 á 30 familias 
de dos personas cada una, cuando ménos, en todo el mes de 
Marzo próximo, bien entendido que en ese número no se com- 
prenderían las que pudiesen ser enviadas por cuenta del Go- 
bierno. Si vencido eae mes no se acreditase por Couvert haber 
cumplido fielmente con tales condiciones, el contrato quedaría 
ip$ofaeto rescindido y sin efecto alguno, y el Gobierno desli- 
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gado de toda obligarían, en libertad pota disponer del terreno 
destinado & la Colonia. 

Couvert no cumplió el contrato introduciendo el prcdicho 
número de familias en el plazo estipulado. Sin embargo, en 
virtud de fll, por tolerancia 6 autorización expresa del Gobierno, 
varias familias de Colonos, entre ellas las de los demandados, 
tomaron posesión desús respectivas concesiones. 

£1 terreno en que está ubicada esa Colunia, era una parte 
muy pequeña de uno de mucha mayor extensión perteneciente 
a la sazón á D. Máximo Elía, á juzgarse por los documentos 
que presenta Cabal, habiendo estado, quizá en su totalidad ó 
en su mayor parte, desalojado, sujeto á incursiones de los sal- 
vajes, y siendo anegadizo en alguna porción. 

Dicho Sr. Elía ni sus hertderos, jamás aparecen que hicie- 
ran oposición, gestión, ni reclamo alguno por el estableci- 
miento de esa Colonia en tal paraje. 

Muerto 1), Máximo Elía. se pusieron á remate esos campos 
en bu total extensión, en 14 y 15 de Diciembre de 1869, y no 
habiendo postores, los compró D. Mariano Cabal, en 7 de Di- 
ciembre det siguiente ano 1870, aceptándose sus propuestas 
particulares, terrenos de los cuales ha vendido posteriormente 
grandes porciones á distintos individuos, según consta de las 
diTersaa escrituras que ha presentado, quedándole la menor 
parte. 

Dicho Sr. Cabal, elevado al Gobierno de la Provincia, y en su 
carácter de Gobernador, en 90 de Noviembre de ese año 1870, 
es decir, 17 dias antes de su compra de esos terrenos, estendió 
á favor de los colonos, hoy demandados por él, los títulos de per- 
fecta propiedad de sus respectivas concesiones, cuyo desalojo 
hoy pide y que se registran ú fojas 48 y 04, en los cuales dice 
que se loa otorga en virtud del artículo 5" del contrato antes 
mencionad o con Couvert , ordenando se tome razón de ellos en 
el Registro de propiedades y en el Departamento Topográfico, 
T. IVIU |3 
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y que se les tenga y reconozca como verdaderos dueños de las 
mencionadas concesiones, con todos los derechos, obligaciones 
y prerogatim que como á tales concesionarios les corres- 
ponden por las leyes, firmándolos con su mano, autorizados 
por el Ministro General y sellados con el sello de las armas 
de la Provincia. 

Después de terminar el Sr. Cabal su período de Gobierno, 
ba gestionado con insistencia, según lo ha probado, de las di- 
ferentes administraciones subsiguientes á la suya, el pago de 
esas áreas ocupadas por los colonos ó la devolución de esos 
terrenos, por ser parte de los que compró á la sucesión de 
Elía, sin poder obtener resultado favorable. 

Lejos de esto, parece que el Gobierno, reputándose con de- 
recho á esas áreas, trató de destinar las suertes no ocupadas 
en dicha colonia, á la formación de otra Ruso-Alemaoa, que 
debía establecerse por cuenta del Gobierno Nacional» á cuyo 
efecto, por decreto de 90 de Marzo de 1879, declarando que 
el contrato con Convert quedó rescindido, y que se halla en 
libertad para disponer del terreno ó Colonia como mejor cre- 
yere conveniente, establece que, en consecuencia, la ocupación 
que algunas Tamil ías han hecho por sí mismas de algunas 
concesiones con la tolerancia del Gobierno, solo pueden reci- 
bir su legitimidad por la autoridad del mismo y r.o de Convert. 
Que esas familias y las demás que han tomado posesión, au- 
torizadas por el Gobierno, es justo que sean reconocidas como 
propietarias de las concesiones que han labrado ; como lo ha 
reconocido el Ejecutivo, mandando extender escrituras en favor 
de aquellas que han cumplido con las condiciones de población 
exigidas. Que lo mismo debe hacerse con los que aún no ha- 
yan sido escriturados; habiéndose establecido y puéslose en 
las condiciones de los primeros, en favor de quienes se ha 
mandado otorgar escrituras, por decreto de Ib de Noviembre 
de 1878. Que el Gobierno debe disponer de todos los demás 
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terrenos vaitlfos, sobre los que nadie puede akgar derecho 
alguno, en furor de la inmigración, y en el interés de cuyo 
establecimiento, el Gobierno b¡ice merced de las tierras fis- 
cales con arreglo a lo que cada familia puede cultivar, Y para 
•alvar valiosos internes comprometidos por la Nación, para el 
establecimiento de esos colonos, el Gobierno «Decreta: Que 
el Juez de Paz de San Javier (que es la colonia deque se 
trata \ ponga en posesión al Comisario Nacional, de la Colonia 
Rusa, de todas las concesiones uliles para labor del territorio 
destinado para la Colonia francesa que no hayan sido pobladas 
por sus antiguos fundadores, ba an ó no obtenido el corres- 
pondiente título de propiedad» (foja 45). 

Como se vé por este decreto, el Gobierno de Santa Fe", en fecha 
relativamente muy próxima, no solo insiste al parecer en su- 
poner fiscales esos terrenos, desde que así determina de ellos 
después de los reclamos <lel Sr. Cabal, sino que reconoce y 
confirma los derechos adquiridos por los colonos qne los hu- 
biesen ocupado y poblado aún sin título escriturado alguno, 
teniéndolo, como se ba visto, desde el año 1870 los deman- 
dados. 

Así pasaron los anos hasta el 10 de Octubre de 1881, en que 
Cabul ( foja 13 ) se presentó al Juez de Provincia pidiendo des- 
linde y mensura de una legua 17 cuadras y 82 varas de frente 
de ese campo, lijando los colindantes por el Norte, la sucesión 
de IX Patricio Cullen, por el Sud, D. Tomás Cullen» por el 
Este, el rio San Javier, y por el fondo Oeste, en Saladillo Dulce. 
Ks de advertir que dentro de esta área, sin haberlo diebo el 
solicitante y sin que se haya tampoco determinado su posición, 
se hallaban comprendidas las concesiones de los demandados. 

El Departamento Topográfico, al expedirse sobre esa soli- 
citud, expresa á foja ... que el terreno cuyo deslinde su pedia, 
es parte del que según la ley de 20 de Julio de 18Ü6 fué re- 
conocida como do propiedad de la Colonia indígena de San 
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Javier, habiéndose practicado mensura, subdivisión y adjudi- 
cación especial de la mayor parte de dicho terreno, con arreglo 
á la ley referida. 

Como se vé por la aseveración del Departamento Topográ- 
fico, de quince años utris, habia ya establecida eVi esos terre- 
nos otra colunia indígena, sin que aparezca que D. Máximo 
Elía ó cualquier otro individuo particular, hubiese alegado de- 
recho i esos terrenos, ni hucha oposición al establecimiento de 
esas Colonias. 

El Agrimensor Paniza, encirgadu de la operación, á foja Í8 
dice: «que pasó citación á todos los Colonos que encontró en 
esa localidad y la presentación de ios tftulns que acreditaban 
la po*esion del modo qne aparentemente la tenian. Que ello 
dió por resultado que en la Colonia Francesa, existen once 
propietarios con veinte y nueve concesiones, las cuales ocupan 
en su totalidad el frente del campo y casi toda la superficie. 
Aquí surge, añade, una cuestión de mejor derecho entre el 
Br. Cabal, primer propietario del campo, y los colonos escri- 
turados por el Superior Gobierno, basado en la ley de 20 de 
Setiembre de 1860, los cuales no tienen en apoyo una ley ex- 
presa de expropiación ; no siendo de mi competencia el deci- 
dirla, la dejo & la ilustración del Juagado competente. Solo 
hago constar como ninguno de los colonos protestó la mensura » . 

£1 Agrimensor practicó la operación con todai las particu- 
laridades y detalles que se expresan en la copia acompañada 
de fojas 13 á 21 vuelta, y pasada por el Juez á informe del 
Departamento Topográfico (foja 21 vuelta ), este, después di 
relacionar todos los antecedentes del área total y enagenacio- 
nes parciales del Sr. Cabal, objetó seriamente la operación, 
juzgando no poderse aceptar el arrumbamiento seguido, sin 
que prévíamente conste el convenio de las partes interesadas 
en adoptarlo, Y por último, juzga de su deber hacer presente 
que el Agrimensor ha considerado como único propietario lia- 
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dero por el Norte á los Sres, Callen é Itnrrnspe, á quiénes 
pertenece en la actualidad l.i legua y media que del área total 
fué adjudicada á D. Patricio Cuiten, siendo así que el fisco, & 
consecuencia de la ley de 180* i, enagenó á un Sr. Alzngaray 
una fracción que quizá linda con el terreno medido y cuyos 
sucesores en derecho se ha omitido citar, así como al tisco, que 
á su vez, es parte interesada en este asunto, en virtud de la 
misma ley. 

Corrida vista üscal de esa operación £ informe, el Ministerio 
Público, expuso; que según tenia entendido, la ley de 21 de 
Julio de 186ti, se funda en un contrato habido entre el Kimo. 
Gobierno y un Sr, Couvert (aquí el Fiscal traspone las fe- 
chas), por lo que solicita se pida dicho contrato al (¡nbierno, 
para que agregado a los autos, le vuelvan para expedirse por 
reputarlo indispensable. 

Mas, el Sr. Juez, así no lo hizo, y llamado autoá j vistos 
á pesar de lo pedido por el Fiscal é informado por el Departa- 
mento Topográfico, en 14 de Noviembre de 1882, pronunció su 
auto aprobatorio de la mensura corriente de fuj.is 25 á 26, ex- 
presando lo hacía en cuanto por derecho hubiere lugar, y 
dejándose a salvo los derechos del v Sr, Cabal & la parte no 
medida, sin perjuicio de tercero de mejor derecho. 

La ley de la Provincia de 21 de Julio de 1866, citada por el 
Sr. Fiscal, dice, en so artículo 1° : c Reconócese como de pro- 
piedad de la Colonia indígena de c San Javier », dos teguas 
de terreno al Sud y dos al Norte, partiendo de la plaza de 
dicha Colonia, con fondo hasta el Saladillo (¡rande.— Artículo 2" 
£1 Poder Ejecutivo mandará levantar un plano de la área 
expresada en el artículo anterior, destinando cien manzanas 
para el pueblo, que se dividirán en sotares de cincuenta 
varas de frente por cincuenta varas de fondo. — Artículo 3 o El 
resto del terreno será diiidtdo en suertes de chacras, de veinte 
cuadras cuadradas cada una, y en suertes de estancias, de veinte 
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y cinco millones de varas cuadradas cada una, reservándose 
para pastos comunes, sobre la costa del Saladillo y rio Han 
Javier, una extensión proporcionada á la importancia actual 
de la Colonia. — Artículo 4 e Los solares, así como las suertes 
de chacras, serán distribuidas entre las familias establecidas ó 
que en lo sucesivo se establezcan en la Colonia San Javier, 
con la condición indispensable de población. — Artículo 5 o Se 
entenderá por publacion á los objetos de! artículo anterior, la 
ocupación material por cada una de las familias que hubiesen 
recibido Los terrenos de merced, y el cultivo de la tierra en la 
proporción que los recursos de cada uno de ellos le permita. 
— Artículo 0° Las suertes de estancias serán vendidas á los 
precios y condiciones que establece la ley de 26 de Junio del 
presente año, y su producto invertido en el fomento de las Es- 
cuelas que se establezcan en la referida Colonia. — Artículo 7 o 
Queda autorizado el Poder Ejecutivo para hacer los gustos que 
demande la ejecución de la presente ley ». 

Como se vé por esta ley, el Gobierno de la Provincia, desde 
el año 1806, se creyó con derecho á ocupar y ocupó realmente 
esos terrenos, en la ostensión predichn; existiendo, según el 
último plano general de la, Provincia, sin que las partes hayan 
acompañado ninguno, tres Colonias: la de « San Javier», la 
< Cálense* y la «California». 

Abierta la causa á prueba, se han comprobado testimonial- 
mente los hechos siguientes: I o Que 1). Mariano Cabal, se 
ausentó de esta Provincia ú la de Buenos Aires, hacia el pri- 
mer tercio del año 1878; y que después de su Gobierno, ha 
gestionado administrativamente, ante los que le sucedieron» el 
pago ó la devolución de los terrenos ocupados por la Colonia 
Francesa, en los que se hallan las concesiones de los demanda- 
dos, 2 o Que estos, desde el ano 1807, se han hallado en pose- 
sión tranquila de ellos cultivándolos y sufriendo invasiones de 
los salvajes, combatiéndolos con otros colonos. 
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T considerando: 1° Que cuando el Gobierno de Santa Fé 
destinó á 1» colonización los apartados, incultos 7 peligrosos 
terrenos, motivo de este lilis, según las leyes invocadas y no 
habiendo precedido una especial do expropiación, indudable- 
mente lo hizo bajo la mente segura de ser fiscales ó abandona- 
dos por el que fuese su dueño; y en ese concepto debió confir- 
marse desde que el que hoy se dice que fué su propietario, don 
Máximo Klia t en mucha mayor extensión, no aparece que jamás 
hiciese redamo alguno hasta su muerte, como tampoco lo hi- 
cieron sus sucesores, hasta que los vendieron i Cabal, en Di- 
ciembre de 1870; no constando tampoco que nunca esos terre- 
nos hubieran sido deslindados 11 i poseídos por nadie; y pues 
solo de la escritura acompañada por dicho Sr. Cabal, resulta 
que su causante Klia obtuvo esos terrenos por haberlos com- 
prado, partu al Fisco y lo demás & particulares, que no se nom- 
bran, no acompañándose tampoco las escrituras de su referen- 
cia. Silencio de los que fueran propietarios bien estrafio si se 
atiende á la publicidad de los actos de ocupa?ion, división y 
adjudicación que se hacia á los Colonos, ya por el contrato he- 
cho con Couvert, ya por donaciones posteriores del Gobierno á 
otras familias. Y si pues sus propietarios, en conocimiento de 
esos hechos, guardaron completo silencio, no pudo ser por otra 
causa que por una voluntaria deferencia ó porta conveniencia 
que trajese la ocupación y población de una pequeña parte 
de esa propiedad, para el gran resto de ella; porque es sabido 
que propietarios de grandes áreas, aun en mejores condiciones, 
hacen iguales donaciones parciales, procurando semejantes be- 
neficios. 

2" Que esa fué la mente del Gobierno, y alguno de esos et 
propósito que tuviera el propietario de esos campos, se paten- 
tiza con el hecho de U posesión tranquila y pública, que desdo 
el año 1907, tuvieron los Colonos hasta la compra que de esos 
terrenos hizo el Sr. Cabal en 1870, después de haber él mismo 
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como Gobernador, y creyendo proceder legalmente sin duda, 
otorgado á los demandados, tres años después de la ocupación* 
títulos de propiedad de. sus concesiones, declarándolos sos due- 
ños legítimos. Mente que ha subsistido en el Gobierno bajo la 
administración del Dr. Iriottdo, que en aquel entonces fué Mi- 
nistro del Sr. Cabal, hasta nueve anos después, como se com- 
prueba por el Decreto de 20 de Marzo de 1879, en que el Go- 
bierno, sin expropiación ni pigo, yá pesar de los reclamos del 
Señor Cabal, que. hasta hoy tampoco han sido atendidos, des- 
tinaba parte de esas concesiones para ta Colonia Rusa que 
debía establecerse por cuenta del Gobierno de la Nación ; De- 
creto por el cual confirmaba espresamente los buenos títulos 
adquiridos por los ocupantes, hoy demandados. 

3 o Que suponiendo que realmente hubieran correspondido 
esos campos á D. JUáximo Klia, la parte destinada por el Go- 
bierno para Colonias, aun sin previa espropiacion, h ibria caído 
bajo el imperio de las leyes mencionadas y especialmente de 
la antes transcrita de Octubre 22 de 1868, dictada pura favo- 
recer la colonización de los grandes territorios, ora fiscales, de- 
siertos ó abandonados por sus propietarios; ley declarada cons- 
titucional por l.i Suprema Corte, en su fallo, Série i 1 , Tomo 4° f 
Página 31 1 ¡ la misma que en otro caso análogo al presente, en- 
tre los Sres, Kley y Bouquet, ha citado este Juzgado á favor 
del ocupante de un terreno, sobre el cual el primero de aque- 
llos alegó propiedad. 

4° Que si esos terrenos que había concedido el Gobierno para 
la Colonia, no fueron nunca en tantos años reclamados por si 
Señor Klia ni por sus sucesores» teniendo solo ocho meses lega- 
les y perentorios para hacerlo, menos puede reclamarlos el Se- 
ñor Cabal que los compró tres años después de la ocupación, 
cuando sus causantes mismos no tuvieran ya tal derecho; sien- 
do sabido que por ley nadie puede trasmitir derechos que no 
tiene. 
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5 o Que la mensuro y deslinde aprobada judicialmente, que el 
demandante presenta» de ninguna suerte menoscaba Ja fuerza 
legal de tales antecedente, ni puvde hacer convalecer en su fa- 
vor tos derechos extinguidos segun ellos, por las razones si- 
guientes: 1" Porque los títulos que presentó para pedirla que 
se refieren ií una área eseesi saínente mayor de laque solici- 
taba deslinde, estábanla menoscabados en la parte que corres- 
pondía á loa (Monos, por las razanos predichas, debiéndose res- 
petar en esa operación los derechos adquiridos : 8» Porque, si 
como lo dice el mismo Agrimensor, se rió en el caso de citar á 
once Colonos, que con sus veinte y nueve concesiones ocupa- 
ban en su totalidad todo el frente del terreno que iba á men- 
surar y casi toda la superficie, ellos, como también to espresa, 
le presentaron sus respectivos títulos de propiedad, lo que im- 
portaba un verdadero reclamo, una verdadera protesta, sí acaso» 
por el cometido del Agrimensor, se le.-i iba á invadir sus dere- 
chos. Y este asi mismo debió comprenderlo, cuando claramente 
espresa que esa ocupación y presentación de títulos hacían sur- 
gir una cuestión de mejor derecho entre el Sr. Cabal, primer 
propietario di?l campo, y los Colonos escriturados por el Supe- 
rior Gobierno, basado en la ky de 30 de Setiembre de 1866, 
las rúales (escritura y ocupación), no tienen su apoyo en una 
ley espresa de expropiación, y no siendo de su competencia el 
decidirla, ta deja i la ilustración del Juzgado competente: — 
cuestión que no la resolvió el Juzgado de Provincia que decretó 
la mensura, ya porque no se trató litis sobre ello, ya, tal vez, 
por no ser Juez competente por las personas, como lo reconoce 
el mismo demandante al traer esta cuestión de mejor derecho 
al fuero federal; sin que tampoco se columbre que el Juei de 
Provincia hubiese tenido la mente de resolverla al dictar su 
auto aprobatorio con la cláusula de «en cuanto haya lugar en 
derecho y sin perjuicio de tercero que mejor lo tenga»; y puel 
loa Colonos que se creen con derecho mejor lo alegan y lo sos- 
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tienen cundo, como en esta Tez, son llamados A juicio, conse- 
cuentes con la presentación que hicieron oportunamente de sn> 
títulos; 3 a Porque no se prueba de manera alguna que los po- 
seedores se hubieran conformado con una operación que los pri- 
Tára de su propiedad, no habiéndose presentado el acta de con- 
formidad que para el caso debieran haber suscrito j que pres- 
cribe el artículo 394 de la lej Provinciul de Procedimientos, en 
estos términos: «Sí hubiese conformidad en la dilijencia, se es- 
tenderá acta, firmada por todos los concurrentes, en que se con- 
signarán todos los hechos etc.)»; y el Juez, sin esa acta, mal podia 
aprobar una operación sin oir á tos damnificados por elh ; no 
constando ni aun siquiera que se hubiera notificado á los Colo- 
nos el auto aprobatorio de una mensura que sin oírlos debía 
despojarlos de todos sus derechos. Y ademas. por el artículo tiOO 
de dicha ley, está espresamente determinado, que el Juez pro- 
cederá á oir á los interesados y á sustanciar y á decidir por loa 
trámites del juicio ordinario correspondiente, las pretensiones 
que sean conducentes, por la naturaleza de las cuestiones sus- 
citadas etc. 4' Porque tan así lo comprendió el mismo Sr. Juez, 
romo que, en su primer considerando, dice que «en el juicio de 
mensura solo son partes todos los colindantes», (Artículo 587 
del Cúdigo Provincial); y pues la mensura solicitada por el He- 
ñor Cabal, lejos de revelar un propósito de es pulsar á los Co- 
lonos de sus posesiones, se proponía, según lo dijo en su es- 
crito, deslindarse por el Norte con la sucesión de IL Patricio 
Cullen; por el Sud con Ü. Tomás Ctillen, por el Este con el rio 
de San Javier, y por el fondo con el Saladillo, sin mencionar 
siquiera á los Colonos que habitaban dentro do ese campo; 
siendo un acto voluntario del Agrimensor Paniza citar á esos 
internos poseedores, con quienes el Sr, Cabal no había pre- 
tendido deslindarse. Luego, la mensura y el acto aprobatorio de 
ella, solo podían parar perjuicio á aquellos colindantes. .V Por- 
que el mismo Sr. Juez declara en su quinto considerando, con 
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Tefe rene i a al Fisco, «(que el Departamento Topográfico decía 
tener derechos allí)» : «Que eu el caso que el terreno medido 
pertenezca á él por mejor título, tiene el derecho á saWo para 
entablar el correspondiente juicio, puesto que la mensura ni 
quita ni dá derecho». — Entonces pues, la practicada, no loa 
daba ui los quitaba 11 los Colonos, que como aquel, son perso- 
nas jurídica*, que del Gobierno habían recibido sus derechos, 
que se hallaban en posesión de sus concesiones, que ni aun se 
les mandó citar como á colindantes, y que ni aun se les habia 
notilicado el auto aprobatorio de la mensura, por no reputár- 
seles partes : razones por las cuales, cuando el Juez al apro- 
bar la mensura, di o en su considerando 7 1 que no ha sido pro- 
testada, habiendo presentado l<>s Colonos sus títulos al e liár- 
seles por el Agrimensor, solo se refiere á los colindantes cuja 
citación se pidió y que no protestaron, y á quienes, por tanto, 
únicamente puede pasarles perjuicio la operación. 

6" Que dejando demostrado que los demandados tienen tí- 
tulos legales que tos acreditan dueños legítimos de las conce- 
siones que poseen y que sus derechos en ningún sentido han 
sido afectados por esa mensura, bastaría esponer que son favo- 
recidos por la prescripción, aun cuando el Fisco no hubiera 
sillo dueño de esos terrenos cuando los enageuóásu fafor y 
aun cuando el demandante hubieia tenido algún dereeho para 
reclamarlos después de los ocho meses desde que el Gobierno 
los destinó á la colonización por las leyes antes citadas, por 
asistirles los requisitos para prescribir; en efecto, su título es 
justo; su buena fé es manifiesta, y según la ley, se supondría 
siempre, sin prueba contraria, que no se ha producido; y su po- 
sesión ha sido tranquila desde 1867 hasta Diciembre del año 
pasado 18HÍ, fecha de esta demanda, es decir, cerca de diez y 
seis años; y computando por dos años los cuatro ausentes del 
Señor Cabal, siempre habrían poseído pacíficamente por mas 
tiempo del de los diez años requeridos por ley. A que se agre- 
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gi que dicho Señor conoció perfectamente esa posesión y los tí- 
tulos de sus demandados, por habérselos otorgado él mismo 
dorante so Gobierno. Y seguramente, reconociendo la fuerza de 
esos derechos, es que por tanto tiempo ha dirigido sus gestio- 
nes contra el Gobierno, antes que contra los Colonos. 

7" Que aun prescindiendo de todo lo dicho, la acción real 
reivindicatoría que se ha entablado, no procede : i" porque se- 
gún el articulo 3», libro 3 o , título 9\ Código Civil, ella nace 
del dominio por el cual H propietaria que ha perdido ta pose- 
sión, la reclama y rer indica contra aquel que se encuentra en 
posesión de ella; y probado está planamente que el Señur Ca- 
bal jamás esturo en posesión de la Sota que pretende reivin- 
dicar, ni ha podido perder lo que nunca tuvo; y pues cuando 
compró los campos á la sucesión de Elia ni e*ta ni él estaban 
ya en esa posesión, si alguna vez la hubieran tenida, lo que ni 
aun Be ha probado, estándolo sí los Colonos desde mucho antes, 
y siendo el título del demandante posterior a esa posesión y 
al título de propiedad que su Gobierno les otorgó : 2 a porque 
según el artículo 19, esa acción no compete al que no tenga el 
derecho de poseer ta cosa al tiempo de la demanda. Y cuando 
el Señor Cabal entabló la suya, no lo tenia, desde que esta- 
ban ya en quieta y pacíiica posesión los Colonos ; sin que pueda 
«listir colisión de derechos: 3 J porque s*-gun el artículo 3t «Sí 
el titulo del reivindicante que probase su derecho á poseer la 
cosa, fuese posterior á ta posesión que tiene el demandado, aun- 
que este no presente titulo alguno, no es suficiente para fundar 
la demanda*; mientras que el Heiiur Cabal, aun sin haber pro- 
bado ese derecho á poseer, según todas las razones aducidas, es 
además su título posterior al de los demandados, que, por tan- 
to, no solo no carecen de él, sino que lo han obtenido cum- 
pliendo las condiciones que les fueron impuestas para adqui- 
rirlo legalmente. 

8" Que por fin, aparte de todas las razones legales preceden- 
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tes, nada sería tan inequitativo é inconveniente á los intere- 
se* del pais yíilciiI;í-Ios á la inmigración extranjera, como dea- 
pojar sin razones fundamentales i los Colonos que llegan 
bajo la fe* pública y al amparo de nuestras instituciones, de 
las propiedades que les acuerden los Gobiernos, en territorio! 
incultos, despoblados, después de baberlos poseído por largos 
anos, agredidos por los salvajes, y en las cuales, después de 
regarlas con su sudor y sangre, han erijido sus hogares. 

Por estos fundamentos, no lia lugar a la demanda, con cos- 
tas. Notifiquen con el original y repónganse los sellos. 

t ene Ion Zuviria. 

Palla ém la «uprcm* Cari* 

Bueno* Aires, Noviembre 27 Je 1884. 

Y vistos, resulta: Vnmero, Que con fecba die* y nueve de 
Febrero de mil ochocientos cuarenta y siete el Gobierno de la 
Provincia de Hanta Vé celebró con Don Alejandro Couvert el 
contrato de colonización do foja cuarenta y seis, por el cual se 
concedían á este, para formar una nueva colonia, cuatro leguas 
de terreno al Sud de la de Han Javier con fondo al Saladillo, y 
á cada una de las familias que fuese á poblarlas, un solar y una 
auerte de chacras otorgándosele la escritura de propiedad i 
los tres uños de su efectivo establecimiento y población, y el 
concesionario se obligaba, por su parte, á introducir en ella el 
número de veinte familias, por lo ménos, en el término de un 
mes, so pena de quedar rescindido el contrato y poder el Go- 
bierno disponer libremente de dichos terrenos. 

Segundo. Que entre los pobladores de la nue^a colonia figuran 
los demandados Don francisco Kchclle y Don José Voilloi, quie- 
nes, después de haber quedado rescindido el contrato con Con- 
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wt por do haber introducido el número de familias á que se 
obligó, continuaron en posesión del terreno que se les había 
concedido cou arreglo á dicho contrato, y en veintiuno de No- 
viembre de mil ochocientos st'enta obtuvieron el correspon- 
diente título de propiedad, el cual les fué otorgado por Don 
Mariano Cabal, como Gobernador de la Provincia de Santa Fe\ 

Tercero. Que con fecha siete de Diciembre del mismo año se- 
tenta, el citado Don Mariano Cabal compró cincuenta y tantas 
leguas de campo, en el Departamento de San Javier, á la sucesión 
de Don Máiimo Elía, quien los hubo ¿título de compra, del Go- 
bierno de dicha Provincia, en años anteriores. El Señor Cabal 
disposo de la mayor parte de dicho campo, y cuando en mil ocho- 
cientos ochenta y uno trató de hacer la mensura de la parte 
restante, resultó que se hallaban comprendidos en ellos los ter- 
renos ocupados por loa pobladores de las colonias y escriturados 
á favor de los mismos por el Gobierno de la Provincia, con cuyo 
motivo ha interpuesto contra ellos U demanda reivindicatoría 
de foja veintiocho. 

Cuarto. Que los demandados citados á juicio, han opuesto á la 
demanda el contrato de foja cuarenta y seis, en virtud del cual 
entraron á poseer su respectiva concesión, las escrituras de pro- 
piedad de foja cuarenta y ocho y sesenta y cuatro, otorgadas 
por el Gobierno, y la prescripción por la posesión no interrum- 
pida de mas du diez años, 

Y considerando : Primero. Que no habiéndose objetado los tí- 
tulos Don Mariano Cabal, ni los de su causante Don Máximo Elía, 
y resultando de estos que los terrenos disputados habían salido 
del dominio público mucho tiempo antes de qoe se fundase la 
colonia a queso refiere el contrato de foja cuarenta y seis, y que 
por consiguiente, el Gobierno no pudo enagenarto* sin índemni- 
ucion previa, la cuestión ¿ resolver queda reducida & la pres- 
cripción opuesta por los demandados. 

Segundo. Que estos entraron en posesión de los terrenos que se 
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cuestionan, el año sesenta y siete, y es desde entonces que ha 
principiado á correr el término para prescribir j pues aunque el 
contrato de foja cuarenta y seis, en virtud del cual entraron á 
poseer, estaba sujeto á una condición resolutoria, esto no obs- 
tante era Lábil de*de su origen jara la prescripción, según 
terminan te mentí! lo establece en su último parte al ai tf culo 
cuatro mil catorce del Códijio CitÜ. 

Tercero. Que tampoco *e opone á ella la falta de derecho con 
que el Gobierno de la Provincia dispuso, sin expropiación previa, 
de los terrenos mencionados; porque la prescripción tiene pre- 
cisamente por objeto cubrir el vicio resultante de la falta de 
todo derecho de propiedad en el autor de la trasmisión, requU 
riéndose tan solo en el ad mírente á título particular, buena fé 
y justo título, sin consideración alguna á las condiciones de la 
persona de quien este emana (artículos cuatro mil cinco y 
cuatro mil diez del t'ódigo citado), y en el presente caso estos 
requisitos m hallan reunidos respecto de los demandados. 

Cuarto. Qne las reclamaciones hecha* por el actor al Gobierno 
de la Provincia para que le abone el precio ó le devuelva dichos 
terrenos, no han podido interrumpir la prescripción comenzada 
por aquellos: Primero: porque esas reclamaciones no se hallan 
comprendidas entre los actos que con arreglo á los artículos tres 
mil novecientos ochenta y cuatro á tres mil novecientos ochenta 
y nueve interrumpen la prescripción; y Segundo; porque esos 
actos deben ser directos contra el poseedor, y el Gobierno de la 
Provincia no lo era de lis terrenos reclamados. 

Quinto, Que por la misma razón, los documentos de foja ciento 
ochenta y tres á foja ciento ochenta y nueve, presentados en se- 
gunda instancia para probar que la prescripción fué interrum- 
pida, nada prueban contra los demandados; pues no se refieren 
á ellos ni a los terreuos poseídos por ellos, sino a actos perso- 
nales de Couvcrt, con que los señores Cullen y C\ m creían 
perturbados en la posesión de sus terrenos. 
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Sttto. Que, siendo esto así, la posesión principiada el año se- 
senta y siete» con buena fé y justo título, y continuada sin in- 
terrupción alguna basta el año oebenta j dos, ha quedado defi- 
nitivamente cumplida, coa arreglo á.la ley, mucho tiempo antes 
de interponerse la demanda. 

Por estos fundameutos y lus concordante* del Juez a y uo.se 
confirma ta sentencia apelada de foja ciento cincuenta j nueve, 
con costas, dejando á salvo á Don Mariano Cub.il sus acciones» 
contri el Gobierno de la Provincia de Santa Fé, por el precio d e 
dichos terrenos, y satisfechas estas y repuestos los sellos» de- 
vuélvanse los autos al Juzgado de su procedencia. Notifiquese 
con el original. 

J. n GOROSTUCA — i. DOMINGUEZ. — 
ULADI&LAO FRIAS. — F. IBAKGt REJ*. 



CAUSA COI 



IT Agustina Soler de Varas, contra I)' Sofía ¡tarbeilo de 
Daraet; sobre reivindicación. 

.- 

Sumario. — En las cuestiones sobre propiedad, en que ambas 
partes presentan títulos, y no se prueba la prescripción por 
posesión, debe preferirse á la que tiene títulos mejoies. 



Caso. — Lo refiere el 
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Falto del lufi Mcnl 

San Luis, Octubre T, de 1881. 

Y vistos estos autos, iniciados por D. Arturo Domínguez, en 
representación de DWjjustiiiu Soler de Varas, centra Ü. Mauri- 
eio Daract, sobre propiedad do un terreno, resulta : 

i" Que de los documentos presentados á la demanda, apa- 
rece, que en fecha 7 de Mayo del año 1708, D, Juau Manuel 
Panelo, en representación de Manuela Quiroga, otorgó á 
favor de I). Tomás Varas, la renta de una suerte de tierra ubi- 
cada á la banda naciente del lito 5", bajo los límites que se 
determinan en la escritura de f, 8 y 9. 

2 J Que de la cláusula testamentaria, adjunta en cópia á f. 1% 
consta la transferenc ia que D. Tomás Varas tenia hecha á su 
hijo D. Jacinto, de una estancia situada en el mencionado pa- 
raje, por pago de quinientos y tantos pesos, que declara le 
adeudaba desde el año 1828; y por el testamento de f. 2 á 4, 
otorgado por este último, la transferencia de sus bienes en la 
persona de su espora D" Agustina Soler de Varas, á quien ins- 
tituye de heredera universal. 

3 a Que al entablarse la demanda indicada, se alega por el 
actor el hecho de haberse conservado por parte do D. Jacinto 
Varas, la posesión del terreno que espresan los mencionados 
títulos de propiedad, por medio de terceros que lo ocupaban 
en su nombre, hasta el año t873, época en que fué despojado 
de una parte de él por I). Mauricio Daract, en virtud de una 
mensura judicial practicada por el Agrimensor Público D. Her- 
menejildo Adaro <no obstante de que esta no fué presentada 
para su aprobación) y en la que se daban por terrenos de pro- 
piedad desconocida los situados hacia la parte del Sud del ter- 
reno mensurado ¡ siendo así que en el lugar denominada t La 
T. If ni. ¿4 
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Caballada », comprendido dentro del Area mencionado, se en- 
contraban las posesiones que D. CMfra Varas tenia á nombre 
de sn herraauo I>. Jacinto, como ofrece acreditarlo ; y pide en 
consecuencia, deduciendo acción rcirindicatoría, la devolución 
del inmueble, con los frutos percibidos y costas del juicio, 

^ Que acreditada en legal forma la competencia del Jm» 
gado y comunicados traslado d<- la demanda, I» parte de Da- 
ract alega la propiedad del terreno demandad», fundando sus 
derechos en los títulos que acompaña de f. 22 á ÍI, i i»™™ 
ademan otros del filólo XVII. que dice no presenta por su difí- 
cil lectura y conservación en auios, pero que p«ne á disposición 
del Juzgado. 

& Que el primero de los documentos referidos, consiste en 
tina tKinatÜ información, levantada en 5 de Noviembre del 
año 1802. á solicitud de pernarda Gualpa y posesión dada a Ü. 
Gregorio Guardia y Gnalpi. en 6 d-1 mismo mes y año, de los 
terrenos que en dMia información se espresan, ubicados en la 
costa naciente del Rio h" y bajo los linderos en ella determina- 
das ; constando también de dicho documento, U división hecha 
de los enunciados terrenos entre sus propietarios. El segundo, 
en una escritura de venta otorgada en 19 de Setiembre del 
año 1855 por Ü. Miguel Gerónimo Gualpa, por sí y en repre- 
sentación de sns hermanos, IMrona. Maria, Benita y Anasta- 
sia, á favor Ú2 D. Juan ISarbeito y de D* Mercedes Funes, de 
un terreno ubicado en el líio 5' y llamado entonces el * Faso 
de la Posta i, bajo los linderos que cu dicha escritura se men- 
cionan (f. 29). El tercero, en las diligencias de mensura del 
mismo terreno, practicada cn2tl de Mayo del año 1873, f . 30 á 
33 división de este en dos partes iguales y adjudicación hecha 
entre los herederos del). Mercedes Funes j D. Mauricio Da- 
ract. en la forma que se espresa a f. 32: y el cuarto, en lacóp.a 
de una hijuela de los bienes adjudicados á la esposa de Daract 
como heredera del ünado D. Juan Borbuto, y en la que se halla 
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comprendido el terreno de c Los Mogotes», adjudicado ¡i rW- 
beito en la espresada división. 

fl° Que también esprcsa el demandado, que inmediatamente 
de efectuada la compra d»l terreno enunciado, en 1855, el lí nudo 
Barbeito pobló este, construyendo habitaciones y colocando 
en él haciendas, sin que nadie se lo estorbase ni relámase, 
judicial ú ettrujudicia luiente, y después d<; él, el Sr. Paract, 
en representación de su espora, continuando así su posesión 
hasta el dia. quieta, publica y pariiicameute; negando a ¡ Urnas» 
lu aseverado por el actor, de que dicha posesión hubiese empe- 
zado en 1873 por la mensura aludida, pues, que tila tiene su 
origen en el si^lo antes espresado, tomando mayor notoriedad 
en 1855. 

7 o Que tamban niega el mismo, que la Sra. Soler de Varas, 
su esposo ú antecesores, hayan es lado jamas en posesión, al 
menos en los tiempos ni rderu-is, de un solo pié cuadrado del 
terreno comprendido dentro de los limites de la referidu escri- 
tura de 1855 | mensura de 1873; y concluye invocando la 
prescripcñi'i como escepcion á la demanda, fundado en ia posé- 
alo n tres veces secular y mayor antigüedad de sus títulos ya 
referidos. 

Atento á lo relacionado, mérito de la prueba producida ; y 
considerando : 

i" 3 Que de los informes espedido* por 1). Vict t Vidala y 
Dr. D. Cristóbal Per eirá, A f, 55 vuelta y fi4 vuelta á Üti, como 
por las decoraciones de los testigos K varíate Calderón, .losó 
Alfonso, Gregorio Fernandez, Hasilio Salinas, Marti mano Ca- 
brera y Félix Toledo, de f. 47 vuelta a 19 y 60 á (tí, resulta 
legalmente comprobado que U. Jacinto Varas ó su hermano 
D Curios, ha estado en plena posesión del lu^ar denominado 
« La Caballada», situado á la banda nacieute del Rio 5", cuya 
propiedad demanda la parte acto ra. 

Qae como prueba de esa posesión, ac ha acreditado tam- 
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bien con los testimonien citados, que el predicho Varas ha te- 
nido cu el mencionado campo *La Caballada» , un considerable 
número de hacienda y construido en el un gran cerco; como se 
ka comprobado también, que dicha posesión se ha conservado 
BÍu interrupción alguna desde hace muchos años, hasta la época 
de la revolución de Í874, en que recién apante aquel ocupado 
por la parte de Daract. 

íi° Que si bien los testigos Calderón y lYrrir i, no designan 
por su nonio re el terreno que poseía Varas, de sus declaracio- 
nes se deduce, sin embargo, que él es el mismo denominado «La 
Caballada > & que se reOeren lus demás t--stiyos, pues indican 
su ubicación en el mismo punto eu que e-te se halla situado; 
siendo ademas de observarse, como comprobación de lo dicho, 
que el primero, al contestar la s -gumía pregunta del interroga- 
torio de f. 44, espresa que el indicado terreno lo ocupaba como 
capataz de Varas, el ja citado Martiniano Cabrera, y este, 
contestando á la tercera del de f. 58, dice que fué capataz de 
Varas en dicho lugar. 

i Que respecto á la tadia opuesta por la parte de Daract ¡i 
los testigos Videla y Percira, atribuyéndoles parentesco con la 
demandante Sra. Soler de Varas, no habiéndose « lia justificado, 
no puede eu manera alguna destruir la importancia de sus de- 
elaraciones ; mucho menos, cuando dichos testigos espresan : 
el primero, el grado de parentesco por atinidad con dicha se- 
ñora, que está fuera del que la ley establece como impedimento 
paTa declarar válidamente; y el segundo, que no te comprenden 
las generales de la ley, siendo ademas de advertir que la hono- 
rabilidad de estos y su perfecto conocimiento de la importancia 
del acto, aleja toda sospecha d^ inexactitud en sus declara- 
ciones, . 

5" Que por. lo que hace á los testigos .losé Alfonso, Gregorio 
Fernandez, liasilio Salinas. Félix Toledo y Martiniano Cabrera, 
han sido recibidas sus declaraciones en conjunto, contra lo dis- 
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puesto por el artículo 126 de la ley nacional de procedimientos, 
sin espresar, por otra parte, el estado, edad y profesión de los 
mismos; y aunque por tales defectos, ellos carecen de perfecta 
calidez, establecen, no obstante, una fuerte presunción de ver- 
dad, por cuanto se hallan en todo conformes . on los ya citados 
de Pereira, Vid cía y Calderón, las que por sí solas bastan para 
establecer una prueba plena y perfecta de Iris in-ehos á que las 
mismas se refieren. 

0" Que ademas, el testigo Francisco Carriño, presentado pOí 
la parte de Daract, al contestar á f. Gil la mar la pregunta que 
le dirije el representante de la señora Soler de Y.iras, espresa 
que el mencionado tugar de "La Caballada», estuvo ocupado 
por D, .fose Alfonso, rumo capataz de 1*. ( ¡irlos Varas, te- 
niendo allí haciendas va- unas de propiedad de este, corrobo- 
rando así las declaraciones antes citadas, respecto á la pose- 
sión del mismo, en el lugar indicado; como la corrobora igual- 
mente el testigo Crcgorio Alfonso, también prenotado por la 
parte de Daract, al contestar á la seronda y última pregunta 
del interrogatorín de f. 50. en su declaración de f. 75 vuelta y 
70; quedando, por consiguiente, destruida la alinnaciuu del de- 
mandado de n<> Iniiier la parte adora poseído un solo pié cua- 
drado de terreno del comprendido dentro de los límites de la 
mensura de 1 873. 

7" Que eti consecuencia, y comprobada como queda dicho la 
posesión del causante de la parte autora en el raerte Sopado lugar 
de cha Caballada» hasta el año 1n74, la excepción de prescrip- 
ción deducida por la parte de Daract, no es en manera alguna 
atendible, desde que se lia d "mostrad o no hauer esta ejercido 
una posesión continua en las condiciones y término que la ley 
requiere para fund ir en ella un titulo bastante; artículo 53, 
Libro 4* Secciona*, Título 1\ Capítulo 3 rt del Código Civil. 

8" Quedados los antecedentes est ibUiidos, y prescindiendo 
de la posesión plenamente justificada por el demandante, en el 
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mencionado terreno, debe estarse á Tos títulos de propiedad 

presentados por las partes, observando para la apreciación de 
dios, el principio de justic ia y equidad invocado por Daract, 
según el que, en igualdad de condiciones, debe ser preferido el 
que mejores títulos presente, 

ir* i.'in' respecto á los títulos que invoca el demandado para 
justificar la proptepad del campo referido y que dice datan 
del siglo XVII, no habiendo sido olios presentado-;, no pue- 
den tomara* en consideración ante la sola atinnacion de la 
parte. 

10. tjue la enuncionada escritura devenía, presentada por el 
demandante á f . 8 y 9 y otorgada por el espresado D. Juan 
Manuel Panelo, á nombre de D a Manuela Quirogn, á favor de 
1). Tomas Vutüs. comparada ron los títulos presentados por la 
parte de Da rae t, de f. 22 ti 28 y con la de f . 29, aparece de ma- 
yor antigüedad que estas últimas. 

11. Que asimismo, dicha escritura, estendida en forma le- 
gal, dú romo límite del terreno á que ella se refiere, hacia la 
parte del Norte, el lugar denominado « La toma de la Tosca 
colorada i», y el lugar denominado * La Caballada », se encuen- 
tra hacia la parte del Sud del límite indicado (>egun el cro- 
quis presentado á f. 10. sin observación fundada por la parte 
de U.iract, respecto i su exactitud en cuanto A la ubicación de 
los puntos en él fijados), y por consiguiente, comprendida la 
parte de terreno cuestionada dentro del límite referido. 

12. Que ademas, el primero de los títulos de Daraet. de 
foja 22 á 28, consiste en una sumaria información original, en 
que no aparece citada la parte de Varas, y por consiguiente, 
omitida esta formalidad indispensable, no puede aquella pro- 
ducir efectos legales respecto á él. 

13. Qui i por lo que hace á la mensura practicada por el Agri- 
meiisnr 1). Hermenejildo Adaro, ella tampoco bastaría á fundar 
un título perfecto de propiedad» por cuanto, ni ha sido citada la 
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parte activa para dicha operación, ni ella ha sido aprobada ju- 
dicialmente. 

i A. Que finalmente, y sí lien de la clausula testamentaria 
ya citada, n<> aparece con perfecta claridad quc» l terreno á que 
ella se reliare sea v] mismo de l¡i enunciada escritura de f, 8 
y í), esta observación deducida por el demandado, no tiene im- 
portancia alguna, puesto que no s.> ha negadu el derecho de 
sucesión de D. Jacinto Varas <-n los bienes de D. Tomás, como 
hijo de este, ni el de la Sra. Soler de Varas en lo* de su esposo 
referido D, Jacinto, comprobados por el testa nv uto de f. ¿ á 4. 

Por estos fundamentos J otros que se omiten, fallo definiti- 
vamente declarando de leuíi i ma propiedad de U* Agustina Soler 
de Varas, el terreno que há. ia e! rumbo Norte se encuentra 
comprendido dentro del l i mi te que espres:. baj i la deiiom i nación 
de ■ Tema de la tosca colorada «, la escritura de renta otorgada 
en 7 de Marzo del a ni 17!Wi por \h Juan M ¡miel t'anelo, en re- 
presentación di» l) a Manuela Quiroga, :i fav.tr de I). Tomás Va- 
ras, debiendo la parte de Uaract devolver a acuella el campo 
que tuviese ocupado y se halle comprendido dentro del límile 
indicado, sin especial condenación eu costas. Hágase saber con 
el original y repónganse los sellos. 

Juan tkl Campillo. 

t alla 4e 1» Auprria» Carte 

Bu "nos Aires, Noviembre 31* de t88l. 

Vistos; por sus fundamentos, se confirma, enn costas, la sen- 
tencia apelada de foja cíenlo doce, y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

1. 8. ntVElOSTIAGA. — J. mmiXCL'CZ.. — 
ULADlSl.au FI\IAS. 
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CAUSA CXX1I 



Ihn Miguel Caabas, contra el flaneo de la Provincia de Rueños 
Aires; sobre cumplimiento de un contrato. 



Sumario. — El contrato de venta hecho por el mandatario, 
sin reserva por part* del mandant* 1 , de aprobarlo ó nú, se halla 
concluido, y debe llevarse á cumplimiento. 



Caso. — Se comprende por el 

r*IU «el Jurt rdtml 

Rueños Aires, Noviembre 1 de 1H83. 

Vistos estos autos seguidos por Don Miguel Casbaí, contra el 
Uanco de la Provincia de Buenos Airea, sobre cumplimiento de 
un contrato é indemnización de daños y perjuicios, de los cua- 
les resulta: 

Primero. — Que con fecha 27 de Abril del corriente año se 
presentó Casitas al Juzgado esponiendo: que según el boleto de 
venta que acompañaba (f. 2) compró á los Martilieros Montes 
ái¡ Oca y Salas, el mes de Diciembre de 1877, en remate público 
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y por la suma de setcnh y seis rail pesos moneda corriente, un 
terreno de pastoreo, ubicado en el Partido de Tapalqué, mandado 
vender por el Banco de la Provincia á virtud de autorización de 
sus propietarios, deudores de ese establecimiento ; y que había 
gestionado la escrituración anfe los rematadores, siendo siempre 
demorado con protestos mas órnenos frivolos, y habiendo hecho 
últimamente la misma gestión ante el Directorio por intermedio 
de su abogado, después de varios trámites, había sido rechazada, 
fundándose aquel en que tratándose de un terreno que ha au- 
mentado considerablemente de valor, la validez del contrato le 
ocasionaría una pérdida de importancia; motivo que consideraba 
insubsistente, por lo que interponía demanda para que se le 
condene al Banco al cumplimiento del contrato de compra-venta; 
es decir, á la escrituración seguu los términos del boleto, á la 
indemnización de los perjuicios que esa falta de cumplimiento 
le había ocasionado, las que e-timaba en la suma de cincuenta 
y cuatro mil setecientos pesos moneda corriente al año y al | ago 
de todas las costas y costos del pleito. 

Segundo, — Que el Banco, representado por el procurador 
Bosch, contesto la demanda á foja (9, manifestando: que los 
Sres. Wehely y Giménez eran deudores de la casa y habían ga- 
rantido sus créditos con hipotecas de varias propiedades, entre 
las que liguraba el campo cuya escrituración pedia Casbas, y 
como no hubieran sido pagadas á su vencimiento las letras ga- 
rantidas, resolvió el Establecimiento que fuera vendida la pro- 
piedad en 1 1 forma autorizada por la ley de 13 de Octubre de 
íütíO, designando al efecto á los martilieros Montes de Oca y 
Salas; que en Diciembre de 1877, dieron cuenta estos de haber 
sacado á remad 1 la mencionada propiedad, pidiendo se aceptara 
la oferta de setenta y seis mil pesos que había hecho el deman- 
dante, pero el Directorio, de acuerdo con sus prácticas y en con- 
sideración á diversas circunstancias, desaprobó el remate, lo que 
se hizo saber á los martilieros inmediatamente; que según nota 
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de loi miemos que existe en el Banco, ellos pusieron en seguid* 
es» resolución en conocimiento de Casbas, quien la acepto con- 
viniendo tácitamente en que el remate quedara sin efVeto, no 
habiendo hecho desdeesa fecha hasta el presente, gestión alguna 
judicial ni estrajudieial mente, tendente á que se le escriturara 
la propiedad y ni siquiera una manife>tacíou cualquiera que 
demostrara su intención contraria á la desaprobación, lo que 
constituye una rescisión por mutuo acuerdo; espreso por parte 
4el Banco, y tácito por la de Casbas. 

Tercero. — Que ol Juzgado, por auto de foja 24, reribió la 
causa i prueba, con indicación de los puntos sobre que debía 
lecaer. siendo estos la desaprobación de la venta, el conoci- 
miento de este acto dado al comprador y que era costumbre del 
Banco reservarse el derecho de ¡i probar ó no las ventas ordenadas 
por él t habiéndose producido por ambas partes la que corre de 
foja... á foja... 

V considerando: \" Que está probado, por declaración de ios 
mismos rematadores Montes ite Oca y Salas, que el Banco des- 
aprobó la venta hecha á f ivor de Casbas inmediatamente des- 
pués de üab'T dado Cuenta del resultado de la operación, hecho 
igualmente reconocido por el demandante, cuno también que 
dichos rematadores ie notificaron la resolución del Directorio, 
luego de serles comunicada á ellos. 

2» Que consta asimismo, por propia declaración del deman- 
dante, que entonces no lixo gestión de ninguna clase ante el 
Directorio para que reconsiderase su resolución y reconociera 
los derechos que hoy invoca, no habiendo > ¡quiera en el largo 
tiempo trascurrido hasta el presente, consignado el precio, como 
manifestación de voluntad en el sentido de persistir en el per- 
feccionamiento de la venta. 

3° Que dadas estos antecedentes, puestos fuera de controver- 
sia por la prueba, la solución de la cuestión sub jutiiee depende 
de la apreciación jurídica de las facultades del Banco para anu- 
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lar las rentas practicadas por su órden en casos como el pre- 
sente, con sujeción á sus estatutos, y de la interpretación que 
deba d;<rse ni silencio observado per el demandante después 
que le fne* notificada la anulación decretada por ti Directorio 
del establecimiento ; sin que deba tenerse en cuenta para nada, 
el proceder observado pOT este re-pecto á las ventas ú favor del 
Dr. Plaza y di' D. X. f edén ras, tanto porque se trata de actos 
independientes y di -tintas de la venta lieeha ¿ Casbas y hasta 
practicadas en distinto» dia«, cuando porque la apreciación de 
los motivos que lo hayan inducido ¡i aprobar esas ventas son do 
su esclnsivo resorte, lo que inhabilita al Juzgado y á los terceros 
para decir si ha obrado ó nú dentro de sus conveniencias. 

4" Ujie el Itanco de la l'rorincia, procediendo á ejecutar los 
bienes especialmente afeetadus de sus deudores, con arreglo á 
las prescripciones de la ley <!♦■ l'.i de Octn" rede 1880, es consti- 
tuido con relación á e<it<»s c:¡ran un verdadero mandatario, pro- 
visto de toda* las facultades necesaria» para la venta; y como 
Juez, con relación á los sí los compradores ¡ en Osa palabra, la 
!ey ha querido hacerlo ejecutante, mandahrio y Juez, con el 
propósito de obviar los inconvenientes y gastos de las ejecucio- 
nes judiciales, lo que implica necesariamente el poder virtual 
de prestar ó negar su aprobación ti las ventas como lo harían los 
Tribunales de Justicia, con prescinde ncia del comprador, que no 
es parte en la ejecución, ni le es permitido ignorar que en tales 
ca<os toda venta está implícitamente subordinada á la aproba- 
ción del Juez para su ¡H rfeCCÍon amiento, como convención sus- 
ceptible de produejr derechos y obligaciones recíprocas. 

5" <¿ueá lo espuestn, agrega, que el Hunco ha probado por 
U declaración de varios rematadores, haber observado constan- 
temente la practica de reservarse esa facultad en toda venta 
ordenada, con sujeción á la ley antes citada, no siendo presumi- 
ble que la hubiese omitido en la que encomendó á los martilieros 
Montes de Oca y Salas, no obstante la negativa de este último 
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en su declaración de foja ... que bien puede atribuirse ;i olvido 
después del larguísimo tiempo trascurrido ó ¡i que el Banco 
hubiese dado sus instrucciones al otro socio; pero aun en la hi- 
pótesis de que no se hubiese puesto tal reserva en conocimiento 
de los martilieros y por medio de estos en el de los licita dores 
en el acto de la venta, siendo aquella la regla general y costum- 
bres del establecimiento, necesaria hasta como garantía délos 
valiosos intereses que le son confiados contra posibles fraudes 
y confabulaciones y del perfecto ejercicio de la importante fa- 
cultad que le confiere la ley de 13 de Octubre, ba debido sobre 
entenderse reservada, pues el uso y práctica de una casa co- 
mercial como el Banco de la Provincia, en sus relaciones con- 
tractuales, se supone conocido como la ley misma, desde que está 
llamado á prevalecer en ca*os dudoso- sobre cualquiera inteli- 
gencia en contrario, habiéndolo entendido así seguramente los 
rematadores, puesto que una vez notiiieados de la desaprobación 
del remate no hicieron objeción alguna y ni intentaron siquiera 
cobrar comisión, etc. 

6° Que aun en la hipótesis de que hubiese habido una con- 
vención perfecta, no obstante la falta de consentimiento del 
vendedor sobre el precio, el silencio guardado por el comprador 
durante cinco anos, después que se le hizo saber la resolución 
del Banco desaprobando la venta, ó en otros términos no acep- 
tando su oferta de precio, sin que haya habido una protesta 
siquiera, ademas de demostrar que rccnnoci:i facultades del 
Directorio para proceder de esa manera, jurídicamente importa 
la manifestación tácita del consentimiento ú la rescisión del 
contrato, en conformidad ;i lo que dispone el artículo 23, titulo. 
« De los Hechos » del Código Civil, pue* las relaciones, de de- 
recho creadas por su oferta, imponían ;i lia-bas las obliga. 1 iones 
de aceptar ó rechazar esa resolución, lo que constituye el caso 
de excepción en que el silencio prueba la voluntad, conforme á 
la regla qui tactt consentiré vitlrtur, pues de otro modo se ha- 
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bria llegado á este absuido: que el comprador, sin depositar el 
precio, tendría paralizadas Jas operaciones del Banco, por diez ó 
veinte anos, hasta que pudiera declarar decaído su hipotético 
derecho por prescripción ordinaria. (Véase Savigny, tomo 2, 
párrafo 82. Traducción es pan uta de Guénoux), 

7* Que las caudales alegadas por ("astas para esplicar su si- 
lencio para ante el Hamo, no son satisfactorias ni dignas de 
tomarse en consideración, pues aparte de que sus ausencias de 
esía Capital, segun su propia manifestación, han ocurrido mu- 
cho tiempo después de la venta y notiücacion de la rescisión, 
teniendo de consiguiente tiempo sobrade- para hacer toda clase 
de gestiones, personalun-ute, liada se oponía a la constitución de 
un mandatario en forma que las hiciera en su nombre, ni puede 
subsanarse U falta con las que dice haber hecho ante los re- 
matadores que carecían de toda personería para oír reclamos, 
pues su misión terminó en el acto en que 1c hicieron saber la 
desaprobación de la venta. 

Por estos fundamentos y los concordantes del escrito de foja 
... fallo absolviendo al IE ¡neo de la Provincia de Buenos Aires 
de la demanda interpuesta ñor I>on Miguel i'asbas, á foja,.., á 
quien impongo perpetuo silencio, con costas. Notifíquese origi- 
nal. 

VmjiiioM. Tcdin. 

Falle ér I» HnprtNM Cor** 

Dueños Aires, Diciembre i de 1881. 

Vistos, y considerando : I' rimero. Que ti boleto de foja dos, 
suscrito por los rematadores Montes de Uea y Halas á favor de 
Don Miguel <Jasbas t dewuesüa la existencia de un contrata 
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perfecto de compra- venta, celebrado eu remate público por ár- 
dea del Banco de tu Provincia, 

Segundo. Que no necesita ser ratificado por esto para producir 
■u« efectos» porgue, siendo loa rematadores mandatarios suvos, 
la renta concluida por ellos lo obliga del mismo modo que si la 
hubiera concluido él mismo (artículo mil novecientos cuarenta 
y seis del Código Civil), 

Tercero. Que no habiéndose reservado el Banco la facultad 
de aprobar el contrato, ni en el boleto de foja dos, ni en los 
■vUos de foja treinta y uno vuelta á treinta y tres vuelta, ni en 
el acto del remate, y resultando, por el contrario, de la decla- 
ración del rematador Satas, de foja setenta vuelta, contestando 
i la tercera pregunta del interrogatorio de foja sesenta y nueve, 
que ninguna instrucción dió sobre el particular n los rematado- 
res encargados de efectuarlo, dicha facultad no puede suponerse 
tácitamente reservada : humero. Porque la ley de trecu de Oc- 
tubre de mil ochocientos sesenta, que lo autoriza a vender ex- 
trajudicialmente y al mejor postur los bienes de sus deudores, 
no le reserva aquella faculUd, ni le atribuye otro carácter que 
el que tendría un particular cualquiera en la venta de sos pro- 
pios bienes, y Segundo. Porque esa reserva tácita, seria contraría 
á la práctica uniforme observada por el tuisrau establecimiento; 
pues consta de sus declaraciones de foja sesenta y nueve vuelta, 
setenta y dos vuelta y setenta y tres, que en todos los casos en 
que ha querido re>ervarse el derecho de aprobar ú desaprobar 
la venta, lo ha manifestado es presa mente á los rematadores 
encargados de hacerla, y estos lo han hecho presenta a los lici- 
tadores en el acto del remate, como una coudiciou del con- 
trato. 

Cuarto. Que, por consiguiente, la razón alegada por el Banco 
de haberse negado á aprobar el remate cuando no se había re- 
¡ servado esta facultad, no puede sustraerlo al cumplimiento de 
■ Us obligaciones creadas por el contrato de foja dos ; pues ha- 
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hiendo quedado este concluido por sus mandatarios, sin condi- 
ción alguna y con ¡ir reglo á la ley de trece de Octubre antes 
citada, no podía disolverse sino por mutuo consentí miento do 
las partes, según lo dispone el artículo mil doscientos del Có- 
digo Civil. 

Quinfa Que este consentimiento no puede presumirse en el 
comprador, puesto que á foja, cuarenta y cinco y setenta y uno 
de las declaraciones del rematador Salas, consta: que cuando 
este y su socio la comunicaron la resolución del Banco desapro- 
bando el remate, les exigió, no obstante, la escrituración del 
contrato y los vió varias veces para que, como intermediarios do 
dicho esblecimiento, allanáran las dificultades que por este se 
oponían. 

Sexto. Que el no haber hecho estos reclamos diryetarneute al 
Directorio, hasta después de tune lio tiempo, no puede interpre- 
tarse como un consentí miento á la disolución del contrato, ni 
como una renuncia ¡i los derechos que t*l confiere; porque la 
vutuntad del comprador de persistir en í-1 y conservar estos de- 
rechos, claramente mauifesta la á los intermediarios de aquel, 
al exijirles por repetidas veces su escrituración, después de la 
negativa del lía neo, y el haber reservado en su poder el docu- 
mento en que constaba la existencia Ue dicho contrato, cscsluyen 
una interpretación semejante. 

Sétimo, (¿ue no puede objetarse contra esto, el hecho de haber 
los rematadores terminado su misión y no ser, por consiguiente, 
á ellos á quienes debían dirigirse dichos reclamos; porque sí 
eran hábiles para comunicar al comprador la resolución del Di- 
rectorio, lo eran igualmente para comunicar á este la voluntad 
contraria manifestada por aquel y escluir, de esta manera, toda 
presunción de asentimiento á sn negativa. 

Octavo. Que siendo esto así, y no existiendo rozón alguna 
legal para considerar estinguidas las obligaciones creadas por 
el mencionado contrato, el Banco de la Provincia se halla obli- 
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gado á su cumplimiento, conforme i lo dispuesto por el artículo 
mil ciento noventa y siete del Código Civil. 

Por estos fundamentos, se revócala sentencia apelada de foja 
ciento siete, y se declara que el citado Banco debe reducir 4 
escritura pública el contrato de compra-venta, consignado en el 
boleto de foja dos, por los rematadores Monten de Oca y Salas á 
favor de Don Miguel Casbas; y previa consignación del precio 
convenido en el acto del remate, y satisfechos las costas y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. Xotifíquese con el original. 

I. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
(.'LADISLAO MIAS. — f. lBAJtGGDEK. 
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CAUSA CXXIII 



Don Felipe V. Losardy contra Don Eduardo Saá l'ereyra ; sobre 

entrega de bienes. 



Sumario, — La sociedad contraída por la mujer soltera, ma- 
yor de edad, no se estinguc por su casamiento posterior. 



Caso. — Lo reliere el 

r.osario. Enero ¡10 de 188-1. 

Vistos: Don Felipe X. Lozardy, esposo de Doña Amelia de 
Saá Pereyra, demanda al hermano de esta, Don Eduardo de Saá 
Pereyra, la entrega de los bienes de nquella, que administra. 

Los antecedentes de este pleito, que constan de autos, en su 
parte pertinente, son los siguientes : 

Solteras, mayores de edad y en la plenitud de sus facultades 
jurídicas, la dicha señora Doña Amelia y su hermana Doña 
María, celebraron por escritura pública en 2 de Mayo de 1882, 
el contrato de foja 21, en el cual se espresa: Que las dos pri- 
meras, con fecha quince de marzo del mismo año, confieren á su 
t. Kfin 25 



S74 



FALLOS DE LA SUPllEMA COttTL 



hermano Don Eduardo de Saá, un poder general pira la ad- 
míst ración de todos sus bienes raices, muebles, semovientes y 
de otro género que tengan en esta Provincia y que en adelante 
adquieran. Que al otorgarle ese mandato á su h entumo, teuian 
pactado con el mandatario el contrato cuyas bases exhibían al 
Escribano para que las elevase á escritura pública, como en 
efecto se hizo. — Entre ellas, cuyo número alcanza á diez y 
seis, so encuentran las siguientes : 

Primera. Las señoritas Doña Marín y Do Tía Amelia de Sai 
Pereyra hacen entrega á Don Eduardo de Saá Pereyra de todos 
sus bienes, comprendiéndose en ellos todos los establecimientos 
rurales, ganados y demás propiedades que les correspondió por 
herencia de sus señores padres, según así consta de la cuenta 
de liquidación constatada en forma en la escritura de partición 
que otorgaron con los demás herederos cu 30 de Junio de 1880, 
ante mi en este Registro; al efecto de que atieuda d su admi- 
nistración amplia, sin intervención alguna y de ninguna espe- 
cie de un tercero. 

Quinta. Don Eduardo de Saá Pereyra se compromete por su 
parte o* administrar los bienes de sus hermanas, cuidar los esta- 
blecimiento*, percibirlos arrendamientos, llevar la contabili- 
dad, vigilar como si fuesen propios los intereses que se conlian 
á su administración, remitir fondos, y por todo este trabajo 
percibirá un veinte por ciento de todas las utilidades líquidas, 
tanto en el aumento que haya en los semovientes, como de lo 
que produzcan las entradas anuales en caja Se comprende que 
ese beneficio so relaciona con inclusión de los siguientes gastos; 
Después de recibidos por Don Eduardo de Saá Pereya, los esta* 
blecimientos y demás bienes contribuirá por su parte á la con- 
servación de bebidas, alambrados, pago de contribución directa 
y todo lo que tenga relación con la parte de intereses comunes, 
en la proporción de veinte por ciento de utilidades que se le 
ha asignado. 
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\nvrnn. TA presente contrato durará el periodo de tres años 
á contar desde el dia 15 de Marzo último del presente y ter- 
minará en el año (885 después de la marcación de- haciendas* 

Ihce. Este contrato no podrá ser rescindido bajo pre- 
texto ni condición alguna, ni aun cuando las so ñor ¡tas Suá 
Fereyra cambiaran de estado, y aun admitido este caso, 
queda espresamente convenido que sus esposos no han de tener 
intervención alguna en este cíntralo, solamente después de 
haber caducado el mismo y recibidos los bienes que á cada uno 
corresponda á mérito del mismo, podrán aquellos tener la admi- 
nistración de los bienes de sus esposas. 

Quince* Los be» eticios que hubiese en caja después de de- 
ducir los gatos, serán susceptibles de partición de acuerdo con 
la base quinta; pero las especies para evitar recargo en el 
cffmpo y beneficio de las demás haciendas, Don Eduardo de 
Sati Pereyra pfdrá retirar su parte correspondiente o dejarla, 
como mejor le pareciere, para los intereses comunes, se entiende 
de contra-herrados. 

Después de celebrado este contrato con Don Eduardo, con- 
trajo matrimonio Doña María con Don Amador C. Acebal el 4 de 
Octubre de i889, y Duña Amelia lo contrajo con el demandante 
Don Felipe X. Lozardy en 9 de Julio de 1883; el cual en 6 
de Setiembre del mismo año, se presenta en demanda contra 
Don Eduardo de Saá Fereyra, pidiendo: i° La entrega dentro 
de tercero día y prévio inventario de los bienes que per- 
tenecen á su esposa Doña Amelia, que detenta, con mas las 
ganancias que le hayan producido. 2 n La rendición de cuen- 
tas dentro del plazo de diez dias, del modo y forma como 
ba administrado aquellos bienes. 3" El resarcimiento de los 
perjuicios que causa y ha causado por sn resistencia á entre- 
gar los bienes que no le pertenecen, desatendiendo sus exijan- 
cías particulares, amistosas y reiteradas ; perjuicios que jus- 
tificará como corresponde. 4* Kl pago de las costas y costo s 
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El demandado pide el rechazo de la demanda, con especial 
condenación en costas, fundándose en el contrato* en las dispo- 
siciones de derecho y en el cumplimiento por su parte de las 
obligaciones que aquel le impone. 

Abierta la causa á prueba, el demandado ba justificado ple- 
namente su buena administración ; sin que el demandante haya 
producido prueba alguna de sus afirmaciones en sentido con- 
trario. 

Entre esa prueba á f . 86, consta: que el demandante I»o- 
«rdy, con fecha 17 de Agosto de 1883, recibió de Don Eduardo 
mil fuertes por Tuzon del contrato. 

Y considerando : V Que toda persona hábil según derecho 
para contratar, puede hacerle validamente; siendo las con- 
venciones hechas en los contratos, de cualquier naturaleza que 
fueren, ley que los contratantes deben observar y el juez aplicar. 
(Art. Htí7 ( Cód. Civ. Nueva edición oficial). 

2? Que cuando la señorita, hoy señora Amelia Saá Pereyra 
de Lozardy, otorgo poder de administración de sus intereses 
á su hermano Don Eduardo, y confirmándolo después, celebró 
con el mismo el contrato bilateral de f . 21 a título oneroso y 
por tiempo determinado, y en el que recíprocamente se im- 
ponían derechos y obligaciones, hallábanse ambos contratantes 
en la plenitud de sus facultades jurídicas para obligarse, por 
su edad mayor, estado mental y libertad de acción, consultando 
al hacerlo sus propias conveniencias ; sin que se haya alegado 
ni menos probado, que al tiempo de su celebración existiese 
vicio alguno legal que pudiese afectar ese acto jurídico. 

3 o Que tampoco se ha probado que exista causa alguna de 
rescisión, pues por el contrario, habiéndose alegado por el de- 
mandante mala administración y faltas en el cumplimiento de 
las obligaciones contraidas por el demandado, no lo ha justifi- 
cado en ningún sentido, habiendo este probado su buena ad- 
ministración. 
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4° Que dados estos antecedentes y no habiéndose vencido ann 
el termino de esc legal contrato de mandato, el demandante ca- 
rece de todo derecho para pretender su extemporánea cesación, 
pues que por el artículo 1952 Cód. Civ. debe satisfacer la re- 
tribución del servicio; y esa retribución puede consistir, se- 
gini se ha convenido, cu una cuota de dinero, ú de los bienes 
que el mandatario en virtud de la ejecución del mandato hu- 
biese obtenido 6 administrado. Y pues además, por el artículo 
724 la» obligaciones solo st estinguon por el pago, novación, 
compensación, transacción, renuncia de los derechos del 
acreedor, remisión de la deuda ó imposibilidad del pago; no 
existiendo ninguno de estos motivos de desobligaron en el caso; 
habiendo el mandato para actos de administración, sido con- 
ferido por persona que tenia la posesión y dominio de sus 
bienes : 

5 o Que es ineficaz para el caso el artículo Í96II inc. í*¡ Cúd. 
Civil, invocado por el demandante, el cual dice ; « El mandato 
se acaba por incapacidad sobre viniente, al mandante ó al man- 
datario; » pnes es claro que se reliere ó una incapacidad absoluta 
que haga imposíbe el ejercicio de los derechos y el cumplimiento 
de las obligaciones que por ese mandato pudieran haberse 
establecido, lo que en ningún sentido ocurre en nuestro caso 
por el hecho de haber contraído matrimonio posterior el man- 
dante, desde que sigue en el ejercicio de sus derechos y en 
el gravamen de sus obligaciones contraídas que pueden ser 
ejercitadas por sn legal personería, que es la de su esposo; y 
pues que también una doctrina contraria vendría á pugnar di- 
rectamente con el artículo 1060, que establece que: «cesa el 
mandato por el cumplimiento de) negociu y por la espiración del 
tiempo determinado ó indeterminado porque fué dado. * — Y 
con el artículo 1977 que dice que : «el mandato es irrevocable 
en el caso en que él hubiera sido la condición de un contrato 
bilateral, ó el medio de cumplir una obligación contratada. 
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6 cuando un socio fuere el administrador de ta sociedad, por 
contrato social, no habiendo justa cansa para privarlo.de la ad- 
ministración. * Doctrinas perfectamente aplicables al caso. Y 
aun pugnaría mucho mas con el articulo 1982 que establece 
que: € el mandato continua subsistiendo aún después de la 
muerte, cuando ha sido dado en el interés coniundel mandante 
y del mandatario ó en el interés de un tercero. » — Sin que 
aea posible, ni aun decirse, que la inhabilidad que pudiera pro- 
ducir el matrimonio, sea superior a la de la muerte. 

0" Que una doctrina contra; ib, sobre ilegal coma se ha 
listo, carecería de toda razoi lilosóíica, ofreciendo solo en- 
torpecimiento hasta para la celebración del matrimonio, por 
cuanto la mujer cónyuge perdería los derechos y las convenien- 
cias qne le produjere un contrato de mandato anterior á aquel. 
T si así sucediera desde que teniendo facultad para desligarse de 
sus obligaciones, debia reconocer igual facultad en el manda- 
tario para desobligarse de las suyas en razón de esa inhabilidad. 
Y pues que la igualdad ante la ley es un principio de carácter 
constitucional. 

7* Que tan seria dañosa á la mujer la destrucción de esos 
pactos, por razón del matrimonio posterior, cuanto que, durante 
au estado célibe y en la imposibilidad de administrar sus bie- 
nes, podría hallarse también en la de obtener un adecuado admi- 
nistrador interesado en la administración, como presamente ha 
sucedido en este caso, en que para poder celebrar el convenio 
del mandato con su hermano, ha sido menester, además de las 
disposiciones empresas del derecho sobre ta validez y subsistencia 
délos pactos, una confirmación especial y terminante deque ese 
acto jurídico subsistiría, de que ese mandato no se revocaría, 
aún cuando la contrayente pasase al estado nupcial : pucto ese 
que en ningún sentido, ni pr>r principio, ni ley alguna, pudiera 
ser clasificado de inmoral o inconveniente, ó de carácter de un 
orden público, ni menos contrario il las bticnas costumbres, 



DE JUSTICIA NACIONAL 



379 



desde qu* fuera celebré con plena convicción de su conve- 
niencia, con entera facultad legal j completa libertad de 
acción. 

8 o Que tampoco tiene una aplicación contraria á esa doctrina 
el articulo 1984 al establecer que : « ha incapacidad del man- 
dante ó mandatario que hace terminar el mandito, tiene lu- 
gar siempre que alguno de ellos pierde en todo ó en parte el 
ejercicio de sos derechos ; * y el en caso actual, ninguno de los 
contrayentes, por motivo do) matrimonio, ha perdido ni en todo 
ni en parte el ejercicio de sus derechos, ni la fuerza de sus obli- 
gaciones, habiendo solo variado, con motivo de íl la represen- 
tación ó personería en la gestión de los negocios tocante a la 
mujer, que la adquiere el esposo, conserrando siempTe el cón- 
yuge la propiedad plena de ellos con los derechos y obliga- 
ciones que le >on correlativos. 

9* Que así mismo es inaplicable al caso, en un sentido 
contrario, el artículo 1985 al decir que: « Subsistirá sin em- 
bargo el mandato conferido por la mujer antes de su matri- 
monio, si fuese relativo a los actos que ella puede ejercer sin 
dependencia de la autorización del marido ; * pues según los 
artículos antes citados, bien se comprende que esta disposición 
es solo relativa al caso en que el mandato solo sea conferido en 
benclicio absoluto del mandante, pudiendo por tanto ser revocado 
o" nó ron la autorización marital y por la esclusiva voluntad del 
mandante; ma<¡ no en ningún sentido cuando el acto jurí- 
dico sea un contrato bilateral con un término dado que esta- 
blezca derechos y obligaciones que vinculen á los contratantes. 
I pues por el artículo 1892: «El mandato puede tener por 
objeto uno ú mas negocios de interés esclusivo del mandante 
ó del interés común del mandante y mandatario, 6 del interés 
esclusivo de un tercero j pero no en el interés esclusivo del 
mandatario. » De donde chmneutc se deduce que el alcance 
del artículo citado 108» es referente solo al primer inciso del 
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anterior; no pudiendo en niugun caso la autorización ó nega- 
tiva del marido, afectar intereses extraños y romper obliga- 
ciones contraídas, agenas á los vínculos conyugales. 

10. Que iguale» consideraciones legales esplican el sentido 
j la inaplieabilidad al caso del artículo 1970 que se invoca, 
queutablece que: «11 mandante puede tí vocar el mandato 
■iempTe que quiera y obligar al mandatario á la devolución del 
instrumento donde conste el mandato ; » pues que tal disposi- 
ción no espresa ni pudiera espresar que un contratante esté 
facultado por ella para romper los rínculos jurídicos que en es- 
triño beneficio hubiera contraído : comprendiéndose con toda cla- 
ridad que tal facultad revocatriz. solo se entiende al simple 
mandato constituido por la voluntad y a esclusiro beneficio del 
mandante. 

11. Que considerando el contrato bajo la doble fax social 
que en verdad tiene, según la delinicion de los artículos I6i8 y 
1049 y b a j el carácter de administración, se muestra con igual 
subsistencia y firmeza. Pues por el articulo 1672: «La ma- 
yoría de los socios no puede alterar el contrato social respecto 
al objeto y modo de la existencia de la sociedad, ni facultar 
actos opuestos al fin de la misma 6 que puedan destruirla. In- 
novaciones de este género, solo pueden hacerse poT deliberación 
unánime de los socios. » Ni tampoco el demandado mandatario 
pudiera ser removido como socio administrador, poique según 
el artículo 1683 : « No reconociendo el mandatario como justa 
causa de remoción la que sus coasociados manifiesten conser- 
vará su cargo hasta ser Teraovido por sentencia judicial. » — Y 
desde que ha sido buena su administración, según los términos 
del contrato, falta toda causa para esa remoción y para esa sen- 
tencia. 

lí. Que análoga disposición establece el artículo 1690 
cuando determina que: « Ningún socio podrá ser escluidode la 
sociedad por los otros socios no habiendo justa causa para ha- 
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cerlo.» Y puesto que en nuestro caso falta esa causa, j el man- 
dato reviste un carácter social, no puede en ningún sentido, 
ser revocado ese acto jurídico, como muy bien lo establece el 
Legislador eu su nota al artículo 1681 , al decir que: « El man- 
dato dado por los estatutos de la sociedad, bace parte de las 
condiciones, 'tace parte del contrato. El socio administrador, 
es posible que no hubiese entrado en la sociedad» si no se le 
hubiese hecho gerente de ella. » — Doctrina en un todo acorde 
con lo estatuido por el artículo -471 del Código de Comercio. 

Id. Que cuando el artículo 1737 establece que: «La mujer 
socia que contrajere matrimonio no se juzgará incapaz, si fuera 
autorizada por su marido para continuar la sociedad », bien se 
comprende, que el único propósito déla ley, es el evitar que los 
demás puedan escluirla de la sociedad, solo por la relativa in- 
capacidad del matrimonio, pues que tal esclusion &T¡a injusta 
desde que sus deberes y vinculaciones sociales, ¿ juicio del es- 
poso, fuesen compatibles cun las obligaciones y decoro propios 
del estado matrimonial; sin que es i racional restricción dios 
socios pueda jamás importar una facultad concedida al marido 
para desvincular á su esposa de las obligaciones ó gravámenes 
que á sus bienes hubiese ella impuesto cuando fué hábil para 
contratar por aí. Y <;iie tal es la clara mente del Legislador, se 
persuade por lo dispuesto en el artículo f 105 al preceptuar 
que: cLos efectos de los contratos se estienden activa y pasi- 
vamente á los herederos y sucesores universales (entre los 
cuales puede haber menores ó incapaces), á no ser que las 
obligaciones que nacieren de ellos, fuesen inherentes á la per- 
sona, ó que resultase lo contrario de una disposición espresa 
de la ley, de una cláusula del contrato y de su naturaleza 
misma»; como por lo dispuesto por el artículo 1734, que dice: 
• Ningún socio puede ser esc 1 nido de la sociedad por los otros 
socios, no habiendo justa causa para hacerlo» ; ó por el 1798 
que establece terminantemente, que : « La sociedad por tiempo 
t. xvin 26 
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determinado, no puedo renunciarse por los socios, sin justa 
causa, «—Añidiendo todavía el artículo 1743, on su inciso 2 o 
que : t En cnanto á los negocios pendientes, la sociedad conti- 
nuará con el socio eacluido ó renunciante hasta la terminación 
de lo8 negociosa ; » es decir, en nuestro caso, hasta la termi- 
nación del contrato. De que resulta que no hay Tazón alguna 
legal para la ruptura del acto jurídico celebrado por la mujer 
antea de su matrimonio. 

\k. Que en tal concepto, son de todo punto inconducentes 
los artículos que se invocan, á saber : el 55 que establece que: 
« Son incapaces respecto de ciertos actos ó del modo de ejer- 
cerlos» las mojerea casadas; * pues que de ello no se trata : el 
188, que dice ;• La mujer no puede estar en juicio por sí ni por 
procurador, sin licencia especial del marido» etc., pues justa- 
mente por ese artículo es que el marido la representa en este 
litis: * el que es presa: «Que la esposa no podrá re- 

servarse la administración de sus bienes, sea de los qne se lleve 
al matrimonio ó sea de los que adquiera después por título pro- 
pio, etc. » ; pues no se trata de ello, sino de una administración 
estrena, en virtud de obligaciones contraidas antes del matrimo- 
nio: el artículo 1278, que establece: € Que el marido es el ad- 
ministrador lejítimo de todos los bienes del matrimonio ctc; » 
pues de es» facultad indisputable gozará cuando le permita el 
cumplimiento de los pactos contraidos ; y pues los bienes pa- 
sarán i él con doble razón que pasan á los herederos y ver- 
daderos dueños, con los derechos, obligaciones y gravámenes, 
hipotecas y cualquier género de vinculaciones con que estuvie- 
♦ ren afectados antes de la celebración del matrimonio; asi como 
el comprador de ana cosa que es dueiio absoluto de ella, está 
obligado á respetar los rínculos de una locación ó cualquiera 
otros que hubiera precedido á la compra. — Y si pues, la mujer 
Antes de casarse, tuvo facultad hasta ¡ de enajenarlos, raon 
alguno legal no hay para que no pudiera en provecho propio 
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afectarlos en menor sentido, como es el de una administración 
temporal, á título oneroso v con un carácter social. 

15. Y considerando, linalmente, que todas estas doctrinas 
quedan apoyadas y esclarecidas de una manera incontrovertibe 
en favor de la subsistencia del pacto jurídico que motiva 
este litis, con lo dispuesto por el artículo 1770, al esta- 
blecer que: «Sobreviniendo incapacidad á alguno de los so- 
cios, su representante (el marido en nuestro caso) no tendrá 
derecho pura exijir la disoluciou de ta sociedad, ni para renun- 
ciarla, ni para continuarla, si no hubiese sido espresatnente 
autorizado por juez competente. Y pues, no habiendo prece- 
dido esa autorización pura destruir tos vínculos contraídos por 
la mujer antes del malrimonoto, ni habiéndose comprobado jus- 
tas causas para que ella pudiera ser concedida, falta toda ra- 
zón en que upoy:ir la ruptura que se solicita por el demandante. 

Por estos fundamentos; y otros que pudieran aducirse, apo- 
yado^ en doctrinas de autores íespect.tblcs, no lia lugar a la 
demanda, con costas. Xotiíiqin se con el original y repóngase 
lúa sellos. 

Feneton "¿uviria. 

fr *lt« rfe IftCérle ftuprcra» 

Buenos Aires, hieienibrc 6 de 1884. 

Vistos y considerando : 

Que el contrato que contiene la escritura pública de foja veinte 
y una, es de sociedad, atentas sus cláusulas principales, por las . 
que se estipulan las prestaciones que deben aportar los socios, 
consistentes en obligaciones de dar, y eu obligaciones de hacer 
— la proporción en que deben repartise los beneficios que pro- 
vengan de las cosas puestas en común, entre las sucias capitalistas 
y el socio industrial y el plazo para la duración de la sociedad ; 
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estipulaciones que constituyen todaa las condiciones esenciales 
qae i s artículos mil seiscientos cuarenta y ocho y mil seis- 
cientos cuarenta y mieve del Código Civil, requieren para la eiU- 
tencia de la sociedad, 

Qne esta sociedad, contraída por Doña Amalia Saa Pereyra, 
siendo soltera y mayor de edad, no puede eatinguirse por su 
posterior casamiento con Don Felipe K. Lozardy, porque tal 
cansa no se encuentra entre las causas de disolución, que enu- 
mera el Código Civil. 

Que no puede decirse que se prívana así al marido de sus 
facultades de admnistrador de la sociedad conyugal, porque eo 
ese caso, él podría representar bs derechos de la mujer en la 
sociedad, ó autorizarla para que rontinuura en ella. 

Que esta doctrina no se opone a las disposiciones de los 
artículos mil setecientos treinta y cinco y rail setecientos 
treinta y siete del Código Civil ; porque el derecho que por 
ellos se confiere de escluir de la sociedad á un socio ú quien le 
sobreviniese alguna incapacidad, es meramente facultativo y es 
acordado solamente 4 los otros socios; los cuales podrían, en 
el caso déla mujer socia que se casase, ó contiuuar lasocie- 
dad t representando en ella el marido los derechos sociales de 
la mujer ó demandar su esclusion como incapaz, a ménos que 
fuese autorizada por su marido para continuar en la sociedad. 

Que por otra parte, habiéndose otorgado el poder general 
de Dona Amalia y Doña María Saá Pereyra a su hermano Don 
Eduardo, con referencia al contrato de sociedad que tenían 
pactado, ó paTa dar cumplimiento á las obligaciones que tenían 
contratadas, dicho poder es irrevocable, conforme á lo dis- 
puesto por el artículo mil novecientos setenta y siete del Có- 
digo Civil. 

Por est/>s fundamentos, y los concordantes del juez de Sec- 
ción, se confirma la sentencia apelada de foja ciento veinte y 
ocho, con relevación de las costas en que ha sido condenado el 



DE Jl'STIGIA MCI* MAL 



demandante, por no considerarse maliciosa ni temeraria su 
demanda ; las cuales deberán satisfacerse en primera j se* 
gunda instancia en el órrten en que se han causado» Devuél- 
vanse. pré?ia reposición de sellos. 



i, B. GOROSTIAGA. — I. DOMItlCUK. 
— 1' LADISLAO FRIAS. 
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ítnña .Harta de la Sorna de Hachado, contra Don Bartolomé 
Caselta, por interdicto posesorio : sobre señalamiento de 
nueva audiencia. 



Sumario. — El auto ci tundo para nueva audiencia verbal en 
juicios posesorios, es inapelable. 



Caso. — La Señora Serna de Machado demandó & Don Barto- 
lomé Casella por interdicto de obra nueva, y el Juez de Sección 
citó á las partes Ajuicio verbal. 

El dia designado, se presentó la demandante con sus testigos, 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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y á la m t un escrito del demandado pidiendo se postergara. U 
audiencia por no poder asistir. 

A instancia de U demandante, que manifestó serlo dilicil 
poder traer otra vea a* los testigos, siendo dos, tr alijadores en 
la campana, y otro, una señora enferma, el Juez mandó verificar 
el juicio, y recibió las declaraciones de los testigos. 

El demandado Camila reclamó, alegando que lo obrado, ante 
su pedido de postergación, no era correcto, y pidió nueva audien- 
cia para presentar sus testigos y defenderse. 

t *IU 4*1 Jun de **rri«M 

Bueno» Aires, Setiembre 6 de lí«t. 

Sin aceptar las consideraciones tendentes á demostrar la nu- 
lidad de lo obrado, cítese para una nueva audiencia verbal á 
las partes, en la que serán examinados los testigos que presen- 
tase la demandada, designándose al efecto el Ju4ves once del 
corriente ú las dos de la tarde y libre.se el oficio respectivo, á 
los objetos que se solicita, todo, sin perjuicio de la inspección 
ocular decretada; no haciéndose lugar á la suspensión que «e 
solicita. 

i (jar riza, 

ralle 4* I* ftwprem* t'trte 

dueños Áirts, Enero lit dé lWt* 
Vistos; no siendo apelable la providencia de qqe se recurre 
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por no causar grar¡imeii irreparable» no ha lugar á la apela- 
ción interpuesta, y, prívi» reposición ríe sellos, devuélvase, 

J. B- COROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— r LADISLAO FRIA». — S. M. LA8- 
FIUR. — FEDERICO IBARGÜREN. 



C AVKA II 



El Juez Federal ¡ir. Don Andrés igarriza, en ios autos cri- 
minales contra Carlos lladiey; sobre levantamiento dé aper- 
cibimiento. 



Sumario. — !° Los Jueces de Sección, st no pueden iniciar 
u oficio un proceso criminal, una vez recibido este, deben 
de oficio, activar todas las diligencias que conduzcan á su ter- 
minación. 

2" La Suprema Corte tiene facultad para reprimir las faltas 
leves que en el desempeño de sns funciones cometan los Jueces 
de Sección. 



390 



FALLOS DE LA srNIF.MA CURTE 



Como. — Dictado el fallo de 13 de Noviembre de 1883, en la 
cansa contra Cárlos Hadley, por el que se apercibió al Hr. Juez 
de Sección Dr. Don Andrés Ugarriza, este funcionario elevó á 
la Suprema Corte la siguiente nota. 

Bueriua A i ros, Diciembre 5 de 1883. 

Suprema Corte de Justicia Nacional. 

Cumpliendo con un deber, que me impone el puesto que 
ocupo en la Magistratura Argentina, tengo el honor de diri- 
jirme á V. E., colocado al frente de ella* presentando a su 
elevada consideración, los motivos que han determinado al 
Juzgado, qud desempeño, á no comprender en el cúmplase 
puesto a la Superior resolución de Y. K. en la causa criminal 
contra Cárlos Hadley* lo parte de la misma relativa ul aper- 
cibimiento á este Juzgado. 

Al adoptar esta medida, después de una madura rclleccion, 
he tenido especial cuidado en evitar influyan en mi ánimo los 
motivos personales qiifl afectan mi propia delicadeza» dando 
lugar únicamente a las consideraciones que se relacionan con 
los intereses de la administración recta de la justicia, para 
lo que contribuye de nna manera tan eficaz la independencia 
necesaria del carácter judicial. 

He creido con razón que con preferencia á toda otra consi- 
deración, pesaria en el animo de V. E. Ja necesidad funda- 
mental de sostener y mantener la organización característica, 
dada por nuestra Carta Constitucional á la Justicia Nacional, 
tanto por un deber inberente á la elevada posición que ocupa, 
cuanto porque esa organización importa una conquista moderna, 
cuya incorporación á nuestro derecho público, forma uno de 
los títulos mas indisputables de nuestro orgullo nacional. 

Por otra parte, como el procedimiento en segunda instancia 
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de tu causa üe HuiUtíy hit seguido el curso ordinario de tudas 
las causas en apelación, sin que li Ex ma. Corte haya creído 
del caso dar interTcncion en ella á los funcionarios, sóbrelos 
que ha recaído el apercibimiento, el que suscribe no ha podido 
presentar oportunamente, ni en forma de informe, ni de otra 
manera alguna, las razones que justifican sus procedimientos 
como Juez de i* Instancia. 

Sin otra consideración que la de un celo, que no puedo me- 
nos que aplaudir, y en presencia de una sentencia, cuja no- 
tificación se había retardado dos y medio años, V. E. ha creído 
podría dispensarse de oír ¡i las partes implicadas en este re- 
sultado verdaderamente lamentable, y que las eníjencias de la 
justicia pedían una represión, pronta y ejemplar, procediendo 
como en íos casos militares por compañías ó por batallones, 
según la gravedad del caso, sin pararse á establecer la respon- 
sabilidad que á cada uno corresponde individualmente. 

Por lo que respecta al apercibimiento dirijido al Juez de 
la causa, la alta consideración que merece el mas alto Tribu- 
nal de laXacion y queme complazco en reconocer nuevamente, 
me obligan á entraren algunas consideraciones sobre el pro- 
cedimiento en 1* Instancia, sin otro propósito que sincerarme 
del cargo moral que pesa sobre mí por la resolución final, ya 
que no me fué permitido hacerlo en tiempo que ellos hubiesen 
pesado en la misma superior resol uciou. 

I)u los siete cargos que enuncia la sentencia de V. K., los 
dos primeros se refieren al Capitán del Puerto, á la iniciación 
de las primeras diligencias del sumario con anterioridad al 
conocimiento que tomó después el Juez de la causa; por esto 
motivo, puedo creerme dispensado de entraren su examen, el 
que, por otra parte, solo podría hacerlo el funcionario aludido. 

De los cinco restantes, se presenta en primer término: «Que 
el cargo de defensor no fué aceptado en forma». Ignoro toda- 
vía cual sea la forma omitida, por cuanto á foja 17, encuentro 
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la solicitud de Hadley pidiendo el nombramiento de Defensor 
en la persona del Dr. Don Antonio Luna, el decreto de su 
nombramiento al dorso de la misma foja, y en la siguiente la 
notificación y su acentúe ion. La formalidad del juramento 
única cosa que noto haberse omitido, no es exijida por la Ley 
de Procedimientos, y recurriendo á los autores prácticos, se en- 
cuentra en ellos la opinión bien fundada, por otra parte, de 
que los abogado* como las demás personas miembros de cor- 
poraciones juramentadas al recibirse, no precisan serlo encada 
acto de su ministerio. V. E. misma ha confirmado esa opinión 
desde que et apercibimiento contra el Dr. Luna le ha sido 
impuesto en su carácter de Defensor del p.ocesado Carlos 
Hadley, el que no hubiera podido asumir si no hubiese sido 
nombrado con todas las formalidades del caso. 

■Los testigos del sumario no fueron examinados nuevamen- 
te dentro del término de prueba*. Los testigos en cuestión son 
marineros y gente de mar, sin un domicilio lijo, siendo difícil, 
sino imposible, dar con ellos después de pasado un tiempo y por 
esta razón y porque la Ley no considera sustancial esta diligen- 
cia, el artículo :I58 de la Ley de Procedimientos que la exige, 
agrega: en caso de ser habidos. 

La sentencia, agrega: «sin que conste que no pudieron ser 
habidos». La no constancia de no haber podido ser habidos 
resulta de que, ni el Procurador Fiscal ni el Defensor del pro- 
cesado, parte en este juicio, no han solicitado esta diligencia y 
tratándose de diligencias del juicio plenario, la conducta uni- 
formemente seguida por todos los juzgados de Sección y la 
única compatible con el espíritu de nuestras instituciones y 
con la terminante disposición del artículo 2" do la Ley de Jus- 
ticia Nacional, es que la Justicia Nacional n<> procede nunca 
deoficio sino á requisici m de partes. 

«rQue- la nota del Escribano sobre el vencimiento del término 
de prueba y de ponerse los autos»! despacho, no tiene fecha*. 
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Efectivamente, no la tiene, pero es tan insignificante este 
cargo que acusa, efectivamente mi.i inatención de parte del 
Esciibano, pero que en ningún caso podría serle imputado al 
Juez, ni aun el no haberlo notado al tiempo del estudio de la 
causa, por no tener importancia en el procedimiento. 

"Que esta causa fué sentenciada por el Juez de Sección, dos 
años y ocho meses después de iniciada». Efectivamente, pasa- 
ron dos aiioa y ocho meses entro la iniciación y sentencia de 
la causa y es al Juez á quien correspondería dar cuenta del 
empleo de este tiempo en el procedimiento de esta rau-a, si la 
Corte misma no se hubiera encargado de poner de manifiesto 
las dilicultades especiulísimas ron que h;i tenido que luchar. 
No habia testigos indicados, pues no se hicieron las diligencias 
primeras por la autoridad marítima, no habia certificado mé- 
dico y todo ha tenido que hacerse en el Juzgado sin coopera- 
ción de los demás funcionarios que debieron intervenir. 

La verdad que el único cargo que se presenta cotí funda- 
mento, es el último que vamos á considerar. 

«Que la sentencia pronunciada en Setiembre 30 de 1880, fué 
recien notificada al reo en Junio 4 de 1883.» 

Pero esto mismo, que bajo todas las esplicaciooes, revela 
evidentemente un descuido culpable en la Secretaría, encuentra 
una explicación y aún atenuación en las circunstancias del 
caso. Las partes en el juicio no han tomado ninguna inter- 
vención para evitar estos descuidos, y si bien es obligación del 
Secretario hacer las notificaciones en el tiempo debido, tampo- 
co puede negarse que por la naturaleza de nuestra institu- 
ciones judiciales hay motivo de confiar en algo en la actividad 
de las partes, que son las que promovieron el procedimiento. 
Es sensible, por lo tanto, que se haya prescindido de las es- 
piraciones que hubieran podido dar cada uno de los funcio- 
narios comprendidos en el apercibimiento. 

Pero, cualquiera que se el juicio que haya formado V. E. del 
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procedimiento en esta parte, del Secretario, no puede, ni remo- 
t am en te, hacerse responsable al Juez. Con la sent encia, los 
autos salen de su inspección inmediata una vez estudiólos 
para dictar sentencia; el procedimiento que sigue no exige de 
él sinó un exámen parcial de las nuevas piezas que se le pre- 
sentan para adoptar sobre ellas las medidas del caso. Si nin- 
guna de las partes llama su atención sobre taló cuai punto 
del proceso, es evidente que pasasen no solo tres sinó mas años 
sin saberse sobre lo que contenía. Ka esto rudimentaria y la 
Ley no eiije otra cosa de ministerio. 

Sin desconocer la gravedad, w hay posibilidad de que lalts 
hechos se repitan, pues no es dable suponer, sinó aceptamos el 
concuño de circunstancias muy escepi -ionales, como sería la 
desaparición del interés de las partes en un juicio cuya acción 
es la base del procedimiento. 

Mirando de una manera desapasionada este proceso se nota, 
desde luego, que todo lo que existe en r] procedimiento de 
t* Instancia es precisamente lo que corresponde al Jm*z ; y que 
era todo lo que podía obtenerse, dada las circunstancias del 
caso, lo demuestra el hecho de que la Suprema forte ha basado 
su sentencia, que soto importa una mudituaeion de la de 1 
Instancia, en los mismos antecedentes de la instrucción que 
sirviera al Juez a t¡uo. 

Estos procedimientos, lejos de ser anulados, han servido de 
fundamento ¿ una sentencia condenatoria, con la sola reducción 
del tiempo de reclusión, lo que deja suponci 1 ó que no hay 
defecto en el procedimiento ó que sus defectos, no son sustan- 
cíales. 

Pero como lo he enunciado mas arribano corresponde a este 
género de conclusiones el fundamento del procedimiento adop- 
tado por el Juzgado después de haber sido devueltos los autos 
con la resolución final. 

Entre las atribuciones del orden mas elevado, conferidas 
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;í la Suprema Corte por la Constitución Nacional j por las 
leyes dictadas bajo su imperio, no comprende la de dictar 
apercibimientos ron t ra los Jueces Je Sección, 

Esta proposición es indudable y lo bu resuelto así Y. E. con 
anterioridad á la Ley de Organización de los Tribunales do la 
Capital, de Diciembre de 1881; mi tarea se reduce, por lo tanto, 
á presentar respetuosamente las consideraciones que estable- 
cen que esta posición reconocida no lia cambiad á la promul- 
gación de la espresada Ley. 

Que los Jueces Sección no tienen otro de su conducta que 
el Senado de la Nación por acusación de la Cámara de Dipu- 
tados, lo establece en términos bien claros el i.rtículo 45 de la 
Constitución. 

La ilustración y competencia de la Alta Corte me evitaría 
remitirme, ni aún citar sus términos, pero lo hago solo en ei 
propósito de que sirva de fundamento á mis ulteriores conclu- 
siones. «Solo la Cámara ejerce el derecho en las causas de 

responsabilidad que se intenten por mal desempeño, etc.i 

Kn los propósitos de la Constitución entra evidentemente 
el de colocar á los jueces fuera de otro escrutiuio de su con- 
ducta, porque sus autores estaban imbuidos en los principios 
invocados por «El Federalista» y que formaban á la época de 
su formación, como forman ahora, el dogma de la libertad. 

Hamilton habia dicho, en efecto, al X" 79. «Las precauciones 
para su responsabilidad (de Ins Jueces) están comprendidas en 
el artículo concerniente al juicio político: están sujetos á ser 
acusados por h Cámara de Representantes y juzgados pur el 

Senado Esta es la única disposición sobre este punto que 

sea consistente con la necesaria independencia del carácter 
judicial y es la única que encontramos en nuestra Constitución 
con respecto á nuestros jueces.» 

El sometimiento de los jueces inferiores al juiciode los su- 
periores con respecto á su conducta, echa por i ierra todas las 
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garantías que resultan de ana doblo instancia que queda re- 
ducida por este solo hecho a una sola» reagravada por el hecho 
deque al aprobar e) superior una resolución del inferior, dicta- 
da, bajo la inspiración del temor, se cumple la voluntad del su- 
perior bajo la responsabilidad del inferior. La doble iustancia 
supone que cada Juez, al juzgar, ba tenido en cuenta sus pro- 
pias rawmes sin ser inaoenciado ni por el halago, ni por el 
temor. 

Es verdad que la Ley de Diciembre de <881 da la facultad 
a la Corte de apercibir, etc., pero esta Ley, no comprende A los 
jueces de Sección, dirijida, como su encabezamiento espre>a, á 
los jueces de la Capital. 

Los procedimientos, por otra parte, á que se refino la reso- 
lución de la Corte, han pasado antes de dictarse la Ley de 
1881 j no puede dársele efecto retroactivo. 

Finalmente, la misma Ley en su artículo 96, comprende las 
faltas solamente que no tengan otro tribunal sentado, y con 
respecto 4 loa jueces, el artículo de la Constitución compren- 
de toda la conducta del Juez, no dando cabida á ninguna otra 
jurisdicción, pues comprende mal desempeño, delito en el ejer- 
cicio de sos funciones y crímenes comuues. 

Dejando así cumplido lo dispuesto en el auto á que me he re- 
ferido, por el que dispone se dé cuenta á V, E. de los motivos 
que dejo consignados, y en la convicción de que V. E. no ve- 
ri en ella sinó la espresíun de mi mas alto respeto, saludo a 
V. £. con toda consideración. 

Dios guarde á V. E. 

Andrés l ¡garrí za. 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Btie nos Aires, Mano 35 de 1884. 

Suprema Corte: 

El laudable celo del Señor Juez de Sección por levantar el 
apercibimiento que le impuso V. E. en la causa criminal se- 
guida á Hadley, se estrella, como se dice, contra la brutalidad 
<Le los hechos. 

La causa fué sentenciada dos anos ocho meses después de 
iniciada, y la sentencia fué notificada otros dos años ocho me- 
ses después de pronunciada! Es decir, que fueron necesarios 
5 años 4 meses para que la causa saliera de manos del Juez 
¿ Qué mas se necesita decir ? 

El Sr. Juez esplica la demora hasta pronunciar su sentencia, 
en las deficiencias con que recibió el sumario que le obligaron, 
dice, á subsanarlas. Si V. E. trae a ta vista este proceso, ad- 
vertirá fácilmente que todo se reduce a unas pocas actuaciones, 
que con mediana actividad han podido terminarse en seis me- 
ses, digamos, un año, si se quiere. 

Dice también el Sr. Juez, que su actitud es pasiva, que no 
puede proceder de oficio, y sin la requisición de las partes. El 
Sr. Jue/ está en un sensible y manifiesto error. 

El Juez, en nuestro sistema judicial, no puede iniciar un pro- 
ceso, es cierto; pero una vez iniciado, es su deber activarlo en 
cuanto posible sea. Es su deber proceder de o/icio al exámen 
de lus testigos, verificar las referencias de los mismos; ordenar 
y presenciar recouocimientu.^; en una palabra, practicar motu 
propio, sin requisición de nadie, ni mas incitación que la de su 
propia conciencia, todas aquellas diligencias que puedan con- 
ducir al mejor y mas pronto esclarecimiento de los hechos. La 
demora de mas de dos años y medio en la notificación de la sen- 
tencia, es todavía mas injustificable. 

T. 1TIU. %t 
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Pronunciada la sentencia en una causa criminal, no ha ter- 
minado la misión del Juez. Esa sentencia tiene que ser cum- 
plida. Si no es apelada, en los casos en que, como el de Hadlcy , 
el cumplimiento de la condena es a cargo del Poder Ejecutivo, 
el Juez, sin necesidad de que lo pida el Procurador Fiscal, ó el 
Defensor, ú lo advierta el Escribano, vencido el término, debe 
remitir el proceso á V. E. para su remisión al Gefe del Estado. 

¿Crée el Sr, Jnez que si una sentencia de muerte, por ejem- 
plo, no fuere apelada, y todos guardáran absoluto silencio á su 
respecto, había de quedar indefinidamente en suspenso? 

Termina el Sr. Juez negando la facultad de V. E. para velar 
pnr el buen desempeño de la administración de justicia, impo- 
niendo penas disciplinarias, apercibimientos y multas.por faltas 
leves, que no estuviesen sometidas al conocimiento de Tribu- 
nales determinados. 

La ocurrencia es, por lo menos, peregrina, y tiene el mérito 
de la novedad. 

La facultad que espresamente confiere ú V. E. el artículo 96 
de la ley de los Tribunales de la Capital, la tenia Y. E. por la 
legislación anterior, y la tienen, sin eicepcion, todos los Tribu- 
nales Superiores de las Naciones civilizadas. 

Dice el Sr. Juez, que esta facultad es contraria á la indepen- 
dencia del Poder Judicial, y que los Jueces de Sección no tie- 
nen otro de su conducta que el Senado de la Nación. 

Tratándose de hechos ó de delitos graves, que conduzcan & 
un castigo severo y á la remoción, es esto indudable, A nadie 
se oculta, empero, que la acusación y remoción de un magis- 
trado es un recurso estremo, qne trae una gran perturbación 
en el servicio público y a que solo se debe recurrir en casos de 
una gravedad escepcional. Y nada mejor que la conveniencia de 
evitar estas perturbaciones, que serian frecuentes, si á cada 
paso hubiera de ocurrirse al Senado para la reparación y cas- 
tigo de las faltas leves de los Jueces ; nada mejor, digo, justifica 
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la necesidad de depositar en alguna autoridad, que no puede 
ser otra que el mas alto Tribunal de la Nación, la facultad de 
velar por el buen desempeño de la justicia, mediante la impo- 
sición de ligeras penas disciplinarias, evitando asi conmociones 
que perturbarían con demasiada frecuencia la marcha ordina- 
ria de la Administración. 

Al pedir, en vista de lo expuesto, deje V. E. subsistente la 
resolución reclamada, cumplo el agradable deber de deeir i la 
vez ¿Y. E., que, de algun tk'mpoutras, se advierte notable ac- 
tividad en el despacho del Sr. Juez reclamante ¡ y que, si antes 
mereció una ligera censura, boy es digno de todo elogio. 

Eduardo Costa. 

Valle de la Suprema Carta 

Buenos Aires, Enero 11 de 1885. 

Atento lo espuesto y pedido por el Señor Procurador General 
en la vista que precede.la Corte declara subsistente el apercibi- 
miento contenido en su fallo de trece de Noviembre de mil 
ochocientos ochenta y tres. Hágase saber por oficio esta reso- 
lución al Señor Juez de Sección, y archívese. 

J. ». GOROSTIAGA. — U LADISLAO 
FiVIAS, — S. M, LASPlUR. 
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CAUSA III 



Don Cayetano Legu ¡saman, contra el Doctor Don Eugenio Pue- 
eio f por petición de herencia; sobre competencia. 



Sumario. — Las causas entre un vecino de la Capital y otro 
de Provincia, corresponden al fuero federal. 



Caso.— Don Cayetano Leguizamon, vecino de la Capital, pidió 
al Juez de Sección de Santa Fé que avocara á sí la causa que 
el Dr. I). Eugenio Puccio, vecino de la Provincia de Santa Fé, 
había iniciado ente el Juez de I 1 Instancia del Rosario, preten- 
diendo la herencia de Doña Lorenza A ce ved o de Legu i zaino u, 
abuela suya, en virtud de cesión que decía haberle hecho Don 
Cirilo Ley u iza man , 

Rosarlo, Setiembre 21 de 1834. 

Habiéndose solo probado, en la precedente sumaria informa- 
ción, que los demandados son argentino*), vecinos de esta loca- 
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lidad, j el actor es argentino y tiene su domicilio en la Capital 
de la República. 

Y considerando: i° Que la promulgaron de la ley del Con- 
greso, de fecha f?í Diciembre de 1881, hn hecbo desaparecer el 
fuero federal en favor de los domiciliados en la Capital litigan- 
do con los vecinos de cualquiera de las provincias. 

2 o Que los Jueces de Sección solo son competentes para co- 
nocer en las causas espresa mente determinadas por la ley de su 
creación, siendo !a jurisdicción nacional esencialmente restric- 
tiva, y por el contrario, la administración de justicia está re- 
servada, por principio general, á los tribunales ordinarios de 
cada localidad, como lo tiene resuelto la Suprema Corte. — 
Por estos fundamento, el Juzgado se declara incompetente para 
conocer en esta causa, debiendo la parte actora ocurrir donde 
corresponda. Repónganse los sellos. 

tí. Escalera y Zuviria. 



WmXim de I» Suprema C«rt« 

Buenos Aires, Enero ló de 1885. 

Vistos: con arreglo á lo dispuesto por la ley de diez y ocho 
de Setiembre del año pasado, y considerando que el principio 
de la no retroactividad de las leyes no es aplicable á la de 
competencia y de procedimiento \ se declara que el Juez de 
Sección do la Provincia de Santa Yé es competente para conocer 
de esta causa. Devuélvanse, en consecuencia, los autos, prévia 
reposición de sellos. 

J. B- GOROST1ACA — J. DOMINGUEZ, — 
U LADISLAO FRIAS. — S. H. LASPIlR. 
— FEDERICO IBARCtRE*. 
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CAUSA IV 



Ei Banco Hipotecario, en la ejecución de Moreno hermanos, con- 
tra Fvsoni hermanos y Maveroff; sobre nulidad de adjudi- 
cación. 

Sumario. — 1* El Banco Hipotecario tiene el derecho de ten- 
del en remate público los bienes hipotecados, llegando el caso 
del artícnlo 29 de la ley de la Provincia de Unenos Aires, de 25 
de Noviembre de 1871. 

2 U Este derecho no puede ser alterado por las ventas que 
haga el propietario» ni por los convenios de división de hipo- 
teca quo celebre sin consentimiento del Banco. 

3 o Si á consecuencia de esos actos, han sido ejecutados 
parte de los bienes, y en la ejecución se ha hecho adjudicación 
de ellos, sin intervención del Banco, la adjudicación no puede 
surtir efecto, si el Banco, en uso de su derecho, ha vendido, en 
remate, los bienes mencionados. 

Caso. — Lo retiere el 

rail* M Smmm d« KnIii 

Buenoi Aires. Octubre 13 de 1682, 

Vistos, para resolver sobre los Tecorsos pendientes deducidos 
á foja... 
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Resultan los siguientes antecedentes: 1* Que los Señores 
Fusoni Hermanos y Maveroff otorgaron, en diez y ocho de Mayo 
de 1875 escritura de obligación á favor de los Señores Moreno 
Hermanos, del Rosario, por la suma de diez y nueve mil cuatro- 
cientos cinco pesos fuertes oro con treinta y tres centavos (tes- 
timonio de foja t), hipotecando en garantía, entre otros bienes, 
U n establecimiento ó fabrica privilegiada de tubos y planchas 
de plomo, situado en Barracas al Xorte, Parroquia de San Eti- 
mo, planteada en terreno de veinte y finco metros noventa y 
ocho centímetro de frente al Norte por cincuenta y un metros 
noventa y seis centímetros de fondo al Sud; adquirido del ve- 
cino lindero D. Miguel Ballesteros el 20 de Noviembre de 1871 
y escriturado eH5 de Hayo de 1875. 

^ Que no habiendo cumplido Kusoni Hermanos y Maveroff 
los compromisos contraídos en dicha escritura, los acreedores 
procedieron á ejecutarlos embargando la finca hipotecada (dili- 
gencia foja 13); y como aquellos habían renunciado en la 
misma todos los trámites del juicio ejecutivo, se sacó en seguida 
i remate por los martilieros Adolfo Bullricli y C% nombrados 

á foja 143 vuelta. 

3 o Que con este motivo se presento, á foja ciento sesenta y 
ocho t el Presidente del Banco Hipotecario, con el estado de foja 
166 y diario foja 167, manifestando: que según contrato hipo- 
tecario celebrado por Don Miguel Ballesteros con fecha 4 de 
Julio de 1872, la fábrica que se mandaba vender estaba ubicada 
en los terrenos hipotecados á esc Banco, por los cuales Balleste- 
ros recibió ochenta mil pesos fuertes ¡ que el 8 de Abril de 1874 
aquel vendió sus propiedades á Don Enrique Rodríguez Larreta, 
con el gravamen que reconocían ; que el 29 de Marzo de 1876 
éste vendió, á su vez, las mismas propiedades á Don Luis Gara- 
vagtia, quien también reconoció el gravámen , siendo este deudor 
al Banco por el capital ó intereses que arroja el estado antes 
mencionado: que en U escritura otorgada por Ballesteros el 15 
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de Majo de 1875, se espresa, que el terreno que rendía en que 
esta planteada ta fábrica, reconocía un gravamen de veinte y 
cinco mil pesos fuertes ea favor d.'l Banco Hipotecario, convi- 
niéndose en que Fusoni Hermanos y llavero! aceptaban dicha 
deuda en la parte proporcional al terreno adquirido, de coyo 
hecho quedarun impuestos Moreno hermanos, quienes aceptaron 
por su parte esa obligación: que a ün de evitnr un juicio de 
nulidad del remate anunciado, pcilia, en mérito de los antece- 
dentes espuestoa. la suspensión de 61, dejándose al Banco en 
aptitud de proceder á ta renta según sus estatutos y lo conve- 
nidos por los interesados. 

A" Que el Juzgado no hizo lugar á esta solicitud (auto foja 
175) después de oir dios ejecutados, fundándose en que el 
Banco no deducía tercería, ni se encontraba la propiedad hipo- 
tecada, en vía de remate por cuenta de él y que los anteceden- 
tes de que hacia mérito solo fundarían una tercería de mejor 
derecho, en cuyo caso debía estarse & lo dispuesto en et artículo 
302 de la Ley Nacional de Procedimientos, resolución que fué 
consentida por el Banco, salvando sus derechos para pedir en 
oportunidad lo que corresponda. 

5 o Que ios rematadores dieron cuenta, a foja 185, que á pesar 
de los anuncios y diligencias practicadas, no habían podida 
efectuar la venta de la fabrica, pues ningún interesado se habia 
presentado, con cuyo motivo el apoderado de los señores Mo- 
reno, pidió, á foja 187, su adjudicación en pago, á fin de que 
concluya el juicio y se eviten Jos deterioros que sufrirá la finca 
dejándola indefinidamente en el estado eu que se halla, usando 
al efecto del derecho que les acordaba el artículo 290 de la 
Ley de Procedimientos, agregando: que como el producto del 
terreno estaba disputado, depositaría á disposición del Juzgado 
las dos terceras partes de la tasación correspondiente al terreno, 
á fin de que se le transfiera la propiedad de todo, como se hu- 
biera hecho con cualquier otro comprador, á lo que el Juzgado 
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proveyó de conformidad por auto de foja 191, de fecha 1* de Julio 
de 1879, poniéndoseles en posesión de la fábrica el 28 de Agosto 
de) ni i s dio año (faja 203). 

6" Que después de un año y seis meses, en 11 de Mano de 
1881, se presentó la parte ejecutante (foja 211 vuelta) mani- 
festando que- había depositado el mismo día {véase recibo foja 
210) el importe de la adjudicación del terreno y pidió se admi- 
tiese por el Juzgado ese deposito de pago del precio, se orde- 
nase en el diael otorgamiento de la respectiva escritura, y se 
hiciera saber el depósito al Presidente del Banco Hipotecario, 
i lin deque se proceda á la chancelación de la hipoteca y se 
abstenga de todo procedimiento respecto ft la propiedad Ten- 
dida, á lo qne se proveyó de conformidad, por auto de foja 215. 

7 o Que notificado este a dicho funcionario, se presentó al dia 
siguiente pidiendo revocatoria y apelación en subsidio, fundán- 
dose en que la hipoteca había sido dividida sin consentimiento 
del Banco, contra lo que espre^amente dispone el artículo 5* del 
título de la hipoteca; que era nulo el título de propiedad otor- 
gado á Fusoui Hermanos y MaveroíT, que sema de base á la 
ejecución seguida por Moreno Hermanos; que una parte del 
todo hipotecado al Ha neo se había adjudicado sin que se le hu- 
biese dado á él participación alguna de ese hecho, loque cons- 
tituía nula tal adjudicación, porgue así lo disponía el artículo 
89, título antes citado; agregando: que el Banco, en cumpli- 
miento del artículo 211 de su ley orgánica, había vendido la 
misma propiedad á los Sres. H. HoUman y C», el 7 de Febrero 
de 1881, esto es, con anterioridad á la fecha de la providencia 
que motiva los recursos deducidos. 

Y considerando; 1» Que estos deben estimarse como una 
oposición ó la adjudicación, á favot de Moreno Hermanos, dei 
bien ejecutado, para evitar el conflicto que resultaría de dos 
enajenaciones á distintas personas de la misma propiedad, de 
modo que el Juzgado debe resolver si puede ó nó subsistir aque- 
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lia en presencia de los antecedentes alegados por el Banco y de 
los defecho* que le acuerda su carta orgánica. 

2 o Que prescindiendo de si es ú nó nula la renta hecha por 
Ballesteros á Fu so ni Hermanos y Kaveroff, del terreno sobre 
que se constituyó la hipoteca á favor de Morenu Hermanos, que 
sirve de base á esta ejecución, consta por el mismo documento 
de foja 1, que su escrituración se hizo recien el 15 de Muro de 
1875, de manera que de^de esta fecha perdió reektt el dominio 
el vendedor, en virtud de lo dispuesto en el artículo 104, título 
V, Libro 3 o del Código Civil. 

3 o Que el Presidente del Banco ha afirmado en el escrito do 
foja 167, fundándose en títulos exhibidos, sin contradicción de 
parte de los ejecutantes, que Ballesteros hipotecó al Banca, el 
4 de Julio de 1873, el terreno donde esta la fábrica de los eje- 
cutados, de cuya obligación debió hacerse la anotación corres- 
pondiente en el título de propiedad, de manera que al adquirir 
Fusoni Hermanos y Marero IT una parte del terreno han debido 
necesariamente tener conocimiento de ella, quedándooste, con 
arreglo & lo dispuesto en el artículo 5° del título de la «Hipo- 
teca » del Código Civil, afectado al pago de toda la deuda y de 
cada parte de ella, y pudiendo ser perseguido en poder de cual- " 
qnier adqnirente, como podría serlo contra el deudor (artículo 
55 libro citado), 

4° Que aparte de esto, consta en la misma escritura de obli- 
gación hipotecaría de foja 1, ijoe el terreno en que está plan- 
teada la fabrica, junto con el que se reservó el vendedor Don 
Miguel Ballesteros, reconoce un gravamen, d favor del mismo 
establecimiento, de veinte y cinco rail pesos fuertes, el que con- 
vinieron en afectar Fusoni Hermanos y se impusieron Moreno 
Hermanos, aceptando por su parte esa obligación, y si bien se 
espresa que la aceptación de la deuda es en la parte proporcio- 
nal al terreno adquirido, tal cláusula no puede tener efecto con 
relación al Banco que no intervino en ella ni la consintió, qne- 



DE JUSTICIA NACIONAL 



dando en toda su plenitud el derecho que le acuerda el articu- 
lo 5% título de la Hipoteca, Código Civil. 

6 o Que estos antecedentes inducen fijamente que Banco ha 
podido proceder sobre el terreno en cuestión, ejercitando todos y 
cada uno de los derechos que le acuerda la ley de su institu- 
ción, y el contrato que celebra con sus deudores, entre los que 
está (artículi) 29 de la Ley de 25 de Noviembre de 1871) el de 
procederá la venta, ex t ra judicial mente y sin forma de juicio, en 
remato público y al mejor postor, en tos bienes que reconozcan 
gravamen, sin que a ello puedan sustraerse los ejecutados Mo- 
reno Hermanos. 

7° Que consta por el instrumento público que obra á foja 21 
del incidente agregado, que el Banco, usando de esa facultad, 
vendió en remate público á los Sres, H, Hollinan y C a , todo el 
terreno del que es parte et que motiva este juicio, por la suma 
de doce mil cuatrocientos cuarenta pesos fuertes, otorgándolo 
la escritura traslativa del dominio, el ÜO de Abril del mismo 
año. 

8 n Que si bien es cierto que con fecha I* de Julbde 1881 
se adjudicó á Morenu Hermanos en pago de su crédito, el mismo 
terreno (sujeto al resultado de la cuestión con el Banco) y la 
fábrica en él establecida, estos señores se limitaron á obtener 
el auto de adjudicación y una posesión meramente conservatoria 
de los bienes, porque la posesión delinitiva ú sea la tradiccion 
traslativa del dominio, solo se adquiere unavei oblado el precio 
y otorgado el respectivo instrumento de enajenación, lo que no 
verificaron, como se comprometieron (artículos 97 y 104, título 
del Dominio, Código Civil), de modo que los ejecutantes no han 
podido ni pueden actualmente invocar derechos de dominio so- 
bre esc bien. 

9" Que ademas, en estos diversos actos del juicio, ninguna 
intervención se ha dado al Banco, de suerte que la adjudicación 
decretada, pero no efectuada a favor de aquellos, es de ningún 
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▼alor ni efecto con relación á él, ni ha podido estingnir la hipo- 
teca constituida, —atento lo dispuesto en el articulo 39, título 
de la Hipoteca, Código Civil, — loqoe convence una Tez mas, que 
el Banco ha podido legalmente efectuar y consamar la renta á 
favor de Hollmun y C\ no obstante dicha adjudicación. 

40* Que desde toego se nota que esta emergencia y las conse- 
cuencias que de ella resultan, solo son imputables á Moreno H", 
que dejaron transcurrir mas de año y medio desde que se de- 
cretó la adjudicación por el Juzgado, sin dar paso alguno para 
su perfeccionamiento, no siendo justo que entre tanto el Banco 
estuviera á la espeetatira de lo que dichos Señores quisiesen 
resolver, teniendo paralizados los claros é incontestables dere- 
choa que lo autorizaba A proceder como lo ha hecho, todo lo 
onaL se habría evitado notificando oportunamente al Banco el 
auto foja 19!, y cumpliéndolo antes que él hubiese sacado el 
mismo terreno á remate. 

11 a Que de todo lo espansto se deduce que ta Tenta hecha por 
el Banco á Hollinan y C\ es legitima, y que en presencia de ella» 
no pned? llevarse á efecto la adjudicación decretada á favor de 
Moreno Hermanos. 

Por estos fundamentos, fallo: revocando por contrario imperio 
la providencia de foja 212, y en consecuencia, dejando sin efecto 
el auto de foja 191, debiendo los interesados hacer uso de sn 
derecho como viesen convenirles. Xotifíquese original. 

I irgüiü JT. Tedtn. 

Falto *> la Cari* ttepevaaa 

Buenos Airei, Enero 15 de 168», 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
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de foja doscientos sesenta y tres ; y repuestos los sellos > devuél- 
vase. 

t. a. gorostiaca. — j.dohikguez. — 

U LADISLAO FRIAS. — S. M- LASPIVR. 



CAUSA V 



Contienda de competencia entre el Juez Federal y el de #• 
Instancia de la ciudad del Horario, en ta causa de I). Fran- 
cisco Correa, contra t¡. tiafael tionzalez hermanos ; sobre 



Sumario. — La causa de un argentino contra un estrangero, 
sobre desalojo de una finca, corresponde al fuero federal. 



Caso. — D.Francisco Correa, argentino, demandó, ante el 
Jnez de f * Instancia del Rosario» á González hermanos, españo- 
les, para que desalojáran una casa de su propiedad. 

El Juez citó primera y segunda xez á juicio verbal á Gon- 
zález hermanos, que no concurrieron, pero presentaron escrito, 
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comunicando que habían deducido contienda de competencia 
ante el Jaez Federal de Sección. 

£1 Juez llamó autos, y ordenó el desalojo, por sentencia de 
28 de Junio de 1884, 

En Julio del mismo año, recibió eiborto del Juez Federal, 
para inhibirse del conocimiento de U causa, \ remitirle loa 
autos. 

AUTO DEL HEZ PROVINCIAL 

Rosan». Julio IT de 1884. 

Autos y vistos; La nota del Sr. Juez Seccional, mandada 
agregar a foja 17, lo espuesta por la parto interesada, en 
su escrito de foja 10 y lo dictaminado por el Agente Fiscal, 
en su precedente vista. 

Considerando: V Que el Sr. Juez de Sección, en bu nota 
citida, omite dar cumplimiento estricto al artículo itidela Ley 
Nacional, de catorce de Setiembre de mil ufhocientos st-senta 
y tres, suprimiendo el testimonio del escrito en que se solicita 
la inhibitoria, limitándose solamente á trascribir el auto en él 
recaído, de manera que la falta de esc recaudo cspresamente 
mandado por la ley, inhabilita ú este Tribunal para formar 
el juicio completo y poderse espedir, con verdadero conoci- 
miento de causa, en la inhibitoria que se suscita. 

2 o Que es un principio de derecho, que la incompetencia de 
jurisdicción, ya sea que s? introduzca en forma de excepción 
dilatoria ó en la de inhibitoria, debe hacerse antes de la sen- 
tencia definitiva, y nó después, y resulta actualmente que eu 
veinte y ocho de Junio, se dictó sesteada definitiva eu el jui- 
cio de desalojo, instaurado por Don Francisco Correa contra 
los Brea, Rafael González hermanos, mientras que el auto de 
inhibitoria, dictado por el Sr, Juez Nacional de Sección , lo ha 
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sido el diez de Julio siguiente, es decir, cuatro dias después de 
aquella, contra lo cual este Tribunal no puede admitir sitió 
los recursos legales sancionados por el Código de Procedi- 
miento, que le sirve de norma. 

3 a Que no se puede alegar como un acto jurídico, capaz de 
surtir efectos legales el escrito de foja 14, presentado por los 
señores Gouzalez hermanos, puesto que, si bien en él se afir- 
ma que han acudido al Tribunal de Sección, no acompañan ni 
Biquiera un certificado del Secretario de ese Tribunal, que 
compruebe ser cierto el hecho que denuncian, escrito que, por 
otra parte, tampoco este Tribunal debia admitir, eti atención 
á qui* el artículo 521 del Código de Procedimientos de la 
Provincia, prescribe que, si los demandados por desalojo no 
compareciesen á U primera citación, la que fué hecha en 
persona para los señores González, se les debe citar con aper- 
cibimiento de desalojo» citación que también les fué hecha, se- 
gún resulta de las diligencias respectivas. 

4° Que si se admitiera el procedimiento usado en éste caso 
por los señores González, de obtener inhibitoria después de la 
sentencia, importaría admitir i¡l abuso, en daño de la recta 
administración de justicia, consistente en que los Tribunales 
Provinciales no podrían ejercer con libertad su jurisdicción 
propia, estando siempre amenazados de que sus procedimientos 
mas legítimos sean lustrados por la malicia de los litigantes, 
cuando las leyes Racionales como Provinciales marcan el modo 
de defenderse de las sentencias que reputasen injustas. 

5° Que además de las razones espucstas» que se fundan en las 
leyes de trámite, existe una consideración mas decisiva, y olla 
es que la causa actual de desalojo, seguida por D. Francisco 
Correa contra los señores González hermanos, pertenece á la 
jurisdicción propia de este Tribunal, en raxon de que, como lo 
comprueban las escritoras públicas y el contrato de arrenda- 
miento, este ha sido celebrado entre eitvugeros, de modo que 
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aunque él haya sido cedido i Don Francisco Correa, esta cesión 
no importa quitar al Tribunal de Provincia el derecho de juz- 
garlo por íu derecho originario, según terminantemente lo 
prescribe el artículo 8" de la Ley Nacional citada, de catorce 
Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. Por estas consi- 
deraciones y reputándose este Tribunal competen te, no se ha- 
ce lugar a la inhibitoria despachada por el Sr. Juez de Sec- 
ción. Contéstese con transcripción de esta resolución, del escrito 
foja 19, y dictamen del Agente Fiscal. Hágase Saber y re- 
póngase, 

Joié V. Díaz. 

Rosario, Octubre 29 de 1884. 

T vistos: Resulta que los señores Rafael González y herma- 
nos, con fecha 23 de Junio último, se presentaron A este 
Tribunal, diciendo que habían sido demandados por D. Fran- 
cisco Correa, ante el Juez de 1* Instancia en lo CítíI, Dr. Don 
José Y. Díaz, pidiéndoles el desalojo de la casa que ocupan 
con su negocio, situada en la calle de Puerto, y que no corres- 
pondiendo el asuuto a la jurisdicción de Provincia, por seT 
ellos españoles, y Correa argentino, promoviendo la cuestión 
de competencia por la ría inhibitoria. Acreditada la diversas 
nacionalidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2°, 
inciso de la Ley Nacional de catorce de Setiembre de 1863, 
bc dirijió nota al espresado Juez para que se inhibiera de se- 
guir entendiendo en dicho asunto, y remitiera los autos. 

Con fecha il de Julio, contesta et Juez Dr. Díaz, transcri- 
biendo la resolución que había dictado, por la cual se decla- 
ra competente y se niega i la inhibitoria» fundándose, prioci- 
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pálmente, en que la iiicompe!encia Je jurisdicción debe alegarse 
antes de la sentencia, y no después, como aparecía; pues mien- 
tras su sentencia lia sido dictada en veinte y ocho de Junio, 
el auto de inhibitoria del Juez Nacional, que se le habia co- 
municado, era de dos de Julio, esto es, de cuatro diaa después; 
y que ademas de esto, la causa pertenece i la jurisdicción de 
la Provincia, porque el contrato de arrendamiento es celebra- 
do entre estr-ngeros, de modo que aún que él haya sido cedido 
á D. Francisco Correa, esta cesión no importa quitar al Tri- 
bimal de Provincia el derecho de juzgarlo por su derecho ori- 
ginario, según lo prescribo el artículo 8" de la Ley Nacional 
de 14 de Setiembre de 1863. Y considerando: I o que según 
consta de los informes dados p ir el mismo Juez de Provincia, 
corrientes á fojas 25 y 27, el contrato de locación fué celebra- 
do entre Uou Pablo Ferrcr, coi, los señores Rafael González y 
bermanos, el diez de Julio de 1881 , por el término de tres años, 
que debian principiarse á cuitar desde el primero de Junio 
del mismo año; 2" que muerto Don Pablo Ferrer, £sns herede- 
ros t con fecha veinte y siete de Noviembre de 1882, y por con* 
siguiente, faltando aún año y medio para vencerse dicho cou- 
tratíi, vendieron la linca arrendada á Don Francisco Correa, 
argentino de nacionalidad, trasmitiéndole todos los derechos 
de dominio y posesión que sobre ella tenían, sin mencionar en 
la escritura que le otorgaron el contrato de locación, ni esta- 
blecerle restricción ni limitación alguna, respecto de dicha 
propiedad, seguu se acredita por los precipitados informes; 
3* que en ios derechos do dominio que le han sido trasmitidos 
i título de venta al Sr. Correa, sin reservarse los vendedores 
ningún derecho sobre la linca, ui sobre el contrato de locación, 
van mUalmjiite comprendidos leí frutos civiles, enten- 
diéndose por estos los arrieudamieutos, segnn es de espreso 
derecho: artículos 2523 del Código Civil y sus concordantes 
2125 y 2331; 4* qua enajenando la fiaua arrendada por cual- 

T. IViU. 28 
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quier acto jurídico que sen, la locación subsiste durante el 
tiempo contenido, y lus derechos y obligaciones que nacen del 
contrato de locación pjsan á los sucesores del locador, ya sean 
ellos á título universal 6 singular: artículos 1407 y 4490; 5 a 
que el artículo 1576, en su inciso 7", es perfectamente concor- 
dante con los anteriores, cuando dice: «presúmele de mala fé 
el pngo adelantado (de alquileres), en relación álos adqu ir en- 
tes de la cosa arrendada, por enajenaciones voluntarias del 
locador, y á los cesionarios de la locación ó de los alquileres 
ó rentas, probándose que el locatario los hizo subiendo ó te- 
niendo razón de saber ta enajenación;» y también el 1582 a) 
establecer, que: «la acción ejecutiva contra el locatario por 
cobro de alquileres ó rentas, ú otra deuda derivada de la 
locación, compete igualmente á sus herederos, sucesores ó re- 
presentantes, contra el subarrendatario, sus herederos A re- 
presentantes, sin dependencia de autorización del locador; 
G* que estos principios de legislación universal, han sido reco- 
nocidos y aceptados por una y otra parte, desde que una vez 
dueño Don Francisco Correa de la íinca referida, los locatario, 
señores González, reconociéndolo en tal carácter, comenzaron 
á abonarle el precio del nmendamieuto, y tfl á recibírselo en 
calidad de paga hasta el veinte y ocho de Junio, fecha en que 
ya se había vancido el término del contrato y promovido el 
juicio de desalojo, según consta del recibo que obra a foja 
22; 7° que siendo venía y no cesión, la que hicieron .» Correa 
los herederos de Don Pablo Ferré r, según lo justifica la ;ea- 
critura pública otorgada, el artículo 8" de la Ley Nacional de 
catorce de Setiembre do 1803, que se invoca por el Juez Doc- 
tor Di.iz, no tiene aplicación en el presente caso; á lo que se 
agrega, que la cesión no se pues toda cesión de derecho* 
debe de ser hecha por escrito, b ijo pena de nulidad, c alquiti- 
ra que sea el valor del derecho cedido, artículo 1455; 8 o que 
además de todas esLas prescripciones legales que por sí solas 
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bastan para decidirla competencia en favor de este Tribunal, 
relativamente al contrato de locación en su acepción jurídica 
abstracta, se ha operado una verdadera novación subjetiva por 
la sustitución de acreedor, hedía con consentimiento de los 
deudores, manifestado duramente por los pagos respectivos 
que han hecho al nuevo propietario: artículo 817, y Haynz 
§ 377 nota 5*; 9 o que en tales conceptos, la personalidad de 
Don Pablo Ferrer, en su doble aspecto de propietario y locador 
de la finca, ha desaparecido por completo, quedando en su lu- 
gar Don Francisco Correa, que es argentino; y siendo por lo 
tanto aplicable al ra ¿o wb juttíce Ja disposición del artículo 2 o 
inciso 2?, de la Laj de 14 de Setiembre de 1863; 10° y últi- 
mo; que los señores Rafael González y hermanos, se presentan 
á este júzga lo mucho untes de haber sido sentenciada la causa, 
y si el auto de Inhibitoria fue dictado y comunicado tres o 
cuatro días después de resuelto el desalojo, lia sido, en primer 
lugar, por la información do testigos que tuvieron que produ- 
cir para acreditar el fuero Nacional; y en segundo lugar, por 
lo breve y sumario que es el juicio de desalojo, en que según 
el artículo 524 del Códig» de Procedimiento de Provincia, no 
compareciendo el demandado á la segunda citación, se decreta 
el desalojo; poro no pudiendo ella ejecutoriarse sino después 
de pasado cinco días de notiücadas las partes, según lo estable- 
ce el mismo Código, la nota en que se pidió la inhibitoria 
llego á tiempo para suspender la jurisdicción del Juez Doctor 
Diuz, y para privarle, por consiguiente, que pudiera ejecutar 
su sentencia. Por estas consideraciones y á pesar de lo dic- 
taminado por el Procurador Fiscal, este Juzgado mantiene 
su auto de fecha 2 de Julio; sostiene su jurisdicción y com- 
petencia é insiste eu la inhibitoria que ha pedido en este asun- 
to. En consecuencia, de conformidad con lo estatuido en el 
artículo 52 de la L y de catorce de Setiembre de 1803, dirí- 
jase nota al Juez de i* Instancia, en lo Civil Doctor Díaz, 
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con transcripción de la presente, invitándolo á que remita sus 
«utos á la Suprema Corte, que es el Tribunal 4 quien corres- 
ponde resolv er*la competencia, que e) proveyeute remitirá loi 
eu}- os á la brevedad posible. Repónganse los selloi. 

Pedro A. Sanche*. 

VISTA DEL SEflOIL PROCURADOR GENERAL 

Ruenoi Aire». Noviembre 3i de 1884. 

Suprema Corte: 

Basta leer el escrito de demanda, foja 11 del primer espe- 
diente, para percibir que ella no tiene por f andamento el 
contrato de inquilinato, puesto que el término había conclui- 
do, sitió la propiedad que á la zazon representaba el demandado 
Don Francisco Correa . La cuestión sobre si el derecho de pe- 
dir el desalojo, era originario ó por cesión, es, por consiguien- 
te, de todo punto impertinente. 

Es también insostenible el otro fundamento en que el Juz- 
gado Civil y Comercial, apoya su competencia. 

Apenas tuvieron conocimiento de la demanda los señores 
González y hermanos, y aún antes de vencer el segundo em- 
plazamiento, declinaron de jurisdicción, acogiéndose al fuero 
federal. Para el dia veinte y cinco de Junio próximo pasado, 
fueron citados a juicio verbal, y el mismo, presentaron escrito 
haciendo presente que habían ocurrido al Sr. Juez de Sección. 
No puede, pues, decirse quo hayan aceptado la jurisdicción 
local y se haya radicado el juicio ante ella. 

Como, por otra parte, la diversa nacionalidad se encuentra 
fuera de discucion, clsrs mente se deduce que el mejor derecho 
está de parte del Sr. Juez de Sección. Sírvase V. £. deelarar- 

EduarJo Cotia. 
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Bueno* Atre«, Enero 11 de 1885 

Vistos: de conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
iíor Procarador Gener.il, y por los fundamento* concordantes 
del auto de veinte y nueve de Octubre últmo, corriente á foja 
treinta y cinco de este espediente, se declara que el Juez do 
Sección es el competente para conocer en esta causa. Remíta- 
sele, en consecuencia, los autos, y avísese por oficio el Jiie* de 
Primera Instancia en lo Civil de la ciudad del Rosario. 

f. B. GOIIOSTIAGA. — I. DOMINGUEZ.— 
1° LADISLAO f HUS. — S. M. LASPIUR. 
- FEDERICO IB*RGCRES. 



418 TAMOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAITHA VI 



El Fuco, contra tos Señores Cha ¡/ta >j C ompafiia: sflore eomvm 

de mercadería* 



Sumario. — En las causa* de contrabando y defraudación 
de rentas nacionales, interpuesta apelación en primera ins- 
tancia por el Procurador Fiscal, si el Procurador General de- 
siste del recurso, ante la Corte, deben devolverse los autos al 
Juzgado de su proco de ucia. 



iVwo, — El Administrador de Rentas, aplicó á los Señores 
Chajla y C% la pena de comiso por un exceso de mercaderías, 
denunciado. Dichos Señores apelan para ante el Juez de 
Sección, al cual pidió el Procurador Fiscal la continuación de 
lo resuelto por el Administrador de Rentas. 

rail» á>l Jwi ém Sécete» 

Buenos Airea, Setiembre 34 de 1881. 

Vistos estos autos traMos en apelación por los Sres. Emilio 
Charla y C\ de la resolución del Administrador de Rentas, cor- 
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riente á foja 15 vuelta, por la que les impone la pena de co- 
miso por el exceso que se denuncia en el parto corriente ií f. 2. 

Y considerando : i" Que dicha resulucion se funda en que 
los Sres. E. Cbayla y C 1 , aun cuando se presentaron á la ad- 
ministración, con fecha seis de Marzo, solicitando enmendar el 
manifiesto, en el que, con presencia tan solo del c o noci miento 
que espresaba la palabra afjraves, habían manifestad" diez y 
seis cajones conteniendo cada uno cien gruesas cajitas de bro- 
ches, sabiendo por la factura ijue recibieron posteriormente, 
que tales cajones contenían diversos artículos ; *sa solicitud 
debidamente informada por la Contaduría, no fué entregada a 
ese misino efecto al Gefe de Vistas ni al auxilar Giannettí, 
segua consta de los informes de estos empleados, corrientes i 
foja 4 vuelta y foja 0, ¿segurando el Vista Casal, en el suyo 
de foja 4 vuelta, que la solicitud de enmienda le fué recién 
presentada el 10 de Mayo, no siendo informada porque los 
cajones á que se refería habían ya sido verifieadus en su con- 
tenido por el auxiliar Gianuetti. negando por utra parte, lo 
ase? erado por el representante do la casa de Chayla, de haberla 
presentado á informe el seis de Mayo. 

2* Que por su parte, el representante de la casa Chayla lia 
insistido en sus declaraciones de f . 3 y 10, en el hecho de haber 
presentado el día seis de Marzo al Vista señor Casal la solicitud 
de enmienda para que fuera informada, quien se la devolvió 
diciéndole que viera al señor Giannetti para que este le diera 
los datos, á fin de informar al señor Administrador, lo que hizo 
en el mismo día seis, negándose Giannetti, á dar los informes 
en esa ocasión y en dus mas que lo vió con el mismo motivo, 
fundándose en que no tenia tiempo para ello. 

3° Que en vista de las contradieíones notada? entre lo infor- 
mado por los Vistas Casal y Uia.inetü y lo depuesto por el 
representante de lüeaaa de Cbayla j C% relativamente á ta fe- 
che en que fué presentada á aqueles la solUitud de enmienda 
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y teniendo en cuenta que la averiguación de este hecho era 
sustancial para la decisión del punto utb judtce, se decretó un 
eareo entre las citadas personas. f t 57, del que resultó que el 
Vista Casal volviese sobre lo informado á f. 4 eu que aseveró 
que ta solicitud le fué presentada recién el íd de Mario, ma- 
nifestando en el acto del careo que bien pudo presentarse 
el diuseis de Marzo no hibiéndola recibido ni espedido el in- 
forme, porque en esa misma feeh* seis éf Marzo, estaba ja el 
manifiesto en poder del ayudante CÜannetti, en el depósito de 
las Catalinas, para efectuar ullí el despacho da las mercade- 
rías, habiendo por consiguiente, un principio de despacho que 
hacia tardía la solicitud de lacada. 

4" Que esta nueva esposicion del Tista Casal está no solo 
en contradicción con su informe de f. 4 vta.. en razón de ase- 
verar en él: «que, en cuanto a lo que dice el declarante que 
la citada solicitud me la presentó y *e la devolví el seis de 
Mano ppdo., no es cierto, pues, si la hubiera recibido espera- 
ría los datos como es de práctica en casos semejante*) del au- 
xiliar para informar y nú devolverla porque no tendría objeto 
v no cumpliría con mi deber »; Muó que también contradice lo 
espuesto por el auxiliar G jaunetti, en el parte preventivo cor- 
riente á f. 45, de fecha 9 de Marzo, pasado al mismo Sr. Ca- 
sal, en el que se dice: « con esta fecha U de Marzo, la casa de 
tos señores Emilio Chayla y <;*, ha presentado un manifiesto 
etc. etc.» j de loque resulta claramente que el seis de Marzo 
no había existido principio de despacho, cerno lo afirma el 
señor Casal en su última esposicion, puesto que según el parte 
citado, recién el día Ase presentó al auxiliar Oiannetti el ma- 
nifiesto en cuestión. 

5 o Que en presencia de calos informes contradictorios de los 
señores Vistas, únicos antecedentes que se han tenido en consi- 
deración por la Aduana al dictar ta resolución recurrida, queda 
perfectamente subsistente la posición de la casa de haberse 
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presentado en tiempo y forma, solicitando enmendar el mani- 
fiesto, antes que ningún funcionario de la Aduana tuviera co- 
nocimiento del error que ella misro.i se anticipaba á denunciar; 
sin que tenga explicación plausible el hecho que resulta de loa 
antecedentes de este asunto, de haberse entregado ni interesa- 
do la solicitud de enmienda, después de ser informada por la 
Contaduría, para que requiriese el informe dtl Vista, procedi- 
miento completanu-nte irregular, pues tal solicitud no ha debi- 
do, una vez presentada, salir de las oficinas de la Administacion. 
sinó que los Informes y demás diligencias que se considerasen 
necesarias se han debido tr.unitar directamente por los em- 
pleado^ de su dependencia. Si tal conducta se hubiera observa- 
do y oó la que resulta de autos, no seria imposible intentar 
el fraude que pretende la Aduana haberse cometido en este 
caso, preparando de antemano elementos de defensa por medio 
depresentaciottfs cuya prosecución estaba en poder del inte- 
resado, suspender ó activarla según tu conveniencia. 

Va r estos fundamentos, no obstante las conclusiones de la 
vista del Procurador Fiscal, fallo revocando la resolución ad- 
ministrativa de f... que imponed los señores E. Chaylay C 4 la 
pena de comido por el exceso denunciado en el parte de f. i* 
— En su consecuente i, remítase este espediente 4 la Aduana 
para su cumplimiento, debiendo precederse al despacho en con- 
formidad al manifiesto adicionado y con arreglo al aforo de que 
se di cuenta á foja cuarenta y cinco vuelta. Hágase saber noti- 
ficándose con el original y repónganse los sellos 

Andrés Lgarríxa. 

El Procurador Fiscal apeló y se le concedió libremente el 
recurso. — Mejorado este ante la Corte, se presentó 1» si- 
guiente : 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire», Noviembre 10 de 1881. 

Suprema Corte-' 

Después del estudio mas detenidode estos autos» qoeno per- 
mite el estrecho término para mejorar el recurso — encuentro 
que no h¡t y fundamento para proseguirlo. 

El único panto debidamente comprobado es que la solicitud 
de enmienda se presentó antes de que existiera un principio 
de verificación, y la Aduana se hubiera apercibido del error en 
la manifestación : documento de f. 4. 

Se dice que el pedido de rectificación se hizo bajo la reserva 
mental de no presentarlo, si el despacho pasaba sin novedad. 
Lo cierto es que se hizo en tiempo y debe suponerse que, se 
presentara 6 nó, el hecho quedaba en conocimiento de la Aduana, 
y su no presentación e» nada habria me jorado la condición del 
interesado. 

El Juzgado observa oportunamente que la solicitud de en- 
mienda no debió salir de las oficinas do Aduana. Este proce- 
dimiento irregular es, en efecto, lo que dá lugar á que no sea 
posible formar una conciencia segura, en medio de tantas afir- 
maciones contradictorias. 

Sírvase V. E. haberme en consecuencia por desistido. 

Edtiardo Costa. 

Buenos Aires. Enero 20 de 1885. 

Atento el precedente desistimiento que hace el señor Pro- 
curador General, del recurso de apelación interpuesto de la 
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sentencia absolutoria pronunciada en este asunto, por el Jua- 
gado de Sección, y considerando: 

Que en las causas de contrabando y defraudación de rentas 
nacionales, el Procurador Fiscal en Primera Instancia» y e 1 
Procarador General ante esta Corte, proceden por fia de ac- 
ción, y asumen en ta causa el rol de parte principal; 

Que el apartamiento de la apelación deducida importa con- 
formarse con la sentencia apelada, y dejar á la Corte sin la 
jurisdicción necesaria para poder conocer del asunto; 

Que la Justicia Nacional nunca procede de olicio, y solo 
ejerce jurisdicción en los casos contenciosos, en que es reque- 
rida i instancia de parte, según lo dispuesto por el artículo se- 
gundo de la ley de diez y seis de Octubre de mil ochocientos 
sesenta y dos ; 

Que el Procurador General en el ejercicio del Ministerio 
fiscal es independiente y obra con arreglo á su opinión, como 
único responsable de sus actos en las causas qne despacha, 
siendo su misión no solo promover con la mayor eficacia la 
persecución y castigo de Lis delitos, y demás intereses de la 
causa publica, ainó también defender la justicia, y prestar so 
apoyo i la inocencia; 

Por estos fundamentos, la Corte resuelve que se haga sabeT 
dicho desistimiento, y se devuelvan los autos a) Juzgado de so 
procedencia. 

J. a. GOKOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 

— t Ladislao mus (en disiden- 
cia).— S. M. LASIMtK. — FEDERICO 
IRARGÚRE*. 

DISIDENCIA : 

Considerando; Que los ajenies del Ministerio Público no 
pueden, según la ley, hacer transacciones, hálljndose en igual 
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caso los colectores ó empleados incales de <:u:ilqmera denomi- 
nación, en todo lo que respecta á las rentas públicas (artículo 
ochocientos cuarenta y uno, Código Civil); 

Que para celebrar válidamente una transacción, es necesario 
tener la facultad de disponer de los objetos que se abandonan 
en todo 6 en parte (artículo ochocientos cuarenta Cúdigo Civil), 
y el señor Procurador General no tiene tal poder respecto á los 
derechos que se cuestionan en esta causa ; 

Que, por la misma razón, tampoco le es permitido desistir, 
que es mas que transar, puesto que por el desistimiento se 
renuncia completamente al derecho que se reclama ; 

Que, de otro modo, dependería de su voluntad la cesación de 
causas de la mayor importancia para el país, en las que no es 
sino defensor de derechos ajenos, sustituyéndose en ellas á los 
jueces que la Constitución y las leyes han determinado para su 
decisión ; 

Que esta doctrina no es incompatible con la independencia 
que por derecho tiene para pedir lo que según su conciencia 
crea arreglado a justicia, sin necesidad de renunciar 4 aban- 
donar por el desistimiento derechos que no ion personales; 

Y, por último, que do este modo tampoco se ataca el princi- 
pio de que la justicia federal no procede de oficio, porque no 
es una regla sin escopetan, como en los casos de incompeten- 
cia, y hay ademas la incitación administrativa y la del procu- 
rador fiscal en primera instancia. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar al desistimiento 
de foja setenta y cinco, del Sr. Procurador General y písen- 
se los autos en traslado i los apelados Chtyla y Compañía. 



Ltadülao Fría*. 
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D. Estovan Canma conlra Hivolta Carboni y C\ por enbro de 
xobreeslad'tas ; sobre pruebas 



Sumario. — ios documeutos que .se presentan como prueba 
de los hecboB alegados y contradichos» y no como fundamento 
de la demanda 6 contestación, deben ser admitido*, estando 
dentro del término. 



Caso, — i). Esteran Caneas* demandó á* Uivoltu, CarSoui y 
C', por sobreestadas. 

Negados los hechos de la demanda, se recibió, la causa á 
prueba. 

Dentro del término probatorio, Itivolta, Carboni y O, pre- 
sentaron unos certilicados por cartas de súáos comerciante so- 
bre el uso comercial.de que hicieron mérito en la contestación, 
jurando que recién los habían redbiJu ; y Canessa acompañó 
dos cartas de Rivolta, Carboni y O, pidiendo aquellos y este 
que se reconociera contenido y (Irma de los documentos pre- 
se alados. 

El JuezdeS'jccinn, por auto d^ foja cincuenta y ocho, accedió 
4 1* petición de RítoU», Carboni y C*, y pur auto do fuja diei 
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y oeho no hito lagar á la de Conessa, atento lo dispuesto al fi- 
nal del artículo 10 de la ley de Procedimiento;. 
Conessa ap lo de las dos providencias. 



Vistos y considerando, en cuanto al auto de foja cincuenta y 
ocho, que las cartas de foja cuarenta y ocho f fuj a cuarenta y 
nueve han sido presentadas dentro del término de prueba, y con 
el juramento prescripto por el artículo diez de la Ley de Proce- 
dimientos, y no debiendo apreciarse su mérito aprobatorio, sino 
al pronunciarse sentencia definitiva, se contirma. 

Y en cuanto al auto de foja setenta y seis, no hallándose 
comprendidas las cartas presentadas en la última parte del artí- 
culo citado» por cuanto ellas tienen por objeto refutar hechoB 
qne han sido afirmados en to contestación á la demanda, se revo- 
ca dicho auto; yD.tivuélt anse al Juzgado dt< su procedencia pre- 
via reposición de sellos. 




Bueno» Airei Enero 34 de I88ó. 



i. B. ii O ROSTI ACA. — J. DOMIN- 
GUEZ. — U LADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO IBAHGtREK. 
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CAI» A VIII 



Don Emeterio Gartia, contra Serú y fitgena-, sobre ejecución 

de sentencia 



Sumario. — No probándosela excepción opuesta, Jebe llevar- 
se adelante la ejecución. 



Cato. — EN halla espuesto en el siguiente 

Vallo 4*1 Jn» de Mceclu ad toe . 

Córdoba. Mayo 30 de 1885 

Vistos estos autos ejecutivos, seguidos por el representante 
del). Emeterio García, contra los Señores Serú y Gigena, re- 
sultan constatados los siguientes antecedentes : Que ejecuto- 
riada la sentencia en que se declaró al señor Garcia dueño de 
la tropa de carros que perteneció á don Severiauo del Castillo, 
el representante de aquel solicitó se ur len ira al depositario don 
José Recuero, po;ier á su disposición la espresada tropa, á cuyo 
efecto se libraron los eihortos correspondientes al Juez letrado 
da. la Circunscripción del Rio 4 a , ante quien manifestó diclio 
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Recuero haber entregado la tropa á do» Zacarías Rufino, apo- 
derado de los Señores Serú y Gigtna, por orden del Jues Pe- 
dáneo de aquella localidad, la cual exposición fué luego ratifi- 
cad* en forma ante el Tribunal de Sección de la Provincia de 
Santa Fé. El señor Otero, apoderado de Garda, invocando el 
hecho de haberse desembargado la tropa y entregádose a los Se- 
ñores Serú y Gigena, interpuso contra éstos, demanda ejecu- 
tiva para las devoluciones de la misma, y el señor Juez Dr. Zu- 
viría proveyó mandándola entregar dentro de tercero dia y bajo 
los apercibimientos de derecho. 

Este proveído se notificó por cédula á don Eutadio Gigenay 
contal motivo, se presentó un procurador de la sociedad Serú y 
Gigena esponieudo que era imposible á sus representados cum- 
plir lo ordenado por el señor Juez, por no bailarse la tropa en 
poder de ellos ; pues habíase rcembafgadoá solicitud del mismo 
ejecutante, petición que se mandó agregar ásus antecedentes. 
En este estado y habiéndose devuelto ios autos al Juzgado de 
Córdoba, el señor Otero pidió se librase mandamiento de eje- 
cución por haber transcurrido el termino dentro del cual se or- 
denó entregar la tropa y no haberse cumplido con dicha en- 
trega, agregando que en defecto de esta se procediese al embargo 
de bienes en cantidad bastante para cubrir el valor de costo de 
la tropa, que afirmaba ser de 8545 pesos bolivianos, A esta so- 
licitud proveyó el Juezad hoc t D. Avelina Ferreyra, ordenando 
librar el mandamiento de ejecución en el modo y forma que se 
pedía; auto que se llevó á efecto siu observación formal por parte 
del demandado, librándose exhorto al Juzgado do San Juan 
donde tienen su domicilio loa Señores Serú y Gigena. El Jnea 
de Sección de San Juan mandó trabar el embargo á mérito de 
reiterados exhorto* que devolvió observado* por defectos de 
forma, dando solo cumplimiento al último de ést is. Mientras 
■e evacuaban estas diligencias y antes de hi-erse el embargo, 
el ejecutado dedujo opojicio.i, li que fué contradicha por es- 
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temporánea, insistiendo el demandante en que se llevase ade- 
lante el embargo y se reservaren las escepciunes para su tiempo, 
y repicando licsto el demandado, solicitóse prosiguiese la dis- 
cusión de aquella si» perjuicio de procederse al embargo. El 
Juez ad liac fiue entiende en esta causa, ordenó reservar la dis- 
cusión de las excepciones para la correspondiente oportunidad. 
Puesto en estado el juicio con la noticia de haberse practicado 
el embargo en Kan Juan, se dio traslado al demandante de ti es- 
ce^ 1 ion deducida, siendo esta !a de inhabilidad del título, 
fundado en no poder el ejecutado entregar una cosa que no se 
bailaba en su poder por haber sido «embargada ú solicitud del 
mismo ejecutante. A mérito de la precedente relación, en laque 
se ban omitido como insustanciales varios incidentes referentes 
á los exhortes librados para el embarco y á la opurtunidad con 
que se dedujo la referida escepeion, y considerando: 

Que prescindiendo de la propiedad con que ésta es calificada 
como de inhabilidad del título, ella solo parece fundada en la 
afirmación de haberse reembargado la tropa por órden del Juez 
competente y á solicitud del mismo ejecutante. 

Que al deducir la oposición, el ejecutado presentó en compro- 
bación de aquel hecho, copias de los telegramas espedidos por el 
Juez de esta Sección, Dr. Laspiur, ordenando clreembaTgo; 
de la nota dirijidaal Jefe Político por ti Juez Pedáneo del Hio 
4" y la declaración de éste en que espresa tener conocimiento 
privado de haberse ejecutado aquellas órdenes telegráficas, sin 
que se le diese de ello conocimiento! foja nove nta y ocho; ante- 
cedentes que no bastan á justificar el hecho del reembargo. 

Que admitida la escepcion con presciudencia de la propiedad 
6 impropiedad de su calificación, se resolvió ser á cargo del eje- 
cutado la prueba de haberse formalizado el reembargo de la 
tropa, respecto del cual no se ha producido prueba alguna den- 
tro del término legal. 

Que por el contrario, el desembargo de la tropa se halla re- 
i. ivm 29 
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conocido por el ementado y resolta legalmente comprobado 
por los documentos corriente en autos desde foja setenta y 
una á setenta v cinco. 

Que en la oposición deducida ningún mérito se hace con rela- 
ción á la lejítiraidad de los antecedentes en que se funda esta 
ejecución 4 fin de impugnar lo que propiamente puede llamarse 
el título de la misma, y que, por el contrario, se guarda com- 
pleto silencio al respecto, después de haber sido consentidas 
todas las providencias que han traído el juicio al presente es- 
tado y que el Juez extralimitaría sus atribuciones tomando 
ahora en consideración, de oficio, la eficacia legal de Ules an- 
tecedentes, qne constituyen propiamente el título en este caso. 
Por estas consideraciones y de conformidad á lo dispuesto en 
el artículo 277 de la L. N. de K. llévele adelante esta ejecución, 
haciéndose trance y remate de los bienes embargados, á cuyo 
efecto se librarán las proiidencías correspondientes, con costas. 
Hágase saber en el orijinal y repónganse los sellos. 

Agustín Patiño. 

r«lU Je I» ft»»m» C-rt- 
Buenos Aires, Enero 27 de 1885. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas, el 
auto apelado de foja ciento sesenta; y previa reposición de se- 
llos, devuélvanse. 

J. H.GOROSTIAGA. — J. DOMIHGUU. — 
U LADISLAO FRIAS. — ft. H. LASMUR. 
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thn Luis Vasalla, contra ti. Pedro i. del Carril, por reconoci- 
miento de unu firma; sobre incompetencia 



Sumario. — Corresponden al fuero federal las caujusentre un 
estrangero cesionario du otro eatrau-ero y un argentino. 



Caso.— Don Luis Caaalla, estrangero, presentó el 
documento entre ü. Pedro A. del Carril, argentino, y pidió se 
le mandara reconocer la firma. 

« Paraná Febrero 33 de 1885 - Por 14,838 pf . Pagaré á D. 
Tomas Marcenara, ó á su órdeu. la cantidad de catorce mil 
ochocientos treinta y ocho pesos fuertes por saldo de cuenta, 
tan luego haya mejorado de fortuna. - Pedro Á . del Carril.» 

a Páguese por mí á la órdeu de D. Luis Gasalla. — Tomás 
Marcenara. » 

Citado Carril á reconocer la iirma, opuso la eacepeton de in- 
competencia por ser Casalla cesionario de Marceaaro. 



Buenos Aires. Febrero 9 de 18Bt 



T vistos; considerando : 
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1° Que el documento de foja I 1 ha podido ser endosado desde 
qoe está concebido á la óTden, jio obstante la obligación condi- 
cional de esperar su tenedor á que el deudor haya mejorado de 
fortuna. 

2 rt Que en este caso, aun cuando en la verdadera acepción 
comercial no sea un papel de comercio, ¡a obligación condicio- 
nal no quita al endoso su verdadera esencia, esto es, que la pro- 
piedad del documento sea perfecta, por ese medio de trasmi- 
tirse, aunque sujeta ála obligación condicional. 

3" Que por esta razón, si bien el endoso es una verdadera ce- 
sión, el carácter con que se presenta el demandante, no debe 
reputarse como cesionario, finó como propietario del docu- 
mento de foja í m , en cuyo carácter puede hacer quitas etc., á 
título propio. 

4 Que el demandante ocurre A este Juzgado por razón 
de las personas, i" porque cb estrangero, y 2* porque es 
vecino de la capital y el demandado, de la Provincia y argen- 
tino. 

5* Que para los efectos del fuero federal, la Capital debe 
considerarse y se considera como un distrito aparte, tanto 
mas, cuanto que tiene un cuerpo de Tribunales que la separa 
del resto de la República, y por consiguiente, un vecino de la 
Capital, de esta, tiene eJ derecho de ocurrir ante la justicia fe- 
deral de la Provincia donde reside el que demanda. 

6 o Que resumiendo lo espuesto, si Casalla tiene la propie- 
dad del documento de foja 1*, trasmitida por el endoso, no puede 
considerarse cesionario en el sentido que se espresa en el artículo 
8" de la ley sobre jurisdicción y competencia, invocado por el 
reo y sobreabundando <'stc principio el hecho de ser vecino de 
la Capital y del Carril de la Provincia, se deduce que aquel ha 
usado un derecho lejítimo. 

Por estas consideraciones: resuelvo no hacer lugar, con cos- 
tas, á la incompetencia deducida por el demandado, y se conce- 
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de en relación el recurso de apelación y nulidad que en subsidio 
se interpone. 

Hágase saber original 3 reponíanse loa sellos. 

Isidoro Utiarmein. 

VISTA l»EL SESOK FKOCLftADOtt CESEUAL 

BtteBSI Aires. Mayo 13 d« 1884. 

Suprema Corte: 

Estableeiila la diversa nacionalidad de las partes, y no ha- 
biéndose probado que ei ¡icree:lir rtriiún:ir¡o *e:i t.unbieii es- 
trangero, aunque de ello se hecho mérito en el curso del 
debate» la cuestión queda reducida á averiguar ai el endoso del 
documento du foja \ importa una simple, cesión o mandato ó 
si ha trasmitido al cesionario el derecho que ejercita. 

Que este documento 110 es un papel de comento trasmisible 
por endosos, es á mi juicio evidente. No solo le falta la deter- 
minación de un plazo lijo, sinó que la misma obligación depen- 
de de una condición incierta y eventual. 

Falta, por otra parte, en el endoso la fecha que el f údigu 
exige para que sea cúmplela ¡ artículo 803. 

Pido en consecuencia, la revocación de la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 

D, Luis Casal la presentó á foja 70 un a papeleta consular, acre- 
ditando ser estraugero el ceden te D. Tomás Marcenaro. 

U Suprema orte la pasó en vista al Señor Procurador Ge- 
neral. 



FALLOS DE LA SUPREMA COMI 



VISTA DEL SESon NtOCIRADOR GENERAL 

Buenos Aim, Agotto 9 de 1884. 

Suprema Corte: 

En cualquier estado de la causa puede y debe ser tomada la 
cuestión de competencia, sin necesidad de la requisitoria de 
parte interesada. Basta que de ello se aperciba el Juez ó Tri- 
bunal, Tal es la jurisprudencia establecida por esta Corte. No 
es por ello aplicable al presente caso el artículo 228, de que se 
hace mérito en el escrito que antecede. 

Llega á conocimiento de V. K., por la presentación do la pa- 
peleta de foja 79, que el cedente del documento, base de la 
demanda, es también estrangero. Ksta circunstancia bace inne- 
cesaria la solución de la duda suscitada relativamente á la va- 
lidez de la cesión, y decide a ser cierta la cuestión de compe- 
tencia. Xo puede, pues, V, E. dejar de tomarla en cuenta. 

La papeleta que espiden los Cónsules es uno de los medios 
admitidos para probar la nacionalidad. La sujestion indefinida 
que se avanza por parte del demandado, acerca de la natura- 
íizacion, no destruye la fuerza de la que ha exhibido el señor 
g arcén aro. 

Pienso que. por «ste fundamento, debe V. E. confirmar la 
competencia del Rr. Juez de Sección. 

Eduardo Cotta. 

r*H* «e ta li iw» Cmrf 

Buenos Aires, Enero 29 de 1885. 

Vistos : Atento que tanto el medente, como el cesionario de- 
mandante, son estrangeros, y el demandado, ciudadano argen- 
tino. 
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Que el primero es además vecino de esta Capital, y el segun- 
do de la Provincia de Bueno* Aítes. 

Considerando que en uno y otro caso la Justicia Nacional es 
competente para conocer del asunto, conforme á l) dispuesto 
por el articulo segundo, inciso segundo de la ley de jurisdic- 
ción y competencia da los Tribunal et Nacionales, y por la ley 
dedieay ocho de Setiembre de mil ochocientos ochenta y 
cuatro. 

Por estos fundamentos, los concordantes del auto apelado, y 
de acuerdo con lo espuesto y pedido por el señor Procurador 
General en su precedente vista, se confirma el auto apelado de 
foja sesenta y ocho, y repuestos los sellos devuélvase. 

J. B. GOROSTIAGA. — L LADISLAO NIIAS. — 
S- H. LABML'K- 



14VIA X 



Don Rafael Barreda, contra ta Municipalidad de la Capital, 
por cobros de pesos; sobre Ustis - 



Sumario. — El hecho de ocurrir á la Municipalidad un 
de ella gestionando el cobro de su cuanta, no impor- 
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ta someter :í su jurisdicción administrativa la justicia y pago 
de su crédito. 

Cajo — Don Rafael Barreda, español, demandó a la Munici- 
palidad de la Capital el pago de honorarios devengados en la con- 
fección de un reglamento de teatros en lo concerniente á Poli- 
cía, seguridad £• Higiene, que le habia sido encomendado. 

La Municipalidad opuso la excepción de iitis pendencia* 
alegando que Barreda liabia hecho el mismo reclamo ante ella, 
pidiendo el pago de cuatro mil pesos nacionales, y que esto 
se hallaba pendiente del despacho de la Comisión de Seguridad. 

Agregó que si existiera el encamo, habría silo dado por la 
Miuicipalidad como autoridad administrativa, y sobre él no 
podian ser competentes loa Tribunales Ordinarios. 

Huertos Aires, Agosto lide [884 

Y vistos estos autos, en lo relativo á la e. ceprion de litis 
pendencia opuesta por la Municipalidad, y considerando: 
que para que exista la litis pendencia es necesario que el mis- 
mo caso se halle pendiente de "tro Juzgado ó Tribunal com- 
petente ^articulo 73, inciso 3 1 * de la ley de Procedimientos), 

Que fundada la escepcion por la Municipalidad en el hecho 
■le que ante ella so tramita el mismo reclamo del sefor Barre- 
da, resulta que no se baila pendiente de ningún Tribunal com- 
petente, pues la Municipalidad no loes, sieudo sus fuuciones 
meramente administrativas, según su ley orgánica. 

Forestas razones, fallo, nn haciendo lugar, con costas, á la 
excepción deducida, debiendo en su consecuencia contestar la 
Municipalidad derechamente la demanda. - Repóngase el sello. 



Andrés t' (/arriza. 
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VISTA DEL SESOR PROCl BABOR CEKEBaL 

Buenos Aires, Hilero 23 d*> 1885 

Suprimo Corte: 

El señor Barreda demanda á la Municipalidad por pago de 
servicios que dice haber prestado, en la confección de un re- 
glamento para teatros, que dice tamban lo futí encomendado 
por Ta Honorable Corporación. 

La cuestión es puramente civil y atenta la diversa naciona- 
lidad, su conocimiento correspondí' A la Justicia de la Nación. 

El hecho de ocurrir á la Municipalidad, no importa recono- 
cer su jurisdicción, ni abrir tina instancia: es lo que todo acree- 
dor hace antes de ocurrirá la justicia, cuando el deudor desco- 
noce 6 resiste el papo. 

Encomendar nn reglamento para teatros es, sin duda, un acto 
administrativo ; per» no lo es rehusar la compensación de este 
servicio. 

De aquel acto fluyen obligaciones y derecho!, que son ma- 
teria de la legislación Civil, 

Sírvase V. K. confirmarla sentencia recurrida. 

K. Costa. 

rail* «e I* Suprema Cm**m 

Bueno» Aire*, Febrero 5 de 1885. 

Vistos : versando la cuestiou promovida en esta cansa sobre 
el cumplimiento de un contrato que se dice celebrado por la 
Municipalidad, en su carácter de persona jurídica, y de confor- 
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midadcon lo pedido por el señor Procurador General en su 
precedente vista, se confirma el auto apelado de foja catorce 
vuelta, y préria reposición de sellos, devuélvase. 

J B. GOROSTIAGA. — J. DOMftGUEl. — 
ULADISLAO FRIAS. — S. M. LASPICR. 
— f* «AUGUREN 



CAVIA XI 



El Procurador Fiscal, contra Ledesma Hermanos; sobrr 
costas enjuicio de expropiación. 



Sumario. — Declarado sin objeto el recurso de sentencia 
sobre espropiacion, la Corte no puede declarar á cargo de quien 
deban ser las costas del juicio. 



Caso. — El Procurador Fiscal siguió un juicio de espropia- 
cion contra Ledeama Hermanos, del Rosario, para entregar el 
terreno correspondiente, á Rodríguez y C\ empresario de la 
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construcción de un ramal desde la estación del Ferro-Carril 
Central Argentino hasta el Puerto de ta Ciudad del Rosario, 
que habían contratado con el Gobierno. 

El Juez de Sección dictó sentencia, que fue" apelada por 
LedeBma hermanos. 

Estando la causa para resolverse, se dió cuenta ¡i la Supre- 
ma Cortu di; haber ¡¿ido rescindido el contrato del Gobierno 
Nacional con Rodríguez, y no tener ya objeto la expropiación. 

La Suprema Corle, por auto decide Fuero de 1885, declaró 
sin objeto el recurso pendiente y mandó devolver lo> untos. 

Ledesma hermanos pidieron se declarase que las costas dol 
juicio eran de cargo del Fisco. 

VISTA DFX SESOH PROCLRADOH GIRttU 

Buenos Aires. Enero 10 de 1885. 

Suprema Corto : 

Beta espropiiicion se hacia á nombre y por cumia de los 
Empresarios señorea ffadriyuez; los miamos señores Ledepma lo 
reconocen. YA contrato de dichas señores Rodríguez ha sido 
rescindido ; y, si los señorea Ledesma hubieran de ser indem- 
nizados de loa gastos en que han incurrido, según pretenden, 
quedaría á resolver sobre quien pesará ta responsabilidad, si 
sobre el Gobierno, ó sobre los que dieron logar á la rescisión. 

Pero, es esta una miera y doble cuestión que V. E. no es 
llamado i resolver en este momento, y qm> no puede ser resuel- 
ta, por otra parte, sin la intervención de aquellos á n"iene* 
directa é inmediatamente interesa. 

La sentencia de V. E. que declara sin objeto la espropia- 
cion, ni reconoce, ni niega á los señon-s Ledesma los derechos 
á la indemnización que ahora pretenden, ni los que piden les 
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reserve V. E, para lo sucesivo. Nada mus puede hacer V. E.. 
dejando A cada «no completa libertad de acción. 

Sirrase V. ÉL no hacer lugar á la declaración que se solicita. 

Eduardo Costa, 

Falla 4e 1» ft«»r«M« Vmw*m 

Bueno» Airea- Febrero 7 de 1886. 

No importando el auto de foja ochenta vuelta, una resolu- 
ción de la Corte sobre el punto apelado, no ha lugar á la de- 
claración que se solicita, dejándose á salvo los derechos de esta 
parte, para que los haga valer donde corresponda. Kntréguese 
bajo constancia el plano que se pide, y devuélvaselos autos, co- 
mo está niandadu, previa reposición de sellos. 

J. B. GOhOSTIAGA, — J. DOMINGUEZ. — 
( LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPIlR. 
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Don Pedro y asuana, contra ta Sucursal del Haneo Saciotiat en 
pI Paraná: par cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario. — El pugo hecho á quien invoca la representación 
no justitícada de lo* acreedores, solo es válido y eticaz cuando 
los acreedores lo ratifican 6 aprovechan de él. 



Cajo. — Lo esplican el siguiente 

mil» *ml Jh« íentai 

Paraná ArüiIo 1* de 1881. 

X vistos: la excepción de pago opuesta por el Banco Nacio- 
nal de esta ciudad contu la ejecución seguida por Don Pedro 
Vassana en virtud del segundo ejemplar protestado de la letra 
de foja... 

Y considerando: que la paga hecha de buena fe* al que esta- 
ba en posesión del crúdito, es válida, aunque huhtese error eu 
la persona, siempre que fuese de obligación vencida (artículo 
296, inciso segundo del Código de Comercio). 
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Que el Banco ha probado su eseepeion coa la primera vía de 
la letra endusada por el misruo ejecutante y chancelada, cor* 
riente á foja.,. 

Que el pago así justificado es legítimo y causa la liberación 
del Bañen, porque presumiéndose que él se ha veriücado de 
buena fé pul uparecer del misma documento haberse hecho á 
su vencimiento sin que hubiese mediado embargo de su valor 
(artículo 867 del Código de Comercio), era a cargo del ejecutante 
probar lo contrario y tal prueba no se lia rendido, pues ni 
siquiera ha insinuado, al contestar el escrito de eseepeie-n, que 
cumplió aquellos deberes que la ley le imponía romo propietario 
de una letra extraviada ó robada (artículos 880 y 868}; y este 
silencio de parte de Paasana y del endosatario Ferraría y Fao- 
letti para con el Bmico, lia debido hacer presumir á este que 
el poseedor de la primera vía era el verdadero propietario. 

Que la prueba rendida por el ejecutante, A mas de ser imper- 
fecta por su forma, es completamente inconducente, pues aun 
suponiendo el hecho de que la letra se hubiese pagado á una 
persona que falsamente se atribuyó el uso de la lirma «Ferraría 
| Paoletti» el pago es válido, como queda demoslrado. 

Por estas consideraciones : de conformidad á las disposicio- 
nes citadas, declaro que no ha lugar á la ejecución iniciada 
por Fassana contra el llano o Nacional de esta Ciudad, podiendo 
aquel ejercitar el derecho que creyese, tener on juicio ordinario. 
Coa costas al ejecutante. Levántese el embargo trabado y re- 
pónganse los sellos. 

tf. tie £ Pinto. 

Dueños Aire». Febrero 1S de 1685, 

Y vistos, resulta: que la Sucursal del Banco Nacional en el 
Paraná, jiro" una letra contra la casa central de Buenos Aires 
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por la cantidad de cuatrocientos pesos nacionales, á favor de 
Don Pedro Fassana, que las endosó á los Sres. Ferraría y Pao- 
letti, comerciantes de esta ciudad ; que no habiendo llegado 
dicha letra á poder de las endosatarios» se exigió un segundo 
ejemplar el cual fue presentado al Banco y protestado por fal- 
ta de aceptación y de pago ; que con esta letra de segun-ia ría, 
así protestada, se inició por Fassana juicio ej< cutirá contra 
dicha Sucursal, la cual opuso la excepción de pagn, presen- 
tando, como único comprobante, la letra de primera vfa de foja 
veinte y siete, cuyo valor aparece recibido por B. Ferrara, 

hijo, J 

Considerando: Primero: Que la persona que se presentó al 
Banco Nacional con la letra de primera vía exigiendo su pago, 
no se presentó como propietario de ella, sinó á nombre de los 
endosatarios Ferraría y Faoletti; 

Segunda: Que este hecho resulta evidentemente demostrado 
por la misma firma con que se pretende acreditar el pago; 
pues en ella, debajo de la razón social «Ferraría y Paoletti», 
está el nombre de K. Ferrara, hijo, que la suscribe ú nombre 
de los socios, como si tuviera de estos suficiente autorización al 
efecto; 

Tercero: Que esta circunstancia, tan remarcable, no ha podi- 
do pasar desapercibida del Banco Nacional, y ella demuestra 
que este pagó la mencionada letra con pleno conocimiento de 
que lo hacia, nú al verdadero acreedor, sinó al que se presen- 
taba en su nombre; 

Cuarto: Que un pago hecho en estas condiciones i quien no 
exhibió, ni tenia poder para recibirlo, solo es válido y eficaz, 
según el artículo novecientos veinte y tres del Código de Co- 
mercio, cuando el acreedor lo ratifica ó se aprovecha de él, y, 
en el preieute caso, ninguno de estos extremos resulta compro- 
bado. 

Por estos fundamentos y de conformidad á lo dispuesto por 
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el artículo citado, se revoca la sentencia apelada de foja cin- 
cuenta, y se declara, en su consecuencia, que debe llevarse ade- 
lante la ejecución, con costas, quedando á salto los derechos 
del ejecutado para que los haga valer en el juicio correspon- 
diente, | devuélvanse los autos al Juzgado de su procedencia, 
previa reposición de sellas. Notifíquese con el original. 

i. DOMINGUEZ. — l LADISLAO FRIAS. — 

s. M. LAsniR, — Federico Irar- 

c;íres. 



CAUHA XIII 



Matley líellmi, contra » . Samson y Comptitua; 
sobre reclamo de mercaderías. 



Sumario* — Loa consignatarios de la carga no tienen dere- 
cho para demandar á los consignatarios del buque, por la 
entrega de bultoá que han tenido entrada a depósito en la 
aduana. 
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Caso. — J.o esplica el 

Fallo *>l Jun de *er*i*n 

B uMhis Aíri'i, Julio 30 de 188*. 

Y vistos estos autos ¿eguidos por los señores Challe y Jk- 
llon, representados por Pon Fernando Uourdieu, contralor 
señores \Y. Samson y Compañía, romo agentes, en esta ciudad, 
de la Compañía Alian Rojal MüLI Stcuraers, sobre entrega fie 
un tajón de mercaderías. 

iíc*ulU : i " (¿uela ueciou deducida se funda en los siguientes 
hechos: 1* que los demandantes ili*1>ieron recibir por el vapor 
«('anadia II*. perteneciente ú la mencionada compañía, trece ca- 
jones de mercadería ve indos del Havre, según el conocimiento 
corriente á foja l"; 2' que llegado el vapor á esta ciudad, hicie- 
ron las diligencias necesarias para el despacho de dichas mer- 
caderías, no encontrándose en la Aduana sinó doce cajones, fal- 
tando el señalado con la marca (G. íi.H. A. V 787á); 3" que 
pidieron cuenta de este á los agentes del vapor, señores Sam- 
son y compañía, quienes les contestaron que se entendieran 
con los señores Vicente ('asares é hijos, lancheros de la Com- 
pañía, en cuyo poder debía existir el cajón, seguu recibo otor- 
gado j r ellos; 4" que estos señores, después de algunos días 
que solicitaron para hacer averiguaciones, comunicaron á los 
demandantes que no se consideraban responsables, porque ese 
cajón fué dt ¿embarcado por el muelle, y que la Aduana no dá 
Teeibo por las mercaderías que por allí se desembarcan, 

2* Que los demandados, en su contestación de foja treinta y 
una, sostienen: que las mercaderías reclamadas fuerou entrega- 
das por el buque á los lancheros encargados de la descarga, 
quienes á su vez descargaron los trece cajones en el muelle, 
sí n faltar uno solo, según ha resultado de las averiguaciones 
t. nía. 30 
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hechas con motivo del reclamo; que uparte de esta circuns- 
tancia su Irresponsabilidad está resuelta p»r <d Código de Co- 
mercio, v también -orla Suprema Curte Nacional, porque los 
cot)8igii#«ríóé de las mercaderías no se han presentado rea » » ■ 
riendo el reconocimiento judicial en los términos legales; que 
este nquisito es c-rncial para conservar el dererho ú reclamar 
el valor de tos daños sufridos por pérdidas ú deterioros y 
tiene logar, no soto en loa easói de drtrímentn y avería, sino 
también en los de pérdida. 

Y considerando; |* Qne4elos término- del artículo 91 de 
la Ley Nacional de Kujuiciamiento, sí deduce que es faculta- 
tivo en el Juez no recibir la causa á prueba cuando ásu juicio 
ella no sea necesaria para fallar la cutsa deltnitivamente. 

2" Que en el presente caso, la prueba solo puede tener por 
objeto, desde que los demandados no solo no desconocen sinó. 
que reconocen esnlícitaiuente haber teñido eri el vapor tCana- 
dian*. de que son agentes, los trece cajones que espresa el co- 
nocimiento de foja l\ establecer que ban sido puestos en el 
muelle sin faltar uno solo. 

3 o Que á este objeto es innecesario desde que ellos se acojen 
especialmente á las defensas que el derecho les suministra, por 
la falta de cumplimiento por parte de los consignatarios de la 
carga á los preceptos de los artículos i 73 y 12 US del Código 
de Comercio, con lo cual llegan ai miümo resultado, estJ es t 
eximirse de toda responsabilidad por la pérdida del cajón re- 
clamado. 

Considerando, en cuanto ú este punto* Que con arreglo á 
lo dispuesto en los artículos c itados, y seguu la interpretación 
que les ba dado la Suprema Corte de Justicia Nacional en las 
cansas \U. tomo 3 y 22, tomo 12, 2" Série, el dueño o consig- 
natario de mercaderías carece de todo derecho para reclamar 
contra el conductor indemnizaciones por detrimento, avería ó 
ptrdidu de bultos, cnando no hubiere solicitado su reconocí- 
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miento judicial dentro .le las veinticuatro, ó cuarenta y ocho 
horas que señalan dichos artículos según los wm* 

50 Quede la misma eaposícion hecha por Los actores en el 
escrito de Ha nnc, r sulla que ninguna diligencia se ha 
producido en este sentido y que ha transcurrido mas de tm m s 
desde que los efectos fueron desembarcados y depositados en 
la aduana ha-ta la fecha en que se ha promovido la demanda. 

G" Que ninguna eseu>a pueden alegar los demandantes por 
no haber formulad ) su reclamación por la pérdida del cajo, en 
cuestión en los plazo* citados, porque según el artículo $1 de 
las Ordenanza de Aduana, estaban obligados ¿concurrir al 
punto de la descarga, por >í. ú p >r apoderado, pre- isamenle 
para constatar cualquiera di- la< ckmustaiu'ias enuti- iadas.baio 
pena de perder todo derecho á reclamación (art. 05 de las Or- 
denanzas) y allí han debido averiguar si el buqu- entregaba 
ó no toda la carga que espuma id conocimiento. 

7" Que es tanto mas aplicable el precepto citado de las 
Ordenanzas, y el del articulo ISMídel Código de Coroermvuuu- 
to que el capitán. ó los agento* d- 1 boque, no tiene» medios al- 
gunos de garantirse contra los destrozos ó pérdida que puedan 
ocurrir en lo* mismos almacenes fiscales, por lo que sería ver- 
daderamente injusto y contrario á los fines de la k-y ya la 
protección que esta presta ai comercio marítimo, asignarles 
responsabilidades después do lan largo tiempo, y cuando ya no 
es posible determinar dónde tuvo lugar h pérdida ó deterioro 
que se reelama por causa que solo es imputable al consignata- 
rio de la carga. 

Por estos funduinentns y coucurd.iutes del escrito de foja 
treintay mio.fallo absolviendo á Aseñores W. Sainan y Com- 
pañía, de la demando interpuesta á foja once, imponiendo á su 
respecto silencio á la parte autora, la que deberá pagar las cos- 
ías del juicio. Xolifiquese original. 

Krtjitio 'fatiu. 
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En 1» instancia inte la Suprema Corte, los demandados hi- 
cieron presente que el cajón cstrariado había tenido entrada í 
deposito en la Aduano, donde se estravió, encontrándose des- 
pués en un pozo, sin mercaderías. 

La Suprima Corte pidió informe al administrador de adua- 
na, quien remitió el siguiente 

l!trOft»E DE I A ALCAIDIA 

Bueno» Airei, Enero ?7 de 1884. 

El año de 1882, en el mes de Febrero, descargando por el 
muelle de esta aduana la lincha «Huáscar ■ de los Sres. Vicen- 
te Casares é hijo (vapor «Canadian»), se extravió un cajoncito 
marca (C. B. H. A. X o Wt%). No constando su entrad t ¿de- 
pósito, sin embargo que lo* dichos señores sostenían haber 
entrado al patio de la aduana, se hicieron las man activas dili- 
gencias, pero sin resultado, hasta Octubre del año próiimo 
pasado en que, por una conversación entre los peones se vino a 
encontrar el cajón í-in contenido) en un pozo que existía en el 
depósito «bÓTeda del patio* y del cual no tenía conocimiento 
alguno esta Alcaidía, El cajón, con los antecedentes del asun- 
to, se pasaron por 1 * administración at Sr. Juez Dr. Don A. 
Ugarriza t en cuyo Juzgado debe existir, habiéndose mandado 
archivar el espediente por dicho Sr. Juez. 

A. Yal'ivz llmn*. 

4» I» ******** Véri* 

Baenus Aires, Febrero 1 1 de 1885 



Victos; resultando del precedente informe que el cajón de 
mercaderías estrariado, materia de la presente cuestión, tuvo 
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entrada a depósito en la aduana, se confirma, roa costas, la 
sentencia apebda de foja troint;i y siete, Mtáafeefcai las cuales 
j repuestos los sellos, devuélvase los autos. 

J. B. r.OROSTIAGA — J. DOMWGl'EI. - 
r LADISLAO FRIAS. — $. LASHCIl. 



CAUSA IIT 



la Empresa ifet Ferro-Varrii Central Artjentinn, contra la del 
Ferro-rarrtt Ueste SanMfesitto; tobre contienda <fr 
teñan. 



Sumario — Ei cunoi-imientode I a demanda cuto objeto es 
hacer efectivo el cumplimiento de obligaciones impue4:m por 
una ley especial del (Congreso, corresponde á los Tribunales Fe- 
derales raí tone materúr. 



faj,,,, _ La empresa <M Ferro-Carril Oeste Santafesino, de- 
mandó ante el Juei de Provincia á la del I erro-Carril ten- 
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tral Argentino,para ; iie la declarara obligada á soportar U gra- 
vámenes que á la* empresa* de Forr -Carriles iiniione la ley 
del Congreso, de 18 de Setiembre de 1 872, en favor de los de- 
más Ferro-Carriles Nacionales que se construyesen coa poste- 
rioridad, y buscasen empalmes ó cruzamiento con las líneas de 
los primera. 

La empresa demandad», sin presentarse al Juez de Provin- 
cia, entabló con tienda de competencia ante el Juez Federal del 
Rosario, fundándose en que su existencia procedía de una ley 
del Congreso de JHÍÜ. y de un contrato celebrado con el Go- 
bierno General, aprobado también \wr vi Congreso; p<>r loque las 
demandas contra ella» debían ser deducidas ante la justicia Fe- 
deral. 

rallo del Jim de Sftrlm 

Rosario Julio ti de 1884 

Atendiendo: {" Que es un punto de juri aprudencia e-tableci- 
dn v fuera de toda dimensión, que las sociedades anónimas, como 
el Ferro-Carril Central Argentino y el Ferro-Carril Ueste San- 
tafesino, son consideradas como hijos del País, eu sus rela- 
cione" de derecho entre si ó con otras personas jurídicas. 

2 o Que según la ley de procedimientos, todo asunto judicial 
entre hijos del país, corresponde al Juez de Provincia. 

3* Que núes una razón pata que se altere esta jurispruden- 
cia y el sentido de esta ley, que el Ferro-Carril Central Argen- 
tino uodeba su nacimiento á contratos celebrado- con el Gobier- 
no Nacional j aprobados por el Congreso, pues osos actoa sirven 
para establecerlas relaciones jurídic a entre bis contratantes, 
debieudo sin duda eaer los casos que entre ellos surgieren en 
la jurisdicción nacional, por comprenderse intereses de la Na- 
ción ; no siendo eu este concepto aplicable el inciso 1" del artí- 
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culo 2 a de la ley do 14 de Setiembre de 1803, desde que el caso 
no es regido por la te| «-'ongresn, reconociendo la misma 
parte que la cuestión no está sttfcordinada á la lev Nacional de 
1873. faltando en tal com-ept.. luda razón p ira que miga en el 
fuero federal. 

I a Que otn jurisprudencia di be regir en casos judiciales del 
Ferro-Carril fcntul Argentina con otra persona jurídica como 
en el presente, en que n« so iut.-resa directamente el tesoro de 
la nación, y debe r.solvetse y solucionarse en virtud de las te- 
jes del derecho nwun. y según \m relajones Jurídica* que por 
actos 6 contratos especiales se huyan constituido entro i llas, 
como sucede en tú* nra*imi. debi.Mido entenderse para la lija- 
ciou de la jurisdicción I la calidad de las personas y no i la 
materia, que no es de fsn ro nacional. 

Por estas raxones t $e declara incoiupel-nte este Tribunal para 
conocer en la presentí causa. Itepóngase. 

luviria. 



VISTA DEL MSOB |»nOClRADOH GESEHAL 

Buenos Aire*, tuero 31 tfc 1885- 

Supremti Corte : 

A los fundamentos de la sentencia del lamentado .luez de 
Santa re> podría agredir dus consideraciones mas. 

Es la primera, que el ÍViitral Argentino lia renunciado & la 
garantía, según docum-ulos que Uan visto la lux pública, colo- 
cándose, así, á la par de las empresas independientes del 
Gobierno. Y la segunda, que V. K. lia resuelto, en los casos 
deeviccion, que el interés indirecto que pu nía tener un (¡o- 
bierno, no basta á atraer la causa á la jurisdicción federal. 

El hecho de ser accionista el Gobierno de la Nación, no basta 
por sí so!o para sacar U causa de la jurisdicción A que corres- 
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ponda, en el supuesto de ser U Nación parte en 1* demanda, en 
cuyo cato debiera intef reñir, por otra parte, el consentimiento 
del Congreso. 

«mismo, doctrina inconcusa que los Tribunales de Pro- 
tón también intérpretes de la Constitución y de las 
del Congreso. La circunstancia de apoyarse la acción 
ley de 187* que reglamenta los ferro-carriles nacionales, 
no es, pues, bastante para surtir Tuero federal por razón déla 
materia, cuando por razón de las personas, el conocimiento 
corresponde i las justicias locales. Estas deciilirán si aquella 
ley es ó no aplicable al caso, y si encuentran que lo es, harán 
su aplicación según su ciencia y conciencia. Todo sin perjui* 
ció de que la causa pueda venir á la decisión de V. E., último 
intérprete en los casos del artículo U de la ley de jurisdicción 
y competencia, al objeto de que decisiones encontradas no in- 
troduzcan la anarquía en la interpretación, que debe ser uni- 
forme para ser respetada. 
Pido la confirmación de la sentencia recurrida, 

Eduardo Coxta. 



r*at» «• 



Buenoi Aire». Febrero U de 1885. 

Vistos, y considerando: ¡'rimero: Que según lo expuesto 
en los escritos de fujas tres y ocho, ia demanda interpuesta 
ante el Juez de Provincia contra el Ferro-Carril Central Ar- 
gentino, tiene por objeto hacer efectivo el cumplimiento de las 
cargas y obligaciones impuestas por ta ley del Congreso, de 
diesy ocho de Setiembre de mil ochocientos setenta y dos a los 
ferro-carriles nacionales, y por consiguiente, la cuestión «rsa 
sobre uu punto regido especialmente por una ley del Congreso ¡ 
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Segundo : Que el artículo cien de la Constitución, y el dos, 
inciso primero de U ley de catorce de Setiembre de mil ocho- 
cantos setenta y tres, atribuyen á tos Tribunales Nacionales 
el conocimiento y decisiones de todas las causas que Tersan 
sobre puntos regidos por la Constitución, por las leyes del Con- 
greso ú por los Tratados celebrados con las Naciones estranje- 
raa, y como la jurisdicción en estos casos es conferida á di- 
chos Tribunales por razón de la materia, con prescindencia ab- 
soluta de las personas, no puede ser alterada, ni modiüceda en 
manera alguna, cualquiera que sea la nacionalidad ó vecindad 
de las partes interesadas en el juicio; 

Tercero; Que la jurisdicción de los Tribunales Naciona- 
les en las causas espresadas, es primitiva, según se dispone por 
el artículo doce de dicha ley. Los Jueces de Provincia no pue- 
den conocer de ellas, so pretesto de ser también intérpretes de 
la Constitución y de las leyes del Congreso. Interpretan y apli- 
can estas leyes, como leyes supremas de la Nación, en las can- 
sas cuyo conocimiento les corresponde originariamente» 6 en 
las qoe, liendo de competencia nacional, por razón de las per- 
sonas, han quedado sujetas 4 su jurisdicción, con arreglo á lo 
dispuesto por el inciso cuarto del artículo citado, no pudiendo, 
por consiguiente, deducirse de aquí que tengan jurisdicción 
concurrente con los Tribunales Nacionales; 

Cuarto: Que siendo esto así, las partes tienen espedito su de- 
recho para promover la cuestión de competencia, cuando los 
Juecea de Provincia pretendan conocer de las cansas que por la 
Constitución y por las leyes del Congreso corresponden priva- 
tivamente á la Justicia Nacional. 

Por estos fundamentóle revoca el auto apelado de foja seis, 
y se declara en su consecuencia que el conocimiento de la de- 
manda contra el Ferro-Carril Central Argentino, interpuesta 
ante el Jnei de Provincia, corresponde al Jnei Nacional de Sec- 
t. svm 31 
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cion de la Provincia de Santa Vé; y devuélvanse, previ* repo- 
sición de sellos. — Notifíquese con el ordinal. 

I. B. GOftOSTHGA. — j. DomuGctr. — 

U LADISLAO FRIAS. — S. M. LASPIUR. 
— FtMMCO IBAHACtllVn. 



f'Al'BA IV 



D. Jorge Pintos, contra ft. Demetrio Sosa; sobre desalojo 

Sumario, — Ejecutoriado un auto y pedido su cumplimiento, 
no puede este ser denegado. 



Caso. — D. Jorge Pintos tenia arrendado i D. Demetrio 
Sosa un campo en el Bar adero, con la cláusula de poder exigir 
el desalojo de Sosa si tuviese poderosas razones para no poder 
continuar en el contrato. 

En 2 de Noviembre de 4883, Pintos dijo que ei caso previsto 
babia llegado, pues a consecuencia de malos negocios se tai» 
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obligado á vender el campo y entregarlo litre de gravámen, y 
pidió se intímale á Sota el desalojo dentro d ú término de seii 
meses. 

Por auto corriente á foja 3 el Juei proveyó dt conformidad. 

Hosa fué notificado del auto, y al aer notificado manifestó 
que tenía pagado el arrendamiento basta fin de 1884. 

EuGde Mayo de 1884. Pintos, acompañando una boleta de 
depósito de 496 g m/n, que debían devolverse á Sosa, ¿orar- 
liendoi anticipados, pidió la hiciera efectivo el desalojo or- 
denado. 

El Juexde Sección (ad hoe) sustanció esta petición, y con 
la oposición de Sosa dictó el siguiente 

Mes» #et Jetea ém — m imm (ad iioc) 

Bueooi Aires, Julio ¿8 de 1881. 

Autos y fistos; Considerando; V Que D. Jorge Pintos de- 
dujo demandado desalojo de uncamp), contra su arrendatario 
D. Demetrio Sosa, y justificada á foja ocho, la competencia fe- 
deral, fué ordenado el desaloje, y notificado el demandado ante 
el Jues de Pas del Baradero, ante quien el referido Sosa es- 
pretó que le tenia abonado al Sr. Pintos los arrendamientos 
del campo que ocupa hasta fin del presente año, según recibo 
que eiiste en bu poder. 

t* Que solicitado por la parte de Pintos, i foja veinte y sie- 
te, el desalojo por medio de la fuerza pública, previa dene- 
gación por parte de Sosa y depósito del etoeso recibido por vía 
de arrendamiento por el Sr. Pintos, el Jugado dió traslado de 
eaa petición, lo que importaba desconocer que el juicio fuese 
sumario sino eminentemente ordinario. 

$° Que este procedimiento, como muy bien se afirma por la 
parte da Sosa, ha sido aceptado por la Suprema Corte en el 
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tomo 7°, pájina 319, causa LXVil, |* «¿ríe, fundándose en que 
loa arrendatarios no poseen sino que adquieren la tenencia 
con el uso de la cosa obligad», de acuerdo con las lejei £2, tí* 
tuloSO, y 5* titulo 30*. partida 3». 

4° Que consecuente con estos preceptos, el Juigado no pue- 
de sino sustanciarla por la vía ordinaria, mucho mas desde que 
el demandante, por otra parte, no ha deducido ta acción como 
sumaria, porque pan haber sido así, se hubiese valido de los 
nterd icios y aceptado el procedimiento establecido en aque- 
tas, en los artículos 320 y siguientes de la ley de 1863. 

5" Que al no haberlo hecho así, ha deducido, pues, una acción 
rdinaria y como tal no puede desconocerse al demandado el 
ho para oponer las excepciones que se desprenden del 
■o de foja treinta y dos y siguientes; y de acuerdo con el 
culu 77, de la ley de I I de Setiembre de 1803, se recibe 
aeba por diez dias las excepciones dilatorias opuestas por 
mandado, de defecto legal en el modo de proponer la de* 
manda y falta de personería en el actor. Repóngase la foja. 

i ere*. 

MI* «o la %mp**mm Céwf 

Buenos Aires, Febrero 19 de 1885. 

Vistos: estando ejecuturiado el auto de foja tres, y tratán- 
dose solamente de su cumplimiento, se revoca el auto de foja 
veintinueve vuelta, y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

I. fe. GOfcO&TlAGA. — i. DONDICIIU. 

— 1¡ lamslao ras as. — a. m. las- 
pide. — HDEIUCO lBAJUtOUH. 
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CAUSA XVI 



Andréy C\ contra Lezim y GabattOU; sobre reivindicación de 

una embarcación. 



Sumario. — i n El dominio de las embarcaciones menore.* de 
seis toneladas, se adquiere con la sola posesión, sin necesidad 
de escritora. 

No probándose la pirdida ó el hurto d • ellas, el anti- 
guo propietario no puede reinml icarias contra el poseedor en 
carácter de dueño. 



Caso. — Lo eiplica el 

Nto «el Swm ** IwtUa 

Bunios Air», Noviembre 10 de 1882. 

T Tistes : los Sre*. André y C\ á foja 12 del espediente 
principal, ponen demanda reivindicatoría de la lancha ú vapor 
«Cordillera», contra D. Domingo Leiica. estableciendo que el 
demandante la prestó al Coronel Courtin, Capitán del Puerto en 
Monte? ideo, para que se sirviera de ella en un viaje al Rosa- 
rio, y que no pidieron su devolución de miedo á las autoridades 



ese tiempo en aquel punto, j que «1 poner esta demanda 
ei porque han sabido que la lancha-vapor Ja posée Leí tea en 
este puerto de Buenos Aires, La demanda es contestada por 
los Kres. I). Domingo Leiica 7 D. Adolfo Gabastou conjunta- 
mente, que han seguido defendiéndose juntos por ser posee- 
dores j condóminos de la cosa demandada, pidiendo no se haga 
lugar á la demanda de reivindicación de Andró y C" f por cuanto 
los poseedores son tales poseedores de buena fé j dueños de la 
lancha-vapor, que la compraron a D, Miguel Onetto y éste la 
obtuvo por Gianelli, y que siendo una embarcación menor se 
transfiere su dominio como el de toda cosa mueble, sin necesi- 
dad de escritura, y considerando: 

1° Que ta cosa que se pretende reivindicar es mueble, pues 
según el artículo 1014, Código de Comercio, lo son todas las 
embarcaciones, con la sola limitación de que las mayores de 
i«s toneladas se transfiere el dominio de ellas por medio de 
escritura pública, segnn la última paite del artículo 1014 de 
dicho Código, lo que quiere decir que las menores no necesitan 
tal escrituración. 

2" Que la embarcación objeto de este juicio, es de las que se 
transfiere el dominio por la simple tradición material» sin 
necesidad de ningún documento, como toda «osa mueble, mer- 
cancía ú objeto, puesto que de autos consta que es embar- 
cación de cirtea toneladas, como lo afirma el Cónsul Genera) de 
Montevideo, en su certificado consular, transcrito en el instru- 
mento público marítimo de foja una,de que junto con el escrito 
que lo presentó se le dió traslado al actor Andró y C\ y ocu- 
pándose de él lo aceptó de plano en esa parte en que certifica 
el Cónsul General ser la embarcación de cinto toneladas, puesto 
que no hace sobre ese ponto capital ni la mas ligera observa- 
ción; y ese porte de cinco toneladas esti también confirmado 
por el informe de foja 67 á foja 00, pedido á la Capitanía de 
este puerto de Buenos Aires, de que resulta qne la lancha- 
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vapor en cuestión, es cosa mueble, enajenable sin necesidad do 
escritura ni documento alguno, artículo t0i5, Código de (V 
mercio, pues «n Us cosas muebles la posesión es el único título 
como lo enseña la nota puesta al artículo 21, título de las Ac- 
ema Posetorim, Código Civil. 

3* Que la buena tt en los poseedores demandados es hecho 
reconocido implícitamente por los demandantes, pues no solo 
no han intentado probar mala fé en la posesión de la cosa qne 
pretenden reivindicar, sinó que ni siquiera alegan en su de- 
manda de foja í% que los demandados son poseedores de mala 
fé, y á pesar de dichos demandados, sin ser necesario desde 
que no se les bacía imputación, han probado su buena fé como 
dueños y poseedores, pues el mismo André y C", en su escrito 
de foja 8 del espediente de desembargo, agregado al principio, 
contestando el en que se pedia el desembargo, aurma que Onet- 
to, vendedor é Léxica y Gahastou, compró la lancha-vapor, en 
Montevideo, al Sr. Cárlos Gianelli, por medio de escritura 
pública ante el Escribano D. Agustín J. Martínez, y con ese 
título vino 4 Buenos Aires y la vendió á los demandados Le* 
sica y Gabastou, si bien no necesitó traer tal título para ven- 
der, desde que tratándose de cosa mueble le bastaba como título 
la posesión, pero ese titulo de Onetto viene á robustecer la 
buena fé de los demandados que le compraron al que así con 
instrumento público, á mas de la posesión, se presentaba como 
dueño. 

4° Que los demandantes establecen que perdieron la pose- 
sión, no por robo ni otro acto violento ó clandestino, sinó por 
que prestaron la cota muehie al Coronel Courtin, y se des- 
prende del hecho de demandar esta reivindicación que dicho 
Coronel abusó del préstamo ; sin embargo este hecho de que 
fuera prestada al Coronel Courtin no se ha intentado probar 
el por qué, la ratón del miedo para el inocente acto de pedir 
la devolución de una cosa que habían prestado por voluntad ; 
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en tal caso así confesado, los actores carecen de acción paca 
reivindicar la lancha-vapor «Cordillera», no teniendo sinó 
nna acción personal contra el Coronel Conrtin, por el abuso, 
según se desprende del articulo i% título De tai accione» Pote* 
torio*. Código Civil. 

I esto es así T porque en los muebles se adquiere el dominio 
por la simple entrega j por eso pertenecen al que los posee, no 
siendo reivindicables contra el que los posee en carácter de 
dueño, sinó cuando se han perdido por hurto, artículo 10 de 
dicho título. Código Civil citado, y de la propia eiposicion de 
André y C\ en su demanda de foja 12, no resolta que se le 
hubiese extraviado ó perdido la cosa, ni menos que so la hu- 
biesen robado. 

Por estas consideraciones, falto declarando qoe "s improce- 
dente la acción reivindicatoría contra los demandados Lezica y 
Gabastou, á quienes absuelvo de la demanda, siendo las costas 
daños y perjuicios causados por este pleito, & cargo de los de- 
mandantes Andró y C* ; levántese el embargo de la embarca- 
ción y entregúese á sus dueños. Notifíquese original y repón- 
gase los sellos, 

Isidoro iibarracm. 

roJto oto ta *mpv*m* Cas** 

Burm * A ¡reí. Febrero 19 de 1886 

Vistos ; por sus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja ciento veinte y nueve, y satisfechas 
aquellas y repuestos los sellos, devuélvase. 

i. B. GOR0STIAGA. — J. DONIN- 
GU£Z. — lUMSLAO FRIAS. — S. M. 
LASMl'ft. 
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CAVIA XTH 



[i. Francisco Fernandez, contra I). Anitmia Hodriguez del Bwto; 
tobrt interdicto de recuperar una servidumbre de pa*o. 



Sumario. — Las servidumbres discontinuas, aparentes 6 no 
aparentes, no pueden establecerse por el solo destino que tuvie- 
se dado á los inmuebles el propietario de ello* ; j au cuasi 
posesión no basta por sí sola para fundar una acción pose- 
soria. 

Cato, — Lo esplica el 

Córdoba, Diciembre 9 de 1883. 

Visto este interdicto, promovido por D. Francisco Fernandez, 
para recuperar la posesión de un camino ene) Bajo de Oslan, el 
cual ha sido cerrado por D. Antonio Rodríguez del Busto, á fin de 
que se le condene á que abra el paso correspondiente, con la im- 
posición de multa y demás que -olí cita, y considerando que el 
fundamento del interdicto lo hace consistir Fernandez, en que 



m 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



su heredad ubicada en dicho bajo, tiene hace mas de setenta 
anos salida por un camino vee inal, que ha cerrado Rodríguez, 
Hitándole la posesión de dicho camino; por cuyo motivo trata 
recuperar la posesión de la mencionada servidumbre (Escri- 
to de foja I a ) y ampliando estos fundamentos de su red lima- 
ción en el juicio á que fueron convocados, espone : que eles- 
presado camino era una servidumbre de padre de familia, esta- 
blecida por el primitivo dueño de todas lis propiedades qnc 
forman el Bajo de (Jalan, sin que desde entonces se produjera 
hecho alguno que la contradijera, hasta el arto del señor Ro- 
dríguez que motiva esto recurso, — Que la propiedad del es- 
ponente ha quedado completamente enclavada, pues no solo se 
ha cerrado el camino sino también la puerta de salida de la 
finca. — Que la servidumbre de que se trata es aparente por- 
que existe un camino carretero duro y trillado, permanente y 
continuo» y se lia encontrado en posesión de dicha servidnm- 
bre desde que compro la finca buce cuatro anos. — Que para 
deducir este interdicto le basta la posesión pública que ha ejer- 
cido, sin necesidad de presentar título alguno, contra el despo- 
jante, y aun cuando fuese viciosa su posesión. 

Considerando también los fundamentos aducidos por el de- 
mandado en el acta de foja, . . para rechazar el inerdicto; des- 
conoce, en primer lugar, la existencia de la servidumbre de pa- 
dre de familia ó establecida por el dueño primitivo de los ter- 
renos del Bajo de Galán, porque las servidumbres discontinuas, 
aunque sean aparentes, no pueden constituirse por el destino 
dado por el padre de familia a sus inmuebles, y que por tanto, 
creía inútil la prueba sobre el tiempo que pueda haber usado 
Fernandez del espresado camino. — Que en segundo lugar, una 
posesión precaria no puede servir de fundamento para los in- 
terdictos, y la de poso se reputa siempre precaria cuando no 
se funda en título ; pues semejante servidumbre no puede úd- 
quirírse siuóen virtud de dicho título. — Que era enteramente 
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inaplicable al caso en cuestión la doctrina de que bastaba cual- 
quier claae de posesión contra el despojante, por viciosa que 
fuese* y sin necesidad de presentar título alguno ; porque el 
artículo en que dicha doctrina se apoyábase referia al despoja- 
do de la posesión r/c inmuebles. — ( jue por último, et esponen te 
ha usado de un derecho incontestable ni rercar su terreno, y si 
con esta medida queda privado Fernandez de alguna ventaja 
de que disfrutaba antes, ello es el resultado inevitable del 
ejercicio de un derecho. 

Queá mérito de esto» antecedente», y considerando ahora : 
l fl Que la última síntesis de las opiniones recordadas se re- 
sume en una cuestión de derecho, á saber, ai el seüor Fernandez 
tiene ó no la posesión requerida para el interdicto deducido. 

2° Que para la investigación de este punto, verdaderamente 
prejudicial, es preciso recordar que las acciones posesorias no 
solo corresponden á los poseedores d« inmuebles, sinó que, por 
analogía, se han estendido á otros derechos reales, especial- 
mente i los derechos de servidumbre, que son desmenbra- 
etones de la propiedad. (Pothier, tomo I o , página 731, y tomo 
9", página 278, número 38, edición de 1881. — Aubry et Kau, 
§ 185 númeroSV — Mayn*. § 135, 4* edición. — Molitor, Po- 
sesión, número 14. - Xota del Codificador al artículo i n «J> 
ta Posesión* y otra del Dr. Segovia sobre el artículo 2° «fte//M 
acetona posesorias». — Artículo 65. titulo 12. * l*e ia* servi- 
dumbre**). 

3° Que esta extensión dada n las acciones posesorias, si bien 
aparece contrariarla idea misma déla posesión, que supone 
como elemento esencial el poder física sobre una cosa, y no 
puede, por consiguiente, rigorosamente aplicarse sinó ¿objetos 
materiales; considerada la posesión en sus relaciones con el de- 
recho de propiedad, se manifiesta, sin embargo, como el ejerci- 
cio de poderes comprendidos en este derecho. Y bajo este punto 
de vista, se ha creído poder estender la idea á las servidumbres. 
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considerando como poseedor de una servidumbre al que ejeria 
km poderes contenidos en el derecho de servid uumbr« quasi 
posessia juru patento. (Haynz y demás autores citados). 

¥ Qoe establecida la procedencia de las acciones posesorias 
en materia de servidumbres, como terminantemente lo prescribe 
el artículo 61 , titulo 12 citado, cuando dice: «Corresponde á loe 
d nenes de las heredades dominantes..,, las acciones y escep- 
eiones posesorias», se hace necesario descender i la servidum- 
bre especial de que se trata ó sea la que procede del destino 
dado por el padre de familias, que forma la base y fundamento 
de la presente reclamación. (Artículo 9, título citado). 

5° Que en esta especie de servidumbre, en cuanto á su constitu- 
ción y condiciones que se requieren para entablar los ínter- 
dictes, no debe perderse de vista un solo momento su naturale- 
za de continuas ó discontinuas, de aparentes ó no" aparentes ; y 
á este propósito y con motivo del artículo 6 o , título 12 citado 
que establece tan importante distinción, dice el codificador : 
i En esta materia es preciso que la definición sea muy precisa 
« y exactamente entendida, pues las servidumbres que son á la 
« vez continuas y aparentes, pueden establecerse por prescríp- 
« don y llegar & ser desde entonces objeto de una acción pose- 
i sarta* mientras que otra cosa se dispone para aquellas á las 
v cuales les falla el uno o el otro de estos dos caracteres *. 

0° Que la trascendencia é importancia de la distinción enun- 
ciada se nota, desde luego, al considerar los siguientes artículos 
del Código. Cuando el propietario de dos heredades, dice el ar- 
tículo 25, titulo 12, haya él mismo sujetado la una respecto i 
la otra con servidumbres continuas y apárenles, y haga des- 
pués una desmembración de ellas, sin cambiar el estado de los 
logares, y sin que el contrato tenga convención alguna respecto 
á la servidumbre, xc juzgará á esta constituida como si fuese por 
título. £1 artículo 28, del mismo tí tu lo. complementando el pensa- 
miento del legislador, dispone asi: Las servidumbres ditcontt- 
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/tHo*, aun cuando sean aparentes, no pueden establecerse por el 
tolo destino que tuviere dado ú tos inmuebles el propietario de 
ellos. El artículo 48 acaba de acentuar la importancia de la dis- 
tinción referida. Las servidumbres continuas y aparentes, dice, 
ae adquieren por título ó por la posesión de treinta años. Las 
servidumbres continuas no aparentes y las servidumbres dis- 
continuas aparentes ó no ti parantes, no pueden establecerse 
sinó por títulos. La posesión, aunque sea inmemorial, no basta 
para establecerlas, (Artículo 60, Ite ta prescripción de las cosas. 
Demolombe, Tomo i % número 768 y siguiente). 

7° Que de estos artículos resulta el alcance ú importancia de la 
distinción notada; puesto que las servidumbres contíuuas y apa- 
rentes se establecen por el destino del padre de familia, con las 
circunstancias que enuncia el artículo 25 y sin necesidad de títu- 
lo; mientras que las discontinuas, aunque aparentes.no pueden 
establecerse por el solo destino que el propietario hubiere dado á 
sus inmuebles ; es i n suficiente la posesión,, aun inmemorial y se 
hace preciso el titulo para su constitución. 

8 o Que establecida este sintesis clara y piecisa, conviene 
mencionar el artículo 26 del propio título citado, que ba sido 
transcrito del G9-4 del Código Francés, y que ha dado origen 
á las mas graves disidencias entre eminentes jurisconsultos 
(Aubry y Kan, £ 253, nota 9\ Demolombe, Tomo 12, número 
821. Daranton, Tomo 5", números 570 á 573. Marcadé, sobre 
el artículo tiül número 3"). Dicho artículo dispone así: Si el 
propietario de dos heredades, entre las cuales aparece un signo 
aparente de servidumbre de una á la otra, dispone de una de 
ellas, sin que el contrato contenga ninguna convención relativa 
á la servidumbre, ésta continua existiendo activa ó pasiva- 
mente en favor del fundo cnagenado, ó sobre el fundo enage- 
nado. Y procurando el Dr. Segovia concordar este artículo con 
los 25 y 28 citados, como se habian esforzado los jurisconsultos 
que acabo de mencionar en conciliar los artículos 392 y 093 
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con el 664 del Código Francés, que corresponden * los de nues- 
tro Código, consigna estas palabras en las notas 59 y 65 
del título 12 Be las Servidumbre!. Ninguna dificultad puede 
presar una servidumbre continua j aparente establecida pof 
el propietario primitivo entre propiedades enngenadas separa- 
damente. Pero si el signo que las lugares ofrecen es de una 
servidumbre discontinua, que no se ejerce sino por el hecho d«i 
hombre, como ese signo puede ser mas ó menos equivoco, no es 
suficientemente decisivo, y requiere ta presentación del título de 
la adquisición de la heredad, para que se vea que calla respecto 
ai significado del signo ó que no lo contradice.... En resumen, 
agrega* siempre que entre dos propiedades existen servidum- 
bres aparentes establecidas por su propietario, estas quedas 
formalmente constituidas por el hecho de la separación de esas 
propiedades; pero si la servidumbre aparente es discontinua, 
será preciso coroborar el signo de su existencia con el silen- 
cio del titulo á su respecto. Tal es en nuestro sistema el sen- 
tido délos artículos 25 y 26, combinados con el 38. En la nota 
65 vuelve a repetir el Dr. Segoria : Las discontinuas y apa- 
rentes necesitan, además, ei apoyo implícito del silencio del 
Ululo de enagenacion de la heredad. 

9" Que sin detenerme á examinar los diferentes sistemas esco- 
ltados por los comentadores del derecho Francés para armonitar 
los artículos referidos, ni entrar en la crítica de las cinco solu- 
ciones que presentan, porque esto no cumple i mi propotito, 
debo sí, hacer notar que el sistema indicado por el Dr. Segovia 
se coloca en un temperamento de equidad, el mas favorable i laa 
servidumbres discontinuas, y que cuenta en su favor con opinio- 
nes muy respetables. En efecto, Demolombe, en el tomo 12, nú- 
mero 821, lo mismo que los señores Aubry et Rau, en el § 252, 
enseñan : Que las servidumbres discontinuas, aun aparentes, no 
pueden adquirirse por el solo destino del padre de familia ; y 
que aun cuando se revelen por un signo exterior, y contraten 
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los interesados en presencia de este signo, sin espresar nada, 
debiendo presumir que se mantienen dichas servidumbres, sin 
embargo, es wcea&úo que et yuc pretende que una servidum- 
bre discontinua resulta del destino del padre de familia pre- 
sente al acto por el cual se ha operado la división, á fin de probar 
que no encierra alguna clausula contraria al mantenimiento del 
signo aparente que la anunciaba, y se corrobore y confir- 
me por el silencio del título á este respecto. 

10, Que esclarecido el punto referente á la constitución de 
la servidumbre precitada, llega la oportunidad de tratar de 
las condiciones requeridas para eutablar los interdictos en esta 
clase especial de derechos reales. 

El Dr. Segovia, en la nota 165 al título í% libro 3 o , y con 
motivo del artículo 65, que declara corresponder las acciones 
posesorias á los dueños de las heredades dominantes, se espre- 
sa en estos términos : 

Si la servidumbre es continua y aparente, como estas son 
las únicas susceptibles de establecerse sin necesidad de título, 
por prescripción ó por el destino del padre de familia, enton- 
ees la cuasi posesión basta para fundar la acción posesoria; 
pero en ios demás servidumbres, la cuasi posesión debe apoyar* 
se en un titulo emanado del propietario del fundo sirviente ó de 
sus causantes. Kl Dr. Scgovia concuerda su doctrina con el 
párrafo i ú de la nota del Codificador, sobre el artículo 6% y cu- 
yas palabras quedan transcriptas en el 5° considerando ; y se 
refieren á las diferentes condiciones que se requieren para en- 
tablar las acciones posesorias, ya se trate de servidumbres 
continuas y aparentes, ya de otras á las cuales falta el uno ó 
el otro de estos dos caracteres. 

Si examinamos el estado de la doctrina en una materia tan 
delicada, encontramos antecedentes satisfactorios y que con- 
cuerda n con las opiniones que acaban de enunciarse. Los Sres. 
Aubry et Rau, § 185, número 3 o , capítulo lie las Servidumbres 



FALLOS Pt LA tOKUU GORT1 



convencionales, consignan su pensamiento en estos términos : 
— Las servidumbres continuas y aparentes pueden formar 
objeto de una acción posesoria ; y esto, sin que el demandante 
tea obligado á producir un título en apoyo de su cuati pose- 
sión. 

Por el contrario, eí ejercicio de servidumbres discontinuas* 
aparentes ó no aparentes, no puede, en principio, fundar una 
acción posesoria (Meilio. Repertorio, palabra Servidumbre § 5» 
~_ Tonlier f Tomo 3 o , números 713 y 715 — Dnranton, Tomo 
5* 632, 633, 635.— Demolombe, Tomo 12, números 941 , 943, 
044. - Belime, números «55, 256 y 856 bis. - Pardessus, 
Servidumbres, Tomo 2\ números 325 y 330). -Sin embar- 
go, sucede de otra manera cuando el demandante producé en 
apoyo de tu cuasi posesión y para revestirla de este carácter, 
un título constitutivo de servidumbre, emanado del propietario 
de la heredad sirviente ó de sus causantes. 

los mismoa distinguidos jurisconsultos, en la nota 30 i di- 
cho | y sostenidos por comentadores de igual nota, dan la raion 
fundamental de su opinión ;— produciendo, dicen, un titulo, ema- 
nado del propietario de la heredad sirviente 6 de sus causantes, 
el demandante hace desaparecer en lo que concierne á él mis- 
mo y en loque concierne al demandado, la presunción «preca- 
rité > (precaria) ó de tolerancia inherente á la tervidumbre t en 
cuyo goce pretende hacerte mantener. Pero en defecto da la 
producción de un título semejante, el ejercicio de la servidum- 
bre, se presume (ó es como presunta) viciada de «précarité*, 
insuficiente para fundar una acción de despojo 6 denuncia de 
nueva obra. (Herlin, Repertorio, voz Servidumbre, § 35 nú- 
mero 2 bis; y Cuestiones» en la misma voz, §6. TouHier, Tomo 
3*, número 716. Pardeas os, Tomo 2", números 325 y 330. Dn- 
ranton, Tomo 5° número 638. Berliere, números 255, 256 y 200, 
Demolombe, Tomo 12 números 945 i 947. Zachari», S 1876, 
testo y nota 8*. Carón, número 310 y 685). 
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11 Que no permitiendo el tiempo que la lej fija al Jnez 
para )a resolución de esta clase de interdictos, abundar en 
otras consideraciones, debo limitarme á recordar lo que en- 
sena Demolombe, en la parte citada, sobre la insuficiencia de 
la cuasi posesión, por sí sola, en las servidumbres discon- 
tinuas, para fundar las acciones posesorias. La razón es, 
dice este respetable jurisconsulto, porque la posetion se pre- 
sume precaria y de ¡imple tolerancia ; y precisamente con 
el Ututo se hace desaparecer esfe vicio de tolerancia y *pré- 
carité*. — Sin el título, pues, semejante ejercicio 6 cuasi 
posesión se halla afectado del vicio de tolerancia ó reviste 
el carácter de precario ; y por lo tanto no confiere el derecho á 
los interdictos, como terminantemente lo establece el artí- 
culo ÍS De las acciones posesorias. 

12 Que la doctrina espuesta, especialmente aplicada á las 
servidumbres discontinuas y aparentes, exijiendo en ellas re- 
quisitos particulares par» que puedan deducirse los interdic- 
tos, no puede ser objetada con lo dispuesto en el artículo 23 
De tas acciones posesorias, el cual dispone, en general, que 
corresponde la acción de despojo á todo poseedor despojado 
de ta posesión de inmuebles, aunque su posesión sea viciosa, 
sin necesidad de presentar titulo contra el despojante, Y en 
efecto, el derecho tan especialmente constituido para los jura 
ir re, que consisten en servidumbres discontinuas, no puede ser 
derogado por otro general que se aplica á los inmuebles. £1 
codificador, en una interesante nota al articulo 9», título 12, 
se encarga de manifestar la diversa situación del que preten- 
de poseer esclnBivamente nn inmueble de otro que solo alega 
corresponderá ciertas desmembraciones en el mismo inmueble. 

Después de enunciar que la posesión esclusara del inmueble, 
causa la privación de todo goce de parte de aquel, en cuyo de- 
trimento se ejerce la posesión, y qne es muy natural suponer 
en éste, renuncia ó nn reconocimiento del derecho de otro, 
T. iviu 32 
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agrega ; mas otra cosa sucede en las servidumbre* que comun- 
mente te ejercen á favor de las relaciones que erra ta vecindad 
(por deferencia ó tolerancia) sin que resulte perjuicio real para 
el propietario de ta heredad sirviente, y sin que éste haya te* 
nido siempre y necesariamente un interés serio en oponerse á 
su ejercicio. (ToulUer, Pardean», Mamad* y Demolombe, en la 
parte que espresa dicha nota). 

13. Que además, el articule 65, títnlo 12, recordado tantas 
veces, prescribe, en verdad, que corresponden las acciones pose- 
sorias á los dueños da las heredades dominantes; y que por 
consiguiente el que pretenda ejercer los interdictos, debe poseer 
un prédio que revista tal carácter de dominante. Mientras tanto. 
Be ha examinado ya lo que se precisa en laa servidumbres, ya 
continuas y discontinuas, para que queden constituidas, y las 
condiciones indispensables para que sean procedentes los in- 
terdictos. — 

14. Que descendiendo al terreno de los hechos y aplicación 
de la doctrina jurídica, resulta : Que la servidumbre que mo- 
tiva la cuestión es discontinua. (Articulo 6, título 13). Que no 
solo no se ha presentado título emanado del padre de familia, 
que al menos corrobore el signo de su existencia con el silencio 
de dicho título respecto de la servidumbre; sino que, habiendo 
aseverado el contrario en el acta de foja. . . . qne jamas pro- 
baria el ocurrente que su predio tuviese el carácter de domi- 
nante, ni hubiera adquirido servidumbre de paso sobre su in- 
mueble, parque et mismo titulo de Fernandez hacia constar lo 
contrario: ni aun así, se había exhibido el título tan imperio- 
samente exij ido para poder juzgar déla procedencia de la acción 
deducida. Y es digno de notar á este proposito, que el Sr, Fer- 
nandez, contestando A la O 1 posición, ha confesado que por sus 
títulos w tiene su prédio servidumbre activa sobre el del Sr. 
Rodríguez. 

15. Que faltando el requisito esencial del titulo, se hace in- 
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necesario entrar al eiámen de la prueba producida sobre loa 
estreñios legales de esta clase de interdictos, porque en el su- 
puesto de estar bien constatado el ejercicio de los actos que se 
dicen constitutivos de la servidumbre del destino dado por el 
padre de familia, resaltaría siempre deficiente la cuasi-poae- 
sion, alegada sin la ayuda del titulo respectivo. Que esto no 
obstante, convenía dejar consignado, que por acuerdo de los in- 
teresados y confesión de Fernandez, el cerco, cuya puerta ha 
cerrado Rodríguez, se halla colocado en terreno de éste, y que 
lo construyó Fernandez, con permiso del encargado del admi- 
nistrador del terreno comprado por dicho Sr. Rodríguez, cuyo 
permiso se le acordó hasta que se vendiese ó diapusiese el dueño 
de él. 

1C. Que han sido inútiles todos mis esfuerzos para conseguir 
un arreglo prudente en un asunto de poca importancia, y no 
obstante de presentarse por una y otra parte bases muy razo- 
nables. Que forzado así á resolver en puntos tan delicados, y 
omitiendo otras consideraciones, falto, definitiva^Cbie juagando 
que no se han comprobado debidamente los entremos legales; y 
que en consecuencia, no se hace lugar al interdicto deducido, 
sin eapecial condenación en costas ; dejando á salvo al derecho 
que pueda corresponder al Sr. Fernandez, para qne lo deduzca 
por la vía que corresponda. Y en atención á la naturaleza del 
asunto y reclamo de especial urgencia que hace Fernandez, ha- 
bilítase el dia de hoy para que pueda notificarse este auto con 
el original, reponiéndose los sellos. 

Itttfaet (iarcia. 



m 



FALLOS DE LA SOPUHA CORTE 



Bneoot Airei, Febrero 19 de 1885 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma, con costas, el tuto 
i foja veinte, y repuestos los sellos, devuélvase. 
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CAUSA XVIII 



D. Juan L. Caminos, contra D. Néstor y D. Juvenat de ta Puen- 
te, por reivindicación; sobre competencia. 



Sumario.— El conocimiento de ana demanda sobre derechos 
puramente privados, entre argent inos y un extrangero, corres- 
ponde al fuero federal, aunque resulte que el extrangero haya 
servido en el Ejército Nacional. 
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Caso. — Se comprendo leyendo el 

Paraná, Julio 7 de 1884. 

Vistos : eo la excepción de incompetencia deducida por los 
demandados D. Néstor y D. Ju venal de la Fuente, fundada en 
que ol actor D. Juan Luis Caminos, cuja calidad de ciudadano 
de la República Oriental del Uruguay está acreditada por el 
certificado Consular de foja.... ha perdido dicha nacionalidad 
por haber tomado servicio en ta Armada Argentina basta 1871 ; 
y en que existe litis-pendencia ante el Poder Ejecutivo de la 
Provincia sobre reconsideración del titulo de propiedad con 
que se instruye la demanda; y considerando, respecto de lo 
primero : Que aún suponiendo probado el hecho de los servi- 
cios prestados a este país, y que como consecuencia de ellos 
Caminos hubiese perdido la ciudadanía Oriental, para que este 
Juzgado fuese incompetente, era necesario, además, que Cami- 
nos hubiese tomado carta de ciudadanía Argentina, de manera 
que el pleito fuese entre ciudadanos de esta República, pues 
los servicios prestados al país no bastan para conferir la nacio- 
nalidad, sino que es necesario que el que los presta manifieste 
ante un Juzgado de Sección su voluntad de naturalizarse y 
obtenga la carta correspondiente, artículo 2% título 2° de la 
Ley 3 de Octubre de 1860. Que no habiéndose alegado por los 
demandados el hecho de ser Caminos ciudadano Argentino, 
aunque hubiese perdido la ciudadanía Oriental, no por eso ha 
dejado de ser extrangero y de encontrarse, por lo tanto, en las 
condiciones del artículo de la ley de Jurisdicción y Competen- 
cia de los Tribunales Nacionales, para poder demandar ante 
ellos 4 D. Juvenal y D. Néstor de la Puente, que no niegan ser 
argentinos. 



Que en cuanto á la litis-pendencia, dados los considerandos 
anteriores, j versando la demanda sobre derechos puramente 
privados, coya decisión compete 4 los Tribunales de Justicia, 
y no sobre un derecho privado en oposición con un interés pú- 
blico, que es lo que constituye le contencioso- administrativo 
sujeto á la jurisdicción del Poder Ejecutivo, es este Juzgado 
el competente para conocer en el caso en cuestión. 

Por estas consideraciones, no se nace lugar i la excepción 
de incompetencia, debiendo esta parte evacuar el traslado pen- 
diente de la demanda. Repónganse. 

M. de T. Pinto. 

VISTA DEL SESOR FROCURADOK GEKEIUL 

Buenos Aire», Febrero 18 de 1885. 

Suprema Corte : 

Encuentro fondada la sentencia del Juzgado de Sección. 

La nación que confiere el título ó el carácter de ciudadano, 
es la única que puede quitarlo. Aceptados como ciertos tos ser- 
vicios que se dice prestó el Sr . Caminos á un poder extrangero, 
solo la nación á que pertenecía podía excluirlo, por ellos, de su 
comunidad. Aparece lo contrario de la papeleta de foja I' i 
y nadie tiene el derecho de contradecir su significado. 

En cuanto á la litis-pendencia, es bien sabido que no basta 
qne haya pleito sobre una misma cosa: es necesario qne la 
acción y las personas sean también las mismas, para qne pro- 
ceda 1» excepción. 

Es evidente que no esti en este caso la cuestión presente. 

Sírrase V. E. confirmar la sentencia recurrida. 



Eduardo Costa 



DI JUSTICIA NACIONAL 



Buenos Aires, Febrero 24 Je 1885. 

Vistos: por sus fundamentos y de conformidad i lo espurio 
y pedido por el Señor Procurador tiencral, se con Arma, con cos- 
tas, el auto apelado de foja veinte y siete vuelta, siendo también 
de cargo del apelante las costas del incidente en primera instan- 
cia. Repuestos los sellos, devuélvase. 

J. DOHINGIttZ. — l) LADISLAO FRIAS. 
— 9. B, LASHUR. — nDEMCO 

iBAncúatf. 



